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mw 

Al varado, don Mariano y su esposa (su sucesión), con- 
tra el Gobierno Nacional, por cobro ue pesos 335 

A lid rea a, don Guillermo, contra I* Provincia de Co- 
rrientes, por cobro de pesos * • 187 

Aparicio, don Francisco, en autos con el Gobierno Na- 
cional, por cobro de pesua. Recurso de hecho 51 

Arias Mu rúa. don Nicolás, contra la provincia de Salta, 
por expropiación; sobre incuustituuionalidad de las 
leyc» de Iti iinUeria de la provincia 247 

Atibune, don Daniel s , con don José Amador Castro, 
sobre jactancia • * * • « • • * ■ 107 



Bacigalupo, don Lázaro; tercería de dominio, en el juicio 



seguido puré) Fisco Nacional contra Alejandro Daul, 

imr eobru de i tu puestos internos lüti 

Bnttilana, don Máximo S., contra la provincia de Bue- 
nos Airea, por cobro de pesos . . 374 

Iteyerman, Km i luí, su extradición dol ¡citada por las au- 
toridades del Imperio Alema». 1 uci den te so Ure entrega 
de di ñera. 125 

Bowcrs, dona Cuta lina Ü., contrn don Carlos Gerreru, 
per reivindicación; sobre prueba 180 



C 



Capundeguy, Pascual,' en nulos con l'nats. Prueba y 
Cía, por infracción a I» ley de marcas. Recurso de re- 
visión deducido de hecho 331 

Casado, don Curios (su sucesión). contra iu provincia dt> 
Sania Ke, sobre ejecución de sentencia y cobro de 

pfSOS 31o 

Casti*{liaiii, Alberto, con la sociedad «Unioncc Uenevu- 

leiiKft', por defraudación, decurso de lieclio 43í* 

Castillo, .huui, en nulos con el Kisco Nacional, por de- 

fraudncióti n la renta. Reeursu de revisión. . , 424 

Castro, don Jone Amador, contra don Daniel >S. A abone, 

úubrtí jftctiiiiciii * * m'm «É»>^i. # « ■ i « * + - -i i * t> «.Ve,* -40^7 
Catrín, Aveliuoy Kraicisuy Currnmill, criminal, contra; 

por liomicidio. ..... . » •••.•■•<..■..•.•.. 17 



Contienda entre el Juez del crimen de Villa .Mercedes, 
provincia de Han Luis y el Jne/. Letrado de Pampa 
Central, sobre autenticación en un exhorto 208 

Currnmill, Francisco y Avelino Catriu, criminal, contra, 
par liomicidio, » < » ,.• .« » , « • , • • « 1 ^ 



Fernández, don Camilo, en loa autos seguidos por el 
FUeo Nacional con «1 Ferrocarril iSud Americano, 

por defraudación de impuestos. 

Ferrucarríl Central Argentino contra la municipalidad 

del Kosnrio, por devolución de impuestos 

Ferrocarril Central Argentino contra la municipalidad 
del Rosario, sobre iiiconstituciunalidad de impuesto y 

devolución de dinero. 

Ferrocarril del Oeste de Buenos Aires 0011 el Fiscu Na- 
cional, por defraudación á la renta de aduana 

Ferrocarril del 8ud coa don Pedro Navarro, por cobro 

de pesos; sobre competencia 

Ferrocarril del Sud con don Félix Locatelli, por danos 

y perjuicios; sobre competencia 

Ferrocarril Gran Oeste Argentino contra la Dirección 
de Ferrocarriles Nacionales, |wr devolución de unu 

multa. Kecurso extraordinario 

Fisco Nacional contra Seré, Ucau y t)ia„ sobre cobro 

de impuestos de Aduana. 

Fisco Nacional contra el Ferrocarril del Oeste de Kue- 
nus Aires, por defraudación á la renta de aduana. .. 
Fisco Nacional contra don Federico Moreno, por pre- 
sunta defraudación del impuesto sobre los azocares. . 
Fisco Nacional r. mitra Antonio Cavaleri, por defrauda* 

«¡óu á la renta. IE ce tirso fle Uecho 

Frías, Salustianu, recurso de becbo en la en usa urinii- 
nal seguida contra el mismo por malversación de di- 
neros públicos 

Fuente de la, don Pedro, contra la provincia de Buauoa 
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Aires, «ubre inofiiiatiluciunal ¡ilitcü del impuesto de 
•juias y devolución de dinero 138 



Garbera, don Guillermo, eontra la pro vi no i» de Buenos 
Aires, por cobro de pesos 62 

íibiggeri, don Juan, contra la provincia de Huenos Aires 
sobre tneonstitucionalidad del impuesto de guias y 
devolución de dinero ■ ■ ■ ■ • 

Gobierno Nacional con don Juan B. Mtídici(su sucesión), 
sobre constitución de un tribunal arbitral - 8L 

Gobierno Nacional con dofta Hipólita Matallaua de Mon- 
tes y otras, sobre cumplimiento de un intrato.... 22H 

Gobierno Nacional cotí la sucesión de don Mariano Al- 
varado y su esposa, por cobro de pesos 335 

Gobierno Nacional con don Luís hinek, sobre entrega 
de Lie r ras y daños y perjuicios 350 

tierrero, don Carlos, con donu Catalina S- de 1 to- 
ny ers, por reivindicación; sobre prueba iflQ 

H 

Hur tintan y Slocker contra lu provincia de Huenos Aires, 

por cobro de pesos 58 



Le r tora, don Adolfo, en autos con el Itanco Hipotecario 
Nacional, por repetición de pagos. Recurso de 
hecho. * 

Linck, don Luis, contra el Gobierno Nacional, sobre 
entrega de tierras y daños y perjuicios 350 

Loeatelli, Félix contra el Ferrocarril del Sud, por 
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danos y perjuicios; sobre ¡5 ropeleiieia 442 

Liizuriaga, don Enrique, contra la provincia de Corrien- 
tes, por cobro de pesos 1H5 



Márquez, Hito U., recurso tle hedió.. , » m 

Martínez, don Kelipe It. y otros, contra la provincia de 
San Luis, sobre escrituración. Inuidente sobre prueba 

testimonial V¿5 

Mala II ana dÜ Montes, doña Hipólita, y otras, contra el 
Gobierno Nacional, sobre cumplimiento de un 

contrato 330 

Mediei, don Juan II. (su sucesión) contra el Gobierno 
Nacional, sobre inconstitoción de un tribunal arbi- 
trtil ■■»<■■*■ ■ ■#•• 81 

Hioti. don J y K. Aleuiand, ci>ntra la provincia de 

Córdoba, por dáítoa y perjuicios; sobre competencia. ttS3 
Montesinos (su sucesión); terceria de dominio en los 
autos seguidos por doña Adelaida Peña y MI lo cont ra 
Virginia Cantón de Olivió, |mr reivindicación; sobre 

competencia Wl 

Morena, don Federico, con el Fisco Nacional, por pre- 
sunta defraudación del impuesto sobre los azucares.. 377 
Municipalidad del ftoanrio con el Ferrocarril Central 

Argentino, por devolncióu de impuestos . 73 

Municipalidad del Rosario cou el Ferrocarril Central 
Argentino; sobre inconstitucional idnd de impuesto 

y devolución de dinero. ÍHí 

Municipalidad de la Capital contra la Sociedad Anónima 
Terrenos Puerto de Hítenos Aires, sobre reivindica- 
ción. Recurso de liedlo 29¡f 
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Naso, don Juan Dionisio, contra el Pronurador P jaral, 
don Rodolfo Sarmiento, por onliitunia ¿ injuria; sobre 
competencia. Recurso ile hecho. . . . 4H> 

Navarro, don Pedro, contra el Ferrocarril del Sud, por 
cobro de pesos; sobre competencia 157 



Per filio, don Nicolás, contra la provincia de lineóos Aires 
sobre entrega de un campo y danos y perjuicios 51 

Prinetli y Stnchi, contra A. KrancUi y Cia, sobre cum- 
plimiento de una sentencia del Tribunal Civil y Penal 
de Milán. Recurso de hecho 2&S 

Provincia de Buenos Aires condón Nicolás Perfil io, sobre 
entrega de un campo y daños y perjuicios. ..... 51 

Provincia de Buenos Aires, con Ilofftuann y StocUer, por 
cobro de pesos 59 

Provincia de Buenos Aires con dou Guillermo Garbers, 
por cobro de pesos 62 

Provincia de Ituenes Aires con don Pedro de la Kuente, 
«obre Incunstitutiioiialidad del impuesto de guias y 
devolución de dinero.... \¿H 

Provincia de Huenns Airee con dou.luau Ghi<jgiri. sobre 
iuconsütucionnlidiid del impuesto ds guías y devolu- 
ción de dinero . . . 141 

Provincia de fíuenoa Aires con don Juno U. T ra pan i, y 
otro, sobre reivindicación de mi terreno £70 

Provincia de Buenos Aires con don Máximo S. Huliilana, 
por cobro de pesos ¿ £71 



> 



iit jomou NACION*!. 456 

Provincia ile tíñenos Aira» con la sociedad «La lltnnen» 
sobre devolución snmiu < i »» dinero y «oslas. .... * 103 

Provincia «le Cata marco con doña Klísa Uríbnnt de. 
Castells, sobre, entrega de tierras * • . Í0Í [ 

Provincia de Córdoba con i]*m .1. Miotf y .1. Alemand, 
|»ur danos y perjuicios; sobre competencia ¡Ü3 

Provincia de Corrientes con don Enrique Luzuriapi, pur 
cobro de pesos 1H5 

Provincia de Corrientes comían Guillermo Audreaii, por 
cobro de pesos • 187 

Provincia de Salla con don Nicolás Aria» Murúa, por 
expropiación; «obre inconstitucional ¡dad de las leyes 
déla materia de la provincia '¿47 

Provincia de Kan ta- Fe con don lleoito Villanoeva, añore 
expropiucióu é indemnización. Inúndente sobre, suspen- 
sión del término para contestar la demanda tiit 

Provincia de San Luis con don Felipe II. Martínez y otros, 
sobre escrituración. incidente sobre prueba testi- 

mOlllIil «■■:**•• ««■•>*• ara... i 4** 

Provincia de Sari ta- F¿ "oh la sucesión de don Carlos Ca- 
sado, sobre ejecución de sentencia y cobro de pesos. . U15 

S % 

Sun Martin, don Juan Antonio, cuantos condón Amo- 
ñjo llftldini, pin- cobro de pesos- Recurso de beclio. '4A1 

Ssr«, Lrtcau y C*. con el Fisco Nacional, sobre cobro de 

ímpuesLos de aduana 190 

Suciedad -l.a Blanca contra la provincia de ituenos 
Aires, sobre devolución de sumas de diñen» v costas. UU 

Soria, don Cipriano, en autos con don Tomas S, Ibis, 
sobre procedencia de un ¡tuga por no imanación. Re- 
curso d 1 hecbo, , •»■•»»« ».>•*, >,■;,• M 
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Tello, Juan Alberto, crimina], contra; por IiiMuioídio. 

Recurso de hecha 429 

Transo í, «Ion Juan C. y otro, contra la provincia de 

Buenos Airen, sobre reivindicación de un terreno.... 370 

U 

Uribnru dfl Caatella, doíia Klis». contra ta provincia de 
Cal a id» rea, sobre entrega de tierras V)l 



Vázquez de Fernández, don A., en el juicio sucesorio 
de Aval i no Zaiuhrr o de Vázquez. Recurso tic hecho 291 

Villanueva, don Itenito, contra la provincia ile Sania 
Fe, sobre expropiación é indemnización. Incidente 
sobre suspensión del término nara cun testar la de* 
manda . . M 

Villar, José María, criminal, contra, por homicidio. . 146 



«V 
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PC liHS «ATEtlK COKEMDflS EH U VOIUMN tW 



A 

Jto^wcíon —Negados por la contra parte ios hecha* aseve- 
radas por el aeLor en I» demanda, y no habiéndose 
producido prnelta alguna por las partes» correspondí! 
absolver al demandado. IVig. l:tH, 

Ajieheifm pma míe la Suprema Corte.— Procede el recurso 
rremlo por el artículo 3, inciso 2» de la ley 1055, contra 
la sentencia de una Cámara Federal, revocatoria de 
la del inferior, que condena al pago de In suma de 
cinco mil seiscientas pesos moneda nacional por con- 
capto de multa y derechos fiscales. 1% WO. 

Apelarían jwr« ante la Suprema Corte»— No siendo parte 
la Nación en las causas seguidas por el Uanco Hipote- 
cario Nacional, ó contra el mismo, es improcedente 
en ellas el recurso autorizado por el artículo 3°, incito 
}* de la ley 4055. Páf? 241. 

Apelar ¡ím para ante la Suprema Corte— No excediendo de 
cinco mil pesos el valor cuestionado, el «aso no se ba- 
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Üa comprendido entre los previstos eri el inr.Uo 2? 
ilel ariíeülo 3" de la ley nújat. 1035; Ba£ V¿7. 
,4 1 -ln't ra ¡t . - El tíollient" Nució mil esiú obligado ¡i .someter ¡i 
arbitraje conforme ¡i lo establecido por el articulo I* 
ilel contrato ilc rcsrisi.ui del «rrendaiiHenta «le las 
(Mira* .te *¡ululjnd;id de lul'upilul ileyea niíiii», -i T 7 1 y 
t»7ili ,. fl i'ccluiiiii filtre colín i de fistos lie CX|rtOlHiiHün 
»if¡gittáil(i.s ú lu empresa uiTcmlulurui píírw producir 
las cuotas que percibió el (¡obierno en virtud del laudo 
ele n de Enero de ÍM, Pag. 81. 



C 

Gonipvtriiew. Veta» •J.MTísdtee¿(»ñ:*. 

t'ituf'fsiñu mi nmtwfa wímiwtt, CbiMnrrlemln loa extremas 
previstos '-o él ¡u-hVulu ilel (lódi-o ríe iVoee.li- 

nílenios en i*. Criminal, dt>b* «ItvíiHrscí In tuafesitfn 
del reo, sieitda n eavgE» i|e liste la prueba de stucali- 
tutueióu. IViií. IT. 

Cfilitt-shh ivit t't /if tlruMUtift.— I/.IS tiifüUliSlfllíChtS de (Jfftí el 

ni- 1 oí- maní licite cu su nüB'ríhi Er- demaiida une «toluinen- 
te recuerda que el título de d* ndc pmvienc lu escritura 
con qm enlabia aquella, se hulla cu una uti.riuu pú- 
blica, protealnndo u losefeetoa del derecho, el juramen- 
to de lev ile pn liar cxbibirlu en nporUiublud, si l' 

ra uecuíunu. y lude que esnolicínu pública, no se prestí; 
ú exhibirlo peí obstante Lás hisinueins del demandado, 
no nUtorissan ñ este a Btiíneader iudeliui. lamente lu 
nmleslíicióii ú lu demanda. I'ég IÜL 
CW«*. -Si di' l«8 antecedentes admÍHÍstrnl i vos resulta ipie 
la administración no ubsluc alizo" la escrituración de- 
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mandada en juicio, ho procedéis condenación en costas 
á la Nai-iúii. 32$ 

( \»tt i.-. tíesiillundu ilf :uihis que snii de +* v ¡>u rtüCÍÓIl Í:t< 
npemúinnes ordinarias de lu em presa vencida, hay 
mentó para eximirla del pago de las costas del juicio. 
Pág, ítKl. 

D 

Otilios ij iJBiJiwha.— Kl ccimpt idor no tiene derecho á cubrir 
daños y perjttieioa Cúándt» el retardo ni la entrega de 
t¡i cusa nú se Iin producido por culpa del vendedor. 
IViíí. M: 

Defmntl>i''iñu,-\H acuerdo coa el principio constitucional de 
ijue uiujrim habítame de la Nación puede ser penado 
lili previa juiein fundado en ley anterior al hecho del 
proceso, no incurre eu la pma establecida eu la ley de 
Noviembre 20 de la empresa de ferruearrile<, que 

üflñ anterioridad ú t.t viiíeneitt de esta, vende algunos 
de sus 111 ate ríales, usados, introducidos libres de dere- 
chos, sin llenar tos requisitos prese ripio* en dicha ley; 
:mu cuando el hecho contraviniera un decreto del 
Poder KjeruUvu, de fecha anterior al mismo que lo 
castiga con una pena análoga. ' J;l .-* 
Defraudación ú lu rruta *U> tithwua*— El iulrniiuelur de ar- 
pillera destinada ü Ja fabríoacióii il« bolsas pura cerea- 
les que, sin autor i /.ación previa de la Ailnnnn, procede 
ií la venta de ese artículo importado lüire de derechos, 
incurre en la responsabilidad establecida en los artf- 
cnlos HK5, liüit y l<>"¿7 de las Ordenanzas de Aduana. 
Pág. litó. 

Ih frandwiún íí la reiííí*.— Goniprohado que el azúcar que se 
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Pdfiim 

denuncia como expendido sin pagar el impuesto fiscal, 
ha satisfecho el que le corresponde, debe absolverse 
al acubado como jiresuntn defraudador de la renta. 
N S . 377. 

Demanda contra h Nacián — l im resol uoirto ministerial dis- 
poniendo i^ie se este á lo resuello por un decreto del 
Poder Ejecutivo que suspendía los efectos de otro ante- 
rior, dictada en cumplimiento de una ley, si bien no 
importa una resol ueiúu del l'oder Kjeeulivo, puede 
considerarse una denegátítfn tácita á toa términos del 
urt. i" de ia ley 11 uní :t!l,Y>. P4g. 2¡HJ 4 

Demanda procedente.— Iteeonoeidu la existencia de la deuda 
pój? el representante de la provincia, no Obsta á la pro- 
cedencia de la deaiaudu la circunstancia de t[iie la 
Le^i.-dntnra ña haya votado lúa turnios necesarios para 
su aliono, Pág. :í7t. 

E 

Escrituración (fe i ierras pühiiéUS.— l f rom nidada una ley 
autorizando al Poder Ejecutivo A aprobar un convenio 

'l* 1 íro-tta siofl con un pát ica lar. en rl rjne, ende oirás 

cláusulas, se establecía fjtte d ir lio convenio seria re- 
ducido ií escritura pública tan pronto éomut hubiera 
sido ríitidcatlo |utr el linbierno Nacional, y dictado el 
respectivo deereto aprobatorio, debió precederse desde 
l«egO á cumplimentar el convenio, redúoléndolo A es- 
critura pública. IVtj;. '¿Hi. 

EXttí>rtoé*—T ratiiudose de exhortas dirigidos por autoridades 
nacianaléé tí provinciales, un es necesaria la autenti- 
cación prescriptft por la ley inun. 14, de Agosto :¡6 tle 
1803. pdg, 208, 
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Virio* 

Evftiwntrión 'Ir impuest08,~~É\ (iongrem puede eu virtud de 
la atribución que le confie re el artículo ti7. inciso ilí 
de ka Constitución Nacional, exonerar ¡i tos Ferro carri- 
les no fó|o de lo* inipuestus nacionales, ¿inó también de 
los lóenles y municipales. 

|,u £Xouernriiíu de impuestos ¡iinrdndn ú Ift empresa 
del l*'err«icarril tVntrnl Argentino [inr lu ley de '¿3 
de Mayo de IHtí.S, aprobatoria del contrato de cuustruo. 
cion de diebo Ferrocarril comprende no solo lo* im" 
puesta* itaiuorialej, sin» taiu'nej, los pronnoialej y 

III II Itící JKlll-S, 

Fu la expresión y. tltíituis UcpeHtleut'iúg, contenida en 
eluitículo ií" del referido contrato, no están compren- 
dido los telégrafos ú oficinas exteriores de lu mencionada 

empresa. l*¿iuf. 7<í. 

/■.' ' (Httitít'iuuvs. — Jiiis expoliaciones practicadas por rebeldes 
debí*» considerarse eonm daños causadle; pnr la guerra 
civil á que estáu sujetos tanto nacionales como evtran- 
yeros, y de bis que ninguna autoridad de la Naeión ó de 
Provincia es res [ion sable, IViy. J.H.Y 

Bt&inVkitíQcitttt. — L'ieMilicaeióu de la mil ida l publica de la ex- 
propiación en el orden provincial enrrespniulu ti la propia 

legislatura local 

La disposición consignada en el ilteian i 1 del artículo 
lí de la Constilueioo Nacional, i ñiparla sólo la re¡xla- 
mentación del dominio eminente que subordina en 
easo de expropiación, al triple requisito de la tiliüda 
publica que la reclama, Sil ealilieaeiiín legal y la tndem- 
níuación previa, sin que pueda atribuírsele el alcance 
de una dtde^aeiii» de lUcuLtiid que el gobierno general 
no necesitaba por ser infiéreme á la soberanía; y esa 
disposición constitucional un obsta al ejercicio de la t? 
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cuitad de expropiación, con las mismas limitaciones, «i ti 
cada provincia, como medio de facilitar la realización 
de las obras tendientes á ruinen lar el progreso y bien- 
estar local, dentro de su propia-jurisdieiñóu. 

has provincias pueden expropiar constitucional huí me 
pura una obra nacional. Pag. Til. 
Extradición, — VA dinero etico utrado en poder «le un reo re- 
querido por las autoridades del íiilpérili Alemán, no 
puede Ber entregado para cubrir los gastos ucas^uados 
por su de t u usa. Pág. l oo. 



Gastas dé défensn. -Véase * Extradición» 

H 

Htmut ><i¡ft. Kl ooautur del delito de homicidio con contr i 
agravantes, perpetrado ñutes de ta vigencia de la ley de 
reformas al Código Penal, es pasible de la pena de pre- 
sidio por tiempo i n determinad", de conformidad á lo 
dispuesto por el art. íHí, inciso l n del referido addigo; 
pena más benigna QUe la establecido por el inciso 1" del 
art. 17 ile la ley de reforma* citada, atento lo prevenido 
por- él nrt ?.i del misan i uódigo. IVtg. IT 



InronatituriMwfhtti'l ttc iytpvetíta.—Mo acreditándose por el 
demandante ijue las sumas pagadas por concepto deiiu 
puesto á la producción y cuya repetición se demanda 
alegándose la incunstitudnimlidnd de tiste, huyan sido 
abonadas para poder extraer de lu provincia y traus- 
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parlar fuera de ella tus producto* junados, uor respon- 
de el reclina» de la necio ti. IM^. 4Utt. 

lnrunvtit'u üonalidtul th lég, -Kl congreso haciendo uso «le la 
luí; ii liad i{tu- le nenertla el inciso lli ilel urUetllu H7 de 
Ja Constitución. Im evotíerado ;i la empresa del Kerrti 
carril Central Argentino el articule 1 de Ih ley de 
Zi de Mayn tle HíiS, no aulu de lúa impuestos inicio- 
nales, si 11 ó también de luj provinciales .v municipales, 
do siendo, de este punto ile vísln. inconstitucional lu 
referida ley. Lu empresa del Fecnrril Central Argentino 
puede repetir el importe de los impuesto* pagados á la 
Municipalidad del lioaarío, únicamente desde la fecha 
en ijue hulitere protestado de los mismu*. Pag, 9(1. 

luUnitpriítu t/ r ht presi ripviiitt. — Vmn i¡ue una geatldn pur 
cubro de un erudito inlerrumpa la prescripción, es nece- 
sario que aquella haya sido promovida contra quién 
sea parle en H pleilu cu rjue se o pulida este (iifdiü de 
defensa. 1%, (.'». 

/nttrntpit>'nt -/< h pn^t-riju-iún. -Las nciimciune* ¡idminis- 
tratívas unte el Gobierno de una provincia redi» mando 
id cobro ile un cr.Mitb no interrumpen la [irescripción 

t% 18:*. 

j 

Jiwfunrift, — La acción de jactancia tiene <¡n In^nr propio en 
Ins k-yes procesales, v eoustil uve un aludía de de feiiaa, 
en lo qjtó á la prupie lad emuMenie. de (as amplias fa- 
cultades de uso, -joce y disposición inherentes a lamía 
ni a. IMj:. l(ft ; , 

Jmiíi'hi -ritiH.— Corresponde á los tribunales locales el eona- 
ei míen l u de las acciones contra Ferrocarriles nacionales 
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i|ue uaceu de contratos de transporte regidos y legislados 
por las disposiciones de derecho CORlún. l*ág, 157 

Jnrixdkt'ión*—'Si} corres ponde á la liHlicia Federal el «<»in>- 
cimiento de niin demanda contra un Ferrocarril Nnein- 
iml por indemnización de danos y perjuicios y devolu> 
eión de Heles, fundada en tos artículos H¡¿, 1H7, |HHdi:l 
Código de Comercio y ni artículo IHftty sos concordan* 
tes del GiSdigo Civil. í%. 4V¿. 

JiuisdiccUm t»if/hutri(t.—L& denuncia de falta de tí til lo pro- 
fesional tüj un Procurador Kiscal de .luzgadu Letrado 
mi corresponde originariamente al conocimiento de la 
Suprema Corte. l*ág. 40*2. 

Jttri.vtirriúu orif/twtriti .— No corresponde ú la Suprema Corte 
conocer originaria mente de una tercería de dominio 
escluyenle eii que se Unce parle 1111:1 provincia, cnundo 
el pleito principal estaba trabad» ya por demanda y 
contestación. I'úg. V'l. 

L 

Leyes de prorMUnivu tos.- -\& artículo "¿2 dé] Código Civil e* 
inaplicable a las leyes de procedí mi en los. ]*ág. 41(7. 

Ltivuciñu 'tv grrriviw.—i 'mil ral ada á nombre propio por el (ru- 
ínenlo de la provincia de Buenos Aires lo publicación 
del Registro Cívico Nacional, es conlra él que el locador 
tiene acción para el cobro del precio convenido por ese 
trabajo; aun en la su pus i cuín de que la ley electoral hu- 
biera determinado que es al Gobierno Nacional á quien 
corresponde alionar díclin publicación. IVig, 58. 

N 

Nulidad de smteru iV/.— Es nula en su parte pertinente, la 
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sentencia que contraviniendo lo dispuesto en el inciso 
5" de la regla V del art. 190 del Código de Procedí míen 
Uta en lo Criminal, retirte sobre materia iu> comprendida 
en la aeusuciúu. Tal nulidad, por defecto absoluto de 
procedimiento, no da lugar a la reposición de laeausu á 
estado alguno del mismo; por lo que corresponde decla- 
rar si u e recto la parle ilel fallo que sale de lus término» 
de la litis contestación. I?4& -IT!. 

P 



Personería. -K! cesionario del denunciante no tiene persone- 
ría pura interponer recurso alguno en mi juicio sobre 
ilerruiidacióu ile impuesto á la reutn aduanera seguido 
á instancia del Procurador Fiscal y que no versa sobre 
hechos ú que se reliere la denuncia. Pag. Sil. 

Precio. — M precio A que alude el articulo mí del Código de 
Procedimientos de (a Capital, debe euleuderse el de la 
cosa en el momento en que se hace obligatoria su en- 
trega. Pág. '¿15. 

Prevürijicién. -La prescripción para la acción de repetición 
del dinero pagado pof concepto ile un impuesto declara* 
do i uchú ti lucio nal, es la de la acción personal por deuda 
exigible á que se refiere el articulo .Ü¿:1 del Código 
Civil. Pá> L4'¿. 

Prescri lición.— $i lia transcurrido más del tiempo requerido 
por derecho puraque la prescripción de las neeinaea de- 
ducidas se haya operado, sin que parezca acto alguno 
del deudor que importe reconocimiento, debe absolverse 
al demandado. Pág. IH5. 
Prueba testimonial- Kn el concepta atresorio empleado c>i el 
inciso diez del art. 118 i del Código Civil, se comprende* 
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los actos jurídicos explíeatorios, derogatorios ó modili- 
cativos de los contratos á que se reliere dicho artículo. 

2° Constituyendo en el caso la adquisición de la po- 
sesión enunciada en diversas escrituras públicas, un 
hecho directamente rtialivo al acto jurídico que formó 
el objeto principal de las mismos, es inadmisible la prue- 
ba testimonial, aun acompañada de principio de prueba 
por escrito, a los íines de acreditar la falsedad de tal 
enunciación ó sea, la de la adquisición de la posesión. 
IMg. '¿Üi. 

Prueba te&tintfmittL—lHbe estarse á lu favorable cuando se 
trata de la averiguación de los hechos controvertidos. 
Pá(f. m. 

R 

Recurso dt> rf-jtosirión.- No procede la reposición de una pro- 
videncia que ordena la agregación de nn documento 
presentado después de vencido el término de prueba 
que el tribunal puede mandar Inter para mejor pro- 
veer y sobre cuyo valor probatorio la discusión queda 
abierta paca las partes. Pag. 178. 

Recurso de irrisión. -La Suprema Corte solo puede conocer 
por apelución del recurso de revisión autorizado por el 
articulo i" de la ley núm. 4055. Púg. 4'¿4. 

Recurso extraordinario.— til recurso del arl. J4 ley 48, solo 
procede contra semencia de última instancia y de ca- 
rácter deiínitivo. Pág. 40. 

Rernrsa extruarditwrio. —Carece de aplicación el art, 14 de 
la ley núm. 48, si el fuero invocado por el recurrente 
y desconocido por la sentencia recurrida ha sido funda- 
do en una ley local. Pag. 51. 

Recurso extraordinar i u — Alegándose pora fundar un recurso 
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extraordinario ijue el urtículo inciso 4 n de ta lev de 
ferrocarriles uúm. WA es contrai-in al artículo 18 de la 
Constitución y resul tundo que el recurrente luí sido oidn 
y se ha de Tendido en los procedimientos unte tu Diren- 
cióu (.¡enerul de Ferrocarriles, no existe en el stib juilice, 
(taso concreto de desconocí miento de un derecho ó de. 
cisión culinaria ni mismo, y desaparece el fundamento 
del recurso autorizado por el art. l i de la ley 18. 

ÉemtrSG exiraordhwrio.—Ks improcedente el remiran extraer* 
diuurio autorizado por el artículo lldetü ley 18, cuan* 
do las cláusulas tic la Constitución Nacional o,ue se 
dicen cuestionadas se lian invocado en diligencias pos- 
le rimes al Tullo recurrido. Púg. MU 

Recurso extraordinario.— 8o tiene carácter de de li ni ti va á 
los efectos del urt. li de la ley nú ni, ÍH, la sentencia 
de una Cú niara Federal que se limita á revocar u ti auto 
del inferior recibiendo á prueba una causn sobre cum- 
plimiento de sentencia de un tribunal Italiano de acuer- 
do con las disposiciones de ta convención celebrada con 
el Raían de Italia, l'á-, -m. 

Rvritrso v.rtmm-dhutrio. - Ks improcedente el recurso extraor- 
dinario contra un auto que ordena la reposición del 
papel sellado y multa correspondiente, sin haberse plan* 
leudo ni resuelto, eu ese incidente, cuestión alguna 
de las previstas eu el articulo 14 de la ley 48. 
Pag- »• 

Recurso ejtmardittínio.—'Sit tiene carácter de deü altiva & 
los electos del reeurs» autorixadn por el artículo li de 
iu ley iHy ai líenlo 22 inciso 2 a de la ley de procedí* 
mienttiA eu lo criminal, la resolución de la Cámara de 
Apelaciones que declara inadmisible el desisliiuieato 
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formulado por el liscal en una causa criminal y ordena 
se prosiga la tramitación del juicio. Pág, '¿73. 
Htu; tirso tutniordinario,— La ley núai. «Í755, como el Código 
de Procedimientos <jne se propuso ampliar, solo estaba 
destinada á regir «eu los asuntos criminales pertene- 
cientes al fuero federal, y en los Tribunales ordinarios 
de la capital y de los territorios nacionales », y su apli- 
cación ó interpretación por los tribunales de provincia 
no puede fundar el recurso extranrdínorin ;ui tu rundo 
por el artíealo í» de la ley '»S. Pág. 1SV. 

Iteuitrsu HBtritorriinario.—i'U improcedente el recurso extraor- 
dinario autorizado por el artículo U de la ley 48 y (i- 
dé la lev 4055 cuando se trnta de la aplicación de dis- 
posiciones de la ley procesal de una Provincia y de la 
conformidad y disconformidad de rilas con Inestable' 
eido en la Constitución de la misma provincia. 

liecurso t'j fnittrilittai iíh—Lü- aplicación de los uódigQB couin- 
nes íííf *íá lugar al recurso extraordinario creudo por el 
artíeoJo i 4 de la ley mi ni. 48. aun cuando la senten- 
cia recurrida traiga también á juicio Lina ley del 
Congreso, siempre i[iie la base principal dé diclia 
sentencia sen el derecho común. P%. 383. 

Recurso r.fitrtttwtiuttri».— AlenUi lo dispuesto eu los art i cu- 
los U y 15 de la ley núm. ÍS, no pueden ser lomados 
en consideración en ln instancia del recurso extraordi- 
nario lus preceptos constitucionales invocados por pri- 
meni ve/, eu el memorial ó que se refiere el art. 8> 
de la ley nú ni. o" '55, 

La apreciación hecha eu la sentencia apelada de i|ue 
el recurrente no tiene e» su poder la cosa ú que *e 
re ti ere el litigio, es un punto de hecho que no puede 
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ser revisado y iinuli Jict** lo en mi re. nrsn de la untura* 

leza del deducido. Pág, W7. 
liara»'*» r.ttrttvnlin»rw. -\m interpretación y aplicación de 
las constituciones provinciales y leyes caminíes hecha 
por tus tribunales Incales, es njena al recurso extraor- 
dinario autorizado por ti arlículfl U de la ley lliitn, 

h't- tHsn extraordinario.— Uk interpretación dado por loa 
tribu nales ordinarios ríe la Capital de dísposiciuiie* del 
Código ele Procedí alientos en lo criminal, sancionado 
por ley tnim. l'AT> t un autoriza el recurso extraordinario 
previsto pnr el articulo i i de Ja ley núm. \H. l*u». 4W. 

Rw-UHarión.- Ks improcedente ta recusación deducida contra 
los ministros de la Suprema Corte después de la con- 
clusión del pleito y sin haberse observado las f orina' 
lidadej» impuestas por la ley. 1H5. 

iiehmdicavión.- No estipulándose expresa ó iiuplieitanienle 
en el contrato que id comprador dchc esperar que el 
vendedor reivindique la cosa vendida, éste está obliga- 
do ;i dar á aquel la posesión de la misma ó en su de- 
lecto, á devolveren precio y loa intereses correspon- 
dientes. IYijí- 54; 

/í< irimliav inii - Corresponde H rechazo de una demanda por 
reivindicación, si el actor no présenla título que acredi- 
te su derecho, posterior il la Fecha en que aparece 
Imber adquirido el demandado la propiedad de la casa 
que se pretende reivindicar P<íj{. ¡ÍÍO. 

T 

Fermm *l dúimnio - El privilegio ustuble.-ido en el artiuuln 
Ül de la ley de impuestos i u Lernas núm. ¡Í7M1 recae 
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siiltmieittR huIh-ií el e.líík i ilc Ift fúlji'iuii >' 
sitbre que se I man m: peni uñ si* extiemltt <i *íus;i o lift- 
bil u'ioncs <l<* lutnílin, iiirk|>niflietiu*s tlr l;i usina, ni :i 
terrenos ó ruinp.is tjiie |ni ¡ su hxU'üsu'hi ñ nuLiirale//! un 
cau'nt ilestlnailiii ¡i laoxi>l*it¡fti:iAn tle la íéliripa, l'iiu UÜ. 
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ACUERDO KSTAEU.KCIBSIH> KL TI'HNO I>K M»S SKCUKTAHTUS t*BL 4VZ- 
0A»O LKTKAHO KS LO CIVIL Y COMKHCIAL 1>B La PAJITA CKNTRAL 

En la ciudad de Buenos Aires A veinte de Agosto de mil 
nuevecientos siete, reunid»* en su salí* de acuerdos el eeftor 
Presidente y Ion señores Ministro* de 1» Suprema Corte Na- 
cional, doctores don Antonio Uermejo, don Nicanor González 
del Solar y don Cornelio Moruno Qaoltúa, dijeron: que ha* 
biéndose dirijido al tribunal el Juez Letrado en lo Civil y 
Comercial de la Pampa Central pidiendo que en vista de ha- 
ber quedado ese Juzgado Cali dos Secretarios, por haber sido 
nombrado ya el personal del Juzgado del Crimen, creado por 
la ley de presupuesto para ese territorio, se disponga la for- 
ma en que se lia de hacer entre aquel loa el reparto d« los ex- 
pedientes que se hallan actualmente en tramitación por 1» 
secretaria de don Julio L Fonrouge y se establezca un turno 
para los mismos en la recepción de las causas que se inicien 
en adelante, acordaron que se dividan por mitad entre loi 
dos secretarios los expedientes que se hallen eu tramitación 




...... . 
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eo la referida secretaria y se turnen estos quincenalmente en 
la recepción de las causas que su inicieu en lo sucesivo 

Cuu lo que terminó el acto, lir mando el señor Presidente 
y los señorea ministros, por note mi. 

A. Bbhuwo— NicAüuit G, ubi. So 

LAB. — C KtñfJftVU IjACIIÍa.— 

E. M. Zumiia, Secretario. 

■ » ■ ii 

ACI'KHOO COH MOTIVO OBI, FAU.ECIMIKNTO ItBL KX-PHKSIltKS TB IlB 
t.A RBPÜIII.1CA V KX-illSlSUM» l>H M SIWMBSIA CUUTK, DOCTOH 
DOS LUIS SAKNJÍ t'BÍA. 

(Sn Rueños Aires á ios cinco din» del me» de Diciembre de 
mil novecientos siete, reunido* eu su sala de acuerdos el se* 
flor Presidente de la Suprema Corte de Justicia Nacional, 
doctor don Antonio liennejo, y los señorea ministros doctores, 
don Octavio limite, don Nicanor (i, del Solar; don Mauricio 
P. Üaruet y don (Jorucho Muy ano Oauiliia, cari asistencia fiel 
Procurador Genera!, doctor don Julio linter., dijeron: (¿ue de- 
biendo tener lugar el día seis del corriente la inliuuiucióu de 
loa restis del seímr doctor Luis Saena Pena. ex-Preside.nle 
de la República y ex- ministro tle eaia Suprema Uorte y de- 
bieudn liunrar la memoria ile este distinguido ciudadano que 
tío importantes servicios lia prestado al país y ¡\ la magis- 
tratura, acordaban: asistir en enrpnraei i la inhumación de, 

sus restos, y dirijir á la familia una carta de pésame. 

Todo lo que dispusieron y mandaron, ordenando se publi- 
case y se registrase en el liUm unrrr*3pmidienle. 

A. Iíhhhkjo —Octavio Iíi-kgb.— 

NlCAXQH O. OKL SoLAlt.— M. P. 
DaHACT.— C. MoYANO OaCITI'A. 

Jn.io Ííotet. — E. M> Zaratíit, 
Secretario. 
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■ 

En Buenos Aires á veinte y seis de Diciembre de mil no* 
vecieutos siete, reunidos en su sala de acuerdo*, el señor 
Presidente de la Suprema Corte Nacional, dootor don Antonio 
Bermejo y los señores Ministros, doctores don Octavio Búa- 
ge, don Nicanor González del Hular, don Mauricio P. Darmet 
y don Cornelio Moyano Gacitúa, con el objeto de formar para 
el aílo de mil novecientos ocho la lista de conjueces para 
esta Suprema Corte á que se refiere el art. 23 de la Ley de 
Procedimientos, y el inc art. l n de Ja ley núm. 4163. ta 
cual es extensiva á la Cámara Federal de Apelación de la 
Capital; alentólo dispuesto en el inc. 3" arf 2 l de la citada 
ley 41Ü3, se practico la respectiva insaculación resultando 
designados los ductores don Mariano Castellanos, don Adolfo 
F. Ornia, don Luis (Miz Basualdn, don Nicolás Casarinol, 
don Julio Pucyrredon, don Pedro C. Iturralde, don Rafael 
Castillo, dooNorbertotJjiirno Corta, don Kaymundo Wilmart, 
don José C Machado, don Pedro Argerich, don Ezequie 
A. Pereyra, don Juan M. Garro, don Baldoinero Llerena, don 
Carlos Basal vil baso, don Victor M. Molina, don Joaquín M. 
Callen, don Mariano R. Martínez, don José A. Terry, do» 
Ernesto Pellegrini. don Joan D. Maglione, don Manuel Oba* 
niO,don Emilio Lamarca, don Emilio Frers y don Bernardíno 
Bilbao. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se pn 
blicase y registrase en el libro correspondiente. 

A. Bkrrb jo.— Octavio Buhos. 
Nicanor G. i»kl Solar.— M. P. 
Daract. — C. Motado Gaci- 
túa. E. M. Za valia, Secre- 
tario. 
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ACUERDO DBSIGNAKDO CONJ1KCKS Mí LAS CÁMARAS KKOKlt ALKS DK 
APELACION |>K LA PLATA, IMHlDoitA V l'AkANÁ PARA EL A So J!»08 



En Buenos Aires á veinte y seis de Diciembre de mil no- 
vecientos siete, reunidos en sn gala de aérenlos, el señor 

Presidente de la Suprema Corte N'aci il doctor dmi Antonio 

Bermejo y los Ministros, tloctores dim Octavio línu^e, don 
Nicanor (¡onisalez del Solar, don Mauricio l\ Dnract y don 
Corueliu Moyano Gacilúu, con el o lije lo de formar |iara el 
ano de mil novecientos ocho [;■ lishi de etmjiieces para las 
Cámaras Federales de Apelación de La Plata, Paraná ,v C.ir- 
Uolw, á i|ue se relien* el i ríe. i" art, '¿* de la ley JUEi, se 
practicó la respectiva íusaeulación, resol tanda designados 
parala Cámara federal ile La Plata loa doctores don Apu- 
liuario Casahul, don Julio N. Hojas, don Ricardo Marcó del 
Pont, don Antonio L (¡il, don .lose M. Gamas, don Horacio 
Heccar Várela, do o José Nicnlás Matien/.n, don .Manuel Pór- 
tela, don. Dardo Hocliu. y don Nicolás Videla. 

I^irn la Cámara Federal del Paraná doctores d<ni Dalmiro 
H. líusahtia, don Ramón A. Parera. don Ramón (Huím, don 
Ramón Arr^Ls Rodríguez, don Andrea <¡ (¡allino. «Ion Kmilio 
VillarmeU don Finióle Curtió, (ion Marciano K. Torles* don 
Agustín Keduni y don José María Sola. 

Para la Cámara Federal de C-órdolia •toCEnl'es don lleutor 
Novillo Linares, don Benigno Paez, don Julio Deheza, don 
Temisloeles Castellanos, don li. Otero Capduvilu. don Nicolás 
M. Berrotaran, don Aníbal Pérez del Viso, don Tris tan Ave- 
llaneda, don Mnrdoqueo Molina don Arturo M. Has. 
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Todo lu cual dispusieran y mandaron, ordenando se publi- 
case y registrase en el libre» correspondiente. 

A. Hkbiíkjo.— Octavio Uüsjgb — 
Nica son ti. okl Solar.— M. 
P Dakact.— C. MoyaSoGa- 
citüa.— E. A/. Zttm1iu t Se- 
unitario 



Aci'üittiip oksitpSasuo los jiiüokü srpi.kSTKs v fimcai.hs ao ijoc ta- 
ha Kl. ASn l!K)H 

Kii lineaos Aires ii veinte y seis de Diciembre de mil Qí» 
vecientos siete, reunidos en so sola de aúnenlos, el señor l're- 
sideute de La Suprema Curte de Justicia Nacional, doctor don 
Antonio Uenuejo y los señorea ministrus doctores don Octa- 
vio Burile, don Nicanor González, del Solar, don Mauricio V. 
Daniel y don Coruelío Moyana Gaeitúa. acordaran Tormar la 
lisia de ahogado» ijue, con arreglo á la ley de veinte y euu;ro 
de Setiembre de mil ochocientos setenta y ocho, debe suplir 
en el año ile mil novecientos ocho, ti los Jueces Federales de 
Sección légalriienLe impedidos O recusados y ejercer las fun- 
ciones de Fiscales wl ¡lOC. 

Paw ht Vitpital. — Ü oc lores iloo Daniel S. Donovan, don To- 
mas 11. Cu 11 en, don Mariano J. Pan aero, don Pedro ülaeclica 
y Alcorta, don Korlijio- García Merou, don Eduardo Corona- 
do, d»n Luis Keláuslegui. don Eduardo L. (ti dan, don Frau 
cisco L. García y Julio Villalañe. 

Para La Pinta. — Doctores don Julio Sattclit-% Via moa te, don 
Alberto Ugalde, dnn Unrlijue lií varóla, don Eduardo Crespo, 
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don Eduardo Cnpmartia, don Natalio Gil, don Ernesto Cor- 
valao, don Enrique A. tíagustuwe y don Jacob Urrain. 

Para Bahia Blanm— Doctores don Alejandro B. (tonel, don 
Abel K. tírunel, don Ignacio Sarmienta, don Teófilo de la 
Colina, don Agustín Santero, don Rodolfo P. Dillon, don Ju- 
lio K. Villalba, don Mario Silva d'Hervil, don Nicanor Toran- 
jun Torinn y don Francisco Ceriuiui. 

Para el BoaáttÓ*— DootófCB . don Benjamín Abalo», don 
Miguel A. Coronado, don José Leguizaioon, Jorge F. Sohle. 
don Augusto E. tendal ,ltm iM<l«M* LeJÍ»™ a . doB Nicanor 
de Elía, don Gerardo Cuneta n ti, don Juan Cliavarri y don 
Bartolomé L. Bárrelo. 

Parce Santó fíir-Pootorea don Tomas Ka roo, don Esta- 
nislao M. Lope/, don José 1. Peí Usad», don Félix & Paz, 
don José A. Gome/,, don Sftlvaifór J. ¡Salva, don Juan Ramón 
Gómez, don Antonio l'autnssn, dpU Nicolás Gutiérrez y don 

Si ni ei id T. Reyes. 

Pura Entre Utos.— Doctores don Miguel M. Rniz, don 
Carlos de Elía, don Miguel Laurencena, im Martin Rui/, 
Moreno, don Romeo Garbo, don Avelino Guindo n, don Miguel 
J Rniz, don (ínillermo Uríbnm, don Manuel Rui* Moreno y 
don Ramón <J. Leguiznmon. 

Para Ooñcepcién del íMí//iíoí/ -Ductores don Ignito C. 
Cook. don Alfredo Parodie, don Antonio C, Mu u/Jo, don 
Eduardo Ttbiletti, don Severo Montiel, don Lucilo R Lupev 
y don José llaedo. 

Para Córdoba,— Doctorea don Manuel D. Ptznrro, don Emi- 
lio Diaz, don A b rali a m Molina, ilon José del Viso, don Ten- 
domiro Puez, don Rafael García Montano, don llenocli U. 
Aguiar, don Rafael Moyano, Mk Julio U. Eeiiegaruy y don 
Alberto Centeno. 

Para CVm'ttf es.- Ductores don José M. Guastuviuo, don 
Kermin E, Alsina. don Justino I. Kolari, don Eugenio E. 
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Breard, don Augusto Bil liují urts. don Leopoldo Sosn, don Ore- 
garlo <i. d« la KntMittt, ti ■ 1 11 Manuel Mora y A ra vi jo, tlon Jo lian 

I). de Vivas V tiltil Julin <!, U tías lu vi un. 

Pura Santiago tU-l EMm'ti^foütiturgé dou M^rtaix* Suui i Memi, 
don Nannleoli Tali-.iada. duu Manuel C. Oicerc», don Uo^r M, 
Piulo*, d.ni Demetrio \liaj-a Adiuval, don Jos ti iirf^unn 
Alíalos, don T. lirtivo Zamora, don IVdro Manos, don Dáma- 
so L. liidtran y don llamón 1 Castro. 

Pora Tarmaún.— Doctores don Juan M. Tenm, ilnn Ser- 
vando Viañn, duu htlriüii» de Z:iv»i!¡». don Kmüio Terun, 
don Ki'intii.-icn Mazeini A i furo, don Ahraham de la Vega, 
don lia lino üoaaio, don Alberto N. Padilla, don Joatí Frías 
Silva y don Salvador Cámara. 

Pflfa SultfL— postores don Pedru I Lom*», duu Julo» U> 
torillo., don remando Lope», dan Auge] M. Ovejero, don 
Oiría* Ser rey, duu Klav'm Arias, dnn Mareo* Alsina, don 
David M^.avui, don Hienrdu 1'. I'j^ucrou .V dnn Duvid Znm- 
Orano fhiju]. 

Pura -Diutores dnn Ftólipfi Et. Arias, don Víctor 

Vareas, dnn Damián Prnth, don Octavio I turbe, don Luis A, 
Ortega, d m Daniel ÜOuzale* Pere/. dolí José L. Salina, don 
Kioreucin Peralta, don Arturo Akarez .Solo y don Francisco 
Linares. 

Para t'atamarnt -Doctores don Argentino !í- t¿uuv«do, 
don Martin T Sos;», don (inillermu Le»ui/¡am:iu, don Julio 
I». Acuña, don Dtíodnro tóaaa, don U. Kohíu Escalante, don 
José í?. ('¡sueros y don Justo P. 1 liarte/,. 

Para La /í í o/ 1/. — Doctores don Marcial Catalán. Ee}ajpú !i. 
Luna, du¿i Tumis Vera Bimn, don Xnpf\ M. de la Colina, 
tlon Ernesto Bustos y don [tantán de la Fuente. 

Para Sun Docfcurea don Anúdelo Uil, dim Javier 

M. Oarraiuuíio. don Mario VideJ», don Daniel S. Anbone, (Ion 
Roberto Ba-reru, don Victoriano Ortega, con Carlos Canfor- 
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te, don José Grano, do» Pedro A. Garro y don Juan de Dios 
Florea. 

Para Mendoza,— Üiwtoveé, don Cicerón Agiiirre, don Me- 
l i tu u Arroyo, don Manuel llenuujo, don Pedro J. IJumbal, 
don Severo S. del Castillo, don Alberto A. Day, don Artu- 
ro Funes, don Ramón Moyano, don Cesar Ponee y don Junu 
E. Serú. 

Pnra San Luix. -Ductores don Alberto Arnneibia Rodríguez, 
dun Juau Darnct, don tíudosio Garro, don -José S. Domínguez, 
don Adolfo Rodríguez Saa-, don Marcelino Ojeda, don Víctor 
S. tíuiiVazú y don Jorge A. Zavala. 

Todo lo cual dispusieron y ordenaron se registrase en el 
libro correspondiente y se publicase. 

A. IÍkrubJO. — Octavio Iti s- 
uk. — Nicanor G- dbl ¡So- 
lar. — M. P. Daract.— C. Mo- 
yano ííacitiía.— E. M. Za- 
valia, Seo retar iu. 



ACUEHD0 I.KSinSANOO MÍSISTRO V SRCRKTARtO JURA LA FKltIA 

DB ÜK18 

En Buenos Aires» á treinta y uno d« Diciembre de mil 
novecientos siete, retiñidos en Insula de acuerJus, el señor 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia Nacional, doctor 
don Antonio Bermejo, y los señores Ministros doctores don 
Octavio Bnnge. don Nicanor González del Solar y dou \lnu- 
ricio P. Daract, con el objeto de nombrar Ministro de leria, 
con arreglo al art. i" del Reglamento para el régimen in- 
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temo de ta Suprema Corte, acordaron; nombrar al señor M. 
nistro doctor don Mauricio P. Daracl, actuando fíomo secre- 
tario el doctor don Eduardo M Zavalia, quien deberá desig- 
nar ios empleados que durante la feria tengan que concurrir 
á la secretaria para el servicio de ella. 

Todo lo cual dispusieron y inundaron, ordenando se regia- 
trara en el libro correspondiente y se publicase. 

A. Bkrmhjo. -Octavio Buho*.— 
Nicanor G. hrl SOLAR.— M- 
P. Dahact.— E, M. Zuva- 
lia, Secretarlo. 



ACUERDO DSRtGHAVDO EL JI'KZ qilR DKBK ATÜS (OÍR LOS JUZGADOS 
PBDKRALS8 OE LA CAINTAL DURAHTE I. A KfÍHIA I)B 1ÜÜ8 

En Buenos Aires á treinta y uno de Diciembre de rail nove- 
cientos siete, reunidos en la sala de acuerdos, el señor Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia Nacional, doctor don Antonio 
Bermejo, y los señores Ministros, doctores don Octavio Bunge, 
don Nicanor González del Solar y don Mauricio P. Daract, 
acordaron: designar para el servicio de los tres Juzgados Fe- 
derales de la Capital, durante la feria de Enero próximo, al 
Juez, doctor don Gaspar Kerrer, con el secretario ó ios secre- 
tarios que designe, y al Procurador Fiscal doctor Gurí que 
Racedo, y al Defensor de Pobres, incapaces y ausentes, doc- 
tor Elias Itaffo. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase á quienes corresponda y se publicase. 

A. Be humo,— Octavio Buhos. — 
Nicanor G. del Sola».— M. P. 
Daract.— E. ií, Zavalia, Se- 
cretario. 
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ACL'KRtHt UEÍSniS^NIKt Ki. JI'BÍ t¿t K OKIIK ATti3l>KH LOS JI'ZGADOS 
FEJIKKALKS OKI. KOSAHÍQ nriiAKTK LA KKKIA IlK llKW 

En I Sueños Aires á treinta y mi» de Diciembre (Je mil nove- 
cientos siete, reunidos en la sala de acuerdos el señor Presi- 
de ote de la Suprema Curte de Justicia Nacional, ductor don 
AuUiiii» Bermejo y los señores ministros doctores don Dota vio 
límite, don Nicanor González del Solar y don Mauricio P. [ lo- 
rie t acordaron: designar para el servicio de los do* Juzgados 
Federales del Rosario, durante la loria de Enero próximo, 
al Juez ductor don Ktigeniu PuoceiO y Renza, con el Secreta- 
rio ó los secretario* 4110 designe; y al Procurador Fiscal doc- 
tor di» ti Tomás Arias. 

Tud» lo cual dispusieron y mandaron, ordena ido se comu- 
nicase á nuieues corresponda y se publicase. 

A. Rkkjik jo. —Octavio Hisiuí — 
Nica son (¡. hkl Solah.— M. P. 
Dauact.— E, M. Za valía, Se- 
eretnrh». 



ACI KUIXI líKSUSNANOO HL 4UKZ (¿FB tlKHK ATKVDKK LOS J II /.(JAI MIS IN- 
TRADÓS tiK LA PXHI'A CBNTIUI. 10 K VS Mí I.A fBRlÁ OK WHM 

En Itnenn* Airea á treinta y uno de Diciembre de mil no- 
vecientos siete, reunidos en la sala de acuerdos, el señor Pre- 
sidente de la Suprema Corte de Justicia Nacional, doctor don 
Antonio Bermejo, y los señores ministros, doctores don Octa- 
vín iVin ", d tn Nican'ir González del Salar y don Mauricio 
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p. Daract, acordaran; designar para el servicio de los dos Juz- 
gados Letrados del Territorio de la Pampa Central, durante 
la féria de Enero próximo al Juez doctor don Miguel R. 
Uñarte con el secretario o secretarios que designe. 

Todo lo cual diapusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase á quienes corresponda y se publicase. 

A. IÍkhiivjo. -Octavio Busos.— 
Nicanor O. iiki. Solar.— M. P. 
Daract.— E, M. Zu valia, Se- 
cretario. 

ACCBROO COMUSiCASIiO AL POOKB KJKCItTIvn RL KaU.KCIMIESTO DKL 
SKtOR JOBZ FKT1KRAL RH LO CRIMINAL 1>R LA CA 1*1 TAL DOCTOR 
FRANCISCO H, ASTtQÜRTA Y K NO A RUANDO 11 KL ORSPACIIO ¡IR K8K 
JUZOADO AL JUEZ I1RRAL, DOCTOR CRDIN \ RRA1N . 

En liuenos Aires a cinco de Marzo de mil novecientos ocho, 
reunidos en la sala de acuerdos, el seilur Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia Nacional doctor don Antonio 
Bermejo y los señores ministros, doctores don Octavio Bunga, 
don Nicanor González del Solar y don Mauricio P. Daract; 
acordaron: Hacer saber al Poder Ejecutivo el fallecimiento 
del señor Juez Federal en lo Criminal de la Capital, doctor 
don Francisco li. Asligueta, y encargar del despacho de ese 
Juzgado, hasta tanto se provea la vacante, y de acuerdo con 
lo dispuesto por los artículos 1" y I o de la ley núm. 4i«2, al 
señor Juez Federal, doctor Agustín Urdiiiarrain. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando que se 
registrase en el libro correspondiente. 

A. Bbrbrjo.— Octavio Hunos. — 
Nicanor ü. orl Solar. — M. P. 
Daract.— E. M> Zavalía, Se- 
cretario. 
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CAUSA XXI! 



Criminal, contra Francisco CarmmiH y Aoetino Catriu, 

por homicidio 

Sumario. - 1" El coautor del delito de homicidio con cuatro 
agravantes, perpetrado antes de la vigencia de la ley de re- 
formas al Códig» Penal, es pitsible de la pena de presidio 
por tiempo indeterminado, de conformidad a lo diapuesto 
por él »rt. ÍHJ, inciso 1" del referido código; pena má» be- 
nigua que la establecida por el inciso 1" del art. 1? de la 
ley de reformas citada, atento lo prevenido por el art. 73 del 
misino código. 

2" Concurriendo los extremos previstos en el art- 318 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal, debe dividirse la 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



confesión del reo, alendo á cargo de éste la prueba de su 
calificación. 

Vam— Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUEZ FEPEHAL 



VitUn». Muid 21 i* VIA. 

T visto»; Esta causa seguida de oficio contra Fran- 
cisco Curramill, Chileno, con 1 años de residencia y 48 de 
edad, sin sobre nombre ni apodo, soltero, jornalero y domici- 
liado en Curalauquen; contra Avelino Catriu de 42 años, 
argentino, soltero, jornalero y domiciliado en el paraje *I-a 
Tora» Departamento • liar i loche»; contra Avelino José de 14 
anos de edad, argentino, soltero, jornalero, y domiciliado en 
la casa de Avelino Calriu, de cuyas constancias resulta: 

1" Que á f. 3 se presenta don Gervasio Millauas ante el en- 
cargado del destacamento de Poluúa en Camello Departamen- 
to Buril oche denunciando: que el día 15 de Julio de 1902, ha- 
bía llegado i su domicilio un sobrino suyo manifestándole 
que uno de sus hijos llamado Juan Huentemil había desapa- 
recido y que no habla tenido noticias de él desde el dia 2 de 
ese mismo mes. 

2 a Que por la partida de defunción de (. 20 y del informe 
pericial de t ^ resulta constatada la muerte de Juan Huen- 
temil. 

3» A f ¡ 5 vuelta presta declaración el procesado Avelino 
José quien dice que siendo mas ó menos las doce del dia no 
recurdando la fecha, llegó a casa de Avelino Catriu el su- 
jeto Juan Huentemil campeando unas yegua» que se le hablan 
perdido; que Juan Huentemil fué muerto por Francisco Cu- 
rramíl y que él ayudó & enterrarlo, pues Avelino Catriu le 
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vino á buscar X las cunas; que después de haber muerto 
enterrad» ú lluentemil, mataron al caballo de la víctima al 
cual también enterruron; que U> ktibiaii muer tu á Huenteuiíl 
porque Francisco Gurramill y Avelino Catrín habían carnea- 
do una de las yeguas que campeaba la víctima. A I* 13 vuelta 
presta nuevamente deciuracióu anle el Comisario ratificándo- 
se de la prestada á fc 5 vuelta a*; redando: Que supo de la 
muerte de Unen te mil porque cuando vi mi Catrin á buscarla 
par» que lus ayudare ú en turrarlo le ilijo: «al dueño de la 

* yegua lo matamos con Curramill ahora vainita á enterrarlo». 
<¿ue Cu rrn mil !■> mandó á casa de Juan Lucero á traer uua 
pala dictándole al tiempo de maullarlo, «que no contara á na- 

• die porque lo iban á matar* que después de liaber ente 
rrado ú [lueuteuiil, Llevaron al caballo de este, como a dis- 
tancia de lo cuadras y lo mataron dándole Curra mili dos 
golpes en la cabe/u con el ojo de una bacba haciendo en se- 
guida un pozo y lo enterraron. A l. %\ presta su indagatoria 
rutilicándose cu Las anteriores. 

1" A i". <i vuelta y 13 presta declaración el procésalo Ave- 
lino üatriu quien dice: Que lluentemil fué muerto por Cu r ra- 
in ÍM y el declarante, pegándole primen» Currumill dos garro- 
tazos con el rebenque cayendo Muenteiuil al suelo quien pu 
do levantarse sacando su cuchillo para defenderse pero le fué 
quitado por Gurramill quien en ese momento le pego un re- 
bencazo al declarante, dieiéudole que porque no 1c «yodaba á 
matar i\ lluentemil pegándole Uurruuiill dos puñalada» al ti- 
llado y el declarante también hasta que lo mataron: Que 
Curra nuil le pegó muchas pu ilutadas y bis dos garrotazos y 
que el le pegó ocho puñaladas; que después de muerto lo 
enterraron en el mismo sitio ayudado de su sobrino A v el i no 
José a quien él hahia buscado para ese objeto; que después 
mataron y enterraron el caballo de Ilueolemil á unas cuantas 
cuadras del sitio d? la muerte de este último; que mataron á 
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Huenteinil pea le balifft finido «ua dé ««■ W>« W 
imputo y por tíiPí á« «fcw A lft p,,l,lMtt ' 

A r. 22 vuelta presiu su deeluracum iuda^fcorííí rali lie áudoee 

de la ilt> F. i! vuelta y 15. 

.V a f. B vuelto y í<¡ vuelta presta declaración «I procesa- 
do Francisco CurSttüiíU #160 dio* « el di» 3 de Julio se 
ene&otraba e« » «-su Que ftmpunpfH Wí W^«q por Avü- 
Jíih, CatriUi el UMHMir Averno Jos<S y qúe él ayudo tumban 
nur haberi.i invitado Catnu; que el declarante llegó euaiído ya 
estaba ftitterto Kueutemil eueouinm-io ú C.triuy W cuchillo, 
e,i raimo v mü la Pupa e.isa««reiilada; .|no cuuudo llego el 
declarante ul lugar donde estaba muerto lliieutemil, Gatria I, 
invito á u,ue ayudase y pureso ayudo pe#odole un palo cu, 
et rebeoíiue v 1 puüaladus; que 1, vici.hu, estaba tendida en 
el suele v yo u« se inuviu; qa* enterrarbu el ead&vef <■» el 
m i s u,u siúo cerca -le la cusa ,1c Catrlil, t&é lo mataron no-> 
áaé mmtmü andaba campeando una, yeguas .ju«- l" falta- 
toa y los eiiootttróu Avelina Citriii, al mentir Avdir.o -lose 
yuUeclaraute feft**Ji4»fe no* yegua y .tue timeroo uiiedo 
que 109 hiciera poner presos; por lo cual decidieron matarlo* 
que al caballo lo mataron y enterraron se^o lo manifestó 
Catria. A C 23 vuelta presta su iodagafcuría ratilleándosfe, rae- 
nos en la porte que se le «opone auxiliador fe la utuerte 

de Mueut.eu.il; eu ooaseoa te se inicio el juicio de retrae, 

Uteidn pfl üotw «pegado por separado. 

tí« A T ió vuelta se deelara cerrada el sumario, elevándo- 
se la cansa ú pleuarío. 

7> A f; Üli vuelta y 17 preseata SU aOUSaeióu el señor Pro- 
uoradór l%cai quien diré: que exaittiuada rata cansa «pare- 
cede las dili^Hiein» ile re#!io«riBÍCoto» párieiales de f. Ty U 
vuelta y partida iíe fal i eoi miento de I'. IB probada la cvUcu- 
m del delito de iioaiíiúdio perpetrado coa alevosía eíi la per- 
sona de luán ítuáütemíl, previsto euel art 93 loeíso a del 
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Oiní. Penal y quesos autores son francisco Ciirrnmill, Ave- 
litio Cali- i u y Avi-liiiii SQsté puf su* propias confesiones f« 5 
al 7, s vuelta $ íi ruelEti, W íi H f üakillcftilft* |>"r los dos úl- 
tíuiüs ü f, malte y Ü3 vuéit», careode É '27 aet. i»' y '¿1 
inc I del expresado Oóittgii y art. :*M y : ¡il *lél d*» Proeedi- 
míentn debiendo editárseles como ateuuan|i5 «1 m\m\v de 
<|iie ni BÍecttíiir ai hecho se encontraran poseídos loa nroce- 

s;h!<h de ((ue fueran ;i ser il inalados A la auinridiid por 

bullirlo enruedo ¡i llneiiumiil «na ye»;ná Lae- 7" hH. * : í t'ód. 
l'euül y para .1-»' - fcvttUttn la 1»' sec menor >l*i edad ínc, 3» 
M art. >l y :u-r. ü m.-. t* p«r resultar j«stMÍoailn h»&8lí 
.i irail<» si» 4i#tfeFiiÍnitetttn, infnrote de I*, -ti*, deelaraetoaes f. Wfc 
a : j :v.l y x» ruelta y reaolucUni f. 3D. Éii -su eawcaeneia, de 
caftfiirluidiwt e«« lo aráquida eo las art. -W.-Tiy HO del Cml. 
Penal pide qtfe t*u definitiva ^ oniiUene ó Franeiaco Curranidi y 
Avi'iiao t'iirni ;i sufrir eaua uno la pena do presidio por tiem- 
po uuhtorininatf&y ií .I"s< ; eVveJiun á i'l anos de i'¿«¡il pena 
de presidio con descu-aU! ' dfc' tiempo de prisión sufrida á loa 
tres en toa accesorios d*l arfe. tt3 del referido Qúüb¿n Penal 
y e» las costas, declarando cálidos en combo las armas e*m 
nao se ejecutó el delito. 

8 A f. HÍ presenta: su defensa don ^aauel Groiado defensor 
iie Francisco rurriunill. quien alega: l¿ne O o existiendo en 
autos mus prueba* que Ins eonfésiojiea de Vvfliuu Cairíu y 
Avelino Swú pues su defendido cuando Un podido enraprear 
aer lo que lian ueeuo ftigum* en vea de su declaración ln lia 
díísalentiilo " mejor dioUfl lia rectiíicado su declaración ñor 
cuvuíi raxnnes pide la absolución de su defendido. 

9" A t' 56, presento su defensa id deEantor d« A v el i un Ca- 
triu quien alega <iiu¡ soUre la ainerte de Juan Huentewii todo 
coincide ó pur lo meaos se aproxima con |a declaración de 
su defó»4tdo de & fí viieita, yvm la parle *íuc su deleudida 
Ua lüiuadn en el lu'din lia si.ln violentado y golpeado por 
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Curra mi II para que lo ayunara ú matar, a Huetileiiúl; que no 
ba habido alevosía mi la muerte síuó que por el contrarío 
por las itiismus constancias resulta que hubo pelea por cnan- 
to su defendido resultó herido, aunque levemente cu el lado 
izquierda de la barba y por sus fundamento* pide que ru 
defendido sea comprendido cu el inc. Ü 1 del art. 90 y n» en 
el i iic. 2* del art. 95 del Cud. rennl. 

10 A f. <¡0 presenta su defensa don Lorenzo llamasen, de. 
fensor de Arel i no José, quien pide la absolución de sil de- 
fendido fu nd úndose para ello en que su defendido en la ti poca 
del crimen era menor de 15 años, comprendido por lo lanío 
en la eximente llel inc. 3" art Kl del Cód. Penal. 

11 A f. IW vuelta Re recibe la musa ú [prueba por el lérmi 
no de 30 días agregándose la producida de f, ó'i á l¡8, llamán- 
dose autos para sentencia previo informe lia vore que tuvo 
lu»ar ú I", ti!) rttelta. 

V Considerando: 

1" (¿uc con la partida de f 15», diligencia, de Lié informe 
pericial de I". 7 vuelta se encuentra comprobado el falleci- 
miento de .luán Hueiiteniil á cons#<:ucnc¡a délas heridas que 
le fueron inferidas. 

(¿ue por confesión de los procesados Pranciscu Curra mi II 
y Avelino Catriu, confesión que reúne todos los requisitos de 
Ley, s«; halla debidamente comprobad.! que ambos fueron los 
autores del homicidio de Mu en temí I en las condiciones cu que 
han sido relacionadas. 

a* Que el procesada Currumill ale^n n f. 8 vuelta en su I a 
declarar ión que Jim* nte.mil fué asesinado por Avelino Catriu 
y el menor Avelino .Jnsé y que lo único que hizo fué darte nu 
pal» con el cabo del rebenque en la cabeza y 1 puñaladas, pe- 
ro que eatu lo hizo cuando yn estaba muerto A f. It¡ vuelta 
amplia su declaración; ya uo acusa o i recta mente al menor 
Avelina José aunque dice que Huente.mil fué muerto por 
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Avelino Catriu, el menor referido y que él ayudo 1 también por 
haberlo invitado Catrín, sin saber la participación de aquellos 
por cuanto cuando llegó, ya estaba muerto aquel, encontran- 
do á lus mismos con cuchillu en mano y con sangre en la ro- 
pa, agregando al respecto todos los detalles que ya quedan 
transcriptos. 

A f. 2b' se ratilica en sus declame iones anteriores, ménos 
en la parte que se le supone auxiliador de la muerte de Unen* 
temil y en el careo de f. 27 se ratilica de lo que tiene dicho 
agregando que cuando llegó al lugar del suceso, Juan Huen- 
teinii estaba ya muerto. Ka a Taita de ratificación motivó el 
incidente de rectificación que corre agregado á este expedien- 
te por cuerda separada, retractación que es necesario resolver 
en esta sentencia previamente para entrar en seguida al fon- 
do de la cuestión. 

¿Ksa retractación debe admitirse ó huy elemento su fie tente 
para rechazarla tu limine aceptando la confesión del proce- 
sado en todo? 

Ya la jurisprudencia ha resuelto, que para que la retrac- 
tación de la co i lesión pueda set tomada en cuenta y tener 
efecto legal, es requisito indispensable que sea la única prue- 
ba que existe contra el reo; si jM»r otros medios existe la 
plena prueba que la Ley requiere, la retractación es de ningún 
valor. 

En el snbjudice, aun eliminando la confesión de Curramill, 
siempre habrá la plena prueba de su participación en el deli- 
to para no aceptar la retractación, la que. por otra parte no 
ha sido hecha sobre toda la confesión. 

Ademas et art. 319 del Cód. de Procedimientos, establece 
que cuando la acusación tenga por base la confesión puede 
esta retractarse en cualquier estado del juicio; pero, agrega, 
que paraqr-i la retractación sea admisible, es indispensable que 
el inculpado ofrezca pruebas sobre hechos decisivoi que jos 
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tinquen haberse producido la confesión, oprimido por medios 
violento», por amena m» t dádivas ó pro mesas, que tienen por 
causa un error evidente, ó que el delito confesado sea física- 
mente imposible, 

Nada de eso sucede con la confesión de Curramill. La prueba 
rendida por la defensa en el incidente de retractación es por 
el contrario en minoran le á la confesión pues los intérpretes 
que han intervenido declaran que la confesión de Curramill, 
ha sido libre y espontánea y que lo que se hizo constar fué 
la manifestación del reo. No queda pues, mas que aceptar 
esa confesión declarando sin valor la retractación, á que se 
refieren las actuaciones ya referidas. 

Curramill, ha calificado esa confesión alegando haber lle- 
gado al sitio del suceso, cuando ya la víctima estaba en el 
suelo sin moverse, en cuyo estado le Infirió el palo y 1 puna* 
ladas i pero no es posible aceptar esa calilieauión haciendo 
indivisible su confesión; porque Huye del proceso una prue- 
ba palpable de su irnerosimilitnd. 

Kl informe pericial, los antecedentes del crimen, el motivo 
determinante de la acción, la alirmnaón de los otros impu- 
tados que debe aceptarse siquiera como indicio, tuda tutee 
suponer que los hechos im han pasado como lo sostiene Cu- 
rramill, nina mus bien como lo refieren Cu tria y el menor 
AveliilO José; aparecen mas verosímiles porque se hallan 
corroboradas por otras constancias del proceso y sito mas lógicos 
como consecuencia* de los hechos. Hay un detalle qn« con- 
firma esa opinión. Co rramill iliega haber intervenido eo hi 
muerte y entierro del caballo Catriu y el menor aseveran 
lo contrario, ambos con una conformidad que demuestra la 
verdad del hecho; dan ios mismos detalles sobre cual de tus 
tres lo tuvo sujeto del cabestro; cual de ellos lo tuvo sujeto 
por las patas y cual fué el que le pegó con el hacha sobre 
cuyo instrumento coinciden en todo. 
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Lx ratón nnturul indica que si Curramill n» hubiese tnlor- 
veuido en tu muerte del caballo en usa (onua un hubiera sitio 
posible, que los utroa (loa imputados coincidiesen sobre los 
mismos hechos, á tneims de suponer que hubiese habido mi 
acuerdo entre los dos para precisar esos detalle». Asi púéa ía 
confesión de Currumilt debe dividirse, porque las eircunsinn- 
c ¡as en que se funda para excusar ó atetiuar su respnnsahi- 
lídad, res n I t:i ti inverosímiles. 

Ksas exeusns han debido ser jiistitieadas o resultar proba- 
das fiel sumario ' del prun s No siendo así, ÜO es posible 
aceptar la confesión sin restricciones. Nn seria rafcpüable ni 
armónico con los necesidades, de la repii ración social, hacer 
de la confesión nn oredó jurídico. • 

«Se concibe que cuando hi existencia del delito y la deter- 
« iiiiimeióii del autui de|tendau exclusivamente de ln siuceri* 

* dad del procesado, no le dit^a la socicihtd: yo me aproveclio ile 

< tu sinceridad en l » que te perjudica y la excluyo en loque 
« te favorece. Pero no se concibe i¡ne cuando la sociedad lia 

* descubierta por mis medios de acción el delito y el deliti- 

* cuente, baya fie ajustarse eu la determinación de las inn- 
« daltdades del delito á ln exposición del procesado: Los 

■ distintos hechos y circunstancias en tal casi», importan e** 
« eepeiones que lian de ser primadas por quien las ftlegá ú 

■ menos ríe resultar verisímiles de los acnnteci míenlos eon- 
« comitantes con ta acción principal.' Ksli»s palabras del nía 
logrado; ductor Mu re tico i|in: su transcriben de la vista fiscal 
que se registra en el Tomó 'l" serie i w pá;^. HH de ta Cámara 
Criminal de la Capital fijan á mi juicio loa caracteres que 
debe reunir la confesión para declararla indivisible porgue 
como se bu dicho eon razón, «es antijiinMico pretender la 
« p re valencia de la confesión sin el eme utos que la corroboren, 

< porque todos los delincuentes confesarían su delito y ale- 

< jarían excusas de modo que el poder social se encontrarla 
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« inhabilitado par» aplicar penas* Pero mas aún, aceptando 
la confesión de Curramill como base credo jurídico, no esta- 
ña tampoco excento de castigo porque aun inmóvil en el 
suelo Huentemil, no tenía porqué haber inferido las 4 puña- 
ladas que dice le dió, puñaladas que tal vea le causaron la 
muerte desde que según el informe pericial una sola de aque- 
llas parece haber sido inferida cuando ya la víctima era ca- 
dáver. Hay pues, para Curra mili perfecta impulabilidad pe- 
nal y asi debe declararse. 

4- l¿ue el procesado Catriu confiesa *>in restricciones su de- 
lito excusándolo únicamente en que lo hicieron porque lemiati 
que lluenlemil diera cuenta i la autoridad por una yegua 
que le habían carneado entre Curramill, el menor Avelinoy 
él, alegando además que Curramill le pego primero dos ga- 
rrotazos con «1 rebenque al finado y enseguida que Huentemil 
cayó y pudo levantarse, al sacar su cuchillo para defenderse 
le fué quitado por aquel, quien en ese momento le pegó * él 
un rebencazo porque no le ayudaba á matar á Huentemil, 
dándole Curramill de puñaladas a aquel y el también hasta 

que lo mataron. 

Esta confesión de Catriu ratilicada á f. 21 vuelta, corrobo- 
rada por otros constancias del proceso, es suficiente prueba 
para declararlo responsable del homicidio de Juan Huentemil. 
La fuerza ó violencia ejercida contra él por Curramill para 
¿Migarlo á cooperar al hecho, no está probada; no es verosí- 
mil "dado que el informe pericial de f. «8, lo coloca en con- 
iliciones de inteligencia superiores á Curramill. 

fio Que respecta al menor Avelino .losé las constancias del 
proceso son iinullcienles para declararlo responsable del ho- 
micidio como coautor, cómplice ó encubridor. 

El niega su participación en el hecho alegando haber sido 
llamado por Catriu, su tio, para sepultar el cadáver, paralo 
cual fué á buscar una pala llegando al lugar del suceso cuan- 



II ■ JTOTtOU MAOIONAL 27 

(lo Huentemil estaba muerto, ay adando á enterrarlo porque 

su Lío se lo ordenó. Confiesa por otra parle haber ouulri bui- 
do á la muerte del eaballu que enterraron después á una» 
cuadras tlél cudáver ile Huentemil. Catrín declara une el immi- 
cid ¡o fué cometido entre él y Curramill, excluyéndole al me- 
imr sobre quien alinna, que no se encontraba presente emimlo 
aquel loe asesinado, ayudando sin emba go á enterrarlo porque 
lo fué á buscar con ese objeto. Iteconouen también que el re 
l'erido contribuyó á imitar ni caballo explicando el hecho con 
una precisión de detalles i¡tie coinciden con los dado* por rl 
menor que hace suponer su verosimilitud. 

Currainill en su primera declaración afirma que Huculciuil 
fué isesiuado por Avelino Calriu y su sobrino; pero en su %• 
declaración fiosUcue que no .sabe la participación que tuvo el 
menor, porque cuando llc^ó ya estaba muerto Huentemil en- 
contrando ü aquellos con los euchillos en mano y sanare en 
la ropu. 

Como se vé, no está sulicicLiLcmeute cotuprohada la partici- 
pación del menor mencionado en la muerte de iiuenteunl. No 
buho testigos presenciales del hecho de manara que debe es- 
tarse ¡i la manifestación de los tres inculpados, una sola de 
las cuales podrá considerarse conin adversa aunque no con 
demasiado íuerisíi, desde que ta acusación de Curramill, no 
es una afirmación categórica y m solo una sospcch adquirida 
por inducción. Por Lo demás aunque suponiendo para mejor 
ilustrar, que dt:L proceso Huyesen i mi icios bastantes para de- 
clarar comprobada la participación «leí menor como coautor 
ó cómplice del hecho, desde que como encubridor estaría ex* 
ce uto de pena dado su parentesco con uno dé los imputados; 
liubin que declararlo cum prendido en la disposición del nrt. 
81 i no. íi del Uód. Penal y eximirlo de pena, por cuanto en 
la época de la comUión del delito era menor de 15 años, y 
uo bu sido probado que en esa época tuviera iliscern i miento 
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aliciente para delinquir, ta ley ha ciíéttád una presunción 

delbteiiípftbítidaai 0a 80l ° 8 ,MS ** sér !ii imifkUil 

wmtraría. Nn es la jp^nÁjmfc** fá j**™ iM iiic 2" que 
ft0 admire proebn de culpabilidad eumid*. se traía de menores 

4e Ulanos sino una prwmrioii jnrte Un,tnm, solo cede 

á u.m prueba completó d re él menor rlé 15 aftas pero mayor 

de ío'lm téliWó diseeruimieni.i pura ejeeuiur mi» acción que 
la Ley elasittéa Como dejito, Nlf |.r.. .ar d,tte «1 

menor de t5 anos no ha tenido el tal dkceFnViiiieiitq para 
eximí río de pena. El roencíí en «sus condiciones esta excento 
de pena par Ui Ley, de heonn, salvo que la acusación pruebe 
nae teafc discernimiento para deUmiui^ iiMim y clara 
untinciiiiieuto did i-aníen-r reprensible del aecha y sus uúu* 
secuencias ú como decía mi Cállu de U>s Tribunales dé fu Ca- 
pital Federal, aun no probado el discerntinientu de»1a- 
n.r.eresi sable si del pnwtto constara re4ÍMMíV' del menor, 

En el sk& /i&Jkí la pme&a ! ' ¡ respecta producida por la 
«casación nu prueba ese discernimiento que eu^ la Ley para 
declarar aütpaWé "¡ menor expresado. Por él contrario él 
iafdtBie de los peritos de L 30 declara eategórícameate une 

no paede eoasidéiíarae al nt« r responsable de sus neciones, 

dado el limitado détarroilo de bus ineultades memates tratan- 
j, de un menor que representa mas ó meno* lí i'ftoa. Aun- 
que i, -trora de i»-rit«»s diplomados, sea minii^.i-irs nacen 
p resu Jll( lo meaos qne ,;i menor no tiene suíieiénie dU- 
eernimieitto, v como la i.cy exige par el contrario qiie se 
pruebe amje!, VW que está lejoa de suceder, ese informe es 
ttfftfrut* para declararlo irivspou-able, por cnanto la «léela 
rapion de í. SH^por ser singular y no apoyarse en ('iindamea- 

tl> ft tgn i.i podría ser considerada tíOino esa prueba contra- 

naque el ¡nuíso - del art. Hl citado requere para declarar 
imputable al menor la acción eoinelida 
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Que con el estudio del espediente es fácil recontruir la 
e.iueua. Los procesad"* son sorprendidos \mr el interfecto cuan- 
do le acmbaban de carnear una de las yernas une andaba 
campeando. Kl temur de aquellos 1*9 llfl^BMB concebir ta muerte 

il,' aquel para u« wr .lea» indos á lu justicia. Tras acuella 

o^ncepeú'm viene el hetílit», es decir, el maulle á rluenterail 
ntiien se defiende hiriendo ¿ Cafería y sucumbiendo bajo la 
siiperii»ridad 'l»* los dos at acaules, quienes Id ultiman después 
de cuido infiriéndole hasta '<!0 puñaladas. Muerta Hiieiltemil 
ir. sepultan allí mismo y p¡»ra hacer desaparecer indos las 
vestigios del minien, matan ú su lüibaHn entre los tres y lo 
sepultan tnmbiún á unas cuantas cWtidras de distancia. 

Nu es posible determinar ipiu haya habido en el hecho 
alevosía V preiuedilneióu, porque si ha habido Itittha oójuio efl 
de suponer p«r tas heridas ceelbidás por Cntriu RQ liahria 
ésa falta de (lejigro para los agresores «i^i* e^raeteriaa á la 
alevosía v si la idea del homieidio lia sido líoetánen con el 
aloque deíerminada por la sorpresa ib'l dueño de ta y ep; un cftf* 
ueada, es de suponer que no existe Itfnipnco la premeditación 
nai' presupone el acuerdo anterior, la preeoneepuióu del de- 
lito en etrenitstaneius distintas de las ocurridas en el sttb- 
j» ücv. 

Hay -i 11 embargo eiisaíinmimiu. La jurisprudencia J la doc* 
trina han eatabteetdu «jiie la earaeterií?a, n» el número de lie* 
ríilas, sitió lu deliberación y la imiecesidad de los nuiles cán- 
salos, «'i id hecho Míe, aerceeatar dt'libiíra laai -'iitt! con males 
iriticv'"*aríus, id delito, id siilYiuiienln de lu persona ofendida; 
inferirle después de eaidu la víetimu mas heridas, que aula 
tiem u por objeto hacer mas doloroso la agonía ó come dice 
(iroL/ tr.i exige el ensaftaiaienti^ la severidad, la sangre lYia 
el 1!» niiiio .-obre si del malvado, nada de aturdimiento; si se 
trata de inatur, matar despacio, complacerse en la agonía, 
alargándola. Kn la muerte de Hui-ntemil han concurrido esos 
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caracteres Después de cuida la víctima, le han inferido varias 
heridas innecesarias. Curramill dice que le pegó un palo con 
el rebenque y 4 puñaladas estundo ya muerto, tendido en el 
suelo y sin moverse ya y los peritos, f. VI y t% vuelta, alir- 
inan que una de las heridas, la del muslo, fué inferida des- 
pués ile la muerte de la víctima. 

7" Que no es posible como lo sostiene el riscal reconocer 
que concurre a favor ile toa procesados la atenuante 7' del 
nrt. Si del Oód. l'eual citado, por el itíitódu de que se encon- 
traron poseídos aquellos de ser den iniciados á la animidad 
par haberle carneado á II ueute mil una yegua. 

La carneada de una yegua sería en lodo caso una agravante, 
nrt. H5. La aleuuaute 7 J no puede en manera alguna referirse 
a casos como el de qjttu so trata, porque La ejecución de un 
uríoien de La naturaleza del homicidio, por temor de sur de- 
n une indos por otro delito mas leve ó mas grave es un motivo 
de agravación de pena, porque hay mayor inmoralidad en el 
agente y es indudablemente mayor el peligro en que se en- 
ea entra la sociedad ame malhechores de esa na lo raleza. 

¿$j lo han eompreudidu loa relurmudores de nuestro Código 
Penal. U ley 4L8J ea su arl. 17, cap. 1" iac. 3' (b) al herho 
de malar á nim, para preparar, fncilitar, consumar ñ ocultar 
otro hecho punible; ó para asegurar su reuní lado ó la impuni- 
dad para sí. lo lia considerado enmo calilieativu de la pena 
de muerte, es decir, eo ana pena mas severa por conside- 
rar el delito mas grave por haber mayor inmoralidad en la 
acción. 

Ksa agravación de pena, no seria posible aplicarle en el .suh 
judke, porque el delito ha sido cometido bajo el imperio de 
la antigua ley, pero no es posible considerarla como atenuante 
pi»r las razones antes apuntadas, 

LÍO? la legislación cspaíiula, pudría pretenderse considerar 
el miedo por un aleuuaute, desde que el art- 8 íue 10 del 
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Cód . reformada de 1870 incluye entre los eximentes de pena, 
el obrar impulsado por miedo, insuperable de un mal igual ó 
mayor y no reuniendo todos los requisitos para ser tal, seria 
atenuante; perú ni aun allí, atenúa ta responsabilidad penal 
del delincuente, porque el miedo insuperable nu es el temor 
de un perjuicio como lo seria la denuncia del robo de una 
yegua ó como dicen los comentaristas, el *miedo> si de él ha 
de deducirse las circunstancias atenuantes, nu lia de ser miedo 
pueril y ridículo y si de ni] u ellos a que puede llegar, en la 
marcha regular de la vida, una persona de las condiciones y 
circunstancias del que invoca lu excencion, G roí zar d T. 1" 
pág. 35Ü 

til miedo a que La ley espuiíolu se re (i ere, no es por lo 
tanto el invocado como atenuante en la acusación: Se trataría 
de un peí igro eminente que obligara al autor A proceder bajo 
la amenaza de ser efectivo ese peligro pata su vida ó sn ho- 
nor de tal manera (¡ue el mal amenazado fuese igual ó mayor, 
al hecho cometido. 

«La amenaza que constituye ese miedo insuperable, ha di- 
cho Viada, T. 1" pág. 173, ha de ti»? de tal gravedad •'> inmi- 
nencia que puede decirse que la mayoría de los hombres hu 
hieran cedido ante ella- Kl mal con que se nos amenaza ha 
de ser mayor ó por lo menos igual al que se nos hace co- 
meter; con ello lia querido signilicar el legislador que cual- 
quier temor no ha de ser bastante para eximirnos del cum- 
plimiento de nuestro deber. Solo puede ex i luirse de él, y por 
lo tanto de responsabilidad criminal, la amenaza de un mal 
tan grave, por lo menos, como el que se nos obliga á ejecutar. 
Me cojen unos facinerosos y me amenazan de muerte si no 
incendio la casa de mi vecino; si ejecuto el hecho bajo tal 
amenaza, tan grave como eminente, me comprende excencíón 
de responsabilidad criminal,' mas estos mismos facinerosos 
me amenazan talarme un bosque sí no mato á mi padre; no 
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puede comprenderme en este oís.» la exeeneión de responsa 
bilidnd, porque el mal con m stí mtí ******* ** milcho 
i 11 fe lio r al que eoiuetu matando a mi padre •. 

P#0 no basta cualquier amena*», dice el I»r, Aguirre, al 
comentar el urr.. Si iiie. -V- del MdigO i'eunl, sino qné es 
uecesnno que vayan acompañados de un peligro de muerte 
actual é inevitable ■ ¡faj **«*Mt*ÍS non &b com í 

decía ia regla anticua. 

Así pues, si por el (BiligO fejlftrf. '»» » IUOílelü tíU la 
materia, «I temor alegado por los culpables, no es atenuante 
ú pesar de consignar en su art. H" iuc 10 una eircunslanun 
análoga, ¿Cómo poderla aceptar ante nuestra legislación? 

tjue la prueba producida por el defensor de Cumimül 
par» demostrar lo sostenido de su defensa, de que ú declarar 
aquél; ó no lia entendido loque le lia sido preguntado ó los 
intérpretes han falseado su declaración nu « suticieute para 
desviriuur las presunciones que existen en eoutrti del proce- 
sado, para declararlo libre de la i ,u potabilidad «le su acción. 

El informe pericial no Iría ampiarse sin restricciones, 

porque así como el procesado se lia becbo mitender ó ti 23 
vuelta ante el juez y con intérprete, así lia debido también 
t.acerse entender en sus declaraciones anteriores. No se ba 
demostrado por otra parte, que en el momento de cometer la 
acción el procesado se encontrase en cualquiera de los casos 
del art. HL especialmente del iuc. !■■ del Uód. Penal, para 
e*¡mirl<> de castigo. 

tmrruuiill es indudablemente un sujeto .le poquísimos al- 
cances intelectuales. Ksuu indígena que ^ »" teuga mu- 
chos conocimientos de U* m H*«f» ni ?° é uiviU ~ 
¡Sidos como él, pero tiene la vivacidad i..u ,ta cu los nata 

Pil l C!l e les liace distinguir el bien del mal, la moralidnd ó 

l,i inmoralidad del homicidio, castrado entre ellos, por sus 
cultos V por sns leyes no escritas, pero por eso no menos se- 
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veras, en el roldo como en la vida civilmda, el homicidio ei 
un crimen, porque La ley natural la lia considerad» siempre 
así, untes que hubieran leyes escritas y antes que se inserí* 
biesen en H lleeálogo prohi Ideado Las acciones con ijue se 
ofendía Ea moralidad media de la soriedad, espeumliuen 
aquel precepto sagrado que deeia. no matarás; 

f J (|tie estiblecida así la respon-mliílidad penal de ambos 
procesados, snln falta determinar la pena que debí 1 aplíearse 
por la acción delictuosa cometida. La aeusarión encuadra el 
caso ea el art, i 15 iue, ¿" del (Val. IV nal y uno de los defen- 
sures, el de Catrín, en el art. í*f¡ iue ¡í" Pero excluida como 
i|ueda ta alevosía; desconocida la atenuante y concurriendo 
varías agravantes, el caso encuadraría en la disp-isición del 
art ¡I? ine. i', Cap. I de la ley porque la pena de 

pre.sjdin desde b> lias ta ¿~> afms es nías benigna, <|ne la ele 10 
hasta presidia por tiempo indeterminado. Una ley puede 
ser in iis benigna ijue otra, lia líteHn el Dr. Pinero en sus 
lecciones de Derecho Penal, miando se reduce el término de 
la presurinett'm, Por el art. Hit Ccid; Penal el derecho de 
acusar por la pena de presidio pío- tiempo indeterminado se 
prescribe A los lo años y por tiempo determinado u loa III 
níios. 

Ambas penas tienen el mismo mínimum y solo su máximum 
varia. Aunque el presidio por tiempo indeterminado no tiene 
limitación de duración lija, sino dentro de los primeros 15 
artos, antes de cuyo tiempo lus condenados mi tienen derecho 
á pedir gracia del resto de la pena, tampoco tiene un límite 
determinad", pues así como dundo pruebas de una reforma 
positiva durante bis últimos odios, tiene ese derecho, en el 
cas» contrario ese presidio puede ser perpetuo, desde que no 
hay obligación de agraciarlo en esas condiciones. 

Ea el caso de imponerse presidio de 10 á 25 antis, aun eu 
su máximum, es, La última pena nunca seria perpetua aún 

3 
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cuando el condenado observara mala conducta y tendría el 
derecho de gracia al igual del condenado á presidio por 
tiempo indeterminado sino después de los 15, después de 
cumplidas las dns terceras partes de la condena, que en el 
ceso seria después de los Iti años y ocho meses 

Esta pequeña diferencia no podrin obstar ti la aplicación 
de la ley nueva, porque el derecho de gracia ea un algo que 

puede implorar o I condenado según su conducta mientras 

que el máximum ó sea pena sin duración lija, que puede ser 
perpetua, es mas dura que el tiempo determinado, como 
cuando f*u el cano un es tan excesivo. 

Es indudable que La Reforma del Cód. IVnol por la Ley 
en su cunjunto es mucho mas severa, eon las penas que 
antes estaban en vigencia; pero en ciertas disposiciones ha 
establecido penas y prescripciones mas benignas. No es el 
caso de rechazar en absoluto la aplicación de la Ley nueva 
porque en general es mas dura, porque seria contrario al 
principio de la retroactiva que rige en nuestra Ley en materia 
penal. Si la disposición aplicable al caso especiales mas be- 
nigna hay que aplicarla y para ellos hay que tener presente 
que es menester comparar las penas, que cada Lty impone, 
con sujeción á lodos sus preceptos y lijar la <jue fuese mas 
benigna. 

Ri varóla sostiene a! respecto (T. 1" p4g. 27) que la cuestión 
puede resolverse teniendo en cuenta la regla del art. 52 hoy 
(i* de la Ley 4L8Í) ijue toma por pena correspondiente al de- 
lito, el término medio entre el minimun y el maximau. Si el 
caso presenta circunstancias atenuantes admitidas por la mis- 
ma Ley se aplicará la del minimun menor y si agravante la 
del mu xi mu n menor.» 

En el caso n resolver las penas tienen el mismo minimun 
y el mu x i mu n distinto. Concurren varios agravantes y nin- 
guna atenuante. Por el Código anterior a la reforma la pena 
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que corres pande ria aplicar seria la que indica el fiscal ó sea 
presidir» por tiempo indeterminado, un por uplícación del art 
95» inu. %" siuó por el Üü itie. i ponqué ha sido desear tuda la 
alevosía y t:i atenuante de miedo; había que llegara! mnximun 
y entónela no había que timbear porque cualquiera pretiere 
la pena de ¿5 ano* y un la otra. Para el rea uu hay cuna peor 
que la iucertidumbre sobre su suerte, ó sobre ta duración de 
su peua. Aute Itt perspectiva de Ja indeterminación de su cas- 
tigo, que puede ser perpetuo, preferirá siempre la pena fija, 
porqué puede pedir la gracia mas ó menos por el mismu tiem- 
po y sabe con seguridm] que un día mas ó menos lejano 
tendrá ttbierta la puerta de su reclusión y lin su cauti- 
verio. 

10 (¿ue eomo ya si luí di dio concurren en el caso en contra 
de los procesal los loa agravantes lie Imite r cometido la es mea- 
da ile la yegua, que la Lev calillen como hurto y la muerte 
det caballo, que debe considerarse cuino daño en propiedad 
¡igena (itrl %%$ del Código citado y 85 del mismo, así tomo 
las circunstancias 3* y Itl det articulo 81 del Código refe- 
rido. 

Por estos fundamentos, citas legales invocadas y de acuerdo 
con lo pertinente de la acusación fiscal, fallo absolviendo de 
culpa y cargo at menor Avelino Jasó, declarando á Francisco 
Curramill y á Avelina (Jtttriu retís del delito de homicidio co- 
metido en la persona de Juan Hucutemil, con i ngravanlea 
por cuya rasión los condeno á ía pena de 2ó anos de presidio 
ú cada uno de ellos con costas y demás accesorios legales, 
computándose la prisión preventiva que han sufrido como lo 
dispone el art. H» del ttwfc citado debiendo durar la sujeción 
á la vigilancia de la autoridad durante 5 anos después de 
cumplida la coud.ma que deberá cumplirse en el estableci- 
m lento que designe el Poder Kjeenlivo de la Nación- Sino 
fuere apelada esta sentencia póngase en libertad al menor 



Avelino Joiá y elévese en consulta i la Eira*. Cámara Fede- 
ral de «La Platas respecto de los condenados. 

Domingo Gttglialmetti.— Ante 
mi: Hicardo R. Ortit. 

9KKTKNCIA DE LA CÁMARA FBOERAL 

Lm Pltf*. 8*ti«Mbi« 11 de. 1B05 

Y Vistos: 

Considerando: Que Juan Huenterail ha sido muerto el dia 
% de Julio de 1902 en las proximidades del lugar llamado «La 
Tora» del Departamento liariloche, Territorio de Rio Ne^ro. 

Que se Ha declarado autores del hecho, por sentencia de 
primera Instancia que se ha apelado, á los procesados Avelino 
Catriu y F. Curraroil, absolviéndose de toda responsabilidad 
al coprocesado Avelino José, en lo que la decisión de primera 
instancia ha quedado firme por haberse conformado el Minis- 
terio Fiscal, con dicha parte del fallo dictado en este proceso. 

Que resulta asi que en esta Instancia solo debe considerar- 
se la responsabilidad atribuida á los procesados Catriu y Cu- 
rramill y la lejitiniidad de la pena que se les impone en 
caso de declararse justa la decisión sobre su culpabilidad. 

Que Cu rramill ha tratado de eludir ó aminorar su respon- 
sabilidad sosteniendo eu su declaración de fs. ^^ que solo 
íueron autores del asesinato Catriu y Avelino José. Que lo 
que él hizo fué liarle ii la víctima un palo con el rebenque 
y 4 puñaladas después de muerto. Que n» obstante las va- 
naciones que lia hecho en sus declaraciones sobre su parti- 
cipación, reBuliaquees esta evidente como coautor del homi- 
cidio. 1" Porque se confiesa autor solidario del hecho que íiié 
determinante del crimen es decir, de la carneada de la yegua, 
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que la victima iba a reclamar y la determinación allí tomada 
de matarle V Parque Ciar i u turma uo testimonio aceptable 
ya que al declarar la participación de Curramill do trata de 
excusar su propia intervención. Fuer» de este testimonio hay 
numerosos indicios de la mayor i tu portaucia para corroborar- 
los y son: El testimonio de los peritos que solo una herida 
encontraron en el cadáver que pudiera ser ocasionada después 
del fallecimiento: El reconocimiento del rebenque y cuchillo 
cou que le inltrierja h¿ridu á HulieiuemiL La declame ida 
de fs. 17 del procesado que dice que el declarante ayudó 
también por haberlo invitado C-Uriu 

Preguntado si el pato y puñaladas (J ue d¡ó las hizo entan- 
do muerto Huentemil; dijo: (¿ue estando tendido en el suelo 
y que ya no se movía. 

La declaración de Avcliuo José que aunque no presenció el 
acto bárbaro llegó en seguida y pu.to enterarse délo que se 
había ejecutado. La serie de golpes y contusiones y heridas 
descriptas cu el informe de f. 7 casi imposible de conce- 
birse que fuesen la obra de un solo brazo. 

tjue todos estos hechos llevan al conocimiento pleno de que 
Curramill fué autor del asesinato como Catriu y que sus re- 
licencias y aun salvedad contenida en el acta de f. 25 vta no 
bonifican su situación; parque si tal salvedad Fuete conside- 
rada cuino rectificación, esta debía probarse. 

tiue si bien K. Curramill, al ratificarse ante el Inferior de 
sus declaraciones prestadas ante el funcionario de policía que 
instruyó el sumario de prevención, niega <|ue baya prestado 
ayuda en la ejecución del crimen, esta negativa no es propia- 
mente la retractación ó que se refiere el art. 319 del Cód. de 
Prucd sinó mas bien una rectificación á lo consignado y 
escrito por el funcionario sumariante, rectificación que no 
p»dia caber sinó en aquel momento y no ante el inferior; 
pero como quiera que sea no está probado que el que ioitru- 
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yera el samaría de prevención hubiese desfibrado sus fel* 
fceione* y talo al contrario tus ttittír^ttós t*»*f 
nido en .lidias declaraciones declara* 'liic el procesado h.s 
expuso como trulladas y mx Unía libertad y e*|'"« 

taneidad, de dpade se #0* q«* I» ,lel rfM > tía tul u,lul 

está eoMigaftaa en este prtofsn. 

(¿ne guales apreciaciones * e ' ,en tene ^ 8 ^W 8 ** * l 
cesado Catrín quien líurramil! ¡ommivadnmeate COiJ ni 

.añuiniento en soledad del campo y aaufe 
por su cooperación dieron muerte A J. Huentemil. 
jfre eu cuanto al *fg*weolo de no tener fuerza probalo- 

riá la eonfesi le Patria prestada ante el ínncio.mno de 

policía sumariante y no ante el juez -lela causa, en un» enes- 
lión iwelú va pür la jurisprudencia federal en muchos 
meo*, en 16* que se ha establecido que la tfajtfettft 
les ftMuitittW nace prueba, parque Ior rm.eiouahos de po- 
licía son purelOód. de Proed. verdaderos jueces de inslrue - 
cióny por consiguiente .hieees competentes cuiíiü lúes el juez 
de la cañan y que e» así como ha sido interpretado el nrt. Sfó 

de dicho Códi-o. 

lineen cnanlu al menor Avelít.o José, es indudable laminen 
dada su confesión, concordante can lude Avelina Catrín, que 
si bien nu ha tomado participación en la ejecución del hecho 
délietttWO, M ha heelm acreedor de la pena de loS encubrido- 
res concurriendo, como lo ha deelnn.do, a sueritiear y enterrar 
el cabal lo iiuemontahn la victima coi, el ÓM0ln .le borrar 
las huellas del crimen, después óe liuliercootribui.lo también 
á sepultar á la misma victima, sí bien que pura ello obedecía 
a las órdenes de sn lío Avelina Catrín porque de las cons- 
tancias de antns se desprende que & pesar de BU menor edad 
lm procedido con discernimiento y ron conocimiento de lo de- 
lictuoso del heelm y de sus consecuencias. Pero como el 
sen,»,- |»n,ciir»dor Fiscal ba pedido la confirmación de ta seu- 



[>K JUSTICIA KAMONáL 



30 



teuoia pur ello lia desistido de la apelación interpuesta por 
el Ministerio Fiscal, ¡Wir lu Cual esta Cámara no puede pro- 
nunciarse sobre la pena que debiera aplicarse al referido 
menor. 

Que respecto de la pena es evidente que debe aplicarse la 
del me. 'V art, 9íi Uód. Penal anticuo, tanto por la Techa en 
que el delito se cometió cuanto porijne el presidio por tiempo 
indeterminado, con la liberalidad del art. 73 hacen mas be- 
nigna tal pena u,ue la del art. 17 inc. 1" de la Reforma, 

(¿ue el condenado por tiempo indeterminado no puede sufrir 
su condena bajo el imperio de la ley nueva por maj de ¿~> 
unos, (¿ue siendo así y teniendo presente lo dispuesto por 
el art. 73 que establece la posibilidad de la gracia, está en 
mejores condiciones el condenado d tiempo indeterminado que 
el condenad» a 25 aikw; de donde se sigue que en nuestro caso 
la pena por tiempo indeterminado es mas benigna que la pe- 
na por tiempo determinado aun cuando esto parezca una para- 
doja. 

Por tanto: y fu oda me utos concordantes, se en n firma la sen- 
tencia de f. ÍÍO en cuanto declara á los procesados Avelina Ca- 
Lriu y Francisco Üurratnill autores del homicidio de Juan 
Ilueutetuil con los agravnntes allí mencionadas y se modifica 
en cnanto á la pena declarándoseles sujetos á la de presidio 
por tiempo indeterminado con cotias y accesorias legales. 

Joaquín Carrillo. — Pedro T. 
Sanche*.— Daniel Goytia: en 
disidencia, 

DICTAS1BN \>£l SEÍOR rHOCl'HAÜOR GBNKRAL 

Suprema Corte; 

Kl hecho de la muerte violenta á puñaladas y i garrote, de 
Juan Hueutemil ocurrida el 'i de Julio de lüüi en parage lia- 
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mado .La tora» (jurisdicción del lii<> Negra), se encuentra 
CO.iaUtudo mediante la partid* de defunción cuyo testimonio 
obro á f. IU, 61 informe uiédici pericial .le f. 7 vneltu y ^em|s 
constancias dé auto», lo ojie sustituye el cuerpo del iltílUu ¡i 
que se reiiere el ar|; '¿07 «leí Código mee**! ln t>''"" ,ul - 
til proeesudo Avelluo Uutriu, ni ratt Mearse en su ¡itdagaloríti 
de f. 2¡í vuelta, en su declaración amplia y detallada de t. 
15. en ta «|u0 se declara coautor. cnujunfeiméiilM Vtm s " eopro 
cesad» Kruuüiseo Cnrrumiil, de la üiMerte alevosa, ¡i püJal y 
garrote que dieron á .luán lluentemil, á quien enterraron á 
pocas cuadras del Ittgar del crimen, eerea de la casa del mis- 
luo Cairiu, para desp^taí bs rastrOa del delito, luilñendn 
dado muerte tanítiieil, al caballo que montaba la victima, con 
golpea de hacha en la cube -su, caballo que enterraron después 
de iihimndn. con el propósito de eludir las tremendas res- 
pohaabiUda^es Jt; Pí« ,lwWni delictuosa, se encuentra m$m 
y con victo de ser uno de los dos autores principales del he- 
cho criiuiiial «pie motiva este proceso, al tenor del urt SUS del 
citado Ciid. de l'roeed. en lo Criminal y en armonía con los 
inca. 1" y '¿Miel url*¿Í del Cód. Penal. 

til otro de los procesados, Frau cisco Uurramil, que en sus 
deoiatacionea de l*. 8 v. y Ul v. dolara que ayudó a dar muer- 
te violenta á lluentemil, acccdimdu ú íaviLacimifl* de Aveti* 
no Catrín, adalid» «|««, I""' »« P«* le pegó un palo coa 
su rebenque y l puñaladas eslaudo ya la victima desfalleci- 
da en el suelo sin movimiento ukíuiin, creyéndola muerta, se 
encuentra i-nuhueute ¿oafei PP!» ^ ooproeesado, de ser 
autor del delito de que se trata. 

Pretende Curramil.á f; 23 v. replicar su anterior declara- 
ción, en cuauLose reliere ú !ti partici nación suya en este lio 
micidiO, eón cuya pretensión se formó el incidente sobre re* 
tracUción de la confesión de aquel que corre á f. 70. 
Peiosi bien es cierto que, con arreglo ú la primera parte del 
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art. 3 tí) del Oíd. Prueed. Penal, «cuando la acusación tetina 
. por base la con lesión, puede usía retractarse cu cualquier 

• estado <lel juicio untes de la sentencia que causa ejecuto* 
« ria,» este derecbo del procesado esta lógicamente res'xin- 
jido por la obligación que le impone, al que t>e relraela, la 
secunda parte del mismo precepto ie»al, al establecer que, 

• puraque la retractación sea admisible; es indispensable que 

* el inculpado »f regen prueba sobre liedlos desisivns que jus- 
< li liquen haberse prudueidu la eout'esi.iu oprimida pur medios 

* violentos, por amenazas, dadivan ó promesas que tienen por 
« cansa un error evidente ó que el del i tu confesado es lisi- 
- carneóte imposible,* 

Ku el caso ocurrente, 110 bu prpbadp el prueesudu, que pre* 
tendfc retractarse, ninguna de estas si tuacionuií, al contrario 
es tú ida ra ni un te demostrado, en untos, que sus declaración 
nes lian sido | ireslm las libre y espontáneamente. 

listo bastaría |>ura rcelia/, ir la pretendida retractación del 
encausado Kruuciscn Currutuill; pero por olra parte, es ne- 
cesario tener presente que, la acusación liscnl que pesa so 
bre él, como uno de los coautores del liuniicíilio de liuen* 
te mil no se Cunda en su sola con lesión. 

Se ruada, la ni bien, en el tu forme pericial ile f. 7 v. ijue 
demuestra, por el extraordinario nú mero de heridas de la 
victima, el concurso de mas de un brazo criminal, eu el lie- 
cbo de haber coluborado Currauiill, como Catrín, en la car- 
neada de un auinial ye£ti;iri/.o de la victima, siendo que 
ambos couliesau que, precisamente por creer que ¡búa ileuun* 
ciarlos á la autoridad, üueutemil, resolvieran matarlo; Be 
funda por último eu su cooperación etica» para ayudar á en- 
terrar el cadáver de la victima, como el caballo que esta 
Diputaba, después de darle muerte. 

Por ello, y en razo ti de que se trata de una confesión, 
cuyo mérito probaUrlu es pl;uo, según el art ¡Jíl cu armonía 
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con el art. 3 tí! del Cód. LVoeesal en 1» criminal, ea indudable 
que Kraueiseo Curramill debe ser igualmente considerado 
como coautor principal del homicidio de Juan ILuenlemil, co- 
mo su eup recesado Ave lino Catrín, 

La pena aplicable al cas.» sub judice que tiene que ser lo 
legislado por el Gód. Penal Antiguo, inc & art. SM¡, no solo en 
razón de la fecha en que el delito se perpetró, sinó también 
pnr cnanto, como lo dice lo sentencia recurrida, la pena de 
presidio pnr tiempo indeterminado, con la liberalidad del art. 
7¡í es mas suave une la del inc. 1" del urt. 17 de la ley 41«». 

Por otra parte la confesión prestada anle la autoridad poli- 
cial, al instruir las del sumario, tiene indisculible 
valor le^ul, desde que, en I il situación, la policia procede 
como auxiliar del Juez de la causa, como lo lia resuella V. 
E. en repetidas ocasiones. 

Por ultimo, con respecto al menor A v di no Jo«& ubsuelto 
en I a instancia y cuya participación en el crimen, como en- 
cubridor está plenamente demostrada, lia sido consenüda 
8u absolución, al pedir el señor Kiscal de la Exma Cámara 
Federal la conlirmación de aquella sentencia á f. IB, de 
manera que, no siendo procedente modiiiear el fóUo á este 
respecto, escapa así, dicho menor, á la acción reparadora del 
castigo. 

Por todo lo expuesto me limito á pedir á V, E. se sirva con- 
firmar en todas sus partes, la sentencia tecurrida de f. IM. 

Julio Botct. 
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Bntnoi Airo, Mario 22 do lOOft. 

Y vistos en el juicio criminal seguido contra los individuos 
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WmisUoo Uurramil y Aveliuo Oalriii, por hommidin cometida 
eu la persona de Juan líucntemil; y 

Considerando en cuanto ;i Aveliuo Uatriu. 

<¿ihi tu pena que le lm sido impuesta en ta semencia ape 
ladn ú f. m, es justa, por cnanto su ^{itfpefita cuino co- 
autor en el heelio, ésta debidamente comprobada eou él eer- 
tildado de tléfuotiiÜtt de f. l!t y su confesión do l\ lñ, ratifi- 
cada ú r\ M v. y '¿7 y corroborada coii las decía rae iones de 

l v , 10 y M v. y atenta I » dispuesto eu el art. iM itie. 1" 
del Ui'id. Penal. 

t¿«ie ea cuanto á li pena ¡i ilptía^e, ella un es uLra que ia 
de (.residió por tiempo indeterminado, lejisludn por el an. ÍHl 
Loe. 1« del Cód, Penal viente e „ la época del crimen, urt 
4aGúd. Penal, pues esto se cometió en VM¿, y el Cód. actual 
rije desde una leulm posterior, desde que esta pena es unís 
benigna quo ln establecida por el un, 1- legislado por el 17 
de ta ley de reformas nú m. 118:», y ello porgue cnu esta úl- 
tima, la buena üonducU de) pi-ualo un pujde alcanzar Un he- 
netioius reglaineutado8 en el art. 7:í. cuino los aprovcdiu uuit 
líquella. Además de estas razones y eu relación al uiismo 
quantum de la pena, es de tenerse en euentn que pesan so- 
bre el procesado (Jatriu los ugruvunLc» de ensaña míen tu y 
reiteración establecidos en los urt *i ¡ue. 3«, m del Cód. 
Penal 

Y Considerando: en cuanto á Cnrruuiill. 

<¿ue respecto Á este procesad.» caben hacerse las tu i «(ti (fe) 
consideraciones ijiie se han aducido sobra Calriu, eu relación 
a la comisión del delito yú la pena aplicable ni caso, no obs- 
tante las circunstancias especiales que dice mediar en su fa- 
vor de no eslar probada su participación criminal. 

Une esas consideraciones las runda el pn«e»a<tn, se^ún las 
defensas de primera, seguida y tercera inslunciu, en que rin 
mi probada su intervención, eu que las declaraciones pres- 



tari» ante el comisario «le Nahuel lluapi, nuda valen y en que 
en el caso de que pidiera dpetél valor, nada probariao 
porque en ellas no ha confesado el homicidio, una ve* que 
se limitó á decir que si dio de puntadas a HuentemiU este 

ya estaba muerto. 

Que eutrandu en las apreciaciones de estas defensas, debe 
tenerse en consideración que este procesado ha declarado en 
tíos ocasiones ante el Juez Letrado de Choele Chuel, f. '¿5 v. y 
27, que se ratifica en las declaraciones que tiene prestadas 
ante la autoridad policial de Nnhuel Unapi, t. 8 v. y 10 v., 
mudihcatidn su declaración extractándola 6 rectificándola, se- 
B ún cnm» aprecian los varios defensores, en el sentido de que 
allí no ennfesó haber muerto a Ituenteroil, sinó haberle dad» 
de puñaladas y «ol pes después de estar muerto. De donde re- 
sulta que ame Jue/. competente lia declarado que fué invita- 
do por Catrín á que le ayudara a matar á lluentemill, y que 
por ello dio a este que estalla tendido en el suelo y sin mu* 
viniiento, un golpe en la cabera y cuatro puñaladas. 

IJue siendo esta declaración valida o indiscutidu, f. 115.es 
ante todo sobre ella que debe versar la decisión del punto, 
por si fuera innecesario estudiar otras cuestiones, como ser el 
valor jurídico de la e.m lesión hecha ante la policía y la re 
tractabiiiuad de esas ««ufes iones, á linde evitar inútiles pro- 
nunciamientos. 

l¿ue la referida cuut'esión prestada ante el .lúea Letrado de 
HiuNc-ro, importa, no como se ha pretendido, la confesión 
de un hecho que no era delito, como el de apuñalear un ca- 
dáver; sino la de haber dado de puñaladas á un hombre, con 
la ,u..Í¡ücac¡ou de que ese hombre estaba muerto en el mo- 
mento en que ae las daba, lo cual, es muy diferente de aque- 
llo; pues tal confesión es de las llamadas calificadas por el 
derecho, y como tal debe ser estudiada. Esta diferencia sur-e 
de las circunstancia* del caso, pues se trataba de un hombre 



qne acababa de ser a puñaleado y el que a fin de ayuda* lo á 
matar, lo fué nuevamente por el procesado Curramill. Kl e*- 
so era, pues, íle on homicidio y nó de una violación ú insulto 
Aun cadáver y si el que este declara 1» pretende» ello im- 
portaba una modificación á la confesión del homicidio, legis- 
lada dentro del Título XII del Código de Procedimientos Cri- 
minal. 

Que juzgada así, como 'ebe serlo, la confesión de Curra- 
mili, debe tenerse en cuenta, que, según el principio consagra- 
do por el art, 318 del Cód. citado, la confesión no es indi- 
visible cuando la persona que la dá por su calidad ó por sus 
antecedentes, arroja presunciones en el sentido de ser el au- 
tor del delito, ó cuando ellas surgen de lus circunstancias del 
hecho, En tales casos, las modificaciones de la confesión b»ü 
excepciones que debe probar el confesante. Fallos de la S, 
Curte. T. (¡!>, pág, #71; T, 74, pag. ft¡» y m 

Que en el caso mb judive es indudable que, tratándose de 
un indígena con su ausencia casi completa de civilización y 
cultura y su escasa inteligencia (f, (¡8), se llega á uno de los 
extremos del art. JJltt; y que el robu y carneada de un ani- 
mal equino, y la ocultación del homicidio, hecho lodo, y con- 
fesado por el mismo Curramill, resulto que según estas cir- 
cunstancias se realiza el segundo extremo del art. y que la 
confesión debe dividirse, y probar su calificación el confe- 
sante. 

Que el conjunto de ci re un tañe i as que rodean el hecho ha- 
cen llegar al convencimiento de que lo que hizo Curramill, fué 
concurrir á (a ejecución del homicidio. l>»sde luego porque 
á juicio de Ciitriu, el interfecto debía estar vivo, en cuanto 
requería la ayuda de Curramill para matarlo; después, por 
la ayuda prestada para ocultarlo, que mejor se explica cuando 
el ocultador es á la vez autor del hecho criminal; después 
igualmente porque Curramill al afirmar que yu Huenteniil 
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estaba muerto, pndia él mismo equivocarse y por último, por- 
que del infíírme pericial que a parece á í. i*¿y 18 r&*Á& q»« 
bulo un» herida presentaba el cadáver, en aiudieioues de creer 
que hubiera sido hecha después de muerto. 

(¿ue iW todas esta* pttosiííewMíiowee resulta debidamente de- 
mostrada la coparticipación criminal de Cu rr» luí I i en el ho- 

imWúüé que se traía, pm- cuya paa^il del* ser res| Balite 

.le ea« hecho coi la peu» impuesta por la ley, se-üa se ha di- 
cha en el consideraadu segundo de esta sentencia. 

Ku su mérito, y por las consideraciones aducidas p..r el se- 
tter Pf curador General en su dictamen de l 1H" y en bi 
sentencia apelada de f. 80 eonhnna, con coatas, la refe- 
rida seuteoHa. ftutHfyntiÑ C**« el ungí mil, y devuélvanse. 

A. liKH.MKJn.— NlCASKM <¡ MStt 
HllLAK. — M í* lÍAUAl'T. U 



CAUSA XXItl 



Don Cipriano Soria en íwi* <í"« Tumi** S. Wts % obre 

hvvhu. 



Sumario.^ recurso del art. 11, ley tS. solo procede contra 
sentencia de ultima instancia y de carácter definitivo 
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Vam: — Ui explican las piezas siguientes: 
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INFOKSIK riK LA CMIAKA KN LO CIVIL UK ClÍHUnilA 

CflrduU Futuro JS d B ]«J6. 

£r*w. &-,w mesMmte de la $t t &em V»rtt> <!<■ Justicia 

Huenus Aires 

Ifcimlucurnpliuiientu ¡i tu que y. E. ordena en su nula del 
•IH de Diciembre til timo, con motivo del recurso directo que 
ante es» Suprema Corle Jm deducido el do o 6o r don Cipriano 
Soria, tengo et agrado de informar; 

U Cámara en lo Civil rjue presido, en audiencia pública de 
t*m 5 ilel mismo, falló el juicio subre consignación á que 
alude el recurrente, en el cual, dicíi» sea de paso, mi se trata 
de ninguno de lo* casos á que se refiere el art, U de la Ley 
del 63, sinó anioamente de saber si la oonéigtíiioidii ofrecida 
por el doctor Tomás S. Kás, tí3t aba revestida de los requisi- 
los legales. 

A fs. H¡0 el ductor Soria interpone ante el mismo Tribunal, 
loa recursos de nulidad y apelación para ante la Suprema 
Corte invocando el inciso 3- del art. 14 de la Lev Nacional 
del y funda es tus recursos en haber sostenido que la reso- 
lución del juez inferior es atentatoria i las garantías qie acuer- 
dan los art. 17, 18 y 19 de la Constitución Nacional. En un 
otro sí, dice: que ai la Cámara calima que procede el recurso 
de revisión para ante el Superior Tribunal de ta Provincia á 
mérito délos art. Vi72, Vi7\ y m? Cid. de Procedimientos 
(él iliee, «aun cuando yo dudo») también lo deja interpuesto. 

La Cámara no concede este recurso por que no se enlabia 
en forma legal, pues no se funda con claridad, indicando la 
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omisión ó falta que 1« Ua«a procedente. También deniega loa 
recurso* de nulidad y apelación promovidos, eoino una con- 
secuencia de haberse negado el primer»; pues p« itó habién- 
doee deducido en forma, como queda dicho, el Tribunal Supe- 
rior de Justicia no se Ua ocupado de este pimío, único caso 
en que la sentencia referida sería definitiva «Uos efectos del 

arl. 11 de la ley del fjfe 

Según lo expuesto, una ve/, que la Cámara nó concedió el 
recurso de revisión, el ductor Su ria debió unte todo seguir el 
camino que indicad art. Vm Código de Procedimientos, pa- 
ra que dada la liUiina resolución por el Tribunul competente 
reeieu pudiera ejercitar el dereuho que acuerda la Ley Naeiu- 
nal untes citada y conforme el urt. de 

líii vista de la negativa obtenida el doctor Soria, á fs. 163 
deduce el recurso de reposición, el itíteiiio que fué declarado 
improcedente. 

!ar« evitar repeticiones y cónsul taudo la claridad y breve- 
dad:; aenropfto al presento eópia legalizada do l«s escritos del 
doctor Stiríá yu mencionados, usi ooiíiu también de las resol li- 
ciones correspondientes; asi misma se ucoiupaíian las dilijíeu* 
cías venillas, requiriendo el informe qne dfjo ooutesludo. 

Con este motivo me es grato sal miar i V. K. con toda con- 
sideración, i quien Dios Ouarde. 

JTM W. \Ms.— Otrfa¿ ti. 
Pinto. 

ItrCTÁJlKS OKU KKÍtiK HtOCnUlioH (¡KN itMAl. 

Suprema Corte. 

Nn lionsident necesario Le ríe r á la vista los nulos que Lau 
dad» umtivt» al presente recurso. 



Ttastnn lus antecedentes y constancias que en copia é in- 
formes se acompañan para poder pronunciar se de nnn mane- 
ra te na i rmnte. 

Ks fuera de cuestión ijlíé la Cámara que ha pronunciado 
la sentencia de que se recurre no es el Tribunal Superior lo- 
cal de la Provincia de Córdoba, tu que es indispensable para 
que proceda ante V. K. et recurso del art. 11 de ta ley 48, 
correlativo con el (i« de la ley 4G5Í§¿ según claramente I» es- 
tatuye aquella disposición cuando ilice, *y solo podrá apelarse 
á la Corte .Suprema de las sentencias definitivas pronuncia- 
do* por tus Trihunah-s Superiores (h> la Provincia. 

Ksta re^la es absoluta, común á todos los juicios, y cuales' 
quiera que sean las eücstionés que se lian suscitado y aun 
resuelto, cnimi consecuencia del debate judicial que baya te- 
nido lugar. 

Lu jurisprudencia de V. E es uniforme y constante en 
ijíual seutiilo, pues cuando se lia pronunciado sobre recursos 
di! la índole del que se trata, bu partido invariablemente, de 
la base de que, la sentencia reeu trida era *ifuipre del Supe 
rior Tribunal local de donde procedía el recurso. 

V.u cuanto ¡i los inconvenientes que baya podido tener el 
recurrente para ocurrir en el caso al Tribunal -Superior, ya 
sea por falta de acción oportuna ó de recurso en la forma 
procesal de la Provincia de Córdoba, ó ya sea por omisión ó 
error en la aplicación de esas leyes por la Cámara sentencian- 
te; ellos son perfectamente ex t raflos á V. K. no solo porque 
el recurre n le lia podido actuar dentro de la Provincia para 
salvarlos, sino que, también, son ellos de carácter procesal, 
loque basta para reí raerlos del conocimiento de V. E., dado 
que, en virtud del texto del inciso 11 del art. ü7 y del ai+. 
Ido de la Constitución, los pmcedimiciilus son siempre materia 
de legislación provincial. 
Sírvase V. fc¡. tener presente á este respecto la jurisprnden- 

i 
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eia sentada en los fallos del tomo fw pag. 58, tomo 72 pág. 44 
y tomo 70 pág. ¡374. 

Estas consideraciones, unidas á las que formula la Cámara 
en su informe de fs. 17, son bastantes para que V, E. no ha* 
ga lugar al recurso interpuesto* declarándole bien denegado, 

Julio Hotel. 



FALLO t)H I.A ST-l'KKSIA COHTK 

Tíumoí Air», M»rm 22 de IWfl. 

Vistos en el acuerdo y Considerando: 

Que de la propia exposición del recurrente resulta que ante 
los Tribunales de la Provincia de Córdoba seguía un juicio con 
el Dr. lias y compartes sobre improcedencia de una consig- 
nación. 

<¿ue á estar a lo informado por la Cántara de lo Civil, la 
sentencia por esLa pronunciada en el juicio referido, no tenia 
carácter de definitiva habiéndose negado el recurso contra 
aquella, porque al eulnblarse. no se llenaron las formalidades 
establecidas por la ley local de procedimientos. 

(¿uc en esta virtud, la apelación para ante esta Corle apa- 
rece bien denegada, aten Los los términos del art Ll, ley 48 y 
(i ley mi ni. 4Ü55, toda ve/, que la sentencia en cuestión ni ha- 
bía sido pn iciada por tribunal de última instancia ni era 

deliniiiva, según la interpretación dudad la ley de procedí- 
mié ii tos mencionada por los Tribunales llamados á aplicarla. 

Por esto, y de conformidad con lo pedido por el señor Pro- 
curador (Jeneral, se declara improcedente el recurso inter- 
puesto. Notifíquese original y repuestos loa sellos, archívese. 

A. IÍBKMKJO.— NlUANOH íí- DKL 

Sola».— M P. Daiiact.— C, Mo- 
vaso OacitíA- 
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CAUSA XXIV 



Don f rancisco Aparicio en autos ton el Gobierno Nacional, 
por cobro de peso. Recurso de hecho 

Sitm« rio.— Carece de aplicación «I >rt. H de la ley mi ni 48, 
si H fuero ir vanado por el recurrente y descoiweidii por 
la sentencia recurrida lia sido fundado en una ley local. 



Lo explican las piezas siguientes: 

KSGRIfO 

Suprema Corte: 

Francisco Aparicio con domicilio legal en la Avenida de 
Mayo rm, primer piso, escritorio niim. í" ante V. I£. me 
presento exponiendo: 

Que, en 1901, ocurrí ante el Juez Federal doctor Urdina- 
rraiu demandando al Gobierno Nacional por cobro de pesos 
proveniente de la mitad de la multa, en que había incurrido 
el Kerro Carril del Oeste por no añonar en tiempo el impuesto 
territorial correspondiente á varias propiedades y á los año» 
lSStl a inclusive, de cuya multa fué exonerada la empresa 
nombrada por el I», K no obstante haburle yo prevenido, con 
antelación, que, en la ejecución, que en mi carácter de co- 
brador fiscal, habla seguido contra aquella, se liabia dictado 
sentencia de trance y remate, sentencia que era inapelable 
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por no haberse opuesto excepciones. Fundé mi derecho en e\ 
art. l»° de la ley ntiru. :ttíüS que acuerda á los cobradores 
fiscales, como única renumeraeión el 50 <%, de las multas 
que perciben y además en las disposiciones legales concu- 
rre ntes. 

El juez Federal se declaró incompetente para conocer en 
el juicio por derivar la acción del cobro de impuesto local 
y porque el P. E, al exceptuar al Ferro Carril del pago de 
la multa libró como autoridad local y no comí» Gobierno Ge- 
neral. 

Convencido de que la doctrina sentada por el señor juez 
Federal era indiscutible ocurrí al jugado de lo Civil, á 
cargo del doctor González del Solar deduciendo nuevamente 
mi acción ante el Gobierno. Kl representante de éste, dos me- 
ses después de notilicado el auto «pie le confeiia traslado de 
la demanda, y después de haberle yo acusado rebeldía, se 
presenta oponiendo la excepción de incompeLeucia de juris- 
dicción. 

El .luez doctor González del Solar, á f. lli vt. se declaró 
incompetente, porque tratándose de un juicio contra la Na- 
ción, á su juicio era aplicable al caso el art. 2" Inc. C" de la 
ley de Setiembre U de lBtfi, sin fijarse en que el art. 8" de 
la ley nútn. :i<><>8 que rije el caso, cuya ley es típicamente 
local, establece pue los cobradores liscales tendrán como 
única renumeración el 50 »{ 9 de las multas que ingresaran. 

Apelé de esta resolución y ella fue continuada «por sus 
fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
Fiscal, por bt Cámara de lo Civil. 

Enterado de este auto presente á la Cámara citada un es- 
crito apelando contra esa resolución acompañando un testimo- 
nio del auto del señor juez doctor Urdinarrain, á que antes 
me referí pnra despejar cualquier duda fundándolo en el 
art. inc. de la ley m'im. 1USSS. 
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La Exma Cámara cun techa ocho del comenta, según me 
enteró fiyer 12, proveyó ¿este escrito «Nc; siendo procedente 
en el presente uaso el recurso interpuesto, rio ha lugar y de- 
vuélvanse los autos como está ordenado.» 

Sírvase V. E. después de pedir los autos á dicho Tribunal 
y oir la opinión del señor Procurador General de la Nacido, 
declarar mal denegado el recurso de apelación por mi inter- 
puesto y en su oportunidad revocar pitr contrario imperio el 
auto de C *¿íí, decía rumio que la justicia ordinaria es la Única 
competente para entender en p-I presente juicio. 

Será de ex trie tu justicia 

Pratwisro Aparicio 

(Jiro si (litio.— Que para el caso en que V. !£., aunque no 
lo empero, creyera que debe continuarlo el auto recurrido, pido 
á V. E. quiera declarar cuál es el Jueis Competente pora en* 
te'.Jcr en este juicio. 

F ra n <, isco Ájmricio 

PALLO Oh LA SOPREHA CoRTK 

Uuotrm Aires, Mario 21 'lo 1906. 

Resultando de la propia exposición del recurrente que el 
tuero invocado por el mismo y desconocido por la Cámara de 
Apelaciones en lo Civil de la Capí tul, ha sido fundado, según 
se expresa,, en una ley local, por lo que carece de aplicación 
el art. 11 de la ley núm. 48; » lo que se agrega, que no es 
aplicable el inc. 6ft del art. í) ley 4055, pues no se ha ini- 
ciado ni trabado contienda de competencia que esta Corte 
deba dirimir; se declara bien denegado el recurso tnterpues- 



ta. Notifiques© con el original y repuesto el papel, archí- 




vese. 



A. Hekmej«.— Octavio Hun - 
ok.— M. P. Uaract.— 0, M*i- 
Moyawo Oacitúa. 



CAUSA XXV 



Pon Nkotái Perfilio contra la Provincia de Buenos Aires, 
sobre entrega de un campo y danos y perjuicios 



Sumario,— i" Na estipulándose expresa ó implícitamente en el 
contrato que el comprador debe esperar que el vendedor 
reivindique la cosa vendida, é*te está obligado ú dar u 
aquel la posesión de ta misma ó en su detecto. A devolverán 
precio y los intereses corres pondien tes, 

!' El comprador no tiene derecho á cobrar daños y perjui- 
cios cuando el retardo en la entrega de la cosa tío se 
lia producido por culpa del vendedor. 



Caso:— Resulta del siguí en Le. 
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KAIl.OUK LA HlTKKUA COKTIS 

Ducnin Air&i. Manto J7 1J0 1906. 

Y V ísl^s: Don Nicolás l'erlílio, con los documentos de f. 
1 á 23, demanda á La provincia de líueuos Aires, expo- 
niendu: 

(¿iic en líí de Abril de 10iH> compró en remate publico a 
La prov incia mencionada una fracción, entre otras, de campo 
ubicada en el Curtido lüvadnvia, compuesta de ochenta y 
seis hectáreas, treinta y dos úreas y sesea tu ce nti áreas, bajo 
los linderos ijae se expresan en la escritura pública que 
acompaña, cxtetulida en l(i de Setiembre del mismo año. 

(¿ue á pesar del tiempo transcurrid» y de las gestiones que 
lia hecho no se le ha puesto hasta ahora en posesión del re- 
ferido campo, cuya mitad, vendió en 31 de Julio de 1901 á 
doña Alaria O. de Chaves, enajenando posteriormente la otra 
mitad á don Antonio Falabella,, á quien tuvo que abonar 
pesos ocho mil á titulo de daños y perjuicios e me rj entes de 
la Taita de entrega de la cosa vendida. 

(¿ue á mérito de estos antecedentes y de lo dispuesto en los 
arts. (¡10, 1433 y 1456 Cód. Civil, solicita se condene á la pro- 
vincia de Buenos Aires, á entregarle, con costas y costos, el 
i n mueble comprado, bajo apercibimiento de resolverse la 
obligación en el pago de daños perjuicios, y ¿abonarle estos 
mismos por la Culta de entrega de aquel en el tiempo conve- 
nido, á razón de pesos quince anuales por cada hectárea que 
deberán computarse sobre toda la superficie, desde el 1¡I de 
Setiembre de 1UO0 hasta el 31 de Julio de UKU, y sobre ia 
mitad de ella hasta que se le entregue el campo; mil pesos 
de gastos en diversas, diligencias judiciales, y extrajudiciales 
y los pesos ocho mil pagados á Falabella. 



gS PALLO* III LA aUMMMA OQRTK 

Que acreditóla la jurisdicción de esta Corte por ser ex- 
tranjero vecino de ia Capital el actor, y corrido IrasMo de 
la demanda, La provincia de lineaos Aires pide su reehazo 
coa costas alegando: 

(|ue l'tíiiilio sabía que la tierra i¡ue compró se eueuntrabn 
en poder de tercero y era necesariu reivindicarla. 

Que ae inició la correspondiente acción y en vis tu de ha- 
berse declarado incompetente lo» tribunales locales, procedía 
entablar la litis nnle esta Corte. 

Que la demanda es maliciosa y más el reclamo de daños y 
perjuicios, pues esta autorizado á sostener que las ventas de 
que liabla el demandante son simuladas. 

Que recluida la causa á prueba liase producido la de que 
instruye el uerlilicado de l's. 78 y la de l's. tfl a H5, habiendo 
las parte» alegad u á L's. 87 y 81» y llamándose autos para aen- 
teuciu. 

Y Considerando: 
Que en la escritura de venta de l's. 4 no aparece estipu- 
lado expresa ó implícitamente que e! comprador Perlilio de- 
bería esperur que la provincia reivindicara ei terreno de que 
se trata. 

Qne, además, la solicitud de f. 1~> y la resolución de t's. 
10 vuelta del expediente administrativo agregado núiu. 461, 
Letra 1*. Olieiua de Tierras Públicas aún UHM. en cuanto por 
la primera se gestionó la entrega de la cosa comprada y por 
la segunda se mandó verilearla, revelan que las partes ha- 
bían entendido que el contrato de compra- venta era de iu 
mediata ejecución. 

Que en ausencia de condición suspensiva la provincia 
debía dar al comprador ta posesión reclamada, cun arreglo 
al art. 140Ü Cód. Civil, contrayendo, en su defecto, las res- 
ponsabilidades de la ley para apreciar las cuales, es de te- 
iierse en cuenta. 
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M JDfTICU MÁG10MAL 

1*" Que no hubo mala Té en lávenla, dado que esta se llevó 
á cabo despuos de ta mensura mencionada en la nota Je ls. 
U y actuaciones «le ís. *¿5 y siguientes tlel expediente admi- 
nistrativo de la referencia; 2" que 8e han practicado diversas 
diligencias para poner al actor en posesión del inmueble 
(fe. 15, 16 vuelta, 17 exped. citado}; y a que esas diligencia* 
han sido ineficaces, ú causa de estar la litín-a en poder de 
tercero que se resistió ¡i entregarla (fs. ¿tí id), de suerte que 
ha existido imposibilidad para él integro cumplimiento del 
contrato. 

<¿ue hil tales condiciones, atento lo pcescriplo en el art. 
MU del Cód. Civil, y uo concurriendo en el caso las circuns- 
tancias proscriptas en los arts. 5Uf¡, 5U8 y 511 del mismo có- 
digo, Perfllio no está oidigad" á esperar que cese la imposl- 
bilidad de la vendedora y tiene derecho á que se le restitu- 
ya, con intereses, el precio eiirrespomlieute á las hectáreas 
y fracción no recibidas. 

Que la fracción vendida ¿ doña Muría V. de Chaves, en 
31 de .folio, ó sea la mitad de las ochenta y seis hectáreas 
treinta y dos áreas, sesenta ceuliareas, deben considerarse 
excluida de la demanda porque el mismo demandante ha re* 
conocido á ls. 25 vuelta y "¿<¡ que solo tiene derecho á exi- 
jir de la provincia la mitad de lo que le compró; y no son 
tampoco procedentes daños y perjuicios por el retardo en 
la entiesa de la primera y si los intereses tlel precio, por 
que dicho retardo uo se lia producido por culpa de la pro- 
vincia vendedora. 

Por estos lu oda me titos, se declara que la provincia de Hue- 
llos Aires debe devolver ú don Nicolás Perlilio, dentro del 
término de diez di as; 

1" La mitad de lo pagado á titulo de comisión y en con- 
cepto de precio del campo ú que se contrae la demanda; 
2 Los intereses de esta suma á estilo de los cobrados por 
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el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones ordina- 
rias de descuento, desde la fecha de los respectivos pagos; 

Y 3* los intereses, en igual forma, hasta el 31 de Julio de 
1901, de ta otra mitad de lo abonado á la provincia y de la 
comisión referida. Las costaB se abonarán en el orden cau- 
sado, por no haber prosperado la demanda en todas sus [Mirles. 
Notiffquese con el ordinal, y previa reposición de sellos y 
devolución del expediente agregado, archívese, 

A. IÍkkjhuo.— Octavio IIcnür.— 
Nicanor G. oki. Solar.— M. 
I*. Daract.— C Muyan» Ga- 
citíía. 
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ffoffmantl y Stodcer contra ta Prorhuia Je Bunios 

por cobro de pesos. 

Sumario.— Contratada á nombre propio por el Gobierno de 
la Provincia de Buenos Aires la publicación del' Registro 
Cívico Nacional, es contra él que el locador tiene acción 
para el cobro del precio convenido por ese trabajo; aun eu la 
suposición de únela ley electoral hubiera determinado que 
es al Gobierno Nacional á quien corresponde abonar dicha 
publicación. 



Cam:— Resulta del siguiente. 



FAIXO 1>K I.A S< ! l'MKM A CORTK 

UaOOUl Airo. Mai tu 31 llHtf. 

Y Vistos: Us seguidos por los señores lioffinann y Stwrker 
contra (a Provincia de Buenos Aires por cabro de un trabajo 
tipográltco, ile Uks ffpá resulta. 

(¿ue el demandante dice que el cede ule de su crédito re- 
cibió orden del Juez de Paz de Lomas de Zamora, para que 
procediera á la publicación del Registro Cívico Nacional del 
Partido. 

(¿ue el Juez, de Paz le ordenaba la publicación en vista de 
un telegrama del ministerio de Gobierno, en que le decía que 
la cuenta debia elevarse al ministerio y que á mérito de tal 
orden, procedió ú la publicación por series en número de nue- 
ve, (¿ue terminado el trabajo, presentó «u cuenta al ministerio 
y que previo un trámite de varios meses se le reguló en $ 
5.90'¿ la suma que debia pagársele, tip obstante lo cual, no 
consiguió se le abonen en títulos de (i ,./' en su justo equiva- 
lente. 

Que si alega la demandada que no le corresponde el pago, 
por tratarse del Registro Cívico Nacional que debe ser paga- 
do por la Nación, ¿porque" la provincia lia abonado ese trabajo 
por otras partidas eti virtud deque existe una declaración del 
Gobierno deque a la provincia le corresponde nacerlo?.. Pide 
costas é intereses. 

(¿ue la provincia demandada, por medio de su representante, 
contesta que los liedlos «legados tienen plena justittcncíón en 
el expediente acompañado á la demanda, pero que quien debe 
abonar lo cobrado es el Gobierno de la Noción, y nóel del» 
Provincia, porque se trata del Registro Cívico Nacional pa- 
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ra las elecciones de Presidente y Diputados de la Nación quie- 
nes no repres* *au ti tas Provincias si im ü la Nación misma. 
Que esa publicación es ordetmda según el mandato imperati- 
vo de la ley de elecciones, articulo* 12 y bU Que era un 
funcionario nacional quién le ordenaba la publicación y une 
ninguna autoridad provincial intervenía «o clin: y que imponer 
responsabilidades por tal razón ni Gobierno de la Provincia 
es admitir que por una simple ley, pueda destruirse la auto- 
nomía de la provincia en su régimen económico. 

Que los Gobiernos de Provincia están obligados ú dictar las 
medidas tendientes al tiel cumplimiento de las leyes naciona- 
les, pero que ello no demuestra, que su representaba esté 
obligada á su í raga r los gastos que esas medidas le i ni pongan. 

Que el crédito de los demaudantes no se baila en el caso 
de sur pagado con los titulos del b" */ fl según la ley provincial 
de Diciembre de PJOtJ, ni el 1W ¡le la ley de presupuesto: y 
por (i u, que es inexacto que la de Setiembre de 18SB haya 
obligado á la Provincia á soportar los gastos de tal publicu 
ción. Pide el rechazo de la demanda y la imposición de 
costas. 

Y Considerando: 
Que el representante de la provincia demandada no niega la 
verdad de los hechos en que se funda la demanda, como pue- 
de verse ú f. '.VI, limitándose á alegar que ella nada debe al 
demandante, quedando asi la cuestión planteada, á resol ver 
de si la demaudada es ó U0 la persona tk ijuiéii It? corresponde 
hacer ese pago de tos trabajos que se cobran. 

Que entre las diligencias administrativa* que la demandada 
reconoce tener plena jusl ideación, f. iíi, figuran los olidos de 
fs. 9 á 14 del expediente acompañado, en las que el Juez de 
Paz de Lomas de Zamora encarga al director del diario «La 
Unión» las publicaciones de que se trata. 
En esas mismas notas, se le previene que la publi ■ ción la 
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harán por cuenta del Gobierno de la Provincia. Corroboran- 
do la personería del .luez de Paz para pasar aquellos oficios, 
se presenta el testimonio de mía comunicación telegrúlica del 
ministro de Gobierno de la Provínola, fe. 15 expediente ad- 
ininistraiivtt, fine, dice sil juez de Paz, <iue, una vez efectuada 
la publicación del registro deberá elevarse la cuenta al mi- 
nisterio. 

(¿ne estos antecedentes reconocidos, consta plenamente que 
al demandante ó su ceden te se le ha encargado la publicación 
del Registro Civion, por cuenta del Gobierno de Iti Provincia, 
y no de otra persona y que es en virtud de este encargo que 
lia realizado el trabajo. 

(¿ue, de consiguiente, conforme con lo establecido por el 
nrt. líTCTdel Cód. Civil es ¡il referido Gobierno á quién por 
derecho le corresponde ese pago, ya que no se ha alegado por 
el demandado que el servicio no era de In profesión ó modo 
de vivir del locador, y al contrario, el hecho resulta implíci- 
tamente reconocido. 

(¿ue aun en la suposición de que la ley electoral de 1877 
y la de 18ÍK) hubieran determinado que el Gobierno de la Na- 
ción debiera pagar los gustos de publicación del Registro Cí- 
vico y qne por lo tanto el locador debiera haber conocido esa 
circunstancia, no por eso dejaría de tener acción pura cobrar- 
lo del Gobierno de la Provincia, porque éste por medio de 
sus mandatarios contrató á su propio nombre según se vé en 
bis documentos recordados y lo establece el C Civil en el 
art. lílílt y porque en ninguna parte ha comprobado encar- 
go ó mandato alguno el Gobierno de la Nación que le coloque 
en el casu del art. linde la Constitución Nacional. 

t¿ac de acuerno con estos principios consagrados en las le- 
yes, no seria tampoco justo obligar al acreedor á dirigir su 
acción contra un tercero enn quién no cotí l ruló ni entendí'*' que 
seria su deudor art. ÜBH C. Civil. 



Que en et caso #«6 judke no procede la reserva, de acciones 
que pide U parte Jema ndada, sin que eltu importe ningiiu pro 
nuuui amiento sobre la situación jurídica del Gobierno de la 
Nación. 

i*tir estas consideradme», se condena al gobierno de la 
Provincia de Buenos Aires A abonar a los señores lloffmann 
y SUckerla suma de 5 902 pesos dentrn del término de 10 
días y los interese* desde la nulificación de la demanda, de- 
biendo abonarse las costas en el orden cu usado. Hágase saber, 
repóngase los sellos y archívese. 

A. Hkhmííjo.— Octavio Uisok. - 

NlCASOH G. DKL SOLAH.— M. IV 

Dahact,— C Muyan» Gacitúa. 



CAUSA XXVII 



Do/1 (¡nilUrmo (htrhcrs tuntrn Ui Pío tunda de Buvno-i Afreti 

¡íttr t obro de jmvdíí 

Su Mür* o. -Para que nnn gestión por cobro de un erudito in - 
te i- rompa In prescripción, es necesario i|ue aquel ln baya 
sido promovida contra quien sea psirte en el pinito en que 
se oponga este medio de defensa. 



Caso — Resulta del siguiente 
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FAtLO [>K LA SUPHRMA COKTB 

* 

* 

Buonúi Aire», Mwio 31 4« 1906. 

Y Vistos: I)üq Alcides Segni (Hijo), en representación de 
don Gilleriuo Garbera, expresa: 

(¿iie su representado contrató en el ano 1890 con la muni- 
cipalidad de la capital de la provincia de Unenos Aire», á 
cargo entonces de un comisionado mimbrado por el Poder 
ICjeeutivo, la construcción de las obras que se detallan en las 
copias de las cuentas que acompaña. 

Que esas cuentas fueron presentadas para su cobro á la 
municipalidad y con ellas se formaron allí los expedientes 
registrados en su mesa de entradas con los números iñ y 75, 
letra O, ano 1891, en los cuales consta la exactitud de ese 
crédito, del cual la municipalidad entregó á cuenta, en el aun 
1801, la suma de un mil pesos, moneda nacional. 

(¿ue ha gestionado inútilmente ante la municipalidad el 
pago del saldo adeudado, habiendo manifestado la contaduría 
de aquella que de acuerdo con el convenio celebrado entre el 
Puiier Ejecutivo y la Municipalidad en Diciembre de 1892, 
que fué origen de un contrato, era «1 gobierno quien debia 
payar. 

Que hecba la reclamación al Poder Ejecutivo, éste le ha 
mu ni Testado que uo puede abonar ese saldo en razón de ser 
indispensable la aprobación del convenio invocado; por parte 
del Poder Legislativo. 

(¿ue la municipalidad que contrató las obras, no era si nó 
un comisionado designado por el mismo Poder Ejecutivo de 
quien depeudia y que el gobierno estuba autorizado por una 
ley de fecha 18 de Octubre de 1832, para ordenar la ejecución 
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(le todas las obras públicas que fueran necesarias en esa 
capital. 

<¿ue los antecede atea de este crédito son, nina límenos, los 
midióos que dieron causa á la demanda iniciada ante esta 
Oírle por don Antonio Zanotti y que fué resuelta, condenando 
al pago de la suma redomada. 

t¿u*i por lo expuesto demanda al Poder Kjeoutivo de la 
provincia de Huellos Aires, por cobro de la suma de dos mil 
euatrocieatos quince pesos, noventa y un tienta vos moneda 
nacional, con man los intereses desde el din en que dichas 
cuentas fueron presentadas; es decir, desde el año liJiH; y las 
costas de', juicio. 

Acreditada la competencia ori^innria de esta Corte y co- 
rrido traslado de la demanda, ei re[»rcsentimt.e de la provincia 
la contesta, mu ni listando: 

(¿ue podrán ser exactos los hechos en que el actor runda 
su demanda; pero como al escrito de iniciación de la misma 
no nconipana documento alguno que justifique sus utirimicio- 
11 es, no puede prestar su conformidad á ellas, Ínterin no sean 
probadas. 

Ahierta la causa á proeüa, se agregaron como parle de ella 
los dos expedientes administrativos, indicados en la demanda 
y se invocó la ley provincial de fecha IH de Octubre de IHH'i- 
Habiendo el represen imite de la provincia, al alegar de bien 
probado, opuesto la prescripción de diez artos, se dió traslado 
al demandante, y con su contestación, se llamó t Autos* para 
Beiileueia. 

Y considerando: 

(¿ue opuesta por el representante de la provincia la ex- 
cepción de prescripción de diez altos, contri» el cobro de inun- 
dado por el representante de líarbers, procede examinar ante 
las constancias de nulos, si ella se ha operado, un la hipótesis 



de estar comprobada la «leuda y la res punsabi Hilad de la pro- 
viuda respecto de ella. 

<¿ue cuando se presentó la demanda de) apoderado de Gar> 
bers en C de Junio de 190S, y en el caso mas probable para el 
demándame, habían transcurrido mas de diez anos, desde la 
última resolución de la Intendencia Municipal, referente a 
ese cródiío, pronunciado en % de Mayu de 18!H {Expedien- 
te de la municipalidad (¿ 15, fs. 5; y expediente ü 75' 
fs. 4). 

Que iki puede considerarse suspendida esa prescripción, 
como se pretende a fs. M, mientras era aprobado el convenio 
de Diciembre de 1HÍ)¿ entre el gobierno de la provincia y ta 
municipalidad de Lu IMala, pues como lo reconoce el mismo 
demandante, ese convenio y la falta de aprobación legislativa 
no le impedia que demandara judicialmente el pago de su 
crédito. 

Que tampoco lia podido interrumpir la prescripción, la ges- 
tión iniciada en el expediente S 35* ano 18118, solicitado para 
mejor proveer, porque lia sido promovida ante la munici- 
palidad de \ 4 n IMnla, y tista no es parte en el presente 
juicio. 

(¿oé el precedente une se cita de la causa seguida por don 
Antonio Zanottt, y fallada por esta Corte, ordenando el pago 
del crédito reclamado, carece de aplicación, pues que en aquel 
juicio la provincia demandada no opuso el medio de defensa 
aducido en el presente. 

t¿ue es así el caso de declarar que se ha operado, respecto 
al crédito de don Guillermo Garbers, expresado en la demanda 
de fs. (!, la prescripción de diez artos, establecida por el ar- 
tículo Mm del Código Civil. 

Por estos fundamentos, se absuelve á la provincia de la 
demanda interpuesta, sin especial condenación en costas, 

* 
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atenta la naturaleza de la defensa y la oportunidad en ¡pie fué 
deducida. 

Noli fío; uese original y repuesto el papel are h i v ese. 

A. Kbkkbjo, - Octavio llrs-- 

UK. — ÍÍIOAHOR U IPKL tío'„AK.— 
H, P. Dakaot.— C. Mu YA NU 

Gaoitda. 



CAUSA XX VIH 



Don Benito Vülamieva contra ta Provincia tle Santa Fe; 
8pÍtre expropiar ión r? indemiiUacibn, Jnriifvntv sottrv hus- 
pmmón del término para contentar ta demanda, 

Sumario. — Las circunstancias de (¡ue el actur manifiesto en su 
escrito de demanda i|ue solamente recuerda qw el título 
de donde proviene la escritura eun ojie ciit» lila acuella, se 
halla en una oficina pública, protestando i\ los efe utos del 
derecho, el juramento de ley de prometer exhibirlo en opur- 
tn 11 i ilad, si fuera necesario, y la de oue esa edicina pública 
no se preste ¡i exhibirlo no obstan! e las instancias fiel de- 
mandado, no aiitorizuu ú éste ó suspender indefinidamente 
la contestación á la densa mi ti. 

Caso. -Lo explican bis piezas ¿lamentes: 



KSCHITO 

Suprema Curte: 

El ululad» <|" e ^udcrílie por la Provincia de Sauta Fé, en 
ni expediente quid lió ú V. E. digo; 

(¿tiH no obstante mis in^tniicias formuladas ver bul mente y 
por escrito y reiteradamente, el Hanuu Nacional en Liquida- 
eión se resiste á expedir los títulos invocados por el actor en 
su demanda y en los i|ue fonda los derechos <|iie pretende 
ejercitar un este juicio. 

En esta situación, mi parte no está legalmente habilitada pa- 
ra defenderse ni cuntes tur el traslado de la demanda, como 
V. B. lo reconocerá y en el deseo de DO demorar por mas tiem- 
po la tramitación del juiuio, considero que la manera mas sen- 
cilla de obviar la diticultad es pedir como pido á V. E., unie- 
ra ordenar se haga saber al Hinco Nacional en Liquidación, 
ijue debe exhibirme y dejarme examinar los títulos de pro- 
piedad de la Isla Tacurú que existen depositados en el esta- 
t Lbleciuiiento por el señor Benito Vilhinuevu, declarando así 
mismo que mientras esa exhibición no se efectúe no corre el 
término para ijne mi parte conteste el traslado de la demanda 

Por tanto ú V. E. pido asi se provea. 
Es justicia. 

Julio tenumdez. 

proveído 

Uaoriii» Airea. Ni» ioml to 3 di 

Atento lo manifestado por el actor á fs. Vi, hágasele saber 
'o solicitado en el precedente escrito, suspendiéndose entre 



66 rALLM db la umiiu oo tn 

tanto, el término para contestar la demanda. Repóngase el 
papel. 

DKÍUIP'O. 

B3CKITO 

Suprema Corte 

i-Va nc i sen N. Vinas, en loa untos seguidos por el doctor líe- 
nito Víllauucva contra la provincia de Santa Ké, sobre iudem- 
nizncUin, mué V. K respetuosa me» te expongo: 

l¿uc se me lia notificado un auto por el que se ordena la 
suspensión fiel termino ilenlrn del cual la parte demandada 
d¿biii óotttestar el traslado pendiente, y como este «uto repo- 
sa sobre muí falsa afirmación exprés» da en el escrito en que 
se solicita esa suspensión, pido á V. K. se sirva dejarlo sin 
efecto, ordenando que aquella parte conteste la demanda den- 
tro ilel término de veinte y cuatro Uoraa, 

Ai[iiel1a e minea afirmación consiste en haber aseverado la 
parle de la provincia* (jna el doctor Villaiiueua tenga depoiñ* 
tados en el líuuco Nacional los litólos ú que ella alude 

El doctor Vi lia nueva no tiene título ninguno depositado en 
dit'hn establecimiento. La manifestación fs, Vi d« que hace 
mérito el auto de que me quejo, solo significó el recuerdo de 
míe en el expresado Banco existe el título del que proviene 
la escritura que acredita la propiedad de mi pmlerdaute acom- 
pañada como reeaudo de lu acción deducida 

Por otra parte, el hecho de que so trata, resultado de un 
error, no puede servir de fundamento pura dilatar la contes- 
tación de ta demanda, que debe evacuare dentro del termino 
fijado por la ley, de lo contrario se corre el peligro de caer en 
lo arbitrario. 
Por tanto: 
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Suplico á V, lv. se sirva proceder de conformidad ú lo so- 
licitado, con costas. 
Es justicia. 

R. del t/í/íiíjju,— /. jY. Viñas. 



ARTO' 

Uuimoi Aires, UUútiubre l'¿ dt 1SU3. 

Vistos y Considerando: i¿ue el aillo de fs. 47 no se funda 
en el error que indica el demandante respecto á que él haya 
depositada en el Hunco Nacional el documento en que baso mi 
derecho, sino eu la promesa hecha por el mismo, bajo jura- 
mento, ile exhibirlo si fuera necesario, en oportunidad (fs. 12) 

Que no desconocida la manifestación del demandado, res 
pecio á la d i li cuitad de examinar esa escritura, para poder 
cnuteslar la demanda;, puede considerarse que es Llegada la 
oportunidad prevista por el actor ni iniciar esta causa. 

I'or eslo, estése h lo resuelto a l's. ?7. Noli fíq cese eon el 
original y repougnse el papel. 

A. lÍKHMK-io, — Octavio fíuKOB — 
N¡cAS»k(¡ 4 ijkl Solar, -r-M. I*. 

ÜAKACT— C MOVASOUACITÚA. 

I 

ESCRITO 

Suprema Corte: 

Francisco N. Villas, en los autos seguidos por el doctor 
líe ni tu Vi II aune va contra la Provincia de Sania Vé, sobre in- 
demnización, ante V. E . respetuosamente e^pnugo 

Insistiendo en que la demanda deüe ser con testada desde 
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que no existe en tele de juicio ninguna excepción de tutoría, 
y debiendo continuar los procedimientos suplico á V. E. se 
sirva declarar que la sus)ten9ióu á que alude el autu deque 
me ocupo no líene el carie ter tle indefinida debiendo lijar 
un término para que la demandada contrate el traslado pen- 
diente. 

Es justicia. 

Justo P. Ortiz -F, N. Yhws. 

FALLO UR I.A 8I PHKUA COHTK 

Buonni Aliei, Mino 31 ét IVOS 

Vistos y Considerando: 

1" (¿n« después de las varias diligencias y articulaciones 
producidas en los autos sobre las escrituras en que la parte ríe 
Villnnueva dice tener origen su de recluí, el estado actual ile 
las referidas diligencias es el de que la parte de inundan te di- 
ce que ella un las tiene depositadas en el Banco Nacional en 
Liquidación las referidas escrituras,, y que por tanto no está 
en el caso de presentarlas á la parte demandada antes de 
que conteste su demanda. Que lo único que lia dicho en la 
demanda es que recuerda que en el relerido lia neo estaban 

tales escrituras. 

i 

2" Que con la explicación que cun tiene su escrito prece- 
dente respecto tle la época en la cual ofrecía presentar ese 
documento si av. creyera necesario, no tiene ya razón de ser 
el auto de 12 de Diciembre de 1UQ5 que se fundaba, no en las 
leyes de procedí ni ien tos, sinó en promesa hecha voluntaria- 
mente por el actor sobre dicha presentación, promesa que en 
todo caso podrin retractar sin perjuicio para el procedimiento 
ni para ningún derecho, uuu ves que no se ha contestado 
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la demanda, por cuya razón procede prescindir de é\ y fun- 
dar en derecha la resolución gae corresponde. 

3 o (¿ne dados estos antecedentes, e! caso uetual Importa la 
iniciación de uu juicio en que ut actor dice que solamente 
recuerda que el timl-t de donde proviene la escritura con que 
entabla su demanda esi* en el Banco Nacional en liquidación y 
que protestad lúa efectos deLdérccu) el juramento de ley de 
prometer exhibirlo si fuera necesario en oportunidad, cons- 
laudo igualmente pur afirmaciones del demandado, no nega- 
das, sinó corroboradas por la actitud del demandante, que el 
referido Hunco no se presta á exhibir esos documentos 

i <¿ue las circunstancias pre indicadas uu autorizan ul demun* 
dado á suspender indeüiiídaiueiite la con tentación de la de* 
inunda por cuanto la falta misma de presentación con ella de 
lus documentos en que se funda la falsi indicación del punto 
en dunde se hallan ó la certeza de no estar á disposición de 
las partes en el punta designado, si bien tiene sus sanciones 
elicaces en la ley, no cimsti luyen un defecto legal en el es- 
crito de demanda de esas que pueden invocarse como excep- 
ción dilatoria, cuma puede verse en el art. 57 de La Ley de 
Procedimientos de 18íi3y 71 de la Capital y con o es de juris- 
prudencia constante de esta Corte Tomos (i7 púg. U7; <¡i» pág. 
411, $pÍ$, 11,73 pug. 243. 

5* (¿ue aquella circunstancia como In presentación extem- 
poránea de los referidos i loe umen tos minea puede producir una 
desventaja para la parte demandada, la que, en virtud del 
principio de la igualdnd en los ¡muios tiene derecho de que 
se haga mérito de esas omisiones al fallarse la cansa en de 
Unitiva. 

(i* Que el actor tiene al contrario el derecho de que se can- 
teste la demanda, una vez que tiene el de demandar aún sin 
líiulo alguno siempre, sin perjuicio, <í que cu caso de que 



MÍ procediera en derecho puede su acción ser rechazada en 
definitiva. 

Por estas consideraciones, se resuelve que el demandado con 
teste derechamente la demanda sin perjuicio de lo que proce- 
da en definitiva. Noüfíquese con el original y repóngase el 
papel. 

Octavio Iíi'niíe. — N. Gonzalk/, 
ukl Si ii, a ii, — C. Mor aso Iía- 
citóa. — A. IteuMiuo: en disi- 
dencia.— M. L\ Dahaot: en 
disidencia* 

DISIOKSCIA 

Tratándose de un auto que hace ejecutoria, con arreglo á 
lo dispuesto en el art. m"> de la Ley Nacional de Procedí m ieii- 
tos, porque cu el se lia resuelto la reposición deducida á fe. 
78, no lia lugar á lo solicitado. Repóngase el papel. 

■ 

A. Iíkumejo — M. P. Dahact. 




CAUSA XXIX 



Ferro Qirrit Central Argentino * mitra la MttnkijmltdaU 
del Rosario, por devolución im puntos 

¡Sumario.— 1" VA congreso (luede en virtud de la atribuciún 
i)ue le cuntiere el un. tí7, iae, lUdelu Cuastífucinn Nacio- 
nal exunarar á los Ferru-earriles nu salo de Ua impuesto» 
nacionales, sino tainliien de loa ¡ocales y muuioinalei 

%• La exoneración de impuestos acordada ú la Empresa del 
Ferro-carril Central Argentino pnr ia ley de 23 de May u da 
lsi>J, aprobatoria del contrato dé eoustruueióu de diolio Fe 
rro-carril comprende no solo tos impuestos nucionales, si no 
taiabieu, los provinciales y municipales. 

%* Eu ka expresión y demás dependencias, contenida en el art. 
3» del referido contrato, no están cumpreadidus loa telé* 
áralos ú o lie i tías exteriores de la mencionada empresa. 

Caso.— Lü explican las piezas siguieates: 

6KHTENCIA Itfi. J1W35 FKDKRAl. 

ltoiwío .Setiembre & d« 1902. 

Y vistos: estos autos seguidos por el Ferro Carril Central 
Argentino con la Municipalidad de esta ciudad por devolución 
de impuestos, du los que resulta: 1" (¿ue en 21 de Julio de 
1U0O don Roberto Üore Studdert con poder su ticte ate de 
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Henry Herbert Loveday en su carácter de administrador Ge- 
neral de la Compañía Ferro Carril Central Argentino (Limi- 
tada) se presenta demandando a la H. Municipalidad de es- 
ta por devolución de la aumu de 130G S «i"* 5 esla ha cobrado 
á dicha Empresa, correspondiendo dos pesos por renovación 
de la incripción de un letrero en el aüü lfcfcítf, dos pesos por 
la misma cait*U en 185)8, dos pesos por $ 1UU por patente 
y multa de la olicina de informes por 18iM> y pesos 
patente anual ó impuesto por 18üG, iHS*7, 189S y 189U. IWa 
su demanda en que esos impuestos son indebidos, pites el Fe- 
rro Carril Central Argentino está excento de toda con tribu* 
ció ¡i ú impuesto y que siendo los ferrocarriles de orden 
público no es posible que los Gobiernos Provinciales ó Mu- 
nicipalidades hauun imposible su buena marcha financiera 
cargáudolode impuestos. '¿" »¿uu comprobada la jurisdicción 
Federal, en virtud de tratarse de la interpretación de las le- 
yes nacionales sobre la concesión del Ferro Carrril Central 
Argentino y reglamentación de los F, C. Nacionales, se de- 
cretó en 21 de Agosto de ÜMK), traslado de la demanda. 3" 
que esta fué contestada eit 7 de Setiembre por el señor M. Ló- 
pez Zamora uou poder bastante del Intendente municipal, 
aleándose que el privilegio que goza el Ferro Carril es den- 
tro del territorio donde tieue sus instalaciones, que la em- 
presa ha instalado oficinas de telégrafos é informaciones en 
et centro mismo de esta ciudad, cruzándola con alambres 
de los que debe cuidar la Municipalidad; que todo privilegio 
debe ser restrictivo y que ciertos impuestos Municipales, 
verdaderos servicios que presta la corporación debt armarlos 
la Empresa cviuu lo tieue resuelto la S. Corte Federal y en 
este caso el impuesto no es al F. Carril sino á un nego- 
cio lucrativo de la empresa, por el que no esta exento de im- 
puestos en la ley de su creueción. i" Que abierto ó prueba 
eu ¿1 del misino (f. 11) solo la ha producido el actor y ella corro 




de f. 50 á t o3 y 55 v, Que pro.! ácidos los alegato* que 
corren de ta, 53 a íifct (parte autora) y de f. (Sí ú 70 (deman- 
dado) en 11 de Setiembre de líXH, se Humó autos pura sen- 
tencia «y Vótüfiderando: 1- í¿ue es Innegable une h< entupa* 
Ai» del Ferro Carril Central Argentino y sus dependencias es- 
tán exentas de todo impuesto uauinnul, l'roviuciul ú Municipal 
por el término de 10 años. 2 1 (¿ue dada esta conclusión, que 
no desconoce el demandado; la cuestión ú resolver es si la 
olicíiiL ite telégrafos ú informes que tiene el Ferro Car ril- 
en esta es ú nú una dependencia déla Empresa. 3- <¿ae de 
las deposiciones de los testigos señores Ra lúe I lí. González 
(f. 5*¿) Santiago líe nao (f. 5¿ v.) y Guillermo (j. Van Oppeu 
(T, W-l) tudos vecinos respétenles de esin y sin tacha legal y 
ríe las mismas exposiciones del actor remita que en la 
oficina que tiene el Central Argentino en la calle Santa ré 
no solo se dan informes sobre horarios de trenes, llegada 
de cargas, sin Cobrar e mol unte uto alguno y se e< pe ti leu 
boletos sin ningún recargo, sitió que también se reciben lele* 
gramas que debe pagarlos el que los expide. 4" (¿ue esio 
último sigo i ti ni nu negoeio non lo que lucra la Kui presa 
existiendo, en esta ciudad otras ipliciuas telará 11 cu y tele- 
fónicas particulares que hacen el mismo servicio por lo que 
tu» es justo que el F. Carril bajo el manto de una franquicia 
á un servido, pretenda ampliar esta á otros que no son iu- 
dispeusahles para ese y le producen un lucro, dejando asi á 
otras empresas en peores uoiidtciones que ella, ó t¿ne si la 
euipreaa solo ^tuviera esa oliduu con el objeto de dar infor- 
mes y expender boletos serían injustos los gravámenes que 
le', i ni pone ta mu nid | talidad porque ella seria una dvpvHtlen- 
i:íh del Ferro carril* creada solo para Lis cuui ididudes del pu- 
blico, pero en este caso el hedió de expender telegramas 
dtCüUiilquier "particular, cobrando su impone y obteniendo 
así una ganancia, no es un accesorio que tenga tal relación 
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y unión tan estrecha con la empresa que deba considerarse 
como ella misma, mies estu puede cumplir per tecla mente 
con sus obligaciones sin necesidad de recibir telegramas de tu- 
do el que quiera hacerlo, tí* Que la S. Curie Federal eu et 
fallo que se regia ira en la pagina 318, del lomo % serie 3« 
interpretando el alcance del art. I o de la ley de 211 de. Mayo 
de ií«KÍ que aprobaba el contraía para la construcción del 
F. Carril Central Argentino, sienta la misma conclusión, en 
su considerando 4 íl que la que se indica ea el considerando 
que antecede y t*' l¿ue es entonces innegable que la olirina 
déla calle «anta Vé no es una tlupemUmia del ferro carril 
y por tanto justos los cobros hechos por la H Municipu 
lídad. Pov lo tauto: resuelvo no hacer logará 1h demanda, 
con costas, absolviendo así á la municipalidad. Noüliquese 
original y repóngase. 

F, üotdc 

SENTEHCIA i'" LA CAMAHA FEDERAL 

Purniiri. .Mano » de Untó. 

Y Vistos; 

Por sus ruiidameiitns» se confirma con costas, la sentencia 
apelada de fe. 79. llágase saber y repuesto el papel, devuél- 
vanse. 

José Manó.— Nemesio Gwhzá- 
Ji^(liijo): Fortunato Calderón. 



FALLO DE LA SIPUKHA COKTK 

Bueno* Airo». Mar*n O do IHi6. 

Y vislos en la preseute demanda entablada por el Ferro- 
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Carril Central Argentino contra la Municipalidad del Rosar i» 
<le Santa Vé y considerando: 

(¿lie de loa runda men tos y consideraciones aducidas por la 
demanda y contestación resulta: que los puntos á resuW r son: 
1- si el Ferro-Carril Central Argentino estaba o no ex nto á 
la Tedia de la demanda del pago de loa impuestos manii pales 
en los términos de las leyes vigentes; 2' en caso alin ativo 
si entre las tlcpmilenvitts del Ferro-Carril de que nubla Ley 
de Mayo '¿3 de 1803 deben contarse las ollcinas de telégrafo 
que esa empresa tiene estableadas en el Itosario de Santa Vé. 

Que en relación al primer punto debe tenerse presente que 
La ley especial que ampara al Ferro-Carril demandante según 
bh invoca en el curso del juicio es ta aprobatoria del contra- 
to celebrado ul ¡ifto lS(¡:i erni Wilwight. 

(¿ue el contra 4 o aprobado por la ley citada tenía establecido 
en su urt. 4" que los materiales útiles y arlfeulos que fuere 
necesario i ni portar del exterior pura la construcción y oso ex- 
clusivo del Ferro Carril serán libres de todo derecho de in- 
troducción dormite el período de 40 años así mismo lu pro- 
pijitíad del Ferro-Carril y sus dependencias sernu libres (le 
toila contribución ó impta-sto por el mismo término 

«¿ue la reducción del artjciiln citado cota prendiendo la am- 
plia expresión de *tuda contribución ó impuesto» i n tero retada 
ú la lujs del arL 157 inc. l(! de lu Cou« ti huilón Nacional pro* 
duce el convencimiento de que la ley no solo lia querido 
exonerar de cargas ó impuestos nacionales sitió también pro- 
v iciales ó municipales. Fallo de 11 de Mayo lie 1001, porque 
si así no fuera no había concedido nuda, ni «ido posible llenar 
Los inte* de la ley, una ve/ que tratándose de un Ferro-Carril 
que debía atravesar provincias y municipios, tendría que pa- 
rtir tuda elase de impuestos locales y de que la concesión se 
fundaba en lu conveniencia de promover el bienestar general 
de la industria, la inmigración, la construcción de ferro-ea- 



rriles por medio de leyes protectoras de estos lince y por con- 
cesiouea temporales de pr¡ vi lefios y recompensas ile estímulo, 
artículo constitucional citado. 

Que nuil cuando la ley contrato de ISlM nuda haya dicho 
sobre impuestos municipales; amor» son los de que se tratu, 
esL»s eutrao como implicancia necesaria en los i* 1 tos propó- 
JtitiiH de la ley y de lo cláusula constitucional citada, pues 
»«¡íún la doctrina y In jiiriapudeiicia dado un poder por la 
Cmistit iieión, los medios ueeeHurius para llevarlos á cabo se 
j tragan siempre implícitos y el alcance de los mismos es que 
el Congreso tenga todas las utribne¡ou**s que sean necesarias 
y con venientes pura hacer electivos los poderes que le lian 
sido conferidos de una manera expresa; que en ella no se 
concede ninguna [ocultad nueva y que su olí jeto es remover 
luda hioertidumhre de que los medios para poner en ejercí* 
ció todo tos poderes concedidos de una masera expresa están 
cuín prendidos en la concesión. 

(¿ue Iti doctrina y jurisprudencia de nuestros Tribunales 
es también explícita al respecto. Esta Suprema Corte en el 
caso ocurrí «lo entre este mismo Ferro- carril y ja Provincia 
de Santa $Í el arto 1SJÍ7, declaró: Que enlre las facultades 
que posee el Congreso de ilictar leyes proteetorus del adelan- 
to y bienestar de las provincias y de la constitución de fe- 
rrouarrilrs por medio di! recompensas y estímulos e u tá la de 
exceptuar de i tu pues tus locales á ciertas empresas ferro-cu* 
rrile-as sin más limitaciones que esas concesiones deben ser 
tempor.irias. Que liados los términos generales de la ley de 
exención debe necesariamente reconocerse que en ella eslan 
comprendidos también los impuestos que crease la Nación 
cunto los que estableciesen las Provincias. 

Que conferidas al Congreso las referidas facultades sin li- 
mitar taxativamente su alcance, y conferida también la de 
dictar todas las leyes y reglamentos convenientes para poner 




en ejercicio los poderes acordados «ella debe entenderse com- 
■ prendida en lu il i miración de med<.>s a emplearse en el ejer 

* eieio de esos poderes federales, superiores siempre á ta ac- 
« ción ele Itis legislaciones locales. T. I¡8 pag. m 

í¿ue demostrado así el derecha del Congreso de exonerar de 
los impuestos no sotu nacionales si mí también locales y mu 
nieipales a ta empresa demandada, y el alcance de la ley cun- 
ees ion relativa á la misma, resta ahora decidir el segundo 
punto á saber: si dentro de los términos -la propiedad del 
« ferro-carril y ms dependencias serán libres ¿e toda contri- 

* Unción ú impuesto éfe.i cabe inirur el caso subjudice, en 
que se trata de impuestos de letreros y patentes ú la oficina 
de telégrafos que esa empresa tiene establecido en las calles 
Sun Martin nú ra. 285 y Santa Vú iiüin. 1072 de la ciudad del 
Rosario (f. 3 á 10). 

Que desde luego y á estar á los términos de la concesión de 
\m.i puede deducirse que por dependencias del ferro carril 
no se entiende Dada que pueda referirse á los telégrafos ó 
oficinas exteriores de la empresa, pues no obstante la prolija 
y cuidadosa enmuerautón que en el referido contrato se hicie- 
ra de los destinos que debiera darse ú los terrenos que el Go- 
bierno Naeimml donaba ú la compañía no figuran acuello*. 
El artículo il" dice i todos los 'erre nos ya sean nacionales ó 
provinciales ó del dominio privado que se requieran para el 
camino, estaciones, muebles, depósitos de carbón, almacenes 
para la cargu, oticimis de carga, depósitos de agua y demás 
dependencias del ferro-Carril, serán donados...» de donde 
resulta que la ausencia de esta especulación surge un argu- 
mento en contra de las p re tenciones de la empresa no obstan- 
te la expresión otras dependencias, que como va verse no pue- 
den referirse sino á las que estén dentro del perímetro de 
la linea y su concesión. 

<¿ue esta Suprema Corte de Justicia ha dado la norma de 
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interpretación de la materia en el fallo registrada en el T. 
08, pág. 227. Si; tratuba de una demanda llevada á la Pro- 
vincia de Córdoba por la Compartía de Tierras del F. Carril 
Central Argentino pidiendo se declarara a loa de dicha Com- 
pañía exenta del pago de todo impuesto á esa provincia por 
las tierra* que la Nación cedió á La empresa auno y otro 
lado ile la vía funda mi»? -3 en los términos de la ley contrato ya 
recordado. La S. Corte absuelve ri lu provincia demandada 
aduciendo eiure u ras consideraciones lo siguiente. 

<¿ue las disposiciones de ¡a citada ley es aplicable, no á 
las propiedades en general de aquella empresa, sino ti la 
especial del b. Carril y sos dependencias ó setui tos elcme7l- 
tm que wnMitmyen la obra y sm aperadónes. 

Que á no ser así debiera concluirse que las tierras todus 
aún \ba sitítítílas en los puntos mas remotos th ht vía.... de- 
berian quedar comprendidas en la exoneración de Los impues- 
tos. Que ni gramaticalmente ni técnicamente puede entenderse 
comprendido eu el vocablo tinpfiwhmr.in* otra cosa que 
aquellas accesorias que sin ser la cosa misma tienen sin em- 
bargo con eLla tal relación que son emsidera las justamen- 
te parte integrante y necesaria de aquella. T, •Vi pág. :UH 

(¿ue atentas las precedentes consideraciones debe llagarse á la 
conclusión que las ntieinas de te Légralos que la empresa de- 
ÜiandadiD tiene et> ta blecido hiera del perímetro de la línea del 
ferrocarril, aun cuando relacionadas con la explotación, no pue- 
den mirarse como una necesidad para uquella y que por tanto 
no están exentas de los impuestos cuya devolución se cobra 

Por estas consideraciones se con tintín enn costas la senten- 
cia apelada. Noli Tí queso con el original y repuesto el papel 
devuélvanse. 

A. l¡K10IK.In. — OCTAVUI Hl'NtiK — 
NlCASOIl (j. UKh tíolAH.— C- 
MoYANil ÜAlMTl'A. 
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CAUSA XXX 



Afrdiri Juan IL{sn wmim) contra el gobierno Nacional, 
ifuf/ru constitución de un tribunal Arbitral 



Sumario. El íiobímio Nacional estil obligado á amuele r á 
arbitraje conforme á lo establecí di» por el articulo 18 del 
contrato de rescist in del arrendamiento i)e las Obras de Sa- 
lubridal da la Da.iital (U/e* nti'tt*. 2771 y 27!tii) t el reclamo 
sobre cubro de gastos de explotación originados a la empresa 
arrendnlaria para producir las emitas (pie percibió el Gobierno 
en virtud del laudo de Vi de Enero de 181*3, 



Caso.— Lo explican las piezas siguientes; 
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Haonw Alrei, Sattenibrt^i do VM2. 

Y Vistos, estos autos seguidos por Don Juan R, Mediei con- 
tra el P. Ejecutivo Nacional sobre eonstitucidu de un Tribunal 
Arbitral, de su estudio resulta: 

Autorizado el P. Ejecutivo para arrendar bis obras de Salu- 
bridad de la Capital parla l/iy 18íí¿, las arrendó en efecto á 
Samuel li. líate y Compañía . inicies traspasaron sus derechos 
en 1889, á la «Buenos Aires Water Supley aud Wainage Coni- 
pauy Limited*. 

Por diversug circunstancias la compañía r:u cumplió con todo 



lo estipulado iíii el contrato de arrendamiento, y autorizado el 
l\ Ejecutivo parla ley *¿7iHJ uava rescindir el contrato, asi lo 
hizo, [mu laudo con la Compañía el «contrato de Rescisión* 
aprobado por el Congreso Nacional por la ley '¿79ii. Ku eluru 
18 de este contrato se estipula que cualquiera ditieultnd que 
surgiera entre el listado y la Compañía sobre la ejecución de 
las Obras y materiales empleados ó ú emplearse, usi como del 
recibo ó desaprobación por el gobierno... ó cualquier otro 
asunto eu diferencia cutre las parten sobre el contrato será 
sometida á la decisión tle tres arbitrio». 

Ku la interpretación del artículo li del contrato surgió una 
primera dificultad. Ku electo, en lHü'i se constituyó un Tribu- 
nal arbitral de acuerdo con lo dispuesta en el articulo 1S del 
• contrato de rescisión para que resolviera» si las cuotas adeu- 
dadas aun por servicio de cloacas corresponden con arreglo á 
■lidio contral á la Km presa ó al ( i u bienio». 

Ku caso deque la cuestión fuera resuelta á favor del (ío- 
bicruo el Tribunal arbitra! debía complementar su laudo de- 
clarando tsi la empresa debía reintegrar las sumas cobradas 
en ese concepto,» 

En el compromiso arbitral 111 se estipulaba, pues, si el tribu- 
nal, eu caso de resolver la l y 'l' cuestiona favor del (iobieruo 
debin decidir también si los gastos de explotación desembol- 
sados por la empresa pura cobrar las sumas recibidas debían 
correr á su cuenta ó ser deducidas de lo que reintegraría al 
Gobierno. 

Kl tribunal arbitral, en el expediente traillo ad effetUnm 
rifleiuli resol vió: 1 l¿ue las cuotas adeudadas aun debían ser 
cobradas por el gobierno; '¿" t¿ne la Empresa debía devolver al 
Gobierno lo que ella babia cobrado por cuotas anteriores al 1- 
de Julio de 1H91. 

La empresa se presentó entonces á los arbitros solicitando que 
ya que el Gobierno era el propietario exclusivo de todas las 
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dunas eobnulns, i|ue ella debía devolver, se dedujeran de- uht 
los gastos de explotación de acuerdo e<m lus principios j;ene- 
rules de ile recluí. Kl tribunal declaró ^ue como esa cuestión 
especial m> le bu bia sido sometida en el compromiso arbi- 
tral no le competía resolverla. K i vista de esta resolución, la 
empresa se presentó á lus Tribunales nacionales interponiendo 
un recurso de nulidad contra el laudo, recurso i)(ie, couui 
consta en el respectivo expediente traído también tvl éffectlim 
videndU fué dettegdüvameitte resuelto por la semencia de fs, 

VM'.l continuada á i'. H'Zl. 

Con tales anleceileiit.es el cesinnarín y sucesor tle la empresa 
señor Juan li. Mudiei se presentó administrativamente ante el 
Exmu Güiliento Nacional, eu el expediente miiu. 990 Letra Al 
i|ue cune a l( recudo á estos autos, cobrando: 1" por compra 
de materiales lieclia por la comisión de las Obras, segnn 
cuerna un un pn fiada, $ m|n nm. 18; H!S, lili cts. 2 por hon iraríos 
pagados á los ingenieros ttateuian Parsons y li;iieiuiui, $ min 
oro sellado LSÍ7.49Ü íllets. y ¿i »>Íj legal l!t7,4UÜ,K> cts. y 3 por 
gastos de explotación S "Wi corso legal L2CÍ> 517.81 cts. De 
esia.s tres punidas el Puder Ejecutivo reconoció la primera, 
desechando las otras dos por el decreto de Abril 1S de 1HGI 
que corre inserto en el *lloleiiu (Micial- tle f. ¿. 

lia virtud de lo resuelto por el l'.aler Kjeeulivn, el seflor 
Médiei lo dcmuiuh para que se constituya un tribunal arbi- 
tral, de acuerdo con el art. IM del contrato de rescisión, para 
ijne resuelva sobre Jas dos partidas recliavmdns: los bojiorarios 

ríe los ingenieros liutt mi l'ussous y líate man y los gastos de 

explotación de las Obras de •Salubridad, realizados por la 
empresa inienlr;is las obras es ln vieron á su carino y fu eran 
usufructuadas por el hibierno, sc^un el respectivo la udq ar- 
bitral. 

Kiinda el se flor Medie i el primer recia UlO de su demanda, 
el de los honorarios pagados á Haleumii, l'arsous y Ha te man, 
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en un decreta del <Xl de Julia de 1890 en el que el gobierno 
autorizó á la empresa de las Obras de Salubridad á que abo- 
nara por cuenta del Estado los honorarios que devenguen 
dichos señores, como inspectores de las obras nombrados por 
el mismo gobierno; la empresa pago en virtud de ese decreto 
dichos honorarios, que hasta ahora no le han sido abonados 
pur el Kstado. Las somas abonadas por la empresa deberían 
8er descornadas al verificarse el pago de la ten- era cuota de 
arrendamiento que la empresa debía pagar al gobierno; pero 
habiéndose rescindido el contrato de arrendamiento los hono- 
rarios adelantados por la empresa no han podido descontarse. 
Por consónente, el Kxmo. Gobierno los debe hasta hoy á la 
empresa que los pagó por su orden y á su cuenta, en mérito 
de principios jurídicos que el actor no quiere entrar á discu- 
tir en estos autos, por no ser ante los tribunales nacionales, 
sino ante los arbitros donde deben debatirse las cuestiones de 
fondo. Igualmente respecto á su otra reclamación, la de de- 
volución de los gastos de explotación, el actor no entra ti 
debatir la cuestión de fondo, limitándose á decir que la pro- 
cedencia del tribunal arbitral emerge de la naturaleza de los 
hechos que expone y de los términos del citado art. tó; que 
se basa en los principios jurídicos generales de que «nadie 
debe enriquecerse a costa de otro» y de que *los gastos del 
usufructo deben correr de cuenta del usufructuario»; y en 
cuanto al monto de dichos gnslns. dice que será comprobado 
por los libros, unte los arbitros. 

El Poder Ejecutivo Nacional contestó la demanda, por me- 
dio de su representante legal, con argumentos que pueden 
elasitiearse en dos órdenes; uuns de forma, tendentes a de- 
mostrar que según los términos del art. 18 del contrato de 
rescisión no procede en el caso suh juttke la constitución de 
un nuevo tribunal arbitral; otros de fondo, con objeto de 
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demostrar la absoluta i m procedencia del cobro de las dos 
partidas que el actor reclama. 

Sostiene el representante legal del Exilio Gobierno, que de- 
be rechazarse con costas la deinandu en virtud de las sí* 
puentes consideraciones. Que el contrato de rescisión lia ter- 
minado definitivamente todas las diferencias pendientes en* 
totees entre la compañía y el Gobierno, y en ella no se hace 
alusión alguna á los honorarios de los ingenieros Bateman, 
I'arsons y liaieman; ni ¿ los gas tus de explotación; que el 
actor no puede alegar mejores derechos qne los de ia cumpa* 
i\Ía cesión aria y que dicha compañía no conservó más dere- 
chos que los que expresa el contrato de rescisión; que en 
el bono general que el gobierno entregó á la compañía iban 
saldadas todas las cuentas pendientes, inclusos los aludidos 
honorarios, que en cuanto á los gastos de explotación hace 
cosa juzgada eJ laudo del primer Tribunal arbitral, que fa- 
lló imputándolos a la empresa; que, por otra parte, esos gas- 
tos deben ser de cuenta de la empresa, según la interpreta- 
ción correcta del art. 14 del contrato de rescisión. 

Pitó eorrido un nuevo traslado por su órden á las partes, 
por tratarse de una cuestión de puro derecho de conformidad 
á lo dispuesto en el art. HM del Cód. de IVocad. de la Ca- 
pital, subsidiariamente incorporado ü la Ley de Proeed. Na- 
cionales. 

Y Considerando: 

I a Que el actor demandó al Kxmo Gobierno á efecto de cons- 
tituir un nuevo Tribunal arbitral que resuelva sobre la 
pertinencia ó impertinencia del cobro de dos partidas, pro- 
venientes una por devolución de los gastos de explotación de 
las Obras de .Salubridad cuyas ganancias brutas cobró el Go- 
bierno, y otros, por devolución de honorarios que la empre 
sacedente pagó por cuenta y orden del Gobierno; 

2* Que el art. 18 del contrato de rescisión establece qua 
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seríln sometidos ú la decisión de arbitros: n. cualquier dilicul- 
tad que surgiera cutre el (jnbieruo y la compañía sobro la 
ejecución lletas obras, tos materiales, ete ¡ 6, cualquier ntru 
asunta en diferencia filtre his piules sobre (licito contrato; 

U" (¿uu en el caso $nh-jndic& se presen tan ibis cuestiones 
capitales y previas I a «i lo une cobra el netnr emerge de 
la interpretación tlrl contrato ile rescisión; 'i' si cu cuso de 
que emergiere, cayendo dentro de lo previsto imi el art. 1S, 
impone dicho articulo ni Uobiernn ht nlil ilación •/< j'trr de 
someter las pretensiones del actor ú uu nuevo ti i Un nal arbi- 
tral constituido al electo; 

4" (¿ne resfecto al cobro de los gustos ile explotación la 
cuestión no ha sido sometida al laudo del tribunal arbitral 
constituido en HiKi, á electos de rdsolVtír <si las cuotas adeu- 
dadas aun pur servicios de clonen* y aguas nn-rientcs anterio- 
res al 1" de Julio de 1HH| uorrespondíai) con arreglo ni emití ¡Un 
de rescisión á la empresa ó al gobierno»; 

5 o (¿ne el tribunal arbitral resolvió que las cuotas pertenecían 
al gobierno, sin pnniMiicmrse sohre tos gastos de explotación 
desembolsados por ln ciupre.su para recocer esas cumas, por 
cuanto esa cuestión no entraba cu las « bases convenidas entre 
el Ministerio del Interior y el representan te de la compartía 
para el arbitraje sobre cuotas atrasadas; 

li Que, por tonto, si el laudo arbitral tuvo por objeto ncla- 
rar dudas de interpretación snbre el art. 11 ilel contrato de 
rescisión, y si el reclamo de gastos ile explotación emerge fiel 
laudo mismo, dicho reclamo diumntt también deicófttrato tle 
rescisión^ siendo gastos originados con posterioridad ¿ la fe- 
cha eu ({iie debió cumplirse el eontrat.it; 

7* (¿ne emanando el reclamo de »ustns ?de explotación de la 
interpretación que díó el respectivo tribunal arbitral ni art. 
14 del un ti trato de rescisión, y «lado que él art. 1S dispone 
que **wí sometido ñ ürbitrOR cmlquier otro nstmto en di 



ferencia entre hts partes sobre el contrato,* vs lógico qae 
di olio reclama, justo „ j,,j, l!itMi i:m t [énim de lu dispuesto 
porelart. 1H y debe par ello sur sometido ú arbitros; 

H' í¿ue, como |p dispone el art. 111*7 del Uód. Civil, .las 
convenciones hechas en los contratos [orinan paralas partea 
una reglan m&mi deben .sometere como ¿la ley misma;* 
(¿ne el Estado, ct lando contrata por medio de sus repre- 
sentantes legales, lo hace como «imple persona jurídica, y se 
somete, jior umisiguienie, a todas los ubi ibones que para 
las personas prescriben las leyes; 

!<)■' (¿ue, en su mérito haciendo ley para las partes el art. 
IS del contrato de rescisión, 1¡lh obliga juridU-ameiite, y* ó, 
la Km presas ó sus sucesores, ya al Estado; 

ll- Qiie no puede eu manera alguna considerarse rjue la sen- 
tencia del Tribunal arbitral constituido exclusivamente para 
resolver sobre el reclamo del Gobierno sobre devolución de 
cuotas atramdas baga cosa juzgada sobre el actual reclamo 
del sucesor de la compañía por (Involución de gasto* da ex- 
plotación, pues se trata de dos cosas d istia las, nuinjue, entre 
las mismas parte*; provenientes de la interpretación del mis- 
mo contrato no habiendo Tallad» el Utbuital arbitral sobre 
dichos guatos precisamente porque carecía de mandato para 
ello; 

13" (¿ue tampoco, por las mismas razones, puede considerar- 
se que baga cosa juzgada la sentencia de la ti. Corte Nacio- 
nal en el recurso que le Tué interpuesto por nulidad del laudo 
arbitral, respecto del caso sub judi*v\ 

VA 1 ' (¿ue la reclamación entonces interpuesta por gastos 
de explotación lúe desechada por cuestiones de forma, la 
incompetencia de Eos arbitros, por cuanto no había sido in- 
cluida en el compromiso arbitral, y la de la Suprema Corte, 
por cuanto no se discutió ante la justicia federal mas que 



8$ 



FALLO» DR Li etTPREUA OOKTt 



la validez del latida y no otras cuestiones distintas u las que 
se cometieron al tribunal arbitral. 

U rt (¿ue |H>r todo ello f este reclamo no lia sido aun debatido 
á fondo y resuelto delictivamente por lo cual nn existe á su 
respecto cosa juzgada; 

15" (¿ne en cuanto a la reclamación pur devolución de los 
honorarios pagados a los ingenieros [tateman, Pnrsons y 
Hale man, debe considerarse que se trata de interpretar un 
hecho anterior al controlo de rescisión, y sobre el cual dicho 
contrato ha concluido delinilivumente lodo reclamación que 
putliera hacerse por la compañía ó sus sucesores entura el 
Gobierno, 

Por estos fundamentos y otros que se omiten, detiniiiviutien- 
te juzgando fallo declarando, (¿ue el Kxmo Gobierno de la 
Nación está obligado a la constitución del tribunal arbitral 
establecido por el art. 18 del contra tu de rescisión, al solo 
y único objeto de determinar si los gastos de explotación 
originados d la empresa arrendataria con posterioridad a la 
fecha de dicho contrato, deben ó no serle indemnizados ul 
cesionario señor don Juan 11, Mediei, y eu su caso, lijar el 
quantum de la indemnización, correspondiendo abonarse las 
cosías en el urden causado. NoLlffqueae original; repóngase 
el papel, y archívese, naso de que no fuera recurida esla sen- 
tencia. 

Asi lo pronuncio, mundo y lirmo, en instila de despacho 
del juzgado; en la Capital Federa!, fecha ut #upra. 

O. Fcrrer. 

AUTO UKl JORZ DK 8ECCI0H 

tiuOuu* Al reí, Oi.-lu1iro 6 dj) IW¿- 

A ni 09 y vistos: 

Consideraud >: 1* <¿ue el presente juicio ha sido entablado 
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para la constitución de un tribunal nrbitrnl que resuelva so- 
bre los pedidos del t^xprilioul e administrativo mitti. ¡HXt Le- 
tfSi M. que fueron réchozatfns en ei Decreto resperiivu inser- 
to en «I Boletín Oficial núiu. TlHl agredido i l. 1 

2 (¿ue en la parte dispositiva «le dicho Derretir «dri ine»u 
el reclamo y pedido «le constitución *l un tribuna) arbitral 
respecto a los honorarios de [tateman IVirsiins y [tateman y 
á lus ^iistns de explotación, 

:i" t¿n*^ en el considerandii l" < I •> iln-ho derretn >e excluye 
de él el reclamo de materiales habiéndose desglosado lo per- 
ttiiente nena parte it |i n de resolverla separadamente una vez 
que se huyan exueiiuudo a l¡i ht¿ de los antecedente!) qnu 
obran en la Diivcciúu d*; la* (Mutis de >Haluhrid;it[. 

Y' (¿ne, por consiguiente, no habiéndose demuudadn mas 
que jiih' los ftftUnm i(ií ■ rechaza el Decreto del I* Kpvutmi 
Nacional, el .hulado un lia debido y ni pn-IHn protiiiui'ntr,se 
en lo relativo ni reclamo sobre jiajM y ile volucióu de mate ría- 
les, ¡ícni eiiaum td V KjeeuLivo no 8d lia pronunciado aun al 
respecto. 

tínr estos fundamentos, concédese td reeur.su de n pelúcida 
interpuesto respecto á io resuello soíire. los honorarios de lia- 
tenían, Parsous y [Internan, libremente y en ambo* efectos. 

(Cu su me rdn elévense estos nulo* ú l¡i Mvtmi. Cámara Fede- 
ral eti la forma de eslilo. Uep< infuse, el papel. 

(/. Ft'llft. 

SKNTKNHA IIK LA CA M AltA l-'HUKim. tiK APKI.ACIiiN 

Itmmuji Air*;*, Qeittbrfl I* .ifi llita. 

Vis tus y considerando: 
1" í¿ne pnr;i resolver la presente cansa sH^nida entre don 
Juan íi. Mcdici y e] V. Kjeeutivo de la Nucida sobre cuiisti- 
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tueíón de un tribunal arbitra), corresponde determinar cual 
es la naturaleza propia el objeto y alcance del contrato de res- 
cisión celebra*!" entre el 1 J . lijeeutivo Nacional y la Compañía 
arrendataria de las Obras de Salubridad de la Capital Fede- 
ral; y que fué aprobado por la ley ite'iJ de Agosta de 1HW1. 

"¿'t¿nf diebo contrato tuvo por objeto que la compañía arren- 
datario de las Obras de Salubridad dejara los trabajos que en 
ellas tenia á su cargo y que se separara de la dirección y 
explotación de las mencionadas obras, coo las excepciones ex- 
presamente establecidas en dicho contrato. Üe acuerdo con 
su naturaleza y alcance jurídicos, quedaban resueltos y extin- 
guidos, mediante las nueva» obligaciones que expresamente 
lomaba á su cargo el Gobierno Nacional en favor de la Com- 
pañía, todos los lie recio ts y acciones que esta tenía ó creía 
tener has la la fecha del citado contrato, en ra/.óu de su gestión 
en lus obras arrendadas*» que derivaban del contrato lie arrea* 
damieulo ó con ocasión de di, salvo aquellas acciones ó dere- 
chos ó cuestiones que quedaban pendientes por disposición del 
contrato y respecto de ItM cuales el mismo determinaba que 
flebian ser resueltos posteriormente por Arbitros Este es el 
alcance que tiene la clausula del nrt. 18 del contrato de res- 
cisión cu a n d 11 dice que se someterá á arbitros « cualquier otro 
asunto en diferencia entre tan partea, nnhre el contrato*. Si 
esa no hubiera sido la naturaleza, el objeto y alcance del con- 
trato dn la referencia, la situación de la compañía y del Go- 
bienui había quedado completamente vacilante sugeta ú recla- 
maciones, á continuos y variados pleitos, resultando de ellos 
que el contrato de rescisión, en lugar de reglar de un modo 
formal y concluyeme las relaciones de derecho entre las par- 
tes, solo había dado origen á perturbarlos sin término. 

& (¿ue de lo expuesto en los considerandos precedentes, 
resulta que no tiene lundainento legal la pretensión del actor 
tendiente á que se someta á la decisión de arbitros su 
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reclamo p l( r r tentó noventa y siete mi! cuatrocientos mi- 
nuta y nueve pesos ron 'Utareuta y seis rentaros m u y 
ciento noventa y s'n te mil cuatrocientos noventa y nueve 
pesos ron cuarenta y se i n centavos uro sallado, proceden- 
tes (le h< rarios abonados ú los ingenie ros ¡ns|ieitt»res 

[tateman, Parsuns y Ünlcniiili. sin entrar a examinar lns an- 
tecedentes relativos ii esté punto de que bucen mérito el de- 
mnudante y <■! demandado; haciendo caso omiso de lns Fun- 
damentos que nít une el 1*. Ejecutivo en su decreto de 18 de 
Abril de WH para il- - '¡mar la reclamación del señor Aledi- 
ei sobre esta materia debe tenerse presente emú» anteceden- 
te definitivo, que el reclamó de que se trata se nace derivar 
de hechos anteriores al contrato de rescisión, de netos ejecn* 
lados como arrendatarios y pura la ejecución de las Obras de 
Mal ii bridad >' respecto de los cuales un se lia hecho reserva 
afraila en el contrato, nn habiendo por consiguiente, queda- 
do pendiente á su respecto ninguna; diferencia, ninguna cues- 
tión. .Si ú causa de los pagos hechos ¡i Haleniau, Parsons y 
i tale man. la compañía creía tener derechos que lince r valer 
contra el Gobierno Nacional, el lns quedaron completamente 
extinguirlos al lirniar el contrato de; rescisión mediante las 
obligaciones que eltíohieruo contraía. Como el reclamo se tire 
el pago de honorarios no se apoya en el contrato de rescisión, 
no puede haber cuestión ú su respecto pur cuanto mi pueden 
invocarse hechos anteriores, pretendiendo que continúen 
existiendo al través del contrato de rescisión. 

En ciiíisecuencia, no puede ser materia de arbitraje la pre- 
tensión del seftor Medie! sobre abono por pur te del (Johienin, 
de las su nins pagadas á lo» ingenieros Internan Parsons y 
[{atenían. 

1" (¿ne en cuanto á la pretensión fiel señor Medir i de que 
se someta á un tribunal arbitral la cuestión relativa á sí es ó 
nu procedente el pago que reclama del P. Ejecutivo Nacional 
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por gastos de explotación de las obras de salubridad, corres- 
ponde resolver que procede la constitución de dicho tribunal 
arbitral. Kl representante .leí P. Kjeeutivo, entre otros fun- 
damentos para npnnerse á la constitución del tribunal, ha sos- 
tenido que sobre la presente cuestión existe cosa juzgada. Dea- 
de el momento que e-nntra la pretensión del actor se opone 
Ib excepción perentoria de la cosa juzgada, es purgue recomí - 
L-e que la cuestión actual mente traída a debate ha sido ya an- 
tes dilucidada entre las partes, y con tal extensión, que, se- 
ga a una de ellas, ha sido resuelta por semencia ejecutoriada. 
Admitir que la pretensión de Medid ha sido antes sometida 
a arbitraje, es aceptar que dicha pretensión, por su propia 
naturaleza, es susceptible de ser materia de juicio arbitral; 
di tal manera que si en realidad antes no lo fué, no puede 
desconocerse que pueda actualmente llegar á serlo. 

Admitido lo primero no es lógico negar lo segundo, Para 
resolver si existe ó no cosa juzgada respecto de la reclamación 
del actor, basta examinar los antecedentes judiciales del 
caso, 

En los autos sobre juio arbitral traídos ad off&tUM vi- 
dt ndi, á i" :iVíl v. y se halla el lando pronunciado, el cual 
resuelve: Primer": 'Que la* cuotas adeudadas aun por servi- 
. cío de aguas cornea tes y cloacas anteriores al primero de 
« Julio de IHi»I, corresponden al gobierno de la Nación», Se 
gando: «*¿ue la empresa & compañía de las Obras de ísalubri- 

• dad debe devolver al líxmo. Unbíeruu de la Nación todas 

* las sumas que haya cobrada por aer vicios de cloacas y 
< uguas corrientes desde el 1* de Julio de iHítl» Como se vé, 
el tribunal arbitral resuelve de una manera precisa y uetu la 
cuestión relativa a la propiedad de las cuotas adeudadas por 
servicios de aguas corrientes y cloacas, Notilieado el laudo 
arbitral, la compañía arrendataria presentó el escrito de l. 
47:i solicitando aclaración. Cómela compañía debía devolver 
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las sumas cobradas, pedía al tribu mil que declarara si la res- 
titneióu debía hacerse t£*ré&M (k diuxihn dé l<>* f/U»to8 (Iv vX- 
plotaáón y de cohrtiMU.* «Asi debería entenderse,, a^re^iba 
« la compañía porque el funcionamiento de las obras y la 

* cobranza de los ¡ra puertos impone grandes gasto* que el <~¡o- 
< hieran no ha pagado en forma albina y por cuyo importe 
« tiene privilegio la compañía sobre los iin puestos cobrados 
. dé buena le, según el misum lamín lo reconoce cu sti teree- 

* ra resolución» Ka presencia de esta petición de aclaración 
. «1 irilmnnl resolvió por iiuttuirnidad; «(¿ne el tribunal ur- 

* hUruI en mayoría, se lia pronunciado de una numera clara 
« sóbrelas cuestiones sometidas tí su jui isdiecióu por el onui- 
« proniiso arbitral; no Ib» lagar a lo solicitado, . Deducido eon< 
tra el laudo el recurso de nulidad ante el Juez Federal co- 
rrespondiente, este u» hi/.o lugar ¡i dicl»o recurso por l:i sen- 
tencia de f. iWi, la cual fuá conlinnada por la S. Corte en su 
fallo de r. ivr¿ 

líe esto» antecedentes resulta, pues, clara mente que la 
pretensión relativa ni pago de fuslor* ile explotación que so- 
licita el actor no lia sido antea resuelta y que ttO hay, ¡i su 
respecto, cosa juzgada, Siendo esto así, procede en sana 
lógica que se constituya el Iribuuul arbitral para que se pro- 
nuncie sobre si es ó no procedente en derecho el reclamo del 
BeuOr Medici. 

5* t¿ne por otra parte la cuestión suscitada por el señor 
Medici relativu al pago de los gastos ile explotación encuentra 
su origen rn las cláusulas del contrato tl< rescisión. La 
cuestión sobre la propiedad de las cintras adeudadas por ser* 
vicios de aguas corrientes y cloacas anterior al 1" de Julio de 
18ÍU, surge del art 11 del contrato de rescisión; y la cueslión 
actual está virtual mente comprendida en aquella Si las cao- 
tas adt udadas pertenecen al Gobierno: quien debe abonar lus 
gasto hechos para su prnduccióuV Hsta cuestión esta nu- 
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toral men fe unida A aquella, é implica por consiguiente, una 
diferencia entre las parles sobre el contrato, como lo dice 
el art, \R del de rescisión. 

Por estas fundamentos, y ios ile la seutenteneia apelada 
de t". V¿ bis se confirma, debiendo pagarse bis coatas en el 
urden eausndo. Notiíí quese con el <n ii;itia! y devuélvase; re- 
pdiigase el jKipel ante e! Inferior, 

.1 Uf/c 1 I) fío jas. - , I tiffvl fc- 
rni/rtt Corita. — Fnt arinco 
B. Astigueta. 

KAl.l.u !JK U\ SlTKKUA CO»TK 

itataM Atrü, Abril a it^ tMÜfc 

Vistos y Considerando: 

(Jnc lo Nación no ha solicitado el rechazo de la demanda 
t]t: f. i en el cnneeplode ijiir tmi arregla al nrt. I* del con- 
trato de rescisión untori/ndo por la ley tuiin. '¿771 y apro- 
bado por la ley núin. 'íiiHi, debería discutirse y decidirse en 
Ufl solo juicio arbitral bis cuestiones que surgiere entre ella 
y la «I lóenos Aires Water Supply and. Uruimaqs Cnmpnny 
Limited, relaeioiuidas con dicho contrato. 

<¿m\ [n>r el i'oiilrario en el eserito de non testación de l\ 
IH se sosi-uvo la improcedencia de las pretensiones de don 
Juan !í. Mediei; como cesionario de la componía menciona* 
da, alegándose que no bahía en el contrato de rescisión eláustl 
la nipona ile que emergiera la obligación del fíohiernu de pa- 
irne ¡i aquella las sumas abanadas por la misma á los Ingenieros 
II, [tate man y Uia á titulo de lionoraríns por la inspección 
técnica de las obras ó ijne se redero el juicio; y que existía 
cosa juzgada respecto al cobro de la partida pn medente de 
gastos de explotación de d ir bus obras, 
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(¿ue pur lu ([iie lince á lo primero; ¡i hotmrat'iiiM tte inspec- 
ción técnica, su reclamo su futida necesariamente en que 
ellos un fueron tomados mi mienta é incluidos mi Iuh sumas 
que la Nación de bia entrega r á lu compañía, eu mimpliuieutu 
del eontrato tle rescisión. 

(¿tic cual quiera que haya sido el motilo de esa exclusión 
si eu realidad ella tuvo lugar, los honorarios referidos que- 
daron asi, por error, ó deliberadamente, fuera del coa trato, 
y en consecuencia, de la. jurisdicción extraordinaria establecida 
mira dirimir tai cuestiones ó diferencias que pudiera sus- 
citarse, en lu que constituía los objetos expresos ó implícitos 
ó incidentales de (al contrato, eou preseiudeneia de otros; 
vale decir, cu las cuestiones posibles acerca de la ¡nieligeü- 
cío y ni canee de lo convenido y no las concernientes ú lo 
que pudo ú debió estipularse y tle lieolio no se hizo, pues de 
otra suerte los Arbitros babrian quedado ron vertidos en jue- 
ces de todos los puntos regidos por las leves niiiu. 
2771, 27íll¡ y decreto de Julio 22 tte |8S0, en vez tíe estar 
limitada su misión ú los previstos eu el art. IH de lu última. 

(¿ue el cobro de gastos de explotación se relaciona, eomo lo 
observa acertad u mente la sentencia recurrida de l". 7£¡, con 
el art. 1 i del preiud icatio contrato de rescisión siendo indu- 
dable que su admisibilidad ó inadmisibilidud, del punió de 
vista de la cosa jugada ó de oíros, corresponde al fondo del 
asunto y debe ser resuelto en la jurisdicción especial creada 
por voluntad de las parie<>. 

IV r estos runda me n tos y los roí ico ni antes de la sentencia 
de f. 70, se continua esta, sin especial condenación en eos- 
tas por haber sido u pelada por ambas partes. Notifiques* 
con el original y repuesto el papel, devuélvanse. 

A. Hkiimkjo —Octavio BunQJt~ 

NlCAMUlU. OKI. tíoLAli. — M. I\ 
UaKACT-C- MOTAKU G A01TÚA, 
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FvrviHtti i 'ti (JcntMl Argentino vtmlrú l't MnnicipfíUdu'l 't< l 
Rotaría* BitbH i tu ■tutstttnrhuttltifttif *(<■ un ¡tuesto y ifvmhi- 
i it'tn *i" ttinm'o. 

Sumario.— I* Kl utiiij^résti Imeieudü uno de la facultad ijué le 
áuitis^üa i*l inüfeo 1¡¡ del artículo Ii7 de la Ooiistjuieit'iu. lia 
exonerado A la eLii[it*erf:i <lel Ferrocarril Central Ar^t:uHtn* 
Jim- el tirtftíillo i - du la ley de '14 ¡le M»yo de lSii:i. tn> «olu 
de tus impuestos misionales, siun lamió hi de los ¡mi vine i li- 
li» y inouieipales, no siendo, de este pinito de vista, in- 
eoustitucioiml la referida ley. L;i empresa del Kern uuirril 
Central Argentino puede rópetí'í el 1 ni portó de lúa imuuei- 
t*»ü paludos á la ¡tf uuiüipalidad del llnaario, úuii'iimenle 
desilt* La [Ve lia cu t¡iii* iniliierc p rotulado de los mismos, 

2" Ks improcedente La rceusumou deducida contra los minia- 
mta ile la Suprema Carie después de Lh conclusión del plei- 
tn y sin haberse uÍMervudo las lunuul litada impuestas por 
la fey. 

Vmo. — Lo BX|ilÍL-an las piezas siguientes: 

SKKTKKCH |>Er 4UKZ i>K SKCCHIS HKI. H0SÁK10 

RojíiIo, Muyo 11» ilo IWt. 

Autos y Vistos: los seguidos por la empresa del Ferrocarril 



Central Argentino, contra la » icipatidnd de esta ciudad, 

por devolución de una (tuina de diaero, que dice haber pugndo 
por error, en diferentes cuota* y étnica* á esta Última por 
concepu. de impuestos e^nf«|p»% y de los cuales resulta. 
Que coa tediad de JuíUi thfJ ano ÜUI. S e presenta el PfOc* 
radar d..n liberto (í .re StfÜafl en rcpreseutiición de la em- 
presa del Ferrocarril Central Argentina, entablando formal 
demanda, contra la man ieipotidaíl de esta ciudad para ijue se 
condene á esta ultima á devolver la suma de ,m7o pesos, con 
•m flavos m.h, á cuya cantidad atienden los impuestos pe 
lia pagado. 

%m el trihunnl, para determinar su competencia, corrió vis- 
ta de la demanda al sen.ur Ajenle f-Ysoal, por decreto de fe- 
cha '¿7 del mismo mes y oñ... habiéndose expedido este funcio- 
nario admitiendo la jurisdicción y competencia de este ju¿- 
fíud». en virtud de .jue, con la demanda deducida, se preten- 
de hacer valer un derecho j está «lireelu y expresamente 

fundado en una ley del Uoii^reso. 

(¿no con fecha 1 \ del ule* de A^ost.., el jugado proveyó 
corriendo traslado de la demanda á la municipalidad, reser- 
vó ndoric pronunciarse solire su competencia al dictar sentencia 
deJiuitivii, 

Que evacuado el traslado por la parte demandada, esta 
reconoce en su memoria de f. 77 v. todo derecho a la empresa 
para pretender .pie se le devuelva la suma de dinero que se 
reclama, fundada en «1 i versas circunstancias de hecho y con- 
sideraciones de derecho. 

<¿ue detpués de llamadas autos, se abrió esta causa ú prueba, 
produciéndose por ambas partes las que creyeron convenientes 
a sus derechos, y que son: por la empresa, la que corre de f. 
!J1 á f. 97 y por lo municipalidad la de (. 98 á f. 131. 

Que llenados los tramites ulteriores cou perfecta sujeción a 
lo ley proeesul, el juzgado llamó autos para definitiva; y 

7 



Considerando, en cuanto a Incompetencia: Que con arreglo 
al inciso I o art. ¡fe 1 ' de la ley de 14 de Setiembre de 18U.Í, la 
Justiuia Federal, es competente para conocer en todas las cau- 
sas en que estén interesadas las leyes que haya sancionado, 
ó sancione expresamente el Congreso. 

Que en el presente caso el fundamento de la acción deduci- 
da, es una ley de la naturaleza, preiudicttdft en el consideran- 
do auterior, en virtud de la cual y suponiéndola violada, el 
demandante ha interpuesto su acción. 

Que es indudable entonces que por raaón de la materia, el 
conocimiento de esta causa corresponde a la Justicia Federal. 

Considerando, en cuanto ¡í lo principal: Es evidente, aten- 
tas las constancias de autos que en la presente litis, no se lia 
puesteen telada juicio la constituoionalidad de las ordenan- 
zas relativas al alumbrado barrido, macadam, etc., o me- 
jor dicho las atribuciones de la Mnuipalidad como entidad 
institucional, crenda con fines puramente comunales, para 
imponer tributos en el orden de los intereses que abarca su 
esfera de acción, en cuya clasej' categoria'se deben de incluir 
las ordenanzas mencionadas. 

Ut que se discute por el actor y ha sido replicado por la 
parte demandada es que la municipalidad no tiene derecho á 
retener la cantidad de 58475 pesos con *-¡0 centavos m^, que 
la empresa) ha oblado en concepto de varios de esos impues- 
tas, por gozar de un privilegiojespecial de exención, consagra- 
do por el art. l".del contrato de concesión, cuyas bases i'ue- 
rou sancionadas por .la ley del * Honorable Congreso de la 
Nación de Techa 23 de Marzo de I8t*í 

Siendo esta cuestión la que por otra parte es, con rigurosa 
sugeoión i lo alegado y probado por las parles, liuye natural 
y lógicamente, como consecuencia lo siguiente: Que su so- 
lución hay que buscarla en el alcance jurídico que tiene y 
debe tener el art 4" indicado, y que forma parle de lo estí- 
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potado y convenido en «I contrata de concesión, celebrado 
entre la etn prestí constructora ilel ¡fétfpo Carril y el P¿ E. 
de In Nación. 
Descendamos, par consi-ruiente, si este estudio: 
El art. 4 o del contrate de mncesión referido dice textual- 
mente: *Liks materiales, útiles y artículos que fuese nece- 
sario importar del exterior para la construcción y uso del 
Ferro Carril, serán libres de Imlo derecho de introducción du- 
rante el períqdo de 10 unos. Así mismo las propiedades del 
Ferro Carril y sus dependencia* serán libres de todo impues- 
to ó contribución piir td mismo tiempo,» Véase Registro Na- 
cional, f. <i2l¡. 

Desde luego, puede sostenerse, como una verdad une se 
evidencia de pin- sí misma, que el artículo transcripto y en la 
parte que es pertinente al caso sjtb jndhi\ú sea en sus úlli- 
mas enunciaciones, admite sin violencia itfía solución prtm(f\ 
fariv perfectamente racional y Jurídica. 

¿Cuál es ésta? veauies. 

No puede negarse, porque túú re^ln* de interpretación 
de asentimiento universal; que cuando las leyes ó los con- 
tratos están concebidos en términos tan claros que ellos se 
exprese bien claro y expresamente la voluntad del legislador 
ó de los con trayentes, según Ioj casos, nu se debe eludir su 
tenor, á pretexto de penetrar en su espíritu. 

(¿ne las palabras deben entenderse b» misino en las leyes 
como en los contratos, según su siguí Imación propia ó ntitti- 
ral 4 ó no constar en forma categórica que el legislador ó las 
partes lo entendieron de otro modo. 

Ahora apliquemos. 

Al decirse en elart, í" «<¿ueda así Mismo exlioucruda de 
* todo impuesto, ó cuiiu-Hindón, durante el mismo tiempo, etc. » 
¿qué interpretación corresponde dársele a su* términos, atentas 
las regios antedichas? 
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¿Amplia y sin restricción, como se sostiene por la empre- 
sa de manda ute, ó taxativa ó limitada nomo se arguye por el 
representante de la municipalidad:' 

Se i no l í na el proveyente por lo último en virtud de razo- 
nes que conceptúa concluyen tes. En primer lugar: lis elemen- 
tal que nadie puede trasmitir & otro, mas derechos que los que 
tiene; esta máxima es aplicable lo mismo á las personas ua 
tárales, ú de existencia visible, qued las jurídicas, sean estas 
ultimas purticulares, ó llámense poderes público*. 

Y bien si hemos de aceptar como exacta esta premisa, y 
como cierto el precepto constitucional de que las provincias se 
han reservado el ejercicio de su soberanía en la parte que 
no ha sido expresamente delegada é la Nación, aplicable esto 
mismo, por analogía, á las municipalidades de génesis consti- 
tucional, es claro que el Honorable Congreso de la Nación 
al sancionar este articulo, que conságrala exención fundamen- 
to de la demanda, no hn querido ni podido referirse á otros 
impuestos ó contribuciones, que aquellos cuya creación y ré* 
gimen le corresponde dentro de su capacidad política y consti- 
tucional; vale decir á los que son de órden puramente nacional 
A ser de otra manera se habría consignado *ó el mismo con 
frases claras y precisas, que no existen en el artículo citado. 

En segundo lugar hay que tener presente que en el artículo 
4 o se emplean las palabras «impuestos ó contribuciones». 
¿Y que se entiende por impuestos ó contribuciones? 
Tanto en el lenguage constitucional, como en el económico, 
impuestos ó contribuciones, nosuu ni pueden ser otra cosa, que 
los tribuí >s que la Nación ó el Estado impone para atender 
a sus necesidades, y que recaen ó sobre capitaciones ó sobre 
la tierra, que son los directos, ó sobre los gastos y consumos, 
que son los indirectos. 

No hay otro asunto de imposición en una Nación ó Estado, 
sobre los cuales [Hiedan repartirse. Esto es obvio. 
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Dedúcese tle esto, entonces, que en el art. 4" y en la parte 
que venimos come litando, no se ha podido incluir, u estar á 
sus propios términos, á los llamados inipnestos tuiiiiicipa]e& 1 
pues estus y con especialidad los cine motivan esta emergencia, 
no son tales, si nú simples servicios remunerados, i] ue técnica- 
mente clasificados, se llaman, y deben llamarse lavas. 

Por otra parte, fácil es lijar el sentido pe ríe Ota mente propio 
y natural de los termino* de esta parte del art. 4" mediante 
el auxilio de un ligero exáoieu gramatical. 

151 adjetivo determinativo todos (que se usa en el artículo) 
es sabido que sirve en el rójinieo de la oración píM'a determi- 
nar la extensión que toma el siguí Üóado del sustantivo oue lo 
subsigue. 

¿Cuiíl es la vuz sustantivada, dentro del art. 4' que le sub- 
sigue? 

Impuestos Nacionfttvfi, purgue el sujeto que otorga virtual- 
mente es La Nación luego el adjetivo todos que le precede, 
no se refiere, ni puede referirse si nú á los impuestos de este 
orden, y nada mas. 

Resuelta la cuestión en debate bajo esta fax, que no por 
elemental deja de ser por ello menos decisiva; lia llegado el 
momento de abordarla en su forma fundamental, ó sea bajo 
el punto de vista de los principios constitucionales que ella 
comporta y encierra. 

Duremos cmno bipólesis i|Ue el art. 4 n acuerda el privilegio 
de exención que se pretende por la (impresa demandante. 
Así las cosas, ocurre pregnntnr: 

¿Efl constitucional la ley que lo ha consagrado ó sancionado, 
d repugna á la misma la cunees ion de esta prerrogativa, bien 
entendida si no medió expreso consentimiento «le las partes que 
pueden resultar vulneradas, en sus derechos? 

Coniienxa el proveyeute por admitir que la controversia, 
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aun tomada en abstracto, ó como tesis jíeuuinamente consti- 
tucional, es ardua y difícil. 

Puede asegurarse, sin temor .le aventurar un asunto, que 
mi resulte comprobado, por I:l observación y los hechos, q lo- 
cada vez que se han suscitad» cuestiones de tu índole de la 
que nos ocupa, y que eti mas ó menos han rozado la» rumio- 
nes de equilibrio constitucional, que deben ile existir entre 
la Nación y los Edtados dentro del sistema representativo re- 
publicano federal adoptuilo un la República como régimen de 
su Gobierno, nunca se lian podido uniformar ui las opiniones, 
ni la doctrina. 

Lo mismo en nuestro país que en la Unión Americana, que 
es nuestro mmlelo ünii.slitiicional, están lian lluctuado y llue- 
tuaa todavía, abobando los unos, con Madissoii tierfersou etc. 
pur una tendencia excluyeme, por parte de los listados, y los 
otros con la escuela reaccionaria de Was io.it lio n, por otra 
avasalladora del Gobierno Federal. 

¿Quienes están en lo Cierto? 

Difícil por no decir imposible, es el al Ir tan rio, porque como 
dice Grinke sucede en las ciencias morales, en cuya catego- 
ría corresponde incluir la constitucional, lo iwnitr^ílo de lo 
qne acontece en los exactas. Kn las di ti mas una proposición 
es: o absolui uniente falsa ó a hsoln tatuante verdadera; entre 
tanto en las primeras puede haber y hay frecuentemente una 
mezcla de verdad y de error. 

La verdad y el error pueden hallarse en todas proporciones, 
y solamente cuando la balanza se inclina grandemente á un 
Indo ú otro, es que podemos estar secaros i|ue hemos acer- 
tado al adoptar un partido. 

Por lo demás, la nota culminante alrededor de estos deba- 
tes se dio en la República en el año en las memorables 
sesiones de Setiembre, en las que aparecen colaborando las in- 
telectualidades mas vigorosas del país. 
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En una (le ellas, et General Mitre,' un su "carácter de Sena- 
dor de Ia Provincia para la construcción de su Puerta, for- 
mulaba, con frases elocuente*, apoyado en ranunes poderosí- 
simas su profesión de ié eor^Cuueional al respecto, cajeada en 
sus lincamientos principales, en La Fórmula comprensiva del 
ilustre Presidente Monroe. El Gobierno de la Nación comienza 
donde acaba et derecho de los Erados, única y verdadera 
fuente de soberanía. 

Excusado nos parece demostrar que lo que se lia dicho ó 
discutid» respecto de los Estados ó Provincias es rigurosa- 
mente adoptable ú. las municipalidades, porque cuando estas 
deben sn origen á la constitución, (orinan á la vez y son de- 
rivaciones de una sola entidad: la soberanía. 

Por consecuencia liay que convenir que el punto aún no lia 
sido dilucidado en forma cono! oyen te, estando todavía, en 
suspenso la última palabta de la ciencia constitucional, des- 
tinada á consagrar la resultante como dogma político. 

Empero, ¿quiere decir esto, que la presente cuestión toma- 
da en concreto, no puede resolverse satisfactoriamente? 

En manera alguna, porque cualquier diferencia, por difí- 
cil que se presente, aun cuando ella se sustraiga al imperio 
de i a ley expresa, no debe lií puede eludirse su solución por 
el magistrado llamado á decidir, máxime, cuando como dice 
un distinguid» publicista al oeupuree de esta materia, liay un 
principio superior que rige tas acciones de los hombres; una 
ley suprema que gobieruu las relaciones de los listados, y los 
poderes respectivos entre sí. Ese principio y esa ley es la ló- 
gica de las instituciones libres. 

Porque dentro de la corta pero fecunda vida de nuestra 
instituciones, se lian producido diversos casos, más ó meaos 
análogos al que nos ocupa, provocando los mismos ia formación 
de un cuerpo de doctrina, suficiente para ilustrar amplia- 
mente la materia. 
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T porque lo mismo la Constitución Nacional como la de la 
mavor parte ríe las provincia* federales, y «:oti especialidad la 
de la provincia Santa Vé ofrece tonto por su texto, como por 
su espíritu abundantes elementa de convicción. 

Es pues bajo el influjo de estos antecedentes é i ni presumes 
que entra el proveyenie á resolver la cuestión suscHuda, en 
su t'&z trascendental. 

Supuesto que el art. 4" en su Última parte consagra el 
privilegio um pito que se pretende por el actor, seria esto 
conforme con la Coastil ación? 

Piensa resueltamente que nú y aduce en apoyo de sus té- 
sis las siguientes razones* 

NmJie seria uaadn deeconpver que las Municipalidades, de 
loa Estados ó Provincias Federales, cuyo conjunto forman 
la Con fede ración Argentina, son instituciones de creación 
nelameale constitucional, es decir que deben «ti ntieimieutu 
ú origen álu expresa voluntad del pueblo argentino, libre y 
drli Iterada mea le manifestada por el órgano genuino de sus 
eoastituciiines. Art. .V y KU de la Constitución Nacional y 
de la Constitueión déla Provincia de Santa Kc, en lo que 
atañe al easo en cuestión. 

Si esto es verdad, lo es asi misino, y como una eonseeueu- 
cia que estos son y deben ser penadamente autónomas en 
el sentido de que, no obstante de coexistir dentro de la Nucióu 
y el KstJiiio, gozan y deben de gozar de una independencia 
absoluta, que las sustrae ile toda primaeia respecto de estos 
Últimos, en lodo aquello que constituye su esfera de acción, 
No bay autonomía posible hiera de esle círculo de ideas, y 
pensar lo contrario sería crear an dualismo político incompa- 
tible con la naturaleza y tendencia de las instituciones que 
hemos adoptado. 

Y bien: uno «te los atributos propios de toda autonomía, 
tomado este concepto en su signilieactóll amplia y general. 
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tratándose de un» institución surgida con propósitos perfec* 
lamente dcliuidos, como ea ñau municipalidad es el derecho 
indiscutible é iudiscuiidn de formar su renta pura hacer 
frente i los gastos de aduiíuistrticción, sin Otras limitaciones 
que 114 iift I iiH qae Fe imponen sus cnrtas orgánicas, que de- 
lien estar todas ellas ene uad radas dentro de la Constitución. 

I*nr consecuencia, si una municipulidad crea un impuesto 
sometiendo a su contribución ñ los habitantes del municipio, 
ejercita y practica, un derecho inalienable, que ningún otro 
poder, creado por la Cuntí loción puede desconocer ni hollar 
sin invadir atribuciones <|ue no le ci>ru¡ieleu incurriendo en 
expresa y Angra 11 te vi« dación de nuestro Cúdigo Político fu 11- 
d a mental. 

Entonces y aplicando esta argumentación al casa snh jndice 
tendríamos 4 ne si el Honorable Congreso de la Nación, hubie- 
se acordado 'a exención de los impuestos municipales á la 
empresa ileniandanle, hubria extralimitado sus facultades, 
atacando derechos imperativamente garantidos, y salvaguar- 
dados por la suprema ley de las leyes, la Constitución, 

Es vcrdarl (pie se arguye en contrario que el Honorable 
Congreso puede conceder ese privilegio, en razón de la alta 
prerrogativa que le acuerda el art- lu de la constitución, sia 
que para ello necesite requerir el asentí miento de las uní - 
tiícipalídades, ni aun de los estadas, en bis asuntos que pue- 
den afectar intereses de su soberanía domestica. 

Pero: ¿se esta en la verdad constitucional al interpretar 
en esta forma el poder del Honorable Congreso, en luquete 
relaciona con esta materia? 

El proveyente entiende que nó pues piensa que ese pod ;r 
ó facultad debe üe entenderse, en lo que se relaciona, ion 
el dominio eminente que corresponde á la Nación en el Te- 
rritorio de la República, pero respetando todo aquello i¡ue 
forma los atributos de las soberanías locales. 
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tin este punto, sí bien la teoría argentina avanza sobre la 
norteamericana, que es esencialmente restrictiva, no por ello 
resulta invasora. 

Así pues el Congreso puede acordar concesiones para la 
construcción de líneas terreas donde y 0%ando estime inás 
conveniente, y estimular con recompensas y privilegios Los 
capitales que para ello se empleen, pero todo girando en la 
órbita de sus intereses, y sobre la base del reconocimiento 
de las leyes jurisdiccionales de los Estados. 

Por otra parte hay que tener presente y con esto el prn- 
veyente rinde un homenaje de respeto d loa cong resales 
que sancionaron la ley-contrato en discusión, que es contra 
todo concepto de buena administración el acordar prerroga- 
tivas, estímulos y premios sancionando leyes que importan 
un verdadero despojo, como serta si se admitiese, que el au. 
4 del contrato-concesión exime á la empresa de todo tributo 
municipal déla naturaleza de los que nos ocupan; porque des- 
pojo serie, el privar á una comunidad, en beneficio de un 
tercero, de los medios necesarios para llenar los linea de au 
existencia. 

Y tan conforme es este razonamiento non el texto y el 
espíritu de la disposición constitucional antes citada, que el 
misino Congreso que sancionaba la ley - concesión & la vor del 
Ferro Carnl Central, cuando se trató de espropiar la tierra 
para cumplir con las bases de lo pactado, encontró que era 
perfectamente ajustado á los principios fundamentales del de- 
reeho federal, que la expropiación de estase hiciese en virtud 
de leyes propias, dictadas por las legislaturas de las provin- 
cias á quienes interesaban, iu que en efecto se hizo tras una 
larga y laboriosa negociación entre el Gobierno de la Nación 
y los de las provincias mencionadas. 

Y este respeto á las soberanías locales sube de punto, si 
se piensa que el mismo Gobierno de la Nación no obstante 
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su alta representación, no Re ha considerado (tes<»k»l i^ailo de 
pagar, v lia pagado en electo lu cuota i¿ue Ib eorretquiude 
abonar de hiIoc^iií naili> ¡hh* los edi linos que snu de mu nru pie- 
dad en i'stii ciudad, y que han sido túnel i cholos bou esta 
mejora. 

Y ¡i esta altura de ta cuestión encuadra, como de molde 
una consideración, que aun cuando es ni tu simple ¿re» realidad 
un di-ju de tener su fuerza eficiente, como argumento en el 
debate. 

INn* demás, es subido que ta» empresas ferroviarias, que se 
han implantado eu el pati, y oun especialidad la del Central 

Argentino Limitada, por las excepei iles circunstancias que 

la aó$«ipauaron, Erna contribuido de una numera poderosa al 
engrandecimiento de la república, suprimiendo distancias, y 
hiu-ieudo desaparecer el desierio i|ite retHrduh» su natural dé- 
se» volvimiento, 

Ksto, y dar porsenladn que empresas de esta índole encar- 
nan en sus propósitos ta noción del progreso, importa ser una 
sola y misma atirinaeión, 

Y bien: ¿Es racional pensar que cuando se solicitaba por tos 
f;es í ores del Ferrocarril Central, la concesión que debía hacer- 
se viable y este en concurrencia, con et Honorable Colorean 
la acordaba en forma Amplia y generosa, entrara y entra lu 
en los cálculos de la t" y en la mente délos últimos, el ob- 
tener y conceder un privilegio que andando el tiempo y en 
definitiva debía fíe resolverse, como se resuelve en electo eu 
un ohstrueioniamo sistemático al mejoramiento ediliciode esta 
ciudad, que ha sido y es la sede principal de sus operaciones 

Interpreta intenciones el pro vey ente con cnterio sereno y 
ánimo reposado y sin vacilación responde: No es dable ad- 
initir esta hipótesis, <ó» Inferir gratuito y profundo agravio á 
los promotores y continuadores de esta tibra, concedida y eje- 
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catada, sí bien con propósitos comerciales, tambitín con e vides, 
te» tiues de progreso. 

Por último ¿(¿iié dice la jurisprudencia respecto de este 
asunto? 

Diversas resoluciones, emanadas todas ellas de distintos tri- 
bunales, se citan tanto por el actor como por el demandado 
en pní y en contra de sus pretensiones. 

Hecha selección de estas por el prnveyeule, una sola encuen- 
tra que sea de estricto aplicación al caso &t>M j mitre por su 
completa aualogia; y es la ijue se registra en la série $* tomo 
47 de los fallos de la Corte. 

Por este, que resultó confirmado por la Cámara de Paz, se 
absuelve ú la municipalidad de la Capital Federal, en una 
demanda, que por it;ual concepto al que sirve de fundamento 
a eatu acción dedujo la empresa del Ferrocarril del .Sur. 

fón ambas instan cías, o inciden tal mente en la Corte Suprema 
á donde fnu llevada, por reputarse contraria á la ley especial 
sobre ferrocarriles, se consagró en síntesis lo siguiente. 

Que el privilegio de exención solo comprende los implícalos 
nacionales y que aun con prescinden cía de estos, en los im- 
puestos no deben de comprenderse, ni estar comprendidos los 
impuestos municipales, pues estos son simples remum raciones 
de servicios. 

Considerando en cuanto á lo que se dice dad » en pago de lo 
que no se debe. 

Fijado como resulta en los considernndos anteriores el de- 
recho de las partes en presencia de la contienda que motiva 
fundamentalmente estos autos, parecería ocioso, entrar á ocu- 
parse de este punto. 

Sin embargo es deber del proveyente el verilearlo porque 
se ha alegado lo contrario como excepción por la parte de- 
mandada. 

Ea un principia elemental en materia de derecho procesal 
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que el nombre ti ulasilicaciún déla acción, en nada modifica en 
tesis general el derecho que puede existir, y mucho, más cuan- 
do de los hechos surge u la ra y bien definida la (i ti ación de este 
Último, 

Ksto no obstan le, hay casos de excepción, y estos se pro- 
ducen, cuando por el precepto de la ley se establecen previa- 
mente loa extraíaos que la determinen. 

V bien: con estas consideraciones ó la vista se pregunta. 
¿Puede decirse, con verdad, que la suma que ha pagado la 

empresa á la Municipalidad, constituye un pago de lo quena 
se debe, y que eu tal concepto es susceptible de repetición? 

En manera alguna, porque para que este en su se hubiese pro- 
ducido habla sido necesario que la empresa hubiese hecho el 
pago por error y que lo pagado no se hubiese debido. 

Y este error uu ha existido ni U a podido existir, pues como 
se dice con toda precisión por la parte demandada, el de he- 
cho queda descartado por sí mismo, pagando ¡i ta munioipa- 
tulad; y el de derecho porque lo pagado es en cumplimiento 
de una obligación impuesta por una ley vigente. 

Pero ¿quiere esto decir que si la cu usa de la obligación no 
existiese la empresa no había podido reembolsar lo pagado en 
tal concepto? 

Lejos de eso. Había estado en su perfecto derecho en virtud 
de ese principio fundamental de justicia superior 4 toda ley 
de forma, que no permite que nadie se enriquezca con lo 
ajeno. 

No hay por consecuencia pago por error y la devolución que 
se exige debe entenderse como la resultante de Una COnditÍQ 
sinc musa. 

Por estas consideraciones, fallo delinitivameute en esta sata 
de amlie -.cías, dee tarando al tribunal compélante, para enten- 
der en esta causa; y en su consecuencia resuelvo: rechazar la 
demanda interpuesta por la empresa contra la municipal i ilad. 
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con expresa decía ración de que lo pagado es en razón de una 
acreencia, legítima; cun cosías. 

Ent/tnio Pttccio, 
mmmütÁ tía la üáhaim kkukhal dk ai'Klauiox 

P*r*n¿, Abril l Ja lDt>5w 

Vistos y considerando: 

<¿ue el presente juicio la empresa del fr'erro Carril Cen- 
tral Argentino demanda la devolución de impuestos que le 
ha cobrado la municipalidad de la Ciudad del llosario, adu- 
ciendo como único fundamento paru ello que, |>or la ley de 
su eoncesióu, está eximido de toda contri luición ó impuesto 
ya sea nocional, provincial ó municipal, y por su parte» la 
municipalidad demandada pide que se recüacen las pretensio- 
nes del autor; 1* porque la ley que iuvoea este no le acuerda 
semejante privilegio; porque la municipalidad al cobrar los 
impuestos cuya restitución se le exige, ha «lirado «ejercitando 
« lejítimas y exclusivas facúlta les de p i ler público que ia- 
t viste autoridad constitucional y legil al establecer los sur- 
tí vicios é impuestos correspondientes de pavimentación. b¡t- 
* trillo y alumbrado de las calles del municipio tí que se 
t refiere la demanda*; 3» porque el impuesto municipal es 
de carácter esencial mente remuneratorio y no puede equipa- 
rarse á los impuestos fiscales á que La ley de concesión del 
bVrrro carril se refiere indudablemente; -1" porque la acción 
de repetición de pago indebido no es procedente en el presen- 
te caso, desde que la empresa ha pagada los impuestos vo- 
luntariamente y con plena conciencia de su derecho. 

I¿tte para fijar el alcance y significado del art. 4" del con- 
trato de concesión del Ferro-carril demandante que dice 
así: «Los materiales, útiles y artículos que fuese necesario 
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« importar del exterior para la construcción y uso exclusivo 
« del Ferrocarril, serán libre» de todo derecho de iutruduo- 
« cíón durante el período de 40 anos, aaí mismo la propiedad 
« del Ferro Carril y sus dependencias serán libres de toda 
• contribución ó impuesto por el mismo término;» el tribunal 
estima i ud i s pe o sable resolver precisamente la cuestión de 
saber si el H. Cunares.* de la Nación ha podido acordar en 
este caso, una exeención temporaria de impuestos no so Ja- 
men te misionales, sitió también de cualquier otro carácter, 
porque dados los términos generala del artículo trnuscripto 
i|ue exceptúa «de toda contribución ó impuesto* á la empre- 
sa demandante por el término de cuarenta artos, su alcance 
solo podría restringirse A los impuestos nacionales, como se 
pretende por En parte demandada, si cu realidad el Congreso 
no tuviera facultad para acordar una excepción general de ira- 
puestos ya sean nacionales ó uó porque eu tal caso debería 
presumirse que al decir <todo impuesto ó contri buoioaea» 
únicamente hizo referencia á Los que podia legalmente dis- 
pensar al Ferro Carril y no pretendió ultrapasar sus facul- 
tades constitucionales; en cuso contrario, debe estarse á lo 
preceptuado por el art. Ni del C, C en su primera parte, que 
hace obligatoria para los jueces, la aplicación de la ley, se- 
gun su letra, sin ampliar ni restringir el precepto claramen- 
te formulado en ella, so pretexto de i interpretar su espíritu . 

Decidida esta cuestión en el sentido deque el Congreso no 
tuvo facultad para exceptuar y en consecuencia no exceptuó á 
la empresa demandante de otros impuestos 6 contribuciones 
que las ñau onales, la acción deducida en este juicio falla, 
ría por su base, desde que la demanda no desconoce la cona- 
títucionalídad ó legalidad de las ordenanzas que lian estable- 
cido los impuestos cuya devolución reclama, siuó que se pre- 
tende exceptuada del pago de los mismos en virtud de una 
ley de privilegios. Resuelto el punto en sentido contrario, 
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quedará establecido que dicha ley eximió al Ferro Carril de 
todo impuesto ó contribución 'cualquiera que sea el podei* 
que tas esta 1)1 exea y en tal caso quedaría la ni bien resuelta 
la tercera cuestión propuesta pur lo parLe demandada ó sea 
ai los arbitrios ó derechos fjue iui ponen las municipalidades 
para firmar su renta, deben conceptuarse comprendidos en 
los términos del privilegio acordado al Ferro Carril Contra I 
Argentino pur el urt. 4 ' de su concedió .i; porque las palabras 
«impucitos ó contribuciones, se bao usado en el sentido ge- 
neral de carga, imposición ó tributo que es la acepción usual 
da esas palabras aun en el tecnicismo jurídico y es evidente 
que en tul excepción, están comprendidos todos los tributos 
cualquiera que fuere su naturaleza y aun cuando sean renu* 
me ratonas, calillad que puede siempre atribuirse más ú me- 
nos remotamente á toda especie de impuesto desde que su 
producido se destina ú sufragar toa gastos del gobierno y 
administración que garanten al contribuyente los beneficios 
del orden social, el goce tranquilo de su propiedad y el li- 
bre ejercicio de sus derechos. 

(¿ue es indudable que según nuestra curta fundamental, 
las provincias ejercen todo el poder no delegado por ella al 
Gobierno Federal, se dan sus propias instituciones locales 
y constituyen su gobierno político y comunal con prese i n- 
deneía del poder central de donde se deriva la facultad que 
tienen de imponer contribuciones dentro de los límites de su 
jurisdicción, con idéntica autonomía; pero hay un orden de 
poderes y facultades concurrentes que la Constitución ha 
atribuido al Gobierno Nacional asi como á los gobiernos lo- 
cales, facultades que ejercitadas por el primero no pueden 
ser desconocidas, ni oshtaculi^adas por los segundos en nin- 
guna forma (art. 'M C. Naeiunal). A esta especie de atribu- 
ciones pertenecen las consignadas en el inc. ili del art. 07 
por el que se acuerda al Congreso, proveer lo conducente á la 
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prosperidad del país y al adelanto y bienestar de la* pro- 
viudas, promoviendo u ese electo la industria, la inmigración 
la construcción de canales navegables y ferro caniles, ta 
introducción de capitales extmngero% etc, por leyes protefr 
favo* rfa esto* fines y ptr conceswneA temporales de privile- 
gios y recompensas de estimula; sin perjuicio de que las pru- 
vinehis eti su estera puedan impulsar su progreso lúe al por 
¡dónticos medios, (art, 107 <J, Nacional). 

Que la l*ueultad del Congreso para otorgar privilegios tem- 
porarios por los motivos y a los fines indicados en el ine, 
lü del art. 03 de ta constitución, nu tiene otru límite como 
lo ha establecido la Suprema Curte en un casu idéntico al 
actual, ijtie el de la temporalidad del privilegio, no solo por- 
que su espíritu uu ha podido ser otro, dada la na tu ral eza de 
la atribución ncurdadn, que no pudría ejercitarse debidamen- 
te si ul mismo tiempo no se le hubiera concedido al Poder 
Central umplht libertad en la elección de los medios para 
hacerle electiva (Fallos S. C. Tomo «3 pág. t£7). 

Cuando se dictó nuestra caria tunda mental la taita tic po- 
blación y de comunicaciones rápidas y seguras entre las 
provincia^ abstraían el progreso de la República y consti- 
tuían uuu amenaza permanente para su existencia misma, 
de aquí que los constituyentes convencidos de que las pro- 
vincias por sí solas no estaban en condiciones de remover 
estas causas de atraso y perturbación y proveyendo á los 
medios de poner en práctica los altos pru pósitos consignados 
uu el preámbulo de la constitución dejaron de lado exclusivis- 
mos doctrinarios y modelo.') iuadaptubles ó nuestro país en 
aquel momento histórico y confiaron al Oneroso el encargo 
contenido en la clánsuK cotHtilucioual que estudiamos, 
invistiéndolo en consecuencia de los pulieres necesarios 
para cumplir ese mu mi alo en toda uu amplitud, aún 
á despecho de los propios gobiernos locales, sin otras restric- 

8 
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clones que las consignadas en !a misma Constitución, siendo 
pur mu* que 1» Suprema Corte decía en til fallo ya citado: 

* fci pues para fines de Gobierno de política, ile reglamenta* 
i otón del comercio interprov ¡acial ó siinpleiuente como medio 

* de estimulo para promover la oonstruoeiúu de un Ierro-carril 

* el congreso cree conveniente acordar el privilegio de la 

* exención del pago de impuestos lócale», esta disposición * o- 
■ ría perfectamente constitucional porque el I» uo importaría 

* si nú el ejercicio de una facultad del Congreso cuyas Leyes 

* priman sobre cualquier disposición contraria que pudieran 
i contener las coustÜuciones ó leyes de provincia. Resolver 

* lo contrario seria reconocer en Los gobierno-i de provincia 

* la facultad de anular ó entorpecer loa efectos de la legisla- 
< cióu del congreso en cuanto ella se dirige ú los objetos pre- 
« vistos ¡'ti el iuo, ll) del art. (>7». 

t¿ue por otra parle, el Congreso al conceder un privilegio de 
exención de impuestos ú los linea del inciso lti del art. (¡7 fie 
la constitución, y u sean ellos nacionales, provinciales ó piuuj* 
oi pales, no ataca ría en ningún caso la autonomía de las pro- 
vincias, niel indiscutible derecho que los gobiernos provincia- 
les ó municipales tienen de dictar leyes y ordenanzas de im- 
puestos para furuiar su renta, si nú que, creyendo necesaria la 
concesión de aquel privilegio para dar impulso á alguna de 
las obras de progreso á que dicho inciso se relie re, decide en 
virtud de las facultades que le han sido acordadas, sustraen 
las personas ú las cujas á la acción de esas leyes, colocándolas 
bajo la jurisdicción nacional 

4¿ue la jurisprudencia de la Suprema Curte está en un Lodo 
de acuerdo con las consideraciones anteriormente expuestas, 
pues á mas de la extensa y fundauienlel sentencia que se re- 
gis ti a en el T. 4¡H púg. 227 ya citada, que estableció que el F. 
C. C. A., estaba exceptuado del pago del impuesto de Cou- 
tribuuiún Directa á la provincia de Santa re, se han dictado 
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otras en distintas «Spoeas y en las que aquel alto tribunal sos- 
tiene idéntica doctrina como ser, la de fecha 11 de Mayo de 
1901, en el juicio seguido entre el mismo ferrocarril y la mu- 
nicipalidad de Villa María, por la que se declaró que la ley de 
concesión del primero, exceptuaba su propiedad y dependen 
cias de todo impuesto, aun municipal, y condenó á ta mu ni- 
nicipalidad a devolverle lo que le liabia cobrado por derecho 
de l/nea para la cerca de su estación en dicha Villa; el del T. 
32 pátf. 31H que resolvió que las tierras donadas al F. C. C ( 
A., á uno y otro costado de la Wa, no estaban exentas del 
pajío de Contribución Directa á la Provincia de Córdoba, 
porque solo gozaba de ese privilegio e | ferrocarril su via y de- 
pendencias necesarias, no las demás propiedades de la com- 
pañía; y por lin las del % 18 pág. ¡Jlfly m que declararon al 
lianco Nacional exento de todo impuesto provincial entreoirás 
razones, porque era «una institimión nacional sajela exelusi- 
varnente ó la jurisdicción de la Nación y fuera p()t - lo tanto 
del alcance de la jurisdicción de ¡as Provincias» cuya facul- 
tad de imponer contribuciones «se limita á todo aquello que 
exista bajo su au toridad ó que es de su propia creación pera 
no puede extenderse Á los objetos e instituciones autorizadas 
por el Congreso como medios a propósito para el ejercicio de 
los poderes conferidos al Gobierno General.» 

El fallo del T, 47 pa*. m que es el Único que ta sentencia 
apelada encuentro nplicnul-j al caso sub jndire no contradice 
en lomas mínimo la uniforme jurisprudencia recordada, pues 
en él la Curte se limitó á establecer que el art 55 de la ley 
de 18 de Setiembre de I8f!2 invocada en el juicio por el F. C. 
del Sjtd, y que eximia de Lodo impuesto nacional á las pro 
piedades muebles é inmuebles que constituyen los ferrocarriles 
nacionales, estaba derogo p( ,r otra ley y en todo «aso, no 
comprendía en la excepción á los impuestos municipales -se- 
f/ún un propio texto u ¡os anktednttvs legislativo* que á H 
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m refieren, lo que prueba que se trataba de un caso absoluta- 
meóte diverso del que motiva este juicio, siendo de advertir 
que ese fallo ni siquiera contiene la declaración que se le 
atribuye, de que los impuestos ni un i cipo les so.n remunerato- 
rios y por ello no puede considerarse comprendido en una exo- 
neración genera) de i m puestos, pues donde se sostuvo esa teo- 
ría, fué en la sentencia de 1* Instancia, que no fué confirma- 
da por la Suprema Corte por sus fundamentos, sinó por otros 
muy distintos, como acaba de verse. 

Que una ve/, demostrado que el K. C. C Argentino ha si- 
do por la ley de su concesión, eximido de todo impuesto ó con* 
tribución nacional, provincial ó municipal, por el término de 
cuarenta anos, falta solo resolver la última de las cuestiones 
propuestas por la parte demandada ú sea si es verdad que el 
Ferrocarril referido, pagó sin protesta los impuestos cuya de- 
volución demanda y, si el hecho de no existir esa protesta po- 
dría motivar el rechazo de su acción. 

Que según la jurisprudencia de la Suprema Corte para 
que proceda la acción por devolución de impuestos indebida- 
mente cebrados, en virtud de una ley inconstitucional, es ne- 
cesario que haya mediado protesta por parte del demandan- 
te al efectuar el pago, salvando sus acciones y derechos para 
reclamar el reembolso, pero como ha dicho en su reciente 
fallo (21 de Junio de 1901; Miguel Porta y Antonio José Pujol 
V. Provincia de Unenos Aires) »ello no es contrario al art. 
c 781 del C. Civil, porque las disposiciones de este son «le 

• aplícacióa inmediata á los actos rejidos en su causa, forma 
« y efectos, por el derecho común y solo subsidiariamente se 
■ entienden á las relaciones entre la administrnción y los gp- 
i bernados que forman la materia del derecho público» por 
i loque «la repetición de lo pagado por error en las retacio- 
> nes de derecho privado fundada en el principio de (pie nadie 

• puede enriquecerse á costa de otro, no es aplicable con la 



• misma amplitud de la ley Civil á tus relaciones del indi vi- 

• dúo cou el estado e» lo re Orenle á i ni ¡mes tus, porque estos 

• pueden ser considerudua emito el equivalente de servicio» 

• prestados a la comunidad y su tuouto se determina por el 
< iie los gastos que esos mismos servicios exigen al lisiado y 

• que en una forma ú otra tienen que ser satisfecho* por el 
contribuyente. > 

(¿ue en el presente caso, esta doctrina es de aplicación aun 
más estricta si se tiene en cuenta que el K. C. C. Argentino, 
no pretende de que la Ordenanza en cuya virtud le cobró la 
Municipalidad del Rosario los impuestos en cuestión, fuese 
inconstitucional, si nú que ella no le era aplicable por razó» 
del privilegio que lo exceptuaba de toda contribución, priví* 
legio que sé Un reconocido enjuicio repetidas ocasiones pues 
en este caso, el pn^o hecho sin reservas y durante un largo 
espacio de tiempo, presumiría necesaria me n te la renuncia par- 
cial y voluntaria del privilegio, en cada vez en que efectua- 
ba nquel. 

(¿ne el F. C. U. Argentino no ha probado su afirmación de 
haber reclamad» oportunamente de la Municipalidad la devo 
Ilición de las sumas pagad** ó esta á que se refieren los re- 
cibos de ti :i á f. 41 inclusiva ni consta que huya salvado e 
ninguna forma su acción á repetirlas y en consecuencia, n„ 
tiene derecho para hacerlo, 

Que no sucede lo mismo con los pagos de que instruyen los 
documentos de í¡ 45 ú 58 inclusive que según lo demuestran 
las anotaciones que aquellas llevan al dorso y las escrituras 
públicas de f. 59 y 111, han sido protestadas debidamente por 
la empresa notificándose las protestas al Intendente munici- 
pal quién nada objetó á los hechos que en ellas se relacionan, 
limitándose a manifestar «que el pago que se exigía al F* 
rro Carril, era en virtud de una ordenanza en vigencia que 
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él na podía modificar, por lo que debe declararse proceden- 
te en fstfi parle la devolución que s e demanda. 

Por estos fundamentos se corilinna la sentencia apelada de 
f. 150, en cuanto no lince lii^ar ú la demanda respecto é la 
repetición de la suma de HliOO pesos á ijue se refieren loa 
recibos de í'. ;í f. i» inclusive y su U revoca en lo demás, 
declarando que el F. C, C. Argentino fué exceptuado parla 
ley de au canceaióti, de toda impueülu ó coutrihuciüu cuaU| lite- 
ra quesea su naturale/. i y cnad-f ian Lo ca o míeoueaeia á la 
municipalidad del Lloiiirio á de vid ver á «lie lia K ai presta den- 
tro del término de 10 dios, la suma de I78óá pesos S20 cáu- 
lavns iiaciunales de curso lejjal, con i utaród ó estilo de banco 
desde la fecha de su coiiro por aquella, sin especial conde- 
nación en costas por uo hulier triunfado en absoluto \i\n pre- 
lejisiuues del actor. Húmase suher y repuesto el papel devuél- 
vanse. 

Jasó Mnrth, —Nemesia Gotuá- 
ífí(liijo): Fortunato Cabterim. 

DlCTAJtBN UKl. SKÍOlt l>KOCFKAl)OI1 OKNKHAL 

Buen-.» Aire. Julio 24 ám IMS. 

Suprema Corte 

Como I» dice el recurrente á f. 4, y cuino consta de autos, 
la municipalidad del Rosario ha dicho de inconstitucional idad 
del art. 4" de la ley de concesión del Ferrocarril Central Ar- 
gentino de Mayo 23 de IBitt, en cuanto dispone que la propie- 
dad del Ferrocarril y aua dependencias serán Ubi es de toda 
contributi&n ó impuesto por el término de la concesión. 

Su atenta el apelante la inconstitucional ¡dad de eae precepto 
legal, fundándose en que estundo reservado á las Provincias 
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el derecho de crear y percibir impuestos, á los fines de su 
institución, uiih I ** v congreso no podiu impedir su ejercicio 
en determinados casos, sin tintar el artículo lüi y siguientes 
de la Constitución Nacional. 

Tal cuestión, así presen inda se reduce á establecer si el 
Congreso de la Nación lia podido ó uó dentro de sus facultades 
y at sancionar el art. 4" do la referida ley núm. ¡M, eximirá 
la empresa conjesinnaria del Ferrocarril Central Argentino, 
de tuda contribución ó impuesto inclusos los provinciales y 
simplemente municipales. 

Con sujeción al inc. L(¡ del art. <¡7 de la constitución, corres- 
ponde al Congreso, entre otras atribuciones, la de proveer h 
conducente á la prosperidad del pata, al adelanto y bienestar 
tic tudas Utft provincias.., promoviendo la construcción de fe- 
r roí arriles... por leyes protectoras de estos fines y por conce- 
siones tempftrates de privilegios y de recompensas de estimulo. 

Por el inciso VI del mismo artículo de la Curia Fundamen- 
tal déla República, el Congreso tiene la atribución de reglar 
el comercio marítimo y terrestre. . de las provincias en- 
tre sí- 

Y bien pues, para satisfacer ea el coso, tales propósitos d e 
gubierno, conducentes & reglamentar el comercio interprovin- 
cial y a proveer e impulsar el bienestar y prosperidad de la 
Provincia de Santa Fe*, así como et de las otras por cuyo te* 
rrítorio corre el Ferrocarril Central Argentino el Congreso lia 
creído conveniente sancionar el art. 4" de la ley de concesión, 
(pie acuerda el privilegio temporal de la exención de todo 
impuesto, comprendiéndose virtualmente los de carácter na- 
cional, provincial ó municipal. 

De manera que, tal precepto legal encuadra perfectamente 
dentro de la letra y espíritu amplio y evidente de los inc. 12 
y Ni del ar«. €7 ya citados, debiendo por ende, primar sobra 
cualquier ley local ó municipal, que sancionen los poderes 
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deesas Provincias, de acuerdo con el art. 31 de la Constitu- 
ción. 

Si la Nación ha dada al Gobierno General la facultad de 
promover la construcción de Ce rrocar riles, por concesiones 
lem ^orales de privilegios y recompensas de estimula sería 
hacer i ni posible su realización, si las facultades impositivas 
de l»s gobiernos provinciales ó délas muñía pal ¡Mes pudie* 
ran sobreponerse a tules liues, haciendo primar sos leyes, en 
facultades y deberes que la coiislitucion ha confiado expresa- 
mente á aquel Gobierno 

Y su ciiterio de aplicación no puede mndilkursc, bajo el 
pretestü de que las municipalidades cobran impuestos como 
retribnción de sisryíuíoa presiadns, pues por mas que toles 
servimos puedan afectar al municipio, nuncii pueden ser de 
tal magnitud que sirvan de obstáculo al fomento de una línea 
ferré» en el territorio respectivo. 

Eu tales conceptos, pues, el Poder Monicipal del [Insano, 
que es parte integrante del Gobierno local de Santa Vé no 
puede, tratándose ile ferrocarriles interproviuciiiles, giranti- 
dos por las rentas de la Nuuión, desconocer una facultad cons- 
titucional expresa, aplicada al ferrocarril Central Argentino, 
que es un de ios mis tMtm agentes de nuestro progreso y 
que, por los servicios públicos, cuya creación mas ó menos 
a.opüa, se delie á facultades propias de la soberanía nacio- 
nal. 

Por estas breves consideraciones las concordantes que obran 
eu autos y en la senteucia recurrida de f. "220 á 228 vuelta» 
así como eu armonía con los principios establecidos en el fallo 
que se registra en la pág, '¿¿7 del Tomo liH; en el de la pág. 344 
del T, í» y eu otros de los fallos de V, E., pido á V. E. se 
sirva declarar improcedente la articulación de inconstitucio- 
nal i Ud promovida por la municipalidad del llosario, contra 
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el articula \" déla Ley contrato «le concesión del Kerrornrril 
Central Argentino, de Mayo %i de ISíiH 

Julio Botet, 

KALLO DK l.A SI'lUlItlJA COUTK 

Jític Airei, Abril A k- Itwn. 

Vistos y Considerando: (¿ue Begáa el inciso ll> del art í»7 
de la Constitución Nacional, el Congreso de la Nación esta 
facultado pura dictar leyes protectoras de ln íu migración, la 
navegación, la constitución de ferro carriles, la colonización 
y otros objetos ctindiieentt'sa K prosperidad del país, por me- 
dio de concesiones temporarios, de privilegios y recompensas 
de enl.ímul"; siendo o na de estas concesiones la que se invo- 
ca por la empresa del Perro Carril Central Argentino, y que 
consiste itn la exoneración temporaria de todo impuesto á las 
propiedades de eé&e y sus dependencias concedido por la ley 
de 23 de Mayo de 18:; \ Aprobatoria del contrato celebrado 
con el empresario Walwritfh para la constr necio ti del F. C- 
0. Argentino. 

Que se^úu los términos amplios del art. V de la ley efe 
tada y los altos propósitos i|tie el legislador t vo en visia 
al dictarla es fneradeduda y así lo lia reconocido la jurispru- 
dencia de esta Corte, qué al exonerar du lodo impuesto á la 
empresa ha comprendido no soto los impuestos nacionales sitió 
también los provinciales y municipales; pues si solo se hu- 
biera referido á los nacionales muy poco ó nada había conce- 
dido, tratándose de una linea (jne debía atravesar el terri- 
territorio de varías provincias y municipios, caso de 15 de 
Mayo de 1901.— Municipalidad de Villa Alaria (Córdoba) v. 
Ferro Carril Ceutral Argentino, sentencia de Noviembre de 
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1902 de la Cámara Federal de Córdoba en el déla Alunici|ia- 
lidad de esa ciudad v. el mismo Ferro Carril. 

Que de acuerdo ctin ln dioho, no es procedente la alegación 
de inconstitucional ¡dad de lu ley recordada y ijne ge ha for- 
mulado en lu con testación iJe la demando. 

Que por lo tanto; loa impuestos de limpieza, alumbrado, 
barrido ,v macada ornado que ha establecido y cobrado la 
tu uuic i pal i ilad demandada á la empresa, huu nido contrarios 
á tita dispo iciimes de la ley y Constitución Nacional citada, 
que son de aplicación preferente y uo pueden , en conse- 
cuencia, llevarse ú electo (urt. ai de la Constitución Na- 
cional ). 

Que no obstante, y para que la empresa pueda ejercer el 
derecho de repetición de lo indebidamente pagado, es preci- 
so que no haya cousentitlu los referidos pa^os, y que al ha- 
cerlos liaya protestado de su ilegalidad, según tu tiene resuel- 
to esta Suprema Corte en rejMítidos fallos y principalmente 
en el de Porta y Pujol v, Provincia de Buenos Aires, de 21 
de Junio de 1901. 

Que eoiuo se vé de los documentos de f. 3 á 58, estos pa- 
gos se han venido haciendo desde 1891, hasta 19DI, siendo 
asi q ue solo eu este año aparece haberse protestado los mis- 
mos, de donde se deduce que únicamente las sumas entre- 
lineas á la lecha de la protesta ó las posteriores, pueden que- 
dar amparadas por ella y ser repetidas como indebidamente 
abonadas. 

Que según lo hace constar la sentencia apelada, los pagos 
que están eu condiciones de ser repetidos son los que constan 
»ai los documentos de t, 44 ú 55 y que ascienden á la suma 
de 47HÜ5 pesos, !¿0 centavos n*h. 

Por estas consideraciones y la de la sentencia apelada de 
í.r¿0 y siguientes y del dictamen del señor Procurador Ge- 
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neral dé T. 48, de este expediente, se la euiilinua con eostas. 
Hágase saber y repuestos los sellos devuélvanse. 

A. Hkhmkjo. -Octavio Bohqh.— 
C. JIoyako IJacitúa. 

El representante de la municipalidad de! Rosario presentó 
un escrito mu ni Testando que su representada pidió en tiempo 
y forma que este asunto lucra resuelto por la Corle integra 
ya que una de Ins señores Ministro* estaba legalmente impedi- 
do de intervenir en el juicio con arreglo al art, 43 i no. y de 
la ley 50; que desde el momento en que la integración lia si- 
do pedida por umi de las parles, solo el Tribunal ¡alegro for- 
ma Opifle y puede pronuuciar sentencia válida; que con sorpre» 
sa ha coNoeido el voto aislado que bu merecido este asunto á 
lies ile los señores Ministros y mi puede aceptar como «cuten- 
cía del juicio la opinión personal emitida por ellas en el ex- 
pediente sobre lo* puntos que se discuten en el pleito, antes 
de ser estudiada y Tallada la causa por lus cinco ministros que 
constituyen el tribunal; que la opinión emitida por tres miem- 
bros del tribunal ea causa sulieieute para que su parte los 
considere legalmente inhabilitados para Tallar la causa en su 
oportunidad; que su parle insiste en que no hay sentencia 
sino cuando el Tallo ha sido pronunciado p»r el Juca, en el 
caso la Curte integrada; que recusa con causa á lus señores Ber- 
mejo, Uunge y Moyano Gaeitúa y atenta la inhabilidad que 
aleda al doctor Daract, por haber sido anteriormente abogado 
de la empresa, pide sea integrado el tribunal. 
La Suprema Corte pronunció el Tallo siguiente: 

FALLO UK I.A SrrilKJlA OOETH 

Daon^s AlrM. Mtril 21 Ha Un*}. 

Vistos y Considerando: Que la recusación deducida cuu- 




tra los miembros de esta Curte que han suscripto la sen- 
tencia corriente á f. 51, no es procedente y debe ser dese- 
chada de plano, por halierse deducido después de ta conclu- 
sión del pleito, y un haberse observad » las formalidades im- 
puestas por la ley (art. l Zti y 1S de la ley Nacional de Pro- 
cedimientos.) 

Que respecto á la petición consignada en el otro si del memo- 
rial de f. 33, se manifestaba eu ella que, por haber sido 
abobado del Ferro Carril, al iniciar la demanda uno de los 
señores Ministros de esta Corte, no podía integrarla para resol- 
solver el juicio y que, por esa misma causa, se pedia la in- 
tegración. 

Que la expresada petición importaba una recusación con 
causa de uno de los miembros del Tribunal, y á ella se su- 
bordinaba la integración del mismo. 

Que no era el caso de acceder al segundo extremo de esa 
petición, desde que la recusación que la motivaba no podía 
ser tomada en consideración, á causa de haber sido promo- 
vida sin las solemnidades leales, á lo que se agregaba, que 
presentado ese memorial de I', 33, debia fallarse, sin más trá- 
mite, el pleito pendiente, eu los términos del art 8 de la ley 
nú m M):>.\ (art. 2ti Ley Nacional de Procedí míen tus; Fallos 
tomo 41, pag. 3*i.) 

Por estos fundamentos, no lia Lugar á Lo solicitado. Moli- 
fiqúese original y repuesto el papel devuélvanse. 

A. Hkküiíjo.— Octavio KrsuK.— 
C. Moyavo lUcm'iA 
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CAUSA XXXII 



Extradición solicitada por las autoridades del Imperio Ale- 
mán, del sujeto Emilio Bey er man. Invidente sobre en- 
trega de dinero, 

Sunwrio.—El dinero en cintrado en poder de no reo requerido 
por las autoridades del Imperio Alemán, no puede ser entre- 
gado para cubrir los gastos ocasionados por su defensa. 



Caso.— Lo explican las piesus siguienle»; 

vísta TtKL nacAL 

Señor Juet. 

Como el señor Ministro del Imperio Alemán, al pedir la 
extradición del procesado Iteyerumn, ha solicitado al mismo 
tiempo la entrega del dinero que se encuentra en su poder y 
como lu Suprema Corte lia ordenado en su resolución de 
f. 7ti, la entrega del reo conjuntamente con tus bienes que le 
han sido secuestrados, considero que V. S. nu debe ordenar 
la entre-a de fondos que pide el defensor Dr. Torillo. 

DUiambre >l do IW5. 



> 



Carlos Federico fienites. 



Al'TO DKL JUEZ UE SECCIÓN 

Uaon-K Aircí. Diciembre do tM)& 

Autos y vistos; Y considerando: Que por el art. «51 del 
Código de Procedimientos en Lo d .¡nal. Lodo requerido debe 
nombrar su defensor letrado para que lo patrocine. 

t¿ue la disposicióu mencionada preso pune ijfl e por tal mo- 
tivo aquel queda autorizado á efectuar los gustos indispensu- 
bl es á su defensa; trabajo ijue necesariamente debe ser remu- 
nerado en La forma y práctica establecidas para lates rasos. 

Que la argumentación formulada por el señor Procurador 
Fiscal, se funda iududableineute en la disposición del artículo 
UTO del Código citado; pero es de advertir que díeUo artículo 
se reliere á loé éfftuius ótlineroque el reclamado hubiere hur- 
tado cu país exn aligero y á aquellos que pudieran servir 
pura la consta tacón del cuerpo del delito, lo i|ue no ocurre en 
el caso sub jud toe. 

Por esuis fundamentos, no obstante lu dictamJiiado por el 
señor Procurador Fiscal, líbrese el oficio solicitado para la 
entrega de los fondos pedidos. Repóngase el papel . 

Francisco fí. Astif/ucta. 

AVTO DK IrA CÁUAUA PUUBRAL IMí APELACIÓN 

Quon»( Air»-*. Kiiom K de 

Y vistos: |>e acuerdo con la jurisprudencia establecida pur 
este tribunal en los autos seguidos por el Dr. Arturo Cunovi, 
en la causa de extradición del sujeto José Costa y el prece- 
dente dictamen del sector Procurador Fiscal de la Cámara, se 
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revoca el auto apelad» de f. 100 vuelta. Nutifítiuese y de- 
vuélvase. 

Angel Fcrret/ra Cortés,— Juan 
Atfmtin García (hijo),—An- 
¡frt D. Hojas. 

DICTAMEN líEL SEÍtdK IMIUCI'K A IHIH (¡KNKHAl 

Duon-i ÁUti. Abril 7 de IP06. 

Suprema Corte; 

Tu man do en cuenta el presente recurso interpuesto y can- 
cedido purel inferna- á £ LU, el <|it», si biea afecta en cierta 
manera las erudiciones legales de la extradición otorgada en 
e) caso por V. Ií.; envuelve un» revisión de la sentencia diu- 
tada á f. 76 -revisión i¡ue es de tiitln punto improcedente pru- 
voeada en la manera que lo lia *ido, y dada la (¡nueza de 
las sentemos dictudas por V. & 

Eu talss conceptos, repito que V. E. debe considerar mal 
otorgado este recursu i|uk. de prosperar envolvería la revisión 
improcedente a que Ole lie referido, y pur ende rechazarlo eu 
todas sus parles 

Julio lióte t. 

FALLO HE LA St'PHKMA COKTH 

Bata* Airu. Ábrfl 7 de IW*. 

Vistos y Cunsiderando: 
El fundamento aducido por la Cámara Federal de Apela- 
ción respecto á la procedencia del recurso, y en cuanto al 
fondo, lo resuelto por esta Corte al 11 nal de la parte dispo- 
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Biiivft de su sentencia de f. 7(i, de conformidad con lo esta- 
blecido en los artículos (Míi y ü7U del Código de Proeediuiien- 
toa en lo Criminal, y en atención á las constancias de autos 
con relación al delito imputado al requerido, se continua, 
oido el señor Procurador General, la sentencia apelada de 
f. iOtí. Notifliiueae con el original y devuélvanse. 

A. Übrmbjo.— Nicanor G. drl 
Solar, — M P. Daract.— C. Mo- 
ya no Gaciti5a, 



CAUSA XXXI II 



Berro Carril Gran Oeste Argentino conita ta Diremión de 
Ferro Carriles Nacional™, ¡>t*r da-ohvdón üfé tma mulla. 
Recurso extraordinaria. 

Samaría: Alegándose paru fundar mi recurso extraordinario 
que el artículo üíí inciso 4" de la ley de ferrocarriles miiu. 

es contrario al articulo IS de la Constitución y resul- 
tando ijue el recurrente Iki sitio oido y se iia defendido en 
los procedimientos ante la Dirección Genernl de Ferrocarri- 
les, no existe en el sub-judice, caso concreto de desconocí- 
«liento de un derecho ó decisión contraria al misino, y de- 
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¿aparece el fundamento del recurso autorizado por el art. 
11 de la ley 48. 

Caso.— Lo explican las piezas siguientes: 

SKNTKNCIA líKL JUEZ DE SECCIÓN 

■ 

i)«n-n Ais os, Jallo rt d. 11104, 

Y vistos, estos autos para sentencia, de cuyo estudio, resul- 
ta: t¿ue don Aveliuo llolón, por el Ferrocarril tima Oeste Ar- 
gentino, se presenlii judicialmente demandando ú lu Dirección 
de Ferrocarriles Naeiomiles por repetición üe la toma de cin- 
co mil pesos 111 ii é intereses importe de una multa impuesta 
á la compañía por el procedimiento que establece, la ley núm. 
2HT,i de '¿4 de Noviembre de IHlU, todo á mérito de los stguíeu- 
tes l'u adamen tos: 

Sostiene que la imposición por parte de la Dirección de la 
multa impuesta, es arbitraria, y quu el título cu virtud del 
cual ella ha sillo ejecutad», es perfectamente inhábil y nulo; 
y loes porque la ley de Ferrocarriles que autoriza & la Di- 
rección para imponer multas y para cobrar su importe por .a 
vía de apremio es rúan i tiestamente inconstitucional bajo dos 
aspectos: en el fondo, porque inviste ú una repartición ad- 
ministrativa con una facultad privativa y propia del I*. Judi- 
cial y en la forma, porque viola la base elemental de todo 
procedimiento. En sin tesis sostiene, que el Congreso no lia 
podido investir á la Dirección de Ferrocarriles con la facultad 
de imponer multas: que la empresa no ha podido sin* multada 
sin el debido juicio unte el Juez competente; que en conse- 
cuencia la resolución de la Dirccccióu un causa ejecutoria ni 
es título hábil para privar á aquella de la suma cuya repe- 
tición demanda. 
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Que fundado en lo expuesto y de acuerdo con lúa artículos 
18 y 95 de la Constitución Nacional, solicita se provea como 
lo solícita en el exordio. 

Que el doctor lielisario Sara vía, por la Dirección General 
de Ferrocarriles Nacionales, evacuando A f. 43 el traslado 
conferido, sostiene: que la ley de Ferrocarriles eu nada re- 
pugna ni es contraria al texto y espíritu de la Constitución, 
y que la nulidad que se invoca por el actor tiene solo por 
causa el no distinguir la diferencia fundamental que existe 
entre la jurisdicción ordinaria y la administrativa, motivos 
por el que pide el rechazu de la acción con cosías. 

Que recibidu, la causa á prueba para la justificación de lus 
hechos controvertidos, no se ba producido por las partes prue- 
ba algaua, según resulta del certilicado del señor Secretario 
de f. 57, ni se ha alegado de bien probado, por lo que esta 
causa ha quedado así en estado de fallo delínitivo. 

Y considerando: Que dada la naturaleza y Ibnua como se 
ba iniciado el presente juicio, corresponde resolver, si la 
multa impuesta á la empresa del Ferrocarril Oran Oeste Ar- 
gentino por la Dirección General de Ferrocarriles y por el 
concepto ó motivo que instruyen los autos respectivos, y uuya 
repetición se solicita es ó no procedente, por ser inconstitu- 
cional la ley 2873, que la autoriza. 

Que, resolviendo dicha cuestión, tenemos, que si es verdad, 
que el art. 100 de la Constitución Nacional, por razones óbvius, 
atribuye el conocimiento y decisión de todas Las causas que 
versan sobre puntos rejidos por las leyes de la Nación á lus 
Tribunales Federales, y que en ningún caso el P. Ejecutivo 
puede ejercer funciones judiciarias, también un es menos cier- 
to, que estos preceptos legales y de orden constitucional se 
refieren á la jurisdicción expresamente delegada ú aquellos 
tribunales, ó la jurisdicción propiamente ordinaria. 

La jurisdicción administrativa es una prerrogativa <M Po 



der Administrador, y sí, comn lo dice Colraeíro, Tumo 1- pag, 
1Í3 la Administración careciera ile facultades para explicar sus 
actos, decidir los reclamos que suscitan sus providencias, re- 
solver las •! iidii . y dificultades relativas á su ejecución, si nó 
pudiera remover los obstáculos que opusiesen a su marcha un 
interés legítimo 6 el derecho de un tercero, no tendría líber- 
tad de acción, y sin ella en el órdeu político, ni en el orden 
moral puede ex i gíbele responsabilidad alguna.» 

La jurisdicción ailministrativa es, pues, un derecho inhe- 
rente al Poder Ejecutivo en su carácter de administrador, 
para conocer y resolver los asuntos de su competencia ex- 
clusiva, y esa jurisdicción propia y necesaria no compr etc 

en lo más mínimo y ni roza siguiera, la división, fuadamen" 
tal de los poderes del estado, como que tiene un limite que 
los separa. Encuadra en tas facultades del poder administra- 
dor, la recoudacióu de sus rentas, la aplicación de las peías 
pecuniarias que las leyes y reclamen tOB de policía, y otros ra* 
n-os de la administración pública establecen dentro de los li- 
mites de su potestad, y sio ese poder, como lo dice el autor 
citado, se entorpecería La marcha de la administración, com- 
prowetiendo á cada paso la existencia de la sociedad y del 
Gobierno, con la interrupción de los servicios mas i ntppr [an- 
tes para la seguridad de! Estado. 

Para que tengan fueran y eficacia administrativa los decretos 
que el Gobierno expide, es indispensable que resida en la ad- 
administración la expresada jurisdicción, pues, por ella ad- 
quiere facultades para apartar los obstáculos que se opongan 
á la ejecución de sus actos, porque como dice Leferrier, ci- 
tado por Caravantes, administrares no solo ejecutar, si nó de- 
cidir las dificultades de ejecución y juagar las diferencias que 
esta provoca; y agreda, que, si es:i facultad ye concediera al 
orden judicial, se atentaría contra la independencia y libertad 
de la administración, y se paral haría fa acción rápida, tan 
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necesaria al poder administrador, por los tramites lento» y 
prolijo* de Los juicios ordinarios, Goyena, Febrero reformado 
—Tomo U» pág. 580, sostiene, que si hieu la apüeación de las 
leyes penales compele á la autoridad judicial, siu embargo la 
autoridad administrativa, en cíe tos casos, en que el castigo 
va unid» estrechamente á la conservación de las cosas de in- 
terés pu hilen, puede aplicar penas pecuniarias y corporales 
en uso de su potestad disciplinaria- 

Todas las reparticiones dependientes del P. Ejecutivo Na- 
cional, como la Aduana, el Correo, la Policia etc., tienen fa- 
cultades propias pura aplicar inultas por infracciones de ca- 
rácter administrativo, sin que por ello se menoscabe y se 
usurpen facultades exclusivas que competen al P. Judicial de 
la Nación, como así lo tiene resuelto el alto P. Judicial en 
múltiples casos, tratando de infracción a las leyes de Aduana, 
Correo, etc. 

Al sancionar pues, el Honorable Congreso Nacional la ley 
nú tu. "¿873 ejercitó atribución perfectamente constitucional, y 
desde que como se demuestra con las constancias que ilustrtin 
el expediente agregado, la empresa multada infringió ta ley 
respectiva, se hizo acreedora á la pena impuesta, la que se 
tramitó con vista del interesado y de acuerdo con las exigen- 
cias del Reglamento de Procedimientos; no siendo, desde luego 
exacto, que la dirección haya Tallado el caso sin forma de 
juicio. 

Por estos fundamentos, los aducidos en el escrito de f. 4'.i, 
y la jurisprudencia en caso análogo de la Exma. Cámara Fe- 
deral pronunciada en el juicio seguido por el Ferrocarril del 
Oeste de Unenos Aires contra la Dirección General de Ferro- 
carriles Nacionales, radicado en la secretaria actuaría, delini- 
tivaiuen te juzgando fallo: 1 Declarando que el art. f»9 inc. 4" 
de la Ley núm. 287H que inviste ú la Uirección de Ferroca- 
rriles Nacionales de la facultad de imponer multas no es re- 



úmtxtwnou. nacional 



13t| 



pugnante ni violatoria de la Cousti Lució» Nacional. 2" Que 
la multa impuesta por did repartición á la empresa autora, 
por los conceptos que instruyen la demanda, encuadra en sus 
facultades privativa» y legales, y desde luego, n procede le 
devolución de su importe reclamado en este juicio, y 3" De- 
clarando que las costas causídicas deberán ser satisfechas en 
el orden causado, en atención á la naturaleza jurídica de ta 
cuestión controvertida y a que no e.viste malicia ni temeridad 
en los actos del vencido. 
Nolifíquese con el original y repónganse los sellos. 

Atfustiu V rdinarra ¿ti . 

SKS'IKSL'I* l)K LA CÁUAKA FKlJKHAI. DE ABLACION 

Doanoi Aira. Juliu » de 1W0, 

Vistos y Considerando: 

l n i¿ne la empresa del Ferrocarril Gran Ueste Argentino, en 
el escrito de demanda, dios que la Dirección de Ferrocarriles 
Nacionales, le ha impuesto arbitrariamente una mulla de 5ÜU0 
pesos ntyh, la cual lia sido ejecutada ante et juzgado de sección 
por el procedí m ieuto inconstitucional que establece la ley 
núm. 2873 de Ferrocarriles Nacionales (art. Ü9iuc. 4°) Funda 
la empresa la arbitrariedad de la multa en que ha sido conde- 
nada sin oiría; y funda la inconstitudonalidad de la ley de 
ferrocarriles, en que ella cuntiere á una simple uiioiua adnii. 
nislrativa, facultades penales que no podría ni aun conferir 
al P. Ejecutivo, porque especial y privativamente han sido 
reservados por la Constitución al Poder Judicial. 

2" Que en cuanto al procedimiento seguido en el expediente 
administrativo, núiu. 848 Letra G, resulta de el que la Di* 
rección de Ferrocarriles oyó á la empresa antes de la iropo- 
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sieión de la multa, la que fué deteiminadu ¡mr haber ésta 
cobrado tarifas mus elevadas de las que correspondía cobrar. 
Del expediente formado con motivo de !a infracción imputada 
á lu empresa se le dio vista por seis dina á los efectos de los 
arla. 4, ü y ti del Reglamento sobre aplicación de multas. La 
mu Un impuesta fué primero de 10,1)00 pesos; pero como la 
empresa reclamase, lu dirección halló motivo de equidad y la 
bajó ¿5000 peso». Vese así que I» dirección llenó loa trámites 
de la ley, puesto que oyó las defensas de la empresa en la 
forma que se acaba de expresar. Luego, por la ley de ferro- 
carriles no se imponen multas sin juicio prévioysin defensa 
de la parte interesada 

El juicio por su carácter administrativo, es sumario: no 
hay otro procedimiento para estos casos. 

El derecho administrativo emana íntima y forzosamente de 
la naturaleza del Poder Público. Como dice II. Hurtholemy, la 
administración, en los actos de gobierno, no pretende ejercer 
ó defender un derecho opuesto al derecho de un par Lien i u r, 
cumple una 1'nución. De aquí surge que tal derecha tiene 
que llenar bu fin por medio de un procedimiento sumario, y 
diciar administrativamente la resolución que corresponda. 

:t (¿ue debe establecerse que el hecho de no figurar en la 
con cesión del ferrocarril Í.Jran Oeste la eláiiBulu penal de 
que se trata, no es un obstáculo para que la haya consignado 
válidamente lu ley de ferrocarriles; porque el Poder Público 
conserva -empre el derecho de policía, que es inherente A 
sus funciones, en garantía del orden socinl y seguridad de 
sus miembros. "Una concesión dice Cooley (edición de Peu- 
ser, pag. Wl)w debe considerarse otorgada bajo condición 
de que la corporación eslará sujeta á Líalos aquellos regía- 
me utos razonables respecto de la manera en que se ha de 
mu nejar el negocio que la Legislatura pueda dictar, con tal 
de que no se opongan materialmente con el goce de sus pri- 
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vi lefios, y que solo sirvan para asegurar loa fines para loi 
cuales lia sido orga ti izada ». 

4" Que de lo expuesto se desprende no ser válido el argu- 
mento de inconstitucionalidad que aduce la empresa contra 
el nrt. (Sí ¡ne- 4 o de la ley de ferrocarriles, por cuanto en 
virtud de una facultad privativa del Poder Público, lia po- 
dido éste dictar la disposición contenida en dicho artículo. Y 
no es tampoco valida la objeción referente á que se delegue 
en una oficina subalterna el imponer inultas, porque siendo 
esto del resorte exclusivo de la administración, la ley ha po- 
dido sin ninguna limitación estatuir Bobre ello. Arl. (J7, inc. 
11, Ib' y 28 y concordantes. 

.V Que aun cuando la facultad de imponer penas Bea del 
resorte judicial— artB. 18 y 95 de la Constitución Nacional - 
ello no obsta A la jurisdicción administrativa. Lab leyes y 
decretos que tengan este carácter, para que sean realmente 
eiicaceB, deben llevar aparejada la correspondiente sanción. 
De aquí lu facultad legal de establecer multas, cuya impo- 
sición corresponde á la rama administrativa del gobierno, en 
el modo y forma que las leyes ó decretos determinen. Estas 
multas no tienen el carácter de penas del derecho criminal, 
si nó de sanciones disciplinarias ó administrativas. 

El actor, en su escrito de expresión de agravio» manifiesta 
que no desconoce en el Poder Ejecutivo la facultad de imponer 
multas; pero que la ley de ferrocarriles á ese respecto es in- 
constitucional, porque la resolución de la Dirección de Ferro- 
carriles que las impone es inapelable. 

tiste punto no ha sido articulado en la demanda ni como 
cuestión de derecho ni de hecho. El actor no alega que se 
le haya negado el recurso de apelación ante la justicia fede- 
ral, contra la resal ución administrativa de que se trata en 
estos autos. Si hubiera apelado y se le hubiera denegado ei 
recurso, podría haber ocurrido de hecho ante el respectivo 



juez de sección y entonces habría sido el cuso de resolver si 
!a resolución administrativa «ra 6 no apelable. No habiendo 
cuestión sobre e*te punto, no es del caso resolver si por la ley 
de ferrocarriles son inapelables las resoluciones imponiendo 
mullas que dicte la dirección de ferrocarriles ó la oficina que 
actualmente hace stis veces. 

Por estos fundamentos y lita concordantes de la sentencia 
apelada de f. Üt>, ae continúan con costas Notifícese original, 
devuélvase y repónganse los sellos ante el Inferior. 

An<jel Ferré y ra Cortés. - Jttun 
A;f tintín Garvín [hijo). -An- 
gel D. Hojas, ■ 

FAM.U OK LA srk'liKUA CQRTB 

Duonoi Airei, Abril T do IMft 

Visto el recurso entablado por la empresa Ferrocarril Gran 
Oeste Argentino contra sentencia ile la Cámara Federal de 
esta capital, en los autos que signe con la Dirección de vias 
tfe comunicación (ant.es Dirección General de KerrocarriI.fi 
Nacionales) por devolución de una molía, del que en lo perti- 
nente resulta: 

t¿ne en bu escrito de f 71, el recurrente sostuvo que el ar- 
tículo Oí), iuo. 4- de la ley núm. '¿H7:i, que sirvió de base para 
la imposición de la referida multa, era contrario á losarla. 18 
y 9."i de la Constitución Nacional, primero porque no establecía 
juicio previo en que puedan bacerse defensas; y segundo, 
porque no concedía apelación directa ante los jueces 

Que la sentencia afielada de f. 81 se lia pronunciado soli»e 
el primer punto, no haciéndolo respecto del segundo por en- 
tender que no halda sido articulado en la demanda 
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Y considerando: 

Que en la memoria de f. 91, el Oran Oeste Argén lino acepta 
implícita rué rite ta verdad del hecho a ti n natío en la sentencia 
de f. 81, de haber sido nido y de haberse defendido en loi 
procedimiento* ante la Dirección General de Ferrocarriles, 
pues se limita á observar que tal audiencia defensa no es 
taba autorizada porta ley 

*¿ue dado este antecedente, !*« entrar en el eximen del 
expedienta administrativo y aun en el supuesto de i|ue la ley 
nú io, '¿873 haya de interpretarle en el sentido de que excluye 
tas defensas de las empresa» ferroviaria*, de hecho, ta del 
ííran Oeste Argentino, no !m sido privada de la garantía del 
art. 18 ile la ley fundamental; lo que vale decir que no existe 
en el suh jwhce, caso concreto de desconocimiento de un 
derecho, ó decisión contraria at misino, y desaparece así el 
fundamento del recurso autorizado por el art. 14, inc. $* de 
la ley nú ra. 48. 

t¿ue en cuanto al segundo punto, ai bien es exacto que en 
el escrito de demanda se eiieiieutrn lo.s conceptos; «¿Puede 
semejante resolución administrativa causar ejecutoria-? (f. G 
vuelta) que, aisladamente, pueden toman e, como una objeción 
ú la ley en orden á la pretendida inapelabílidad de tas reso- 
luciones administrativas, también lo es que al linal del es- 
crito, al hacerse et resumen del mismo (f. 10), se dice: «re* 
salta; 

I o (¿ue el Congreso no tía podido iiivestii á tu Dirección de 
Kerrncur riles, simple o lie i na admiuisi rali va, con la facultad 
de ¡m poner muttas. 

2° (¿ue la empresa que represa nía no ha podido ser multada 
sin el debido juicio ante jnci competente. 

3™ Que en consecuencia la resolución de la Dirección no 
causa ejecutoria ni es título hábil para privar a mi mandante 
de 1h suma cuya repetición demando»; por manera que la 
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sentencia recurrí (Ja está en lo cierto al afirmar que no se 
articuló la aludida cuestión, diversa de la relativa & ta in- 
competencia «le la Dirección de Ferrocarriles para ejercer 
funciones judiciales. 

(¿ue con arreglo á lo resuelto reiteradamente, los tribunales 
de apelación pueden abstenerse de tomar en cuenta materias 
no debatidas en la* instancias inferiores, si consideran que 
4 ello se oponen las respectivas leyes de procedimiento: y ú 
su fez esta Corte, en uso de la jurisdicción que le atribuye 
el artículo 14 de ta ley nilm. 48, no debe decidir las cuestiones 
previstas en dicho artículo, si ellas no han sido planteadas 
oportunamente. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
def. 81, se confirma ésta en la parte que es materia del re- 
curso. Notifíquese con el original y repuesto el papel, de- 
vuélvanse. 

A. Bbrwjo.— Octavio Bukor. — 
Nicanor O. i>kl Solar.— M. 
P Daract.— C. Moyamo Ga- 

CITÓA. 



CAUSA XXX IV 



Pedro de ta Fuente contra la provincia de Buenos Aires, so- 
bre inconstitucionaltdatl del impuesto de guias y devolu- 
ción de dinero. 



B* JDtnoHi MAGIOWAL 
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Sumario.— Negados por la contra parte los hechos aseverado» 
por el autor en ta demanda, y no habiéndole producido prueba 
al- ii na pnr las partes, corresponda absolver al demandado. 

Caso- —Lo explican las piezas siguientes: 



OtCTAÜBW DKL SkSob PRCCHBAOOH OKHBKAI. 

Suprema Corte; 

U demanda de f. 31 deduce la inconstitucional ¡dad del 
impuesto de guias establecido por las leyes de la provincia de 
Buenos Aires, alegando que en el caso mb judíce, ese impues- 
to es violatnrio de las garantías aseguradas en los art. 10 y 
11 del Código Fundamental. 

La provincia de man duda niega á 1. 40 vta todo lo aseve- 
rado por la contra parte y los documentos agregados de f. 1 
á "£>, no constituyen una prueba fehaciente del carácter del 
impuesto controvertido. 

Se impone la recepción de la causa i prueba, como Y. K. 
se ha servido decretar en anteriores casos análogos; pues de 
su mérito resultará si el impuesto en cuestión se ha aplica- 
do al tránsito ó á la producción, y si es por ello constitucio- 
nal ó inconstitucional. 

!. imitándome al punto fundamental, la insconslitucinnuli* 
dad denunciada, debo prescindir de la consideración de las 
excepciones de carácter puramente civil que también opone 
la provincia, por ser estranas á la personería del Procurador 
General y pedir á V. E. la recepción de la causa á prueba 
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para ta resolución en oportunidad, con sujeción al mérito 
jurídico de la que se hubiera producido. 

Jfwro 41 di 

Sabiniano Kier 



PALLO 1IK LA SUPMCMA tiUHTB 

Dutboi Afrti. Abril )T da im. 

Y Vistos: Don Hernadino Pereyra, en represen taoión de 
don Pedro de la Fuente, demanda i la provincia de Huertos 
Aires por repetición de la suma de un mil trescientos vein- 
te y dos pesos noventa y ciñen centavos moneda nacional con 
mas sus intereses, y costas, expresando que esa suma le fué 
cobrada en concepto de m puesto de guias, por ta remisión 
de frutos del país, desde la estación Posso (K. G. del O.) á 
la Capital Federal en los años 1901 y 1902. 

Que esa contribución es inconstitucional, en pugna eviden- 
te con los artículos 10 y 11 de la Constitución Nacional por 
lo que protestó en forma del pago que se le exigía, acompa- 
ñando el testimonio de la protesta debidamente legalizada 
junto con tas guias originales. 

Que corrillo traslado de la demanda el re presentan te de ta 
provincia solicita el reutiazn de ella, con costas, manifes- 
tando. 

Que el impuesto no grávala circulación material sinó tan 
solo los productos incorporados á la riqueza de ta provincia. 
Que en esas condiciones la jurisprudencia lia declarado que 
el impuesto no es inconstitucional. Que no seria procedente 
la devolución con arreglo al art. 7fll inc. 3" del Cód. Civil 
y opone la exención de prescripción. Concluye manifestando 
que niega todo lo aseverado por la contraparte y aun cuan- 
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Jo á ella le corresponde la prueba de sus afirmaciones, la 
producirá por su parte en la medid* que fuere necesaria á 
su derecho. 

Contestado el L ra ala do de la excepción de prescripción y 
oído el señor Procurador General, fué recibida la causa á 
prueba con el resultado que expresa el certificado de f. 18, 
llamándose autos para sentencia con l;t presentación del ale- 
gato de ln parte demandada. 
Y Considerando: 

Que negado por el represen ta Lite de la provincia todo lo 
aseverado por la contra parte, correspondía ú esta, produ* 
cir la prueba de loa heclios eu o,ue fundaba su demanda 
ley 1\ tit. U, part. 3\ 

Que como consta en el certifiL-ailo de | W, el término de 
pruebj se hallaba vencido «no habiéndose producido nin- 
guna, por las partes,» podiendo Agregarse ijue los documen- 
tó* acompañados con la deniunda exceptuando la protesta de 
f. 28 no se encuentran autenticados {ley nú tu. 41 de 20 de 
Agosto de I8i;:í), 

Que fallando así la demanda, por su base que es la prueba 
de los hechos en ijue U funda, se hace ¡necesario examinar 
los demás medios de defensa invocados por el representante 
de la provincia. 

Por estos fundamentos se absuelve ú esta de la demanda 
interpuesta, siendu las cosías á enr^o del actor, Notíf¡i¡uese 
con el original, y repuestos los sellos, archívese. 

A- KeiihEjo.— Octavio Hunoh. - 
Nicanor O. iikl Solar. — M V 
ÍUhact.— O, Muya so OacitOa, 
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CAUSA XXXV 



J«(í« Úhiggeri contra (a provincia ik> Unenos Aires, sobre 
la inconstÜticionalidad Úel impuesto (te ffnitts y ttevottición 
de dinero. 

Sumario —La prescripción pura la acción de repetición del 
dinero pujado por concepto (te un impuesto declarado in- 
constitucional, es la de la acción personal pur deuda exi- 
((ible ii que se reí i ere el artículo \Qll del Cód. Civil. 



Cano;— Ln explican las piezas siguientes: 



VISTA hki. skSoh i'imcruAiMih ukhkhai. 
Suprema Corte: 

Se deduce demanda por devolución del impuesto pugndoso. 
bre cereales y otros frutos de la provincia de Kuenns Aires 
afirmándose pur el demandante á fu. 15, <¡ue el impuesto se 
ha cobrado 4 la circulación, lo que implica su nulidad como 
contradictorio del art. 10 y otros correlativos de la Constitu- 
ción Nacional. 

La provincia de Huenos Airea ftlinni a fs. '¿7, i[tiu el im- 
puesto de sellos para las guias, relierc á la producción, cuyo 
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movimiento garante y asegura sin afectar el hecho de la ex- 
tracción Cuera del territorio provincial. 

Negados en absoluto á fa. '¿9 vta. los hechos asevera- 
dos en la demanda, se impone la recepción de la causa á 
prueba- 
Si de ella resultare que se han cobrado los iiupueítoa que 
denuncia la demanda, gravando los actos de extracción ó ex- 
portación, el impuesto resultarla iiiconstituceional, ante las 
disposiciones de lo» nrt. 9, 10 y concordante de la Constitución 
Nacional; pero si se reliriera á ta producción de frutos en 
el territorio de tu provincia, oou preseindencin de su extrae* 
ción ulterior, ese impuesto cualquiera que sea su forma, re- 
sultaría constitucional ame la autorización acordada á las 
provincias, por los art. 10 i y lüo del misino código. 

Limitándome al punto de la constitucional idad ó incous- 
titucioualidad denunciada, y prescindiendo por ello, de tas 
excepciones de carácler puramente civil, que también opo- 
ne la defensa de la provincia, por ser extrañas á la perso- 
nería del Procurador General, pienso que procedería la re- 
cepción de la cama ó prueba, para la resolución en oportuni- 
dad, eon sujeción ú bus resultados. 

M*ro 3 «U 1*01. 

Sabir iuiio Kier 

rAi.i.o na la siiprhma corte 

fliioooi Ata* Abril 17 d* 1VM. 

Vistos estos autos, de tos que resulta que don Juan Gniggieri 
demanda al Gobierno de la provincia de Buenos Aires, por la 



devolución de la suma de S I8.Ítítt.48 moneda nacional, que 
se ka visto obligado á pagar *(e^i|e el 5 de ti ñero de 18í*i 
hasta el ¿1 del misino mes, en el ano i'Ml, por el impuesto 
de guias sobre ana producios, de niuix, trigo lino y cebada, 
transportadas del Partidude Chivil ■■ ny a «ata ciudad. Sostie- 
ne que dicho impuesto es contrario i'i k Constitución de la 
Nación y á la jurisprudencia establecida en tallos pronuncia- 
dos por esta Corle que cita en su favor y que pura dejará «al- 
vo toa derechos, lia formulado su protesta ante el valuador de 
rentas de Chivileoy, que traía día hacer efectiva, pidiendo, 
además, el pagu de intereses y las costas del juicio. 

Corrido traslado de lu demanda, el representante de La pro- 
vincia pide su rechazo con expresa condenación en costas, 
reproduciendo en su defensa lu alegado cu otras causas aná- 
logas, con respecto á la constituí; i o nal idad de las leyes de im- 
puesto ú que se retiere el actor y ú la necesidad de la protesta 
para hacer procedente la acción de repetición de lo pagado 
en tai concepto. Opone también la excepción de prescripción 
de uno y dos años, y termina negando todo lii aseverado 
por su contra parte á quien dice, corresponde ia prueba de 
sus afirmaciones, 

IHdo el señor Procurador „ General y sustanciada la causa 
por todos sus tráiuiLes, se llamó autos para sentencia a fs. 81, 
después de agregadas las pruebas producidas á que se retiere 
el certificado de fa. 17, y los alegatos presentados. 

Y Considerando: 

<¿ue tratándose de la excepción de prescripción opuesto eu 
causas de idéntica naturaleza, se ha decía, ado constantemen- 
te por estaCorte que, a falla de disposiciones especiales en 
las leyes tributarias solo procede la de la acción personal por 
deuda exigible á que se refiere el art 40211 del Cód. Civil, ta 
que no se ha operado con respecto á las sumas reclamadas 



en la demanda, pot ito haber transcurrido el termino estable- 
cido pur la ley hasta la lecha en que fué deducida, ó sea 
el 30 de Diciembre de 1903, según consta del cargo de 
fs, 18. 

Que por lo que hace al Tundo del asuntóse lia acreditado 
debidamente «un los informes de Ta. 5i y 08, la verdad de 
los pagos verilieadoa por el actor, por las sumas que una a 
de la planilla de fs. ÍKJ i 7i, en razón del impuesto de guias 
4 que se reliere en bu demanda, así como la protesta for- 
mulada por el mismo ante el valuador de Chivilcoy, que ex- 
presa el documento de fs. (50, eu que aparece la reserva de 
sus derechos claramente manifestada. 

Que, en tal Virtud, y dado lo establecido en repetidos fa- 
llos pronunciados en causas análogas, como las de Porta y 
Pujol, Alvria y otros, es indudable el derecho que asiste al 
actor para exigir la devolución de cuanto ha abonado en con* 
cepto del referido impuesto, por ser este repugnante a lo 
establecido por la Constitución Nacional. 

Por estas consideraciones, se declara que el Gobierno de 
la provincia de lineóos Aires está obligado á devolver al de* 
mandante, con sus intereses al tipo de Jos que cobra el Man- 
co de la Nación desde la fecha de la demanda, previa su li- 
quidación, las sumas de diue-oque ba pagado por el impuesto 
de guias, desde el 5 de Enero de IHüi hasta el 28 de Enero 
de 18íKt, que constan de la planilla de fs. b9 á fs. 74, con 
excepción de tas que en la referida planilla, resulta haber pa- 
gado por el movimiento de los productos que expresa, con 
destino al Dock Central y de las que corresponden a loa 
núm. 84,23», 92,083 103.228, 10^.250, 103.290. WUOl, y 
103. 510 que no aparecen justificadas; debiendo las costas pa- 
garse en el orden causado, por no haber prosperado la de man- 
ió 



da en todas sus partes. Notifüjnese original y repuestos lus 
sello», archívense. 

A. Bbhubjo. — Octavio tiirtt- 
08. — Nicanuh G< itKL Solar. — 
M. P. Dahact.— C. MoYaho 

ÜAC1T0A. 



CAUSA XXXV l 



Uve tirso extraordinario deducido de hecho por don José Alaria 
Villar, en la causa criminal que se le sigue por homicidio 



Sumario.— Es i tu proceden te el recurso extraordinario autort- 
¿mío por el articulo 14 de la ley 18, cuando las cláusulas de 
la CunsLitueión Nacional i|ue se dicen cuestionadas se han 
invocado en diligencias posteriores al fallo recurrida. 



Vaso. — Lío explican las piezas siguientes: 
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t 

l'waná. hicicuttro 20 d« IW5. 

Suprema Corte: 

K vacilando el informe ordenado en el recurso de hecho in- 
terpuesto aate V E* por el defensor del reo José SI. Villar 
en la causa Villar-Seguí-Kamirez Á V. E, se expone: 

Producido el incidente entre les nombrados Villar de una 
parte y Se-juí y Ramírez de otru y del que resultó herid» de 
gravedad el legando talleciendo al dia siguiente sin prestar 
declaración ante el Juez, y con simple lesión el primero, y 
practicadas las diligencias de prevención del caso incluso las 
iudagatoriaa de Villar y Ramírez, se dictó á i". 101 del primar 
cuerpo de autos resolución de procesamiento la que en lo per- 
tinente dice á lu letra. 

*l*nr estos fumluuieiittis y los concordantes del representan- 
te del mi Misterio Fiscal el Juzgado resuelve: 

1* Que con ti ii iie la instrucción del presente sumario a los 
efectos indicados 

2' Declarar procesado á José M. Villar por los delitos de 
homicidio en la persona del doctor Claudio R. Seguí, y de 
dinparo de anua de fuego contra Pedro Kaiuirez confirmán- 
dose la prisión preventiva que suíre y debiendo ser trasladado 
oportunamente á la cárcel pública de esta ciudad » 

En sus indagatorias que fueron ampliadas durante el suma- 
rio Villar que con tie.su ser el autor de la lesión que ocasionó 
la muerte de Seguí y Ramírez por su pane se atribuyen reci- 
procamente laoilidadde víctimas sosteniendo ambos haberse 
hallado en estado de legítima defensa: Instruido el sumario 
con las piezas acumuladas á solicitud del acusador público y 
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ll ordenadas de olieio por el Juez y cuando en opinión de 
tlhu se habían agotado las medidas de investigación se pasa- 
ron los autos al Agente Fiscal a los efecto» del art, 3# del Cód, 
de Pruced. que dice: Luego que se hayan practicado las dili- 
gencias del sumario se mandará entregar la causa al represen- 
tante del ministerio Fiscal ó al acusador privado en bu caso, 
para que dentro del término que se le senalurá y que no exce- 
derá de ocho días manifiesten por estrilo, sin raaounr ni fun- 
dar su juicio» 1 La ualilioación que merezca el delito según los 
hechos ftue resultan del sumario, 'i 1 La participación que en 
él haya tenido el procesado ó cada uno de ellos si fuesen va- 
rios. 3" Sí procede elevar la causa a plenario ó sobreseerla y 
en que términos. 4 a Si renuncia la prueba. 

Evacuando la vista el apetite Fiscal A f. hTl vta. del segundo 
cuerpo, dijo: 

Señor Juez: El de ¿nsor de Pobres y menores como Agente 
Fiscal suplente evacuando la visto conferida de la causa seguida 
eonlra don José M, Villar por los de homicidio en la persona del 
doctor Claudio R. Seguí y disparo de arma de luego contra I\ 
Ramírez y contra este por disparo de arma de fuego al referid» 
don José U. Villar mauiliesta á V. S. que después del estu- 
dio de estos autos, conceptuó que se lia terminado ya el cau- 
dal de pruebas testificales eo el sumario con las presentadas 
hasta la fecha. Kn tal virtud solicito 'le % E. 86 eleve esta 
causa a plenario, corriéndoseme vista de ellu una vez que sea 
del caso, á liri de solicitar lo que corresponda.— üuategiiny, 
Noviembre V.i de 1Ü07.— Pedro A. Guindo 0. 

De acuerdo Con ella el Juez dictó el siguiente auto de ele- 
vación de la eausa á plenario y en el cual eomu consecuencia 
ordenaba á ios reos nominasen defensor y que se pasaran al 
Fiscal los autos para la acusación f. 572 vta. y 575 del V 
cuerpo. -Gualeguay Noviembre 13 1907. Y Vistos: üe acuerdo 
con lo dictaminado por el Agente Fiscal suplente y lo que 
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resulta de ñutos declárase terminado el presente sumario ele- 
vando la causa á plenurin y corrí ¿adose vista de la misma 
á m[ue[ funcionario pot el tcrmiun ile ocho días ó los electos 
del art. 5liH del Cód. de ProceU. en lo Gríiuiual. Nombren 
p re vi ttiuente los encausados Villar y Ramírez su defensor, coya 
aceptación comete.— Antonio Medina.— Ante mí: Hernardo 
Ko mensuro. 

Evacuando el acta ilt* acusación el agente Kiaeal uonside- 
raudo como mas verosímil la confesión de Villar i[ub U de 
Kami re/,, pidió para el primero la absolución por haber obra- 
do en estado de legítima defensa y pata el 2" en su calidad 
de agresor la pena de prisión auno reo de disparo de arma 
de fuego contra Villar. A f. 557 2 1 cuerpo se pasan los autos 
á la dele.ti.sn de Ramírez con el siguiente decreto. «Guateguny 
Febrero 5 de 1H9H. Pasen estos autos al abogado del reo lia - 
mirez para la defensa por el término de H días — Antonio Me- 
dina. — Ante iu£: Hernardo Soiuensnro, » 

En su defensa Kaiuirez de actienlo con su confesión sostiene 
la eximente de legítima de fe usa. 

Evacuada la defensa á f. 725 segundo cuerpo se pasa á los 
mismos Unes á la defensa de Villar el decreto dice: Gualeguay 
Marzo 11 de i8t*H. Entregúese esta cansa al defensor de Villar 
doctor Múson por el término de ocho días a los efectos del 
Cód. de Pruced. en lo Criminal. — Antonio Medina.— Ante 
mi: Bernardo Somensnm. 

Evacuándola dice en el exordio de su memorial, f. TU) del 
segundo cuerpo. 

■ Señor Jaez del Crimen '— Ricardo l»ominguez con el domi- 
cilio ad litvm que tengo constituido en legal representación 
de don Jostt María Villar procesado por imputársele herida 
Inferida con arma de fuego al doctor Claudio Seguí de que 
resultó su fallecimiento evacuando la defensa para que me 
fueran pasados los autos en su oportunidad ante V. E. como 
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mas conforme á derecho procede expando que:* En su cuer- 
po aiHtietu la» conclusioiiea del señor Agente Fiscal basadas 
en la confesión de Villar. 

A. & 815 vta del segundo cuerpo evacuada la defensa de 
V i 1 1 ti i- se registra et siguiente decreto: «Oualeguay Marzo 24 
1HÍW. Por evacuada la defensa recibeae esta causa a prueba 
por treinta dina comunes y prorrogares, notificándose perso- 
nalmente á los reos, fórmese Un tercer cuerpo de autos á partir 
desde la foja «47.— Antonio Medina. -Ante mí; Bernardo So- 
mensoro». 

Dura ute el termino de prueba se producen probanzas ipie 
&e acumulan en ÉpN cuerpos de autos. 

De entre ellas, á parle de muchas otras diligencias proba- 
Utrtns solicitadas por la defensa de Villar presentó alrededor 
de cincuenta testigua y opuso taclias ú mas ú mentís veinte y 
cinco de los testigos presentada por la parte de lia mi rea. 

Clausurado el término probatorio se pasaron por su urden 
los aums incluso la parte civil representada por la otra viuda 
del doctor Seguí, para alegar de bien probado. A foja ¿¿Ht¡ del 
primer cuerpo existe la constancia de haberse cumplimentado 
la diligencia respectn de Viilar, produciendo su defensa en me- 
mnrial obrante de fojas 2'¿H7 á 2i;ilt. Producido* los alegatos, 
se falla la causa por sentencia tjue se registra á f. del 
«"cuerpo, La ijue consagrando las conclusiones de autos que 
hacen valer el Agente Fiscal y Villar, en su parte pertinente, 
dice: «por estos fundamentos y los concordantes del Mímate- 
riii Fiscal y las defensas en cnanto no se opongan á la pre- 
sente resol ucióu fallo: 1" Absolviendo de culpa y cargo al 
procesado .losií Maria Villar, por haberse comprobado legal- 
mente que lauto los disparos de arma de fuego contra la per- 
sona de Pedro Ramírez como igualmente la herida de bala que 
le produjo la muirte al doctor Claudio R. Seguí, fueron lle- 
vadas á cabo por aquél ejercitaudo el derecho de legítima de- 
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feosa». La sentencia fué apelada por Ramírez á quién la sen- 
tencia condenó á la pena de dos años y medio de prisión y por 
la parte civil. El juez concedió el recurso al primen» y lo de- 
negó A la segunda, quién recurriendo de hecho ante el Tri- 
bunal obtuvo su concesión por auto que se registra á fojas 
íWKiÜ vuelta del ?■ cuerpo. 

Sustanciándose la causa ante esta tribunal, se pasaron los 
autos por su órden para expresar agravios, decreto de fojas 
'itíS'i vueita t haciéndolo Rnmire/,y la parte civil y producien- 
do la defensa de Villar en calidad de contestación su memo- 
rial de foja 29 L4 a fojas iftJOti. Pasados los autos al Fiscal del 
Tribunal, este funcionario arribando en el estudio de los au- 
tos ú conclusiones opuestas, á la de la sentencio, considera a 
Ramírez en estado de legítima defensa, al ocurrir en defensa 
de su patrón, el doctor Seguí, en la injusta agresión que Vi- 
llar le llevó tic improviso y pidijndo ta declaración Je res- 
ponsabilidad criminal de Villar , solicita se le aolique la pena 
de doce afl.13 de presidio pidiéndola igual mente tiara Ramí- 
rez pero en razón de haberse excedido en La legítima defensa 
haciendo disparos á Villar cuando este huía 

En este estado al tener conocimiento la defensa de Villar 
de la forma en que se había expedido el Fiscal del Tribunal, 
quién al hacerlo así no habia acumulado contra Villar un car- 
go más de los aducidos durante la snstauciaoión de la causa, 
pidió que se le corriera traslado del memorial para defender- 
se, por considerar que recién por él se le acusaba ú su defen- 
dido, á lo que el Tribunal en pleno 110 le hizo lugar por voto 
de cuatro de sus miembros por improcedente y considerar que 
se habla defendido con toda amplitud y que en todo caso en 
la sentencia se resolvería si había habido ó no defensa. Con* 
sentida la resolución y quedada la cansa en estado de senten* 
cía, el Tribunal pronunció el fallo recurrido ante V. K. de 
acuerdo con las conclusiones del señor Fiscal de este tribunal 
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y aplicó pena a Villar considerando que en la naturaleza per- 
rectamente correlativa de los delitos de autos dada la situación 
que en el incidente reulamalmu los reos, no solo existia acu- 
sación respecto de Villar cnntr* el cual la causa habla pasado 
también á plena rio y amplia de Te usa del reo en su interven 
ción directa en la abundante producción de prueba justilica- 
tiva de m exención de responsabilidad y de criminalidad de 
Ramírez y el doctor Seguí, extremos ijue ha discutido en las 
debidas oportunidades de la sustanciucíún de ta causa en ex- 
tensos memoriales sino que cabia la aplicación de condena ya 
por la apelación de ta parte civil, ya por la adhesión del Pis- 
ca! de este tribunal ó los recursos interpuestas por esta par- 
te y Ramírez. En virtud de ello condenó á Villar por encon. 
trar que de autos resultaban perfectamente justillcados los 
siguientes extremos requeridos por nuestro Cód. de L'roced. 
Criminal en su art. i i. i no. i". Mi hecho ú omisión imputado; 
2* Que tal hecho ú omisión es un delitn según una ley vigente; 
y :i" 4|ue el acusado es responsable de este hecho ú omisión. 

El tribunal no ha resuelto pues, en ningún momento que el 
reo Justé M. Villar no tuviera el derecho á defenderse, sinó 
que ha estimado que en la forma en que lo lia ejercido direc- 
tamente y con toda la amplitud que el volumen de la causa 
en siete cuerpos de untos lo man ií i esta con elocuencia, Uena 
legalmente la extricta observancia de la garantía que consa- 
gra el art. 18 de la constitución. 

Dios guarde á V. K. 

Pritioro Crespo.-- ("arlos AtJÜ- 
rrayaray. 
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IHCTAMKN fiKL SE$OH PHOCUHAIIOR GKNICHAI, 

Bncno. Aire». Mai»u 8 da 1VU6. 

Suprema Corte; 

\)e los antecedentes que instrumentan el recurso traído ante 
V. E. por el defensor de José M. Villur, encausado ante la 
justicia de Entre Rios por los delitos de homicidio perpetrado 
en la persona del doctor Claudio S^gui y de disparo de arma 
de l"uej$o en la pe ra» na de su procesado Pedro Ramírez, se 
desprenden las siguientes conclusiones: 

1» Absuelto de toda culpa el recurrente, en virtud de la 
sentencia del sentir Ju*z del Crimen de Entre Rios, la que, & 
f>u ve» condeno al coproeesado Ramírez a la pena de dos 
anos y medio de prisión, de acuerdo con la acusación fiscal, 
la causa fué llevada é conocimiento del Su perior Tribunal de 
dicha provincia, en mérito de la »pelación de Ramírez y del 
representante de ta parte civil de que se dice lesionada por 
el delito. 

& Aquel tribunal, después de sustanciar el trámite de la 
querella civil, recibiendo las expresiones de agravios de los 
apelantes y las respuestas del apelado Villar con sujeción á 
la ley procesal de aquella provincia, corrió vista al sedar 
Fiscal competente, quien, al evacuarla y apreciando de muy 
distinta manera la cal ideación le^al de los hechos en que se 
fundó el señor Juez cuino el Fiscal de 1* Instancia para absol- 
ver á Villar, quien ha consentido la sentencia absolutoria 
en su favor, se adhirió al recurso de apelación instaurad 
por dichos recurrentes y pidió la revocatoria de dicha sen- 
tencia y la condena de Villar a doce anos de presidio, así 
como la de Ramírez. 
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3" El procesado Villar, que resultaba acusado recien eu 
segunda instancia, desde que el seAur Fiscal del Superior 
Tribunal de Entre Rio», eu contra de la absolución solicitada 
por el señor Procurador Fiscal de 1* Instancia, pedía entra 
aquel la pena del homicida, requirió de) tribunal se le diese 
traslado del escrito de acusación, á lio de contestarlo en ejer- 
cicio de la defensa de sus derechos é invocó en favor de esta 
petición la garantía que consagra la constitución en su ar- 
tículo 18. 

, 4* El Superior Tribunal local, desestimando tai petición 
Villar; pronunció sentencia revocatoria de la de V Instaueia, 
en virtud de la cual lia impuesto al recurrente ta pena de 
seis años de presidio, oyendo tan solo al Fiscal en su adhe- 
sión al recurso del procesado Ramírez y del representante tle 
la parte civil ya mencionada, pero, sin oír la respuesta del 
reo en contestación a tal adhesión del Fiscal, y declarando 
como lo dice el informe de f. 3ñ vía., «que ha estimado que 
la forma en que ha ejercido el derecho de defensa José Haría 
Villar directamente y con toda amplitud, que el volumen de 
la causa en siete cuerpos de autos le manifiesta con elocuencia, 
llena legalmente la extrkta observancia de la garantía que 
consagra el art, 18 de la Constitución >. 

Bien, pues, en presencia de la resolución definitiva pronun- 
ciada por el Superior Tribunal de Entre Ríos, en mérito de 
la cual se condena al recurrente, habiéndole denegada el de- 
recho de contestar la acusación fiscal que este amparaba en 
la citada cláusula de la carta fundamental del Estado, la que 
ha sido por ello puesta en litigio en el caso sub judke, con- 
sidero que tal decisión, ha sido pronunciada en forma que 
implica desconocer el derecho sustentado en el artículo 18 de 
la Constitución. 

Por otra parte y aún sí la resolución del Superior Tri- 
bunal de provincia eu el caso ocurrente, se apoyase en lo 
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dispuesto eu el Código procesal en lo Criminitl de Entre 
llios que prohibiese el trámite de contestar ia acusación lin- 
eal, solicitado por el reo, cuando dicho funcionario se adhi- 
riese a una apelación por un copruuesadn de aquel ó quere- 
llante civil, tal ley de provincia ¿«ría ineficaz para ase- 
gurar el régimen de justicia que establece el arL 5- de la 
Constitución Nacional, la que es ley suprema en toda la 
nación á lin de que sus garantías sean aplicadas por todo* los 
tribunales de la república. 

En uno úotro caso, sea que la decisión del Superior Tribu- 
nal de Entre Riua haya desconocido el derecho que el recu- 
rrente amparó en la citada clausula 18 de la Constitución, sea 
qu« haya dado validez a la Ley de procedimiento» Incales, Ja 
que ha sido impugnada por el reo como repugnante á la citada 
garantía «le la caria tu u llamen tal, el recurso traído ante V. 
E„ encuadra dentro del hie. 3' del art. U de la ley tiúm. 48 
de Septiembre 11 de 18t¡:l ó del inciso 2- del mismo precepto 
legal, en armonía con el artículo <>- de la ley núm. 4055 y eun 
la jurisprudencia establecida eu numerosos fallo* de V. E. 

Por lo expuesto y concordantes del escrito del recurrente; 
pido se sirva V, E. declarar procedente el recurso que motiva 
el caso sub judice y, eu consecuencia, mat denegado por el 
Superior Tribunal de Entre liios 

Julio fiotet. 

PALLO UK LA SI' PKK M A COKTH 

Uucuos Airo*. Abril 1» do \<**. 

Y Vistos el presente recurso de hecho pur apelación de- 
negada y Considerando: Que por la organización constitu- 
cional que se ha dado el país, Ir justicia nacional no es com- 
pete rite para conocer en grado de apelación de las sentencias 
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dictadas por loa tribunales locales, máxime si el recurso se 
refiere i una simple medida de procedimiento cuya aplicación 
corresponde á las autoridades de provincia, de consiguiente 
ann en la suposición aceptada en hipótesis de que hubiera 
injusticia en aquellas resoluciones ó uu fueran ellas arregla- 
das A derecho, su reparación no cor responderla á aquella. 

Que si por excepción y i fin de asegurar la eficiencia del 
art. 31 de la Constitución Nacional, el art. 14 de la ley núra* 
48 tiene establecido un recurso extraordinario ante esta Su- 
prema Curte de toda sentencia definitiva en que se baya re- 
suelto contra la validez de un tratado, ley ó autoridad de la 
Nación, ó dado preferencia á una ley, decreto ó autoridad de 
provínola frente á la Constitución, tratados ó leyes del Congre- 
so, ó en fin, cuando se ha decidido en contra de la validez 
del titulo, derecho, privilegio, ó excención que se funda en la 
Constitución, tratado, ó ley de la Nación, ello es á condición 
indispensable, para que la resolución apelada pueda juzgar- 
se contraría i la Constitución ó la ley, de que en el pleito, y 
no después de él, se hayan puesto en cuestión esas garauntias 
ó derechos, i no. 1, 2 y 3 det art. 14, Fallos de la Suprema 
Corte T. 23 pag. 219; IU pág. 120; 75 pág. 317; 78 pág. 44ü\ 
y 80 pág. 258. 

4¿ue en el caso sub jitdire, traídos los autos para conocer 
esta circunstancia, resulta que ni en la oportunidad en que 
se reclamó de ta falta de traslado para defenderse, que con- 
tiene el escrito de fojas 3112, ni en otra alguna anterior á la 
sentencia apelada, se ha puesto en cuestión los artículos 5 y 
18 de la Constitución Nacional en que el recurrente se funda, 
y que «líos soto se kan invocado en diligencias posteriores dfil 
fallo, en el escrito ile anulación de fojas 3215, deducido ante 
la Cámara del Para ni; de consiguiente, no habiéndose llenado 
los extremos de la ley no es procedente la apelación enta- 
blada. 



Por estas consideraciones y oido el ae&or Procurador Gene* 
pal, se declara bien denegada el presente recurso, debiendo 
archivarse catas di I i «encías, y devolverse el endiente prin- 
rípal enviado. 1 ligase saber con el ordinal. 

A. Bkh«bjo. —Octavio Huso*.— 
Nicanor O. i»kí Solar.— M. P. 
Daragt.— O- Movako Gacitía. 



CAUSA XXXVII 



Mro Navarro contra el ierro Carril del Suri, sobre vobro de 

pesos. Competencia 

Sumario — Corresponde á los tribunales locales el conocimien- 
to de las acciones contra ferro carriles nacionales, que 
nacen de c«ntrnlna de transporte regidos y legislados por 
las disposiciones de derecho común. 



(jaso.— Lo explican las piezas siguientes: 
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SKHTHSCIA URL JUttZ [tK COHKttCTH UR LA CAPITAL 

Buonoi Atm. Abril 29 de l?0C, 

Yvistns pan» resolver sobre la excepción de incompetencia 
de jurisdicción opuesta a f . y 

1" Considerando: Que si bien el art. 100 de la Constitución 
Nacional y el a rt. 4 de la ley de 16 de Octubre de 184>'¿ y 
el V ine. l u de la de 11 de Setiembre de 18i¡:í establecen que 
corresponde á la jurisdicción federal los asuntos regidos pol- 
las leyes nacionales y que la empresa demandada se llalla 
regid» por la ley núm 2873, si n embarco lúa art. 100 y ü7 inc. 
'¿■•de la Constitución exceptúan de dicha jurisdicción Jas cansas 
regidas por el derecho común es decir las leyes nacionales 
«pie sancionaron los Códigos Civil, Comercial, Penal y de Mi - 
neria. 

Que el Código de Comercio en el libro I, titulo IV cap. V 
legisla especialmente sobre las empresas de transporte entre 
las que se hallan incluidas las de ferro carriles y el art. ">■' 
de la ley nacional que rige A estos últimos dispone cxpiesa- 
meute que las obligaciones y responsabilidades de las 8in pre- 
sas, por pérdidas, averías ó retardos en la expedición y en- 
trega de las mercaderías serán regidas por las disposiciones 
del Código de Comercio. 

Que por lo tanto, las cuestiones que versen entre un car- 
gador y una empresa de ferro carril ptir cumplimiento y co- 
mo consecuencia de un contrato de transporte celebrado, se 
hallau, de acuerdo con lo dispuesto en la Constitución y en 
la ley de Ferro Carriles, sometidas á la jurisdicción ordinaria; 
siendo por lo demás la jurisprudencia establecida por la Su- 
prema Corte (T. 41 pág. 129, T. 45 pág. 17 1 T T. 41 pág. 255, 
T. 48 pag. 147.) 
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2° Considerando: Que et actor afirma haber realizado un 
contrato de transporte de cereales con la empresa del Ferro 
Carril del Sudy demanda á la misma por devolución propor- 
cional del flete, fundado en el retardo del transporte contra- 
tado Que los art 187 y 188 del Código de Comercio establecen 
que los ferro carriles deben hacer el transporte eu el tiempo 
mínimo que lija el poder administrador y que en caso de re- 
tardo el porteador ú sea la empresa perderá una parte pro- 
porcional del flete ó el flete integro según los cases. Que 
en consecuencia el actor demanda en virtud de un con i rato 
de transporte por devolución de Hete del mismo, fundado 
*n las disposiciones del Código de Comercio. 

Que el hecho deque el reglamento de Ferro Carriles «lis* 
ponga ftl tiempo mínimo del transporte y aun legisle sobre los 
contratos de transporte, no importa atribuir á la justicia fe- 
deral el conocimiento de lo* juicios que versen sobre dichos 
contratos, puesto que el Código de Comercio se reitere especial- 
mente á tos reglamentos en cuanto al tiempo mínimo del 
acarreo y que las disposiciones del reglamento no tiene el al- 
cance de alterar la jurisdicción establecida por el art. 50 de 
la ley de Ferro Carriles de acuerdo con los principios cons- 
titucionales y de las leyes de jurisdicción federal ya citadas, 
oí podrían alterarla en caso alguno, cualesquiera que fue- 
ran sus términos. 

Que el actor solo invoca la resolución del poder adminis- 
trador como prueba de los hechos que alega y funda su ac- 
ción directamente en los art. 187 y 18* del Código de Comercio. 
Que por lo tanto no se trataría en el caso de la violación 
de la ley nacional núm. 2873, sioóde disposiciones del Código 
de Comercio con respecto á las obligaciones de la empresa 
demandada en el cumplimiento de un contrato de transpor- 
te que haya realizado. 

P<" estos fundamentos y no obstante lo dictaminado por el 
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señor Agente Fiscal á f. 18, se declara que el conociiuínnto del 
presente asunto corresponde ú la jurisdicción del proveyeute 
no haciéndose lugar en consecuencia á la excepción opuesta 
por el Ferro Carril del Su l, que deberá contestar dere- 
chamente la demanda conforme al art. 96 del Código de 
Procedimientos y de acuerdo con lo dispuesto en el art. 24 
de la ley 4128 se declaran las costas de este incidente á car- 
go de la parle vencida lijándose en cien pesos n Vb los hono- 
rarios del doctor Prayones y en cuarenta pesos de igual mo- 
neda los derechos proeuratorios ue Pascualeti. Repóngase 
los sellos. 

Ricardo Srebtr.— ante mí: F. 
1, Üribv. 
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CAl'ITAL 

Uuentu Aíroi, Julio 6 d» IMft, 

Y Vistos: Por sus fundamentos y de conformidad con 
lo aconsejado por el señor Fiscal, confírmase con costas, la 
resolución de f. 10, regulándose en 50 pesos el honorario 
del doctor Pravo nes y en 20 los derechos procúratenos de 
Pascualelti. Devuélvanse. Itep. el sello. 

Lojk'z CabanUtan. ^García:— 
Savedra.— ante mí: E, Qime- 
nvt Zaptota. 
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VISTA inA. SEÍtOH PROOUKAOOR {JKHBHAL 

Unenos Aires, Afutu IT de 1W. 

Sujwfwia Coríe 

La demanda por devolución de fletes que don Pedro Nnva- 
rro entabla á f, G contra la empresa del Ferro Carril del Sud 
se funda en el contrato de transporte de que instruye la mis- 
ma, en lo dispuesto eu los art. 187 y 188 del Oíd . de Comer- 
cio, así oouao en las disposiciones concordantes del decreto re- 
^lamentaría de estos preceptos- 
La carga, de cuyo transporte se trata, lia tenido por punto 
de partida el lugar lia wadu «Arroyo Venado» y, como destino, 
la plaza Constitución de esta Capital, según las alir lu iciones 
de la parte aetora no eoiilradiolias por la demandada. 

Con arreglo á estos antecedentes, apareoe desde luego, com- 
probado, que la acción de que se trata, en el caso sub-jwUee 
no se deduce como enierjente de los preceptos de la ley *le 
Fe rrn Carriles miiu 2373, ni se funda eu la resolución a din i 
nistrativa. puyo testimonio acompaña el actor á f. 1. 

La acción que se tuioiaemerge del referido contrato de trans- 
porte, aunque, paia robustecer su procedencia, la demanda 
haga mención del art, ti del Keglamento General de Ferro 
Carriles, en cuanto esta disposición precisa el tiempo del 
transporte eu relación a determinada distancia kilométrica. 
Y, dados los términos en que está concedida la demanda no va- 
cilo eu afirmar que tanijmco ella se furnia en la resolución 
administrativa de f. 1, la que se cita para juatifiüar la falla 
de temeridad y lu justicia de la aujiúu entibiada. 

El art. SU de la citada ley núm. 2*7d, que rige los ferro- 
carriles nacionales, dispone que las obligaciones y reaponsa- 
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bilidades dé lus empresas por pérdidas, averias ó retardasen 
i a expedición y entrega «le las mercaderías, serán regidas por 
las prescripciones leí Cód. de Comercio, en arnmuia con los 
arl. Ii7 iue. y 10!) de la Constitución tjne expresamente 
exceptúa, de la jurisdicción federal, las causad reculas por el 
derecho común. 

Con arreglo á estos preceptos y, cu ra /.ó o de ijue, el art. 
"¡OTi del GáiL de Comercio, prescribe ti Uta indicado* efectos 
del contrato de transporte, la jurisdicción tic la a utortdad ju- 
dicial en que de encuentra la estación de partida ó la de des- 
tino (Arroyo Venado ó Constitución) considero que, el caso, 
snh-jtvlicv, oue bajo el imperio de la jurisdicción del señor 
Juez- de Comercio de la capital, yu que, siendo la federal de 
excepción y restrictiva, no es posible lucerla extender ti 
causas especialmente excluidas de su fuero por la misma 
Constitución, cuyos mandatos san ley supremit del Kslado, 

Nn resultando la procedencia del fuero nacional radon? 
mut^riw, ni en uicriti» de la ili.ir.inta naciniialidail ó diversa 
Vecindad de las partes litigantes, considero ijne en el caso 
ocurrente, im es aplicable ta jurisprudencia de V. E. e invo- 
cada por el recurrente en la causa de Marcene Halos* contra 
ei Kerm Carril Central Argentino, .sobre devolución de lletes, en 
la cual el actor se apoyaba en el art. Ü de la ley de ierro 
carriles nútu. '¿HTA, y en una resolución alministratt va del 
Gobierno Nacional. 

Al contrario la presente demanda, emerjeute del citado con- 
trato de transporte y fundada en los art. 187 y 188 del Cód, 
de Comercio, rae bajo !:i competencia del aludido Juez, de la 
Capital, de acue do con las consideraciones expuestas y con 
lu jurisprudencia establecida el 1H de Abril d* 11K)'¿ en el la" 
lio pronunciarlo por V. K. en la cansa Ftiütau con el Perro 
Carril del Sud; en la del tomo U pág 121). tomo W pág. 171 
y otros fallos de V. K. 
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La sentencia recurrida, de la Tíxnia Cámara de apelaciones 
hii Lo Comercial «Je la Capital, asi lo ha declarado á fs. 34, al 
confirmar la de f. 19. Por ello pido á V. E. se sirva declarar 
procedente la jurisdicción del sentir Juez de Comercio de la 
Capital para conocer del caso sub judice, ratione material 
y, en consecuencia, confirmar la sentencia recurrida de f. 34 

Julio Botet. 



PALLO DE LA SrP.iKHA COHTR 

BotDM Alrw. Abril 21 do 1M4 

Vistos y Considerando: Que la acción deducida nace pu- 
ramente de un contrato de transporte regido y legislado por 
las disposiciones del derecho común, con arreglo á lo dis- 
puesto en el art. 50, de la ley uúin. '¿#7:i. 

l¿ueel fallo Me Junio 7 de líKíi no es de tenerse presente 
para la resolución de este cuso, por haberse tratado en aquel, 
de una resolución referente á la aplicación de una nueva ta- 
rifa de ferro carriles 

Por esto: de acuerdo con la jurisprudencia establecida por 
esta Suprema Corte, y de conformidad con lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador General, se continua con cos- 
ías, la sentencia apelada corriente á f 3t. Notiliquese con 
el original y repuesto el papel, devuélvanse. 

A. Bkhnhjo.— Octavio Huscb — 
Nicanoh G. okl Solar.— M. 
K Daract.— C- MoyakO Ga- 

CITÚA. 
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CAUSA XXXVIII 



ftacif/altipo L'aut'if, Crecer in en vi junio dvl Fisco Nacional 
contra Atrjan'tro aohre cubro (fc JiBMS ;w impitestoa 

internos* 

¿SniHurio— El privilegia establec-idn en el Krfcftíttlo l!l de la 
tt-y de i ni pjieaitOB internos uúiu :i7t¡i recae so h mente sobre 
el edilifio ile la riil>riüaciúh y terreno snHre «ine.se levnui-i; 
pero nó se extiende á casa & liubi tnüímie^ de la mi lia, inde- 
pendientes de la nsitiu. ni ú terremii ó «ampos i|ue por su 
exteucióu ó natural ey.:» no están destinados á la explotación 
iíle lu lubrica. 



tWw.— Lo explican tai piezas siguientes: 

9KNTBSÍCIA I>K1. JUÍsZ UK SUCCIÓN 

Lü l'litt*. Maí-j 11 Jo IMM 

Y vis tris; Los presentes -se^uiiloíí por don Lázaro IWijí»- 
lupo, contra la aduiiuistrncioo de i ni puertos internos (Fisuu 
Nneii'mil) y don Alejandro Daut, sobre tercer i¡i de ilota] tttito 
Resultando: 

Primero: Que ;í I'. 'I se presenta por apoderado, tlnn M i- 
nuel Lázaro Bnci^alupo. deduciendo esta tercería sobre el te- 
rreno y edilictn, ubicado en el ennrtel -i" del Partido de 
Quilines, jurisdicción de esta Provincia, que dice, han sido in" 



debidamente emburrados, y pidiendo ni Juzgado que tu la 
oportunidad debida, se sirva urdeuur el levantamiento de di- 
cho embargo, declarando al mismo tiempo que el meucíouudu 
terreno y edilieues propiedad exclusiva suya, lodo con espe- 
cial cu n lie iiíii eti cusías. 

Que su derecho se tunda en los títulos de propiedad que 
acompaña y de los coales resulta, ijue el mencionad" terreno 
fué" adquirido por él, en 11 de Mayo de 18íi8; terreno que y» 
lo tenia en condominio con su hermano José, desde el o ño 
1853 

Que por iiLra parte, el mismo administrador general de nk 
coliules, en sil nota de f. tí, que corre agregada a los aulas, re- 
cnuoce el hecho mencionado, cuando muni fiesta que el terreno 
en que está ubi catín la lúbrica ite don Alejandro Dan I. es pro- 
piedad del tercerista. 

Que en cuanto al galpón en que esta liu instalada la fábrica, 
y que actual mente ae halla sin techo ni puertas; debe maui- 
i'estar al Juzgado, que fué vendido por Dan! n un señor Prae- 
yer, el que á su vez lo etiageuú á don Antonio Subirá, por 
cuenta de quien se hace la demolición, sin que Hncigalupn 
tenga absolutamente nuda que ver con el referido galpou, 

Que no sucede lo mismo res pee lo de tres habitaciones de 
material que ya existían c un mío Daul, arrendó la chac.ru, y 
que también hnii sido embargadas, que son de su exclusiva 
propiedad, como podrá en cualquier momeuto justificarlo. 

Segundo: Que oídas en con Les l aciún A la demanda; el señor 
Procurador Fiscal, y Defensor Oficial de Ausentes, que loes 
en el juicio principal, de don Alejandro Daul; el primero, á 
f. «¡dijo: Que el inmueble á que se refiere el tercerista será to- 
do ó parte del embargado, lo que no es lnu fácil determinar 
en vista de ta , Hglledad de tos títulos de las diversus escri- 
turas, lo que trae variedad en los linderos. 

Que no vé a qué conduce esta lerceria. Si el señor Daciga- 



l upo es dueño del inmueble no por esto puede pretender el 
desembargo y Las consecuencias por tanta del embargo. 

Que si el deudor don Alejandro Daul es el dueño del bien 
raiz embargado, no por esto puede pretender que se levante el 
embargo. 

Que según el art. 13, de la Ley nútii. :J7tU, y 19 de la 37íi4 t 
el inmueble en que está instalada una destilería ú otro esta- 
blecimiento de igual especie, como por ejemplo una fábrica 
de tabacos, una bodega, etc. responde de lus créditos fiscales 
y de las multas que imponga la administración. 

Que es inútil citar casos concreto» como precedente, pues es 
numerosísima la serie de sentencias de primera, segunda y 
tercera instancia, que han dado la razón al fisco en casos 
como el presente, que ya ni se pruducen en vista de la uná- 
nime jurisprudencia que los buce totalmente ilusorios y des- 
tinados & ser irremisiblemente perdidos por los terceristas. 

Termina pidiendo el rechazo de las pretensiones del terce- 
rista con costas, no haciendo logar al desembargo. 

El señor defensor olicial de ausentes, á f. 7 v„ por su par- 
te adhirió á lo expuesto y pedido por el señor Procurador Fis- 
cal, agregando que niega, que la» escrituras presentadas, com- 
prueben el dominio que el tercerista se atribuye, pues no en- 
cuentra que dichas escrituras se re lie ra u al tercerista cues- 
tionado. 

Tercero. Que recibida la causa ú prueba por el auto de í*. 
11, se produjo la siguiente. Por parte del tercer isla, las de- 
claraciones de Miguel Denegrí, í. 1Ü v. Aurelio Cañete, f . 20 
v . Higlnio Palacios, r. 21. Santiago Valerga, % 22 todos de- 
clarando al tenor del interrogatorio de f. 1Ü. Títulos de f. 21 
ó 30', inclusive. Informe de f. :¡7 y No habiéndose produ 
cido prueba alguna, ni por parte del señor Procurador Fiscal, 
ni por la del ejecutado; presentándose lus alegatos de r. 51, 53, 



DI JTOltCU MAMONAL 16Í 

y adhesión d« f. 57. quedando así, la causa, conclusa para 
sentencia. 

Y considerando: 

Primero: Que si bien es cierto, que los títulos corrientes de 
f. 'i4 A 345, inclusive ü informe de f. ¡Í7, estableced la propie- 
dad del tercerista, al te r retín embarco do en los autos prinei- 
pales; en nada modifica su situación jurídica, ante el art. lií 
de la ley nútn. 3701. 

Secundo: Que la cuestión ¡i resolver, dandi» por establecido 
el dominio ile liueigalupo sobre el Inmueble embarcado, es 
la de, si el art. 19, citado que establece el privilegio del Fisco 
Nacional 4 sobre iaa maquinarias, enseres y útiles de la fábrica» 
se esliendo también al caso de que el fabricante ó destilador, 
no sea el propietario del terreno y edificios donde está situada 
la lúbrica, y sea otro cualquiera. 

Tercero: Que esta cuestión, fué ya resucita negativamente 
por el infrascripto, no olnUuie La juñ-toru deuda establecida 
por la S. Corle de Justicia Nacional, en el taso de Victorio 
Uissotto. 

La Kxtua. Cámara de apelaciones de este distrito, continuó' 
el Tallo, que fué el recuido en el asunto de los señores [sola 
(ejecución del I'isco contra Juan Stdurí) pero la S. Corle de 
Justicia Nacional, revocó á su ve/., la resolución de la Cama- 
ma, estableciendo que el privilegio de la administración de al* 
cútanles, sobre tas ninquiniiríus, enseres, edilicio y terreno de 
Ih lubrica, estaban afectados al pago del impuest», ya sea que 
el propietario batía la elulmraeióo, ya sea que la reniñen 
terceros; en una palabra, la fábrica respondía por el impuesto 
fiscal, sea quien fuere su propietario. 

Cuarto: Que el Juzgado pues, ante la jurisprudencia esta' 
blecida por la S. Corte de Justicia . en el caso de ios señorea 
1 su la, cree que no debe insistir en la tásis contraria, ya que la 
verdad legal, debe ser la que tal reputa el mas alto Tribunal 
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de la Nación, y, ya que es deber de los Jueces acortar los plei- 
tos, evitando diligencia» dispendiosas. 

Por las consideración?* expuestas, que el Juagado concep- 
túa suficientes, no se hace lugar a l¡i tercena deducida por 
don Manuel Lázaro Bacigalupo (lmy su socenión) sin costas, á 
mérito de la distinta jurisprudencia hecha por lu S, Corte y I» 
Cámara Federal respecto ul ni canee del privilegio establecido 
en el art 19 de la ley tfíGi. Notiliquese con el original y re- 
pónganse las tojas. 

Marcelino Esta tuda . 

M.n . I SCI A Ul. LA CAUAltA KKHKIUL II K APKI.AClÚi) 

Vistos y considerando: (Jue resulla que el terreno de chacra 
con las tres habitaciones cil ideada* en él, que fuó ocupado 
pnrdon Alejundro Daul, a titulo de arrendatario, le pertenece 
en dominio al tercerista. 

Que si bien tuda esta propiedad la tenia arrendada l>¡iul, 
este habia instalad*» su rúbrica en el galpón ijue construyó al 
efecto, Independiente de las habitaciones ó edificios de la cim- 
era, lo que no ha «ido contradicho en este juicio, y que por 
lo tanto debe tenerse por verdad. 

(¿ue el Fiscal sin contradecir los derechos de propiedad del 
tercerista Itacígalupo, que este ha jus tí Meado por otra parte 
con los documento* de f. '¿i. sostiene que aunque el deudor 
Daul no tea dueño del bien raí/, embarcado, el señor Haeiga- 
lupo no puede pretender se levante el embargo, porque según 
el articulo trece de la ley ií7(il y articulo JO de la ley 37til, el 
inmueble en que está instalada la destilería, responde de los 
créditos fiscales y de tas multas que imponga la adminis- 
tración. 



Que la cuestión ea por consiguiente ai el inmueble ile la, 
tercería responde efectivamente ú 'os créditos que lian mnti% 
vado el juicio ejecutivo contra Daul 

Que el art. 19 de la Ley de Impuestos Internos, establece 
que esos créditos gomarán de privilegio especial sobre todas 
las maquinarias, enseres y edificios (/* fu falmaíción, y ijue 
este privilegio subsiste aun([ue el propietario transfiera á un 
tercero el liso y gow de la fábrica, 

í¿ue según el nrlículo no son los edil je ios de la fábrica, sino 
los <|ue están afectados al privilegio, es decir, los edilicius que 
como las maquinarias, tormén parte del mecanismo organi- 
zado especial uien le para la elaburacícu ó fabricación, no es« 
laudo por consiguiente com prendido!) en el privilegio los 
terrenos y demás inmuebles que no tienen ese destino especial. 
Es bien claro el pensamiento del legislador: «los edificios de 
la fabricación'. Cuales son estas edilicius? es una cuestión 
de liedio que estÁ sometida a la Apreciación de loa Jueces. 

En el presente caso, las casas y terrenos de ta cbacra, 
aunque arrendada ú Dan I, no se puede decir que snu edilicioa 
de la fabricación, dado el alcance ojie tiene el art. 1H puesto 
que el señor Daul instaló su fábrica! es decir, sus uiaijuinari&a 
y enseres en el galpón que construyó especialmente & este 
objeto, putliendu decirse que ese galpón y demás const race ¡unes 
para la colocación de las máquinas y función a miento de la 
fábrica son los edificios de la fabricación. 

(¿ue si ese galpón y construcción ríe la fabricación existen ó 
nn existen, si han sitio enajenados no es materia de este pleito 
asi como tampoco si existen ó nó, las maquinarias y ensere* 
de la fabricación, también afectados al privilegio; porque la 
cuestión á decidir es solamente si la propiedad de la chacra 
embargada está comprendida en dicho privilegio. 

Que el alcance del articulo 19 con la limitación establecida 
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no puede ser otro y lo persuade el art. 10 de ley 3771 citado 
por el señor Fiscal. 

Por dicho artículo 10, los que fabriquen alcohol sin estar 
autorizados en legal forma los que tingan revivir alcoholes des- 
nata ral izados, los que en cualquier forma sustraigan alcohole* 
al faio url inpüegTo serán penados con comiso del alcohol 
materia del fraude y de las maquinarias y útiles que hubiesen 
servido para su elaboración. De modo que cuando el art. 19 de 
la otra ley habla de edificios de la fabricación, estos edificios 
son tas construcciones y demás obras de instalación que sirven 
para la elaboración. 

Los materiales de esos edificios, los mate nales que son mue- 
bles, las maquinarias que son muebles, los útiles y enseres que 
son muebles son los bienes afectados al privilegio como los pro- 
ductos mismos. Porque los edilicios no son por su naturaleza 
inmuebles sino por un hecho de accesión como lo dice nuestro 
ilustre codilicador en su uota al art. 23 U del Cód. Civil, 
recordando lo que establecía el derecho romano acerca de la 
inmovilización de los materiales que por su naturaleza stin 
muebles. De suerte que si hubiera de entenderse por •edifi- 
cios de la fabricación» también los edificios de la fábrica, es 
decir, las casas ó edificios adheridos al suelo mi toque están 
las instalaciones ú coiiütnicüiones déla fabricación, así mismo 
el privilegio PO puede extenderse á mus que ¡t los edificios y no 
al suelo, y mu^ho menos i todas las tierras de una chacra ó á 
todo un campo de vasta extensión, solo por estar dentro de 
él, y en un pequeño retaso instalada una fabrica de alcohol 
ó destilería; y la razón es que el privilegio, materia odiosa, 
no puede extenderse por via de interpretación ó otros objetos 
que ó los determinado.-! expresamente por la ley, y muy espe- 
cialmente cuando el privilegio es fiscal y es establecido con 
ocasión de deudores al fisco en detrimento de bienes ó dere- 
chos de tercero: Así, pues, cuando el art. J9 dice que quedan 
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afectados til privilegio loa edificio «de I» fabricación., debe 
entenderse solanieule loa ediíiciua • ue á igual de las iufctiu i na- 
nas constituyen ese conjunto de lili ¿euisino construido y orga- 
nizado especialmente para la fabril ción ó elaboración de los 
productos sujetos al impuesto, ya < e hay que correlacionarlo 
con lo dispuesto por el art 10 de la utra ley (la de alcohole»), 
Y adui ¡tiendo por hipótesis que estuviesen afectados también 
toda clase de edificio, tanto los que sirven par* la fabricación 
como los que sirven para las habitaciones del fabricante y de 
su familia, aun en tal hipótesis había que limitar el privile- 
gio á esos inmuebles por accesión excluyendo el suelo y loa te- 
rrenos; porque nada raro es que se interprete literalmente el 
artículo así, cuando en el derecho común, en el Cúd. Civil se 
encuentra una disposición que establece un privilegio idéntico 
esto es, limitado al aditicio y excluyendo el suelo, como quie- 
ra que ae puedan considerar cuino un solo cuerpo ó formando 
un solo cuerpo el edificio y el terreno en que está asentado. 
Re el art- 3933, según el cual loa que han suministrado los 
materiales necesarios para la construcción ó reparación de un 
edificio ú otra obra que el propietario ha hecho construir ó 
reparar con esos materiales, tienen privilegio sobre el edificio, 
ó sobre la ubra que ha sido construida ó reparada, en tanto 
que los arquitectos, empresarios, al bañiles, etc. tienen privile- 
gios sobre el valor del inmueble en que sus trabajos han sido 
ejecutados» art. 3331. Y para que no haya duda de qm en 
nuestro derecho común hay casos en que separadamente gra- 
vita el privilegio, 6 sobre el edificio, ó sobre el terreno en 
que está construido, bastará recordar el art. 3917 del Código 
Civil. 

Bien, pues, es con este criterio que suministran la ciencia 
jurídica y loa articulas citados del Cód. Civil, que se debe in 
terpretar el nrt. 19 de la ley de impuestos internos, y api i 
cario á la presente ouestíón. Y si puliera haber alguna duda 
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■obre si la expresión «edificios de la fabricación» comprende 
ó uú el suelo ó terrean en que están asentados loa edificios, la 
duda debe resolverse en el sentido .te lá libertad del suelo ó 
del terreno, ya que en materia odiosa U interpretación debe 
ser restrictiva, couio es corriente en derecho. 

Que por otra parte, toda vea que una ley del Congreso se 
preste a interpretación de manera a comprometer los derecho» 
de los particulares garantidos por La Constitución, los Tribu- 
nales están en el deber de ejercitar su acción benéfica, inter- 
pretando y haciendo aplicación de la ley, de modo que sus 
resoluciones sean una protección y garantía del derecho fun- 
damental. Tal es la doctrina consagrada por la mas alta Cor- 
te de Justicia de Estados Unidos y de esta lie pública; aun 
en relación al poder de establecer impuestos, por mas amplio 
y discrecional que pueda ser considerado. 

Que el tercerista ha afirmado en estos autos, y no ha sido 
negado por la coutraparte, que la fábrica de l>aul se hallaba 
instalada en un galpón construido al el'eeln y que este galpón 
ee habla empezado á demoler. Kb pues, sobre este galpón ó 
edificio de la fabricación que pesaba el privilegio de la ley. 
Así conio sobre las maquinarias y enseres que servían para 
la elaboración de los productos; el terreno y los edilicios de 
la chacra están librea. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia de f. 0*3, de 
clarándose que el privilegio del art. 1» de Ib ley de impues- 
tos internos, no afecta á tos terrenos y edilicios de chacra del 
tercerista, y se ordena, en consecuencia, el Levantamiento del 
embargo de los referidos bienes. Devuélvanse. 

Pe»ho T, Saschk2. - Dan ría 
Oottia. — Joauviü Carrillo. 
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VISTA DBL flBSüR PROCURADOR flRNRRAt 

Buen.* Airo». Oatnbit 14 do 1W3- 

Suprema Corte: 

La sentencia recurrida de f. 98, dando una interpretación 
tan ageua á la letra como al espíritu del art- 19 de la ley 
37M, declara que, el privilegia creada por aquel precepto le- 
gal, en favor de los eruditos Macales, por concepto* de impues- 
tos internos, no afecta & los terrenos, ni edilicios de la cba- 
craen que el fabricaute de al cohules dim Alejandro Daul, te- 
nía «o fábrica, por cuanto dichos bienes son de la exclusiva 
propiedad del tercerista don Manuel Lázaro Báciga) upo. 

Y así, aun aceptando, en razón de las constancias probato- 
rias que obran de f. 24 ú 30 y de 19 v. a *£J, que realmente 
el tercerista sea propietario de los terrenos y edificios en 
que tenía su elaboración de alcoholes el ejecutado.no por ello 
dejan de ser responsables tale* bienes del crédito ejecutivo 
que moHvóel embarco sobre los mismos. 

El articulo 19 de la ley 370*, que rige la materia, creando 
estos privilegios, dice de una manera ciara é i n tergiversaba, 
en soparte primera, que. «los créditos por impuestos inter- 
nos gozarán de privilegio especial sobre todas lis maquinarias 
ensere», edificio* de la fabricación y prod notos en existencia. 

Üe manera que, cun sujeción a este precepto se trata de un 
privilegio especial, ya sea sobre las maquinarias, los ensere* 
ó los edificios de la fabricación, los que se afectan por igual, 
al pago de los créditos oséales de que se trata. 

Para mayor ahondamiento y para marcar el alcance del 
mencionado privilegio, el mismo artículo agrega en su 2 k par- 
le, «todo lo cual {maquinarias, enseres y edilicios) queda. 
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• igualmente sujeto á ta* responsabilidades en que se incurra 
i por ci»n t ra vención á las disposiciones de esta ley». 

Así es que, ya sen que se trate de una ejecución por cobro 
de impuestos ó por cobro de maltas motivadas por infraccio- 
nes al mismo, las mat| timarías, enseres y edificios responden 
de ambas cosas y por igual 

V por último, el art. 19, determina en su cláusula llnal, has - 
ta donde se extiende ei imperio desús prescri pelones t cuando 
dice, «Este privilegio subsiste aun en el caso en que, el pro- 
pietaria transfiera i un tercero, por cualquier titulo e 7 uso 
y goce de la fabrica. 

tote texto y la extensión que le lia dado ta jurisprudencia 
de V. E. en diversos casos (concurso Bolón y Cía) exime de 
mayores comentarios sobre este punto 

En presencia pues, de tan clara prescripción legal, de ta ley 
mencionada nú ni. tfftíl, aplicable á la de alcoholes, en virtud 
de Indispuesto en el art. 13 de la ley 37fi l, y de acuerdo con 
la interpretación constante y repetida que V, E. ba dado á 
tal precepto, en los tallos reunidos en las cansas de Rlssotto, 
Solari y otros, procede y así lo pido á V. E., se sirva revocar 
en todas sus partes, la sentencia recurrida de f. !*5. 

Julio Botet. 
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liueuoj Afrt*. Abril 26 d* :wfi. 

Vistos y Considerando: 
Que el art. 1» de la ley 37114. tiene establecido «que Ins cré- 
ditos sobre impuestos internos gozarán del privilegio especial 
sobre toilas tas maquinarias, enseres, edificios de la frabri- 
cacióny productos en existencia, todo lo cual queda igual- 
mente sujeto á las responsabilidades en que incurre por con- 
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traveneiones ú las disposiciones de esta ley. Este privilegio 
subsiste uuti en el caso en que el propietario transfiera á un 
tercero p»r cualquier titulo, el uso y guce de ta fabrican 

Que la Supt-eiua C .irte na aplicado en varias ocasiones esta 
disposición y declarad i en ules casad, que el articulo es aplica- 
ble aun cuando se hubiera trasmitido en propiedad i otro 
la fabrica, ó establecí miento donde se elaboran los producto» 
gravados, (caso de Bolón y Cia. T. 9, pág. 3t¡D), y que el re- 
ferido privilegio, no solo compre nde «I «edificio de la fabri- 
cación, » sino también el terreno sobre que « - levanta, «que 
deben por su naturaleza reputarse formando un solo cuerpo* 
(uaso de Rissottu tomo citado, pág- *X>). 

Que de acuerdo con esta disposición legal y jurisprudencia 
recordada, queda fuera de duda que el privilegio que la ley 
lia creado en favor del Fisco Nacional, comprende el galpón 
donde estaba establecida la fábrica de ginebra, y además, 
el terreno sobre que está construida, y que pur consiguiente, 
no procede á su respecto, la tercería deducida; quedando á 
resolver solamente si dicha tercería procede sobre todo el 
inmueble embargado, punto sometido á discusión por el de 
inundante. 

Que para decidir si el referido privilegio comprende todo el 
terreno donde esta construido el galpón y otras construcciones 
que existan en él, sea cuales fueran estas y la clase y destino 
de aquel, debe tenerse en cuenta dos circunstancias principales 
á saber: 

1° Que se ha reconocido de contrario la propiedad de Uaci» 
gal upo sobre la totalidad del inmueble donde estaba la •abrí- 
ca, como puede verse en la contestación de la demanda (f. U 
combinada con su asentimiento al decreto de t. 8; asentimien- 
to que produce en relación al defensor del ejecutado ausente, 
el mismo efecto de tenerlo por conforme con el hecho invo- 
cado por el demandante, de ser dueño de dicho inmueble; y 
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I" lie que en la demanda se tlistin^ue y separa el contenido 
del inmueble á los efectos de La responsabilidad hada el (ÍSt 
oo¿ en ia chacra, que es la mayor extensión del terreno; en 
las habitaciones que ya existían cuando lían! arrendó, preten- 
diéndole ambas abenas á La responsabilidad hacia el fisco y 
*:n el galpón construido dentro del mismo terreno por el eje* 
colado, sobre el que, díue el demandante, no tener ahsnlulu- 
luenle nada que ver. 

l¿ue sentados estos uilecedeutes, es de tenerse en cuenta 
que ni la ley ni las resoluciones de esta .Suprema Corte lian 
di'litiido lo que debe entenderse por *eiii!¡cio de fabricación', 
y de donde pudiera inferirse si en el caso mili jwttrt;, una 
ditera dentro de U cual está la fábrica v una casa de familia 
deben considerarse en tal carácter; pur !•■ cual procede inter- 
pretar esa clausula de la ley, según los principios generales 
del derecho, 

{¿¡i doctrina lejjal y sostenida pur los ju risco u salto* 
i|uu ni la costumbre ni los jueces pueden crear privile- 
gios, las que sido nacen de la ley; como igualmente, que la 
existencia de estos privilegios y los casos de su aplicación 
se interpretan restrictivamente, de acuerdo con el conocido 
aforismo ile i|ue odiosos, como son ios privilegios, deben res- 
tringirse. 

I¿ue según esto3 principios, seria si ri dula un Jírave error 
extendere! privilegio de la ley á otra ensaque al edílicio de 
la fabricación que no puede ser otro que aquel destinado á 
contener las ma«|uíuarias. bndenas. administración y >us de- 
peudencias, la usina en una palabra, y comprender, además 
á esc título una chacra ó sea un terreno ó campo que por 
su extensíó.i y naturaleza está destinad * al cultivo agrícola 
y una casa ó habitaciones de familia, i ti de pendientes de la 
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parte di;! edificio ile la fábrica en este cuso- Síeudti da advec- 
tir que en La ñuta del Juea Federal de La Plata , fs. 19, dili- 
gencia f. 50, eu otra solicitud fiscal de í. 5'i, vuelta, y tele- 
grama de I*, 5Í, se expresa eu el primero, y se vé claramente 
eu los otros que subí se entendió por edificio el galpón, y que 
solo en el embargo hecho por el Jue» de Paz, I*. 55, que .sin du- 
fué hecho por emir, se embargó la chacra y easa de ra- 
milla. 

(¿ue esta prueba era tanto más necesaria, cuanto que en 
las diligencias de empadronamiento de l;i fábrica, pedidas pa- 
ru mejor proveer, no se hace constar que en ella se contenga 
también la chacra y easa de familia en i]ue en el concento 
general de lo que es una chacra y una fábrica de licores ó 
alcoholes no entra aquella amplitud, y también porque como 
se lia dicho eu la contestación de la demanda, y se explaya 
en el alegato ile f. 7 1 , un principio debe regir respecto del 
galpón que es «eililiciu de fabricación* aceptado por ambas 
parles y otras en relación á la chacra y edificios, punto dis- 
cutido, debiendo notarse á este respecto que el demandante 
sostiene que en la casa vive la familia, no del deudor sitió 
del tercerista, y que esta es también y uu aquel quien explo- 
ta la chacra, todo lo cual hizo constar antes eu su protesta de 
f. 55, expediente ejecutivo. 

(¿ue faltando estas comprobaciones, como la de si el gal- 
pón tenia algunas dependencias ó accesorios ocupados con la 
fábrica, procede determinar p tr peritos las adyacencias ne- 
cesarias qne debió tener comu fábrica, y (a superficie de te- 
rreno ocupado por esta, con su correspondiente salida á la 
vía pública más próxima, á fin de i i mi tur el embargo áesa 
fábrica y terreno correspondiente, mn efecto en lo restante 

Por eslus consideraciones y oído el dictamen del señor Pro 
curador General, se confirma la sentencia apelada, en cuanto 
manda desembargar el terreno de chacra y casa de familia, y 

13 



se la revoca en tu relativo al galpón, ierre tío sobre <]tie está 
construido y adyacencias necesarias sobre el que se llevará 
Htieiaiite la ejecución, previa, ia diligencia pericial ordenada 
en el anterior considerando sin especial condenación en 
costas. 

Hádase saber unjíiual y repuestos los sellos, devuélvanse 
con el expediente administrativo agregado. 

A. Hkiimejo.— Octavio Iíinük. — 

NlCASUR G. OKI. Sil LA K . — C. Mu- 
YAM> ÜAÜITIÍA. 



(ATSA XXXIX 



BowtrÁ f JatftUiia $. coutra Guerrero Várlo*, sobre rewiwUw- 
rián. ftrrtt mude reposición de una }>rot>iti t >nrin que ordena la 
agregación de un documento 

Sumario.— prneede la reposición de una providencia que 
nrdt-na la agregación de un documento, presentado después 
de vencido el turniirio de prutília, une el tribunal puede 
mandar traer para ini'.pir'proveer y sobre cuyo valor proba- 
torio \» discusión ijiui-ia abierta para las partes. 



Vaso — Lo explican las piezas siguientes; 
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ESCUITO 

Eximí, forte Suprema de h y ación. 

VA letrado que suscribe, por hi provincia de San Luis, en 
untos con la de Córdoba por o i tac inri de evieción ti el señor 
Curios Guerrero y de la sucesión iltr ÍSuwers, á V. K. di^o; 

Que se me acaba de notificar un auto de V. E. ordenan- 
do la agregación de un certificado de nvuluaeión de Contri- 
bución Directa y considerando que b:i sido dictada ñor error, 
cu el tju e lia inducid* la actitud di* la contraria, ruerna V, 
R. se sirva reponerlo por contrario imperio, con costas si la 
misma contraria insistiera en sn pretensión. 

1" Vencido ya el término de prueba Lh parte de Córdoba 
sol tejió 'de V. K. que se librase oücio al señor .luey. r'edoral 
de San Litis para que requiriese del Gobierno de esa pro- 
vineia lin informe sobre el boleto de avaluación que neompa" 
na lia ó transcribía. 

En realidad esa el i licencia era es temporánea, pero como el 
demandado jurase de que a ni es no babia tenido conocimiento 
de ese doeu mentó, V. K. ¡i l's. 33ft citando el art. 10 de la 
Ley de Procdim ten turf hizo In^ar ¡l esa diligencia probatoria. 

Mi parte nada observó ú es I* 1 procedimiento, porque siem- 
pre creyó salvado el derecho de apreciar el mérito de esa 
prueba eti su oportunidad y de demost raí* que es contraprodu- 
cente para el demandado. 

El oficio se lee a ís. \\H y lué devuelto á fs indebida- 
mente di licenciado. 

Con eso j» diUgent-ifl autorizada pfer V. Iv » fe, por 
una razón extraordinaria, quedaba realizada. 

2* Sea por que no baya satisfecho á la contraria, ó por otro 
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motivo el heobo es que la parte de Córdoba se acaba de pre- 
sentar ante V E con otro boleto expedido por un empleado 
subalterno de lu campad B de San Luis, sin intervención de 
mi parte, y i nombre de un señor Itnwevs que nada tiene 
que ver con la viuda de Bowers, al coa lu sucesión líuwers, ni 

■ 

con la contraria (lo que vale decir que es documento ó papel 
de tercero mientras no se prueba otra eos;i). 

La informalidad de tal presentación, es visible. Se confie- 
sa que el término de prueba está vencido y mi se llena »¡n 
}iiin requisito lc¡;al para etdioneslar U que calilicnria de 
contrabando de mala ley si no fuesen muchas tos considera 
ciones que me merece la represen! aoióu y dirección letrada 
de Córdoba. 

lía de tratarse sin duda, de una inadvertencia de la contra- 
ría, ó de una muestra acuso explicable, de la inquietud enn 
que la sucesión liuwers, que no es parle en el joieio vé la 
aproximación del fallo de V. K. 

3 a Si se pretendiese aun que el boleto que se intenta incor- 
porar al expediente y cuya autenticidad tampoéo reconozco, 
es el mismo á que se refiere el escrito de la. :i;i7 y los olidos 
de fi». 118 y i22, peor para contraria. Resultaría inútil su pre- 
tensión, mejor fondada aun esta reposición, y en situación 
muy desgraciada el juramento y las ultruiacioues del escrito 
de fs. '.m. 

Por lauto: 

A V. K. raqcii se virva resolver como lo dejo soliciuulo al 
principio de este 'escrito, 
Será justicia, etc. 

E. Lahos. 
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tcsi'lllTO 

SUprema Corte; 

Aníbal Alvares por la provincia de Córdoba, en loa autos 
seguidos pf la señora Catalina H de liowers contra don Carlos 
Guerrero, sobre reivindicación, evnmiatfifoej traslado conferido 
a V. E. cunto mejor proceda, di^<i: 

<¿ue no debe hacer lugar, con castas, A La revoeuloriii que 
se solicita de La agregación á los amos, ordenada por V. iá., 
fiel documento de ls t 

Hasta, torno, señor, confrontar la lecha de ese d tic u me uto 
y la de su legalización para comprobar que se trata de un 
documento posterior en mas de tres anos á la lecha de la de- 
manda, tjue lia llegado recién á poder de la representación 
de la provincia do Córdoba, la cual puede jurar y jura con 
tuda verdad que lia tenido conocimiento de su existencia po- 
co dias hace, no habiendo demorado para su presentación 
a V. E. sinó el tiempo indispensable para su legalización. 

Los arL 10 y 11 de la ley procesal autorizan, [mes, la 
a» relación ordenada pcir V, K. 

Creo que son de todo punto extemporáneas las consideracio- 
nes une la parte de San Luis presenta sobre v\ valor proba* 
Inrio ríe ese documento, noy a procedencia tampoco puede 
serial nenie discutirse desde que e m a na de una autoridad u 
i>L¡ciua pública de esa provincia. 

K i tía luiente no se explica Raimo. seAor, ijuu U contraparte 
Irute de oscurecer la prueba de los hechos, en una discución 
como esta, y máxime cuando V. E en nao de facultades pro- 
pias, puede ordenar la agregación á los autos de ese u orno de 
cualquier otro documento- 



Kl vencí miento del termina probatorio no es óbice pues, 
pai-n ta agregación decretada, uñe turas mi .se llame autos pitrn 
definitiva. 

Dígnese V, E. por las razones expresad as, man tener el aulu 
relVrid", ooti enstaa, por ser justicia. 

Ají i ha! AU-arez. 

CAl.UV UK LA SI I'UKMA CORTB 

liuenm Airei, Abril 2fi de lWirt. 

V Yislu: Tratándose tle un documento que esta Corte pue- 
de mandar traer para mejor proveer, y sobre cuyo valor pro- 
batorio la disensión queda abierta para las parles; a lo que 
se agrega t|ue e»u el escrito que antecede tle La provincia de 
Otalo ta he lian llenado las exigencias del art. 10 de ta Ley 
Nacional de Procedimientos, no lia lugar, con costas, ú la 
reposte ion Milieiiadu ais. íSli y curran los autos se^ún su 
estado, llágase saber con el original f repóngase el papel. 

A. Iíeuihíjo — Octavio Bhngk- 
NtuAsou 0. bel Soi.ah. — C. 
Hotabu Gacitúa. 

■ 
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tiK JOhTIcJa NaUJUNAL 



CAUSA XI, 



Lnznriatm <ontm la Provincia de Corrientes, per 
cobro de pesas 

Sumario,— Las actuaciones administrativas tinte d ^¡ap- 
on .le una provínola reclamando el cobro dé lili u rédito u<> 
murrurapeii ln prescripción. 

Vam—ha explica el siguiente fallo. 



rALLO i>k la si'fkkiu cortr 

B«BQ Alrw. Abril 2-i d« 

Y Vistos estos autos seguí Ais por don Enrique Liuuriaga 
contra la provincia de Comentos, por cobro de pesos, de los 
que resulta lo siguiente: 

Don Enrique Lu^uriaga, como cesionario de .tíon Salvador 
Mieherí, demanda á la Provincia de Corrientes por el cobro 
de la cantidad de un mil trescientos cincuenta y seis pesos 
tuertes con noventa y un centavos, d su equivalente en mo- 
neda nacional, proveniente dicha suma de suministros hecltos 
al Gobierno provisorio, durante la revolución de 1878; ex- 
presa que su crédito está comprobado por los documentos 
agregados al expediente administrativo que acompaña. 

Por le/ de la provincia el Poder Ejecutivo está autorizado 
á liquidar tos créditos, debidamente comprobados, por gastos 
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hechos en ese movimiento. Micheri se presentó en tiempo 
oportuno y su crédito fué reconocido de legítimo abono, or- 
denándose pasara á la emuislún respectiva pura su üquida- 
cii>«. Obtenida la liquidación, no pudo conseguirse el pago 
del crédiUi, hasta que en Octubre 241 de 1U0O. le fué des co- 
nocido su derecho, aplicándole una ley >|ue no rije el caso 
presente 

Cu ules laudo la demanda dice el representante de 1 1 pro- 
vi ncia de Corrientes, que el (johieruo de la provincia un ha 
reconocido el crédito cuyo pago se persigue, y que lo des- 
conoce, por im constarle que se hayan hecho los suministros 
á que se alude en ln demanda; además, desde 1878, época en 
que se pretende fueron Infima los su ministros, habrían trans- 
Querido veinte y siete anos, casi tres voces el tiempo nece* 
su rio para que se opere lu prescripción de las acciones perso- 
nales, C00 arreglo á lo dispuesto por el ort. Wl'A del Cód. 
Civil por to que opone esta excepción pidiendo el rechazo 
de la demanda, non costas. 
Y" Considerando: 

t¿ne opuesta por la parte demandada la excepción de pres- 
cripción,, procede considerarla en primer término, poique 
en caso de estar justificad* hurú innecesario apn;eiar los de- 
huís medios de de tensa. 

t¿ue en la hipótesis mas l'iivuruhte pura el deiuaudaute. ile 
haberse comprobado su crédito, eslana prescripto, pnes, aún 
cuando Miclieri haya estado ausente de lu provincia, desde 
1880, han trascurrido mus de veinte unos (nrt. UWi del Cód 
Civil), desde la fecha en que se hicieron los suministros ni 
Gobierno rio Corrientes, no siendo de tenerse presente las 
acluairiunes ndiuimsti-ati vas, p-irque ellas no interrumpen la 
prescripción con arreglo á to establecido por eí nrt. ¡tHHti del 
Cód. Civil. 

Por esto, no se hace lugar ú ia deiuamlu interpuesta por 
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don Enrique Luzuriaga, sin especiul conde nación en costas, 
en virtud de la nal «ral «a (Je la exoepoiúu opuesta, Nnülí- 
quesecon el original y repuestos los sellos, archívense 

A. Hkhhejo, — Octavio Hun 

UB. — NlCAHOH O. I>BL Soi.AR. — 

C. Moya mu GacitiU. 



CAUSA Xl.l 



Quittrrmo Andrean ronlra ta provhu-ia de Conientes, sobre 

cobro de p?$o$ 

Sumario,— I o Si ha transcurrido mas del tiempo requerido 
por derecho para que la prescripción de las acciones dedu- 
cidas se haya operado, sin que aparezca acto alguno del 
deudor que importe reconocimiento! debe absolverse al de- 
mandado. 

2" Las expoliaciones practicadas por rebeldes deben consi- 
derarse como dados causados por la guerra civil á que están 
Bujetoa tanto nacionales como extrangeroa, y de los qn- 
ninguna autoridad de la Nación ó de Provincia es respon- 
sable. 

Caso.— Lo explica el fallo siguiente: 



* 
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VALLO DB LA SPPHRUA COHTfC 

Buuoi Alr«t, Abril 2* do lfllM. 

Vistos estos autos seguidos por don Guillermo Andrenn 
contra la provincia de Corrientes por indemnización de per- 
juicios que nlinna le han sitio ocasionados en las revoluciones 
que tuvieron lugar en dicha provincia, en los meses de Di 
cierabre de 1892 y Agosto de 1893. 

Según lo expone el actor, los perjuicios cuya indemnización 
reclama consisten en el consumo de 150 reaes, hecho por las 
fuerzas de la revolución al mando del Coronel Insaurralde y 
en el valor de animales vacunos y caballares deque dispu- 
sieron las del gobierno, para su manutención, también du- 
rante el tiempo que permanecieron acampadas en su estable- 
cimiento de campo situado en el Departamento de San Roque, 
para el de otras fuer/as situadas en diferentes puntos de la 
provincia; comprendiendo, ademas, entre loa daños reclama- 
dos, los desperfectos causados al establecimiento, por la des- 
trucción completa del alambrado, y el de todos los útiles y 
enseres, estimando los primeros, ó sea, las 150 res es consu- 
midas por las fuerzas de la revolución en la suma de 3300 
pesos y en pesos 22.520 | os demás causados pur las fuerzas 
de gobierno. 

Agrega que ha gestionado administrativamente ante las 
autoridades de ta provincia, el reconocimiento y pago de 
esto» dallos, produciendo la comprobación i que sé refieren 
los documentos que aeom paila. 

Que el gobierno elevó á la Legislatura los antecedentes re- 
lativos á la partida de $ 22,520, con fecha 8 de Junio de 
1890, de acuerdo con lo dictaminado por el Fiscal de Estado, 
y que desde esa fecha hasta ta época de su demanda, habían 



transcurrido siete anos sin que la Cámara se avocara la reso- 
tu ció 11 del asuutu, riu obstante haber acordado en otras oca- 
siones el pago de perjuicios a uilogos. 

(¿ue por laque hace á la partida de $ 3.:»0 correspondiente 
al precio de las haciendas consuuiidus por las fue mu de la 
revolución, su reclamo l<i dedujo en 25 de Agosto de 18U7, en 
razón de haber obtenido con retardo el certificado que lo acre- 
dita, habiéndose seguido después, el misino procedimiento, sin 
conseguir tampoco que la Legislatura ú ta que fué pasado es- 
te re ul amo por el P 4 Ejecutivo con lecha 5 de J.iliu de 1898, 
dictara resolución alguna en utas de cinco anos, transcurri- 
dos desde entonces; por lo que se vé obligado ú recurrir ante 
la jusliciu nacional en guarda de los dereubos que le asisten 
para exigir la indemnización que reclama enn mus sus intere- 
ses y costas del juicio, aduciendo al electo, diverjas considera- 
ciones de orden legal. 

Acreditada la competencia de esta Suprema Oírte, y corri- 
do traslado de la demanda, -el representante de la Provincia 
pide su rechazo, con costas, en mérito de las consideraciones 
ile hecho y de derecho que extensamente expone en su defen- 
sa, ya con relación a la existencia y al monto de los daños re. 
clamados, como en cuanto á la impmcedeuuia de la acción 
ejercitada contra la Provincia, a la que. sostiene, no puede 
responsabilizarse por los hechos de las personas que los han 
causado. 

lies umiendo su exposición manib'Sta: 

-Que la Froviucia de Corriwutes no -puede ui debe ser obli- 
gada u reparar los daños que sufrieren los particulares, con 
motivo de !as expoliaciones cometidas por las fuerzas revolu- 
cionarias, pues no solamente uu autorizó tules hechos, sino 
que trató de reprimirlos, usando de la fuerza pública de que 
disponía». 

tQue tampoco puede ser responsable la Provincia de Corrien- 
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tes |>or los actos ejecutados por los funcionarios á su servicio 
que cometieron verdaderas delitos del derecho criminal y que, 
en consecuencia, son estos los únicos qun deben soportar la 
pena y cardar con las reparaciones á que den lugar sus 
hechos*. 

• Que la acción por indemnización de los perjuicios que se 
reclaman, tanto de los sufridos por expoliaciones cometidas 
por los rebeldes Como por los netos de píllale de que se acusa 
á ios fíefes de las fuerana del Gobierno, se encuentra p rescripta 
en virtud de la disposición cunteuida en el art. 4037, del Cúd. 
Civil., 

»(¿ue en el supuesto de que los robos y otros hechos de 
vandalismo de <|ue se dice víctima el demandante» fueran 
actos lícitos de cuyas consecuencias deba responder la Pro- 
vincia de Corrientes, la acción, eamo personal que es, estaría 
igual iiien te prescripta por haber transcurrido mas de los 10 
artos que establece el art XO'1'.l del Uód. Civil». 

Sustanciada la cansa y agregadas las pruebas producidas, 
cuino aparece del certificado de f. '¿17, así como los alegatos 
presentados por las partes, se llamó autos para sentencia por 
las providencias de fe 228 y 259. 
Y Considerando: 

(|iie la demanda deducida eu está causa es di rígida á ob- 
tener del gobierno de la Provincia de Corrientes, la indem- 
nización de los daños i|ue el actor a (Irma habérsele causado 
cuu ocasión de los movimientos revolucionarios que tuvieron 
lugar en esa Provincia en los meses de Diciembre de 18ÍK¿ y 
Agosto de ÍW¿. 

(¿u cestos danos se hacen consistir en el precio de las hacien- 
das consumidas por lus fuerzas de la revolución en el mes de 
Agosto de 189o\ a que se relie re el certificado de f. 3, otorga- 
do pur el jefe de mismas fuerzas en 29 de Julio de 1BÜ5 y en 
tíl importe de las que dispusieron las fuerzas del gobierno en 
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los meses de Enero y Agosto del mismo arto, así coran en ]ns 
de los perjuicios su Tridos con motivo de la destrucción de loa 
alambrados, unieres y útiles del establecimiento del deinnn* 
dante, situado en el Departamento San Hoque. 

Que desde La época en que las fuerzas del Guíñenlo causaron 
loa danos referidos hasta la Techa de la de m And a (f. 37) ha 
tuanscu trido mas del tiempo recurrido por derecho para que 
la prescripción di* las acciones deducidas se haya operado, 
ya se consideren coni prendidas en lo dispuesto por el art. 
WV7 del Cód. Civil sobre la reparación fíe los danos causados 
por delitos ó cuasi delitos ú bien que <a reclamación de que 
se trata deba estimarse como mía noción personal, siéndole 
entonces aplomóle lu establecido eu el art 402¡1 del misino 
Código. A eslo se agrega que el demandante ha estado domi- 
ciliado en la misma provincia, como consta de autos y que 
no aparece acto alguno del 1*. Kjecutivo ni déla Legislatura 
que importe una man i fes lució u en el se o ti do de reconocer la 
legitimidad del reclamo gestionado administrativamente, y 
que por lo tanto hubiera podido interrumpir dicha prescripción 
con arreglo á lo dispuesto por el art. 3089, puesto que 
las simples gestiones administra tí vas no tienen ese al- 
cance. 

(¿ue por lo que hace al importe de las haciendas consumi- 
das por las fuerzas de la revolución, si bien en el mensaje 
pasado por el B. Ejecutivo á la Legislatura, se considera es- 
te reclamo como justificado con tos comprobantes otorgados 
por el get'ede dichas fuerzas, esta circunstancia no autoriza 
la condenación que se solicita en la demanda, por cuanto, tra 
tándose de expoliaciones practicadas por rebeldes, como apa- 
rece de tos hechos relacionados, esas expoliaciones deben con- 
siderarse en la categoría de danos causados por la guerra ci- 
vil a que están sugetos tanto nacionales como extrangerns, 
y d- los que ninguna autoridad de la Nación ó de la Provin- 
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cía es responsable, como lo ha resuelto esta Corte en caso» 
análogos (tomo 17, púg. 1HÍÍ.) 

t¿ue dado In expuesto, no es necesario apreciar loa demás 
ineilius dejlefensajle n,ue hace mérito el representante déla 
provincia demandada» 

Por estas consideraciones, se absuelve á la provincia de Co- 
rrientes de las acciones deducidas contra ella, sin especial 
condenación en costas, atenta la naturaleza de las cuestiones 
debatidas y resueltas. Nntifiijueae con el "ritual y repuestos 
tos sellos, archívense. 

A. KkhmEJo,— Octavio Hinuk. - 
NicasohO. ukl .Solail— C. Mo- 
ya»» GaCITÚA, 



CAUSA KLlí 

i-m-o Xm ional muirá fos wft&fe$ Seré Lumn y Gia* sobre 
eobto do impuestos oV mhuiu» 

Ütfmnri». —i 1 ' Procede el recurso creado pur el art. H inciso 
1' ile la ley ¡§Í35, contra la sentencia de una Cámara Ke- 
durul, revocatoria de la del interior, que condena al pgt) 
ile la suma de olaco mil seiscientos pesos moneda nacional 
por concepto de inulta y derechos fiscales. 

*>■ Él iutioduclnr de arpillera destinada á la fabricación de 
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bolsas pftra cereales que, sin autorización previa de la Adua- 
ua ( procede a la venia de ese articulo importado libre de 
derechos, incurre en la responsabilidad establecida en los 
articules L0S¡|, 1030 y KW de las Ordenanzas de Aduana. 

■ ■ 

Casoi—Ln explican las piezas ai guientes : 
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Vistos y resultando: (¿ue por el parte de f. J < h w señores 
Seré, Lacau y Compañía habiiin vendido en remate por in- 
termedio de los martilieros (Jmvland y Compañía 13000 kilo» 
m u ó menos de arpillera, que m mayor «-anudad hablan ira- 
portado libre de derecho* de Aduana, como destinada ii la fa- 
bricación de bolsas. 

Que el representante de loa señores «eré Lacau y Compañía 
reconoce tos ti te líos explicando esa venta por tratarse de mer- 
cad eias que resultó averiada y que con ello no lia creído que 
pudiera comprometer los derechos (iseales porque están ase- 
gurados coa la cueuiaqnese les I te va á sus representados de 
toda lo que despacha libre de derechos f W tienen que acre- 
ditar que se ha consumido en la fabricación de bolsas. 

Y Considerando: Primero: <¿ue las mercaderías que gozan 
de franquicias según las leyes, así oomu las quedan de de- 
recho menor, cuando estuu destinarlas a la industria, tienen 
que ser . .rasamente empleadas en el destino para que han sido 
introducidas sin que el importador pueda á ati arbitrio ven- 
derla o emplearla eu otro objeto, sin permiso previo de la 
Aduana. 

Segundo: Que este Juzgado en la causa seguida contra don 
Antonio Oerle y la Exiua. Cámara Federal eu el juicio seguido 
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á Barolu ya tienen declarado que eitán sugetas á pena, las 
mercaderías que se vendiesen en plaaa después de haberse 
i ni [Mir tado libre de derechos ó con derecho menor, cuando esa i 
mismas mercaderías estuviesen gravadas por tarifa §i lucran 
destinadas ul cumercio, desde qnie tkq Helio pudría redundaren 
pérjnioiti de La renta liscnK 

Por estos fundamentos, fallo: condenando n los señores Seré 
Latían y Compañía á pagar mía mulla igual al valor de b 
mercadería que se denuncia vendida eu remate con mas los 
derechos liseales y casias del juicio. II ligase saber con el ori- 
ginal y repuestos que sean los sellas archívese la causa. 

Francisco B. Asttffueta. 

MtfTBMClA OH LA CÁMAKA CKOKH AL 

I 

miannt Aire*, K«l.r*r.i 2i <lo líKfcV 

V Vistos y Considerando: 

1 l¿m; según el articulo V' de ¡a ley du Aduana núm. iiHílí), 
el I'. Kjeeuiivo lia estado ¡lalorUado para permitir la entrad» 
Ubre ile las bolsas de arpillera para cereales ó las arpilleras 
destinadas á esc objeto, cuando el precio en el país excediera 
de *¿l centavos oro ei kilo. 

'i* (¿lie de acuerdo con el citado artículo, el 1*. Ejecutivo 
dictó el decreto de '¿¿ de Diciembre de 1ÍHK) declarando libre 
la importación de las bolsas y arpilleras mencionadas, 

3" t¿ue con el fin de garantir que las bolsas y arpilleras in- 
troducidas libres de derecho se empicaran en los objetos que 
se habían tenido en mira, el P. Ejecutivo, de acuerdo con la 
consulta celebrada por la Aduana de la Capí tul, expidió el 
decreto du Diciembre 30 de 1W):>, en el que establecía que la 
Adu&tia exigiera á los industriales é importadores el cumpli- 
miento de los requisitos determinados en el artículo 5" del 



ot justicia Utmnm 103 

meutario di! U ley de Adnatri y que llevaran las cuentas es- 
pedales á que el mismo arítCtfíilo st¡ refiere. 

'í Que los aeíli>re8 Seré L;iuau y Gia¿ han cumplido con ¡as 
disposiciones citadas en Ins considerandos precedentes, sin que 
pueda imputárseles violación alguna á le que t'ii ellas se ordena. 

Kl hecho de vender arpillera averiada de Ut iutrmlucnia li- 
bre de deieeho, sin previa autor i /.ación de la Aduana y sin 
pu»nr previamente el impuesto t:nr respondiente, puede cons- 
'iluir, si se quiere, un «etu imgll'í»T y moral mente censurable, 
pero que no lia sido previsto tú reprimido por ninguna dispo- 
sición legal, no pn-lieudoeu consecuencia, motivar una conde- 
nación. 

fts indudable quii ningún acto autoriza ta imposición de 
tina pena, sin ley que así lo lieiennine. Ks también obvio que 
no puede aplicarse una disposición represiva de un cuso etin- 
ineradii ú otro i|iie na lo es. 

Teniendo presente estos principios resulta que el hecho «pie 
se imputa á .-!. ■«*>■, Lai-an cuino una infracción, no lo cnnsii 
tuye. por cuanto c El no se ba violado ley alguna, ni dis- 
posición que ten^u es le carácter. 

.V t¿ue aunque es cierto que las mercaderías de que se trata, 
para que penunu<'¿can libres de derechos, lian de ser emplea- 
das necesariamente en el destino para que batí sido ¡nlnidu- 
eidas, también es cierto que ni nguna disposición legal establece 
que no pueden ser vendidas sin piúvio prrniiso de la Aduana. 
Luego, la venta lia podido hacerse sin ¡ninu^ir ley alguna. 

lais casos y disposiciones legales que se citan en contra ile 
los querellados, no son aplicables en estos untos. 

I*iu efecto, la sentencia dictada contra I ta rolo y las leyes 
que la tundan no pneilen invocarse contra Seré v l.ieau. 

liando nmgenó hilados introducidos con el menor derecho, 
i ii (rindiendo lo dispuesto en el artículo 7 del dcéréta regla- 
mentaría de la ley de Aduana ¡ÍH'.M), t|ue establece que esa 



venta mi puede hacerse sin previa autorización de la Direc* 
ümiii de Rentas. Entre lhuIm, im hay tlispcwicióii alguna que 
tiriten tí que lee importadores de bolsas de arpi I [ era. ó arpillera 
para cereales, no pueden venderlas «¡i a previa autorización de 
la Aduana. A estos intrnd uclores uu puede aplicáráeles «1 art, 
7 citado, por cuanto el rige única mente para lus introducto- 
res de hitados t:mi menor derecho 

Determinar i|iie esle articulo comprende á los itn parladores 
de bolsas y arpilleras pura cereales, it iin de considerarle* iu- 
i'raríores, i tu |ji»ri aria aplicar pur mera anulosa una di.spo.si- 
c i i'm cini cfcc i os puñales. 

Si el decret.ii del V. Kjceutivu de -*T* de Diciembre de l!Hnt. 
miIo establecía que alus i inquinad «re*- de arpilleras se les 
aplicara, el urueulu .V del Decreto Reglamentario dtí la ley lie 
Aduana nada lia urde. nado respecto del art 7". no hay razón 
alguna para considerarlos eniii prendidos en los términos de 
dicho artículo. 

En cuanto al caso ciludu dtí K. C. Noroeste Ar^entin i, que 
vendió artículos introducidos libres de dereclio, sin autoriza- 
ción previa de la Aduana, no es tampoco aplicable al suh- 
jltditié, por i-aianto aquella venta se llevó á cabo eu violación 
de ln dispuesto en el decreto nacional de "> de Mayo de 1HSI 

lie indo lo expuesto resulta ijiie los querellados no han iu* 
í'ri orillo disposición h\*nl alguna. que deben en consecuencia 
ser ubsueltos, eorrcspoudiéndoles solo abonar lo* derechos 
que corrfipoiiilan por ley. 

Pur estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de F¿ 
debiendo los señores Seíe y Lttlíail pagar los impuestos lie 
Auouna une por derecho corres ponda. Xotiliqucse con el ori- 
ginal, devuélvase y repónganse los sellos ante el inferior. 

. I ntfvl Frrrt ift a < "artes ,-.huut 
Agustín (iitrrht [hij't\. — An- 
pl i), Rojas, 
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¿jtipnuta Corte: 

El Procuradlo- (¡enera!, un ta causa que si^ue por defrauda* 
** i • » (i á t¡i renta nituutiKrn «mira lus señares Seré Lucau y Cift. 
¡i V. % pitle: l¿ni; .se h. ( deservir revocar Ui semencia recu- 
rrí i ln de f. íS, imponiendo á lus procesados u na umita Igual 
al valor de lus IYI <HH> !,iin, de mercadería i utroducida libre tle 

impuesto, itiaa el pago de los respectivos derechos lineales y 
castas, en mérito de las ln'cves consideraciones que pnsn á ex* 

|> íi\ i'n el presente memurial.de acuerda cutí el urüoulu 8 o 

"le la ley "W55. 

Desile. luego, en p reséñela tle la acusación «l« I", l'-l vacila 
y tle ]<r manifestado por lus procesados en el escrito de t Ib\ 
eu el que sustleneii i¡ue lio deben partir derechos de aduana 
por lus :¡2< h H> k i lita úe arpillera une vendieron en reíante pú- 
hlíeo sin dar aviso, después de halterios introducido libre de 
i uipnestos, como mercadería destinada ;'i la fabricación de bol- 
sas para cereales y, de. aeuerdo con la liquidación de t*. &4í 
aparees éaMprolndií '■t\Wifi 1 el monto del valor discutido, eti el 
caso neurretiie, excede de oiHlí) ,í¡ y por cuusi^uienLe, [iroeede 
el recurso coneedido á f, 55 con sujeción a! art. :i" inc. "■i" de 
la ley .055 y jiirisprudencia de V. E, 

Y entrando al f uido de la causa, no he de molestar la ilus- 
trada atención de V. K siuó muy Ureyeitieiite, para justificar 
ni i pedido de revocatoria del referido fallo. 

He los parles de dona acta de I". I y i, uní eomo de ta propia 
mnuilcsiucjón líe! representante de los procesad os, que obru 
á f. vuelta, continuada de I". 5 vuelta á I», y corro bu rada por 
la exposición de f. Vi y por los avisos que. impresos en lus 
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diarios «La Prensa» y «La Nación» encabezan este proceso, 
resultan comprobados ampliamente los dos hechos siguientes: 
1" (¿ne la cuan comercial Seré Lacnu y Compañía introdujo 
3^;t >0í I kilos de arpillera para bolsas de uereiiles, libre de de- 
reclina. 

*> Que lia vendido Luí mercadería en remate público, ni 
mejor postín*, si ti conocí inientn de la aduana. 

101 primero de los liedlos comprobados en autoa, ó sea ta 
introducción al pais, libre de derechos aduane ros, de ius 
32000 kilos de arpillera destinada á la fabricación de bolsas 
para vena les, importa el beneficio tjue acuerdu ¡i los recurren- 
tes, el art. V' de la ley de A 'luana núm. ¡WHíi. 

La libre fram-iiicia otorgada en favor de las holms deurpi- 
Itera ¡tara cérea le* fule la arpillera destinada n este objeto: 
por lo mismo yiie ba .sido sancionado por el Congreso, con 
propósito de estimular la producción y fácil transporte de los 
cereales, como importante factor de bi rii|iie/.a nacional, no 
puede dejar de interpretarse como excepción ó privilegio, en 
sentido restrictivo 

Y así, cu&adu la arpillera introducida por los procesados 
libre «le impuestos, se destina á la fabricación de bolsas para 
cereales, se cumple el propósito y el texto expreso de ía citada 
franquicia. 

Perocnando. como ocurre con el ¿' de bis I lechos comproba- 
dos, lo arpillera, asi introducida, lia sido destinada n una 
operación comercial en el mercado, cual es la venta chmi- 
basta pública ni mejor postor sin dar aviso ¡1 la Aduana, es 
indudable que se ha veri tiendo una operación comercial, en 
beneliclo Único y exclusivo de los procesados, pero abiertamen- 
te contraria al espíritu y á la letra del citado precepto legal. 

Así lo ba entendido el P. K en los decretos de '¿4 y ¡ÍO de 
Diciembre de IW¿ y en las disposiciones contenidas en los 
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arta, 5, b\ 7 y 8 riel decreto palamenta ría de la citada ley de 

AlllllllJiL. 

Y los procesad*»?, al cambiar el rumbo ijue I» arpillera tiene 
ni «mulo en lu franquicia í|U¿ le otorga, lian debido cumplir 
con la obligación de dar aviso A la Aduana, llenando asi loa 
requisitos establecí dos por los meneiouados decretos del P. 

Ejecutivo. 

I»e autos resulta claramente demostrada ti infracción en 
ijue lia» incurrido. No les disculpa, ni atenúa «o respousabili- 
ilad, «1 error en <|iie dicen han estado, según el un. lUiS, «le 
lus Ordenanzas, 

Y. como los arta, [INo y UWi, de bis mismas Ordenanzas, 
concordantes del 1017, consideran emito materia de pena toda 
(alta d« requisito ó todo hecho que si pasara desapercibido 
menoscabase la renta pública ó siempre que, por cuahuiier 
motivóse trate de disminuirla, resulta, pues, que los proce- 
sados deben ser condenados al pago de una multa igual al 
valor de las mercaderías introducidas en contravención, con 
pago de los derechos fiscales y costas. 

Asi lo pido ú V. E. de acuerdo á la constante jurisprudencia 
establecida en numerosos fallos, 
lis justicia. 

Julio Uútei. 

FAt.l.O IpK I.A SI'["HK31A CORTE 

Bueno* Al reí. Mayo l e Je I90«, 

Vistos estos nutus seguidos contra los señores Seró, Lacau 
y CcnipaiYia sobre cobro de impuestos fiscales 

Y Considerando en cnanto á la procedencia del recurso, 
(¿ue cuino lo acreditan las constancias de autos, se ha ges- 
tionado en esta causa ta imposición de una multa igual al 



ÍD3 KALLOH ME LA BÜWUEIIA OOHTÍ 

valor de las mercaderías introducidas en contravención ú las 
Ordenanzas Je Aduana denunciado ¡mi' el empleado A. l*eaee 
á fs. I y i y el tle luí derechos lUeules y «justas del juicio, án.ue 
se relie re lu acusación del Procurador Kíscui. d educida ¡i fs. 
U vtn. y lí. 

<¿ue la seiiLeneiu pronunciada ¡i fs. a¿ impone ú los deitian* 
dados La eimdeiincidii solicitada ú sea el pago de lu nuil ta y el 
de loa derechos lineales en las condiciones expresadas, los i|iie 
liquidados pOí la adutiaislracHÍu th: Aduana cu» tur mu ú Id dis- 
puesto p«r la Kjciua, Cunara, de Apelaciones ú f«. vía , re- 
sulta ascendió* á la suma de «:in«n mil seiaoifitioa pesos moneda 
nacional Liuntdneióu de (ajas $4. 

(¿n« dados eatoa antecedentes es evidente la procedencia 
del recurso di; apelación concedido a IV. üU paru unte esta 
Supreinn Corte, por encontrarse él caso comprendido éii 1m dis- 
puesto por la ley inim. iU.Vi, en el ari. ¡i" inc SÉ* 

Por ello, así sh declara 

V Considerando eu cuan lo al fumín del asunto. 

(JjBe los demandados han reconocido lu exactitud de litó ha- 
chos denunciado* á luja l 1 y fojas i, «i sea lu importación 
y despacho libre de derechos de vanas purtuhis de arpillera de 
pila cruda, ron destino ñ lu ta lu*í ración de balsas pura ce- 
reales v lu venta en plaza de •Í'Ü N x I kilos de la mi.sinn arpi- 
llera por intermedio de los martilieros (rtiíllenuu (inwhiud y 
Compañía, sin dar aviso de esta operación a la administración 
ile la Aiina na. Declaración de fojas - vai. fojas ti y fojas 5 
vtu. Ksmlo* de fu jas lli y 'i'l. 

ÜU6 con arreglo á lo dispuesto por el artículo l" de la ley 
de i de Knero del año l!HU, el l\ Kjeeutivo autorizó lu libre 
imporiaciiiu délas bolsas de arpillera para cereales, así como 
la arpillera destinada ¡i su fabricación» disponiendo posterior- 
mente oue 'lus Aduanas para la veri ti cae, "nía de la liberación 
acordada exigirán á bis i mi ns tríales •• i mp¡ ir Lado res el uuiupli- 
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miento de loa rHimisitM3.mii establece til art. .V del Decreto 
r^laméiilan» |« ley de Aduana en v¡««r y la obligación 
«le llevar la* cuernas especiales á que el mismo artículo se 
reliere, decreto de fecha 2Í y 8T) .Je Diciembre de liHJíl y MU, 
r fs pee tf vainente. 

<¿ue rii estas c liciones, |, H demandados lian importado 

las diversas partidas de arpillera á tifa se recrea Itia deuun- 
eias de f. 1 y i y que forman un total de un mil ciento ¿¿ 
cuenta y d..s (urdo* i;mi seiscientos veinte y nueve mil kilos de 
los cuales han vendido en pinza treinta y dos mil kilos como 
queda dicho, y resulta debidamente acreditado. 

<¿«a dado» tos propósitos qué determimirou la franquicia 
expresada, propósitos clara me» te maui Testados en las dispo- 
siciones recordadas, es indudable que al apartar del destino 

que debe darse Á la mercadería introducida en las ennJíei s 

indinada», corresponde satisfacerse el derecho establecido por 
la ley, como se reconoce por los demandados al pedir i f. A 
v. el sobreseimiento del expediente formado con motivo .Je 
la denuncia menciomida. y qué se pase esos antecedentes ¡i 
la Glicina de contabilidad para «pie se le hiriera el cargo con 
arreglo A la cuenta de venta nue ofrecen presentar. 

(¿ue de esta mnni Testación se deduce también reconocimien- 
to implícito de qae los industriales é importadores están obli- 
gados ¡i pmier en conocimiento de la Dirección General de 
Rentas las venias verilieudas de los hilados que han imp.tr 
tado con el destino referido, requiriendo al efecto la autori- 
zación necesaria, con arreglo á lo .pie al respecto establece el 
decreto reglamentario de la ley de Aduana. 

(¿ne, de no ser así, resoltarían frustrados los propósitos que 
se tuvieiouen vista por el l\ Ejecutivo, teniendo en cuenta 
que el art. 5' citado, tiende áqiie se justifique en lo posible 
que la mercaderia beneficiada no lleve otro destino que el 
que ha querido dársele por la ley. al exonerarla del pago de 
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loa derecho» establecidos para su importación, pues fácilmente 
se uorn prende que esa justificación seria defícíl si nú impo- 
sible, después de vendida esa mercadería á particulares que 
no tienen con la Aduana las mismas relaciones de derecho y 
que no se encuentran por consiguiente sometidas á las obliga- 
ciones contraidas por las personas á ó le se refieren las dispo- 
siciones citadas. 

<¿ue, por lo tanto, es indudable la responsabilidad en que 
lian iucurr.do los demandados, al proceder á la venta de un 
artículo importado, libre de derechos, con el objeto i n ¡lleudo, 
sin dar cuenta en forme alguna de esa enajenación, de la que 
solo Llegó á tenerse conocimiento mediante tas denuncias nien- 
uiunadiis, siéndoles en tal caso api ¡cable lo establecido por las 
Ordenanzas de Aduana en su art. 1025, 10*¿l¡ ,y 1QH7. 

Tur estrts consideraciones, se revoca la sentencia apelada de 
f 48, y se continua la de 1'. TI, por la que se condena á los 
demandados Seré Lacau y Compañía, á pagar una multa igual 
al valor de los treinta y dos mil kilos de arpillera vendida en 
remate sin el png« previo de Los derechos que les corres- 
pondía, á que se refieren las denuncias de f . 1 y f. 4, con mas 
los derechas fiscales y las costas del juicio, Notifíquese con 
el original y repuestos los sellos, devuélvanse, 

A. Hkrmmo.— Nicanor (i. m\. 
Solar.— M P. I)ahact.-C. Mo 
vaso GacitíÍa. 
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Datla Elisa UrUturn efe OasUtlfa contra U Provincia de 6V 
tamaña, mitre entrmja tit> tierras 

Sumaria — 1" En el concepto tfm'.w< o empleado en el inci- 
so die¿ del art 1141 del O Ui^o iM vil, ae comprenden Ins artos 
jurídicos ex piscatorios, derogatorios ó mod i li cativos de los 
eont ratos ú 4] na 8e refiere dicho artículo. 

'¿" i !on síi ni yeni t ¡# cu el miso la adquisición de la posesión 
enuncia ila en diversas escrituras públicas, uti hecho di rec- 
tamente relativa al acto jurídico que Formó el objeto 
principal de Las inismis es inadmisible la prueba testimo- 
nial, aun acampanada ile principio de pr cha por escrito, 
á l • » — fines de acreditar la falsedad de tal enumeración ó 
sea. la de la adquisición de la posesión. 

Cliso — Resulta ilel siguiente 

PALLO lili LA SI'HMK»A CofiTK 

Buen»* Airw, Majo 3 «1» IW». 

Y Vistos: don Francisco O ni/;, como apoderado de doña 
Klisn IJ. de Castel I», en su carácter de administradora de 
Ins bienes de testamentaria de su csposiidon Luis Francisco 
Castells entabla demanda contra la provincia de Cata marca 
exponiendo: 
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(¿ue según consta de las escrituras que acó ui parta, don losé* 
QÜyol en representación del gobierno de Cutnmarca, vendió 
en ü de Octubre de 1HS7, cierno treinta y seis leonas de 
campo Msunl á los señores francisco Uriburu, Guillermo A. 
Cranwell, .luán li. Medici y Luis Clistel U, quedando con ve- 
nido n ue la ubicación de h tierra sé haría en loa departamen- 
tos de La Paz y Cnmiyúu, y siendo de cuenta exclusiva del 
reudedor hacer la entrega de la misum y allanar cualquiera 
d i lio u luid que se presentare para, que loa compradores verifi- 
caran la toma ile posesión; 

<¿ue los señores no ni h raí los en tremaron en el acni de lirmar 
la escritura $ (i&OOÜ ufa á cuenla de los $ 27'J.OOU n%fa del 
precio de compra, obligándose ¡i pagar el saldo en letras de 
tres y seis meses; 

(¿ue la venta referida se ra ti fie» en escrito de 21 de Mar- 
zo de 188H, en la que Gu/tit expuso que la provincia á loa Bifes 
del contrato, había hecho practicar una mensura uficial, apro- 
bada por decreto de Marx» 1" de ese arto, con declaración de 
que eran tierras fiscales las'ion leirua* deán notadas como tales 
por el ingeniero Lange que practicó dicha mensura, haciendo 
salvedad de ciertas propiedades particulares; 

(¿ue posteriormente, por decreto ile i de Marzo de el 
gobierno dispuso que de las Mi leguas liscnles se niñeasen 
y entregase n á los compradores las exp resalas U(> leguas, 
con más til leguas que también les correspondía por e»mpra 
á |ns señores Mi Iberio Corren, LuisT Muyan» y Adolfo Kouh, 
al tenor de los testimonios que así mismo acompañan; 

(¿ue no obstante que los «emires Un bu ra, Cranwell, Medi- 
al y Castells, aceptaron qae en la escritura se dijese que 
estaban en posesión de la tierra, esto no tuvo mayor alcance 
que el de una Turma no objetada, porque el negocióse hacía 
de buena fe con l»s poderes públicos de un estado federal; 

t¿ue los compradores cumplieron estrictamente las onerosas 
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obligaciones que el contrato les imponía, y ruando trataron de 
tomar posesión de las tierras se halla roo en la impusii üi lulaiJ uia- 
teríttl y le¡^rtl de hacerlo, por cimillo ellas estaban ocúpalas eu su 
mayor extensión por antiguos pobladores, cuyo* derechos Im- 
hjan sido expresamente reconocidos por el #1 bienio de Cn- 
m marca. 

l¿ne en $9 de Junio de ÍS*Í. Ins señores Uriliuru, Crunwell, 
y Medid, vendieron á don Luis Cantells la parte pro indi* 
vi s¡i que Leu i ¡111 en las ' leguas, ,y ú la muer te del último 
ruaron decíalos sus lie rederos doña Klisa V. ile CnsielU y 
doTi Luis F. Cnstells; 

1¿iih el Uoliieriio de Cutama rea ha hecho ú sus m midan te* 
propuestas i]e arreglo, que i ui portaban reconocer el derecho 
de los mismo», y 110 tu ero 11 aceptadas por ser hxí^íuis las 
sumo» ofrecidas; 

t¿ue en mérito de los hechos i mi mudos y ile lo dispuesto en 
los orts. HUÍ, 1450; Uó7, IliU Uní y Ufo (numeración nueva) 
del Có.l Civil, solicita se condene ó la provincia de Cala marca 
ti entreoír ti sus mandílales las Lie rías deslindadas en el enu- 
traln de comiira venta mencionado, libres de Lodo posesión, en 
los términos de ti i dito contrato, ó en sn defecto á bi devo- 
lución del precio pagado, daño» y perjuicio*, ¡ulerean y 

■ 

coMa»; 

(¿ne don Víctor M. López, por la provincia de Cata marca, 
pille el rechazo de demanda cuu costas, alegando: 

ijue a e^inr á los propios antecedentes expuestos por los 
aetores, ó sen las escrituras de 11 de Setiembre y 1 1 de 
(Je I 1 ib re de 188? y de 'Ü de Marzo de 1888, su poderdante 
Liabiu cuui|dii|o U» obligaciones de vendedora mediante la 
ubicación y entrega de la tierra enajenada; 

i¿ue 110 'iny constancia oticial de lu» propuestas de arreglo 
á que se baee referencia en la de man [la, y que aun admití' 
da *u existencia, ellas 110 pueden tener el alcance que se Le 



atribuye, par carceer de loa requisitos necesarios para que 
obliguen á la persona jurídica; 

(¿ue los contratos en cuya virtud se lia interpuesto i a de- 
manda son nulos, en ra/.ón de haberse otorgado cotí violación 
de las leyes generales y locales, extra! imitando el Poder Kje- 
eutivo sus facultades; 

(¿ne el precio de venta convenido con los señores t'riboro 
Castells, Oranwell y Medici, fué de $ '¿(KM) la legua, y de este 
pretjio 1h provincia solo recibió $ HOÜ, porque el resto, es 
decir. $ 12(10 por legua, fué adjudicado como comisión al 
seílor Guyot, en virtud de un decreto que obra en autos, que 
el último sigue ante esta Corte contra Cutama rea, en los cua- 
les se lia atacado de nulidad dicho decreto; 

(¿ue recibida la caí na aprueba, Inise producido la de que 
instruye la certilicaoión de fs. 1U y las corrientes á ta. U<> a 
171, 177, Ifllvta, 187 na, 1HH, íí)l vt;i„ liíd Ú202, habien- 
do Us partes alegado á fs 151} y 11Í2. 
Y Considerando; 

(¿ue no hay en el escrito de ta. ¡Hí la necesaria especifica- 
ción de los motivos de hecho y de derecho en que se apoya 
la nulidad ulegada de los contratos que invocan los deman- 
dantes, de tal suerte que no es posible tomar en cuenta la 
defensa de ta provincia kii este particular (arta. I'í, y 85, ley 
de procedimientos}; 

(¿ue además, el testimonio de fs. 125 traído á los autos á 
petición do la misma provincia, comprueba la existencia de 
un juicio promovido por aquella contra su mandatario señor 
Uuyot, sobre rendición dé cuentas (fs. 127) relacionadas con 
dichos contratos, según puede inferirse de los términos del 
referido testimonio, y esta circunstancia implica que ha sido 
reconocida la eficacia lejjai del mandato para enajenar las 
tierras de que trata, y la enajenación efectuada en ejercicio 
de él 
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Que en cuanto á las otras defensa* aducidas, es de tenerse 
presente que rio se bao argüido de falsas en las condicionen 
previa tas por el art. iHW del Cód. Civil, las escrituras eii 
que se establecieron las relaciones de derecho, origen del 
presente juicio; 

Que con arrecí» á lo dispuesto cu el art. !HK r ) del misino 
código, los instrumentos públicos nu redargüidos de falsos 
por acción civil ó criminal, loteen ¡ih-wt /''de las cu une i aciones 
di rectamente relativas al acto jurídico que forma el alegato 
principal de aquellos. 

Que como consta eu el testimonio de escritura corriente á 
l's. lií>, otorgada en esta capital cu Jli de Junio de 1888, los 
señores Francisco Uriburu, Guillermo A. Crainvell y Juan II. 
Meilici, vendieron & don Luis Custcils su parle iudiviwi del 
inmueble a. que se reliere la demanda expresando que baldan 
puesto eu posesión de éste ai comprador. 

(¿ne de las escritura» anteriores, complementarias de la 
citada de 20 da Junio de 1388, y presentadas también por 
los actores, aparece que los mencionados se funes como com- 
pradores de la provincia de Catamarca, habían tomado antes 
posesión del mismo inmueble; siendo de notarse que sn ubi- 
cación y entrega fué materia de estipulaciones especiales, en 
las cuales se lijó plazo al efecto y se bízp depender de ellas 
el pago de la mayor parle del precio de venta, establecién- 
dole, además, una multa para id cuso de tardanza en la en- 
trega de la tierra (fs. !», Ut, t¿, U y 58); 

Que la tal sedad de las enunciaciones concernientes á la 
adquisición de la posesión, contenida en la escritura de 'JO 
de Junio de 188» y anteriores ó ¿jen, á la de un liech» directa- 
mente relativo al acto jurídico que formó así el objeto prin. 
cipnl de aquellos, no está legalmente demostrada cu autos, 
con la prueba instrumental y testimonial rendida, aun en 
el supuesto de que pudiera hacerse mérito de toda ella, no 
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obstante lo res u el tu á ís. 151 vtu. y lo observado al respecto 
por lá demanda (fe. líMí) ¡ 

Que en un caso de naturaleza del sitb jwlice, esa prueba, 
si bien establece graves presunciones en favor de la justicia 
de la demanda, nu constituye un eoutradouumento de los 
previsto.-! eti tosan 9UÜ : y WS det Cód. Civil, ni bis autores 
tienen el carácter de terco rus en relnuimi á los con tratos ee- 
eebrndos entre bi provincia de Cauuiareu y bis señores üe]bu> 
fU, Crumveli. Me di o i y L'astells, y entre los tres primeros y 
el último, si nú el de causa báldente de bis compradores, de 
tal suerte que mi pueilen ejercitar atrás accione* qud las 
que correspondían a estos; 

(¿n t; nuestras lejía* lian p rescripto tjoj se liaban en escri- 
tura pública, bajo pena dtí nulidad, entre ntrus, bis eontratus 
que tuviesen pin- objeto lu trasmisión de id enes ¡minie liles, 
y Lihlus los tictes que sean accesorios de contratos redactados 
en escritura publica (att. U% íue 1" y lli Cód. Civil); 

(¿lie en el umioeplo utrvsurw, se co.upr [i:n bis arios jurí- 
dicos esplieatorios, derogatorios ó mo lilrcttivos ile tillen u«B- 
ira tos. 

í¿ue por Lo tanto, |a prueba de inod ideaciones que deben 
hacerse necesaria uieu le eu escritura publiea, se bulla someti- 
da á las propias restricciones que la prueba del contradi nr¡« 
binario: y en este orden de bJeas, seria iuudmisilile \u testi- 
monial* ano acompañada de principio de prueba por escrito 
sino se trata de un contrato d de uua umdilicaeiiíu ó tiste 
i¿ue puede hacerse por instrumentos privados (art. 1145, 11S7 
y llill., Cód, Civil); 

(¿ue prn- ulra parte, y á los fines de mayor amplitud de los 
ni ed i iis de prueba, la falsedad denunciada tnt revestiría el 
earáctet de una simulación, uun el propósito <le v inhtr leyes 
de ónleii público, ni el de nu aelo doloso, dados los términos 
del nri.íMl y siguiente del Cód Civil y la doctrina que loa 
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Mtapa q ie ¡a falta de entrega de ta cosa vendida debioser 
conocida dtí tus udq ni rentes, y no se lia alegado y probado 
que tuvieron motivos para considerarse p. redores á causa 
de algún encaño de que raerán victimas. 

l¿ue nurt cuando así nu fuera. la prueba remlidu por ios 
ftctop?s, sería ¡nsn líe i ente para es tablee e! la falsedad de las 
enunciaciones preindicadas, enervando la plena f,< «jue les 
corresponde: l- por.¡ue tos informes de IV IHÍ vía., 1ST vía. 
y i&i vía, ha 11 dado resal lado negativo; '¿» porque los docu- 
mentos de fg. III y Uz\. n a cuiipr.iebun que ,-| urregl., (JUÜ 
se tramitó entre la provincia de t'utnmarca y la sucesión Cas- 
tells fracasara á causa U u ser exigua la iud.mmi/aeióu ofrecí - 
-la, como se alirtmí eu la demanda, pues tío aparece de ellos 
ni de las declaraciones referen Les a los mismos, tte los testi- 
gos don FJaviii Castellanos (f. 1 US) y don Justo 1>. Ibanez 
fflfc 171 vta ) cuál fue el verdadero motivo de no llevarse 
adelante dicho arreglo, siendo de notarse qne el testigo Cas- 
tellauos man i I ¡esta que como el go he ni ¡i do r de Cata marca 
estaha dispuestos aceptar, la petición de reconocimiento de la 
deuda proveniente del negocia de tierras, siempre que una 
ve/ estudiado el asunte», resultara ser acreedor el señor Líribu" 
ni, del gobierno, agregando «¿iik el declarante no conocía el 
eontrat.. .le los señorea Uriliurn. Ou.iwell, Mediei y Castells. 
y :* , porijne á estar al informe del ingeniero Unge (|s. lo) 
que practicó la mensura oücial qué debía servir de base á 
la venta ú>s>eiWes Uriburu, Cranwell, .Mediei y Cus- 
tells, y al decreto declara» i" y 'i de l8HH~(ls. 18 vta y iil 
vin ) del'nrea. total medida, que exeniia de¡doscieutas leguas, 
bixuse deducción de superíiucs ocupadas por terceros, > ; no 
resulta iiieiiuivueamenle de autos que loa omipauiee "á'que se 
re lie rea las declaraciones de IV. 177, 178, Jíl(i, m y. ¿Q fue 
ran otros que los que ya se habiau tenido eu cuenta al aprobar 
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la mensura expresada, y ordenar ¡a ubicación de las 200 le, 
S«as, cuya entrega furnia el objeto de h demanda. 

tVir estos 1'umlamentn* y de acuerdo con lo resuello p^r 
esta Corto en su sentencia de Octubre, ti. de 1¡H)1— autos Far- 
iña i tontea el Banco Hipotecario Nacional, y en la de Marzo 
*¿0 de UKKi— autos Kosas emitra Corrientes- se absuelve a la 
provincia de Cata i un rea de la demanda de fs. 77, debiendo 
his cuitas abonarse en *d urden cu tusado por haber Letiiilo lo* 
acUires rnxón probable pant liii^ar. Nmiliijuesc con el original, 
,v repuestos Ins sellos, a re h i ve use. 

A. Bkbübjü.— OqtAViO Bbhobí— 
Nicasok (i, nteL Solar.— JVL 
I*. Dahact.— 0. Moya no Oa- 

CITIIA. 
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Rrhtirhi ttrl Jtuz Lrtmdo dr la l'<uu),<t CfeíiÉfflrl til ,hw* di'l 
Crimen de I > Ubt Mvrwdvs {Sun Luía' 

&uwamQ. -Trutámlmo- de ex hurtos dirigidos por autoridades 
naninnalea ó provin cíales, no es necesaria la autenticación 
presen,pta por la ley núm. 'ti de Agosto üfi de I8ttt 



(. «!**>.— Lo explican las piezas siguientes: 
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Saút* 1U.hu, ilc Titiiy. Folircrt. 19 d« I* 1 *. 

«íli a Aoí- dtó uW Crimen di- Vtlla Mercedes, Provincia de 
San Luis. 

Tengo el iterado de di rijirrue tí V, S. haciéndole saber que 
un Le este ado y ser retar ia del autorizante, tramita el 
proceso seguido cnnLra Martiniaun Mendicna por hurto, en 
el cual se ha dispuesto librar á V. S- el presente, pidiéndole 
se sirva ordenar se proceda á la detención del aludido Men- 
dicna el que según datos se halla domiciliado en el parage 
denoto i nado -I, a- Taperas > jurisdicción de esa provincia: la 
liliación de dicho procesado es: argentino, casado de '•'>'■> anos 
de edad, imecudado, estatura y grosor regular, color blanco, 
pelo y bigote castado obscuro, 

Oiin o recaudos, á los electos de la extradición, transcriba 
á V, S los siguientes autos: *Sauta llosa de Toay, Junio 17 
líK>5, Déjase sin efecto la etonreelación de Marti nimio Mea- 
diuca, a quién se le i n ti ni a ra i|ne se constituya nuevamente 
en detención eu la cárcel de estn Capital. — Heltrsn.— Ante mi: 
José U. Navarro.— Suata Rosa de Toay, febrero 15. Í9Q<¡. 
Agréguense á sus antecedentes las actuaciones remitidas por 
ln gobernación coa olicio de 5 de Kuero último, y por lo que 
de ella resulta exhórtese a los serlores Jueces del Crimen de 
Villa Mercedes y de San Luis, solicitando la extradición del 
procesado Marti nía no Meudioca.— Rultrati.— Ante mi: José R. 
Navarro, 

Ka tal virtud, ruego y exhorto A V. S. i-I dilig<'nciaiuien' 
dfi1 preseute. arrecie, id ole reciprocidad en casos análogos. 
Saluda á V. S. atentamente. 

6'. Beltran.— José lí. Xaoarrv 
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VISTA FISCAL 

Ks jurisprudencia es tablee i da que los exhortas ó comunica- 
cinues directas de las autoridades judiciales de una provincia 
con uLra. no necesitan para ser evacuadas niaa autenticación 
que la lirma del Juez, y el sello del Juzgado (art. 7° del 
reglamento de los Juzgado:* Federales) Dígnese elevar el ex- 
pedirnte á la Suprema Corte solicitando resolución. 

M. Torres. 

AUTO HKl, Jt'HZ LKTRAOU 

Anata. K.ij.1 Uo Toar. Muo 13 da IMSL 

AuLíjs y Visto.,: Siendo improcedente el motivo invocado 
por el señor Juez exhortado para no diligenciar el exhorto 
de f. 1 conforme a la jurisprudencia establecida por la Kxina 
•Suprema CortwJ.NniHouul, y de acuerdo con Ib dictaminado 
por el seiVoc Agente Fiscal de este Juzgado, se resuelve elevar 
estas actuaciones á dicho tribunal, á los efectos que hubiere 
lugar, previo aviso al señor Juez requerido. 

6'. Bettran,— ante mi: José H. 
Navarro. 

iHC i V MK N DKL SKÜOK I'HOCI HAIJOH Í.KNHRAL, 

Suprema Corte: 
Con arreglo al art. 075 de la ley de Procedimientos Penal, 
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de conformidad con los art. 7 y 11 del Reglamento de loa 
Tribunales Federales, y de acuerdo con la jurisprudencia 
enlistante de V. E. Que, Ka declarado improcedente la anteo* 
ticaeión de la ley 41 de Agosto !¿4¡ de 18(í3 cuando se trata 
de exhortas dirigidos por autoridades nacionales ó provineia- 
les; reputo que eu el cnso no ha tenido razón el juez local de 
San Luis partí no dar curso al exhorto que le fué librado 
por el señor .Juez Federal del Territorio de la Pampa Cen- 
tral. 

En consecuencia creo ijue V. E en ejercicio de las facul- 
tades que pura tale* caaos le confiere la ley -1055, debe 
ordenar que el mencionado Juez Local de San Luis está obligado 
á diligenciar el exhorto de que se trata. 

Julio Botet. 

p 

PALLO l)K LA St'fKKJU CORTK 

Uuc-um Airea, Muyo I» do lSKtf. 

Vistos y Considerando: 

l¿ue en el exhorto tle I'. 1 se lian llenado Los requisitos 
establecidns por el art. (¡75 del Código de Procedimiento en lo 
Criminal. 

(¿ue por el art. 7 o del Reglamento de los Juzgados Letra- 
dos de los Territorios Nacionales y art. 11 del de los Juzgados 
■le Sección, siempre que hayan de librarse despachos dirigi- 
dos á autoridades de Provincia, ó a autoridades nacionales 
fuera de su jurisdicción, pondrán el sello de tinta del Juz- 
gado con lu lirnia del juez (acordada del 'il de Febrero de 
¿90$ Fallos, tumo ÜU, pag. 9). 

<¿ue como lo bu establecido la jurisprudencia constante de 
esta Corte esas formalidades llenadas eu el exhorto de fs. 1 
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bastan para la legalización de los departís de un Juez Nacio- 
nal, ó autoridades del misino orden ó provinciales (Ful loá tonlO 
25, pág. 21 y otros). 

Por esto y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador (ieneral, se decían* que el despacho de t i 
está eu debida forma y debe sur eumplidu por el juez exhorta- 
do; á sus efectos devuélvanse los autos al juez exhortante eu 
la forma de estilo. 

A. Kkusiiijo, - Octavio Bith- 

liK. — NlOAWUK G- 1IKL ÍSOLAH. — 
M . P. UAhACT.— C MoYASO 

Gacitüa. 
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Fimo Xaciounl contra la emprvm del Frrrorartzit tkl Oeste dé 
Buenos Aires, por defraudación á la renta de aduana 

Sumario: De acuerdo con el principio («institucional de que 
ni n^iln habitante déla Nación pue«le ser penado sin previo 
juicio fundado en ley anterior al hecho del proceso, no 
incurre en la pena establecida en la ley de Noviembre "¿0 
de 18!»1, la empresa de ferrocarriles, u.ue con anterioridad A 
ta vijencia de esta, vende algunos de sus materiales, usa- 



■ 
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dos, introducidos libres <le derechos, sin llenar ios requisitos 
prescriptos eti dicha ley; muí cuundo el hecho contraviniera 
uu decreto del Poder EjecuLivo, de fecha anterior al mismo 
que I •» castiga con una pena análoga. 



( ano:— Lo explican las pierna siguientes: 

SKHTKNCIA OKI, JtíKZ rKDKItAN 

Unanos Api, Abril ¡M do IBOt, 

Y listos estos untos seguidos por el Procurador Fiscal, 
contra la empresa, del Ferrocarril del Oeste de üitetuta Aires, 
por defraudación de rentas liscales |Mir el hecho de haber 
en age nado en pía Ka, sin el permiso cor respondiente, los ma- 
teriales usados que se detall ti u en la planilla de t. til. cuyos 
materiales hahían sido introducidos libres de derechos, al 
amparo de las prerrogativas acordadas ea la Ley General de 
P. R C. C de 10 de Setiembre de 1872. 
Y Considerando: 

Primero: (¿ue el hecho de la importación de los materiales 
á que se relieve la planilla de í- (íi sin haber satis fee lio los 
derechos de introducción ai país, y que asi mismo el hecho de 
la venta eu plaza de eso* materiales ya usados sin haber 
solicitado de la Aduana el permiso exijido por el articulo i" 
del decreto reglamentario de la ley de F. F. C. C. han sido 
categóricamente reconocidos y confesados por la empresa 
acusada. 

Segundo. Que el permiso previo para vender materiales 
usados, por las empresas de los F. C. C ái|ue se alude ea el 
considerando anterior, surge del decreto del P. E. de fecha 5 de 
Marzo de 1884 que en su articulo V* dice así. «Toda vez que 
una empresa de ferrocarriles tuviera necesidad de vender 



alguna parta de los materiales de construcción ó explotación 
introducidos librea de derechos por un serles necesarios por 
el «*oú otras causas, deberá presentar alas Aduanas respec- 
tivas un permiso en el sello de pólizas, expresando la clase 
«tildad y cantidad de lus materiales une se quiera enajenar. 
Las Aduanas acordaran el permiso, previo aforo y veritieaeión 
por los vistas para la correspondiente liquidación y cobro de 
los derechos que aquellos adeuden.* 

Tercero: Que el Procurador Fiscal al formular su negación 
de f 84 pide de acuerdo con el art. ó* del citado decreto que 
•e imponga á la empresa mía multa igual al valor de loa ma- 
teriales vendidos, por cnanto dicho decreto, fué dictado en uso 
de la facultad acordada en la parte final del articulo 51 de la 
ley núin. 531, al decir que el P. E. debia dietar las medidas 
necesarias para impedir los abusos á que podría prestarse la 
franquicia establecida pura la introducción libre de derechas 
de los materiales destinados á la construcción y explotación 
de los ferrocarriles. 

Cuarto: t¿ue la empresa del b\ 0. del Oeste de dueños Aires 
euatietie como hecho fundamental de su defensa, que ella al 
adquirirá titulo oneroso, todas las existencias que constituían 
el Ferrocarril de la Provincia de Buenos Aires no adquirió 
un F. C. sometido á la ley de 18 de Septiembre de 187'A, 
puesto que esta ley se reliere únicamente ú los P. C. Nacio- 
nales ¿garantidos por el Estado, y no á losF. C. creados por 
una ley de Provincia, que por consiguiente la introducción 
libre de derechos de los materiales de construcción y explota- 
ción de ese ferrocarril no habia sido al amparo del articulo 
54 de aquella ley, sino en uso de las disposiciones contenidas 
cnli-s leyes anuales de Aduana, únicas aplicables al caso en 
cuestión, podiendo agregar además que el mismo P. E. habia 
acordado la introducción libre de derechus del hierro viejo ü 
lean materiales análogos á los enagenados por la empresa, 



MJMTiau maooMal ¿ir» 

siempre que é I fuera destinado á K*tul>leci míenlos de fun- 
dición. 

Quinto: Que teniendo á la vista la acusación y la defensa 
resulta que son dos las cuestione* ijut» el Juzgado está llama- 
dn a resolver; 1' di tanto el ferrocarril de la Provincia de Uue- 
nos Aires, ewuo I» Empresa del Kerrocarril de! Ueste stioesora 
de aquel, en sus relaciones con lat Aduanas han estado ó no 
rejidas por la Ley de 18 de Septiembre de 18U2 y %> Si la 
venta de los rieles usados sin permiso previo de la Aduana 
para su aforo y pago ile derechos, cae bajo la sanción peuat 
del articulo 5" del decreto de 5 de Marzo de 1881. 

Sexto: lie* pee lo de la primera cuestión el infrascripto 
opina queiti empresa del Ferrocarril del Oeste, asi como su 
nnteuesoraal extraer de las Aduanas libre de derechos todos 
los materiales de construcción y explotación lo lian hecho al 
amparo del favor acordado en el articulo 54 de la ley de 18 de 
Septiembre de 1872, única ley que creó esa prerrogativa. De 
otra manera todos los materiales hubieran pagarlo derechos de 
introducción ya que las Provincias como personas ó las mismas 
al proceder á la constricción de un ferrocarril no pueden crear 
a su arbitrio favores ó liberalidades para la importación de 
materiales ó mercaderías que la ley grava con derechos. 

La renta de Aduana, es renta déla Nación y solo el Con 
greso puede crear por ley favores ó rebajas ei los derechos, 
catándole prohibido al mismo P. K. de la Nación acordar 
exoneraciones que no estuviesen expresamente determinadas 
en la ley de Aduana. 

La empresa del K. Carril del Oeste de Buenos Aires que se 
ha amparado y se ampara en la ley de 1872, para introducir 
libre de impuesto, los materiales que emplea en la construcción 
y explotación de sus lineas, no puede sostener que esa misma 
ley y sus decretos reglamentarios no le afecta cuando llega 
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el momento He vender en plaza esos mismos materiales «in 
llenar los requisitos cvijídos por hi ley. 

Dehe eonaiderarse ijue la obligación i Hipnos tu de solicitar de 
la Aduana autorización pHm ia ven tu dé materiales usados, 

noes simple rerpttsitn ú formalidad que á riada c luce, sitió 

que tiene por objeto fijar el aforo para el pago de los derechos 
ya que por la círcunstuncia ile la eiingennción ó venta concluyó 
el favor fiscal en vista del objeto ó destino que determinó su 
introducción al país. 

Pur consiguiente todos ios inritcriaLesque fueron introducidos 
directamente por el Ferrocarril del Oeste ó par el Kerroru- 
rril ile la Provincia de Unenos Aires, están regidos en |o < j n *• 
eonuierne ó su introducción,, empleo, destín. i y venta por las 
leyes y decretos que reblan y fijan todas las relaciones fifi las 
empresas oon las A d nanas de la República. 

•SiptÍLiio: Respecto 'le la secunda cuestión él Juagado te* 
«¡♦nido ó la vista los constancias de aritos y la vista del 
Procurador Fiscal resuelve nlinimivametite en mérito de las 
siguientes racimes tanto la ley de IH de Septiembre de 1H7.1 
uoino los deurelos une la complementan, disponen ijue los ma- 
teriales i|ue se i ni roda ce ti para la construcción y explotación 
de loa I'erroerrriles gozan del beneficio ó privilegio de no 
pagar impuesto siempre <¡ uc el'os se empleen en |;ts oliras á 
que aun destinados, 

Ln ley uo permite que se distraigan en otros usos, ni que se 
permuten o venden en plaza y uun pura los materiales ya usa- 
dos i[ue hubiesen de venderá, ex i je el recordado decreto la 
autorización de la A d nana, el aforo y pago del impuesto, de- 
biendo considerarse elandestinn é ilegal y Sujeta á multa, las 
ventas que se hicieren sin llenarse ese requisito que fué repro- 
ducido en sus artículos i y 5 por la ley de '20 ile Noviembre 
de 1891, 

Se lia sostenido que la venta de hierro viejo que verifican 
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l¡ia em presas de los Ferro Carriles, no estA sujeta ú { wmu por 
cuanto se trata iJe una mercadería ya na :jonal¡zadn hietítr 
por/ida por su aso a la riqueza del pat«. 

Esta defensa cuenta en su favor «on la muy autorizada opi- 
nióu ile la 8, Corte bu su semencia ile ti de Junio de 188! l, 
(cnso del Ferio Carril al Paoflico] y la .le (a líxmu. Cámara 
Federal de fecha 9 de Diciembre l!K)J (caso del ferro Carril 
del Sud) pero a jimio del infrascripto podría variar esa ju- 
risprudencia en vista de las sitien tea consideraciones. 

Los materiales desti lindos á la construcción y explotación 
de los Ferrocarriles únicamente están oxéenlos de derechos 
por el destino á que van á ser empleados 6 sea en ohras que 
redundan en pm-reso del país Si e* ls materiales son desvia- 
das del destino que determinó .-m ¡□(Lrodinjchui ó .son enn»enu- 
dos después fie a%»H uso sin llenarse las formalidades exi-ri- 
dus por la ley y decretos anteriormente recordados, es evidente 
que tieue que produoir rnioosa competencia al comercio j m - 
portador de esos mismos materiales previo el pago de los de- 
rechos iiuriidiicídut en Jas leyes de Aduana, así por ejemplo, 
los rieles, que después de un uso masó menos largo en la via 
permanente, m vendidos en pla/.a par» ser empleados en 
editicios ó construcciones análogos, competen ventajosameire 
en precio con los t iraníes de lierro gravados con derechos. 

U ley de Ferro Carriles no aotot izó tul cosa y el P. E. el 
reglamentarla prohibió expresamente La venta de los materia 
les usados mientras esto no fuem solicitado de la Aduana pura 
el correspondiente a fon. y pil go ,i e derechos, incurriendo en 
multa en caso de contravención, líl uso mas ó menos largo de 
un material destinado á los Ferro Carriles, no produce la na- 
cional ¡zneíóri de ln merendé ría, desde que según el nrt. 
«55 de las Ordenanzas de Aduann, para que un producto ex- 
tranjero se considere nacionalizado es menester que haya 
abonado en la» aduanas los derechos de importación. 
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Por consiguiente el Juzgado insiste en el convencimiento de 
que la venia de los materiales «letal lados en la planilla de (. 

sin solicitar de la Aduana el permiso que exige el art. 4" 
del decreto recordado, es un hecho punible y cae bajo la 
prescripción de la Ley General de P. F. C. C. de 1872 y art. 
5° del citado decreto, desde que no sirve de excusa según lo 
dispuesto en el art. lUVi de (as O. O. el error de buena fe 
que la empresa del Ferro Carril del Oeste ha alegado en su 
defensa. 

Por estos rundan antos y lo pedido pin- el Procurador Fiscal 
Callo condenando A la empresa del F. 0. del Oeste de Buenos 
Aires a pagar una multa de pesos cun 93 centavos mfo 

y 10UC3 pesos cun 35 centavos oro sellado d sea igual al valor 
de los materiales vendidos sin permiso y que se detallan en 
la planilla de f. til, con mas tas costas del juicio. Notifíquese 
con el original y repuesto* que sean los sellos archívese. 

¿ranciado B. Ástigwta 

SKNTRHCIA l)R LA CÁJlARA FEDKHAb 



Buenos Airo», Mano 2 J« 1P05. 

Y vi «tos estos autos seguidos A. instancias del V. C. del Sud 
por defraudación de impuestos de Aduana: Y resultando: 

1° Que don Evaristo Moreno alcaide de la Aduana de la Ca 
pital el 20 de Enero de 1901 denunció á la administración de 
dicha Aduana, que varias empresas de F. K. 0. 0, habían 
vendido sin pagar derechos, considerables cantidades de ma- 
teriales de construcción y explotación f . 1. 

La ad mi ni si ración de Aduana resolvió (pie se instruyera 
por separado un sumario á cada una de las empresas denun- 
ciadas á lin de constatar los cargos formulados contra ellas 
foja 7. 



2" (¿»e contra la empresa dc¡ % G. «tel Ueste so iusLruyó el 
sumario correspondiente resultando de sus nonata n c las que un- 
bia eaayeoado sin intervención ni autorización de la Aduana 
de la Capital los electos de que trata la planilla de f. (¡4 
Ksos electos consisten en material <ü envejecidos ya eu el uso 
jiarael cual fueron introducidos a la República. Habiendo sa- 
lido tle la jurisdicción de la Aduana en la ópoca de la denun- 
cia de f. 1, fueron remitidos los antecedentes al Jugado Pe- 
doral f. (¡8. 

¡i' t¿ue seguido el juicio correspondiente contra el herró Ca- 
rril demandado, fue" condenado por el fallo de f. 113 A pasar 
una multa igual al valor de los materiales vendidos y las 

COStUS. 

Y O its ¡dentario: 
1' t£ne liay eoul'onuiilad de partes respecto á i¡ue los artí- 
culos Retallados en la planilla de f. (¡1 «un en realidad erectos 
vi -jos deteriorados por el uso que se ba hecho de ellos en el 
A o,ue estaban destinados. I,a cuestión queda reducida á resol- 
ver si habiendo la empresa demandada introducid» libre de 
derechos para la construcción y explotación de su linea los re- 
feridos efectos pudo enajenarlos sin intervención ni autoriza- 
ción de la Aduana, sin incurrir por ello en responsabilidades," 
después que esos artículos se usaron y deterioraron en el ser- 
vicio de su línea. 

2' (¿ne el Ministerio Kisoal en su acusación de f. 81 lia es- 
tableado que la base de la denuncia contra el F. C. del Oeste 
es el decreto nacional de 5 de Miran de 1881, (¡ue impone la 
peca de comiso de los materiales usados que han sido vendidos 
sin permiso de Ja Aduana y sin pagar el respectivo impues- 
to. A este respecto fie he tenerse preseute que una sentencia 
que imponga penas no puede basarse en un decreto del P. £. 
porque no se crean penas por decreto. Si el establecimiento 
de uuu pena es muleria de ley, y si la que ha impuesto la de 
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comiso para los casos ile que se trata en estos autos, es de 
Tecliu^S de K n iembre He ItiiH, posterior á la venta realizada 
por el K. 0. del Oeste según deuuiicia de f. 1, sígnese que no 
se le puede aplicar dicha pena por la venta efectuada. 

3" Que la Suprema Carte en el juicio seguido uontra el F. 
U. del Pacílico, en virtud ile denuncia del alcaide señor Evaristo 
Moreuo, luotivada puf las o»i*"na* causas que han dado origen 
ú los presentes autus en el tallo registrados á f. 407 T. 7tt esta- 
blece: «(¿ueesuu hecho consentido y que debe servir de base 

< para la resolución que lus operaciones de venta por el ferro- 
« carril tenían por objeto lotes de l'ierru viejo ó lo que es lo 

< misino fierro que después ile haber sido empleado en los 
« (i ¡íes para que fué introducido y de haberse inutilizado en 
i el servicio á que estaban destinados fueran etiagenados por 
i la empresa que resulta asi averiguado que la venta se hizo 

• fie artículos ya nacionalizados debidamente sin poderse 

• imputar al ferrocarril fraude alguno en loque a ta impor- 

* taciún ite aquellos se refiere; que el ferrocarril vendiendo 

* esos fierros no viola prescripción legal alguna, pues no la 

• había en la época de lo* actos qué realizó, que le limitara 
t el derecho de disponer de materiales ya incorporados co~ 

* rre.:taoiente á la riqueza del pnis.» 

Latí. Corte además en el juicía seguido contra el Ferro- 
carril lineaos Aires al Pací lien por haber vendido herró viejo 
en las mismas condiciones que lo ha he C lio el l'\ Ú. del tíud y 
el del Paeílieo, ha dictado sentencia absolutoria en Julíu 3 de 
IWi estableciendo idénticos principios que los sentados en el 
legistrado. Tomo TU pág. 407 citado. 

4l¿uelo presente cansa es completamente análoga tiene el 
mismo origen, y se refiere á artículos vendidos par el Ferro- 
carril del Ueste en las mismas é idénticas condiciones que 
los euageaadoa pt r las compañías F. C al Pacífico y Dueños 
Aires y Rosario y que sometidas á juicio por causa de dichas 
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ventas fueron absueltas en la furnia ex presada en el couside- 
randü precedente. 

Pni* tisfcus funda uien ios: si; reúna la sentencia apelarla de 
f, MI, absol viendo á la empresa demandada de la aeeióu dedu- 
cida eoutraellaeu estos unios. Abónense las costas de ambas 
instancias en el órden cansado, N'utiliqnese original, devuél- 
vase y re púnjanse los sellos ame el Inferior 



Vistos y Considerando: 

I 1 ' Que tanto el acusador como el acusado están conformes 
en reconocer que el hecho generador de esta cansa es Inventa ' 
de materiales de construcción hedía por la empresa del Ferro 
Un mi del Oeste, después de haber llenado el objeto para que 
fueron introducidos, luí Mendosa efectuado esa» ventas desde 
Agosto de mil ochocientos noven tu A Junio tle mil ochocientos 
noventa y uno (IT. til) 

2" Que el decreto de 5 iíe Manso de 1881 i¡nc, se^ún Inde- 
fensa no ríi^e las introducciones de ijtlé en esta causa se trata, 
en todo caso, seria inaplicable en el sentido en que la acusa- 
ción lo invoca, pori|iie es un principio constitucional ijue nin- 
gún habitante de la Nación puede ser penado sin previo jui- 
cio fundado en ley anterior al hecho del proceso, y la ley de 
Noviembre 20 de 1801 vigente desde 1* de Bífero de lñir¿, ( *s 
posterior ú los hechos ¡ucri luí nudos. 

Por eslo, lo resuello por esta (Vli- en lits causas seguidas 
con motivo de hechos análogos contra ta empresa del Ferro 



Autfvl rt-rretfru Cortes. — .tntoi 
AfjitNtin Garfia (hijoj.—An- 
</t'l D. Rojas. 
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Uucnoí Air**, Al.yo ->i «Jo 
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Carril al Pací fleo (fallos Tomo 79, pág. 407), la del Ferro Carril 
Buenos Aire» y Rosarlo, fallada en :t de Julio de 190¿< y otras; 
y tunda ni en tos concordantes de la sentencia apelada de Is. 
141, se con (Irma esta, debiendo ias aislas pagarse en et orden 
causado. Notiínjuese con el original y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

Octavio Btiüfts. — Nicanoii O. 
UKI- Sola».— M. I'. Dahact. — 
C. Mu Y Ayo Gacitúa. 
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Prittrtti y Stuttvhi muirá A Prtini'hi ij Cia , sal/re cuín- 
plhnii'nto tU' nna sviitenrht del Tritutwtl Civil tj Panul tic 
Mitán. Recurso de herho. 

Su nutrió,— Ha úaiut carácter de dflínitiva ¡í los efectos del 
art. 1) de la ley niíni. 48, la sentencia de una Cámara l'*e- 
dernl tjue se limita á revocar un auto del inferior recibiendo 
á prueba ona causa sobre cumplimiento de sentencio de un 
tribunal italiano, de acuerdo con las disposiciones de ta 
convención celebrada con el Reino de Italia. 



ÍVo.— Lo explican las piezas siguientes: 
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Suprema Corte 

Evacuando el ¡nfnrme solicitado por V. E. en el recurso 
de hecho interpuesto por los señores Prinetü y Stucchi en 
los autos que dichos señores signen contra A, Kranchi y Cía., 
debu tuani restar a V. E. lo siguiente: 

Los señores Prinetti y Stucchi se presentaron ante el señor 
Juez Federal pidiendo el cumplimiento de una sentencia del 
Tribunal Civil y Penal de Mi la», en que se condena á los se- 
ñores A. Kraucbi y Cía. El señor Juez Federal abrió la causa 
á prueba por todo el término de ley, A. Franchi y Cía. pi 
dieron revocatoria de dicho auto, resol vienú. el señor Juez 
Federal no hacerlo por no proceder <*u derecho. 

Este tribunal revocó el auto nn que se manda abrir la 
causa á prueba por las siguientes consideraciones: 

Que la convención celebrada entre* lu República y el Reino 
de Italia sobre ejecución de sentencias establece el proce- 
dimiento que hoy que seguir en esos casos. Por consiguiente, 
el que pide la ejecución de una sentencia, como aquel contra 
quien se solicita tienen derecho de exigir que se oos* ve el 
procedimiento de ley, por cuanto dicho procedimiento tiene 
el carácter de disposición de orden publico, Kl art. 8 do la 
convención citada establece los requisitos que deben cumplirse 
para que en uno de los Estados se cumplan las sentencias 
dictadas en el otro. 

«Para el efecto, dice el citado articulo, será necesario que 
los tribunales competentes declaren ejecutiva la sentencia* 
después de haber vitado los interesados ú nn juicio sumario* , 
en el cual se examinará solamente los cuatro extremos expre- 
sadus en dicho articulo. 
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En el caso actual, el Inferior después de do» escritos por 
cada parte y Jet dictamen fiscal abre tí prueba por todo el 
término de ley, como si se tratara de uu juicio ordinario. 
Dicho término de prueba tío procede por ley, puesto que en 
el juicio sumario yue prevee el urt. fi citad u no se comprende 
dicho término. 

PriuetLÍ y Stucchi apelaron del auto de este tribunal y no 
se hizo lugar por no estar comprendido el presente caso en 
ninguna de las disposiciones de la ley núm. U)r>5. 

Ks cuanto tengo t|ue íul'urmur ú V. K. ú quien Dios guarde. 

Anf/t'l D. Hojas. 

OIÜTAMKS DBL SBfltiK PKOOIUUDOU (¡KSKItAL 

Suprema Vorte: , 

E! presente recurso de hecho no es procedente, correspon- 
diendo que V. fc¡. lo desestime, declarándolo bien denegado 
por la Cámara Federal de Apelaciones de la Capital. 

Sirvan de i'und ¡miento á tal opinión las siguientes conside- 
raciones y circunstancias: 

I" Que el cuso no se encuentra comprendido en a inga no 
de ios casos enumerados cu el texto del nrl. i" de la ley 40fió. 

'2 (¿ue tampoco lo está dentro (M urt. 11 y de su correla- 
tivo el art.lt de la ley ÍH, pnr cuanto, ni se traída una 
sentencia detínitívtt ijue ponga fin al pleito, sino de una pro- 
videncia relativa á la prueba/({ue solo atarte al ordenamiento 
procesal de los juicios, ni se ha puerto cu discusión la vali- 
de/, ilc la cláusula H- del tratado con Italia, ni la inteligencia 
que por el Ulterior te le hadado, es contralla al derecho ijue 
ella consagra. 

íl (¿ue la jurisprudencia de V. K. es bien expresa en el 
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sentido de lo dicho, en los tallos tomo 23 púj*. ¿ISí, tomo 4'¿ 
pá*. (ÍÍJ-de Junio 5 de mil, Rodrigues v. Liuiu-de Junio lí 
de lim, Mar te I i y otros v. l>j u ¡ líaos. 

Kn consecuencia, creo que V, E. debe resolver ^le recurso 
en ei sentido que lo dejo indicado al principio. 

Julio fiotft. 



PALLO HK L/i SI'i'HKHA COB.TB 

Hoon-n Aire*. Muyo .11 «Jo lw« 

Autos y Vistos; 
No ptidieudo considerarse como delhiiiivn o los efectos del 
art. U ce la ley nam. tu, ia sentencia en une ln Cámara Fe- 
deral de A pelado u se limiu á revocar un hih» del Ju^udo 
Federal, recibiendo la causa a prueba, pues que nada deJiue 
respecto ai exequátur solicitado por toa apelantes l'riuelti y 
Ütuuchi; y de conformidad con I,. podido p..r el señor Vnu-n 
rador Üenerai: se declara uieu denegado el n^urs.t. NuLílinoese 
orii-inai y repuestos loa sellos archívese. 

A. lÍKüsiKJo — Octavio ftrs»K.— 
Nica no h (í. orí, Hor.Ak.— M. P, 
Dahact.— Ü, Mota so GaCITÍA. 
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Duna If i patita Mata llana de Monten y otras contra el Go- 
bierno Nacional, sobre cumplimiento de un contrato 

• ■ 

Sumario.— I» Una resolución ministerial disponiendo que se 
esté a lo resuello por un decreto del Poder ejecutivo 
ijite suspendía lo» electos »le atro anterior, dictada en cumplí 
m lento de una ley, ai bien no importa una resolución del 
halar Kjeeulivo, puede considerarle una denegación tácita 
4 lo* términos del art. '¿'de la ley uúiu. ¡Í9">2. 
■¿ u l'mmultfada una ley autorizando al Poder Kjeeutivo ú 
aprobar un convenio de transacción con un particular, en 
el que. entre otrns cláusulas, *e establecía i|ue diebo eoii- 
venin seria reducido á escritura pública tan pronto como 
hubiere sido rntiiieado por el Gobierno Nacional, y dictado 
el respectivo decreto aprobatorio, debió procederse desde 
luego á cumplimentar el convenio, reduciéndolo á escritura 
pública. 

:j" Si de los antecede n leí administrativos resalta que la ad- 
ministración no obstaculizó la esc r i tución demandada en 
juicio, no procede la condenación en costas á la Nación. 

(?Mo*'-h" explican las piezas siguientes: 

SK NT UNCIA UKL Jl'K/. KK1UÍHAI. 

Vistos estos ti utos promovídoB por las señoras Hipólita Mu- 
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tallan» da Montes, Anselma Hipólita Montes, Ana Marín Mon» 
tes, lí»sa Montes de Hci-tnni, Amelia (i. Montes de Pugno y 
l ; rltsa Montes ríe Mi» n tes contra el Kxmo Gobierno Nacional 
si>bi>6 cumplimiento (it- un contrato, reinita, 

Que la acción instaurada con las formalidades requerida?) 
por la ley USñ'i se funda en los siguientes antecedentes; I). 
Santos Mata llana padre y abuelo de la* demandantes, res- 
pee Li valúente poseía desde 18'¿!) una fracción de tierra ubicada 
en el lugar eonueido por (La Chacarita de los colegiales* cu- 
yos linderos y extensión constan en la mensura efectuada 
por' el Ingeniero d<fli José A. Treaens. Bisa tierra fué largo 
tiempo disputada por el (lobieruo de la froviucia de lineaos 
Aires, por ta municipalidad en túuce^ de, Ite-L grano, por la de 
Flores y por último pnr el E<mo Uobierun Nacional, formán- 
dose con ese motivo voluniinmm-i expedientes. bUte último 
nombró re presen tan te a] dnd n* 1 tillan á liu de que le gestio- 
nara sus derechos unte numerosos pose ei tu res de dichos te- 
rrenos, entre tos c uul es se encontraban los deuinuduutcs y 
Un considerando aquel, prudente iniciar ti ti juicio contra e-ítns 
les propuso una trausacióii une fué aceptada, con el proposi- 
to de terminar una vez por toda» con litigios que umeiiuxahao 
absoiver el valor íntegro \U U* bi ene-i. Celebrada dicha 
transacción, que corre ugregili á t¡ 11 dal expndíeatd a tmi- 
uistratlvo, se estipularon las siguientes bases; 

1" "Nombrar al Ingenien) S. Treseus puní qiie practicara 

i ' ii ■ ; ' 

la mensura del en ni; a\ 

'i" VA Area que de dicha mensura resaltare se dividiera en 
dos partes iguales, una para el (iobierno y oirá para las he* 
rederas; 

3" La, parte del H ibierno so ubicará en tino ó más lote», 
a Itn de q'ie los- linrHero* se quetW con la parle que imn 
poblado. 
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4° La» declaraciones recíprocas .Je ese oonverrj no afectan 
loa derechos de las parles. 

5" Este convento aerá reducido á escritura pública por el 
escribano mayor de gobierno; tan pronto como sen ratificado 
por el Gobierno Nacional; 

Los heredero* de Malallaun presentaran la respectiva de- 
claratoria para l.i escrituración. Una ves (inunda esta escri- 
turu y en atención á la opinión de sus asesore*, el Gobierno 
Nacional obtuvo del Congreso la «afición 4e la ley nú tu. 3:iñ<; 
en la que se le autorizó á aprobar dicho convenio como eu 
efecto lo hizo el I*. K. por decreto de 11 de Enero de 1807 en 
el que «e disponía se extendiera la respectiva escritura (art. 
5 de La transacción) y por motivos que no constan en el expe- 
diente la escritura no se hizo y después de presentarse a to- 
innr intervención cu el asunto varios cesionarios de los hijos 
de D. Santos, el Ingeniero S. Tresens acompañó a I'. '¿15, la 
mensura con el respectiva plmi» de dichos terrenos. Con ese 
motivo y previos los trámites de estilo, se dictó un nuevo 
decreto, el de Diciembre de (I*. 2W) aprobaudo la 

mensura de Tresens y ordenando por segunda vez que el escri- 
baño mayor de gobierno extendiera la escritura del art. 5 de la 
transacción. Después de Jtrinada esta transacción y de prac- 
ticada la ni e us ii ra, los herederos entregaron al gobierna la 
posesión de la t ierro que por aquella le correspondía i i ni i- 
tandu la suya á la parte en que quedaron reducidos sns de- 
rechos. VA decreto de 1899, dicen los actores, no fue tampoco 
cumplido á pesante largas tramitaciones y haberse obtenido 
por ultimo que el expediente i'uera entregado ul escribano ma- 
yor para que diera cumplimiento al art. .Vde la transacción, no 
podo tampoco extenderse la escritura porque se pretendía que 
el gobierno debía tener coparticlón en la división de una 
fi arija de tierra vendida por los herederos al K. C. del l*a~ 
cftico ú Oeste, antes de estar en vigencia la transacción; que 
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con ese motivo volvieron á repetirte las tramitaciones de 
anos anteriores para resultar »1 Jinal que después de haber- 
se presentado un aertor Aspeilia que había iniciado la te* 
lamentaría de don Pascual Mu tallarín Tallecido en mil ocho 
cientos veinte y nueve, el gobierno (apesar de lo aconsejado 
por el Procurador del Tesoro) resuelve ( «o decreto del de 
Noviembre de lWfi, y previos considerandos suspender los 
efectos del decreto de 20 de Diciembre de 18Í+J que aprobó 
Ja transacción y mandó extender la escritura. 

Lo relacionado es según los actores, el fundamento de esta 
demanda y en apoyo de sus derechos invocan las disposiciones 
pertinentes del Cód. Civil art. 1185, 1187, \W7 y IWl, ha- 
ciendo presente antes de terminar su exposición, que la he- 
rencia de don Santos Uatatlaua no ha sido aun dividida, por 
los motivos que causan este juicio y que par consiguiente á 
Jos efectos del mismo y respecto á las personas de los deman- 
dantes dejan ú salvo Jos derechos que les acuerdan los ar- 
tículos 3i50,3i!l¡, 2087 y 23<Hdel Cód. Civil. Corrido el tras- 
lado de orden fue evacuado por el señor Procurador Fiscal 
en los siguientes términos; 

Que la acción deducida debe ser rechazada con expresa 
condenación en costas Que según se manifiesta en el primer 
párrafo del escrito de demanda, esta es por el cumplimiento 
de la transacción celebrada entre los representados por el 
señor Diana y sus coherederos con el Exmo. Gobierno Nacio- 
nal en la persona de su representante el Dr. Bidau, el 30 de 
Junio de 1891, y á que se refiere la demanda, Que se trata 
de un instrumento particular en cuya cláusula & los contra- 
tantes se obligan á reducirlo á escritura pública por el Es- 
cribano Mayor de Gobierno, tan pronto hubiera sido ratificado 
por el Gobierno Nacional; y según el demandante hasta la 
feeha no se ha otorgado la escritura pública. Que desde 
luego no puede reclamarse el cumplimiento de la transacción 
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con las condenaciones sutWdiar.us nue se solicitan y lo único 
que habría podido pedirá* seriu en lodo cawti la reducción a 
escritura- pública del iiisLrumeiilo purlicular en que consta, lu 
tr&n&aeeióu. 4¿ue el documento del* reí «reunía -debió hacerse 
en escritura pública en virtud «le* lo dispuesto en . hw incisos 
1" y 2* ilel artículo UHt del C. Civil y como solóse tu ai por 
instrumento partieuliir, sido ha quedado tfonclnida como con- 
trato ei» que las partes se hiin obligado ú hacer escritura j pó> 
Idica ile cuií 'tur tu idnd con b> establecido en loa artículos 1185 
y 1187 del mismo código y lu jurisprudencia consagrada por 
nuciros tribunales. *¿ue eso mismo bu sido reconocido por 
el actor Bflgúil loa términos de lu demanda, lu que bastaría 
para reehassnr ia presante noción, nu obstante breñal -se ocu- 
pará del fondo de lu cuestión al solo obieti* de justilieur la 
corrección del decreto de ía de Noviembre de l'.W¿, impug- 
nado por lo» demandantes. 

Por ta cláusula ti- 1 de la recordada transacción se establecía 
Ln obligación por parte de los herederos de Mn talla na, de pre- 
sentar la declaratoria de heredera como sucesores de don 
Sanios Matallanu, ■ ; 

H\ bien es cieno que en autos ee Ua presen Indo una declara- 
toria de herederos di cuida cu la testamentaria de aquel, no 

e* ni s cierto que DO resulta une ella sea auto en favor de 

los representados por el señor Diana, ni ijue sea completa ni 
e^elnyente de otras personas, l'nr otro ladn, *-í 1\ Ejecutivo 
p >r decreto* de'¿0 de Diciembre de 18¡W, decían» que la escri- 
tora i|tie debía hacerse de acuerdo cuu la transacción y* c i tuda 
«ra ú L'avor fie las personas que justifiquen, cuu presen tac iúu 
de los respectivos i ns tru mentas habituantes, el. carácter, su- 
eenurio invocado. El hecbo de haberse dictado ese decreto 
(<|ii* se halla á f, -JOU del expedieute ya citado» »4ete y. medio 
meses después de haberse agregado al mismo expediente la 
declaratoria de Uc rede ros i|ue se toma cuino base para tuda 
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esta gestión,, autoriza á sostener cj im* el P, K. mi consideró 
bastante esa declaratorio, y como reclamantes lo -ojismi- 
tíeron según ln reconocen en el escrita en traslado, debe de- 
ducirse lógicamente que «stuvierou con fu rú es en no exigir el 
cumplimiento de la transacción hasta tanto no llenaron Am- 
pliamente la exigencia del gobierno, (¿ue aparte de todo eso 
ha ocurrido on hecho nuevo del cual no era posible que 
prescindiera el gobierno nacional. A f. 309 del expediente 
administrativo ¿ ijue se lia hecho referencia, ligura un oficio 
dirijidn con fee-ha l de Agosto de 1902 por el señor Juez üe 
I a Instancia Dr. Felipe Arona al señor Ministro del Interior 
en que le hace saber á pedido del señor juez de La Plata 
Dr. Gamboa, que allf tro mitán loa autos testamentarios de 
Pascual, ó Pascual José Mu tal Lana y de su cspjsa Luisa ó 
María Luisa Cruz, y en el que se transcribe un eseritn de 
don Casiano Azpeitia aporrado de los herederos, en el que 
se solicita la suspensión de los efectos de las resol uctones dic- 
tadas en el recordado expediente, 

A ti 31* corre un escrito presen tadn al Ministerio por dicho 
señor Azpeitia en el cual hace relación de los derechos que 
se atribuyen dus representados A las tierras que fueron mate- 
ria de la transacción, en contradicción X las pretensiones de 
los reclamantes en estos autos, y acompaño el testimonio de 
una declaratoria de herederos dictada por el señor juez de La 
Plata Dr. Gamboa (Secretaria rte Sempé) y una partida de 
matrimonio y otra de defunción. <|ue es de todo punto nece- 
sario dejar establecido que en la memoria explicativa que 
pasó el Dr. Hidau al señor Ministro de Instrucción Publica al 
remitirle el convenio con los herederos de Ma tal la na, dice 
que el argumento fundamental de éstos es que la posesión 
que invocaban no ge ap>ya en los derechos adquiridos por 
don Santos, sino en la de don Paxcital {(. 4 v. y 9 v. y 10 del 
expediente administrativo, lo cual viene á ser la interpreta- 



Laeiói, uuténticu del convenio de 30 de -i unid tle 1891. Que los 
derechos que inviH'tiit los representados por el señor Ajipeiüa 
los hacen arrancar de áit^n* don Pascual Mutnlfnnn, como 
sucesores suyos sejíé i se vé;" y es en vUUi de esos antecedentes 
qué el fttílor Procurador O fué ral de la Nación aconsejo" al 
¿gobierno suspendiera lus electos il «I decreto He f. ¡ViO.óseu 
de '¿> ríe Diciembre de IHW, hasta la resolución judicial que 
Ueqtare con carácter deliniliv» Uis derechos sucesorios contro- 
vertidos por los Mata llana. 

(¿lii> en pfir eso también, qué sé dictó el decreto de Noviem- 
bre V* de l l .M¿ qué ha dado origen A la presente demanda, 
el cual es inatacable en derecho, puestd que, como enn tratan - 
le tiene el derecho de e.íi^ir que los que se titulan verdaderos 
propietarios ó poseedores de esos terrenos produzcan lus do- 
cu meato* que demuestren ilc un modo indudable el derecho 
qin- iitvncau. " 

(¿tie non admitiendo que la trapace uní se hubiera celebrado 
umi las personas que en el i a Usuran, con abstracción de lm 
dcn-elins de sus antepasados, resultará que ¿e tmbra incurrido 
en un error sóbrelas personas ó sobre su calidad, error que 
balda producido la nulidad del acto, de acuerdo con lo dis- 
puesto en el arl. «57 deltMd. Civil, (¿ue entretanto, el Go- 
hicruo, en el deseo de no adelantarse ti las decisiones judi- 
cial es y de no perjudicar legítimos derechos, se ha limitado 
á declarar suspendidos los efectos del decreto de W de Diciem- 
bre de IHhít, basta la presentación de la sentencia definitiva 
lid tribunal competente que declare los derechos ero tro ver ti 
dos |iur los Mntnlhinn, lo que demuestra que el l\ Ejecutivo 
está resuelto á que se cumpla lo convenido, pero bajo la base 
de contratar, con los que, por los luedius legales, justi liquen 
los derechos que invocaron ni hacer la transacción y que (ne- 
rón la razón determinante de esta. (Jhie unen Lias eso no rfícu- 
na dirhu transacción es rescindí ble, no solo de conformidad 
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con el ti r líe uto 857, siml también por tas disposiciones ile los 
artículos 8<i8 y 8US> del C (J. 

Que por otro lado, considerando el convenio de 30 de Jimio 
de IHiH como un simple acto jurídico, le sería aplicable el ar- 
ticulo »'¿5 ijue declara que es error esencial y que por lo tanto 
anula el auto, el relativo á la persona con la cual se forma 
la relación de derecho. Que en el casó siib jitítite había un 
error esencial por haberse creído tme los (¡rutantes ilel citado 
convenio eran poseedores ó legitime* y únicos sucesores de los 
poseedores de los terrenos de la chacarita. Hccibida la cansa 
á prueba sobre los hechos controvertidos, se ha producido la 
ijue expresa el certificado del actuario, corriente á f¡ M sobre 
cuyo tiiérito versan respectivos alefatos de las partes. 
Y Considerando: 

I. — Que no hay controversia sobre la existencia del contrato 
en ijue se funda esta demanda, de manera que, la mutua cuu 
vención obligatoria celebrada entre el Exuo. Gobierno Nacio- 
nal y los herederos de don Santos Mata lian a es la ley de las 
parteH de acuerdo con el articulo Ilb7 del C. Civil. 

II. — Que sfgún las cláusulas 5* y <>* del referido contrato, 
para que este pudiera surtir un vínculo de derecho entre los 
vov tratantes era neceofirio que el Gobierno ratificara el conve- 
nio, y los herederos de Mntallana justificaran con la declara- 
toria judicial el carácter de sucesores de don Santos Mntalla- 
na. Tales requisitos han sido debid- mente cumplidos pur am 
lias partes, habiendo el Superior Gobierno recibido del H. 
Congreso la autorización necesaria para aprobar el precitada 
convenio, desde cuyo momento quedaban tos contratantes ha* 
bit i ta dos para reducir a escritura pública el instrumento par- 
ticular perfección and o así ta convención celebrada. Los con- 
tratos deben cumplirse con tas formalidades que resulten de 
sus propios términos. Si el gobierno pretirió un arreglo pri- 
vado con los herederos de Mntallana antes que un pleito en- 
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yas consecuencias pudieran ser funestas páralos intereses ile 
loa litigante»; ai solv se pactó la división en común ile los te- 
rrenos litigiosos bajo la condición de justificarse previamente 
el carácter hereditario de los poseedores de los mismos: si es- 
la obligación se lia cumplido y el Exmo. Gobierno Nacional 
lia tomado La posesión de la parte que le correspondía según 
la transacción; ¿t¿ué valor legal puede tener un decreto del 
P. Ejecutivo, para suspender los efectos de la convención? 

¡[[—El gobierno para justificar su derecho aduce en primer 
término las disposiciones de los tnc. 1 y 8" del art. 1181, los 
arts. 1185 y 11B7 del üód. Civil y la jurisprudencia consa- 
grad u al respecto pur nueslros tribunales. Esta déte nsn surge 
de un eror evidente eu que incurre el señor Procurador Piscal 
aplicando al caso sub judice la legislación apropiada á los 
contratos sobre trasmisión de bienes inmuebles. Lo que im- 
porta exclusivamente el documento en que se formalizó la 
convención origen de este juicio, es ina transacción en la 
cual se establece que los contratantes renuncian al pleito en 
que discutían sus derechos, para hacerse concesiones recípro- 
cas dividiéndose el terreno disputado en la proporción estahie- 
cida en la convencen; de manera que, llenadas las exigencias 
impuestas en la misma á euda parte, solo restaba reducir el 
convenio á escritura pública de acuerdo con lo estipulado en 
la clausula 5' del mismo. Es evidente que la clausula prin- 
cipal de la multiplicidad de loa pleitos proviene de defectos 
en la forma de celebrar los contratos. Si el gobierno hubiera 
consignado de una manera clara y terminante sus intenciones 
no ocurriría el caso de pretender una interpretación distin- 
ta de lu que realmente surge del texto expreso del dooumen- 
to de f. 11 del expediente administrativo, cuyas cláusulas 
son terminantes y explícitas, pudiendo condensarse en loa si- 
guientes término*: Autorizado el P. Ejecutivo para ratiiiear 
el conveuio privado y justi litado el carácter hereditario de 



loa demandantes debe sitiipleineiiié Lraustt'i t>i r.-je aquel en el 
Registro de escribano mayor de gobierno («ira que »e per- 
ieeeione el contrato con arreglo ú la> disposiciones del nrt 
II*:. del Oíd. citado. 

IV, -til otro argumento del (¡"bienio re pos» en la producción 
de un hecho nuevo nuevo que vendría a modificar la BiLua* 
ción de las parles contractuales, y ello es, que huboeruír eu 

lilS prl'stHMlS. 

Esta deten»;* es igualmente inadmisible. La transacción 
celebrada tenia ñor. objeto evitar un pleito dis pe ndiost»; tus 
herederos de don Santos MaLalliina se huí la lian en posesión 
del terreno disputado y eu virtud ile aquel convenio eedie- 
rou al gobierno la mitad de ese. tierra poniéndola en pose 
sióu de la misma y compartiendo con él de los' únicos dere- 
chos y privilegios de que disputaban como poseedores de 
ajUttLfa desde ti un época remota. No existe püfca error en las 
¡iersouas ó en la cosa objeto de la transacción. 

V, — (¿ue rc.|uerido> por el Juzgado los demanda riles puraque 
b ijo la religión del juramento manifestaran qué relaciones de 
familia existen entre ios nombrados y do a Santos y don l*ns- 
cual Malallnna, n.mtest¡tro¡i: (¿ue d nYi Hipólita Matallana de 
Montes es bija lejiliiiiíi de don S.iiifos Matallunu y las ni rus 
cuatro de este y bisnietas de do.i I'a-íuual- Desde Lue^o, «ae 
vinculo aun en al caso de que Juera ge. m radar de derechos 
eu favor de la sucesión de don Pascual M. .¡.allana no podría 
afectar eu manera alguna la transacción a que se re.'iefe el 
presente juicio puesto que eu ella solo se lian bech<i recípro- 
cas concesiones cuyo uhmuce no podría jamás perjudicar 
derechos de tercero. 

VI, — IJhie, ñor úUituo, habiéndose celebrado la transacción 
con los herederos de d in .Santos Matul huía era este el carác- 
ter hereditario que debía juslilicarse con arreglo á lo esta- 
blecido eu la cláusula Ü J del contrato; sin tener en cuenta el 



derecho en virtud del cual [ludo haberla adquirid» don Santos 
M. de su padre l)ou Pascual. 

Que par otra parte debiendo surtir efecto la transucci 'n\ solo 
entre las partes contratantes, ella no puede en manera alguna 
afectar los derechos que pudiema tener otros heredet'09 de 
don Pascual Matul lana. 

Por estos fundamentos y concordantes del alegato de f. delí- 
vilmente jugando fallo: Declarando que el Exmo Gobierno 
Nacional debe reducir á escritura pública en el registro del 
Escribano mayor de Gobierno el contrato corriente i f. 11 
del expediente administrativo de acuerdo con lo estipulado 
en la cláusula 5 a del misino siendo las cosías á car^o del 
Gobierno. 

Asi le pronuncio mando y iirmo en el despacho del Jnzgadj 
Federal de la Capital 4 31 de Agosto de 19tt~>. 

(J. Fcrret. 

SKNTKKC1A 11 K LA CÁUAKA FKPRKAI. 

Uutnu Airw, Noiionibr* 9 da 1»0S. 

Y vistos estos autos seguidos pir dona Hipólita Mata) lana 
de Montes y otros contra el Gobierno Nacional *obre cuiu 
pl i miento de u:i contrato. 
Y Considerando: 

Que el Gobierno Nacional celebró una transacción con los 
herederos de Santos MatalUtiu por la que se obliga ó reducir 
el convenio á escritura pública. 

El Gobierno suspende el cumplimiento de este pacto por el 
decreto de fs. (> fundándose en que se han presentado dedu- 
ciendo oposiciún los herederos de Pascual Maullan*. 

Es evidente que una de las partes no puede por acto de su 
propia voluntad anular ó detener los efectos de un contrato 
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y mucho menos después de haber .ido f* ejecutado ea lo que 
le es favorable tomo ocurre «n el caso anb-judke. fil P Ejecu- 
m *« lo creía procedente debió demudar I» , m |¡dad del acLo 
jurídico que h*bia realizado, pero no resistir sa cumplí miento 
porque pretenda* tener mejor derecho otras persona-. Es opor- 
tuno considerar que ha de.ap.reci Jo uno de lo. elementos de 
prueba que tuvo presente el P fe pues | a sentencia del jue a 
en lo Civil de la Capital declarando la nulidad de I» cesión de 
derechos hecha por los actores en lavor de Vei-ara ha sido 
revocada por la Cámara de lo Civil, expresándose en ios fun- 
damentos de la revocación, q no, hnv por hoy ius sucesores de don 
Pascua, Katailana que son los que pretenden mejor derecho 
■une el P. E. no son propietario* de Us tierra* q„e inotivarou 
la transacción con ios sucesores de don Sant,* Matallaua p lir lo 
Oibilidad ó el hecho de este eoofJitono basta para 
inval.dar ta transacción, pues como lo dice el sertor jnes a quo 
tal» no puede perjudicar á terceros, artículo m Ciid Civil 
Por estos fundamenta y | ( > 8 del inferior n ue se aceptan 
en toda, sus partes, se confirma con oslas la sentencia apela - 
da de l.iffi. Notiüquese orinal y devuélvase. 

Angel Fert eyra Cortés— Juan 
Agustín Oarvia (hijo) An- 
gel D. Rojas. 

ÉAfcLfJ l)K LA SII'UKNA COKTK 

Httono* Alr Wl Mayo 31 út W. 

Vistos y Considerando: 
Q'ie la sentencia apelada de f Uii, al confirmar la de f 
!b,u tS pone: Que el Ésmo Gobierno Nacional debe reducirá" 
escritura pública en el registro del escribano mayor de «0- 
hrerno,el contrato corriente á f s . I| del espediente adin i ni s- 



trativo, ó sea, la transacción celebraba tn 80 de Junio de 18^1 
entre el representante del Gobierno Nacional y ios herederos 
de don Santos Mata liana ; 

Que esa conclusión está de acuerdo eoa el pettium de la 
demanda de f 1, en la i|ue, refiriéndose a) documento indicado 
se expresa lo siguiente: (¿ue si no vale eatno documento para 
la transacción de bienes inmuebles, i le de acuerdo con lo 
dispuesto en loa arts, U85y 1187, Código Civil, como obligación 
de hacer la respectiva escrituración pública, uoiuívipieiLó, 
admitas estipulado en el art. 5 n de la transacción» (fs. 4). 

t¿ue, en efecto, esaelaÚMil* establece lo siguiente! «Ksle 
convenio será reducido á escritura pública por el escribano 
mayor de gobierno, taú pronto haya sitio ratificado por .*} 
G.ibif rnn Nacional», por manera jp», promulgada la ley -3'lVí 
V dictado el decreto aprobatorio de Lt de Kaera 'le IH'M, 
corriente ú f, 111 del expediente administrativo, debió pro- 
cederse, desde luego ú cu nplí mentar el convenio de trau^ 
nn.rcíóu, reduciéndolo ú escritura pública ante el escribano 
mayor de gobierno. 

(¿ne en este sentido, procede la confirmación de. la sentencia 
apelada de f, 1U¡, en lo principal, esto es en cnanto manda 
reducir A escritura pública el convenio referido, mu arreglo 
á la i:l¡íusuia trancripta del mismo, pero nn en cuanto conde- 
na al demandado en todas las costa» del juicio, porque las 
consúmelos del expediente administrativo, presentadas como 
prueba por ambas partes, ponen de manifiesto que la ud mi- 
li tstrucióu no ha obstaculizado esa escrituración, entorpecida 
por las múltiples gestiones de diversos interesados, y por que 
pn adores han iniciado est* juicio, invocando como acto de- 
negatorio de su derecho, el decreto de '-Í5 de Noví -ubre de 
VMi (f «¡y 7), une mandó suspender lus efectos del art. 2" 
del de 20 de Diciembre de lBíft*. trabándose así, una extensa 
discusión sobre la procedencia ó i tu procedencia de ese decreto 



Je. f. 6 que solo suspendía los efectos de otros, que los mis- 
ino» actores desconocen é impugnan en la presente causa, tan- 
to es su demanda, como en .tu alecto y en tu c.mi testación 
á la expresión de agravios (f. ] r f. 5t! yf. 1U>. 

Que, en efecto, en el expediente administrativo consta que 
la escrituración ordenada por el Gobierno Nacional en 11 de 
Enero de 1807 (f. 174) quedó paraliiada á can** de la v¡ 9 ta 
conferida pocos día* después, es decir, en 8 de Febrero (f, 188) 
á loé firmantes del conreino de transacción, relativamente á 
las pt.iciones, aooni panadas de diversos documentos que co- 
rren á f. 18(¡ y 187, vista que los inte re.: ai ios nunca evacuaron 
como aparece á f. 190, pasándose el expediente ú la Dilema Na- 
cional de Geodesia para que diera las i nst r;tuc i unes del caso al 
a^rimensiir Tressenj que debía efectuar Ih división del terreno. 

Que practicada esa división, se dictó por el gobierno el de- 
eretu de 20 de Dieiombre de Itirtí) (f, &0) en el que, después de 
aprobar la operación del agrimensor, mandubí, en su art'-;u1o 
ti" que se otorgara día sucesión de itmi Santos Matallana «la 
escritura de propiedad de la fiacción de tic-ras que por la tran- 
sacción de f. lt le corresponde, debiendo aceptar dicha escritura 
las personas que justi liquen, con presen inuíón de los respecti- 
vos documentos habilitantes, el carácter sucesorio indicado.» 

Que la inejecución del artículo $ de ese decreto, aceptado 
por los mismos actores, coaio resulta de la exposición del es- 
cribano mayor de gobierno [t. :W1) fué debido á las pretensio- 
nes de los mismos respecto á la laja de terreno tico pada por 
un ramal del F. C. del Ueste, pretensiones impugnadas por 
la empresa y por el Procurador del Tesoro (:JM, 304 y 305) á 
lo que se agregaron loe oficios judiciales y gestiones de los he- 
rederos de don Pascual ttataliuna, todo lo que debía necesa- 
riamente dar el resultado que consigna el decreto de 2S de 
Noviembre de 10O2, ó sea la suspensión de los efectos del de "¿0 
de Diciembre «le 180Í), en su articulo p. 



Que la suspensión de los efectos iití ése deoretu no podía 
servir de fundamentos á la demanda desde que fus mismas ac- 
tores ios impugnan eu tós diversos oscritas presentados- un 
esta causa (demanda de t 1; alefato f. óLJ; contestación á la 
expresión de agravios f. 114) 

Que un ••oslante lo expuesto, no es el caso de rechazar La 
acción de escrituración interpuesta, por falta de los requisitos 
de la ley nú ni. 3052, porque eu el expediente administrativo 
agregado como prueba A solicitud de las partes, consta que eu 
Noviembre 27 de 1902. se pidió que, en cumplí miento del de- 
creto de t. 171, e-i decir el de lt de Kaera de 18!>7, se redujera 
á escritura pública el convenio celebrad»; recayendo la reso- 
lución ministerial de la misma fecha: « Agregúese á sus an- 
tecedente» y estése a lo resuelto por decreta de fecha "-,'5 del 
corriente» (f 'XM y $]IJ vuelta expediente administrativo) y 
si bien ese proveído m> imparta una resolución del 1*. K. 
puede considerarse una denegación tádia, á Los terminas del 
art. de la ley nriui, & ( iá2, invocada eu ese escrito, habiendo 
transcurrido, desde eutótiees, mas de tres meses hasta la 
presentación de la demanda de f. 1. 

Par estos fundamentos, cmliriuando eu la principal la 
sentencia de ti I lt!, se declara que el tkmo Gobierna Na- 
cional debe reducir á escritura pública en el registro del 
escribano mayor de gahterna el contrato corriente á f. 11 del 
expediente administrativo, de acuerdo cun lo estipulado eu 
la cláusula S B del mismo, y 8e la revoca en cuanto & Ea con- 
denación éll costas, las que, en las diversas instancias, serán 
satisfechas en ei orden causada. N'atiliquese coa el original y 
repuestiH los sellas, devuélvanse. 

A. IÍKKJ1KJO. — OcTAVia lil'N- 
m. — NlCANHlt ü. tiKI. Ka- 
I.AH.— M. P, Daract. 
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Reettrxo de hecha deducido por don Adolfo Lértora en auto»' 
con el Banco Hipotecario Nacional; por repetición de pagos 

£r<»ja no: No siendo parte la Nación en las cansas s«tj;t] lilas 
por el Hunco Hipotecario Nacional, ú contra el mismo, es 
improcedente en ellas el recurro autorizado por el articulo 8:! 
inciso '¿" de la ley 105T». 

Cavo:— Resulta ilel siguiente tullo. 

TALLO UK |,A SITHRMA COttTB 

Airei, Junio 6 4o |«Ofl. 

Autos y Vistos: 

Resulta de la propia exposición del apoderado de don Adolfo 
Lertora, que el recurso de hecho ijue deduce para ante esta 
Corte contra sentencia pronunciad» por la Cámara Federal de 
Apelación*;* de lu Capital, en los autos seguidos contra el 
I tunco Hipotecario Nacionul, sobre re petición de pago, se 
futida * en lo establecido en el inciso U" Articulo 2" de la ley 
núm. 18, y en el Inciso 'i*, articulo 3" de la ley núm, 1055 ó 
sea en razón de la persona itauco Hipotecario Nacional parte 
en el lit igio, y en loa artículos Vi y del Código de Procedi- 
mientos en lo Federal ó sea en razón de la nulidad de la 
sentencia» , 

w 
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Y Considerando: 

Que es jurisprudencia establecida que el Itaneo Hipotecario 
Nacional gobierna en sus operaciones con independencia 
de la administración general del pais; con arreglo a la ley de 
su creación (Fal los T. títi, pag. 

(¿ue uo siendo narte la Nación en las caumd seguidas por 
el Hunco Hipotecario Nacional, ó uoiitruel mismo, no son apli- 
cables aellas los articulas f ', inciso ti" de la ley W y 3" inciso 
I 1 de la ley 40.V> que se iuvocan por el recurreute. 

Que siendo esta Corte i huuui pétente para conocer de esta 
causa á mérito del recurro ordinario de apelación que se lia 
iuturpueslu, loes igualmente* respecto ül de nulidad que solo 
proce le conjuiitauieiite con aquel (artículos Zli y WS Ley Na- 
cional de Procedimientos). 

Por esto, se declara Uiun denegado el recurso. NiHiliqnese 
original y archívese previa reposición de los sellos 

Iíkusikjo.— Octavio UrsoB — 
Daiiact,— C. M'iy no Gáoitúa 
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Recurso extraordinario deducido de hecho por Juan Anto- 
nio Sun Martin en autos non Antonio Itntdwci ttohre 
cobro (te. pesan. 



Sumario.— Es improcedente el recurso extraordinario contra 
un auto que ordena la reposición del papel aeüadoy multa 
correspondiente, sin haberse planteado ni resuelto, en ese 
incidente, cuestión alguna de las prevista* en el artículo U 
de la ley 48, 



Cuso: —Lo explican las piezas siguientes: 

ACTO URL JUZOAOO DE FAZ 

Ku esta ciudad de Buenos Aires, á veinte y cuatro de Julio 
del ano mil novecientos cinco, comparecieron ú la audiencia 
de prueba de la fecha de la excepción opuesta don Gabinn P. 
iiisso, en representación <le don Antonio llalducci y don Ma- 
nuel Grappy en representación del actor don Juan Antonio 
Sin Martin, y expusieron: 

VA señor ttissu, expuso; f¿ue como prueba de la exce|»cirin 
que opusieron, pido al seflor juez se libre oficio at sertor Juez 
de Comercio doctor Amuehástegui, á lin de que se sirva ¡n 
formar si es cierto que por la secretaría del doctor Luque 
se r rain i t¡i un juicio iniciado por don Aquilea llalducci con- 
tra don Juan Antonio San Martin por escrituración y cumpli- 
miento de un contrato de sociedad celebrado entre ambos 
para explotar un negocio de artículos de fotografía, y pago 
de la suma de un rail pesos moneda nacional que por una 
cláusula de dicho contrato se obligaba á abonar aquel que 
fallaba á lo convenido en aquel documento privado. 

til señor Grappy, expuso: Que ahorrándole al juzgado la 
molestia que le ocasionaría el pedido formulado por la part« 
contraría y en el deseo también de evitar inútiles pérdidas de 
tiempo, presenta en este acto un ejemplar original de en 
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decantado contrato de utiu sociedad non n ta y que solo ha 
existido en l;i fantasía del demandado, como lo veni el \m* 
gado con sol» ana rúpiila lectura de ese documento privado, 
nu es posible deducir ile él por mus que se es Tuerce la imugi- 
nación, ni por su letra, ni por su espíritu lu obligación por 
purte de su defendida de constituirse eu una especie de papá 
del demandado, debiendo suministrar por este coru ptu dinero 
en todas sus necesidades y proporcionarle tuiub. üi a titulo 
gratuito en esa y otras comodidades, pido pues, se agregue sí 
estos autos el documento pedido de la referencia y coma 
ampliación de la prueba sol i citada hi absolución de pliego de 
posiciones su licitad^: que presentará oportunamente. 

Oido lo cual por e,l proveyenle, digo: agregúese el contrato 
privado de saciedad que se presenta y en atención ú no en- 
contrarse este extendido en el sello respeeti vo repóngase el 
que le corresponde de con tono ¡dad a la Ley de Papel Sellado 
y deldeudo por las partas oblarse la inulta en que han ineit- 
rrido por infracción ó la referida ley y depositar su importe 
en el lía neo de La Nación a la orden de! señor presidente del 
Consejo Nacional de Kdueación y con la constancia de su cum~ 
plimiemo en auto», pónganse, nuevamente estos autos al des- 
pucho. 

Con lo que terminó la presente que ti ruta ron los compare- 
cientes por ante mi de une ce r tilico. 



Señor ttu'&í a 

Kl contrato de l's, 17 debió ser extendido en un sello de 



O. /*. Ri$Wi -§¡t\ Gra¡w/ -S. 
Letona, 
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einil.rn pesos. Debe reponerse un sello por este valor y abo- 
narse una multarte cuarenta pesos por parle, oue deberá de* 
posititrfle cu el Itálico de lu Nación A la orden del Consejo 
Nacional de KJ ñau: ióu. De lie V. S. así domarlo y conlir- 
mur la resol mtióri apelad**, 

Agüite 5 .Je im 

Vávloa Federiro Benüez. 

Al'TU HH. JI'Ki l)R i.tí CIVIt. 

lluon-^ Atn>*. Ai-n-, 'j Jo 1**, 

Autos. Víslos: De conformidad con lu dictaminado por el 
agente Bacal eu su precédeme visto, se con lirma la resolución 
apelad» de t\ lií vu. y previa reposición desello», devuélvase 
al jugado .|e su procedencia puní i|ue haga efectivo el pago 
del impuesto fiscal y multa respectiva de lu referencia. 

Luis Ptmre ¡y (Vm)íc<?.— Ante 
mi: M. C. Pimrro. 

La parle de San Martin invocando el artículo M de l« ley 
de justicia de pa/. y el artículo 14 de la ley 18 interpuso unte 
el Juez délo Civil recurso extraordinario páranme la Supre- 
ma Corte, alegando ijue en el juicio está en discusión la i ni 
procedencia de mía multa impuesta contrariando una resolu- 
ción judicial pasada en autoridtid de cosa juzgada y emanada 
de un juez uue ejerce autoridad ó mimbre de la Nación; que 
se Ka violado el artículo lt¡ de la Constitución Nacional; n,ue 
es improcedente un doble impuesto sobre un mismo contrato 
y que resulta mío que la resolución recurrida contraría & la 
validez Úé otra resolución de autoridad judicial ejercida á 
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nombre de la Nacida solicita se lo conceda el recurso deducido. 
El juez denegó el recurso Ínter pues lo y el apelante ocurrió 
de lietilm á la Suprema Corte, 

PALLO l>K LA SIPRKUA COUT8 

Hutín-is AlTH. Iimiu » di 1*1*. 

Autos y vistos: MI recurrí de beebo por apelación denega- 
da, interpuesto por don Juan 'Sun Martin en lus autuB que 
sigue contra don Aquiles líalducci. 
Y Considerando: 

(¿ne cuino consta eu los autos remitidos porvia ile informe, 
la resol lición de fe. ti vuelta, conlirmaturia de la de fs. lu 
vuelta, nada resuelve, sobre lo principal, limitándose ¡í ordenar 
la reposición del papel sellado y mnl tu correspondiente al 
documento agregado á (a. 17, y al decidirse ese incidente' nu 
ge había planteado ni resuelto cuestión alguna de las previs- 
tas en el art . 14 de La ley núm. 4H. 

l*ur esto, se declara bien denegado el recnrsn interpuesto. 
Noülmueae original y devuélvanse, repon ¡endose el papel ante 
el interior. 

A. ItEKMKJo.— Nicanor G. dbl 
Solar.— M P. Daraot,— C. Mn- 

YANO ÜACITt'lA. 



ui josTicu iumonm. 
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Xirohts ,hm< Miiffm r,,ntm h ( Pmrinr¡,i ,fr Sultu. por <>.r, 
piopüaión, stfhn- ¡WmsHtueióntiHitad efe hm k m rfe la ma- 
tena tt i- ta fmwinma th Sal tu. 



Smw<ri<i.-\" U calificacirtn .le la utilidad publica de la ex- 
prophoión en el iirtleji provincial corresponde á la propia 
legislatura local. 

U" Lad ¡ s pus id ún consignada en el inciso*- 1 del artículo 17 de 
la Gutotítuciiíu Nacional, importa sólo la icl; la mentación 
«leí dimiinio eminente que subordina en caso de expropia 
«H«m, al triple requisitode lu utilidad pública que ta redama, 
su calilicsción legal y la htdemnrzacimi prévia, sinqoe pueda 
nlribnirsele el alnince de una ilele^iciún de facultad que 
d «o!)ierno general no necesitaba por aer inberente á la so- 
beraniu, y esa disposición constitucional un obsta al ejerci- 
do de la facultad ti*? expropiación, con las mismas limita- 
ciones, encada provincia, cuino medio de facilitar la reali- 
zación de las obras tendientes á fomentar el progreso v bie- 
nestar local, dentro de su propia jurisdicción. 

i Lus provincias pueden expropiar cansí itudonulmente para 
uno obra nacional. 



Vaso.— Lo explican las siguientes piezas: 
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ACTO I1KI, JI KU ÜK SALTA 

BSi.r pimentada td señor Apetite Kiscal en lo Civil por los 
derechos que representa, con los documentos que acompaña y 
cerliftaado de depósito {le f. téngase por hecha la COnSig- 
nación de la suma que él expresa levántense los gravámenes 
que pesan sobre la linea de referencia, de acuerdo con lo dis- 
puesto fin loa artículos veintisiete, veintiocho y veintinueve, 
de la ley ile expropiación vig«ntH y artículo setecientos cin- 
cuenta y siete «leí Código Civil. Ku consecuencia, y de acuer- 
do también con lo dispuesto por los artículos veintinueve y 
(loa mil tiuinieulos uncu del citado Código Civil, póngase al 
tixmn. Gobieruii de la Provincia en posesión de la propiedad 
exprdpi&da al señor Niuulós Arias Murua, por intermedio del 
personal de este Juzgado, puní üuyo electo se señulu el din 
jueves cuatro del corriente á huras de despacho. 

¿igtteroa.— Aute mí: i?, ¿o/jr?, 

HKSTKSCIA IVKI- "U'l'KKroH l'KIIII SAI. 1>K SA1TA 

En Salta á veintiséis de Junio del año mil novecientos tres, 
reunidos los señores Camaristas en su .talón <le audiencia pa- 
ra fallar la presente causa, el señor Presidente declaró aló er ta 
hi audiencia, se procedió tic acuerdo con lo dispuesto por el 
ai t. li' de la Ley de 7 de Seliemhre de líKXt, á sorteo para es- 
tablecer el orden en i|ue los señores Camaristas deben fundar 
su voto, resultando el siguiente: doctores Figueroa tí., tíaravia, 
Arias, Snlá y Tur i no. 

til doctor rigueroa.S. fundando su voto expuso: Knestejui* 
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ció por expropiación de ta linea «Huenn Vista» de don NíeolAg 
Arias Mu rúa viene un grado por lus recursos tle n pe lación y 
nulidad, el auto de 1" de Diciembre del ním ¡tasado corriente 
¡i f, "¿5 vuelta de estos testimonios ultima ni en te elevados. 
t*iclin unto da por hecha la consignación en pago de la índein- 
u ¡¿ación correspondiente, manda levantar los gravámenes que 
pesan s-ilire la propiedad y ordena poner al Gobierno de la 
provincia cu posesión de la misma. 

['iten desde luego, para resolver el recurso previo de nuli- 
dad, examinar lo* fundamento* caque los apoya el recurrente. 
Itesti millos estos en su expresión mas sustancial consisten. 

1" Kfi iine ta ley de 5 de Abril fie fjnfi lia calibeado la 

utilidad público y en consecuencia el decreto i¡ue la obedece 
de \ \ tb> Mayo del mismo mío son inconstitucionales y por 
tunta nulos pura fundar el derecho «leí Gn ble rao de la Pro 
vincia ü la expropiación stiit ju'tin; por cnanto seiiúu el art. 
t? de la Constitución Nacional, lus poderes provinciales *tiu 
están encargado? de, dictar la referida ley sinó el Congreso 
Nacional, desde que la disposición citada constituye al Poder 
l/edeiul en gurnute de la inviolabilidad de los derechos de 
propiedad y en tal caso im puede extenderse á otros poderes la 
misma facultad; que estose continua además por to dispuesto 
en el iuc 11 art, 57 y urt. lOH Constitución Nacional «pie atri- 
buyendo facultad privativa al Congreso Nacional para dictar 
el Código Civil, cuya materia primordial es In legislación del 
derecho de propiedad, viene á someter también la ley tle ex- 
propiación ul mismo oongreso, desde i|ne ella •nneicrue ese ti- 
cialtu ule al derecho de propiedad, de donde resulta que esta 
facultad ejercitada por la Legislatura de la Provincia es vinV 
toña de lu ley l'uiidnuieutnl. 

%• IJue la justa indemnización á que se refiere el art. 17 de 
la Constitución Nacional na puede ser determinada, cuando 
liay disconformidad de partes, sinó por los jueces que la mis- 



FALLOS Dk LA CORTE 



nía Constitución provee {art. 5 y UlG N. y nrts. 7, Vi y 149 
(jniisL. de la Provincia) ,v por Lauto la ley de expropiación de 
la Provincia de 17 «le Marzo de 1885 que dá ú loa peritos 
atribuciones ile tales jueces sin estar nombrados como lo dis- 
pone el a rt. 157 ile la Constitución del» Provincia, así como 
el aido apelado que dá fuerza de decisión judicial at dictamen 
ile aquellos, son inconstitucionales y nulos. 

Siguiendo en este orden de ideas se agreda pon te r i nr metí te 
<|ue eadie puede ser privado de un propiedad diñó por senlen 
vía fu miada ea ley, mientras tanto, el auto apelad» no se basa 
en sentencia alguna para dar por Itieu hecha la consignación, 
pues las diligencias de tus peritos, meros comisionados para de' 
terminar el precio de la iodeiunizaciÓD, no constituyen una 
decisión judicial, de lo fjne resulta que el juez tt qito lia pro- 
cedido sin sustanciacióti alguna para dictar el aulti recurrido 
y en consecuencia este es nulo par encontrarse en el caso del 
art. 217 del Código de Procedimientos. 

t*í° l¿ue con abstracción de estas nulidades la ley calibeado- 
ra de la utilidad pública, de Abril de 11)02, na lia cumplido 
las prescripciones de la ley general de expropiación de Mar- 
zo de I8H5, respecto á las condiciones exijidas en los i tic. 1 y 
2 del art. "¿" cuyas declaraciones deben ser empresas como lo 
ordena el art. pues, en efecto, el campo de maniobras 
l»ara el cual se hace (s expropiación, un es una obra proyec- 
tada por la Provincia ni para la Provincia, sino de creación 
que emana y perte upui- exclusivamente á la Nación y que, 
lliiahuenle tío se ba declarado expresamente que la linca expro- 
piada es ella y eu tal ó cual extensión indispensable para eje- 
cutar la obra proyectada. 

De aquí que, aun juzgando á la ley general de expropiación 
como consecuente y conexa con las leyes constitucionales, han 
sitio estas violadas por haberse vialado aquella, en la ley de 
5 de Abril de l l .m. 
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Como se ve ú pretexto de fundar el recurso de (miniad del 
auto venido en grado su involucran la* graves cuestiones 
tendientes ;i obtener la declaratoria de nulidad, por iueonHÍ- 
t^eionales, de la ley general ile expropiación, de la especial 
ile calificación ile uülidad y ile los decretos del P, K. i]ne las 
obedeced, según categóricamente se solicita mi lu parte peti- 
Loria de la expresión de agravios. 

En concepto del que expone y de acuerdo en este punto 
con lo dictaminado por el señor Fiscal General, tales cues- 
tiones no siiii causas legales para fundar el recurso de nuli- 
dad- pues esto solo puede ti puyarse en los motivos ( jue expre- 
sa el art. 247 del Cód de l'mced.. estoes contra tu sentencia 
priiuuncíada con violación de la forma y solezuitidad <|ue pres- 
criben las leves de procedimientos ú en virlud de un trámite 
en que se lian omitido las formas sustanciales fie p juicio 
ó incurrido en algún defecto de los que por expresa dis- 
posición anulan las act naciones; pero, nunca puede fun- 
darse el referido recurso en razón «Je la inconstitucional idad 
de las leyes ó decretos que se bao hecho valer para la decisión 
misma de la cuestión sometida porque esto afecta al fondo, se 
dirige á la justicia ó injusticia de la resolución judicial; 
mientras que la nulidad, como recurso, es un remedio legal 
que solo tiende a garantir la observancia de las reglas pri* 
mnrdinles de procedimiento con abstracción de su constitucio- 
nal i dad ó incostitucionalídad, por cuanto estas no pueden ser 
consideradas inconstitucionales en Unto no hacen mas que 
establecer la forma de ejercitar en juicio las acciones que na. 
con de las leyes sustantivas. 

En consecuencia, las cuestiones relativas a la conatíluclona- 
lidad alegada no puede estimarse como causa que den lugar 
al recurso de nulidad, sin perjuicio no obstante de j «gar- 
los en el concepto que se expresará cuando ge trate de esta 
causa en su fondo ó sea en cuanto á la apelación, si es del caso 
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(¿iieil» entónces á examinar si la forma del auto recurrido 
ó «I procedimiento observado en el trámite hasta dictarlo, 
contiene omisiones, vicios ú defectos que funden el recurso 
que nos ocupa, 

Y bien, bajo el i to ale vista establecido dlíha trámite 

está conforme en el caso ¿tul' fildice con el marcado eoií la 
ley del procedimiento especial que determina el modo de 
hacer I» expropiación, al que el juéss a |rtá lia debido ajus- 
tarse obedeciendo ¡i lo diapuesto por el art. 7U del Cód. de 
Proced. según el cual, solamente la* contiendas judiciales 
que no tengan señaladas una tramitación especial aeran 
ventiladas eu luidlo ordinario. En nuestro «aso existe pre- 
ciaañiente la ley especial de expropiación del 85 que responde 
;í la peculiaridad del ejercicio de este derecho excepcional. 

En efecto el proced i miento de la expropiación de carácter 
breve y sumario establece claramente el trámite del caso: 
una ve/ practicada la tasación en la forma prescrita por los 
art. 7 al 12 y habiéndose hedióla consignación del precio de 
la indemnización ú causa de la oposición del expropiado 
para aceptarla correspondía según se desprende forzosamente 
de lo dispuesto por los art. U y 29 de la ley citada, que el 
¡ ues sin mas trámite diclara el a tito apelado. 

También se aduce de nulidad contra et dictamen del pe- 
rito 3 doctor Zambrano en cuanto el auto apelado le asigna 
el carácter de decisión obligatoria, así como respecto de lapo- 
sesión de Buena Vista ministrada al Poder Ejecutivo; pero 
bajo el concepto del recurso de nulidad tules fu nd atoen tos no 
aun admisibles, el primero porque afecta el fondo, á Injusticia 
A injusticia del precio tenido como i nd emú i /.ación, como lo 
entiende el misino recurrente cuando hace valer la misma cir- 
cunstancia en Inapelación y eu todo caso dicho peritage esta 
arréglalo al procedimiento eu cuanto al nombramiento del 
perito con intervención del expropiado paru dirimir se- 
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giín ht expresa el art. 12 el precio y la tuiieinni/acíón sobre 
que ni» han podido ponente de acuerdo I03 primeros peritos 
nombrados por las partea. El segundo fundamento, porque 
no ha venido en grado desde que la m ilustración de la po- 
sesión ea un hecho pusteriornu ute practicado á loa recursos 
entabladla; porque las diligencias concernientes no conatituyen 
noto ó semencia contra loa que únicamente puede interpo- 
nerse el recurso y porque linaliuente la valide/, de dicha po- 
seaión está sujeta ala del auto apelado. 

Por todo lo expuesto debe desestimarse el recurso de utilidad 
y voto en este sentido. 

Uis demás señores vocales adhieren ul voto que antecede. 

El mismo doctor Figueroa S, continuó; que referiéndose 
ahora á la apelación, el recurrente i opugna la sentencia, por 
cnanto mi lia podido validar lo consignación sin que la it>- 
demudación haya sido lijada previamente por el juez com pé- 
tente, en juicio contrudieloriu, y porque esta lujos de responder 
¿ una justa compensación, se 14 cu las muchas observaciones 
que hace al dictamen del perito ductor Zamhrano y en este 
concepto, La consignación por ins'ilicieiite no tiene la fuerza 
de pago y la sentencia i]ue la declara bien hecha ea injusta, 
por lo q ue pide a 11 revocatoria, que se declare mal hecha la 
consignación y se ordene que e! Gobierno de la Provincia 
pague como verdudera indemnización, en el término de tres días, 
la suma de 17^,010 pesos con 10 centavos mh y ana intereses 
desde el dia de la desposesíón con más las coatas de este 
juicio. 

Más, ñutes de examinar estos fundamentos i¡ue directamente 
se aducen en la apelación, considera llegado el caso de que el 
Tribunal, ai bien no ha debido, como se ha dicho, atender á 
Las cuestiones de incoustitucitinalldnd alegada en cnanto fun- 
daban el recurso ile nulidad de que ahora las torneen cuenta, 
puesto que, teniendo el auto apelado por base la aplicación 



254 fAILM M LA BOME«t COMI 

de leyes y decretos tachados de repugnantes á la Onst ilación 
Iob juece*. según se desprende de lu dispuesto por los urt '¿8 
y 31 de la Constitución Nacional y lu prescribe categórica- 
mente el urt. 12 déla nuestra, no |H>ilr¡iii aplicar uní ley, 
decreto ú urden contrarios á los derechos r]ue ounsagra la 
ley fundamental. 

Tero se objeta A esta conclusión que, en materia de ex- 
propiación tanto la ley general como la calilieadora de utilidad 
pública eu cada caso, no pueden ser observadas ai discutida 
sus constitucional idad ante Iob tribunales, porque el art. 17 
de la Constitución Nacional y el 27 de la Provincia, al pres- 
cribir ijue la expropiación sea autorizada por ley, libran ala 
división exclusiva y absoluta del l* Legislativo la aprecia- 
ción de la utilidad y que en esta discreción y en la in- 
demnización al expropiado está la garantía su ti cien te de 
la inviolabilidad de la propiedad consagrada por ta Consti- 
tución. 

Esta doctri na sustentada por notables autores y expuesta 
con tanta erudición por el eminente jurisconsulto doctor 
Costa; vista (i acal en el tallo Ser. 3 Tomo 3 pug. 163, Suprema 
Corte, y que se conformaba con la jurisprudencia que basta 
entonces imperó (caso del fallo Ser. 1 Tomo 4 pág. 311. Ex- 
prop. para el H. C. á Córdoba), ba sido profundamente modifi- 
cada en so carácter absoluto por la moderna jurisprudencia, 
desde el fallo de la Suprema Corte de 11 de Abril de 18S8, en 
el caso de la expropiación para la Avenida de Mayo (H enos 
Aires) y esta nueva dociri mi está citada boy como lu verdade* 
ra interpretación en la materia y ensenada por los mas cono- 
cidos autores en el derecbo patrio, como se vé en la obra de 
derecho constitucional del doctor Montes de Oca y en los co- 
mentarios al Código Civil (arts. '¿MI) de los doctores Machado 
y Llcrena. 

IV loque y en mérito á la claridad y precisión de los f un- 
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damentos desarro lindos en dicho tallo convienen transcribir 
los ums pertinentes: «queaun que se objeta dice el conside- 
rando f 2ñ, que por la disposición constitucional corres po ude al 
Poder Legislativo y solo u él la calificación de la utilidad 
pública, y que su juicio por tanto, debe ser oonoluyente y 
decisivo u | respecto, fácil es sin em bu rgp observar desde lue- 
go, que tal atribución según se lia sentado ya en el conside- 
rando 5" no puede entenderá derogatoria de los principios 
fundamentales sobre que reposa la Constitución y que cons- 
tituyen lu esencia de todo gobierno libre. <¿ue al congreso por 
consiguiente no | e es dado en el ejercicio de tal facultad ui 
separarse de aquellos principios ni pres;:in lir ile las realas 
que constituyen la noción fundamental del derecho de expro- 
pinción. Que es elemental en nuestra organización constitu- 
tt(uortl la atribución que tienen y el deber en que se hallan loa 
tribunales de Justicia, de examinar las leyesen los casos que 
se traen á su decisión comparándolas con el texto de la Cons- 
titución pura averiguar si guardan ó no conformidad con esta 
y abstenerse de api ¡curias si las encuentra en oposición con 
ella, constituyendo esta atribución moderadora, unudelos fines 
supremos del Pnd*r Judicial, y una de las mayores garantías 
con que se lia entendido asegurar los derechos consignados 
en la Constitución, contra los abusos posibles e involuntarios 
de los poderes públicos. ...» 

■Sentado, pues, que la atribución deferida al Poder Legislati- 
vo para cal i licor lu utilidad pública y definir los casos de ex- 
propiación por razón de ella, no puede entenderse ilimitada 
ni con un alcance tal que lo autorice a disponer arbitraria- 
mente de la propiedad de una persona ni a incorporarla tatú- 
poeo u 1 dominio público fuera de loa casos lijados por los prin- 
cipios fundamentales que se derivan de la Constitución, y 
establecida en este concepto la facultad del tribunal para jua- 
gar la constitucional idad de las leyes impugnadas, toca exami- 
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nar en et orden antes expuesto las razones aducidas por el 
expropiado. 

Desde luego, conceptúo inadmisible la tenria consistente 
en nu« á la ley de calificación de utilidad pú tilica incumbe 
dictarla s'tlutaLMite ai Congreso Nacional, pues que ella curres* 
pondc á la facultad de expropiar que también tienen indisuu- 
ti blemenle las entidades políticas que compone la federación 
argeutiua, en ejercicio de su soberanía local, de su adminis- 
tración autonómica y á los linea de desarrollar los intereses 
públicos de la Provincia ú también de los concurrente* con loa 
intereses nacionales- 
Si bien las provincias solo conservan todo el poder no de- 
legado por la Constitución Nacional al Gobierno Federal (art, 
10*), no se sigue que, porque veamos que una atribución sea 
conferida á la Nación, necesariamente liemos de concluir que 
la misma atribución les eslii vedada á las provincias, puo 
hay facultad»» concurrente* a la autoridad nacional y a la 
local . 

■ Podemos decir, expresa fclstrada, que las provincias invis- 
ten todas las facultades anexas á la idea de la soberanía social 
y del gobierno, con excepción de las siguientes: aquellas que 
ex presamente h ubi eran salo prohibidas ;í las provincias por 
la constitución Federal; las conferidas al Poder Federal como 
exclusivas, olas que, aunque no excl ttíivft»; ean sin embar- 
go «le tal naturaleza que cutiana verdadera repugnancia y 
contradicción su simultáneo ejercicio de parle de la Nación 
y de parte de la provincia.* 

Con esta regla claramente comprendida y rectamente api i- 
cada se establee* bien que nuestra constitución local al 
estatuir cu so artículo %1 la expropiación reproduciendo textual - 
mente las condiciones exigidas por el art. 17 de la Nacional 
crea uu derechu cuyo ejercí ciuio en nada repugun ni con- 
tradice a igual facilitad del Gobierno Ceturul. 
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Tampoco la legislatura al sancionar ta ley general de ex- 
propiación, ni til díetnr la especial ele cal i lie-ación para cada 
eusu, invade facultades exclusivas del Congreso como se argu- 
ye fundándose en que es este quien está únicamente encar- 
dado de líotarel Cód, Civil que es la ley que regla las ¿aramias 
del derecho de propiedad y que, por tanto, le corresponde 
reglar lo concerniente & la expropiación en cuanto afecta 
fundamental mente tal derecho, pues esta razón no se apune 
a la facultad de Las legislaturas locales para dictar las leyes 
impugnadas, desde el momento que el mismo precepto coas" 
tituciounl citad» y el Cód. Civil (nota del codificador al art. 
1321) para garantir las condicionen de la expropiación cuales 
son: la calificación de la utilidad pública y la justa y previa 
indemnización encargan á una ley especial la manera de 
determinarlas, y en tal caso esta ley tiene el carácter de una 
ley de procedí m i eoto que por la misma Constitución correspon- 
de ser dictada por las legislaturas locales en las expropiacio- 
nes respectivas y como dice el doctor Machado (Come uta rio 
al art. 2511 Cód, Civil >el procedimiento paru la expropiación 
está sujeto á las leyes de procedimiento que determinan en 
general el modo de hacerla y para casos especíales se dictan 
leyes expresas, entonces debe regirse por esta ley especial. 
Todas las provincias tienen sus leyes especiales sobre expro- 
piación pues el Cód., no puede hablar del procedimiento.* 

lie aquí pues, que la Legislatura de la L'rovincia al dictar 
las leyes referidas mi ha invadido en manera alguna ni ha 
menoscabado la facultad del Congreso Nacional parn legislar 
eu materia del Cód. Civil 

De este mismo razonamiento respecto al carácter que tiene 
la ley de expropiación resulta infunda la la segunda causa en 
que se basa la inconstitucional idad atribuida á la de Marzo 
de 1835, «liando se dice que la justa indemnización no puede 
ser determinada en caso de disconformidad de partes sinó por 

IT 
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loa jueces creados por la Cutistitiiciún y nombrados cuino ella 
lu determina. 

Kii efecto, si como queda dicho, en la exeepcinual materia 
déla «*x|irin>i:itrii"ni se encarga á Ih lev ii» manera da hacerla 
y de lijar las condiciones para d éter minar y pa^ar el precio, 
y en el concepto de que la expropiación no es mas que mi upo* 
deráuiieatú forzoso por un procedimiento rápido, que para 
responder ú ana liues tici está sometido al juicio ordinario, si 
es asi. digo, lu ley del 85 no es repugnante á bis garuntius cmis- 
ti misional es respecto ú los intereses del expropiado en unan Lo 
da á la tasación de los peritos la fuer/ai de una estimación 
dtilinitivH del precio ti indeiunuacióu de la una» expropiada 
porque ese procedí ni i en ti» establece una garantía suficiente pa- 
ñi determinar la justa indemnización desde i|«ie d telina per i 
Los son propnes ios pir las par Les para ese lio, y, en cuso de 
discordia de ellos, el tercero es aceptado por los interesados 
puesto tpie pueden ser recusados y en tul forma vienen 11 con** 
Mluir los arbitros de las parles al objeto Midiendo. 

De inauera que La objeción que se sigue de que el auto a pe 
lado que da fuerza de decisión judicial al dictamen de los pe- 
ritos uo se üasa en sentencia legal dada pi»r.|iic ,ouipcLcute, 
queda también re lutada. Kllu parte de la regla gen* al sentada 
]Mr la Constitución t|e ijtte 1 nadie puede ser privado «te su 
propiedad sino en virtud de semencia laudada en ley.» siendo 
asi. que la misma prescripción establece la excepción en el 
cuso de la expropiación, para el cual, la garantía de los dure- 
dios del propietario solo esli asegurado por la condición déla 
Utilidad pública ei. cuanto debe ser calibeada par ley y com- 
pensadas por la previa indemnización cuya lij ación la ley es- 
tá tambiéii encargada de señalar el procedimiento 

Y esta exeepeióuestá laudada como lo expresa MimLea de 
Oca (Derecho Con di. Tomo 1 pág, i!»?), en la supremacía det 
estado snbre la propiedad privada, á que se le da el nombre .le 
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dominio emitiente y que lleva aparejada la facultad de apo- 
derarse de loa bienes particulares cuando el bien publico lo 
requiere- Kitu 1'aciiltad no emana de la ley, es un atributo lú- 
herentc á. 1» soberanía que la ley limita y reglamenta; y como 
dice el doutor Velez en su ñuta al art. 2507 O. C «El ser co- 
lectivo t|ue se lia mu Estado tiene respecto á los bienes que 
están en el territorio un poder, un derecho superior» de lejfía- 
Ilición, de jurisdicción y de contribución que, aplicado ú los 
inmuebles, no es »tra cosa que, una parte de la soberanía te- 
rritorial. A este derecho corresponde el deber de los propieta 
ríos de someter sus derechos á las restricciones necesarias ul 
Ínteres genera! y de contribuir á la existencia ó al mayor bien 
del estado. i 

Tul es el fundamento del derecho de expropiación que el 
estado ejerce limitado por las bases que señala la Constitu- 
ción, 

K i nal mente, en lo que concierne & la ley de ¿V de Abril de 
IpQifo el criterio que ha informado para ealilicar la utilidad 
pública, conceptúa el expolíenle, que encuadra dentro de la 
ley de la materia y no traspasa loa límites de las atribu- 
ciones que ha tenido la legislatura para sancionarla, sino 
que hc adapta con e! espíritu de la cláusula constitucional 
que garante la el i cae ia del derecho de propiedad, 

Ks indiscutible que el establecimiento de! campo de manio- 
bras es ile una evidente utilidad pública para la Provincia 
también, aunque su creación emane y pertenezca al Gobierno 
Nacional, por las conveniencias ni mediata* que importan 
para mejorar las condiciones económicas y otras de bienestar 
y progreso de este pueblo, sin contar los altos fines á que 
responde el Ejercito Nacional para la paz de la Itepública 
y la seguridad de sus instituciones en las que está tan inlere- 
saJa la Provincia, y si lóen su instalación no obedece á una 
exigencia premiosa, responde y se traduce en bienestar gene- 



mi, concepto su lie ¡en te para bi ^ftlill eacHÍn de tu utilidad ¡ui- 
blicu. pues subido es i| tití rudas las legislaciones modernas lian 
cambiado la exi^euum, de Ift Úece9Ul& d por la déla uti!i*Í<til 
como cansa elidenie de La expmp uuíiín. 

Además, para juzgar á sle respecto— nti hubiend ta línea 

precisa une tiealínrle y díslínga l>> que es nulidad publica á 
los electos del ejercicio del derecho de expropiar por parte del 
Oslado, debe prestarse, la mayor itéferentiiii ni juicio y decía* 
miñones de ta legislatura á tal propósito, toda vez que este 
cuerpo mi exceda elanuneiire los límites de sus atribuciones 
constitucionales; [Ules ipil!, e n la i iti pnsibi I nía l de que |a ley 
pueda, pur prolija que diera, encerrar en una Cú'muhi ta in- 
órela l*i i|ue debe entenderse por utilidad ; ubi' -a, y desde 
que en al^úu poder ■!<■! jíohieruo había de ser depositada e-si a 
inUión, lo ha hecho en el Hialer Legislativo que pnr la uu 
turalc¿a de su* luueiniies, la renovación periódico de su uuui- 
duto v Id represe litación ipie ejerce está en mas iutiiCiiiulo 
contacta muí el pueblo y puede apreciar mejor sus cu uve 
níetieUs y necesidades. De aquí que si la mater ia dtí la ex- 
propincióij puede dar lugar ú cuestiones dudosas respecto á la 
utilidad pública, prevalece la declaración leí i si al i va y no 
puede *Ri* ehjetmla ante los tribunales de justicia sino cuando 
se decretase la expropiación palpnhl ■>. -n t sin relación a uso 
publico alguno. Kn esta inteligencia un es exacta que la fa- 
cultad del Poder Legisla! i vm para dictar la Ley 'le Kxpropiu- 
uii'ui deje ala pro p 1 edad sin la uaranlia t|lt£ la Constitución 
acuerda ú este derecho. 

Kuiperu. «si la Legislatura dice I (ilion, Mun. Corp, ¡m- 5(U 
citado pin- el lh\ K. Cosía cu la vista re Cerilla, lia declarado 
que el iso á que la cota expropiada se destina es de utilidad 
publica, ó si este uso Cuera de tal manera dudoso, que los 
tribunales no puedan decidir que uo lo sea eu lo bástame 
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para jnstiOtóar la expropiación, el juin.. de la Le-; islam ra ilehe 
prevalecer entonces éúmo liuul y rouduyente». 

Mientras tanto, eij nuestro cuso, lejas ile ser manilieata la 
falta tte iríiliilad |wm estt provincia el establecimiento ( j e ' 
campo de maniobras eu mi territorio, ella rio es ni dudosa por 
tas niojivns exnnéstas .v corresponde m miden la instalación 
d<¡ didm eslableeittlipnio á tHM obm de la provincia, eu cuanto 
concurre can .-I aporte <J< I terreno iiMlíspunsable para que su 

instalación seeiectúe en aula nrovlneia como e lición 

$!« «ou. De esta manera lu ley de im¿, obedece en su 
atiiHjepto ifenera] perleetumeiiie a la »» ra ti tía "mistiiuciunal 
-le iilili.itiil pbilca que. es á ia «pie hay que atender, y en- 
cuadra roa la .le expropiación de na obstante que aquella 
na lija expresáoste que la tinca expropiada sea .Buena 
Vísta. y en tal o cual extensión, p eat0 que al determinar 
que lu m el terreno necesario para el cnuipu de maniobras 
lija coa precisión el límite y a su vez el paraje del inmueble 
ú expropiare una w/. que sujeto de antemano estos extremos 
a la necesidad 4 ur el esLubleeinueuiu é*j¡U en cuanto é |» 
topogral'ía del terreno á ocupar, así como respecUi di' su ex- 
tensión, de manera que el decreto posterior a la Uy de Cali- 
lieación no hace mas que obedecer á tisia cuando determina 
que es -Huella Vista, en la pune expropiada y las fracciones 
•le otras propiedades el terreno necesario para el campamento 
puesto que am clin no hace más que ajustarse á los limites 
y la naturaleza del terreno que efcije el plano que La Nación 
lili hecho ' este propósito, y en consecuencia el decreto men. 
chinado ih. "iilraña como se ha ardido en el informe in roce 
el «arácter de una ley complementaria de la de calificación 

l ,am ,le u ' aquí que la ley de IWÍ ha dele-ado eu el 

Ujeeuiivn u, m i acuitad te-isla tí va repugna ule y abusiva á 
ana Úji las más elementales reglas de la división de tus po- 
deres. 




Y bien establecida ta con farro i Jad de las leyes» impugnadas, 
cu i la letra y espíritu de ta Constitución píjóra los preceptos 
del C. Civil en cuaut" á las condiciones que garanien los 
dereeboa del expropiado, resultan justilieados y legales los 
decretos del Poder Ejecutivo que en tupien «011 ellas ii igual- 
mente el aulu a ¡miad » que se ajusta á tas mismas prescrip- 
ciones en cuanto da por liecha la consignación desue que la 
indemnización Iro sido lijada definitivamente por un tercer 
perito COniO lo establece el art. W de la ley de Abril de 1855, 
V que no puede ser considerad" de otro modo porgue seria 
¡odelínido dejar á otro juicio tal determinación después de 
lijado por los peritos la ¡iideiiini/.aciÓu, desde que so jo /Sa- 
rniento temí ña que estar basado siempre en ¡a prueba peri- 
cial; c i ¡í na luiente resulta ajustado á derecln» en cuanto el 
auto apelado ordena luiuintiar la posesión al gobierno de la 
provincia eu virtud de estar lieeba dictia consignación, pues, 
con ello se bu llenado el requisito exigido pnr el articulo 
olí ti t la Ley de Expropiación pura que procela la ocu- 
pación. 

Ku virtud de todo lo expuesto el expolíente vota por la 
ooufinuatona del auto apelado, ooit costas, art. ¿81 Uód. de 
Procedimientos, 

Iais demás señores vocales, adhirieron al voto que antecede, 
quedando acorilado el siguiente rallo: 

S*u¡». Justo M da UOi. 

Y vistos: Por lt que resulta de la volnciún que antecede y 
sus fundamentos, se desestima el recurso de nulidad deducido 
contra el auto de 1" de Diciembre ppdo. que corre á Id. ■& v. 
y '¿tí en estos testimonios y se confirma el mismo en tudas 
sus partes, con costas. 



Tomada nunii y rt-jm estos los sel fus, devuélvase 

¿¡itrio Ai /nn,—Jt)st : M . óWíí.— 
XI H vio .jm i*f í r iti . - J N// Uitü I* , 
Toriiio. — Munutl Figuéroa 
S. —Santas S, Mcurfota, Se* 
eretario. 

■ 

fallo UK bA si I'Hkha COSTH 

Unen -' Air««, Judíi, ]:> «Jo luüfl. 

Victos estos autos, Oe los 4|u e resulta: 

l¿in* !¡i h-4¡sl;tt.urn de ht pruvim-in «le Salta, sancionó tu ley 
>i mío 7(i de ó ile Ab«*ü de HK)¿, en la <| >ie dispuso lo si- 
guiente: 

Art. I" Daclárause tlf utilidad pú!i[it*n y autorízase ni l J o- 
tter Kjéantivti de h provincia, pura expropiar ¡ir re jilo ¡i 
y.\ ley ile la unten», el área de terrean neeesariu parí* eala- 
Ideciitiien * ile campo «le mauinhras. y cederla ni gobierun de 
la iiHciim m c le objeto. Kl dórelo (le 11 de Mayo del mismo 
año, I i 1 * » e¡ deslinde de ios terrenos ¡i expropiarse, <;tim pren- 
diendo los ríe la tinca «Hnena Vista», de acuerdo con el plano 
del Miu istmo de la liilei'ra. 

Seguido el procedí III íeotu de expropiación y avaluada [ir>r 
él perito lereern la linea Itueua Vista, el propietario de esta 
don Nicolás Arias Murúa, protesta de la avaluación; verificada 
por el gobierno de Salla la cnusixiiución «le so importe v 
BOltellada la posesión, esta lúe ordenada por auto del Juez 
de H n sin niña á l*s. *¿ r i vía. y *¿t i; de este unto interpuso Anas 
Moma los recursos de nulidad y upelueióu, los que evteusn- 
ineiite fundados en su expresión de agravios de I*, olí, fueron 
reeliaxadtts pin* ln sentencia en ni en te á la. ID i vu. Prniiiin- 
ciada por el Superior Tribunal de Justioia de la provincia 
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de Salta; de esa sentencia de fa. 103 vta.. don Nicolás Arias Mu- 
tila, interpone para mi Le esta Corle el recurso extraordinario 
autorizado por el ine. %\ art 14 de la ley de jiu -jad incida y 
competencia de 14 de setiembre ije ISíi:*^ {«rl. (i- de la ley 
4055), según el ciinl puitrá apelarse » la Corte Suprema, de 
las sentenciad deliuitivas pronunciadas por los tribunales td> 
peñaren de provincia, cuando la validez de una ley, decreto 
ó autoridad de provincia, se hny» puesto en cuestión baja 
ta pretensión de ser repugnante a la Constitución Nacional, 
á las tratados ó leyes del Congreso, y la decisión haya 
sido en favor de la validez de la ley ó autoridad de pro- 
vincia», 

Eu este arden de ideas se han plantando por d recurrente 
ante los Tribunales de la Provine»'» de «alta, las «¡guiantes 
cuestiones: 

t¿ue la ley provincial de 5 de Abril de UKtt y decreto «le 
14 de Mayo del tnistuo ano, «son inconstitucionales, y por 
consiguiente, nulos para poder fundar en ellos únicamente 
un derecho sobre 'linean Vista* á favor del gobierno de la 
provincia, como se pretende, sin que par la ley nacional sea 
calificada la utilidad pública y acordada ó Tallada por juez 
competente la justicia de la indemnización porque no es A 
los poderes provinciales que la Constitución Nacional cucar, 
ga llenar el requisito previo de ta cal ideación de utilidad públi- 
ca, siendo una facultad privativa del Congreso Nacional, 
y que, por lo tanto, m llega tí ser una da por las autoridades 
de las provincias, lo será abusivamente, siendo por esu nula 
la ley provincial y par lo mismo uníala expropiación que en 
ella se base», citando en apoyo de esa doctrina los nrl. 17, l iH, 
29, M, (tt inc II y 103 de la Constitución Nacional, y además, 
el art. 10 del Cód. Civil (fe. 7(5 a HO vta.) 

t¿ue cuando se trata de servir intereses nacionales i|iie re* 
clamnii la previa expropiación de ttu bien rniz, debe ser el 
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Congreso Nacional quien dicte lns leyt necesarias ¡í ta pr¡- 
vao'níinle la propiedad, gartintidu poí is leyes íundHuienta- 
les y civiles de la república íT. 80). 

Que la ley de expropiación de la "prni ncia de Salta, de 17 
de mareo d* IW85, es también iucnnsiilii. otml, s¡ se pretende 
<|ue da a los peritos en ella previstos, «1 e; aeter de jueces y sí 
el üe Himples comisionados para presentar á las partes base* 
de avenimiento respecto á la expropiación, lo seria la sen- 
tencia apelada de primera instancia, iodo con arreglo al art. 17 
de la Constitución Nacional (l\ «U vía}. 

(¿iie nadie puede ser privado de su propiedad ai un en virtud 
de sentencia fundada en ley. y los comisionados no dicto ron 
sentencia al lijar la avaluación, 

Corroborando los argumeutos aduuidns respecto a las cues- 
tiones constitucionales planteadas note los tri tómales locales, 
únicos que esta Corte puede reveer en el recurso extraordi- 
nario que lia traído ante eila esta causa, el señor Arins Mu- 
rúa, en su memorial de f 115, después de extensas couside 
raciones sobre los precios de la propiedad raí» en la provincia 
de Salta, expresa: (¿ue una provincia un puede expropiar 
constitucional mente para una obra nacional, como es el cam- 
po de maniobras, según ta autoridad de Cooley, u,ne se cila, v 
por tratarse de una facultad delegada á la nación (ortfeuM 
17, 101 y 10H de la Constitución Nacional). 

La apelación concedida para ante esta C.irte, futí debidamen- 
te sustanciada con el llamamiento de autos, y presentarán 
por las partes de sus respectivos memoriales. 
Y Considerando: 

1° Que el recurso extraordinario autorizado por el artículo 
14 de la ley de jurisdicción y competencia ntím. IH (nrlfculu 
tí 1 de la ley miiu. ttKWj), tiene |»or objeto mantener la suprema- 
cía de la Contitucióu Nacional, las leyes del Congreso y los 
tratados, de acuerdo con Jos artículos tfl y Un) de la primera, 
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siendo agemis ¡ti mismo las cuestiones de hecho y las «le de- 
recho común, así cmu» las ipie se retí eren ú I» aplicación de. 
la Constitución y leyes provinciales, a menos qne algún título, 
derecho, privilegio ó exención, emanado iiel poder federal, 
baya sido invocado y desconocido. 

De conformidad con estas regla*, que determinan, e» gene 
ral, la extensión y el alcance de la competencia de esta Corte 
en el presente recurso, según los principios constitucionales 
l}né le han dado origen en la ley mí mi 18. y prescindiendo de 
las materias manifiestamente abenas al mismo, se pasa al 
examen de las cuestiones legales planteadas en los resultandos 
ijue preceden. 

"¿ l|ue el dominio eminente del estado, del i|ue se derivan 
el derecho de crear impuestos y el de disponer de la propie- 
dad privada, por causa de nlilidad pública, <uo es otra cosa 
o,ue ana parte de la fiobmania territorial interior,» usando los 
términos del codificador en su nota al art. &Í07 del Código Civil, 
y tanto un derecho como el otro, son igualmente necesarios ú 
la existencia y desenvolvimiento de las provincias, que forman 
la base fie nuestro sistema federativo de gobierno (artículos I, 
101 y !u"> Constitución Nacional). 

tt" C¿ue el procedimiento para poner en ejercicio esa laculfad 
y la caliiicacióii de la utilidad pública de la expropiación eu 
el orden provincial, corresponde ú la propia legislatura local, 
ijue debe considerarse mejor preparada para determinar, si 
eu un caso iludo, 1u utilidad pública exige ó no el desapode- 
ramiento ¡Ih I ii propiedad privada y i a manera de reo! izarlo. 

4" í¿ne desconocer ú la» provincias esa facultad, importaría 
hacer ilusorio los poderes une ellas más expresamente se han 
reservado eu nuestro régimen institucional, como son las que 
enumera el art. JllT ríe ta Constitución Nacional para promover 
su industria, la construcción de ferrocarriles y canales navega- 
bles, todo lo cual supone la expropiación de la propiedad pri- 
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vadu, y |hii* consiguiente, la calificación legal ttc la utilidad 
pública ile la ohrn a realizar, 

■ (¿iie. ln disposición consignada en el hic. l ¿* del art. 17 de. 
la Constitución Nacional, importa solo !a reglamentación del 
dominio eminente <| ue subordina en «aso de expropiación, al 
tiple requisito de la utilidad pública míe la reclama, su enli- 
ticación legal y la i 11 de utilización previ a, s\n que pueda atri- 
buírsele el alcance de una delegación dé ruuultad que el go- 
bierno general no necesitaba por ser itiberoute ú la suhernina, 
y por lo mismo, esa disposición constitucional no obsta al ejer- 
cicio de la facultad dé expropiación, cno las mininas limita- 
ciones, en cada provincia, cuino medio de fácil i tur lu realiza- 
ción de tas obras tendientes tí fomentar el progreso y bienestar 
local, dentro de su propia jurisdicción. 

t¿ae esa garantía cctisiguada en el capítulo único de las 
declaraciones, derechos y garantías, se encuentra, asi, en igual 
casit que las demás que consagra I» Constitución en el mismo 
capitulo, como son las que ie relicren, circunscribiéndonos al 
art, 17 f]ue se invoca: a la inviolabilidad de ta propiedad, a 
las contribuciones, al servicio personal, á la propiedad de todo 
netor ó inventor sobre su obra, invento ó descubrimiento, a 
la confiscación de bienes y a la* requisiciones, todas las cua- 
les constituyen otras tantas limitaciones impuestas a tn» 
poderes de los gobiernos nacional y provincia les, pero no dele- 
gaciones hedía» al gobierno general por loa gobiernos lojnles. 

1" Quede lo expuesto se tallera que la ley de expropiación 
de la provincia de Salta, promulgada en 17 de Marzo de I8S5, 
con el núm. 41, y la de 5 de Abril de HK)l. nú m. 7c. eu 
cuanto emanando de una facultad inherente á todo gobierno 
quen tea conferida sino limitada por la Constitución Nacio- 
nal no son repugnantes pomo se pretende a los arts. 17, IU4 
y 108 de la misma Constitución {fallos tomo 9 pág. 442 tomo 



268 rxixds l>i la wrtiii oasis 

8" *¿ue la ley citada «le IS85, llena el requi-silo constitueio- 
nal de la declaración legislativa sobre ta nulidad pública de 
la expropiación y además el de la previa iudemnuaci ui atri- 
buyendo lu Rj ación de ésto oon audiencia ile lo» interesados, 
al dictamen de peritos nombrados (raí las partes y sí natos 
no pudieran ponerse de acuerdo sobre el precio y lo indem- 
nización, la discordia es Oirimida por un tercero uoiubrndo 
piir i a Cámara de Justicia de lu provincia pudiendo este ter- 
cero ser recusado con causa; y sin ella liasL-i dos veces. I.a 
aceptación de los perk h ser.» becba, se^ún es i l« i y. a it u el 
escribano público tí el Juez, de l*a« u lalla de éste y aote uno 
y otro deberán prestar, en turnia, jura metilo «le desempeñar 
fielmente su cargo debiendo ex pedirse dentro de. los sesenta 
días siguientes á su aceptuciuD (art. *¿, 5, 0, 1", U, 1-, *¿H y 
y "¿Hlev provincial citada) 

!)' (¿ue la ley de expropiación de Ui provincia ile Silla, eoiuo 
se ve por el eoiisf dérando anterior, lo mismo que la de la 
provincia de Itueuos Aires de "¿1 de Oetubre de 1HH1, que 
visiblemente le lia servido de miníelo, confia la fijación del 
precio y la indemnización de la cosa expropiarla á un juicio 
pericial dad» con fd concurro de las partes y de la Cámara 
de Justicia lo que no repugna á la Constitución ni o las le- 
yes nació nales y uoustíUve una g.traulia su lie i ente para la 
justa indemnización de la propiedad prívala; tanto más, 
Cuanto que el apelante, bu consentido en la expropiación 
de su linca y en el proeed i miento seguido pira ello, pues 
reinita de su propia exposición, que citado por el gobiereo 
designó perito y concurrió al procedí miento establecido par 
la ley de 1885 de la valua.-ión {i*. 5i y sis), habiendo for- 
mulado so primera aposición, después de practicada por el 
perito tercero señor Zambra no, su ■ respectiva perici», mani- 
festando que no se ha lila observado ex t netamente la lev es- 
pecial d«í la provincia (fs. 21), y en su expresión de agravios 
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solicita, para el cuso de que ni9« hiciera lúcrala nulidad 
iJr lo adundo; que la estimación fuer» elevada de sesenta y 
nutjvc mil quinientos noventa y Irea pesos cuate ala seo ta vos 
niunedu nacional, á la suma de ciento setenta y tres mil 
cuarenta pedos diez cent&voa de la misma moneda [té vtn). 

|i» Que m» puede decirse que la lev de expropiación de 
la provincia de Salta al establecer el procedimiento indita- 
do cu el enn.-í leraudo octavo puní determinar la indemniza 
ció» uorrespondieote, vbda el art. 1? de la Constitución Na- 
cioaal, 

De las siete clVuíalaa que ese artículo contiene ninguna 
determina cuál deba ser esc procedimiento y así se explica 
que cada provincia huya dictado una ley especial al respecto 
y i|iie la nación tenga la saya. Kn cuanto ¡i la el ¡Insula prime- 
ra <la propiedad es inviolable y ni n 41111 habita ate de la na- 
CJÓn puede ser privad" da ella, SÍ»d en virtud «tu sentencia 
fundada en ley», ella lia querido enmr» se Inobservado, impe- 
dir que el pitrinumio privado quede ¡i merced de netos de los 
poderes públieos ó de ataques violentos de los particulares. 

lilis man i fes tac iones del doininio eminente del estado, ya 
se.* por vía de expropiación ó por el establecimiento de im- 
puestos, constituyen una excepción ¡i la primera cláusula del 
art. 17 de la Constitución Nacional, pues 411c I11 privación de 
la propiedad , en uno y otro caso u<> procede -en virtud de 
sentencia fundada en ley siuó en virtud de la supremacía 
del inleicsy bienestar general sobre el iuterés particular. 

11 (¿tic respecto á la ley provincial de 5 de abril de 1ÍMJ2, 
iinm. 7(1 i|iie declaró de utilidad publica y autorizó al Poder 
Ejecutivo para expropiar con arreglo á la ley de la materia, el 
úrea de terreno necesaria para establecí miento de campo de 
maniobras, uo puede sostenerse que sólo al Congreso corres- 
ponda dictarla, con arreglo al art. 17 de la Constitución Na- 
eionaly disposiciones del Código Civil, pues como resulta de los 
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considerandos que preceden, él artículo 17 citado ha estable- 
cido Las garantios del derecho de propiedad, lijando las con- 
diciones del ejercicio de! dominio eminente, inherente ú toda 
soberanía en lo relativo á expropiación, dejando A la acción 
del Congreso citando so trate de una expropiación o rile nada pur 
la nación y á, l tk de las legislaturas de pro vi ocias, en las de 
su resorte, la declaración Je la u til i dad publica que. en su 
caso, la justifique, y ta determinación lie los pfocedimienlMs 
judiciales que mejor salvaguarden los intereses públicos y el 
defecUo privado* 

VI (¿ue un se opone á lo anterior, el a rítanlo 10 tlel Código 
Civil, une se 1 i mi (a ó consagrar una regla do de roe Lio interna 
cioiuil privado, re la l i va mente \\ la ley i|ue rije los bienes in- 
muebles: h;v tei Site, en garantía de lu que nuestro codificador 
llama mUihíiiíu internacional» (nota al nrt. >h-\ l'ódign 
Civil); y, por id coutrat < . el código reconoce bi expropiación 
pur nansa de utilidad pública, previa la despnsesión y non jus- 
ta i i ídem ni/ación estableciendo qne «l» ley especial lijaría 
todos las condiciones de la expropiación, para dclermiunr y 
pajar l ' 1 precio, como también la que lia de expropiarse*, ár- 
tico lo I -Vi i y nota y articulo Soí'l-, Código Civil. 

1H l¿ue ]iara un pugnar la valide/ de la ley provincial núui 
7(¡, ya citada, se luí alegado tmubiúi, que las provincias no 
pueden expropiar eunsliincimnil monte para una ultra nacional 
porque la expnquaciún ó ese objeto lia .sido delegada al gnbier 
im nacional, invocandu en apoyo de esta doctrina los arlículos 
IT y IHH de la Constitución Nacional y la autoridad deCooley 
en la nota 2 de l i página lííri de sus « I imitaciones con ;til .tii:in- 
nules». sexta edición {(. ÍH\ y SÍ»), 

I \ Ante lodo, ilebe observarse que el ariíeulo 1? de tu Cuiis- 
lit-uuión Nacional, no importo una delegación de l'aeuhad. 
se» o ti se lia denotrtrado en los considerandos quinto y sexto, 
por Im que rm es de aplicación á los Unes que se cita, como no 
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lu es tampoco el HW de la misma Constitución, qjré también 
¡se invoca, v en el i|tie sa dispone que bis proviucius uo ejer- 
cen el poder delegado á lu unción, 

líu cnanto ti lu autoridad i|Ht> se cita» ntj puede considerarse 
decisiva, en presencia de nuestro texlu constitucional, como 
tampoco \<> lia sido en la l'ni.ni American», donde se ha ob* 
servado qiie la propiedad Lomada para uso ilel gobierno unció 
nal, ¡deudo pura uso de Lu í ) el pueblo da todos los estados, tu 
es ciertamente, para el del pueblo en que está .situada. el que 
se encuentra también interesado en la mejora ejiic vn á rea- 
liza rse 

i-> (jne puní ne^ar la Caen liad cniiaitueionul con ijue lu le- 
gislatura ile Sal La lia autorizado Itt expropiación de un ierre* 
int pura ponerlo á •! i<f iiosiotóti de la naeioa. repitiendo el argu- 
mento de CtHtley. se dice, que. semejante autoridad en lu» 
provincias es innecesaria, porque poder del i;ohjcruu Af- 
uera! es amplio para tudas sus necesidades, lu , \u- puede cíilí- 
Lei>Larse con es La simple, observación. Kl l'uudatuenio constitu- 
cional de la expropiación, núes ia uccesidiid, sino la utilidad 
pública. l J or amplio cjuá 86a el poder del <íobíerno general, 
puede BUCtttiélT íjMti este no q ni era ejercitarlo, y siendo una 
condición del establecimiento publico á real ¡ xa r. que la pro- 
vincia [imporuioutí el terreno necesario, úslu su hallaría en la 
necesidad ile expropiarlo para llenar esa condición y obtener 
lu «pie considere de evidente utiliilad publica provincial. Lo 
misino p id ría sitceiler con otras obras nacionales y de indis 
entibie uliiidiiil local, en ijufl para facilitar su pbmtención, 
una provincia podría expropiar el terreno necesario y poner- 

lo ¡i dis|hMÍeión del ;¿o bienio ^e 'al. como sería la construí - 

uióa de iíd i (icios para colegio nacional, juagados ó cámaras fe- 
derales, ele, sil! desconocer, y por el contrario, reconociendo 
el jinliscutilde y amplio derecho de la nación de expropiar loa 
inmuebles necesarios para esos objetos. Se trola de una obra 
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considerada de utilidad pública, respecto a la cual, la amuri- 
lla J konK en detecto ríe una delegación de la raen i Luí] .Ir é%* 
propiaclúu, imees lu que sería realmente inútil, respecto ú la 
nación que no la necesita, expropia á sus expensas y cede á 
ésta el bien expropiado para un establecimiento ite utilidad 
nacional y* provincial, cumpliendo a^í lu condición impuesta 
á la realización de la ubra de beuelinio uomún (artículo l!í, 
inc* í¿7 t Constitución Nacional). 

Lu jurisprudencia nucí i nuil lm reconocido también lu coiisti 
tuüienaUdad del» expropiación, no delegada ú lu empresa del 
ferrocarril ('en Ira I Argentino, sino realizada por lu tinción mis- 
ma, en beneficio de aquélla, de una legua de tierra adyacente 
á la línea terrea, concedida con objeta en si de verdadero c 
indisputable interés público, indicando así, ijiie lu uu inri dad 
que puede expropiar para uso propio, sea nación ó provincia, 
puede buce rio también para ui ni liar la explotación del bien 
expropiado á otra autoridad ó empresa üon lu con lieióu de 
que la utilidad pública reclame la nueva aplicación dada ul 
bien expropiado (fallos, tomo i pu«*. lili: loum :i3 p;ig. LSíí 
cona ¡demudo '2t¡). 

Por estos fiuidanieiiUts y conenrdnntes de lu MMiieuciu ape- 
lada de ÍS. lt'¿ vía. se eonlirma ésta en los punios que huu 
motivado el presente reetnso, sin espeeiul condenación en isíis- 
tas, atenta !a untura le/,u de las cuestiones debatidas. Xotili 
fílese con el original y reptiesl-is. los sellas, devuélvanse. 

A. ÜKItMKJo.— HCTAvio BtJSBB.— 
NlpANOH B. OKli -Su. A II — (3. 

Movano GacitOa 



Recurso extrüordimrh dvdnñdu de hcWa por SulustUno 
Frías m la mnm t riminnl mhve uiuh'rrwrtf'm dv dineros 
púbticos. 

Sumario, -fila tiene wxrácter de deímiiivn ti \m efeotos del 
recurso ai;tui-i/nd<> ¡mr el ari fotili» li de la ley 48 y artículo 
ti intíiso de la ley ile nrneedimieiitns en lo criminal, la 
resülucitín de la Cámara de Apelaciones que riuelara tnad* 
misilde el desistí ni ie ntn fnrmuladn pnr él fiscal en ñam ónos» 
criminal y ü rilen a so prosiga la iramli:u:jñii del juiuio. 



C&ttjfc - Ltt expt Jcuii íun piesaa SÍ^uiuules: 

I N Kiitl M K l»K [, \ tAMVHA HK AI'KJ. AOlilN" KS |.;j¡ L'i CHDtlX.U,, CiiHJlKl'- 

CiiiüAi. v O01IBROIAL 

Snju'fíiiti Cotíes 

Ku la enusa seguida enntra Saliisiiann Krias |n>r titiil vers:i- 
üitlii de omitíale* ihíMícik cit la» olieinas de Omlrimiehiu 
rritm-ial, Poten íes y Sellas, el Juez del V rimen Dr. Madero; 
l>mn inició sentencio, delítil iva en i*S de Noviembre de l!Ki:>, 
alístttvieüdu al procesado 

Deducid" rl recurso de noelairnm contra dicha sentencia 
íun el señor A^enli- Kisen!, el seiW Kittojil de Ctí m ara desis- 
tió de tftéko rtícnrsn nrniiimciaudo con osle unitivo e*ia Cámara 

JA 
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hi i-twalauiún jiubllua la en id n tunera del lliiJeti» JaiUlíiil i}ue 
iiuüui|hiiVu cuu este infurmr. 

bJílH resolución e& la tjtie lia dado íujíht al recurso direglo 
tled uuiijo unir V. lü. |iur el defensor del prouesadu, en vírinil 
tic haberle sida üetiegadu el que dedujo, ante esta mi*ma 
Cámara. 

Ks uaaoto el tribunal tiene ¡¿ue informar a V, E, 

I»í|cti-ji Airei, AfWtu 17 a<; l-W 

M. Enteres,— ./. .1. Gurvia,— 
tJétlm m, r,w>. /). Umpé* 
>titt,—L. Lu¡tv¿ Qtftttitifhfs.— 
K. (fhttvitt't Xa¡tfait(, Ávcrt- 
lario, 

KKíitu.n his IIK CÚlvm HK U'KI. tmiNK* KS l.ii rillMIS VI., fie 

Autos y YULos; 
CiiiLsideraiidii; 

(¿iic ninguna de las litsjKKsiüicHHrA legales i|iie urbanizan y 
re^lame-uaa el iniuí»lerÍM púbftp, eonliere, estfireai -i ¡m|ii¡ei- 

lamente á sus representantes el dereelm de ¿* .stir de una 
noción ó de un recurso, una vtv, que at[tiella lia si o intentada 
ií que éste lia tfidjo dedueidn y cunei'dido en lenua. Lus ¡ir- 
lirnlds II? y 11H de la \,\'v Orgáuieu de los irilmmiles, y Hí 
,V siguiente del (/.¡di de tfrnuedíttMentüs, se limitan á bíí ofe- 
rte til laiaisEerin pnMico el deredm de |inutirtver v ejercerla 
acción aábiiea; |ier>» en manera alcana U cunsliiuyeii endueim 
de dicha fttíéíííiii nonio sería indispeusnNe mira que pudiese 
disponer da éljá, mcdhiule ana retítlllcíu, ana transacción ú 
nu dosi>t iniienin. 
(¿lie e*la distinción ouiro H >ujerL-¡r¡o» y la .propiedad» ti 
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■disponl bilidad * do ln acción, es de doctrina y jurisprudencia 
uniforme. 

Al conferir ¿algunos iIh sus miembros el cuidado de ¡ren- 
garla, dice Mullí»/., Lu suciedad nú bu enajenado m acción, 
A 4 u el I us su u sulu sus mandatarios pan» lu investigación del 
castigo de los del i tus; ellos ultrapasarían su» poderes sí tran- 
sigiesen, comprometieren ó desistieren de una acusación; 
puestu que nú • poseen» la acción, solamente la «ejercen». (V. 
Desistcment iiuiu. Este mis mu un ti ir ají reí; a en el nú- 

mero {¡i V. IVneedure Criminelle »u pie mente: *En realidad, 
teniendo solo ln sociedad el derecho de castigar, es solo á la 
suciedad á timen pertenece la acción i|ue tiene por objeto el 
castigo del ral pable, ella delega solamente su ejercicio en los 
magistrados del ministerio público, sin ceder ríe ninguna mn- 
nem ú éstos el poder de disponer de la acción». 

Kn el misum sentido, diee lluus: «el i'jercit.io déla acción 
puní lu aplicación de las penas está con Mudo á la eun cié acia 
y á lus luces del ministerio público, ijuíen puede abstenerse 
de perseguir cuando lus denuncias ó las quejas no le parecen 
fundadas, ó entiende <|ue lus hechos denunciados no son pu- 
nibles. 

Pero si puede dispensa rae de i ni en tur persecuciones cumulo 
la nbsle nción le es impuesta por las circunstancian, un tiene 
la facultad de renunciar á ka acción pública, ni antes de bu. 
be ría ejercido ni después de haberse puesto en movimiento. 
Kl abandono de esta acción qmt ¡H-rh'iiece á /u ¡torirttm! tu» 
puede ser hecho niño pur la suciedad misma; es el objeto de lu 
ley de abolición y amnistía Sal uto en su obra < Conten ti al 
Códice de Proceda ra Pénale» se fíala ta misma distinción y 
sustenta idénticas ideng. > AI decir la ley o,uc ln acción penal 
(te ejercita par loa uii<naiea del mlnisterin público, no entiende 
constituirlo en dueúo absoluto de la misma, y darle la facul- 
tad de abandonarla y renunciarla a su discreción en ni ó si 



fttCSta uti dereidia personal de que pueda «lUfmrifr: el articula 
entiemle úftiúx i|uesmi soto estas riinulumirípai quienes podrá u 
intentarla un nambira de la suciedad perú iu» repfeaentnndu 
un i|t<reclin propio sitio 11 n;t misión 411c les lia uoilü&du lil 
su(;ifiJ;;il, ti0u«51l «'ii hii:l palaliru. el ejeiviei,., na l.n dteponflii- 

Hilad lie lii ih'cíiíh. Hwf wtu !«•* ulforajes «Id ministerio |>u- 
bliun titt pueden tron>dií¡r ni tlesistir ■ !«• lu »<rt*i*>n intentada; 
bus netos apauaa reali-zatlos [lerteneeen ;i u*dü«, ¿ ¡nv&thln una 
ve«< i l tribunal sen e» primera iiistunuiii ú en grado d« .apela'' 
eióu, no puede ilejar «le ilielar su jiroiiuni-Jaiaieiilii. eiinó| uirta 
que. sutl el pialido «i li n-lrui-l ación t un ;i 1- icnn púMiro ■ . 
Y «ai titira jiarii' agrega: una ve/, promovida la aeeión. im 
litMie ya la laeulud «le ttetetur sus «¡natío* "i de interniinpir 
el enrsn de lajustteín; puede umtcluír en t'avur dd acusado, 
puede pedir que 110 si; llaga lujjar al procedimiento ó que >r 
absuelva al impu^nia, pf¡*o i-orresp-iu le slQmpré a! tribunal 
resolver m'juii la* norma-* prujíeriplrts i*it «'1 código so ore el 
mérito dftlioitívu de la i':nis:f. Kau-am lli-ne »e e\pre-;n en 
los Muñientes téruiiiuis: el mismo uiutivu qio» se «qtota* A ■¡nt- 
ei nnuistenu publico panda transar sobre >n aeeión, se •»*nntt* 
á 1 1 ne pueda ili'nis-'ir ele ella. Estu aeeión I»* peeteou<íe¡ ej está 
obligado a ejercerla en tnd««ü I < 1 ■* '■a''»'» previstos por la lev y 
desde que ella es intentada qnedu librada ii la decietjóa d« los 
1 1*1 liHtiült'K 1 <ida iiini de «ais acto** ni M'^utihi <li' reaii/udus 
¡te convierto eu ttti (tuto publieo que no puede retracuu" y ■ 1 1 1 * » 

snlii Eatt jtítíctía puedan ¡qn'-'r 1 1 r. 

Maiiííin. Ster'tin, el Na tvu ll-ipérloriu de llarpettiier >* umelms 
< » I l'h ts autores eitudos por los ¡interiore.-», Nejan liai t'«u'nii'uii'ul f 
¡i la niLsiiia uiaiclusiun, «.umuIm ■!«* ¡i>lvcri>r rpu! bIIh lia »iil« 
laialihüi u<luj«l;t>ln i iiVari;ihl«'iin'iLl i' |nH" his l i'j ría a¡ih*s I rán- 
ceses e il'iliain«>, pm'd»» veise a 11 Dallo/, y Siilnhi. 

ijni' i'i|-ililci:iit'« ean Unta a ti I "n-au l;i>l |).ir ta dne^rifia v 
la jurispni lcii'M'i, i'i |uaa ápi'« >[>• 'Míe *■! t-ji-ndeí'» >íe la aeiutííi 



piibliua [íur puM.i- « 1 « - i iiiiiiisi.M-i.> li-.vtl u » l>> uiuuri¿u a .1 1 >- 

(tlHHír lie ella di SJIUüa Ití iUieMhuíji, l.ml es tmilhic.lt iltMius- 

li'UV <jü« t-< Mtstí t ii \ i' irruí udiuH'cuHueui lúgira de dudin |íritii:i¡Hti 
¡i lUMijiiui-uíii tl« rtttiüiu»lar á mi ffeeitttM li'»¡tjiu¡iii futí- 

lll'illlcillll. lí;ls|;i nUsCCVrtr ;'i esli- lili .ji|C j¡i ri'lt II IM'JU i' l'l 

de-MÍiiiienhi di' un recurso, i'«msi ii iiyi' mi adn ilr ijisniiM- 
Ni ficei'iíll nabina •[tic el Iriliuuai de n|udaeinti e.slá 
¡i jn'/^iir, pura darse eueiifít de la rlctiliil.i l jurídica de uuu 
y ukfu tiutii, y ¡Ulpil cmiduii' ijiie Uis iJim deben estar rejíidus 
|mr el tuiüiiKi |*rí ocípii». Por bsh^ In enríe di* isasatiíiSa iVan- 
L*.*ii»ti |t:i iluulartith» tía uuiiitíL'rHosi casas njni' ia aruiúu públiuHi 

ijue resulta ilr ii u reciu-Mi 1 1 r- i!;is;Lt:iú|i, nerl cuece a la .so- 
ciedad y im ni i tiuctniiarm encardado imr iu ¡ey de ejercerla; 

tjti*í, ¡Htr consecuencia, un |rriicirra«lar general itu iiem* el <)«- 

n'i-hu de de mi n-enisn q j | )a deducido y míe 

Indas \m veres ijm+í U cni'lc nilinn 1 de un reeitrso lligtll OlftUttí 
dc,liic.ídu. IH! dencude del |iriWHimiI<Íl i ucuci.il desistir urldlra- 
rumíente i!e rale reeursu y e*i mguirlt» ñor mi propia aiuni-idad 
I lidie iiiiiki a |ul*f, ;»7ó . 

1'nr e.-ii ii;i declarad" Ut lili SUMI la 1 \irl e de < 'a-a d'Ul de Mi 

láu, sttguu puede rersi; eu la trnsiírijicuiu ijhh lince. S.iIhid, en 

ta pllg. r|e| t i i|u su uUr.i ya cilad*. Y pt Qül 

i Wlitó Iu- :iil(..re>. sin riittgfttia diserepiinciu, enseñan idruiica 

doctrina. 

<|ti«j h uoiicordandu il<í cslan duetritms con nuestro derecho 
¡KVsiliVM me» silHcqHililc de disiuisi,',!! U si uipíe compara- 
ción ile Iih an*. ¡ dd tY.d. I-Vanees y sesudo -lid ('dd. Ita- 
liano, con loa nrf*. 1IT y 11« de nuestra ley orj#U¡í«l, de- 
muestran ijur los icvln* ^t>i\ iihs.dii tente ídetlt leus y míe, 

jiur (Miiiseoucncia, s, i thléÜgiímítii, üii si»u¡liuae*u'ui y aleuuue, 
deht-u ser lus iiiHi.ius. Pm* ni-ri parte, el prnúediiutejitn dtínfl- 
ri.», la eunsultn y id d.-nviu. dr «u r al IU.-h I de In i:ámnru 
eiiüiidr. el juez. entteiirlH BJI emili'a <le l:i njiiiiiiin del ¡t^uU' 



liseul, que Uay mérito pura la acusación (art. 4iJ*l Uód. de 
iW-edimieuius), revelan une cu lo. economía de nuestra ley «I 
Ministerio Lineal rio puede ser considerado, bajo ningún con- 
cepto, cómo dueAo üpKéllMlivu de la aceíóu pública. 

Hube tifttierse en cuento también sobre este punto, que nues- 
tras leyes solo coiiliereii ui ni i nisttsrui liscnl, las facultad tu 
ile promover y ejercer la acema publica y ejercitar tudas las 
acciones y recursos previstos en bis leyes penales y de prooé- 
diuiíeutos (art. 1P, ¡tic. 'i y arl. 118, lile :* ) es decir «itie 
el ministerio iiseal, entre nosotros, tiene loque Dnlln/, llama Itt 
Minpuistón y el ejercicio- de la. acción, atribuciones que im 
ü«mi»rendeu id derecho de disponer de ella, facultad exclu- 
siva de la sociedad ú i|titeii pertenece. Por úHnno, la Supre- 
Ulu Curte de Justicia Federal, videntes la ley orgánica de los 
tribu nales y el actual Cód. de Procedimientos, bu declarado 
evpresameute bi siguietue; «l¿nc no se opone linfll mente á la 
penalidad que siir^e de estas disposiciones, el beeliu del desis- 
tí míenlo t;u esta segunda instancia por el señor I* roe arad or 
(■enera), d« la apelación interpuesta por el Procurador Kiseu| 
en Ja primera, porque siendo lu acción pública esencial tu ente 
inalienable, si el ministerio púbíieu puede y debe concluir ea 
el sentido de la absolución del pr-icesado, teda ve/, ijne cn- 
tienda que así corresponde en justicia, mu» puede, *in em- 
bargo, desapoderar á los tribunales por sil solo beeli-i, del 
eooocimieuto y prosecución de dich i acción, una ve/, intenta- 
laibt ■ , i l i r;,tan ¡ni u ¡«i bis «iUli-_;:id<^ ■ - 1 ■ nnist-fiicneia, á aceptar 
su renuncia ó desistimiento, si el ínter.:* de la justicia les 
exige, á su juieio, continuar conociendo en la causa «. (Fallos, 
tomo il pá«. 139). 

Que estas mismas ideu> lúe ron sostenidas por el ex minis- 
tro de la Suprema Corle doctor lli/.án y su demostración es 
lan concluyeme ijué conviene tnniscriliir sus principales 
nuouauiienttts: *(¿ue la conl'nrmblad del señor Procurador 



Ufc JOSTIMM NAUIUSAL ^7¡l 

General muí la sentencia recurrida, decía, iini«iede desapnde- 
ITfií a la Iti Suprema Mirle del (t-HMUÚiiúeiitn dtdcas», impidién- 
dole dictar la resolución qiie ¡i su res pee to eor responda m 

justicia, ptiniiif recurrida la sctit na por el IWurndor 

Kiseal m L» Iiirtltuicia, la cuestión qae li* darlo lu^ar á ella, 
queda non-se lieelm, mía vn» pie se lia (^aceitillo el reciir*» 
remitida y propuesta al falla de ese tribunal rli- suerte que 
no puede decirse que talle la requisición de parle legitima 
p:iru pnncr en ejereieio su ¡ u risd irción y que procede ne 
oHeio. 

Que tejiendo la misum . _ esentucídn itel entrad" tanUi el 
Procurador Fiscal «iiuij el iieftor Ifrotíoiwlor General, con ¿tilo 
las diferencias i|i> | :l s iustaaeias en que re-qyeeti v. miente actúan 
¡til puede admitirse que este ultima sin que haya ley alguna 
(|i*e lo niitori/e, tenjpi Ja facultad «le anular y fie jar .sin efecto 
Actos ejeeiltadtts pur el primero en pleno y legitimo ejercicio 
iJe sus fuiiei oiescoiuo es Inapelación interpuesta para ante el 
superior. 

t¿ne riu e\i.s|.iei,i|u. enum no existe esa ley claro es ipie no 
procede arritimr al mentir Procurador (¡eocral «?**« enorme fu- 
vale/Mí, .sin que por no tenerla haya de decirse que deja de ser 
eoiupletuiuente independiente en el ejercicio de su ministerio 
yqné no puede manifestar con arreglo ti su conciencia tiuu 
opinión contraria á la del IVoenrad"i* Kiseai, porque su dere- 
cho para hacerlo asi nu es incompati Me cu» la faifa iJe f«- 
eu linde* pura atidlar por si sólo, dejando sin efecto reeur.soi 
leirittiiiauii'nle iulerpiiestus para na re el Superior par la acción 
del Procurador Fiscal y par une la oposición de aquel ú la» 
vistas de este, na puede lener eil ¡lereeti • huís alcance que 
ilustrar el j uieio lie la Suprema (jo fte sobre la cuestión afiles 
debatida pera sin arrebatar / la facultad de juagar el caso 
como lo crea de justicia. 

(¿ue asi lo convence la justa consideración ile que el señor 



_>Si ! K4LL0S tíK LA 8DPRKMA CORTK 

Procurador General 11» es dueño y señor de loa derechos del 
lisinr, puestos eo télti do juicio (como un es dueño y señor de 
la acción pública} Dallo// tomn !f¿, pág, YV>. 

La objeción fundada eo que el Uscal ile la cámara clel>t- tener 
el misino d -recho que ni apetite li**al, quien puede en 11 formarse 
con una sentencia, Ha sido victoriosamente refalada en el 
vntndel doctor Itazá 0, que 8f acial» de citar mediante las si- 
unientes consideraciones: «Pura patentizar la iusubsisienein 
de esta objeción basta observai quti no es lo mismo «tejar de 
apelar de una sentencia cinud" la facultad de hacerlo estii 
librada al criierio del Procurador Fiscal y se conforma ente 
eiin ella, por eousidernrU jiisln, une ejercer una facultad 
prohibida |ior la ley, vciiuñ es la de disponer de dereebos lili- 
ÜÍ osos, porque el representante de ellos eu juicio considere 
unís arreglado á derecho remitirlos ú favor de su contrario 
conformándose con la sentencia apelada. Ku el primer caso 
id Procurador í'iseul nada enhena por acto propio, mientras 
que en el segundo desistiendo eUeñnr Procurador General de 
una apelación interpuesta y concedida «pera por esla razón 
»;ibr«i derechos <ine tiene» el carácter de litigiosos, disponien- 
do de ellos, come no puede bacerlu y substituyéndose Cuera 
de tiempo ni Procurador Fiscal en funcione.; propias qué este 
ha ejercido ya cu contra de la opinión de a^üél*. 

(¿ne esta argumentación es de mucbo más eticada aún, 
tratándose de disponer de la acción pública que es el resultad» 
deltuitiva del desistimiento del recurso, porque ya se ba visto 
que esa acción es esencialmente inalienable. Debe agregarse 
además, sobreesté tópico, que no hay derecho contra derecho 
y que si el agente fiscal tiene el derecho indiscutible de ape- 
lare) liscal déla cámara uo puede despojarlo de una atribucióu 
que le ha sido ex presa menta conferida 

Lo único racional y lo únicamente jurídico para salvar en este 
e.iso t-idns los principios y conciliar lodos ios derechos, es que el 



I»K JDÉtWíA KjíCIOSUIi 'l&l 

fiscal de tu rúninrn mediante lu demnstrniútíii del error del ¡urente 

* 

liscal, busque eu el tallo del LH Imnul d uiuul'n dé ma ideas. 

fjni' la disposiei/m del un ítritlti u >:i del Cñdijro i]e i'rneedi- 
di lentos, qué prohibe modilicar Irt sentencia del inferior eu 

»" «V lo desfavorable ttl procésalo, iruláudase de [it'iiu de 

presidio ó penitenciaria, mundo el defendí,!- un Unya ¡nter- 
pueftto ri-díii i-sfi. iniiÍH Lieiif ijue ver van la cnestióu relerente 
á si el üt'rttn" (iaertl de la miniara puede desistir iJh un recurso 
(leihiONlo P-»r ''I «íí^nie [¡¡¡etil, l'ur tu demás, el mismo artíciih, 
iVmpl «lista disposición tu» se aplicará cumulo el míiiialerio lis- 
rul ó netiMidnr pnrlieulur hubiese recurrido de lu misma scu- 
iruriif. Nits encontraríamos, pues, «i esto artículo tuviera «1 
¡5« que hacer con el pWiilft eu debate, en el taiso de cxeepcióii 
<|ue él misino prevé. Kl miuislerin Ciscul lia recurrido de la 
.«■nteticiu, circunstancia ijue pWC "i sida autoriza la «xeepeióii, 
ya (pie se exi^e lanihién que el recurso sea sustenido en se- 
gunila instancia. 

Considerando, títialnieurc, que fu mérito -le im pniid pie-Rcx- 
puestos y de tas recnrdudas resoluciones de la .Suprema Curte Xa 
iliüiial, pur las cuales modificó la jurisprudencia que liuúia esta- 
blecido las detisinues anteriores de este tribunal un pueden u-nas- 
tituir un obstáculo para que se establezca la verdadera doctrina. 

l'or todos estos futid;! meatos, declara i ihísi ble el desii- 
ti mienta formulado paí el señar lineal y debiendo dictar la 
cAniara la resolución ijne corresponda sobre el l'oudn d I asun- 
U» coa arreglo á derecho, ú cuy» efecto debe terminarse la 
tra tu i la iui ni del recurso, de. la vista del señor liscal, dundo 
traslado ui defensor por H término de ley. 

Migad falt-ven—J. A.' Garda 
—Carlos M Pvre*.—L. ¿ó- 
pet CariitiiHttK.— Diego Satí- 
vedra-Ante mí: E. Gime- 



r«LLÜlt tlg LA HUflUCHA CURTI 



lirCTÁMKS ÜK1. SKÜOH IMIOÜI ilAfUUl I¡KS rttt Al. 

llucn-t* Airo-i. Jiiui.i i Uc tíWk 

Supremn Corte: 

Considero improcedente el recurso fie hec.lio que., unte V. K. 
tifie el defensor del procesado Saluatiaoo Krins, en el juicio 
que ae le si^ne solue malversación de dineros públicos, enu 
motivo de tu sentencia dictada por la Cámara di* Apelaciones 
en lo Criminal de la Cupitnl, que curro ú fs. Hl'.i del expediente 
principal a^reiíado. 

Las razones que basan esta opinión y i«l pedido que tiSgn al 
Hita] , son las si^iiiiínles: 

1- (¿lie la mencionada sentencia de fs. H I -i. no tiene e.1 ca- 
rácter de definitiva, que. e» el caso requiere para motivar el 
recurso interpuesto, el urt. i no. 2» del Código de Procedi- 
miento* I»ena1 y el an. U de la ley >S. eu que se apoya e' 
mUmo recurrente. 

Kn efecto, esa providencia Balo resuelle un punto i que afecta 
al proeeiliiiiienlii local, sin terminar el pleito ó juicio, pues 
t u so parte linal, cuntiere i rallado al mismo recurrente, 
i] ni « ti ln acepta, de si le el momento que á ta. HHi de ese 
mismo expediente, pide prórroga para evacuarlo, lo qnenpnr- 
t unamente se le un «cede ú fa. N!ll viji 

(¿»e no consta, por otra parte, i[iie se le haya puesto en 
eueslión la ley de procedimientos locales de la capital en la 
parte relativa al ministerio público, como repugnante á lu 
Cons. ti tución, tratado ó \a ley del Congreso,— ni resulta Laui- 
poco que. la referida sentencia se haya pronunciado ul res- 
pecto, ni decidido en favor de su valide?, («ó disentida} ni 



metan contra derecho, privilegio ó exención macado d desco- 
nocido pin- ellu 

Lo relación que se observa entre lo expuesto y sostenido 
por el recurrente á propósito .tel ministerio público, eu so 
reeiirsii, no es tUreeto* ai inmediata coa et'wrt. 18 de la Ctois- 
Litación y por eode no es el cuso á que se reitere el art. li 
de Eu ley 48, segtin el texto del un, 15 de la misma. 

Los dos otras eiréuustuuuias observadas sacan el cuso del 
un. *¿¿ ine. 2 del Código de Procedimientos Pemil y del inc. 
'¿"del un. U citado, según resulta de su propio texto. 

>V (¿ue turnando, ni consecuencia, el ca«u en la manera éil 
que husidu djscuiidu la iulerpretucióii y aplicación del texto 
de la irv procesal ile la uapital \UTli. la jurisprudencia de 

V. K es constante cuando establece que elle puede dur 

lugar, por si solo, ¡ti recurso extraordinario de ijiie se trata 

( r. |%. 7i t T. m pá-. :tr¿, r. r>a pág, itíi, t. u» púg. 88). 

listas consideraciones .toa las que inducen á creer eu la 
improcedencia «leí recurso ó que antes me he referido, y ú 
pedirá V. E se sirva reehu/.arlo, declarando que ha sídn hieri 
denególo por la Cámara de Apelueioutis ea lo Cnminal de la 
Capital, 

Julio lioti t. 



KAt.l.n OK LA SCPltKHÁ COltTK 

Uuoum Airei, Juuki 12 tío I'JOS 

Víalos en el acuerdo: No Le ule ti do curáeter de definitiva la 
resolución de ft; se i lee I ara bien denegado el recurso, de 
ucuer lo con lo dictaminado al respecto por el señor Procura- 
dor Ce'ieral y la doctrina que inCon.»» resoluciones aaterio 



re* ilií esta Corte, Xntil'íijiu'si' original, agregúese ¡i los antns 
prim*tpata.s y devuélvanse á tu Cámara ita su tirijí^n . 

A. lÍKIUIFJll. - Uotavi.i 1*1 N - 

OK.— NtOASUM (i. hKI. Soi¿AH¡.-— 
U. I*. DaIiAUT.— <J. SloVANO 
(jAI-ÉTCa, (1) 



r.\rsv mi 



ifirnism t\rtrtnn''ftunyitt ¡iitfíFpitMF** fot* Rit(i H. J/fM'f/ffr? 
Hübvü rtintitttriñn (tk ¡H'Wt ntr/tofal i>»r ¡>< rmt itífta 

Shuhh-í».—\m ley liitiá. "¿7. _ »rj. i el Código de ProciHiimtati- 

101 i|i|t* st 1 propuso ampliar, Síltil estatal itastinnilá á re«?lr 
ten tas asumas urimiiiiilei» pe ríe instantes al fuero fritara I, 
y ra los tnljunutas oi-diminus uY la capital y des tas lerri* 
inrtas iiaeiuiintas ■, y su ;tpliu;u-ióu ó iiilermviaLÍun por In* 
Lrílniniitas ita provincia no puede fundar «1 nuiinio exfcmor- 
d nutrió uiiUm/.udo por el articulo U iJe la ley l& 

Caso.— La explican liu piejína siéntenles: 



ili U..iiti»> IhU.p iiisiiiunei» U .Stii.rpinii Cf.rtc pl Irt ifa> .1 !<■ 1*8 011 un rn- 

curio mml»nr»i «M*i.-M<t |«n -Viliricl Uilí" n» la Mina it-iiuiuiil hSlBÍelilfo 



Al'To llK.Í. Jl'KX HKf. HiiSAKI" 

Rtwaríu, Mana Jl -ln 

A 11 1 ns y Visios; 
\ isla Iti solicitud de 1*. "Jl 1 1 , por l;i qiit* su pretende sustituir 
la condena que Intuido impuesta ;il procesado Itilo Ii. Manjar/. 
iie ii 11 • ■ v t* meses de arresto, por el p:i¿»u ite una suma de diue.- 
ru para oliteiier l;i libertad, l'iiii.ladti en |¡t ley nacional uún). 
\i7.Y», y considerando que estando ;í los término* de la expíe* 
■Allí) l«J? que ¡cunalincnle díee; ten tus ratmtc tic ijmrcv* 
lítuián fey'ei /&fMti ptrt. I ) y a su espíritu aíiíuí:ti#áttt, que 
Du puede mm* utrn que determinar i;i evirtistún di* in (imizu 
que debe liarse á los efectos íl<! la ft;t(]Mm'ititiilidud ilel fiador, 

I ua.-tij de Inc-we aquella el'«iíiiv«; éiiyú interpretación 

parece r qniv/nlít p ii- ht dísp ¡liietiiii del a»*».. I 1 qué *lice: la 
fimmi rv»[mnthrá ílel eqniv tléñh mtltyiwo */•" lu ¡trun w- 
jmmk qiii< establecido vi propósito de la ley referida su índole 
ns pura mente procesal •> st'i\ de forma; y en consecuencia, 
ella solo es aplicable en el orden tiueiimnl en los casos y ú 
los efectos que clin indica y de lanisi^tiieiii.e. carece, ile im- 
penn eu el orden provincial (arL U7, iíftc, 11 U. X,J. e-uiiiu 
es el cuso ile que se trata, y líeatlé liíégfl tn> puede tener upli- 
ración, ni lutíiifts á lus afeatoá que se pretende, desde que las 
tribunales yn se han piHíiiuimiado sobre la «ul pubilidud del 
procesado, lian señalado ¡¡i pena que legalmente corresponde 
y Ui f«r ii m cu m o debe ser cumplida ron urre^lo al Cód. Peiial 
i'i sea á la ley de fumín; que en tul caso, no pinole ser apli- 
cable i'J art iH. G;í(l¿ Penal; y 8t t» friere s da el tribunal 
competente: para juzgar en lu principal es el único, que puede 
aplicar la ley mus Ueni^im; y un olm, perqué lo coiiLrniio 
i tu portarla niodilicar lu autoridad de la cosa ju/^ada que en- 



Irnna l* sentencia, nue en trtdq atyi&epto 6$ inalterable Por 
(M,¡is consideraciones y ite aeueidn con lus do^rinas que 
ílejó expuestas, resuelvo no hacer lusjar á la sustitución jifa- 
rendida y solicitada, con costas. 

Ciiii ittno tivriu.— unte mí: .V. 
[itts tos. 

M TI» I* LA CÁMAIU 11 K Al'KJ.AQlftS MCI. KOSAUU» 

Ro^riu, Abril £1 4o Ifltf 

Autos y vistos: La apelación inierpuestn por ni condena- 
do don Hit*» 11 Man(iu*/., opntr» la resolución ité £ "¿Vi, que 
no le buce tttgtir á la siistilnritín ile la pena de arresto que 
le luí sidn iiupuestii por sn equivalente en dinero y 
i !nnsi"lerandn; 

1" l¿ue k suitítuoión de pena pretendida por el conjonailo 
Monjiie/, se lumia en l¡i Ley Nacional nún . '¿755 de '¿O ile 
Octubre de ISfKI: 

'i* 1 t¿ue dicha ley no es aplicable til snhjwttn' porque tilla 
Tué dictada por el Congreso librando como legislatura Itteal, 
para reformar y innplinr disposiciones del Oód. de Procedí 
miento de Ir, Capital Kederal: 

;t" (¿iih la discusión f|tte fcttYd lujaren el Congreso c no- 
li vo de la sanción fie dicbn ley, f «ate Tribunal lia enrí- 
an lindo na deja Ingaí á dtnln «mi únanlo á que tal lia sido la 
intención de los le^is ládoresí 

I» (¿ne por tal concepto Im reforma tota alcanzaba á la ley 
de Tonua y no ul Código Penal i|ue és de fttiído, Gníiifi se pre- 
tende por el recurrente. 

:>" (¿un la ley mím. Tím no tiene por lu tanto fuerza en las 
pro vi runas i|ne lie ti en facultad** para dictar sus Códigos de 
Procedí ni i entf>3 (art.7inc. 11 y im O. N.l 



OI JDIWleiA NACIONAL 28? 

I'ur tum» I» .Segunda Síl ¡ a ,f e | a B^cma. Cámara de A pe lucio 
i^s reüiieivií: Cimiinuur cufi coste» la resuluciún ftpelada. llá- 
gase saber | Éfcyeti 



Baigitrrl- Siltnrtt.—Mtttjrr. - 
Ante uií: r». r« 



lí-.JLiriO. May.. 1= .ln lüot¡, 

Y vistas. De wmiWmidad i I» salid itado, concédese el re 

mm ilitérpwésft» pura unte |„ s. 1|Jmi in (forte de Justicia de 
la Na.: i»», en su consecuencia, elévense k>s natos, Há^ue 

Sifmrn. 



T|ÍTl "Bl. 14KÍIHI PUl.U lUilftH ItKÜKIlAL 

Hncn<*i An>.' Majo ífi ilfi IP0S. 

Suprema Curte 

Al :un E mr» del iiio, :;■ .1.1 ¡m I i de I» ley \Hv\ $ieíánte don 
Hit» lí. Mniftjntas, in.e al cpu«eíajíe«io de V. K. f a séfttenéia 
del &mWi*i? Trif.i.riul dH JasTfeía de Santa K,í, de f. con> 
fírntajiría de la pnmuiieiada |h.i- -I seiW Juea de I* [m<lum-ia 
de líi misma IWieeiu (|« C. 7 por | U ,,ne (i<) »e hace lagar ¡i 
lu snsUtttmeti de. ¿.hiiu ottfpural par pecuniai-Li, nue el rmi . 
rreaie s»l¡t:¡t.ó, hmicnmlu el arfe 1 tía la ley **7r.r,. 

Sanaca necesario tener presentí- ijue él femim ¡i nuese re- 
Itere iiqin-l precepto le K ul, en armonía e.on el arMÍ de, la luy 
4t)">r,, solo procedería, en el eas» acarréate, si hubiese sido 
cuestionada ana ley saaciQUéfíá p»r el Congreso, en su unruc- 
ter rede mi y siempre ijue, la decisión de ntjiiel Superan Tri- 
bunal, hubiese sida contra lu valide/, del tiiul», derecho, pri- 
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vile»io ó exención que el ;* jn'l :t n n* iuvoeaba, fundado en di- 
cía ley uacimiul. 

Se trata de un recurso extraordinario desde <|tie, con suje- 
eión á la regla general establecida en la prítíi^r* pune del urt 
11 de l« eiiada ley náiti, XH, una vea radicado mjaieio «Ote 
I « tribunales ile Provincia, ser» sentenciado y fettó ido ante 
la jíiristiieéttfii prttKihoial, y tau solo en gai-uutia de la áwpff- 
inicia que, por el art. :ü la O institución, tienen en todo 
el [üus las leyes del Congreso, se autoriza aquel recursu ante 
V, R 

U ley ífíaft sanción ida en Octubre l<¡ de IWO, á eslur 
á b»s UniecédenléB ílüé le dieron origen, no puede eoiisL 
derarse con » ley d \ ciráiter uaeiiuul, siuó minio le¿ dictada 
pití i'l Congreso, exeliish-auiente pan* la Capital federal y 
Terriiurius Nacionaies, eii su eársktér de Legislatura local. 

Ivti ei'eeln. el mensaje uon que el V Kje.euiivu de 1^ Naeión 
presentaba el proyecto de tul ley, dice: «L-m señores Jueces 

* de if luftaiifiia en lo Criminal (de lm Capital) lian represeu- 
. lado anic el 1*. K. los incoiivcuioiites que ofrecí' la restrie- 

* eión esiiibleeída en el nuevo Código ib* Procedimientos en 
i jo Criminal, con relación á nuestra le-isboóóu ¡interior, en 
» ciuiiitip no autoriza, en caso alpao, la sustitución ¡le penas 

* corporales por oirás pecuniarias equivaleiftef* 

De manera t|m*. la ley ¿7r»."), se proyectó por el I*. K. para 
ta Capital, i-it razón de los oUsfcueulus qite era necesario salvar 

y une en esc pílalo nlreota ¡urtiel CÓiltgO* lo que demuestra que 
se trata de una ley de iWmi destinad i á rc^ii* exelu-dvamen ■ 
le en b* Cap] tal. • 

Hiendo lila notar, por til ra parle que. la meueioiiudn ley '¡Vu** 
vano ri llenar, ¡té&ún el misino I*. 1% el vacio que respecto la 
Kiistlt lición de penas nf recia el Códijjo de PriMíediiüieiltOS en |u 
Crimiuitl parala Capital, caracterizándose, una vea mus. so 
calillad de ley de forma ó ile procedimiento. 
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La a n torunda upíiiiiin del sello* doctor lienjamiu Pa/, se- 
nador, en la época, prestijiaudo la ley ineneinimiia lo dalia el 
expresado concepto cuando en la sesión de Octubre ili de tttíH), 
Wi «Huneioiiadu, seu<»r Presidente, ea Octubre del Htf el Có- 

< di^ude Procedimientos en lo Críiuinal, cesaron de rejir por 

< consiguiente, las disposiciones de la Provincia de lineaos 

■ Aires sobre la misma materia. Parvee i [ 11 e , desde lue^o, se 
« bizi) notar la inconveniencia de mi registrar eu el nuevo 
i cuerpo de leyes, la disposición «jae autorizaba la sustitución 
« de la pena corporal p.ir tina peen diaria en los casos ijne 

■ proceda lu excarcelación bajo lianza. Ksta disposición exis- 
« Lió; se uouüeue en el articulo 11 de la ley provincial del 7S 
« y ella existe en todas las Provincias*. 

I>c manera que, de acuerdo con estos comentarios y anleee- 
denles, t|ur procedieron ú la sanción de la ley "¿Too, nu puede 
dudarse ijue el Congreso al sancionarla, procedió como Legis- 
latura local de la Capital, salvando una omisión de su ley lú- 
ea] de Procedimientos. 

Altura bien, U» aplicación ile tfü ley, por los .1 anees de Pro- 
vincia, no ríífíeitflfl en ellas, resulta i m procedente, dada su 
autonomía local consagrada por el art, (¡7 í»c. 11, en armonía 
con el nrt- 104 de la Constitución Nacional. 

Ku consecuencia, la sentencia del Superior Tribunal de San- 
ta Kó de ijne se recurre, nada ha resuelto contra ninguna I.ey 
Nució ii al, ni contra derecho, privilegio, ó exención pur ella 
uarn olido, liastund" esa oircuslauciu para que no sea proce 
• lente él rfefettttO extr;» «rdinarin del íuc. :t ' del art. I i de la 
ley n u m. W, i|iie se interpone, como por otra parte, lo consig- 
na la jurisprudencia di* V; K. entre otros lallns en íns uno 
se registra en el t * W pá^. 71, el tomo ÓíJ púg. 313¡ 

Por las consideraciones expuestas y los concordantes tunda- 
metilos de la sentencia de I. "¿0. procede y pido á V. K. se 
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sirva declarar mal eoueedido el recurso t¡tii' el Superior Tri- 
buí)*) de Santa l-'é otorgó ü T, 'i i. vuelta. 

Jiote t. 

fai.i... I>K M BlIPHtíJtA CORTfi 

I!h*ii-.- Aire*. Junto I*» >lc IUU8, 

tfistos y Üoimderandn; 

f¿«ee! rernrs<i L ut^rp n H^*i«* t >,M ' 1 1 13 11 tii'" ' ! - Míinn»"/. eoiirru 
|n M-ulciiria lie h l¡' vl:i , pnHium'hida |iu|- )¡i (Minara de 
Apelaciones del liitsarin de Santa Fe, con IVclui de Abril 
del corriente arto» se luisa <*n el iiie. ".{" ile! áfi, H ley ntim. 
i-H, alegando el de*e.oiioidmieitl,<t rU*l derecho de sustituir por 

|t*: li :* i linaria l;t pena i-urpnral i| m* J<* había gfdo ¡Iftpüestft, 

deretílioiiue (itMisiilera fundado «mi I» ley imíiii. Tuft de Mida 
Ümbrede L&M». 

(¿ue tos antecedentes párlnnieiilaruia i|»i« le dieron ufjge.it, 
determinan el alcance y slgnlflwtdu de esa ley. pues qntt, 
ciiuim uonslu en el uieiisajc del hider Kje.'inivn de '¿7 <!■■ 
¡Setiembre de l$00 y en el Informe ■ 1 la dimisión de \<f¿h- 
laeióo de l:i Honorable lUiuara d<- Diputados, en la sesión S 
de l íciiilirc del niisiiii] ,m > lt- poderes. uiileiíUI t-l .¡v, pr.ipu- 
sieroji complementar el Uádige de IVueedunientns eu M Gritui- 

ual, tt sea, como en el citad isa je si; expresa, *la ampliación 

del titulo IS, libro "i ilel (diado t'ódiiío,» considerando ijue |:i 

no inclusión en el ititsino de las disposiciones sobre sustituí 
ctiín ile penas cor|Mrales por pee. una rías, en los casos (Je excar- 
celación Unjo lian /.a, solo bahía sido una otoisíó.i i uvotii ata- 
ría, íltiario de Sesiones, diputado*, isílu, pújí$ 151, H'iH y 
i ;st ; Diario dé Sesiones Cenadores, Ih;:o. pá¿; ¡isin. 

t¿ue. por i-inisi^iiienle, iva ley inun, como el (Yidíjíodr 

l'roeedimimilDS i|iie se propuso ampliar, solo estaba declinada ;i 
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rPfiir «en losnsuntos «ThniiLülfs [lertLMiecrentes ul fuero fe- 
deral, y en los Irilmrmles m'dinnrios de la Capital y de los 
Territorios ííadonales . (Lev número ViTl .1,- OcLtihre J7 de 
1KS8). 

(¿mí no tratándose ileutia ley dé eur.kter general, su apli- 
cación ó interpretación por los tribunales de provincia, no 
puede fundar el remiran ex iranrd ¡mu í.. :mt<.ri/.»d.i p..r el ui-rú-ni.. 
tiíltt la lüynúm. iH, ijbstiuadii ¡i garantir la supremacía -le 
Irs disposiciones dé orden federal, consagrada por el arl. 
31 de la Constitución N :te ion al. 

Por estos tntidamenl..s y de e.mi tórmidml con lo expuesto 
y ]i.-.jjdi> par el «ÉAdf Ptiiciiradiir General, se declara impro- 
cedente ei remirs» interpuesto. Notifíquese ota el original y 
devuélvanse. 



ftecnno extraordinario deducido de. hecho por Á. Ymqwz tlr 



A. ÜMUlKJo.— XlCASOH (i. UVA. 



Í-MILAK. Al, |\ hAltACT.-í'. 
MoYASO GalUTIÍA. 



CAUSA LUI 




n vn r 




ii de Avelino Zambra* 



Smmirh—Ks improcedente el recurso extraordinario autor i- 
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-¿¡ida pnr el ¡inÍL-tilu 11 >le U ley i* y <¡" «le la ley ÍÍB3 cnaji- 
rln sh n-ata d« la apIlcHciún dt* disjnisieiuncií de la ley ¡íi-nct;- 
*nl ile «na IVav'uda y *t** la etmlnrmidtid ú disemirontiídad 
de ellas e.ui lo «siahltuthln eli la liitistihir.iúu de la misma 

Cu*», Ki'-sulta «] i-t -i-mniitt ¡nlln; 

KAIJ.it HK LA »(TH KM A GORTt 

Autos y Vtsfcw?; 
It.'sii1r.;iu-I'i !-■ la prti|iif) evuusieiñii del recurriitibe ijuv, -mi 
i-I c;isn, si> Dala de ia anliiWi'ittil iIií las dÍ4|m*¡e.ínties de la ley 
nrr&iiiien (lo la jtidieal 11 ni tic la i'rovtHiííinlt! ÍStitrtí Ruis* rea- 
|tfi:Mi ¡i la iafe^nirum de sus lribuaalfS y * I «• la eun tVnu ¡dad 
o dfcca tifa nublad de esos diaitoHuuunes outi lu i¡na presar i he el 

drtítntlHi i|i> l;i I 'uust itu'-niii ■!<' l,i 11 j t - u a :i IV'Hiin'iü. 

l¿tie d tmidamenlu del reeursu de lieelm dediie.ida ante es- 
(•* Corte, es la alegación de i|i)e el I tirlVd.su r (ieiieivil de l*uln*fs 
y M nenes ¿111 el Superior Tribunal de .l*isiiei:i dts la l'm- 
vineis lie Kulre Rías, 110 lia pndidu i n turrar ese Irilinnal «11 
ra /.ú 11 «le ■]»ie la rreaeióii de ese l'u ri<- i<»iri rii i ea re mi junante al 
ai'líiiulii l'lllt ile la Ciui.sli I uriúu ile la Ffnvilieia, «le tlni.ilr ,s,< i ti - 
licre <i'i" ta lia pronunciado mu' fecha Ui «le Junio de ÜH)1 
ji«r el Tribunal, así ¡medrad". ln lia sido en uposieinu al articulo 

1K de hi CuiistUiiciiiu Nacional. »«¡* d cual nadie puede ser 

jit/'^üilt» pur comisíioie* esperiules. u »;i<*adu de lns jueces de- 
i'l-íliailu.s por la ley Utiles del IktIio de la rausa. 

I tne la ileirísjüii sobre hi regularidad ile la cihii pusiciini del 
Tribunal ile Justicia <le Kal re Uios "jue pronunció el lullu citado. 

dependía a^í ile la íaterui'etHiittín <|ne st¡ Awvn al artículo 1200 



ilt' la Uoiislínjeiiuj ile ht IViivhieia, y á I» üont'urmitlsitl 1} tlftg- 
enu l\trtll i<!tnl lítlli el misttiii, ik la \vif iir^áüuííi jthlieiul. 

Qtia esa ¡uttírj>rtítacÍt>U «te la Cmisl íi tieióu y leves pritv iaiiiri- 
U's, ili*[)t i inlo jiri val i va mente, i;a el casn, de la justicia local 
y es aiicjui al (íníiftci iiiitMthi tic esta Corle pur el recurso HYíraiir- 
ilinartu rii'l arríenlo lí de la ley iiúiií. iH y lí* ile la ley miiu. 
.»O.Vi. crn'íulu en sjih agíanla 4 1 ■ - la sn preaiaisia ile la Constiin- 
tíitítt, leves del Congreso, tratados y autoridad nacional. 

Par estos l'n adame n rus, se dtvlara 1 mproi:ei|en» el recurso 
¡uler jine,s(n. Nor.i l'hfie we «triginal V repu«slii el [tapel urchí 
\ ese. 

A. UkIIMK.IO. — NtC.ASoU (J. ilKl. S tt - 
LAK. — M. IV l>AKAd\— C, Mt>- 
V A NO tl AClTlÍ A. 
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M fUiii ijHtH'ititt '{»■ l'i ('ttfiittil <mi Lu Sútrhihttl Anónima 7V* 
irettfM J'/terfo */>. Biiettm Airt's, sobre reivindicación. /íp- 
extraordinario 

¿tVíHaríó.— La aplicación «te los f»Ídí^os culmines 110 tlá lu^nr 
al recurso extraordinario creado [iur el artículo li de la ley 
ti ti 111. iH, aun cuando la sentencia recurrida traiga también 
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ú juicio una ley del Congreso, siempre (|ue la base principal 
de dicha sentencia sea el derecho común. 

Caso .—Lo explican las siguientes piezas: 

BKNTESCIA ÜKL JÜKZ UK LO CIVIL I* LA CAIOTAl, 

Vistos: estos autos de los que resulta: 

Que con fecha 17 de Setiembre de 1H02. se présenla don 
Manuel I. Correa en representación de lu municipalidad de la 

Capiial exprimido: W **$* ü el S*" 6 ™ 1 ,|,,e 
Lia recibido mandato del señor Intendente Municipal de la 
Caiiita! para iniciar acción reivindicatnria de los bienes de 
propiedad municipal, ubicados en el juncal de la linca del 
¡liádmelo, detentados por particulares; y en desempeño de su 
misión, viene en nombre y representación de la municipali- 
dad de la Capital, á entablar lo r mal demanda por reivindica- 
ción contra la sociedad anónima «Terrenos Puerto de llueiios 
Aires», representada por su presidente don Antfel Sastre. Que 
la municipalidad reclamó de 1» expresada sociedad la su per- 
Hciede y 5l¡ metro* cuadrados mas ó menos ubicados 

eu el juncal de la lloca del Riachuelo, con los linden* que se 
expresan, área que le Taita á la municipalidad para integrar 
su titulo de propiedad dentro del perímetro amojonado por 
Kulir (padre) en el ano ÍH87 y la é»ul reivindica para la co- 
muna, lunilado eu los títulos de prupiedad y en ios antece- 
de li tes de hecho y de derecho que pasa á establecer 

i¿ue los títulos de propiedad de la municipalidad á la uien- 
cionada úrea de íü.SJHt me iros cuadrados 511 centímetros mas 
ó menos, son indiscutibles y forma parle de la superficie de 
ll)7 t 311 metros cuadrados que le corresponden á la municipa- 
lidad. Que eu l de Julio de 18*8 don Tadeo Moyauo se pre- 
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fienlrtaiil.ee] (jnbienm de la Nación en representación de los 
seó o restarlos Pclle>rriui, Angel Sastre, Kpimuio Portel», Cesar 
Ifoii/,»!*'/ .Segur», Jti'iiini y Manuel <>uintn:ui tliciemlo que sus 
re presen lados era n propietarios lien mi zona de tierra conocida 
con el rmiiilire ile Juncal de la Boca del Uiuchuelo, ta que lia- 
Itjaji comprado ú don Diego Wiuler llritlaiu en II de Mayo de 
1SKS. ante el Kscríbauo don Kuscbin K, (íi menea, cnva'superli- 
cíe según la escritura es de LHÚ.ÓIU metros cuadrados GQ cen- 
tímetros, (¿ne debiendo lu municipalidad ¡Je la Cupitul proee- 
iler á la apertura ile calles, Avenidas y llniilevard dé 80 me 
I rtw en esa local ¡dad y careciendo la comuna de Ion dos p ira 
expropiar los terrenos necesarios á «sos objetos He utilidad 

pública, for labiiu al (.inbierno la siguiente propuesta de 

permuta: Que cedían á la niuutcipaJIilad una úrea de loftU 
metros cuadrados, del terreno adquirido ií don Diego Wiuter 
liritiuin, en Cambia de igual áreu que el Gobierno «le la Nación 
les cediera de lns terreno* junados al rito de la Plata coa mo- 
tivo ile ¡a* Obras del Puerto. t¿ue movido expresamente el 
expediente y corridos algunos trámites con intervención de la 
Municipalidad, (Miedo concertada la permuta entre los peticío- 
nantes y el Gobierno, en la lumia siguiente: (¿ue el Poder 
Kjecuüvn teniendo en cuenta lo solicitado por don Tudeo Mo- 
yauo por !» representación invocada, resuelve aceptar la per* 
muta propuesta acordándose solo lu superlicie de 8ti,VHo' mer.rus 
cuadrados cedidos para calles, Avenidas y líoulevard manda 
adjudicar á cuenta las tres lotes A, It. ij. contiguos á los le* 
rreuos de los peticióname* y sejuitadn* con tinta amarilla en 
el plano de I'. :} adjudicándoseles el resta en lus terrenos si 
I muios sabré el Paseo Colon y Di-ine uúin 1 al Norte de la lí- 
nea A. It. del uiisiuo plano, IJiie i u mediata tu ente después se 
procedió ú escriturar en forma el contrato de permuta. 

t¿ue la municipalidad en virtud de sus titulas ejercitó actos 
de posesión del inmueble permutado, procediendo al trazado 
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n per tu ra y pavimentación de callea en los terrenos cedidos y 
proyectó mi boutevard de 80 metros. 

t¿ne untes de establecer en la demanda Iti forma como se 
practicó el despajo de las tierras municipales considera indis- 
dispeusahle consignar un» serie de tras fe rene i as que los poder 
liantes de Alnyuun realizaron de las tierra?! de su propiedad 
liaíta lle»ar á la venta de Indos los derechos á la sociedad 
tTerrewis Puerto lluenos Aires» pnrqne estos nnteeedentes fa- 
cilitan el estudio y ev ¡den -dan que MKÜ la liase de esas Lierras 
adquiridas por permuta y las que les quedó «le la compra he- 
día ú Brillan» se formó la sociedad mencionada, la que b»Íü 
adquirió h>a derechos mencionados y de ningún modo los Ine- 
ues municipales, siendo esta sociedad Ut verdadera tfrten tu- 
fara tk> dicha superficie ííe ruarenta y tn-s mil quinientos 
ttun-Ht't metros f-itadradt/-<i t rint'ncnt't y seis vvntime.trw. (¿ue 
unn vea que los señores Pellegrini, (juititana, tía* t re y otros 
representados por don Tadeo Moynuo ohtavieron delliobíerun 
la escrituración de los HfUSd metras cuadrados, de los terrenos 
ganados al Hio de La Plata, permitidos en 17 de AgnsLo de 
1KHS. Mgregadns estos á los &i 3©¿ metros cuadrados ÍHI cen- 
tímetros del terrena del juncal de la liona, que les quedó de I» 
compra hecha á Itritlain en 11 de Mayo de 1888, hicieron las 
siguientes transferencias según los extractos de los tíuitos de 
propiedad tomados de la mensura de Kuhr (hijo) de Í8W¿ an- 
teceded *s iiúm. huí K, de la capital Oficina Nacional de 
Geode&ia. (¿ne las señores Pórtela y Unriznlez Segura vendie- 
ron sus partes á Hume Hermanos en 'il de Agosto de 1HHH 
ante el escribano don Eusebia K. Gimene». (¿ne los señores 
Sastre, Quintana y otros también vendieron á la sociedad Te- 
rrenos Puerto Buenos Aires» en li de Julio de 1889 ante el 
misino escribano. Que los vendedores señores Quintana, Sas- 
tre, Pórtela y otros qué nn habían abonado ludo el precio de 
la compra de las tierra* adquiridas A l'rittnin al transferir sus 
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derechos A la iciedad «Terrenos Puerto Unenos Aires* esta 
í¡e bí&n cargo de ta deuda uur lo que ajustaron con d«u Juno 
,1 ftqaséll representante de ItrUtain eu convenio de l(» de Di- 
ciembre ile lHiíl» que por el art 4" ile dicho convenio tu so- 
ciedad restituir» al sertnr Urittuiu libre» de ediles acordada? 
i la muuicipnlidad de la Capital, He»ún nimio del Ingeniero 
Hieles de Altalo de i «88, la superlieie ile 7ii/¿U metros cua- 
drólos veinte cent i me iros de) terreno vendido por Hríttain, 
ijiie por el urt. 5' se establee: que se ubicara la superficie 
indicada en ni artígalo anterior lomando por liase todo el eos- 
lado.Snd del terrean que da sofere la calle tle Uraatlzeii y dán- 
dole, ia altura eorresiiomlienle pam encerrar el aren expresa- 
ilu en el mismo articulo siempre bajo el misino concepto tle 
que no será computada en dicha supertieie la iju« .orrespoiide 
ñ bis referida* calles, ya estén abiertas ó deban abrirse cnb 
sujeción :i la Lra/,;i aprobada por la municipal i. Ind. (¿ue «si a 
apoya su dominio á la superlieie de Vi.ótJO metros cuadrado! 
tOm deciiu. mas ó menos t|u*-. reivindica en sus títulos de pro- 
piedud, que tienen su origen en el decreto il*l I*. Kjecntivo 
de lecha 2H de Julio de 1888, en la escritura de permuta de 
17 de Agosto de 1888, eu la que consta tu cesión hecha á la 
municipalidad y en la Ley iiúiu. :V28l del H. Congreso de la 
Nación, promulgada en :W de Octubre de 181)0: ademas, eu 
que son bienes municipales loa que el Estad u ó los Kstndos 
bao puestu bajo el dominio de las municipalidades, urt. 'J:U1 
del G. Civil c* inherente al derecho de propiedad poseer 
la cosa y tenerla á voluntad del propietario cou exclusión ab- 
soluta de terceros, teniendo el derecho el propietario de rei- 
vindicar y la facultad de tomar las medidas concernientes pa- 
ra el eom.ilem nso de su derecho; arls. 2o 13 y 25 lü del Código 
Civil. 

Que la acción une nace del derecho de propiedad, es la ac- 
ción real .le reivindicación, por la cual el propietario que ha 
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perrilla la posesión la reclama y reivindica contra el que la 
tiene, e viendo le Ih restitución ti el bien inmueble é imponién- 
dole que lo desocupe y le deje en estado que el reivi ul ¡cunte 
pued» entrar en su posesión, »rt . '¿7ó7, 'i7:*H, ¿Ti'¿, TTCíi y 
¿77 i del Código Civil, <¿ne la propiedad ríe niia ansa compren- 
de virtualiuenie los emolumento* pecuniarios que puedan ü> 
tenerse de esto¡Mirt "¿Mil del Código Civil, los propietarios li- 
mítrules con los ríos ó canales que sirveu de comunicación 
por agua, están obligados ú dejar liria calle ó camino público 
«le Ú5 metros basta ta orilla del rio ó del canal sin ninguna 
iwle ¡zncióiu aft. *¿«¡ ü* Codito Civil, que las personas par- 
tic u lares solo tienen ef uso y gode de los bienes del Estado, 
nrl. *¿:UI Código Civil, (¿ue Las cosas ageuas no pueden ven- 
derse, urt. i:f¿í»C. C de donde resulta que nadie podrá soste- 
ner ni pretender que buya un m prado la calle ó camino públi- 
co de :i.*v lite tros, pues es bien del listado, cuino que deriva 
del derecho de soberanía en razón de la ley. Pide que «porto 
iiauieute se condene á los demandados sociedad anónima - Te- 
rrenos Puerto It u en os Aires- á la restitución del inmueble re- 
clamado, debiendo entregarlo dentro del termino de diea días, 
y se condene á la expresada sociedad al pago de los (Yutos des- 
de la época de la detención cpif mus los i u Le r eses á estilo de 
líaueu. 

<¿ue corrillo tras latí o de la demanda tí I". i¿ se presenta en 
representación de la sociedad demandada 1). Agnstin Pasulagua 
oponiendo la excepción previa de falta de personería del señor 
Corren apoderado de la municipalidad para iniciar la presen- 
te de inunda, la que después de sustanciarse l'ué desechada 
mandándose contestar la demanda, que á ¿ 1M0 don Angel 
Sastre como Presidente del Directorio de (a sociedad deman- 
dada, contesta la demanda exponiendo: (¿ue los bochas en que la 
municipalidad tunda la acción son inexactos y pide que por 
las consideraciones <jue aduce se rechace la demanda con costas. 
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(¿ue recibnla la causa ii prneba se lia producido por l«s par- 
tes la que e\i:.fs¡i el eeiM i Meado del actuario de I". IHW v. ale- 
gándose sobre su mérito. 

La parte demandada al alegar de bien probado opone I» ev 
cepción de prescripción y corrido traslado ile ella, lu contesta 
i'i f. tlok la parle neto ra pitl ¡eitil«» su reclui/n con costas por 
ser improcedente Humándose pur el Juzgado autos para sen- 
tencia. 

Y Considerando: De la relación que precede resulta, ijne la 
acción deducida por la municipalidad es Lu ule reivindicación tle 
Vt oNG.rni metros cuadrado» de terrenos poseído* pur ta suciedad 
anónima l'ucrtn de IEiikeiih Airen y ubicados en el juncal de 
la línea del ItiucliueLo. ISsa acción según disposición del art. 
M7!)2 del Código Civil, nace dei dominio que cada uno tiene de 
cosas particulares por la «nal el propietario que lia perdido 
la poses íóli la reclama y la reivindica, coa Ira aquel que se 
ene neutra ea posesión ile ella. De la disposición legal citada 
se desprende y sarje con evidencia, que es menester, ante 
todo, pnr» que proceda y prospere la acción de reí vindi- 
cación, que quien la i ti ter pmie sea el propietario de la cosa; 
y en secundo término, que baya perdido la posesión y que esta 
la ten^a la persona demandada, Al evacuar el traslado de la 
denotad», el representante de la Sociedad Anónima Puerto de 
Buenos Aires desconoció y negó, expresa y categóricamente 
que hi municipalidad demandante, hubiera adquirido el d >- 
minio y fuera propietaria de la fracción de terreno que in- 
tenta reí V¡i -lienr; ante ese desconocí miento, coa forme ú lo 
dispuesto en ta Ley 1- Tít. t i Parí. 3» la municipalidad Je* 
mandante ha debido comprobar, en primer término, que era 
propietaria de la fracción de terreno objeto de la acción i lis* 
tan rada; pero, del examen de la prueba rendida no resulta 
constatado el dominio invocado por la municipalidad sobre el 
terreno que se meueiniin en el escrito de demanda. Ai evacuar 
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el traslado de la demanda no se desconocieron los antecedentes 
del contrato de permuta celebrado uute el Gobierno de la Na- 
ción y l*n sertores Carlos Pellejcríni, Angel Sastre, EVrfanlf) 
Pórtela, Cesar González Segura, lirunn y Manuel Quintana; y 
por otra parte, esos antecedente* resultan plenamente compro- 
bados de las diligencias producidas y elemento* probatorios 
acumulados á estos autos, p»r la parte adora. Según dichos 
antecedentes, en l" de Julio de ISSS, Tade.i Muyan» en repre- 
sentación de l is personas ya nombrada* se presentó ante el 
Gobierno de la Nación, exponiendo: (¿ue el nuevo trazado de| 
Municipio de e*t.i Cantal le, había to.iul i hi sujicrlii;ie de 
1(17^.1 i metros cuadrarlos de terreno que poseían por compra 
que en mayor extensión, 219,008 metros cuadradus, t.abian he- 
cho a Diego W ínter Brittaht, situado en la Parroquia de Han 
Juan KvangelUtn, conocido bajo el nombre de illuncul (¡run- 
de», y que careciendo la Intendencia Municipal de los fondos 
necesarios para llevar a cabo la expropiación de la supcrlicie 
de terreno ret'eridu, s di citaban se le concedieran, en permuta 
una área de igual superficie de los terrenos ú ganar al río 
tuni motivo de las Obras del Puerto de esta ciudad. Previo 
informe expedido por la Intendencia Municipal, manifestando 
que la traza de las calles mareadas en el plano presentado es- 
taba conforme con la aprobada por la municipalidad para esa 
parte de la ciudad y que no coutaba con los fondos para ex- 
propiar los terrenos necesarios para calles, el Poder Ejecuti- 
vo de la Nación por decreto de fecha de IHH8 resolvió aceptar 
la propuesta presentada, acordando ¡i los propoueutes ta su- 
perliciede HU .iM metros cuadrados en cambio de los ll>T,<ÍI 4 
metros cedidos para calles, avenidas y Itoulevurd, decreto qui- 
lo o aprobado por Ley promulgada el 30 de Octubre de 
Ks en ese título que la Municipalidad se funda para reivindi- 
car la fracción uieüidouuda de V 1 -Ü'o metros cuadrado!} ~d¡ cen- 
tímetros, por formar estos, parte de los 107.311 metros que 
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le corresponden por el contrato Je permuta ya menein* 
nado. 

Pero esos untecodeniiv; el título invocado, y en que se lun* 
ila lu acción, mi einnpruebau q«o la municipalidad adquiriera 
el dominio sobre los 107.314 me t rus que e» la escritura de 
permuta se indican como supertieie de lus calles, Avenidas y 
Boiilevurd proyectados por la municipal ¡dad en esa parte de 
la ui iiluil. VU evidente. «iut* por la perro uta* propuesta, solo 
sy entendió ceder :il (¡ubierun de la Nucióu, el terreno nece- 
sario para las calles que la municipalidad reputaba indispen- 
sable trazar ei: esa parle de !a uiiidaü dentro de los Le r re una 
■te bw pro ponentes, y es evidente Uiubiéu, que el Itobíernn de 
la Nación, aceptó «lidia propuesta porque la municipalidad 
careció del dinero neeesnriu para evpropinr el terreno parala 
apertnra de las ralle» trazada» en el plano presentado por los 
propi Mientes. 

Kulónees, lo úuieo que adquirió la municipalidad, á mérito 
de la permuta celebrada, fué la superficie necesaria é indis 
pe n sable pura la apertura tic tas calles, A venillas y Ltoulevnrd, 
sectil» trazado lieelio por ta misma mniiimpatidad; esas l'rs cu io- 
nes de terrenos fiterun entregadas á la municipalidad y esta 
se encuentra en su actual posesión. No cabe duda al gil lia, que 
tal fué el espíritu j el fundamento de la permuta, pues asi 
resuitti claramente de loa términos del escrito en que se hizo 
la propuesta, di' los i 11 formes expedidos pur la Intendencia 
Municipal y del decreto del Poder fcijecntivo. Kn dicho escri- 
to decinu Los pr»pouentes: (¿ue el bonlevard de 80 metros de 
ancho proyectado paralela mente ú los diques, dársenas y ante 
puerto de esta ciudad, asi como las calles de 20 y de ¡íí m. de 
ancho comprendidas eu el nue"u trazado adoptado p ir la Cor- 
poración Municipal para esta localidad, cruzan y limitan, el 
terreno de su propiedad en la extensión y forma señalada en 
el plano, y que la necesidad de abrir el hoiilevnril y las calles 



indicadas eru tan indiscutible como Jiprniiitmi Li-: qü0 no se 
opnnisn ii .su apertura, perú rio pudiun ceder {{ra tu ¡ta me ule 
el terreno requerido, Id que Inicia indispensable la expropia- 
ción, ñero eumii la municipalidad carecía de Unidos para ese 
«lije ti », prapi iiiia n ti u arreglo por el cual permuta rían el terre- 
no qitv úl houleiard y tas rail** han de m u}xu\ par la frac- 
ción coiresnnndienie fiel terrean ti gjttutt al rio por las rel'e- 
ridtis obras del Puerto de esta ciudad, y mas adelante agrega- 
lian; que cederían la sttpttrfieitt necesaria para bonlevard pa- 
rólelo ni tinte puerto y votiva itentro d<i $n terreno seyttn el 
pinna adjunto. Pasado el expediente a informe de la Inlen- 
deinda Municipal, eittii manifestó, que carecía de dinero partí 
l:i expropiación de los terrenos necesarios para callea y que 
lo traza de estas marcadas en el pititín presentado por don Tnrieu 
Moya no estulta conforme con la » probada por la municipali- 
dad paru esu |inrte de la ciudad; informe ijue importaba re- 
Qonuoer que el terreno indis pensante para boolevard y calles 
eru el indicado eil el plano presentado por los pro ponen tes- 
Kn vista de ese informe, el Poder Kjecutivn resol vid aeep- 
tar la pnipiiestu, acordándose la superficie de H0 48l¡ metros 
cuadrados en cambio délos 107-3L1 metros miail rodos, cedidos 
/Hita caites, Avenida» y Boulevard. Asi se Bizq constar tam- 
bién en la escritura pública otorgada ante el Escribano Mayor 
de (¡oliieruo, expresándose por Tilden Moyaim; que á nombre 
de sus representados desiste de los derechos de propiedad, po- 
sesión y dominio que Leuian ¡i loa 107,314 metros cuadrados de 
terreno que «en permuta de los a ellos cedidos por el ÍJobier" 
no de la Nación ceden al tnwiicipio dé la t tpitat para la 
uptrtum de tan ediles. Avenida* ¡/ Boulevard prmjcrtadu$\ 
con ln que se manifestó cnnfurioc S. K. el señor presidente de 
la república por Imberln así convenido. Ks cierto que en la 
ffrripncstn se buuia ascender, por error, á h'T iili metn>s eua- 
d nulos ln superlieie dejada par;! calles, pero es evidente, que 
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ln ijjúfe el gobierno de la Nación entendió ceder á la municipa- 
lidad, em ffoill el terreno para ta apertura tie las calles, Ave- 
nida v lioulevnrd, serrín la traza hecha en el plano, aceptada 
por la municipalidad. IWotra |iarte, esta lío ha luaiiilesiadij 
ijue necesitara mayor extensión ile terreno del que le lia sido 
entregad), para la apertura de nueva* calles ó ensanche de 
liiít provee radas, y si ullo l'ut-se necesario ti i ndispi* usable para 
Ijs comunicacinnes cu esa fiarte de l¡i ciudad, correspondería 
que 9e dirigiera al hubieran de la Nación, y a su ve/, éste re- 
el usuaria ú exigiría de la parte demandada esa nía y* ir ex i en- 
silla ii el cumplí iiiieai.fi del H'ain ihi la furnia y condiciones 

estipuladas al celebrarse la peroiuia. l'ur lo tanto, si alguna 
extensión tle terreno resultase exceder ile la entregada á la 
municip ilidad hasta eo;npletar la que los demandadle* debie- 
ran entregar en permuta de la fv&w'wa ijfté han recibido, un 
sería la municipalidad la que tendría derecho á exigir ó re- 
clamar Sil entrega, sim'i la otra parte permutante, el «íobierno 
de la Nación. 

ha opinión anteriormente emitida, sabré ta taita de derecho 
de la municipalidad, para reclamar la entrega de mayor terre- 
no del qtliB le fué entregado para calles, coincide con la emi- 
tida por la Oliuiiia de (iendesin, dependiente del íiobitrno de 

la Nación. Por otra parte, se encuentra pl miente eouiprubn- 

do en autos, i|iie el Uobierno tle la Nación, en permuta de loa 
terrenos entregados para calles, no entregó á la otra piirte per* 
mutuutr, la extensión o el número de metros cuadrados Hjsdofl 
en el contrato; y por lo Lauto, Üiti admitiendo que la munici- 
palidad 110 careciera de personería, y tuviera derecho para 
reclamar el número de metros hasta formar el total de Úffí31't 
metros, debería empezar por cumplir el contrato en ta parle 
que oldi<ró al (oihterito de la Nación, á entregar en cambio 
Wi 01 metros, ó hieii debería ofrecer su cumplimiento, pues, 
según disposición del url. ViXt del C, Civil, en los contratos 
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bilaterales, un:! dt* las parles mi pudrá demaudur su cumplí- 
miento, sino probase bu herios cumplido ú til'reeiese cumplirlo, 
ó que su obligación es á plazo, Pero aún admitiendo que el 
Gobierno de Ja Nación liuhiern entendido y resuello Junar ú 
lu municipalidad los 107,314 metros cuadrados, indicados en 
el contrato de permuta, la municipalidad no podría deducir 
la acción rciviudieutorin, pues no resulta eumprobado que hu- 
biera teñid" la posesión del terreno que rcclumu; por lo isOñ- 
furio, til absolver posiciones, el iiileudeute municipal, ba re- 
conocido, que solamente se dió y tuvo la municipalidad la po 
sesión del ierre no necesario p;ira la apertura de calles, A ve- 
nida y Bou levar, marcado eu el plano presentado con la pro- 
puesta de per in uta. 

Respecto iie lu reclamación que se hace, sobre ta ubicación 
del boulcvurd, se bu reconocido y comprobado plenamente, 
que ili'iui'"! de lo.-» íSil metros de micho, dador, ú dicha vía de 
comunicación, se encuentran comprendidos los :í."> me Iros de 
ribera que el urt- ¿(i?** del Código Cnil obligó ti dejar á los 
propietarios buiítrot'os con los rios ó c ni canales, que sirven á 
la t'OUiuuicaeión por agua. MI lieclio aliruiailo por ia pane 
nriin'H. di- ii. i haber adquirido bi suciedad demandada, los Xi 
metros de ribera y no ser ésta de propiedad de los ribereños, 
no es cuestión que corresponda ventilarse por la municipali- 
dad de la capital, síuó por el (hibierno de la Nación. Además, 
resol tu de la prueba producida, que el mencionado boulevurd 
loé ubicado, de licúenlo con los planos levantados e informes 
expedido!» por la municipalidad, y que el agrimensor Kubr, 
hijo, procedió correctamente al practicar hi lite lis Lira, inclu- 
yendo los ¡15 metros de ribera dentro de los m • metros de an- 
cho del hooleviird. Así lo reconoce el perito, pues encuentra 
pe rícela me n te dentro de lo correcto y de la técnica más escru- 
pulosa, el procedimiento del citado agrimensor, al asignar el 
a n r lio lie H(i metros, comprendidos los 35 metros de ribera, 
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pues obedeció á ¡ustrm'eiones evenub^ ilc 1» nlirinu iim-inimt 
de Geodesia, que le o&llgurou á introducir modificaciones en 
su primera Of|l«mütón" agwígaáuo más adelante, «pie dicba uve- 
iiiilti non el am- limpie tiene, m« tmssadá asf pm los i ícente roa 
municipales. 

Ki Señor MiiiiMirn di> A^ruitiiiiii :i, al expedir el informe re- 
querido á (lett^iéii dé ta pane «atora, manifiesta que él Boti- 
levard proyectado sobre la IMrsenn Stiij y antepuerto del Ría 
eliaelo, según resulta del plano de los terrenos del Puerto, 
aprobado por decreto de i de Mario de lX\r*, tenia HU metritis 
contados desde el límite di* dicha I >ár>e n ¡i y ante Puerto, de 
manera que el agrimensor Hermán A. Kulir, eu bu mensura, 
ateniéndose ti ese antecedente, ha podido y debido incluir en 
estos 80 metros, los & metros señalados en el pin no de lu inell- 
sura par Germán Knhr de Hs7. t\>mn defensa subsidiaría, 
la parte demandada, al alegar suhre el mérito do la prueba 
producida, iuvuea la pr- íeripidón, mani festinido: oiic se trata 
de hechos aceptados pi>r el gobierno y consiiuiítilos destle 
de modo i|iie antes de VMU, lia Iría pasado el tiempo de 
volver s'ibre ellos, lo que deba tenerse presente, >1 los efec- 
tos de declarar la prescripción sí hubiese lugar. 

Opuesta esa excepción, para el caso en ijue hubiera pros- 
perado la acalda deducida, carecería dn objeto el resolver si 
procede ó uó t y si se encuentra uo tu probada en estos Halos. 
Pero; admitiendo que correspondiera pronunciarse solire diclia 
excepción, uo obstante el rechazo de la acción interpuesta pn>* 
la municipal idnd, la excepción debería prosperar, pues la 
pane demandada, ha comprobado plenamente que ella y sus 
au'eríores, han es indo en posesión fíe la fracción de Ierre no 
i|iie se intenta reivindicar, con buena fe y justo titulo, por 
mayor tiempo que ci lijado eu el art. iÜfcíU del Código t'ivil. 
Además, no es exacto, como se alinna pur l¡i p;trtc adora, que 
os terrenos que trata de reivindicar, sean bienes públicos, 
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pues 00 aparece probado en estos autos, que esa lint cu i ó ti du 
ese terreno linln era sido entregada l"»' «QS demandad i ¡i la 
municipalidad, y que esiu hubiera tomado su posesión, y des- 
Linádola á calles públicas. 

1W estos fu iidii meatos, fajlu en üeliuitivu, redtaxundo la 
acción de nj i vindicación interpuesta por Iti Municipalidad de 
la Capital; y en consecuencia, atwuelvode la demanda á la *o- 
u i edad anón i Jim Terrenos Puerto dé Kue iw« Airea, sin costas, 
por existir mérito bnsintiic, duda la naturaleza de las cues- 
tiones debatidas, para exonérar de su pu«;n á la parte vencida. 
Conforme á (o dispuesto en el art. i 11 del Código «le Procedi- 
miento*. 

Asi lo pronuncio, mando y lirum en la -Sala de mi Despacho, 
en Unenos Aires, á los veintiséis dt;i> dtd mes de t Atentóle, 
del año mil iia^ttiiieíittfá cuatro. 

|írpóni;anse las fojas, 

B. WHliuiti*. — A ule mi: íToné 

A*¡>¡<i*Ú. 

SICKTItNCIA IIB I V CAMAMA UK APKI.ACIÓS KK Lo eiVlL OB LA 

CAlMTAI. 

I tn enos Aires, capital de la República ArieiiLiuu, á treinta 
v uno ile Orín ore de mil novecientos cinco, reunidos los seño- 
res vítenles de la K\mu. Cámara di* Apelaciones en lo Civil, 
en su 'Sal n de Acuerdos para conocer del recurso interpuesto 
,n los ¡míos caratulado»: .Municipalidad de la Capital, contra 
Sociedad Anónima Terrenos Puerto de lineóos Aires, por rei- 
viiidicai'ióin, respecto de la sentencia corrient * á fs. VAl\, el 
Tribunal estableció las siguientes cuestiones: 

1 J Snbre el recurso de nulidiid. 

'J J Caso negativo si Ja sentencia es arreglada á derecho. 
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.1* Si ln es en cuanta exime fíe las costa» al vencida. 
Practicado el sorteo resalló que ln votación debía tener lu- 
gar mi el Grifen siguiente: Señorea véjales Drcs. Baaualdo, 
Lar roque, Molina Arrotea y Méndez [* üit . 
A la primera cuestión el seüur vocal ductor Baaualdo dijo: 
Na se ha Caudada en esta instancia la ualidad invocada, 
ai «viste en la sentencia vicios ú omisfofie* que, «o,, táréglii 
ñ la lev, puedan quebrantar el ralló recurrido. 
Votu en consecuencia, por la negativa. 
Los mmi vocales ductores Larroque, Molina Arrotea y 
Méndez Pa/,, se adhirieron al voto anterior. 
A la V cuestión el seflor doctor Kasualdo, dijo: 
A mi juicio, el i a feriar ha proveído legalmente, al redi a- 
*ar esta demanda; y me bastara referirme á una sola consi- 
deración para dar mi voto por la afirmativa. 

til objeto .le la permuta entre loa causantes de la suciedad 
demandada y el Mer Kjecutivo Nacional, fué destinar á ca- 
lles y avenidas determinadas en un plano formulado ó ucep. 
tado por la municipalidad, la extensión de terreno calculada 
á aquel propósito. Varilicatla la u locación y sancionado pur 
la>osesióu el domMo público municipal sobre los terrenos 
comprendidos en las calles y a ve ai das- la municipalidad ni 
obtuvo, ni podría obtener la posesión de mayor extensión; y 
loS dei !■&»■* cumplidos los Jmesde la permuta, conserva- 
ron la posesión y dominio de los terrenos comprendidos dentro 
de los límites de bu título y de las vias públicas trazadas. 

No hubo pues, tradición ni posesión a la rancicipalidad de 
otra extensión üe tierra que no fuera la dé las calles y aveni- 
das objeto de la permuta. 

Si la superficie calculada cu el plano que se tomó por base, 
resaltó menor al verificarse la ubicación; -otra distinta se- 
ría ta acción á deducir, y es dudoso que ella pudiera corres- 
P !** * I» municipalidad, dada su posición jurídica en el 
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contrato celebrado p..r ."I 1\ H. Xaeimiul, y ¡a lllrauiúii ó des- 
tino ile los bienes permutados dentro de líneas y díviáioíies 
pieestableeidas. 

Hnr^e de aquí, y «latía la «mnlesión de la muiiieipulidad (le 
nn lutb^r tenido ni eje relindo la posesión más allá de los te- . 
rreptis ei.tre¡íad..s á la* vías pobli^s; i(wb la neeión real de 
reí vi adición deducida en esto eaiua, es «le toilíi punto im- 
procedente, dentro tle los términos inllexiblu* del un. m lVS 
Código Civil. 

KviH Hceíiin nace «leí dominio sobre las eosas particulares, y 
si bien nn eiintraUi «le la naturaleza iIhL celebrado por el I*. B« 
Nmioim!, es un medí-' de :tdquisioióu, no $t pUr -si solo, y 
requiere neoesiriarneule el auto trasluLivn, la posesión, la en- 
tre-a ile la odaa, »rts. 2*7* y liV.i del rebordado Oód i ¡¿o, 

Sj esto no ÍMi teai lo Utgir respeuto del a;tn, en el terreno 
i-e.damado, y si aparte 'le ello, iiu lia existid*, aeto alguno pn- 
BpuPÍn, uoiQo resulta .le sus propias nirttiil'estaeioiies, el lo- 

liúiííu invocado, el jm '» m ll " r p, " í,ÍH iil,r - ír de 1,11 (ítuto ' 
n¡ do la misma declaraeiou del eioi-enante de darse por des- 
poseí l«i, a juel contrato solu surtiría lo acción -le la cosa, el 
;>» ttd r*M t extra»., á la nuseaiói,, qjM> es eleinenln indispen- 
sable del ilomiiiin. 

Si, pues, |h trasmisión de ese d.imini<i «leí Ierren., une m* 
reivindica, io» se operó á lnv..r del ai:l«u\ y -ó en e mseonen- 
iíitt n.» ha pujido perderl.i. es absolutamente improuedeiiLe la 
HCeióii deducida, fallando los elemento* eoustitu ,voa de .|.io 
[ii ley única mear ti la liaee surgir, 

U jurisprudencia es utriforme sobre esie parti-jiilnr, y nn 
sería poaiUÍé dentro de lúa medios le-ales. mmlilmur ó variar 
so suneióu. 

Todas los oleáronles producida* por el aetor, eureemi «le 
Hieaeia ante esa e-onelnsióu, cutiiO tienen el mismo efeutu Uta 
^abajos periciales y demás uleinenUs de justUicaeión Iranios 



ü la causa, desde une ellos no constituyen la prueba ile los 
extremes que ñticniueute pueden dar lumluineiitu ¡í lu acción 
de domi ¿ío'. 

No creo necusarii» entrar en otras consiiler.idones, y por 
\m «iiticiinlu ntes del pronunciamiento recurrido, doy mi voto 
(jor la afirmativa en lo prindpul. 

Lm señores vocales doctores Uarro^ue, Molina Arrotea y 
Méndez Paz, su ndhiricrnn al voto anterior. 

A la tercera enejiidri, el sea tt vocal (>r. Kasuuldo itijo? 

M.ida |;i ninniíiesia improcedencia de ta acción deducida, to- 
das las cuestionen formuladas concurrentes á rondarla, tíeneu 
i*l carácter ijue antes üe indicado, y no pueden imprimir a la 
demanda, las apariencias >|ue en el sentido de 1» ley prueesal 
son unan* i líjenos necesarias para que la exoneración déla» 
mistas se j. rtíneute* 

hu i'oü-icciic'nóa, soy de opinión que la sentencia recurrida 
deiie revocarse, en cuanto exonera de tas costas al vencido, 
con declaración de "pie su pago corresponde aJ actor. 

Kl señor vocal doctor Lurrot|Lie. se adhirió al voto anterior. 

K\ señor vocal docto Molina Arrotea iIIíoj 

MÍ voto es poi' la Afirmativa, pues una acción puede conside- 
rarse en den-olio i in procedente sin i|ue por ello sea temeraria 
ó maliciosa. 

Mi mismos antecedentes de ilícita acción, la loruia cu <[ne 
se Ita discutido y los extremos de carácter legal ú u,iie ha da- 
d i origen, son circunstancias t|ni colocaban al juzgado en el 
caei) ile apartarse de ia re» la csj.nb [ e ciiía en el art. 221 del 
Código iir procedimientos. 

El seuor vocal doctor Meade/ Ru, se adhirió al señor vocal 
tloctor Basaafdu. 

Uon lo terminó el acto, ijuedando acordada lu siguiente 
sentencia; Molina Arrotea. - líasuul do.— Largue.— Me ude* 
l'az — unte mU dor^e L. Dupuíü. 



¡Í10 f*LLO* ui LA 6UtA**A O0M1 

Ks copia liel del acuerdo original, que redactado por mi, 
existe en el libro res pee ti vn. 

■ 

Uatnoi Airoi, Odlub» 31 do \WÜ> 

Y Vistos: A te tito el resultado de la votación de <|ue instru- 
ye el acuerdo precedente, se continua eu lu principal, la sen- 
tencia de fs i'A'üi, revocándose en únanlo exonera de loa costas 
al act«r t á quien se i in ponen también las de esln instancia.— 
Impónganse los sellos y deruéknse. 

VALLO l>R M SI'I'WKUA CORTR 

Bueuni Aire, Juiitu la Uo iWM. 

Vistor y considerando: 

(¿ue como ae vé en la sentencia apelada, comente A fs. 701», 
su principal fundamento consiste en la impiM *edencia de la 
acción reivindicatoría entablada, en virtud de lo estableeidu 
por el artículo '¿7ñfl del Código Civil. 

Que según el precepto del urUculo 15 de la ley núm. 1H, la 
aplicación de los códigos comunes, no dti lugar al recurso 
creado pnr el artículo 1 í lie In misiiia ley, en virtud de lo 
■ispneslu por el art. 17 tac. 11 de la Constitución Nacional, 
principio que serta igual mente aplicable aún en la bu posición 
de que la sentencia apelada se hu hiera basadn además en la 
prescripción de la acción aceptada en el Tallo de I a instancia, 

Que el referido principio, un deja de tener su rigurosa apli- 
cación, pnr la circunstancia du tjue la sentencia apelada, ade- 
nitis de fundarse eu el Código Civil, traiga también á juicio 
una ley del Congreso; por cnanto eti la suposición que esa 
ley li ubi era dado derecho á la parte demandante a obtener La 
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po*esi<ín .le Ufám Us Iktm ^rntá^m, mt!*pra (¡notarla 
eu pie el rumktim-ittn .le .lem un común. IMIIIIO base prlatfípul 
«le la aentencia. Totto sin perjutoífl de I»s derechos «jue pu- 
diera ejercitar la municipalidad ó su causante, con motivo .Ir- 
l¡i permuta lie que se traía. 

Por estas consideraciones, se declara muí concedido el pre- 
senté recurso. N otilan ese con el original, v fejíüésfcti el papel 
devuélvase. 

A. I1khuKJu.-()l'I MVHl Üi-MiK,— 

NicAtJoaG. i>ki. Solar— g£ P. 

DAKACT.-U. MotAKO üaciti'a. 



CAUSA LV 



CitwíÍÁ Fernanm <n 'tutos ron el Fi*,o Xacionalamtra el 
Ferronnrif 8M Atm iimun, sohn- ^ frHwíttvh'm de im- 
puestos. 



Sumario.- VA ees ib na rio tlel <Iemm ríante uo Llene pn-simeria 
para interponer recurso Mgüaii en un juicio sobre tieirauila 
ciinde impuesto á la renta aduanera, seguido á instancia 
«leí Procurador Fiscal y que m yg m Sit \ irt . \ wi ,\ tlts ¿, jlltí 
se rellere la denuncia. 



Cano:— Lo explican las siguientes piezas:J 



FALLI « D» LA MTPEOA C0»« 



VISTA UBI BfeSUB PHüCUHaDOH QBKKRAL 

BaoitQt Mrn, N-íitwnbro 22 de i"» ■ 

Suprema Corte: 

ÜSe^tfti si* desprende de las constancias une obran n ta. tívtn. 
v demás actuaciones pfiíducida* Uiiraiite el sumario ti Imiuis- 
iralivo del proceso piir defruudneftín ii la reala aduanera, se- 
-m.ln contra l;i empresa *U»l «Gran Ferrucarril Central Sud 
Americano», don Modesto liernu de Astradn, empleado en la 
[íeceptoria Nacional de Lieeo aquista, de tiuletí es cesionario 
é] recurrente, denunció unte el presidente ile la Dirección Ge- 
neral de lien tita, en parte lelegráüeo de fecha ¿ de Knero de 
1H:>1, que la referid h em presa * estaba rematando pú lili en mente 
materiales de construcción y explotación sin dar cuenta á 
dicha lleueplnrm, cnyna iaiitóriftléa fueron iiitrodueidns Ubre» 
*\v derecUtis*. 

Pür presentación de ta empresa de fs. i á H, así como por 
las diligencias correlativas tramitadas en la causa, lia fue- 
llada claramente comprobado el hecho de (pie la venta de 
tales materiales eia ejecutad i pi»r orden del seíior juez de 
Balita l'é,eu cumplimiento de mi exlmrto que le fue dirijido 

p.rel señor jue/, Dr. pigrtrraga de esta capital, en un juíeío 
seguido por líon Kii^efi» Hoüü contra la misma compañía fe- 

rrnearrilera. 

Sirviendo de cabeza de proceso las diligencia* administrati- 
vas que obran en auto», Cotilo bi declara a t". -Mí el se flor Juez 
Federal del Rosario . el Procurador Fiscal formuló a fs, 'IM, 
acusación contra la referida empresa, coa motivo de lo* ma- 
teria Ies ijne, introducidos CU franquicia y no habiendo sido 
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destinados á la construcción y explotación férrOvlárta; tam- 
poco e\istiati eu los depósitos tic la empresa. 

Peni no se le aeinó coq motivo 4* la venta en remate, fJe- 
nunchuln como tYniidiilcmii por Hemu ile Astmtla, venta quiíj 
por otra parle, impuesta, en virtud de orden j tml tcínl , ha nido 
j 11 sia ni ente clnsilicmlu, por el mismo acusador lUeal. eninn 
acto de fuerza muy» ir para la empresa que un constituye in- 
fracción aduanera. 

h i semencia del BeiYtir Jue/ de Sección del Rosario He f. 
■t^l, declara, en su considerando 11 , que en realídu-l un ha 
]i ¡iliiil n utrn denunciante de In defraudación a que esta sen- 
tencia se re (¡ere, que el surtí ir I 'me arador Kiacal, á pesar de 
muí lian intervenido numerosos empleados eu la Irumilncióu 
lie esla lienunciu concreta. 

«Klln Imbiei'ji síiln iiiiji<isilile> a^regíi pur atril parte, desde 
que recién eu el curso del sumario lia podido esclarecerse ttt 
fidUi tlf iwttt'ritttrx insuspcdiada sin dada, por los <]ue en 
uutus se dicen denunciantes». 

Sóbrelo que ha tenido Injjar In denuncia, GOmn queda (la* 
mostrado, es sobre In Venta ik materiales eti público remate, 
efectuada en liecon |uisln pur urden judicial, acto que un cons- 
tituye infracción, ni ha sido materia del pruuesu. 

Kste se inició y siguió, de acuerdo con la actuación liscnl, 
par los materiales d«s;i parecidos de su debido destino y de lo* 
deposites de la empresa acusada, siendo que, introducidos 
librea de derechos deliian estar eu La via ó en eso.* depósitos. 

IOsLus ni uten al es, único objeto del proceso, no son los mate- 
riales vendidas en remate, á los qne únicamente se retiere la 
denuncia de Heron de Así rada, cédeme de tus derechos «pie 
pretende el reenrrciiie don Camilo Fernandez y por ende, 
tanto el uno cómo el otro, carecen en ubsoluto de la calidad 
de denunciantes que al^an á su respecto. 

Asi lo declara la sentencia de l- Instancia condenatoria de 
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la Empresa; sentencia qáé, salada ante la Exina U a mará l'e 
deral <l til Paraná, lia sUUt revuela en lo principal d f. 477, 
pero confirmada en este punto, quedando el recurrente como 
representante del denunciante tbron de Aatrada. absolut»- 
mente descartado en este proceso y sin personen» paru inti-r- 
poner recurso alguno, desde que n i siendo la parte á -pie se 
reliereel art. lió lie la ley deudunun y "i correlativo Um de 
las ordenanzas, un está ni puede estar «ojupremlido dentro da 
Indispuesto en el i ríe- '¿del art. de la ley i0.w, 

Por ello, considero qne lia sido bien denegado á t'. íh:> del 
cuerpo principal de autos, el recurso interpuesto flore) recu- 
rrente contra la sentencia de i\ '§77 y en consecuencia pido ñ 
V. fcl. se sirva asi declararlo. 

Julio Bptet. 

ÉAtMÍ l>K LA SI1PBHUA CORTB 

Buoiirti Aire*. Juniu ly .[ c 1;«n¡. 

Vistos estos untos en el ¡icnei-ílo y Considerando: 
<¿iie esle juicio se ha seguido ri instancia del Procurador 
Kiscal, por quien se dedujo la acusación de Is TIA. pidiendo 
las condenaciones tjue en ello se expresa, con motivo de la 
desaparición, sin destino conocido de los materiales <jue la 
empresa demandada tenía en sus depósitos para la eonstrnc* 
Oión del Kerrocüñil, enmo se declara en lu sentencia de Ts, 

Que los antecedentes de la causo acreditan une la denuncia 
formulada por el sei'ior lleron de As t rada, sedente del ape- 
lante, no se rellere á los hechos sobre los que ha versado el 
juicio, como se declara también en la citada sentencia de fs. 
380, en cnyoeaso, es indudable fine carece de personería para 
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interponer recurso til -uno, pop mi hulwr tenido purHci £iim n'»n 
en ta denuncia ijiie muiivú laacusucióti liscul . 

INip esuis uoasíílerayioneíi y de «iml'ormidnd con ta pcdídn 
fiuv el aeiluf Procuratlor General, se declara bien dme»ailu el 
rueursii de apeliiumii i n te r pues Lo. Nmirtijuese original y de- 
vuúlvusf, previa reposición de sellos. 

A. liKKUKJU — OtíTAVlU UlSliK--- 

NlCAMllt U. bith Hoi.ak.— O. Mil- 

V A XO (jACtTÚA. 



CAUSA LVI 



tfucesión de Cario» Casado contra fu Provincia tfe ¿junta 
Fe* Ejccnci&n de sentencia y cabro de peto» 

Sumario-.— líl preoio á que alude el ¡míenlo B5(t deJ Cóili<;o 
de Procedimientos de la Capital, debe entenderse el de la 
cn¡»a en el momento ea i¡ue linee obligatoria ru entredi. 



Oí so.— Res 11 Itn dt-l siguiente la lio: 

FAl.l.n \>k LA Sll'HK.HA CUUTK 

Itueh»* Airíí, Juniu £1 Jo IWH. 

Y Vistos: Don Carlos A. de la Turre, por doria Kniuuna 
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Sastre de Casado y sus hijos dníia Casilda O, de Utnji p dníin 
llenara ü. de Magraue, doña Margarita C. del Cornil, il<m 
(jarlos M , don 'Jusé, dmU llamona, ti mi Pedro, don Alberto 
y don Kdunrdu Casado, expone: 

(¿ne en ll ile Octubre de esta Curie (11 ettMü senten- 

cia de que presenta testimonio, en el juicio «e.guUUi por \m 
representados emitía la provincia de Santa Fé, sobre entrega 
de unas tierras ú ubi m ü de su valor y danos y perjuicio*, 
coudeiiaidn á «lidia provincia á reintegrar ú aquellos del valor 
reelil unido con las tierras une e 1 . esa sentencia se es pee i tí can 
y sus fruí • w desde el l'¿ de Noviembre de 1HÍÍS. 

(¿tic ta provincia no lia eleeltiudo el pago ú pesar ríe ha- 
berse ufando todita tus procedimientos ttméUiMHitií, ni 
está eu la posibilidad de hacerlo, pnniue parle de Iris tierras 
referidas las del arroyo del lley, las ha enajenad i ú leirero 
y tas restantes fuero» materia de un juicio iIh tercería eu «pie 
se las declaró de propie-lad del It.iueo de Santa Fé. 

(¿ue en su me rilo, invocando el articulé '>r»ti del Código de 
IVoeedimtenLOi dé la Ui¡itt:i1,-!.i!h:ila se:i cloIciiuiU la provincia 
de Santa Fe á pagar el precio de las tierras mencionadas, u/ne es 
superior J pesos **\*a la legua, retinen. lose fnbre el par- 

lie u lar ¡i lo mas que resulte de la prueba ijue lia de producir; 
lus l i nios mandados abonar por la sentencia prchidieadu desde 
Vi de Noviembre de 1S;h, enleudiémbise por mies, lusinlere- 
ses correspondientes al valor lié díelias iterfas; los daños y 
perjuicios de la demora eu el cnmplimieutn de la obligación, 
comprendido eu ello el interés de uno y otro de los valores 
antea expresados, á contar desde la presente demanda y las 
eu>t;is del juicio 

(¿ne don Federico Gallegas, por la provincia de Sania Fé, 
pide el rechazo con cusías de la demanda, en cnanto ella no 
se con Turma á lo 'pie en derecho corresponde y «frece, ale- 
guada: 
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Que no ha e*Í!títto de parte 'I*' mi manda ni i», tu «lémur» 
injustificada ¡rae s« íe i m nula, puw son tos ¡wtiírcs quíénéa, 
ron sus desmedidas pretensiones, nbstinyéa Ui terminación 
del Mttnift. 

*¿ne ln proviuein, ni» culpa, n**»l i^eurín li omisidu de di 
licencias necesarias se encuentra en iiuptttajbilíilad de entregar 
las tierras «K- une se ira La, |i»r i|«r an le pertenece», circuns- 
tancia tt» lipgfiuMa (leC^atlny no obstante lo «nal la* denun- 
ció como üsüiiltís. 

i¡ue, en todo uaft», ll*M« exi8lídi> error .Je parte de la 
provl Liria y <1e Casado al cnttaepi»nr oséales «sus tierras y 
el arlo de la reserva un si* invo en ruenla al prenunciarse 
la citada sentenciada 14 Je Ootulire ilw 11NKÍ, carecería de eli- 
cncin, con arralo á los arta, jsft* 9$ft¡ 8» '''■'"A" ctttl- 
«urdan les del Códi»o Civil. 

(¿uesin lina ley especial, el «ínlitcrnu de SmiiIü Fé no [indo 
válidamente nlil izarse ú ubicar títiiíps anahi^w ó los del 
Bertor Casado, en terrenos pertenecientes á tercer». 

(¿ilh mi representado esta dispnrMn ñ dar si los demandantes 
en cambio de las i. erras indinadas, una siiptíflíeie ¡¡junl dentro 
de las 14 H I leonas ijtie se dieron al señor Casado, p rías sea- 
nones 'l> v 11- del ferrocarril (leste SintalVeinn ó cuahuíer 
otro terreno (jiie Jen inicien como de propiedad lineal. 

(¿ue en cuanto á I» diferenetU entre hi superficie reservado 
v la i'ülfi'.H'il Uetoíiáftl* GMaJ' d'b-n re.obtr. la provincia ha 
estado y está disioiesia á entregarla, 

(¿uí* en la liipútcsis deque fueran procedentes danos y per- 
jtucius, éstos sido podrían eon-óslir en el v:d »r que las tierra* 
ten tai) en A»oslo de IHH5. Lei-lm ile la reserva, y sus in- 
leresea desile la demanda, se-ñn Itis arts. 1413, ñUO, 5U y otm 
del CóiHíío Civil 

(¿ne »« son aplicables ni cas» mi nal, las disposiciones le- 
gales que determinan la responsabilidad «le loa enajenantes 
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anuido se produce tu eviceión, y si h> fueran, el art. '¿001 
del Código Civil, haria Inadmisible la demanda, ó causa de 
(¡Lie Casado conocía los peligros de aquella 

Que los artículos del Código Civil pertinentes, seriau los ¿1ÍÍ) 
y 2130 relativos á la eviceión entre donantes y donatarios, 
que establecen dicha responsabilidad en proporción al im- 
porte de los servicios recibidos y de los bienes donados, según 
el valor de los últimos en el momento del contrato. 

(¿ue recibida la causa á prueba, base producido la de que 
instruye el certificarlo de ft¡, '¿'JI habiendo las partes alegado á 
U, Til y Hl y dictaminado ¡i fs. >¡H\ el deten sur de. inca- 
paces; 

Y Considerando, 
1" Que por lo que respecta á la entrega de las tierras re- 
sumidas por el decreto de Agosto 28 de iHSo. aparece de las 
afirmaciones déla demanda y de. lo* términos del escrito de 
contestación (fs. il), que la provincia no puede cumplir la 
sentencia de esta Corle de H de octubre de ilKKi (copia de 
ls. 15). 

'I" l¿ue de courormiddad con lo p rescripto en el art. 55(1 
del Código de Prncedimieiilos de la Capital. incorporado al 
procedimiento en lo federal (arl. **74, ley mím 50 y ley núm. 
¡MUI), ütnundo la condena sen de en t regar alguna cosa, se 
librará el correspondiente imiudiimi'Milo pura desapoderar de 
ella al obligado; y caso que esto uo pudiese verilearse, se le 
Obligará ¡i la entrega del precio previa la avaluación nece- 
saria, con los danos y perjuicios á que hubiere lugar. 

:t" t¿ue el precio á que alude la disposición citada, debe 
entenderse el déla cosa en el momento en que se buce, obli- 
gatoria su entrega, puesto que con dicho precio y los dafms 
y perjuicios, la ley procura reemplazar la condenación directa 
de la sen I encía. 

i (¿ue las excepciones opuestos por la provincia de Simia 



Ot JOST1CU SAOlOKAL ' 810 

l'ü. en lo que á las tierras de lu reserva hace relación, son 
diverjas tlu las laxativamente autorizadas por el articule 'M-t 
de la ley de pracedimie ntus; yin» seria dable admitirlas sin 
quebrantar lia l'ncrza de la cosa juzgada, dado que eu la sen- 
tencia recordada de 14 de Octubre de H*o¿ (cansidei andas 
!> u y 1U") consignóse entre otros fundamentos, que dicbu pro- 
vineisi imbuida probado t)ue la Morra reservada hubiera salido 
de su dominio ouu fecha anterior ú la reserva, y 4 mi, en todo 
caso, existia convenio especial al respecto. 

Ti" Que el error padecido relativamente al dominio de esas 
tierras, el carite te r gratuito que se atribuye á la e na je nucida 
á Casado y el uatecedetiie alegado de i|ne tu» buba evieeión 
esláu lejas de constituir los extremos del arl. 2X1 de la ley 
nú 111, ¿Vi), á los fines de que la prejudicuda sentencia de li 
de Octubre de lí)¡K!, pueda reverse y alterarse; coma quien 
que las precepto* del derecho couiüu acerca ile las efectos 
del error eu las actos jurídicos en general, no rí^eiii paralas 
se 11 tero: Í as judiciales can Ira las cuales sola proceden los re- 
cursas acordadas par las respectivas leyes de procedimiento, 
cuyo origen es oustiiueiaual mente diverso del de aquel dere- 
cho. (Falla de esta Corte, de Abril '¿1 de LíXii, untas Carranca 
versas Sania Kc sabré reivindicación y oíros}. 

(!" (¿ue eu cuanto al precio actual de las terrenas de la 
reserva, es de aceptarse el citado par los peritas señores Vi* 
rasnru, Salas y Callen, en su dictamen de fs. I!HI, de $ 10 "<!n 
la hectárea, dadas las consideraciones detalladas y prolijas 
en que ese justiprecio se filuda, y eu ra//ui deque él está de 
acuerda can las elementos de criterio que suministran en sa 
cDiijualo las declaraciones de t's. Hl, 171, 17t¡ é inl orines de 
fs. lu í, 108, 1 :t7 y 1711, aunque no lo esté eon el resultada de 
las ventas arde nada par es le tribunal 1 i afórale de fe. 117), 
de terrenos tuyas condiciones pueden baber sido más desven- 
tajosas, y ubicados 11 Ignito* más ul norte, (plano de fs, 1HÍI). 
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7 Que á título «le frutos, hXsvi pedido en la demanda (fs '¿7), 
I n i ii tercies e im'spuudieuus ni valur de lu tierra, y e»L> 
niisnii> mieptii Lu demanda sobre la base ilet valor que leuiau 
las tierras fii 1HSÓ y e» la hipótesis ilu que sean procedentes 
ila líos y [lerjustiios (l's, ."V2, XI l). 

8 (¿ut: el testigo doctor Wal ve/ propietaria uetual <le parte 
de las tierra* de la reserva, expresa «jue en IH8H, ellas valían 
ile tres ú seis mi pesos la lejí uu; tjue posteriormente, el 
precio ha variado entre, niñeo y siete mil peso* legua, «teuieu- 
do 1 ii^iii" su «ran yalotizaoiíil recién hace dos ó tres artos, 
(fc. 8:S y ta*.)» , es ileeir, desde fines de 1001 ú liK»i. 

II" (¿>ie lomando en míenla los antece lentes en o,ue el [es- 
lían mencionado apoya >n declaración y l-> ni loriando por 
los perius á fs. iíf,> vía., y "¿tH, es de adoptarse umun lér- 
miuo medio, la smui ile pesos seis inil por legua, á los elec- 
tos' tiel cómputo de intereses desde el l'l de Noviembre de 
iS.h. hasta el vencimiento del término, dentro del eita.1 debió 
liaeersi* la entrena ilei inmueble, en ciuuplimien'o dt? la aen- 
Leneia de l i de Noviembre de l'MJ, ó sea el 'í'i de Noviem- 
bre de dicho ano (IVfc 29Ü autos princip-ile-s), 

1*1, (¿He por M iju»' liare ;i bis danos y perju ifiui ncuMonndos 
|i ¡a iumiv pollerón- á lieha sentencia, es e^uitativn lijar- 
los, eit dtííáetj» de prueba de Otros lejitimns, en el importe de 
b>> intereses de $ 7-i(!.-t(K) eon 80 centavos, valor de la tierra 
en tíM>¿ (, l's. 208 v bi., fallos tumo Ul, p.i^ 7tí; tumo iií; p.ig. 
Sitó; urg tomo 81; pág. ííiM. 

Ll. (¿ne eo lo concerniente á bis kO.'iól heelárens, áreas 
81 eeniiiíreas fl", 20!}), con (jiie debia integrarse Instle la reserva 
r seiiteneia lilaila de U de Octubre de llM-í), el apoderado de 
SaniU Ke lia m mi Testado ¡i I*. ó¿, leira I), según se consignó 
nijleriin ioeiiLe, Mjue su represe ntaila ha estado y eslti día- 
puesta á entregarlas taa pronta eotno Us demaiubiiitUí 4 uiert* 11 
recibir lu respectiva eaeritnra .pública, dentro del área de- 
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signada ¡ti electo; ■ « Uabieiitlo lo* últimos expresado á su 
ve/, ijuu neepluu la escrituración, siempre que previamente 
se les haga conocer In ubicar ín ile la parisién ofrecida, que 
satisfaga olla á las condiciones de ley y que se proceda sin 
■lemura a dichos actos, antes de que c mtiiiúen la detracción 
y tala ite los tjnsques en aquellos emupus (f, 7li; récotta 
eieudo mis adelante i|üe los mismos pertenecen al lí&neo l'r«- 
vincinl, ipie es al presente unu institución ile ta Provincial) 
(£ Mí vta.), ile tal suerte, que sobre este particular uu exis- 
te hu|in<>ibilidad, sin perjuicio de las prestaciones acceso ría 6 
á que pudiera haber lugar, de que se ejecute especiiieamente 
lo resuelto eu el juicio principal. 

\l t <¿ue los fruto* de este inmueble, desde Noviembre VI 
de 1HÍIH, Las ta el momento de su entrega, según la sentencia 
de Ü de Octubre Je líHt* deben resolverse en el ínteres del 
precio del mismo, el cttal á ialta de dalos «inóralo* puede 
estimarse eu un valor medio de pesos uno y ochenta centavos 
la hectárea, alentó lo expuesto á ta. 20&. 

W. (¿ue I» indemnización iiue corresponde á los actores, 
por la demora en el cumplimiento de la sentencia, es de és* 
limarse en $ i¡H¡N por año y 1 -na kilométrica, á múrU» tic lo 
que resulla de los antecedentes de fs. 18ó, 1¡19. 21 Jl á 
relativos ul arrendamiento para explotación del bosque de 
parte de los terrenos en que deben ubicarse las 1035 1 hectá- 
reas, i i:¡ áreas, H'i ceuli áreas y oir-is ubicados al norte del 
paralelo |8, 

Por estos fu lula me n los, >e declara: 

t jue la provincia de Santa l'c está obligada á abonar á la 
sucesión de don Carlos Ganado dentro del término de H» días: 
1 La cantidad de $ÍJ20 »7i* f0as|iÍératiííii i¡ ); %' los intereses 
á estilo de los que Cobra el Banco de la Nación Argentina 
en sus operaciones ordinarias de descuento, del capital que 
representan i^.o:i7 hectáreas, , ÜÜ áreas, 1 ceuliárea déla re- 
al 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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CAUSA LVII 



Mtftti J. y F. AUmmid tmUra Ja provine in de Vñrdoht por 
daños 1/ jierjtticiott. Cvmpetenda 

Shiiihj i" — La Constitución Nacional ni establecer en fu parte 
ir nal del artículo 1(11 que ea loa asuntos en que un» pro- 
vincia sea parte la Suprema Curte tiene jurisdicción urigi-- 
naria y exclusiva, ha querido decir que solo ella conozca ile 
esas causas, cuando sea Mamada a entender por demandas 
de extranjeros ó vecinos de otra provincia y con excliiMtin 
de otros tribunales interiores; pero de uinyunu mañero que 
puede excluir u los propios tribunales de provincia cuando 
Los que podían dudar de su imparcialidad quisieran ocurrir 
á ellos, 



Vano. — Lo explican las piezas si unientes; 



Autos y Vistos: 
La excepción dilatoria de incompetencia de jurisdicciún, 
deducida por el señor Fiscal de Gobierno y Tierras Públicas, 
en la demanda que los (tenores Juan Miotti y Fortunato A Ir- 
ma ud lian interpuesto contra la provincia por daños y perjui- 
cios unte este tribunal, pretendiendo que el caso es de mr/r- 
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riintitilft ij exduyente competencia ilt* la Suprema (Wte Federal, 
en razón iltí lo dispuesto por el urt. 101 de I» Ouslttiiuiou 
Nucí un ni. 

Considerando: 1 (¿ne liis Helores miel juiuin aun ciudadanos 
extranjeros, segftti la propln tVsj/m hedía en autos por 
medio tltí su representante dujBtOt Jtfjtti li Keln*t;aray á »"li 
citad del ariior Fiscal de (iobierun. 

ví" Que lu establecido en el antéalo liH) de la (Jim«titn<iún 
Nacional, cuando atribuye ú lu Suprema Curte y á los tribu- 
imles inferiores déla nación el conocimiento y deciaiñu de las 
causas que se susciten entre una proúíiiria ¡/ ttn émdüdtim 
Cjinotf/rro; y ta dU|me¿lo pm* el url.. HU ile lu misma cuando 
establece la jnrmlirciún urif/iiutrin y rxv lustra de ese ¡Suprc- 
ui i Tribunal ¡Htm todo» los ttsuMm t u q>tt> una pmpimin 
fucsfí ¡Ntrtv; Lia sido relamen ladn por lu ley ntiiu. \H, de li 
de Setiembre de IHiiU, en el sentido de que las disposiciones 
citadas de la Constitución m« rclieren á loa JUÍCÍus en <| 'i »■ la 
provincia düimndts á nu uiuUadauo extmagero, y no para ''I 
caso en iiue la provincia lea deiiurntlada por extranjeros. 

La mencionada ley, reglamentando la disposición enastila 
ctouali ha establecido en el ari. l¿: <l¿ne sera privativa, ex - 
el oyendo á loa i triados de provincia, la jurisdicción de los 
tribu uutes nacionales en todas las causas especificadas en los 

IH'ls. I, '2 V ^1, UiilU i-J-rrftriótt ffc ius ptrifus viCth'S Vil f¿tW Hit 
?.rh'rnitfr?t) dcnuth'/t' ñ una provincia, ñ mambí .siendo tintuui' 
tUttlo el e&tmngwú conteste lu demanda -sin oponer la excep- 
ción de declinatoria; en cuyo chso >e entenderá que la juris- 
dicción lia sida prorrogada y la causa se snslnucÍEtr;i y decidirá 
por [ils tribunales de provincia; y lio podrán ser traiilos ñ lu 
jurisdicción nacional por recurso nljnno, salvo . i los casas 
especificados tíli ni art. l i». 

'.V- <¿ue la ley invocada, como !u misma (%mst ¡I orióu, es tam- 
bién ley suprema de I» Nación. 
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4" t¿ue la reghmieutaciiHi ilc l;is dispa<aeiaue.ii eansiitu- 
e.íanulcs hechas |mh" I¡i e.ilarhi ley, .m* Mgue t-lai'nineiiie ijnr 
las t'\cepiííaues uicuciatiadua ¡mr el articula l'¿ se i nt indujeron 
en lavar de las extranjeras y ia> de las pnn iticius. 

.V' (¿lie. séglin es:m exeepiúanes, los c\l run^crus pueden de- 
mandar ¡í las pravianas uule .tus propina t rí bu na! es á unle \m 
de la ÉüfcttiiSn» y In,¡t previ acias mu pueden llevar á las e\lnin* 
genis ai) le la» tril) ti miles prav i Híñales; sin verse expuestas a 
hl H voe|it!¡úil de iueampeleucia, i|iie sala etias pueden apancr 
y jamás las provincias. 

<.*' i¿ue te» las las fallas citadas par el señar Kístííil de Oa- 
bienm en apnya del svntulu nlmrfuUt tpie ul.rihuye al arl. HU 
fie la ÜatisliLuciáii Nacional, lian deluda reeaer sabré cansas 
na exeepi nadas par el art. Vi de la citada ley; porqufe na m 
lícita siipauer siguiera ipie la .Suprema Carie na haya ajustada 
sus resolneieiies á las leyes del Uungresa, ijne lúa prudente 
mente han reglan leuladn las tOspunciaties «le hw articulad 14H1 
y 101 de la Cuasi! Lucida Paresias causiderucinues y ile cun- 
fanmdad á tu dU:i mamada par el señrr Agente Pisca* se re- 
suelve: Xa bpter lugar á la excepción de iueampeieuisiii de 
iuristlieciüú, can casias; regulándose |t« liauararias del daclar 
Julia II Etihegaray en la cambiad de eren pesas uncianales. 
Hágase saber— Kernaiida (¡arría Mantuna. A ule lat. Kniis- 
tiun C. Ferrari, secretaria. 

Caiiouerda la copia precedente enu el .íuin an^inal de su 
teína- (pie se registra en las páginas á U.TÍI riel Libra ¡litio 

Uesnl tartanes del ,1 tugad» Civil de > N imtciún; dny le. 

l'arrt las a ti Las liruia la presenta en Cardaba lecha ut supra. 

Fwixlntti Gi Fenttri. 
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Autos y vistos: El recurso d* npehieión interpueatu por el 
señor Kiseal de 0dMé*ií0 y tiaras públicas, de la resolución 
del señor Juca «le * nominación en lo civil, de fecha 7 de 
Agosto del corriente 0% W el 8,,bre acepción (lila- 

Loria de incompetencia .le jurisdicción, en el juicio seguro 
por los señores Joan Miotti y l-'ortunalo Alemand contra la 
provincia por danos y perjuicios por laque ae resuelve: «No 
Imcer lugar a la excepción de incompetencia de jurisdicción 
COK costas; regulándose lo* honorarios del d »etor Julio 1(. 
Lkheguruy en la cantidad de cien pesos nacionales.» Estando 
du acuerdo la sentencia apelada con la jurisprudencia seutu- 
■U por la Suprema Corte y por este Tri bu nal en easo^ nnúlo- 
os (Tilomas y Lloyd v. Gobierno de la provincia; AbriUt! 
de l!*H)«e la confirma con costas, regulándose I»* honorarios 
dnt doctor Echegaray en cien pesos nacionales, llagase saber 
y previa reposición . devuélvanse. -Cesur.-Pnsse.- Valde/..- 
aiite mi; Oírlos C, Pinto- 

Certilicn iiue la precedente cópia esta eoul'onne con el ori- 
ginal de so tenor que se registra en la pág. 118 del libéú de 
reaolnoíoaea de la Ksina Cámara de Apelaciones de lo Civil. 
Bo i'¿ de ello y para los autos, anuirían la presente en Córdo- 
ba ó M de Octubre de mil novecientos cinco. 

CYtrhs V. Pintos 
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liam .» Atr*i. Abril 26 da 

Suprema Cnrin; 

De las tmnst&ncitd de mitos se desprende que, 60 el «aso 
ocurrente, se Lia tü de unn cansa civil pin* i ti de ni n ¡ ¿ación ite 
danos y perjuicios que, los ciudadanos extranjeros don Juati 
Mintli y don Fortunato Aleiuiiud, nvencidados en territorio 
de la pruvinci i de Córdoba, entablan contra esta última 

Él art llk» de la Carta Fu ndQ mental del lisiado menciona 
entre bis cansas cuyo conocimiento y decisión corresponde á 
V K y á los tribunales ¡iilenores de U Nación, las une se 
susciten entre tina provincia y un ciudadiino extranjera. 

De manera que, «mi arreglo á este precepto cunslituciminl. 
la presente ileniandu caería bajo la competencia del fuero fe- 
deral. 

Y, can arreglo al arL. Luí de lu Constitución Nacional, re- 
salta que es procedente la jurisdicción originaria y exclusiva 
de V. E.j en todas las causas en míe una pro vi asía sea parte, 
ya lijare como aclara ó como parte demandada. 

Culi sujeción ii esta última cláusula de la Constitución, la 
Provincia de uta miada recurre ante V, B, el auto de U. 3Ü 
vuelta, cu cuya virtud el Superior Tribunal de Córdoba, con- 
tinuando el auto de fü. '¿0, declara que procede, en el caso 
Ktib jmlice, ta jurisdicción del fuero común del señor jueií de 
1* Instancia en lo Civil de acuella Provincia, La parte recu- 
rrente considera asi agraviados los citados preceptos de la 
Carta Fundamental de la Nación. 

Pero, si bien es cierto que, en principio y como regla ge- 
neral, la causa de que -se traía, debía ser sometida á la eom* 
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pete ocia exclusiva y originaria de V. K , de ncutrdn eun (ales 
mándalos de la Cmisii uicíóu. es necesario considerar i| m*. el 
fpjru excluye ule y originario de la Suprema Corte, creado 
por los citados arla, HHI y 1(U de la Carla Fundamental, ptft- 
cede rto rttiionre mtitt'rírr, sumen vnzt'm de la$ personas. 

Y, cuando se trata, CoiUO en el presente caso, de ciudada- 
nos extranjeros que litigan contra una Provincia, el privile- 
gio (jutí importa Ui jurisdicción originaria y exclusiva de V.K. 
i • j lis tilica en ana república en que la igualdad denioertiri- 
ea lia BHprituMa tueros personales, como una garantín al 
ciudadano eNlraugero, en prn del derecho de trentes y, á lia 
de hacer electiva su igualdad ante la ley. cuando litiga con- 
tra lu persona política de una Provincia. 

Sí como ocurre en el cuso sub jndice, los ciudadanos ti\ 
! ra ligeros lian ac adido al l'uern de lu jus liria ordinaria ile Cór- 
dnlnv, en lugar de prest' litarse á ejercitar sus derechos ante la 
justicia ledernl y originaria de V. i¿„ un cabe ia menor dada 
de míe los demandantes lian prorrogado la jurisdicción que 
estaudu llanada, como se. lia visln, en la calidad personal de 
Iiih litiga ti tes, es per rectamente prorroguble, como lo lia de- 
clarado V, K. en el tallo del juicio seguido por Rodríguez del 
Busto contra la misma Provincia de Córdoba, de Mayo 1» de 

K*ta prórroga «le jurisdicción, por otra parle, está autoriza- 
da por ley. I'ues el inciso \< del art. Vi de la ley uúiu. 48 de 
.Setiembre lí de IHIC», que le- ¡si a sobre jurisdicción federal, 
reglamentando precisamente, loa iirts. lOiJ y lf>l tle la Coiisti 
lución Nacional, declara competentes los tribu na les de provin- 
cia, para conocer de las causas civiles en ijue ciudadanos ex- 
tranjeros demandan á una provincia, tal como ocurre en el 
presente case. 

Por es las breves consideraciones, pido á V. K, se sirva con- 
firmar el auto de fe. di» vuelta, en cuanto declara, al cnnlir- 



di jdstiou hamohaL 'ÜG 

huí i- el da i*». '10, í[hü la presente en usa está legalmente radi- 
cada unte la justicia i'iiMitiii de la provincia dn í'úrdulia. 

.fu lia Ihtet. 
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B4«noi Aires, Janlu ¿i do IMNIi 

Visiosy OHi-adcrainln: l¿ne i-I principa» líeucral de la dncli-jun 
cntiaiitucinual es, iju*í en el régimen, federativa, de lie l«ner ca- 
da KMad" su propia iiflniitiislrarii'ut ittt justicia, ante la cuul 
dehcu ser j udicinhles sus auloridiides, caiilunnc ;í l¡ts leyes 
re» luiueiiinrias; cuyn principio e» el irnsa suhjudice, In sido 
emisíi^niilii par el arl. l"i d« l-i Canstí ilición Nacional y 10 
y l¡U>, í'iitistiliiciiíiii ilf la Provincia demandada. 

(¿utí ella un obstante, y tetina eveepeión tí ftf}.ue.l prittcípini 
los mismas Balados ¡il concurrir ú la formación de la Consti- 
tución General, lian dejada «at&lirteeiilo en ella, que en fiarlas 
cusas alternados p>ir las mus altas i:onviMi'tHiicuis públicas en n 1 - 
loción « la mejor administración de justicia y ni pi^reso ilel 
pnís, pueden ser demandados en sÜ8 rH (telones jurídicas, ftrite 
el mas alta ir i bu nal de la Nación. 

t¿ue dentro de la doctrinu que hmdn la excepción, están láfl 
demandad que las extranjeros ó loa ved ríos de «ítf*8 provin- 
cia* y aún éstas, Leudan iine deducir contra ana provincia; es 
tnbjeuiemlü las nrliVulms 100 y ÍOl de ta L'oiisUlueíóii Nacía 
nal, fine tai tales casos es coin pétente la .Suprema Carié ríe la 
Nación, con jurisdicción upíjíí liaría y exclusiva. 

Que sieii'lo de evidencia, ante la doctrina y la Instaría de 
nuestra legislación, i|iie la indicada exce peióu se ha hecha 
solo —en lu que Éocft á los extranjeros y vecinos de otra 
provincia— para favorecer ¡í éstos, asegurándoles mayar i ñi- 
pa re in lid» d al ser juzgados par tribunales ageaos á la pro- 
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▼incia demandada, queda fuera de toda duda que ellos pue- 
den renunciar ú ese favor, snpífiniiéiiító tói la excepción de 
la ley, y soinetiénduse al priucipiu jeneral de llevar X juicio 
a un Estallo, ante sus propios tribunales. 

*¿ue en tal caso, la calidad de extranjero ó vecino de otra 
provincia, viftnie por voluntad de las partes, á igualarse á la 
tlel vecino de la misma ó del ñau i una I une no tiene razón para 
demandar á su provincia ante oíros tribunales que los pro- 
pios, siendo a esto á lo que ha atendido el ine. ¥ del art. VI 
ley nú m. W estableciendo que la circn lista ncia de ocurrir los 
beneli dados ante un juzgado de provincia, ó de contestar ante 
él la demanda, importa prórroga de jurisdicción que priva 
que la causa pueda ser llevada ante Los tribunales nacionales, 
salve bis casos especificados por e! art. 11 de la misma. 

í)ue til establecer la Constitución, en la parte lina) del art. 
101, que en los asuntos en que una provincia sea parte, la 
Suprema Corte tiene jurisdicción originaria y exclusiva, ha 
querido decir que solo ella conozca de esas cansos, cuando sea 
llamada á entender por demandas de extranjeros ó vecinos de 
otra provincia, y con exclusión de otros tribunales inferiores; 
y de ninguna manera que pueda excluir á los propios tribu- 
nales de provincia, cuando los que podmu dudar de su im- 
parcialidad, quisieran ocurrir a ellos; ademas de ser raro el 
caso deque una provincia encuentre ventajasen ser juzgada 
por tribunales que no son los propios. Kullos. Tomo 14, p¡íj. 
415, par raío li nal . Tomo ÍH>, pa j, ¡IT 

t¿ue aplicada esta doctrina al caso sub judiee, se ve que 
habiendo ocurrid" los demandantes ante los Inhunules urdí na- 
ríos de Córdoba, y renunciado X los derechos que su cualidad 
de extranjeros les daba, la excepción de incompetencia de 
jurisdicción es improcedente, como lo han declarado el juez 
de l s lustaneia.y la Cámara en lo Civil en la sentencia ape- 
lada- 
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Que I» jurispnideueia de esta Corte al respecto, ha sido 
i-oiistaiHe, y en uin",iiim de lo» numerosos casos citados pitrel 
apelante, en 2Ü instancia, se ha resuello lo contrario; siendo 
de advenir que si en el caso de Mendoza liaos, contra la 
Provincia de San Luis, corriente tí la pñ¡¿. 85 del Tumo 1 ', 
se desechó U excepción de incompetencia ded -luida por dicha 
provincia, era porque la Corte declaró que SU jurisdicción ori- 
ginarte procedía rattourr tnaUriíf. 

l»«r estas consideraciones, y de acuerdo con lo expuesto y 
pedido por el señor procurador general, se continua con cos- 
ta» la resolución apellida.— Notillquese original, .V repuesto el 
papel, ile vuélvase. 

A. Hkhmkjo.— Octavio IÍinük.— 
Sica son O. uki. Sui.au.— 0. Mo- 
TAffO (Jacitka. 



CUSA LV11I 



C!i¡¡<(n t*'ifNtt PuBcml tin autos ron Pauts p /Ym»7ih y f-'* 1 . v m 
inf rütxwtl á f't ley de tnurcax dú fáhriea. itertti **t de re- 
thivn dednt Uh ti*' hrrho. 



Sumario;— Al prescribir el art 4" de la ley núm 4G55 que 
ten los casos que con arreglo á lo establecido en el art. 551 



ifel Migo ile Procedimientos ru lu Criminal pro irA* el re- 
eursoite revisión contra lu sentencia ile las Cámara* h-Jera- 
les, la Curru Suprema oimumuf£ ite dicho recurso p.,.rapel ición 
nu ha ponido referirse tun soto á muidlos en i|i*e por mis 
sea procedente la .limi lm:í <iri de tina senteneiii situí 
«ii general i; tus casos i|iie se pretendan omi pi>md Uím m 
los término» iJtsl mencionado artículo .Vil. 

RHUttlTU 

ifitprt'ntti Vnrlv: 

t'ascnal tVipamli^ny miiil ¡riiyeMn 4»ittÍMÍil laeaíteClia- 

pS) i» inint. Ilüánfcft V K. presento y il%ii: 

(¿ni- y«ii|?o ¡i ¡iitiípfiiíiter unte V. I-: el remití*» n> rjiiejn 
contra una resolución de l-i Kvma Cámara Keilernl i|ue me 

deniega el recurso «le apelación i)iie : • eihi interpuse enutra 

«u t« 'I ií¡n,iiriN del de riM-isi.Mi reeáida eit ttiía euiisaijiie 

mi' fttgiten toa señores l'uut.s. IVmdia y {]< por infracción ;i 
la ley ti« mu reas. 

Los antecedentes sito los si^uienles: ante e» .Iiie/. l'Ydenil 

doctor Astíllela s siu (( ¡ t i 11 t it4 cansa por inlrm-eióu á la 

ley íltioi &ÍÍ5. infracción consistente en lia limóme en con. 
trndn en mi cosa «Oran Hotel Vnsennin» seis bijiritas ih> 
Bgtin K niiiiliiri" ( |in* resitÍMii!tiri ser lalsiliendas Efa mi defea- 
.sa lii^e valer ta buena Cede mi parle y además, ifá las noticias 
amplia* y completas sobre el nombre y domicilio de la per 
soná fjae hié halda pi-ne arado dicha* botellas. iMiui¡t|fetiilf1 
asi ln dispuesta por i'lari . r>X di- la ley referida íío obstante 

luí e leñado por el Jaez hVileral á la pena di Úm meses de 

arresto y sus accesorias fundado únicamente ni que no ha- 
bía presentado al .1 uzeado a la persona que me vendió las 
botellas Ueeiirri esta sentencia y la Cámara Federé! la COU- 
li rniií por sus l'i ni <l;uioo¡ los, 

A hura bien, mérito ipm mi contiena se basa en la uo pre- 
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smitaríóti del cunvtlin , y i[»ti impii |iu«Ltir¡i>ritia>l a rila dioonlu 
prisoua del misino, entabló anLe la Cámara redera 1 el re- 
un rao de re v Unía íjije autoriza el un. 55 J del Giíü, Proeeilj 
Criminales ••('redunda presentar á la persona referida, reourao 
al uuat nú nu me !n lirulio lugar Uauieady apelado de esta 
resol ue lúa para ante V. B¿ de acuerda caá ej art l de lu 
1-7 ile 11 dr Kuero de i'Ji JJ, [.¡un poco se nut lia hecho lugar, y 
ru Loares, tUt'iitu imlii ©jto, | Jt * i en ido ijue recurrir dirrcln- 
nn'iiie unir V. K. ¡i eteetu de i|ue declarando mal denegado 
rl recurso t\u apelación, se pronuncie? sobre ta procedencia ó 
improcedencia del reeui'su de rev'Uiún, 

Pido a V K ijitr eou la urgencia del cuso sulidtu del In- 
feriut' los informes pertinentes, pues aun cuando lie subida 
qm reden el sáhadn at; lia díctalo id anta dcncgaiorío refe- 
rí !>.. team la K\ma Cunara I'(mI«'i-iíI devuelva !• us autos 
al Juagado de su í>r«eedeHtíi« ;uiu<> de qm V. K. soljeíie lu 

ivmt.<ióii dr las aillos. 

Ruego á V. K, ae iifVM pr iveer dr muloi-iiudad 
Se. ni justicia. 

¡'<ts»mt} (^¡-lutifiyttif 

Su /tri' mt t Ünrti*: 

Hvííq» inda rl iiit'oriu u íoli ni * 1 1 par V. K. , %1 ,.| mnirsu (te 
liwlm interpuesto por don Pascua! ('apandi-nuy .'<i el juicio 
»|<io le siguen l»aa|s. l'riielm y C», por l'ulsilicuóidi dr muren 
delta man i Testar .í Y K. lo siguiente: 

Los suflore* l'aats, Pnieh.i y C\ anís» ron á los señores 
Cipau L-ny üaniteoelie y (!■. uule id señor .Imv, Kederul iUoj- 
tur íVsiijSiicta por Iñlsilicnciáu de marra. Tramitada la causa 
con todas las formalidades de la ley, Tin- tallad* p.ir el seíiur 
Jur/. I-Vd«?rul n Mideun mío á hisrnul ('apuiidcguv ú pa-ar una 
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multa da cien pesos nacionales y á sufrir (loa iu eses de arres- 
tu mas las costas del juicio. Apelada la sentencia fue con- 
firmada con costas por este Tribunal. 

El señor Pascual GapanUejí"/. iMfcéfcpiüd tít V&W® ,le re * 
visión, apoyándose en el art. 551 del Cúd. de Procedimiento 
Criminales y el Tribunal, no hizo Lugar, teniendo en cuenta 
que el caso presente uo era el del inc. *• art. 531 del Cód. de 
Pmceil. Oi mi ¡mies. Capntideguy apeló de este auto para ante 
V. E. y el Tribunal, no bizo lagar DOnsitl erando que el oaaiü 
uo se etteiMitraba comprendido en el art, 1 de la ley núin. W>">;>. 
Ks cuanto tengo que informar a V, B. ¡i quien, I>ins guarde. 

Aun* l I>. Bojtí** 

PALIO UR LA StlfUBMA COUtK 

Vistos y rmi-sidi-mmlii; (¿m: al prescribir el n ir . i - de la 
lev uüttL, ÍÜuS ipie *en loa casos qué 00)1 ¡irre^ln á lo esiable- 
ciilo en el artículo 551 del Código de Prueediiiiii-iiius i u lo ('ri- 
intnal procede el recurso de revisión contra Ule sénteiiuias de 
las Ctima roa Federales, ludirte Suprema conocerá de dicun 
recurso por apelación,' no lia podido referirse tan solo á 
ai |iiellos en que por sus auiritos sea proceden le la anulación 
ile una sentencia, sino en general ú los «asna que se preten- 
den comprendidos en los términos del mencionado artículo 551, 
«o m o sucede en el f¡ab j mi iré. 

(¿ne por otra parte, ni el artículo i- ni el 18 de la misma ley 
núm. íi>55, lian limitado el recurso de apelación a las reso- 
luciones en que se Iniga lugar pnr las Cámaras Peder» les á 
lii anulación ile una sentencia, negándolo ;ai estas resoluciones 
son contrarias & los condenados. 

(¿ne es indudable que el objeto del recurso extraordinario 
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de • j u e se Lnmi lis* sido el de favorecer á los reos que sufran 
una condeua injusta; como loes laminen ijue el rechazo del 
reeurae ocasiona un perjuicio irreparable. 

«ualo/iicr iluda acerva iJc la vurdudei'a i iif eligencia t J e 
Ins artículos ty 1H recordados, debe resolverse en lavar de los 
recurre tues. 

l*or estos fundamentos, nido el señor Procurador (Jenerul 
se declara nial denegado el ic.Mtrsu de apelación referente a 
tu revisión interpuesta: en sn consecuencia, oficíese, ordcnan- 
tlii l;i remisión (tu los autos, con noticia de las partes. Nnü- 
fnitiese con el original. 



Al m rtvl a tlmi Mu i tuto ;/ su ttsjitwi ,'ftt( ¡t tu están) contra ct 
Cftiiii-rno Xa rio nal, por cobro tlt' pesos 

Smitario—l" VA Congreso eslií habilitado para eslubleeer en una 
ley las con di chines del re tiro ó con versión de los I ¡tu los de 
deuda pública omitidos por el litada, en términos obligatorius 
para los tenedores de los mismos y para el 1\ Kjeculivu encar- 



A. liKiniKjo.— Nicahoh G. waSo- 
i.am. — M. I*. Daimc — ti Mo- 
ya mi (¡M'III'A. 



CAUSA I.IX 



ÍÍ3'1 FALLOf UB L4 IONU1U OOltl 

gado de efectuar la coaver*i¿i> (art. 07 iue. i¡« de l¡t Cunsti- 
luoiún Napioualj. 
2 Tratándose de la unuversuín y reemhoUu de titulas de 
deuda pública en las cmidiüiouea especmlmeule establecidas 
pur I» ley uúui. "¿153, cureceu de aplicación, en el cuai», 
la ley de iuenuveraiúu ftaui. 17:ii y la jurisprudencia de 
1» Suprema Corte cfiiiaignada en las rallas pru ti un ciadas 
con motivo de la uplicuuiúti tí inierpreLueiúu de lu 

laisuta 

Ü7f|.<«: -Resulta del siguieuie Ta! Ni. 

BKKTRSCU DK|. JOB? lili 8KCCII)» 

iSucnu, Aires Feluero Al de IHtrt. 

Vista* Ití.s presentes antas, de cuy n estudia resalla: 
l¿uc ijpij K ni ti cisco A. Mac i «I, invocuudu la re prese (Unción 
iji! la sucesión de il< mi Mar i aun A W arada, y su esposa duiia 
Rosalía L'sel de A Iva rudo, instauró de manda urdirían a contra 
el Kvema Oubiernq <U- la N ttíuiu, para (iue en su oportuiíí- 
d.id se le cundennra á pagar $ '¿5.800 ftttííteé de á 17 en üaV 
z ia y de l y -i tercias de gramo de ora de 1MN1 milcsimus de 
ItiM" d>* cada peso, can sus iutereo's desde id I' de Huero de 
lm\, liustn el din de pagn, previa deducción de la» samas 
eul regadas, fundado eu b»s siguientes antecedentes: que la 
7!) de Id de Noviembre de arM ..olios titulas de dunda 

pública cu pe sus fuertes de 17 cada onza de aro, y i¡ue ai 
emitir ésos pupelcs, la Nación m: reeauariu dfidtu'u pur pesos 
fuertes del lipa indicada; une la ley U'HI. de de Nnvieui- 

bilí de IS4I, vaiió la li.iv ta ílaria de la república y lijó 

cama pairó ii el pesa de uru de l "¿ruma y i>\~"> diez. iiiiIiÍsííudh 
es decir. cosa de uienns de oro que el antiguo pean fuer- 
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te, y declaró que Ins monedas fijadas por ella serian para 
ennet lar todo contrato ú obligación, á no ser que si bubiera 
estipulado expresamente et pago ¿ e una oíase de moneda: 
que porelart. ll.se disponía que los «un tratos existentes se 
cancelarían en moneda naeíonal por su equivalente lomando 
por base el título y peso de la moneda. 

(¿iie basado en esa nueva unidad munetaría, el Itanco Na- 
cional emitió billetes pagadero* al portador yá la vista por 
oro, y por la ley de 15 de Octubre de 1885, se autorizó la in- 
conversión de tales billetes; y se le declaró de euro legal. 
4¿ue la ley t.^Mi de (¡de Noviembre de 188S, dispuso el retiro 
de los títulos de deuda de lHt¡;i, y su rápida amortización 
extraordinaria en las épocas en que el P. K. designara y por 
decreto de (i de Febrero de IS1> el I*. E. reglamentando la 
ejecución de aquella ley, lijó plazos para la amortización y 
dispuso que el |tago de dichos títulos, se efectuaría en mo- 
neda de curso legal, por el vuloreBcrito del respectivo título. 
Que desde 183!), sus representado* lian estado gestionando 
el pago de sus títulos de 18tW, pero, siempre se vieron obli- 
gudos Á aceptar esa forma de pago, pero sin dar carta de 
pago y dejando á salvo sus de recito» para gestionar el resto, 
percibiendo $ 51.5tW,IO cent, previa protesta hecha ante el 
escribano Roverano. 

Corrido traslado tie la demanda instaurada, fué esta eva- 
cuada á f- '¿1 negando ante todo que los actores puedan aco- 
jerse ú los beneficios de la ley núiu. U!Í5'¿, para demandar á 
la nación, pues, de loa antedente^ de la propia demanda, re- 
sulta que sus pretensiones fueron desestimadas, primero el aiVn 
1H!*:>, y después en 18!N¡, á mérito de las consideraciones que 
sirven de fundamento n los decretos de 3 de Junio y 11 de 
Mayo de dichos artos, y que desde luego, las resol ucioues 
dictada* han pasado en autoridad de cosa juzgada adminis- 
trativamente. 
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Que la ley arriba indicada, no rij;e paru asuntos que umim 
el [írese ii te ha estado rallado eun anterioridad á su promul- 
gación; perú entrando al fundo del asunto, pide el rechazo 
céneoslas, de la acción deducida pnr las fundamentos de los 
decretos de Ib referencia* 

Que recibida la causa ú prueba par í la jiisLilieaeinn de 
los hechos cuatro vertidos, se lia producido tu que expresa 
el certilicftdo del sennr secretario de f "¿H, sobre cuyi) móri- 
tu ae lia presentado el alefato «le f« ¡&¿ aun todo lo que, v el 
llaiuaiuieiuu de autos, la causa lia quedado en Bstadu de 
fallo deiinitivo 

V Considerando: 
l¿ue trabada la liti* en loa Itiruiinns expuestos, ci>rrespnn- 
de al Tribunal, antes de entrar a resolver la euestiún princi- 
pal, ocuparse con carácter prévlo, de la defensa npuestu por 
el uiiuiaterio público, ó sea la taita de acción en los actores 
para promover su demanda, 
(¿ne resolviendo dicha incidencia, tenemos, que la ley nú ni. 
al indicar ú establecer Ins requisitos para poder instau- 
rar una demanda de natunile¿*i civil contra la nación, no ha 
designado época lija y precisa, dentro de la une deba ella ne- 
cesariamente iniciarse, ni menos lia limitada sus benelieios 
á casos concreto! ó determina hn, y p;jr lo tant-i, dado sn 
tenor y espíritu, debe ra/ionabl emente entenderse qnu ellos 
alcanzan ú tudas aquellas personan que en la épnca de su 
«a iiu'u mi su encontraban ya en las condiciones exigidas por 
esa ley, vule decir, que sus gestiones al ministráis vas habían 
sido desestimadas; de haber sido otra la mente del legislador, 
hubiera expresamente amaitinado en la ley esa excepción. 

PW mra parle, la cosa jomada atesada por el Ministerio 
Fiscal, carece lie razón le-jul, e* infundada, cmirn que esa 
defensa la ampara únici, ú sate la* nenleimi u prenunciadas 
por los jueces en juicio contradictorio. Ley 1». titulo -i'i, parí. 
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3 a , ó como to dice Honnier:— Tratado de la» pruebas— ni» hay 
autoridad de la cosa juzgada sinó en ciiautu hay mía sen- 
tencia pieriamente dicha, es decir, decisión del juez en ma- 
téria contenciosa. 

Los actos de jurisdicción graciosa no son verdaderas sen- 
tencias; «por tanto los demandantes han tenido perfecto de* 
recito pura promover el presento juicio, acogiéndose ú los be 
nelimns de la ley mito. 3052». 

4¿iie dada la forma como se lia instaurado la acción y tra- 
bado la litis contesta tio t la cuestión de fruido queda concre* 
tada a saber y resolver acerca de Ja clase de moneda en 
que deben pagarse los Ututos ó obligaciones creados por la 
ley nú ni. 7¡i de 1(J de Noviembre de IHíl'i, convenidos por 
Hard Dollars. 

Que ambas partes litigantes, se hnllan en perfecto acuerdo 
en reconocer que los tí tu los creólos por esta ley eran paga- 
deros en pesos fuertes, si bien el gobierno de mandado argu* 
ye que el retiro de ellos debia hacerlos en moneda de curso 
legsl por su valor escrito, de acuerdo con el decreto de de 
Octubre de 188£>, reglamentario de la ley. 

Al cambiar la ley de 5 de Noviembre de 1881, la base mo- 
netaria «fe la república, lijó como patrón el peso de oru de 
1 gramo, ftl'ií) diez, milésimos; y dispuso que las monedas crea- 
d ib «erviriun pura chancelar todo contrato ó obligación a no 
h «berse estipulado especialmente et pago en una clase de 
moneda determinada. 

<¿ue con arreglo al art. H ile la ley de ió de Octubre de 
1885, sobre i ncon versión de billetes de banco, los deudores 
de moiieda nacional oro quedaron facultados para pagar sus 
obligaciones en billetes de curso legal por su vaW escrito. 

(¿ue siendo esta disposición legal de carácter excepcional 
como lo tiene resuelto uní formemen te la Suprema Corte Na- 
cional, debe ella ser interpretada restrictivamente como con- 





940 



»4i.lo« oí la HHUUM ofttn 



traria al derecho común, y por ln tantu, en el voeablo moneda 
nacional om, solo debe comprenderse las mouciafl de esta clase 
creadas por la ley de r> de Noviembre d* 1881, vigente en 
1885, y tío e) peso fuerte creado por la ley de "¿11 üe Septiem- 
bre de 1875, que tiene carácter de moneda especial, de eon< 
tWmidud con el art. 3 de la ley de iñ de Octubre de 1885; el 
paso Inerte demonetizadu pcn lu ley de 5 de Noviembre de 
1881, no puede ooii futid ¡rae con el peso oro moneda nacional, 
pues el primero es una monedtt de oro eon peso de 1 gramo 
y dos tercios y ley de !KX1 milésimos de fino (art. 1" ley de 
21) de Septiembre do B7:»). y el segundo, solo emitióte L gru- 
luny bT-íU milésimos de gratan de orn y titulo de íKWniílési- 
ums de II un, misma ley, Ututo 'Jil, pág. WH, fallos de la Sn- 
preaia Corte Nacional, 

De acuerdn üuq Iti jireceptuado por el art. 77 1 del Cód. 
Civil, el deudor debe entregar al acreedor la misma cm& a 
que He obligo, un estando este obligado á recibir una (¡osa 
por otra, y desde luego en el caso mth jndiri\ s»ln cumple 
con su nbligueit'm el gobierno demandado, entregando la mo- 
neda especial convenida, ó equivalente en uiouedu; art. U~j:í 
del mismo Código. 

<¿ue el decreto reglamentario de la ley núiti. '¿^Hj, de fecha 
(i de Febrero de 1HHU. carece de elicaeia y valer legal en el 
iíntldú de alterar la tt inua de pago pae latía en los litólos 
Oreados pü* la ley de 1(1 de Noviembre de 1HU:¡, en razón de 
que las convenciones hechas etj los contratos lo r man para las 
partes tina reglu á la cual deben someterse eomu á la ley 
mis ni a, art. l'¿31 del ÍJód. Civil U'fjcm Contráctil m dedil y, 
porque un encuadra en la vulnulad de uno de !<>s contratan- 
tes dejar sin electo ñ al (erar las c m van cuines libre me ale 
celebradas, desde que los conirulos obligan á ludo lo que está 
fnriiialiueuie expresado eu ellos, y porque el eleiiieut.nl que 
nadie puede nblígar á otm á hacer alguna cosa sin hubcrse 
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constituido u ii de recluí es pedal al electo; áitf, código 
cltail». 

l*»v otru parte si bien «I Poder Üjeeulivo Namonul, tiene 
facultad constitucional para expedir iiintrnuiHones y regla- 
mentns que sean necesarios para la ejecución de te yus de la 
unción, tí.^íts facultades no pu-den tener el efecto de alterar 
el espíritu de esas lejes con excepciones reglamentarias; arL 
H(i \m I - de la Constitución Nacional. 

Por estos fundamentos, y demás concordantes aducidos en 
el escrito de I'. 8, deli ni ti v amenté juzgando fallo: Declarando 
que él Kxmo Gobierno de la Nación, debe abonar á ln suce- 
sión de don Mariano Al varado y ¡i su esposa doña Hosalia 
Uset de Alvarado, $ .v¿.h*mp fuertes, importe de los títulos que 
se le entregaron, según n;aulta á \\ 7"« vta, del expediente 
agregado, ó sii equivalente en moneda nacional, según su 
valor corriente eu plaza, el (lia del vencimiento de la obli- 
gación, ó sea el ;U de Diciembre de lHHíí, en que debió ex- 
tinguirse la demla por la amortización, de acuerdo con 
el decreto de ti de lebrero de IHttít. con más sus intereses 
ú estilo baucario, á contar desiie lu interpelación judicial, de- 
hiendo deducirse de aquella suma los $ 5t.5il0 e.in It) ceuta- 
vos i'Vn. percibidos sei'ún recibo de t. 75 vta. del expediente 
iiidicajfh, hí ii especial condenación cu costas, pnr im encontrar 
mérito el tribunal para imponerlas al vencido. 

Molifiqúese unu el origina! y rep. h# sellos. 

Afftifttin V W i mirra hi , 

PALLO DB LA OAHARA FKDKKAL OH Al'KL'i.ÓN 

Rúen»* k\mt, Dielorab™ 21 tic I9W, 

Vistos y Considerando: 
I ■ Que habiendo los herederos de don Mariano Alvarado 
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y su esposa dona Rosalía Uset de Al varado, reclamado el 
pago <le § ruertes y sus intereses, cu razó míe poseer 

por este valor títulos de la deuda interna creados por lev de 
Noviembre lü ile 18.Í3, el Po.ler Ejecutivo, por los decretos 
de junio 3 de 18.43 y mayo 11 de de 189o, ordenó que por 
el valor escrito ile los títulos se hiciera el pago en moneda 
de curso legal. Fundóse principalmente el Poder Ejecutivo 
p;tra ordenar el pago en esta forioa, en que los títulos de 
18<i:j debieron ser retirados como lo dispone la ley uúiu. 

y en que el art. -i del decreto reglamentario de febrero 
ti de IttW, dispuso que el pago debía efectuarse en moneda 
de curtió legal por el valor escrito del respectivo titulo; 

2¡» Que el fundamento aducido en la resolución guberna- 
tiva para el pago en la forma ordenada, carece de tuerza 
legol, porque la ley de noviembre Uí Je IHiM. creó una emi- 
sión de títulos ó fuertes, de $ 17 en onza, la que importaba 
crear un titulo oro. Por oirá parte, la ley núiu. %m que 
ordenó el retiro do estos títulos, dispuso en los art. %* y 3', 
que el retiro se Haga pagándolos á la par, con el uro que en 
el Uan*> Nacional existía, procedente de los bancos garanti- 
óos: ley mú art. U". 

Ka presencia de lo ordenado en estas leyes, el decreto deC 
de febrero de 1889, no lia podido válidamente disponer -que el 
retiro de loa títulos de 1804, se hiciera en motiedu de curso 
legal, sin tomaren cuenta las diferencias de vnlor monetario 
porque se viola lo dispuesto en el art. Hii, i no. 3? de la Cons- 
titución Nacional, 

Que de acuerdo con los decretos mencionados del Poder 
Ejecutivo, se li'izo la liquidación del crédito de la sucesión 
Alvarado y resultó 1.. suma de $ :>1~híü de curso legal. Esta 
cantidad según el informe de la oficina de crédito publico, fue 
recibida por el apoderado de los actores, en 12 de Noviem- 
bre de L8Ud, y en el mismo día, ante el escribano de esta ca- 
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pital don Agustín Ilovernno, hizo extender dicho apoderado 
ii 11» escritura iln frutea iu por la difereuciu «le valor ijne re- 
gulaba en contra tJ** lu sucesión, en'rnzón tle la moneda con 
que se hahia pagado. Expediente administrativo, 1's. 7o y 7W- 
i' Qué faltada \ii demanda judicial, que por la cansa ante- 
dicha instan ni lu sucesión Al varado, el señor IMwurador fis- 
cal, expresando Agravios, alega prescripción, pt>r estimar que 
la demanda que se lia tramitado, importa una aceeión de 

Perú del texto e intención de la demanda, nu resulta eslo 
siin'i la neeitui que se interpone puní hacer el cubro ile uua 
suma de dinero, luuiiifestund" que sola se lia hecho mi patín 
parcial, y se apoya el derecho invocado en iíl art. ISl.l del Cóit. 
Civil, re I eren te á la naturaleza ile l:i gestión. 

[ "i i r ello. Corresponde establecer que nu se lia producidlo 
la prescripción, pues siendo el rccliimaü¡i un dereelm [ler.-io- 
mil, sól.i poilrin, lo i]iie en la actualidad no procede, apli- 
carse el art. Wli del Código Civil 

5° (¿ne tampoco es aceptable la impugnación que l'i trinó- 
la el sertor lYocu rador Fiscal, porque la sucesión A Iva rail o 
no hizo salvedad ile derechos en el texto ilel recibo del dinero 
que se le entregó, y porque considera sin Velar la escritura 
<le protesta, por no haber sido uotilicaila al gobierno* 

No tratándose de la prueba ile un nuevo contrato, entre el 
gobierno y la sucesión, sino simple mente de determinar cual 
era la volunlail de esta al recibir una pnrte del dinero que 
babia reclamado. porque el gobierno mi le quiso entregar 
más que esta cantidad, no puede inducirse del soto hecho 
de la falta de salvedad en el texto del recibo, la intención de 
una reiiutiuia de derechos de parle de la sucesión, porque to- 
das las demás circunstancia» indican lo contrario. Seria tan 
violento, como arbitrario, suponer que un derecho que ha si* 
do durante 7 artos reclamado en diversas gestiones y que en 
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el mismo dia del pago parcial s* ratifica ante un funcionario 
encargado por la ley de dar té pública, ha sido ren iniciada 
]Mir consentimiento tácito del protestante. Al respecto, el 
Código Civil es terminante; dice eu el art. 871 «que la inten- 
ción de renunciar no se presume, y que la interpretación de 
Ui8 actos que inducen 4 probarla, deben ser restringidos. 

i J or estos fundamentos y Us de la sentencia apelada se 
conliriua cnn costas, 

Nittifíquese con el original, devuél vaae, debiendo reponerse 
los sellos ante el inferior. 

Aif'tstin (iartiu,- Atiffit D, 
Hojas. — Angel Ft-rreira 
Cortés. 

rALLO DB bA É i'ltKUA COltTK 

Buar.ui Airet. Junlu 2: de 190*. 

Vistos y Considera n 

1" (¿ue después de vencido el término señalado en el «viso del 
crédito público, corriente a fs. ti del expediente administra- 
tivo, para la conversión 11 uto rizad a por ley mim üióü, don 
Mariano A (varado s<i licitó el enoje de sus títulos de la ley 
núm, 7!» comercial mente deniiminadits llnrd Dollnrs* canje 
que no futí posible realizar por estar cerrada ya la emisión, 
segiin lo expresa la comunicación de lu casa; «Stern Hrothers», 
de Londres, y lo lince constar La resolución ministerial lecha 
H de Junio de 18ií¿ [\'s, lti, tJ vta. y ¿H vln, expediente admi- 
nistrativo agregado). 

¿M¿ue terminada así la gestión del señor Al varado sobre 
canje de sus títulos, pur h>s de la nueva amisión, con la cons- 
tancia de la imposibilidad de realizarla A en osa de su presen- 
tación extern pura nea, la sucesión del mismo se presenta dos 
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nüos después, en octubre de 18í>l. solicitando lii liquidación 
y reeiulmlsn en aro sellado, de los mismos títulos y después 
de oponerse A la adquisición en el mercado de loa títulos de 
nueva creación, aconsejada pir el crédito público como me- 
dio de verificar el canje, insiste en el pago de BU crédito eu 
monedti nacional oro sellado (fs. 7 y ti vía. y :W, expediente 
citado). 

'.\ a Oue esta nueva gealtón díó tiriten :i las resol ucíunes 
administrativas de 3 de Junio de lHíft (fe. H8),y II de Muyo 
de 1896 {fa. 70), a mérito de las cuales con fecha Vi de No- 
viembre «le ia i HJ,1a anees ion de Al varado, en pago ue 52.800 
pesos l'uerles, en Lí lulus de la ley núin. 7», recibió la caulidad 
de$.">l.. r >0O ui'ii cnti 10 centavos, como conata á fs. 75 vta., 
siendo eaas resoluciones mantenidas por la de 21 de Mayo de 
líHU, motivada por la une gestión que inició la sucesión 
de Atvarade en 10 de Diciembre de IHUO, sobre pago déla 
diferencia entre la suma recibida en billetes y la correspon- 
diente en oro sellado {fs. 84 y 8H, expediente administrativo), 
■i" t|ue pttra justificar el retardo del señor Alvarado en la 
aoiieitud de canje de sus títulos por los de la nueva emisión, 
retardo que imposibilitó la operación no basla la comunica- 
ción de fs, 17 al administrador de aduanas de Rosario, de 
de fecha *¿b de Septiembre de 1HH4», pues de ella se infiere que 
tenia noticias de la ley de con versión de Junio 'i, de ese arto, 
y ile su decreto reglamentario, al manifestar, que «los tene- 
dores de loados públicos naciouales del arto Ü3, pueden con- 
vertirlos en deuda esterna ó recibir su. impone en billetes», 
y ese decreto establecía que los tenedores de títulos podian 
presentarse á la junta de Crédito Público Xaeional á solicitar 
el canje por los nuevos títulos de conversión de 3 y 1/í n A> 
(art, i" decreto de Ag.islo :\ de 18ü:í), y «i en esa fecha se 
hubiera dirigido á la expresada ¡unta, habría obtenido el canje 
que reclamó después, 
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.V (pe en ese misino decreto, reglamentario de la lev núin. 
¿¿olí, se bubia establecido relm i vilmente ¡il reembolso, lo si- 
guiente; art. ¿" los tenedores de títulos i|ue DO a-epten la 
conversión, en lus términos de la ley «le '¿8 de . Ionio de 1889 
podrán prosmitarliH desde el diattl de Diciembre de 188 », ú 
lit oficina de Crédito Público Nacional, para que les sea abo- 
nado sn importe en los términos del decreto de (i de Kebrero 
ppdn. 

Kl i n l eres de los fondos no canjeados dejará fie correr 
desde ln dicha fecha til de Diciembre de 188!*. 

tir (¿ue en ln imposibilidad ile verificar el canje de los attt- 
tignos litólos por los de ln míe va emisión, era llegado el ca- 
so de cjtifl el Poder Ejecutivo efectuara el reembolso do 
iqriSniü, en la forma o^ah1eui«1:i por k ley núm. 215$ «i* 2 
lutiú de 1889. 

7"<¿ue siendo tina de las atribuciones del Congreso, arre- 
glar el pago ile la deuda interior y exterior de la nación, 
ese poder público estaba habí litado para establecer en la ley 
las condiciones «leí rehiro ó conversión, di- loa títulos de 
deuda pública (jue minia emitido el KsUdo, cu términos 
obligatorios para los tenedores de los mismos y para el Poder 
Ejecutivo fine debía efectuar la conversión, (art. (17, ític. (i* 
Constitución Nacional). 

8- t¿ne el art. I" del contrato celebrado por el (¡obierno 
Nacional .con la casa Steru Uroibers de Londres, aprobad * 
p,ir ley núin. 'M:»:s de 2 de .lnmt> de 188!). para la conversión 
de los litólos de la ley Jiúm. 171) de Mde Noviembre de lHi^í 
(JUniiso !•• siguiente: «Los tenedores de los títulos anLi¡rmis, 
tendrán opción de canjearlos por los nuevos sobre la base 
establecida en el artículo anterior, ó pedirse reembolso, según 
las disposiciones actualmente en vigeucia. 

H (¿ue las disposiciones en vigencia al dictarse la ley nú- 
mero 4153, ú las une hizo referencia el legislador, fueron 
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aquellas con arreglo á las cuales se estaba Jiíiciemto «1 retiro 
de esos títulos, ordenado por ley iiúm '¿iiH¡, ti senil las dtd 

decreto lie l> de l'Vhren» tle 1 881 1. que cu su art.:i", e< i se 

expresa eu ln demanda, diejpttttO qué el pago se efectuaría en 
moneda de curso legal por el valor escrito del respectivo lililí» 
[t. 10). 

10, l¿ue de los antecedentes legislativos, se infiere que si 
H legislador, en vista de tu resiste inda de loa tenedores de 
títulos Hard Dollars, respecto al reembolso en billetes di* 
en rso legal, consentía en el canje de los mismos p<'i* nLrus títu- 
los en oro sellado, en ln proporción de 10-1 l '-f pesos moneda 
nacional oro, ó SU equivalente en libias esterlinas porcada 
eien pesos fuertes, con un interés de ¡1 \íl y amortización 
por licitación si el título se cotizaba abaje de la par, y por 
sorteo y á la par cuando el titulo se entizara arriba de su valor 
nominal, con más la reserva de alimentar el Iñudo a uno-liza ule, 
rechazó, sin embargo, el reeuibulsu inmediato en la misma 
proporción, y en moneda de oro, y pololos admitió con arreglo 
tá las disposiciones actualmente en vigencia» ó sean, tí las 
del decreto de U de Febrero de IHHU, es decir, en moneda de 
curso legal por el valor del respeelivn título (arta, 'i\ 3*y 4", 
contrato con la casa '-Stern Urotbers, de 11 ríe Julio de 
Diario de Sesiones — Diputados, iHHíl, I, páginas l<i;i, lili y 
siguientes). 

11. (¿ue era esa La forma de amor ti /ación á que se refiere el 
«nútralo, aprobado por ley nú ni. '¿lo3, con ¡a expresión: «dis- 
posiciones actualmente eu vigencia», lo bizo constar el repre- 
sentante del Poder Ejecutivo que balda intervenido eu la re- 
liaeciéq del contrát», no solo en el preámbulo del decreto de 
II de Junio de !8Hit, que'suspendió pruvisioiameule el retiro 
de los fondos públicos mencionados, sino también en ta dts- 
cusUm del proyecto aprobatorio, cuando decía: * Así es que, 
be«lia esta operación de conversión, si bay algunos tenedores 
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de //uní Dallar* que no quieran convertir sos títulos al ¡S I i. 
como se propone, eí Pn/li't Ejecutivo rolreni á tiautat\ ¡mt'tt <¡tw 
sean payadas un fu forma en ytte untes üíí haría* (Homo de 
Sesiones citado, páj;. Lili). 

l'¿. (¿ue así efectivamente lo verificó, dictando después de 
promulgada lo ley, el decreto de '.i de Adusto de [HHit, ijue 60 
bu urt. '¿" admitía el reembolso en los términos del decreto de 
lí de Febrero ppdo , ó sen, eo moneda de curso le**ft|, pitrel 
valor escrito del respectivo lílh lo. 

lii. t¿i)« como se vé, el legislador, al sancionar la clausula 
expicsmla del art. V' del contrato con la casa • Steru Ifrnljie?»», 
tenía en vista q lie esos títulos serían pagados eil ííi forma en 
qtiú antes m> hacia y lia sido reconocido por el gobierno numo- 
nnl, y por el demandante, que esa furnia era la que establecía 
el detireto de i i de Febrero de ISSII; por el primero, eo mus 
decretos de \ \ de Junio y de :i de Agosto de \m\\, y en la 
discusión del proyecto, por el segundo, en su escrito de deman- 
da, cuando expresa lw siguiente : <KI decreto (se refiere al de 
(1 ríe Febrero de JHHSi) lnvn corta vida y unuf l ¡mi taita a¡>!¡- 
ración, por las continuas objeciones y resistencias que levan- 
tó» (fs. 10), por lo i|ue in> puede quedar rinda respecto á 
la intención riel legislador al sancionar la cláusula expresada 
del contrato ile conversión con la casa <Sturu Urcillter*', leelui 
11 de Junio de 1889. 

li (¿ue corrobora la inteligencia duda á esa cláusula, l¡i 
consideración, que también tuyo eo vista el Honorable Con- 
grí-so de que los; fondos públicos ib* la ley mini. íü que se Ira la bu 
de a moni /.a r, constituían una deuda interna servida en papel, 
eiíiuose hace constar en el mensaje de 2ti de Septiembre de ISHH 
relativo al proyecto sobre amortización extraordinaria ile esos 
títulos y en la discusión del mis too (Diario de .Sesiones» Di- 
putados, II, pág. ¡iliiy ;jiJoi y aparece además comproba- 
do, en la carta del señor Al varado de 2C tle septiembre de 1887 
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cuando pregunta sí debía mandar cobrar romo tía costumbre 
tos $ 818.40 que correspondió u a los otipoiitis con vencimien- 
tu de 30 de ■'>« m-- porque siendo ese el interés de un tri* 
tuestre, se reconoce que el del uño, h! ti se calculaba subie 
un capital igual á £ 51 iHIO.W cls- "tii que fué precisa mente 
l:t suma mu que fueron recmímUudos los pesos (Viertes 
.Ti.HUO de los expresados lilulos. (Is. 75 vtu , expediente litttni- 
nislnitív n). 

ló <¿ne ln muiiU' del legislador, ni prescindir de lu ley nú un 
2IÜÍIÍ, y dictar lu de 'i de jimio de. IHH'J, aprobatoria del con- 
i rulo .-iiii l.i uHSü «Stern líroi.bcs, de Londres, fui; canjear cada 
$ |p0 fuertes en Ututos i tu id I)otinr* t p»r ion ijü moneda 
nacional uro, también en i Linios de deuda pública, con renta 
de '.i ..|", umorliznbles por licitación ó por sorteo, según la 
col ¡/.ación en el merendó, pero sin admitir la opmóu al canje 
de cada cien pesos fuertes mi tí lulos, por (ikí pesos oro, 
en moneda, porque mu esio opción h conversión se babria 
becliu imposible desde que Indos los tenedores de litulos Iltmt 
fhtthira, liiilirinti optado por -I reembolsa en moneda y no en 
otros títulos ríe deuda de 11 \['Z"\» de interés. 

Hl, t¿ue él Poder Ejéeufciro, al efectuar el paga de los tí- 
tulos de lu ley ftdl»* 7íi de lli de Noviembre de W<i, per- 
tenecientes á la sucesión de don Mariano Al varado, en la 
forma establecida en las resoluciones eítadas. si 1 ha ajustado 
á las disposiciones de lu ley núiu. tt'rt de ¿ de Julio de 
1881) relativa á la conversión y reembolso de títulos, diotadn 
por el II. Congreso en uso de su facultad cnsiitueíonul de arre- 
••lar el pago de la deuda interior y exterior de la nación. 

17. ijue Iruiiindnse de la con versión y reembolso de esos 
I iiulos de deuda publica, en bis condiciones espeeialinenle 
es tablee idus por la ley mil». '¿Í.V.Í, de ¿ de Julio de IH8S», 
apmbaloria del eoulrutn de 11 de Junio del mismo ufto, ce- 
lebrado por el Poder Ujeculivo con la COSa .Stern llrotbers»' 
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de Londres, carecen de aplicación, en el aun, la ley de incrm- 
versión núm 1731 de 15 de Octubre, de 1885, y la jurispru- 
dencia que cita el demandante, consonada en les fallos pro- 
nunciados por i'sta Corle, oon motive de la api tención e ínter 
pretaoión de la niUnm. 

Por estos rnndaiuentos, se revoca la sentencia apelada de 
l's. 58, y, en consecuencia, se absuelve á la nación de la 
demanda interpuesta. 

NotíCíquese con el original y repuestos los sellos, devuél- 
vanse 

A, Kkhnkjo. - Octavio Krn- 

UK.— NlCANOK li. J>KI> SoLAH.— 

M. P. Dahact.—- Ci Hoya no 
Gacitiía. 



CAUSA* LJÍ 



LnU Lintk contra el gobierno nacional, sobre, entrega <ic 
tu rras t; fía ñon g perjuicios 

Sumario — Ks improcedente una acción por entrega de terre- 
nos y daños y perjuicios basados en la taita de dicha en- 
trega, cuando las con«tnnt;¡«s de aillos acreditan (]ne la po- 



sesión ile los terreno» reclamados fué oportunamente ilula 
al demandante. 



CWo.— Lo explican las siguientes piezas: 

SKNTKNm DM. fttfcSS liR SB0O1IÍK 

UtlBttOt Airen. Ábríl -» «i» iw*. 

Y vistos pura resolver este juicio, seguido por «Ion Luis L. 
Linek entura el tiobierno de lu Nación sobre indemnización 
de dauoa y perjuicios, del que resulta; t» (¿ne á fs, !»1 se pre- 
senta tlitn Julio Sclielkly en representación de don Luis L. 
Linek. entablando formal demanda uuutrn el Gobierno de la 
Nación, por indemnización de danos y perjuicios, y manifes- 
tando: 

t¿ue según resulta de los títulos tjue acompaña, su mandan' 
te es propietario de los lotes de terreno 22, 21 y SS Sec- 
ción XXX letra A; l, 2, 5, 10, 11, 20 y 21 Sección XXX letra 
D; k 10, 18 y mitad Este del 19 Sección XXXI letra A, en 
el Territorio Racional de Suuta Cruz, como cesionario de don 
Adolfo tirliiubeiu, cesión que fué aprobada por el I*. Kjecu- 
tivu Nacional en escritura pasada ante el escribí» no don Ana* 
nieto liestla, de féell* 21 de Diciembre de lHíf?, habiéndose 
efectuado las ventas del Gobierno Nacional ú Urumbein en 
ejeouc de la ley nacional o mili. 305$ que al ir á tomar po- 
sesión definitiva de esas tierras, las encontró ocupadas por 
personas que invocaban otros de reebos, por lo que ocurrió a! 
hibierno, solicitando el desalojo de ellos, absteniéndose el 
gubierno de adoptar resolución asesorada por las oficinas téc- 
uioas, que manifestaron que esas tierras se encontraban en la 
yahíh eu litigio con la (te pública de Cbile, lo que consta en 
el expediente administrativo letra L núm. 3135 año 18ÜH; qne 
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para aminorar los perjuicios que este le causaba, y sin renun- 
ciar ai derecho de ser indemnizado por loa ya producidos, so* 
licitó cambio de ubicación, Lo que le fué concedido, por de. 
crelo de l\ de Marzo de puro dejando el decreto sujeta 

ü la aprobación del H. Congreen, la que nunca fué solicitada 
por el P. Ejecutivo Nacional; funda su acción en los artículos 
IK», y su* concordantes, del Código Civil, agrega udo 
que los perjuicios sufridos por su mandante, y lo que este ha 
dejado de ganar, consistentes e» el mayor vah . adquirido por 
las tierras, gas lo* efectuados, contri tinción directa y precio 
pagado y los intereses de este y de los oíros gastos y pagos, 
y demás que su detallan en la planilla de fs. HO, lo estima 
su mandan le en la suma de ciento setenta y nueve mil dos- 
dentón Detenta y seis pews coi* v noventa venta vos oro sellado; 
termina pidiendo se condene al Gobierno de la Nució», á dar 
la posesión de las tierras referida», y abonar los perjuicios 
ocasionados, ó en su defecto a pagar como i mleiu ilinación de 
danos y perjuicios la suma redamada, con mis las costas del 
juicio. 

'¿' (¿ue corrido traslado de la de.uauda lo evacúa á U. 107, 
manifestando: (jue el Gobierno cumplió oportunamente con la 
obligación de poner al actor eu posesión de las tierras que le 
vendió, y ¡tú ti cuando no lo hubiera hecho, no tendría ya la 
oMigncíón de hacerlo, porque el actor solicitó y obtuvo cam- 
bio de ubicación, la que no se ha efectuado por culpa y negli- 
gencia del ador, que ha dejado vencer los plazos qué se le 
eoueedieron en el decreto de U de Marzo de l*XH y las pró- 
rrogas que pidió y se le acordaron, que si bien algunos de los 
hechos relacionados en la demanda son ciertos, son falsos y 
los niega los que se invocan para demos Ira r la culpabilidad 
y responsabilidad del gobierno; que bis daños y perjuicios que 
se obran, son exagerados porque ellos eu ningún cnso pue- 
den consistir en otra cosa que el duño real que hubiera su- 
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frido el actor, y no eu tas posibles ganancias que haya dejado 
de obtener; que se refiere y reproduce en toda* sus parle» el 
decreto de 10 de Junio de HMíJ que «orre agregado en e! ex- 
pediente administrativo letra L. uúiu- ¡ÍUlTi ano 1880, remi- 
tiéndose a la» demás conslauuiu* de este y del expediente de 
mensura letra L. núm- 1272 que ucum paita, pidiendo la agre- 
pación de ambos sin acumularlo* á estos autos; termina pi- 
diendo se rechace la demanda con especial condenación en cos- 
tas por ser te murar ia y maliciosa. 

3" 1¿ue recibida la caima ú prueba, se produce la que ex- 
presa el eertilicadu del actuario de fs. 175 vuelta. 

4' <¿ue puestos los autos á la oficina para alegar de bien 
probado, se producen los alegatos corrientes, el de la parle 
actora de fs. 177 á fs. 183 y el de la parte demandada de fs. 
185 á fs. culi lo que quedó cutid usa la causa para defini- 
tiva, llamándose los autos para sentencia á t's. lHi 
Y considerando. 

Primero: <¿ue pur las escrituras corrientes de fs. 1 á 85, 
resulla plenamente comprobada la venta becha por el (jobier- 
uo Nacional de las tierras indicadas en el escrito de fs, 91, 
asi como los derechos que sobre ella invoca el actor, don Luis 
L. Linck. 

Segundo: Que ni de las presentes actuaciones, ni de los ex- 
pedienten ti I mi uislrati vos une se agregan sin acumularse, re- 
salta comprobado que el (fobtemo de la Nación bayn cumpli- 
do como vendedor, con la obligación de poner al actor en 
posesión detinitiva de las tierras que se reclaman haciéndole 
formal entrega de ellas, libres de toda otra posesión en loa 
términos prese ripios por el art. liW (nuevo) del Código IV 
vil. t ,t realización de la mensura, no ha importado en casos 
como el sitbjtttfice un aclu de verdadera posesión por parte 
del comprador, como expresamente lo ha reconocido y esta- 
blecido el Gobierno, al ordenar por decreto de 20 de Septieiu- 
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bre de lÉMíi, en un oslo de concesión análoga á ta que motiva 
eáte juicio, la devolución del impuesto de contribución lerri- 
loria) pagados sobre tierras ya mensurudas, fundada en i|uo 
no ha sido trasmitida la posesión de dominio, ni se habían 
aprobado aún par el & E. las mensuras respectivas, resolu- 
ción repelida en Maya 1(1 de 18UH, mandando anular unas lia* 
letus de contribución territorial de las mismas tierra» purquu 
uiu había sida api abada aún la uie usura de la tierra de ijue 
se trata, ni pasada ellas al dominio electivo del comprador par 
medio de la tradición en t«rnm>: expediente administrativo 
letra L. nüm. afta ís. "> y II. tiu cuanto al decre- 

to aprobatorio de la mensura, ttO basta para dar esa posesión 
desde i|iie, ni «un un decreto pueden suplirse los aetos inale- 
riules necesarios para trasmitir la pisesion, ai él colocaba ul 
comprador en candi cianea de poder disponer, usar y gozar li- 
bremente de las tierras cu W prados. KesulW por el cantrario, 
del expediente administrativo letra L núm. p35 año IHÍRl, 
que cuando el.uctur recurrió ante el I». Ejecutivo solicitando 
se le pusiera en posesión de las tierras emnpradns y se desa- 
lojara á las personas une las ocupaban, el l\ K- se abstuvo de 
hacerlo y de huí ar resolución al respecto, aconsejado por las 
alientas técnicas, unienes hicieron presente que esas tierras se 
encontraban situadas en la zona eu litigio coa la Itepúblioade 
ültile, y que en un caso análogo se había resuelto que las au- 
toridades argentinas de .Santa Cruz, se abstuvieran de dar po- 
sesión de unas tierras simadas Analmente en la xoua litigio- 
«a, sí ú ello se oponían las autoridades chilenas, eu mérito de 
haberse pactada con el Gobierno de Chile, mantener el xtatu 
qno en esas regiones, loque se halla debidamente comproba- 
do par la nota carrieute ú I's. \m de las presentes autos y 
constancias, del expediente referida. !>e la que antecede se 
desprende claramente, une el (hibierno de la Xaeióu, no ha 
cumplid» con su obligación, como vendedor, deponer en po- 
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sesión definitiva al actor de las tierras que le vendió y que 
este reclama en el presente juieto. 

Tercero. Que ae encuentra debidamente compro liad o que la 
nueva ubicación solicitada por el actor, á fs. üyttdelexpe* 
diente administrativo letra L. nuin. 3135 ano 18119, y concedi- 
da por decreto de 13 de Marzo de 1M01 & fs. 11 del mismo ex* 
¡wdiente, no podo efectuarse pur causas abenas al actor. Ha- 
biéndose dispuesto en el urt. 4 de ese decreto, que debía soli- 
citarse su aprobación por el Hunurable Congreso Nacional, él 
quedaba sujeto para su validé/, á la aprobación legislativa, no 
piidiendo considerar el autor concedido el cambio de ubicación 
solicitado, ni empezar ú correr los plazos que en decreto se 
lijan, mientras no se produjera esa aprobación, y no habiendo 
sido 8üj ¡citada ésta por el I*. Kjecutivo Nacional, es evidente 
que la nueva ubicación no pudo efectuarse por causas impu- 
tables exclusivamente al Gobierno Nacional, debiendo en con- 
secuencia responder éste por los danos y perjuicios que hubie- 
re causado. 

Cuarto, Que no habiendo cumplido el Gobierno Nacional 
con la obligación de entregar oportunamente las tierras ven- 
didas al comprador, debe indemnizar á éste de los danos y 
perjuicios que te buya causado de con fo mudad á Indispuesto 
en loa arts, USJ y &53 (nuevo) del Código Civil. 

Quinto. Que cobrando el actor los intereses de las sumas pa- 
gadas como precio de las tierras que el Gobierno le vendió, no 
puede pretender reclamar al mismo tiempo suma alguna, en 
concepto de indemnización por haberse visto privndo de los 
arrendamientos estipulados en los contratos de que instruyen 
jos documentos privados de h.HSy tu. 115, por lo que el juz- 
gado no considera necesario estudio r el mérito probatorio de 
estos, ni de los de tu As documentos ac mu pallado* al mismo 
objeto, consistiendo únicamente la obligación del Gobierno 
con relación A esle punto, en abonar al actor los intereses le* 
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gales de las sumas recibidas en pai¡ > de las tierras recta- 
tuadas- 

Sexto. <¿ue respecto á los gastos efectuados ¡*or el uetor tí ti la 
exploración, mensura, escrituración, etc., de las tierras que 
reclama y las comprendidas eu l;i míe va ubicación que soliui 
tó. síiím tiene derecho á que se le abonen las intereses lega- 
les correspondientes de las sumas pa<;ad:is, y el i ai porte de 
los ¡justos de une tío deba aprovechar. Ku cnnseMteoma, si 
el ííobiemo pusiese en posesión de las tierras reclama las al 
notar, éste na tendrá derecha ¿que se te abanen las gastos 
que en ellas huhiest* heehn, y si se le en tremasen las cniu pren- 
dóla* en la nueva nbicución solicitudu y a «|iie se reitere el 
decreto de 18 de Marzo de tUOJL, no tendrá de recluí á que se 
le abone el importe de los gastos efectuados en ellas, 

Séptimo, (¿ne na se halla debidamente comprobado en antas 
el manto da los '¿nato* imlictidos en el taimó de raudo anterior. 
Kn el informe ó compulsa de fs. 1M, nu se expresa á quien 
ni eu qtt¡ó concepto se han pagado las sumas que se indican, 
ni si la mensura que eu alcana de las partidas se menciona, 
se refiere á las tierras que motivan este juicio, na bastando, 
por otra parte, la cotupuUa para comprobar el monta de los 
¡¿asios, aún prescindiendo di; la circunstancia indicada, porque 
las constancias de los libras de eomercio, solo hacen plena 
prueba entre comerciantes y por actos de su comercio, - 
lo qae no «eur.e en el caso snf* jmtivi; Las declaraciones de 
los testigos Siervert á h. híi» vuelta y Perrero á fs. ItiC son 
singulares |mr referirse á hcclnrs diversas, y eu cuanta á los 
documentos corrientes á t's. lili y 117 y reconocidos á fs. L<¡<i 
solo comprueban el pago de una suma qun evidentemente re- 
presenta solamente una pequeña parte de lo gastado par el ac- 
tor en el concepto indicado. 

Octavo, (¿ue id ai: ti ir tiene derecho á ser indemnizado por 
lo que lia dejntlo de paliar eu concepto del mayor valar ad- 
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qnirido |x»r lus tierras . ¿clamadas debiendo consistir e*a j„- 
úmummáún en la diferencia entre el valor actual de esas tie- 
*BW >' el precia pa-udo t mr GrftiubeiU ú «ti cesinanrio Liituk. 
»« este optare prir la devolución de dicho precio, ó en | a diie- 
mm entre dido. v^Wy el de las uaevaa tierras que se te 
«nneediere. si el actor optare par una nueva ubícttoítin dé la 
exteneion de tierra a que tiene derecha de conformidad at 

mm mmuhmm «i« tetoarade mu y mu tÉ¡mm * 

las ilispos.drM.es de | A ley 1IUIII . . m , it y SÍHill p ríí l|ne «| Vílll)r 
ríe las nuevas tierras fuere infriar al .pie eu la uiis.ua época 
tengan lus reclamadas en este juicio. 

Nnveuu; t¿i,e „| y , Bé6üiJ de ^fo^ &ft 

se halla debidamente juslilicado, p,, e3 , pruebas producidas 
ConsUteNtcs en los documentos privados de ís. HH y fs. 115, 
iuf-.inie de fe. 171 y declaradm.es de fs |:J2, Km y 1(H¡ vmj|! 
ta, son meras apreciaciones personales que no bastan para su 
plir una apreciación pericial de ellas, máxime hallándose dis- 
cordes entre s.\ y en cuanto al periódico alegada á fs. liií», 
.v . |U e se dice ser periódico olicial del liobienm de Chile, 
receea al.soliito de valor probatorio, o .respondiendo en coa- 
secuencia une el valor de esa tierra á los electos que se indi- 
can en el emisidemndn anterior, sea (¡judo por peritos. 

Décimo, (¿ue cutí relación al impuesto de contribución terri- 
torial, sobre las tierras materia de este juicio, su cobro uo 
procede, desde i|nc no se uu dad., la posesión de ellas al actor, 
correspondiendo en consecuencia devolverle las sumas que 

hubiere pa^d , ta | concepto, con más sus intereses le* 

jjales. 

Undécimo <¿ 1ie encontrándose jnstilicada la existencia de 
IfW 'launa y perjuicios, pero no su monto, corresponde que 
ellos sean fijados por arbitros, ante quienes deberán presentar- 
*e lus probanzas eorreapond ¡entes, asi corno ln avaluación que 
hicieren los peritos, Indicada en el considerando noveno. 
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Duodécimo. t¿ue los iulereses que el Gobírnn «le la Nación 
caló obligado á abuuar, no son intereses capitalizados anual- 
mente onmo fu pretende el autor, «¡nú iutuiescs simples ó co- 
rridos, al Upo usado en sus descuentos por el lia neo de la Na- 
ción Argentina, de conformidad á Indispuesto en el art. U.V7 
! mie^t) del Cód Civil. 

Décimo tercera. Ljue no habiendo solicitado el actor la devo- 
lución del precio pagado por las lie r ra*, ni el reconocimiento 
del derecho á efectuar una nueva ubicación, el juzgado está 
inhabilitado para dictar pronunciamiento alguno al respecto. 

I'nr estos t'u tula me utos, de conformidad á las disposiciones 
legales citadas, deliniiivamenU 1 juzgando tallo, declarando: 

I- (¿ue el Gobierno de la Nación esta obligado á poner al 
ador en posesión de lus tierras redamadas, abonándole en 
concepto de indeiuniiíacióu: u) los intereses legales á estilo de 
Hanco, de las sumas pagadas por el actor como precio de la* 
tierras; b) los intereses legales a estilo de Ha neo de las su- 
mas gastadas por el actor, a que se reliere el considerando sev 
lo, y el im|iorle de los gasto» de que el actor no pueda aprove- 
char, en la forma indicada eu el misino considerando. 

2¡¡* Que en caso de no poder entregar esas tierras al actor, el 
Gobierno deberá abollarle, a más de lo indicado en el núme- 
ro anterior, la indemnización correspondiente al mayor valor 
adquirido por las tierras, de conformidad a lo indicado en el 
considerando octavo. 

3- l¿ue el Gobierno ealá obligado á devolver al actor, las 
taimas que este hubiere |>ugadu por el impuesto de euutribu- 
cjria territorial sobre las tierras que reclama, con más sus iu 
tereses legales correspondientes. 

.1- <¿ue el importe de los daños y perjuicios deberá ser lijado 
por arbitros, de conformidad á lo que se indica eu el consi- 
derando undécimo, y. 

a" Que las costas del juicio deben satisfacerse eu el órdeu 



cansado. Nulifique tí con el original, y repónganse lus foja*. 
Asi lu pronuncio declaro y liriti t en la Sala de Despac liu 
del Juzgado ú nú O&rgo, en la Capital Federal lecha utsupra. 

.1// riííi u i r td nta rrn in . 
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liu«i^p Aírd, tHeltmbr* ii <le HH|i 

Vistos y Considerando: 

i" í¿ue don Luis Linok demandó a l:t Nación solicitando 
fuese condenada á i| ue le diera la posesión de loa lote» He 
tierra ubicados en el Territorio Nacional de Santa Cru/. que 
enumera en «tu escrito de demanda y de «pie eru propietario 
cania cesionario de ilon Adolfo Grihubeiii. con mus los danos 
y perjuicios que en tiricia en la de insuda; y en caso de impo- 
sibilidad, ú que le pague hi suma de ciento setenta y nueve 
mil doscientos sesenta y seis pesos oro y Olía cea ta centavos 
(S uro 170,2tífi.4O) y las cusías. 

El inferior, en sentencia cuya con lin nució» sulícilu el actor, 
con mas las costas de la primera insúmela, establece: 

1° *^ue el Gobierno Nacional está obligado ó poner ni de- 
mandante en posesión üe las tierras reclamadas, abonándole, 
además, en concepto de indemnización, lo siguiente: a) lua 
intereses de las sumas que hit pagado como precio de las (ie- 
rras; h) los intereses de las aniñas guindas en lu explo- 
ración, mensura, escrituración, ele., de lo* léñenos que 
reclama y los coa* prendí dos en la nueva ubicación que so- 
licitó y el importe de los gastos que un pueda aprovechar. 
2° l¿ue en caso de que no pueda entregar esas tierras al 



w}+- • 

Rs'" v 

&G0 fLLLOt DE Lá tÓPmklU OOSTi 

actor, el gobierno debe abonarle, á mái de lo indicado en el 
número anterior, lo indemnización rorrespondienle ni mayor 
valor ttdqaíddo por las tierras reclamadas, debiendo consistí; 
esa indemnización en la diferencia entra el valor actual que 
ellas tienen y el precio pagado pnrGrumheiu á Linckvai éste 
«piase por la devolución del precio, ó en la diferencia entro 
dicho valor y el de las nuevas tierras une se le concedieron, 
ai el demandante optase por una nueva ubicación de la ex 
tenéidn á que tiene derecho de acoerdo con el decreto de l¡í 
de Mayo de liKH y ley niim. WJ53, siempre que el valor de 
las nuevas tierras fuese inferior al (jue en la misma época 
tengan las reclamada* en este juicio. 3' l¿ue el gobierno 
está ubi i gado á devolver al actor las su mus que b ubi ere 
pagado por el i ai puesto de contribución territorial sobre 
las tierras que reclama, y sus interese!*; V l¿ue el importe 
de los danos y perjuicios deberá ser lijado por arbitros, ante 
quienes deberán presentarse las probanzas correspondientes, 
así como la avaluación que hicieren los peritos del valor ac- 
tual de las tierras reclainadus, A \m objetos de la indemntza- 
cióo establecida m el uúiu. 2"; que las cuntas se abonen 
en el órden causado. 

2" t¿ue la euest'ún capital comprendida en esta causa es si 
el Gobierno Nacional está obligado á poner al actor en pose- 
sión de las tierras reclamadas, tal como lo resuelve la «en. 
tencia apelada en el punto primero de su parle disposi 
ti va. 

K\ comprador tiene derecho de exigir del vendedor la en- 
trega de la cosa objeto de la compra- ve uta, pero ese derecho 
se pierde cuando poi cualquier motivo se lia convenido poste- 
riormente caire las par Les que sea otra la cosa que deba en- 
tregarse. En este caso solo habría derecho de reclamar la 
entrega de la nueva cosa que se ha convenido dar. 

Tal es la situueión que se presenta en autos. 
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l»arn resolver este punto, procede el examen de los antece- 
dentes pertinentes que obran en eslu causa. 

Linck compareció mile el Ministerio <le .Vgrirn llura en 
Marzo 1» de 1!KXÍ exponiendo tjue hasta esa fecha no Labia 
portillo entrar en el gnee dé las propiedades compradas, ubi- 
cadas t*ii Sania Cruz, no obstante Lus ¡¿estioues que pal* boüi- 
ae»í nirlo había practicado ante el gobierno, y que para le r mi- 
nar el asunto, solicitaba el derecho de ubicar lu superlíeie 
comprada en otra parte del territorio de Santa Cruz. Kn soli- 
citud posterior enumeró lo* lotes que proponía para la ubi- 
(¡ación, F. (i y t*. ít, expcnl ieiite administrativo, Letra L, nú- 
mero $135. 

Después de la» tramitaciones del caso, el Poder Kjecntivo 
dictó el itecrelo ile 1K de Marzo de liKH , acordando el eaiu- 
bio de ubicación pedido. Ka díeho ilecreto se enumeran lo» 
lotes solicitados por Liuck y acordados por el 1*. K. y se re* 
conoce el derecho tle tibien i* los lotes que rallaban para com- 
pletar la extensión d*i tierras mm p radas, á cuyo fin se acor- 
daba a Linck el término de seis meses. Kl ilecreto establece 
además i|ue el Kscribunn Mayor de Gobierno Otorgará el título 
definitivo de propiedad por la tierra que se adjudicn a Linck 
y que se anularán los tildes que corresponda, en viriml de la 
nueva ubicación que se concede. Kl artículo i* de dicho de- 
creto dice: «Solicítese oportunamente del II. Congreso la apro- 
bación del présenle decreto» . 

I.as precedentes referencias prueban acubadamente e ' 
cambio ilc ubicación tuvo liijíar por múluo consentimiento de 
liarles y que esa nueva expresión de voluntad es una ley para 
ellas, nrt. 1197 Cód. Civil. Los artículos 1 ül, 11 lo de dicho 
código determinan que el consentimiento t-n los contratos se 
mani liesta por las propuestas hechas por una de las parles y 
aceptadas por la otra; y el artículo 12011 autoriza á éstas para 
extinguir ó modificar de miHuu consentimiento Jo establecido 
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en ciin tratos ante rio res. Ka Lo es lo que Im ocurrido en et 
cas» presente, líl contrato de compra- venia celebrado pi i nj> 
rameóte por Linck íia sido mw\\ líeado por las propuestas que 
le hizo el gobierno y i|ue éste acepLó. l.u obligación de la 
Nación «Je entregar los lotes situados en tiaulu Cnu, u»*' w1 
actor enumera en la demanda, caso que hubiera existido a la 
época en que Liuck presentó la solicitud de l'. I!. Expediente 
L niím. lUr», se bahía extinguido y dado lugar á la nueva 
obligación reconocida por el gobierno en bu decreto de Mar/o 
13de 1901. Linck y el I*. Ejecutivo han novado la primera 
obligación, en cuanto ú la ubicación de lotes; extinguida aque- 
lla obligación por novación y muid formada en la aueva de 
que trata el citado decreto, es obvio que no pueda evigirse hI 
cumplimiento de aquella obligación legalmente extinguido, 
cris mifffl$ d#$^{JÍtfíl> Luego, mi procede la «-móii re- 
damando a posesión de los lote» de que trata la demanoa. 
Sin embargo, el considerando :i de la sentencia apelada esta- 
blece que el actor 110 puede considerar acordado el eiimbin de 
ubicación solicitado, oi que han empezado ó correr tos plazos 
que el decreto determina, mientras no se baya obtenido la 
aprobación legisla ti v», y que no habiéndolo solu-ihido el Poder 
Kjpcutivo, e« evidente que la nueva ubicación no ha podido 
efectuarse por causas imputables exclusivamente al gobier- 
no; que habiendo dispuesto el artículo IV del citado le 
ereto que se solicite su aprobación del H (J-m^reso. por este 
tú Olivo ba quedado SUjeta SU valide/, de la aprobación le;,;i?dii- 
tiva; que la nueva ubi catión no lia podido efectuarse poi- 
ca usas age ñus á la voluntad del actor. 

Corresponde examinar las conclusiones contenida» en este 
considerando: 

¡J* l¿ue el cambio de ubicación lia sillo acordado entre LincK 
y el Poder Ejecutivo, resulta claramente de los antecedentes 
que obran en autos, 
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líl actor snlicitó lisa y I lanamente dicho cambiu, reserván- 
dose solamente la acción pnr danus y perjuicios, procedentes 
-ir la falla de entrega de los tutes que adquirió (jriiinbein. El 
Huiliento acordó la permuta en los téruÚROfl del citado decreto, 
Desde esc momento Linck consideró acontado el enrabio de 
ubicación y procedió en consecuencia. 

Ni por la letra del decreto, ti i por la intención de Ins p»rtes 
manifestada por hechos consumados libremente por ello», se 
puede al ir mar que el cainliio de ubicación no fué acor- 
dado. 

La Dirección tle Tierras y (Jnhuiias i'. II, Kvpedieutc 
administrativo uúm ÜllJo, dice que debiendo extenderse 
escritura de propiedad á Favor de Linck pnr las tierras í|iie 
ue le baldan luijinlicmlo pnr el tíecreto tle l:i de Marzo de ItttH, 
convenía ■ i n *- se suspendiera la ementa ración para efectuarla 
cuumln estuviera practicada la mensura de los terreóos adju- 
dicadns. 

Pnr mu parte Linck consideró desde el primer momento, á 
tal punto acordada la petición sobre cat hinde ubicación, que 
uu solo recibió latí instrucciones ilel cuso para practicar la 
mensura de los lotes concedidos sino que procedió á la ope- 
ración, llevándola á calió sobre loa iudicadus en las diligen- 
cias respectivas del expediente L Htiñ, sino practicó la men- 
sura de la totalidad de los lotes concedidos, no fue porque 
considerara que no se había acordado el cambio de ubi- 
cación. 

Linck cu su ««licitud de F. Si expediente L, »e reservó 
ubicar cu otra oportunidad el resto de lotes basta completar 
la superficie á que tenia derecho. Kl Poder Ejecutivo accedió 
ú lo solicitado, lijando el término de seis meses para hacer 
diclin ubicación. Decreto de Mayo 14 de 1901. Posteriormente 
p:ir solicitud de Abril ir> de tS0Í 4 pidió prórroga para ubicar 
loque faltaba á la superlicie determinada por el decreto ci- 
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tado, (*. 7 y *¿ti expediente ¡UÜV Luego |wr el texto del de- 
érelo ilií Marzo y por voluntad de Las parles, la ubi amina tia 
lotes lia podido Inmergen parle se lia hecho y aun se bn prac- 
ticado la mensura de un cierto número de ellos, antes de la 
Aprobación legislativa del referido decreto, Si la ubicación 
ile lotes an lia lev mi asido, ao lia sido por cansas abenas á la 
voluntad del actor. 

De tndn lo expuesta resalla que para la ubicación de lotea 
110 lia sillo necesaria la aprobación Legislativa del decreto 
citado. K1 demandante no I" lía; entendido asi, desde que 
antes de dicha aprobación lia ubicado lotes, lia pedido pró- 
rroga para ubicar y lia Uficlio mensuras de una parte de Icé 
lotes ya ubicados. 

Kn el considerando ;i" de la sentencia del inferior se es- 
tablece que Los pagos para la ubicación tío empiezan ú correr 
sino U' Spues que el II. Cimbrean preste su aprobación al de- 
creto de Miir/.o citado, 

Kste decreto no lij;i üíiéó un solo plazo el de seis me- 
ses para ubicar b>s lote> no e un me nulos en la solicitud de 
t's. 9 expediente L Hllfci y que. lidiaban para completar la ex- 
tensión de tierras & que Linek tenia derecho. Kse plazo, se- 
gtfn surge del testo misino riel decreto, debía empezar A 
correr desde su lecha; y si bien es cierto rfite Liuck mani- 
fiesta que esos seis meses solo debían empezar á contarse 
desile que el Congreso aprobara el mencionado decreto, re- 
sidía une esa mu u i Testación está contradicha por el mismo 
Linek desde el momento que pide prórroga de dicho plazo. 

Loque ú tndus luces resulta es que el término de seis me- 
ses no se refiere síuó á los lotes que quedaban sin ubicaidón 
por la «ilicitud "le f. expediente L $1$$, y decreto de Marzo 
1H de iWli, por cnanto cu relación á los iotes enumerados, 
quedaban ubicados por dicho decreto, sin que ü su respecto 
tuviera atingencia alguna el re le r i do plazo de seis meses. 
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Luego, en lírden á tos lotes enumerados, no habia necesidad 
para su ubicación, de Itt aprobación legislativa lúe ra del decru. 
feo referido, ni lo había tnmpocn para la ubicación de los no 
enumerados. 

Ks Indudable i|iiiíel decretado Mhiüo debe someterse á la 
aprobación del Congreso; pero la oportunidad de solicitarla 
se bul>ia presentado otara mi; ule cuando se hubieran termina- 
do i» ubicación y las eorrespuudienl es operaciones de nicusu- 
ra. Si esa mi hubiera «ido la voluntad de las parles, es 
indudable ijiih J/mck no se hubiera apresurado á ubicar y 
á practicar mensuras, Bu Linio cuso, si entendía que la apro- 
baeión debia ser previa, habría debido solicitar i|ue el ejecu- 
tivo la requiriera. ¡Si uo lo ha lieebo, no puede afirmarse 
i|ti« el ejecutivo ha Incurrido en culpa por no haber solici- 
tado di ; lia aprobación. 

L;i sentencia establece que la valide/, del decreto de Mar- 
zo queda pendiente de la aprobación legislativa; pero uso no 
sijíniliea que el demandante este facultado para dar por nulo 
dicho decreto, en ra//ui de i|tie el Kjeeulivo Xnehnial nu ha 
solicitado la referida aprobación lia el supuesto de que 
hubiera i|iie requerirse, á objeto de empezar la ubicación y 
menso ra de lotes, sido después de n lite u ida. el actor ha de- 
bido exigir que el P. Ejecutivo solicitara dicha aprobación, 
esto es, ijue en m pl i era con sn obligación. Ku lugar de esto, 
hace cosí ti so de la ofert a heeh* y aceptada y con- 
siderado existente en sus propias términos el contrato 
primitivo, coilip si se hubiera convenido que en cuah|uier 
ii iruue n lo en que el Poder Ejecutivo mi solicitara del Con- 
greso la aprobación del citada decreto de Marzo, podía que- 
ilar mito por la sola voluntad de Linek. haciendo volver las 
ct».-a< al estado anterior á dicho decreto. 

He las precedentes consideraciones resalla himliien que al 
I*. Kjetjulivo no le es imputable culpa al -411 na en lo relativo á 
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falta ile ubicación por cuan tu si ella, un se Ha llevado ú cu- 
lto, ha sido solo por omisión del demandante. 

En mérito de lo expuesto se llega á la conclusión de que 
no procede la acción en tablada sobre entrega da lotes reclum-i- 
dos en Ih demanda. 

V 1 i ¿ne *-\ Ministerio Fiscal lis sustenido que nu procede la 
noción deducida por cuanto, según e' decreto del I*. KjetitiLÍvu 
de 1" de Junio de ÍSffií. Expediente L MW su lia dudo al 
actor la posesión de loa lotes que reclama. 

Kl inferior, en el V considerando de su sentencia lia deses- 
timado CoU arreglo ;i derecho ese medio de de Tensa p«»r uo 
existir en autos la prueba de que el l*. Ejecutivo baya dado 
realmente la posesijín de Ja cosa vendida. 

Guando Uuck solicitó el cambio de ubicación utm la reser- 
va de la nec Son pur daños y perjuicios, el gobierna uo podía 
hacerle La entrega de los terreóos vendólos pur hallarse dentro 
de la ¡Sun» litigiosa con la República de UHile, se^ún resul- 
ta del expeliente L 'M'Jñ. 

Liiick pudo legalmente reservarse la acción por daños y 
perjuicios desde que á la Nación no le era posible mil regar 
iuuierl Latamente lu cosa, 

\m cuestión á resolver es en que consiste dichos danos y 
cómo deben determinante. 

Ante todo, téngase pr^enle "jue Liuek acepta el fallo y 
pide su coiilinnueión, de mod" i|ne sus reclamaciones se 
encuentran limitadas ó los términos de la parte dispositiva 
do la sentencia. Kutre tanto, el Ministerio Riscal pide se 
revoque en todas sus partes. 

I,n sentencia resuelve en varios pnntus la cuestión relativa 
a los daños y perjuicios. 

En primer i tifiar manda pagar los intereses de las sumas 
abonadas eomo precio de las tierras. 
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Kuue couiprudury vendedor la obligación de pagar el pre- 
cíoy entregar !¡i cosa es simultánea y si tío hay estipulación 
en contrario. Habiendo Liuck pagado el precio y mi habiendo 
recibido la eos», resulta que el vendedor lia gozado de las 
ve ii t¡i jas del precio sin que el udili iiratloi* haya obtenido heue- 
líciosque pudo producirle el uso y goce de la ciwu. Kstttf he* 
uelicios tLe que ha estado privado, se aprecian en pacte e ti la 
sentencia por el interés del dinero pagado como precio. 

Corresponde determinar desde cuando liati debido empezar 
ñ correr dichos intereses y hasta cuando hau corrido. 

Considerando los i me resé* coma parte de los danos y per* 
juicios causados al cu til prado;- por ja falla de entrega de la 
cusa vendida, es procedente y equitativo establecer que han 
corrido de»de la ¡echa del pago hasta el iiiotueuto en 411c ej 
comprador obtuvo pin* til decreto de M de Marzo de LiHJl la 
nueva ubicación, se empezaron las diligencias y operaciones 
necésftriiiá para ta entrega de los hites pedidos y acordadas. 

Se ha establecido que por parle de la Nación ao ha habido 
culpa por la pu mi i /.«ció n relativa á la itliU-ur ¡«ml de hites, y que 
si las operaciones y diligencias de mensura y uhicacióu un 
lian cniiliuumlo, »e debe á omisión imputable al cuín pr.idor. 
Kn esta vii'tu 1 mi es justo que siga el curso de los intereses, 
desde que un hay culpa imputable á la Nación, por no haberse 
terminado ln ubicación. 

La semencia manija pagar igualmente, a título de danos y 
perjuicios, los intereses de lus sumas gastadas en la explora- 
ción, mensa ni, escrituración, etc. de bis terrenas que reclama 
y el huporle de los gastos de que no pueda aprovechar. 

Kn el importe de los gastos de que mi pueda aprovechar el 
demandante, se eticuentrttu las sumas invertidas en La explo- 
ración, mensura y escrituración de bis campos cuya posesión 
reclama y no procede. Corresponde que la Nación le devuelva 
el importe de esas sumas y sus intereses, d contar desde la 
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demanda, para cuyo Iht se debe reservar al demandante la 
acción respectiva para que 1» batí» valer en el juicio cor res- 
pondiente, conforme á lo dispuesto en la última parle del 
nrl. i:j Uy de Procedimientos. No es del caso acordar á 
\Ai\uk suma alguna uinno indemnización resultante del aumen- 
to de precio de las tierras que la Nación no le ha entregado. 

Si las tierras que au le fueron entregadas habían uumeiiludo 
de precio, lo propio puede aliruiarse res pee lo de las (pie ubicó 
en cambio de aquellas; y este aumento de precio eompensa el 
perjuicio que pudo sufrir por la taita de entrega. 

Por ni ra parte, si se pagara como ¡ude mu ¡/ación de daños 
y perjuicios esa diferencia de precio resultaría que Liuek 
obtendría nua doble ventaja. Primero: la diferencia de precio 
t¡iie se le abonaría por aumento de valor de las tierras no 
entregadas, y Segundo: lu dei alimento de valor que sin iluda 
han tenida la* tierras ubicadas y á ubicar según el decreto de 
Mai/o Y,\ de l\m, 

Procede la devolución de las sumas de que trata el número 
tres de lu parte dispositiva del fallo, con mas ios intereses 
legales, desde el diade la demanda. 

Por estos fundamentos se resuelve. 

Primero: N*o hacer lugar á la acción de dolí Luis Liuck sobre 
posesión de los lotes de terreno que menciona en su demanda. 

Segundo: <¿ne la Nación debe abonar al demandante los 
intereses ú estilo de Manco de las sumas pagadas como pre- 
cio de la compra, desde la techa del pago, hasta el V.i de Mar- 
zo de UtO 1. 

Tercero: l¿ue la Nación debe abonarle igual mente el im- 
porte de las sumas invertidas en la exploración, mensura y 
escrituración de los campos cuya posesión reclama, y sus 
intereses desde la fecha de la demanda, á cuyo lia se reserve 
al actor la acción correspondiente, para que la baga valer en 
el respectivo juicio. 
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Cuarto: Que debe abonarte igualmente las sumas ijue le 
baya pagado pur impuestos de contribución territorial uon 
mas sus intereses legales desde lu fecha de la demanda i)iie- 
d indo en los termino* anteriores reformada la sentencia ape- 
lada de fojas. 

Aliónense las costas en el orden causado en ambas instan- 
cias. 

Notiliquesa con el original y devuélvase; repóngase el panel 
unte el Inferior. 

Juan At/ustín Uttrciu,—Atn/cl 
D. Mojan,— Angel Fcnri/ru 
t'orU'%, 

MLI.U UV. U SM'HlKMA COFTB 

llutnui AJnt, Junio 2» ü* I* ti 

Vistos estos autos seguidos pur don Luis Ij. Unek contra 
el Gobierno «le la Nación. 
Y Considerando: 

<¿ue la demanda formulada pur el actor en su escrito de 
f. SU, es dirigida ú obtener que se le un arfe entregar las tierras 
que expresa situadas en el Territorio de i^anta Croa, y á que 
se le indemnice los danos y perjuicios fjue alega se le lian cau- 
sado gastos de mensura y costas del juicio. 

Que las uoiistuaeias tle untos acreditan <]ue la posesión de 
las tierras sol i litada* en la demanda pire! actor, fué opor- 
tuuauienle dada a su causante don Adulfo (íriimbein y por 
la sucesión de este al mismo Linek según se expresa en la 
escritura de f. (ti, en cuyo caso, es de tuda punto improce- 
dente lo pedido al respecto. 

l¿ue, en tal virtud, la reclamación de las pérdidas é in- 
tereses formulada por el actor eu su demanda es igualmente 
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improcedente, desde ti*?'"' W base la mita de en- 

fcrega de los terrenos A que se reliere esa reelaomcuíu, y Gottío 
queda dicho, se verilicó en los términos i|iie expresa la reso- 
lución de LO de Junio de iími, y consta de l?8 eaeríWetta que 
corren de f. I ú í. Hii, 

Por estas «iiwideraciiMH», se ct>« firma la senteiteí* apelada 
de í. 231, en cnanto no nace lu¿ ir á la n«hii <lc lucida, so- 
bre posesió i de h>s lotes de terreno mencionado* en la de- 
manda, y se revoca cu tu demás. que oqntiéae. Las costas 
se pagará') en el orden cnusulo, uti-atoel resoltado del juicio. 
NotiUqncse con el «ri»in«! y repuestos lo» sellos, devuélvanse. 

A. liKKllEJO.— NlCANOllLi. PKL HO- 

LAK. — M. I'- Oahact.— C. M"- 
rA»U CiACITl'A. 
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Don étm C\ Ttáimiiy ámcúitmlu Pmrinrht tte Humus 
Aires, éhko reivindicar ion di un hrrvnu 



Sumario.- Corresponde el recha*» de una demanda p»r rei- 
viiidieaumii, si el actor on présenlo título que acredite su 
derecho, posterior i la fecha en que aparece haber ndqui- 
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rulo t'l demandado Ir» propiedad de 1» cosa que se preten- 
de reivindicar, 

0*í.w:— fiesulta del siguiente, 

FALLO OS LA SL'PRKJIA COHTK 

IíuGjio* Alref. Julio 3 J» IMS. 

Vistos estos autos seguidos por don Franuhco N. Viñas y 
don Juno Camilo Tnípani contra la provincia de Buenos Aires, 
por reivindicación, da tai que resulta lo anuiente: 

Don Francisco N. Viúhs nn* sí y isa ra presen tac i ón de Trá- 
paai, d&uiari'la a la provincia de K unios Aires, por rei vindi- 
cación de un tefréiin üíxiMó en ln Easeuada, cuya extensión 
y lindenw se expresa en el u'Lnlo que acompaña, y que co- 
rresponde A la sucesión dti ilnn Pedro Trápani, padre natural 
de su mandante. 

Don Pedro Trápani compró ese terreno en J*ftS, y don Juan 
Camila oedití á Vinas el cincuenta por ciento de sus derechos 
á todos los bienes de la sucesión de su padre, según consta 
por la escritura de '¿Ti de Julio de l!HH, que también acom- 



Don Pedro Trápani siempre estuvo en posesión del terreno y 
don Juan Camilo lúe declarado su heredero universal. Ac- 
tualmente tiene su posesión el Gobierno de la Provincia, lo 
que le ohl^n ii en tal) lar la acción de reivindicación por ta 
totalidad del bien, sin perjuicio de reclamar subsidiariamente 
nomo lo hace, el precia del terreno, Ó una parte del mismo 
siempre que su totalidad no pudiese ser restituida, y en su 
detecto, el pago de su justo valor, con costas. 

Corrido traslado de la demanda, el representante de la 
provincia opuso la excepción dilatoria de falta de personalidad 
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del proeuraüor Vinas. Dice ijue el pacto de cesión de derechos, 
liecliu por don .íuuu Cauiiiu Trápmi es nulo, y ipie, par üuii- 
cousi^uiente, lo es también el poder Otorgado en virtud ile 
lu convenido, éli ««a de sus cláusula»- Se trilla de l¡t cesión 
de uuft acción litigiosa de reivindicación, I» que un puede 
ser uiutivo de un contrato de e.unpia-veuia uou el |>ruy tira- 
dor del litigio, porque e*tá proliibidu par las diapoWíoiiea 
del Código Civil» datándolo tmubieu el parlo de ettota-litiií 
por las leyes do Partida y Keeup¡lucióu. 

liechti/.uda la excepción |*Ui? haberse opuesto lacra de ténni- 
Uo, la reproduce la urovinivu ttl contestar la deatanda, como 
excepción de íoud i, y tigrega: (¿ue de la declinación «te here- 
dero de do a Juan Uamiln Trúpuui que lleva la fecho de Msiyo 
15 de iS.ft, consta que su señor padre falleció en 1>W7, bu- 
hiendo transcurrido cincuenta y ocho anos desde su lalléei- 
niientn hasta la declaración de heredero. \¿é posesión 
hereditaria no corre <ponrie de pleno derecho ¡i los hijos na- 
turales, mi eousia que el lujo natural la haya solicitado, ile 

l.i i|tie resulta que la pers ;rin de l.lmi Juan Camilo Trópuni 

lia nacido cuitado los derechos posesorio» que pudiera tener 
ú loa bienes de su antecesor habían caducado, Kl cioLocimicuto 
de hijo legítimo uo produce efecto retroactivo, y l><n- eioio 
guíente, uo lo produce tampoco la declaración de hi jo un lora l 
y se prescriben Jos derechos pecuniarios i|iie procedan tle 
ese enrácler. 

'IVr tuina diciendo que el derecho tle la provincia es incon- 
trovertible, conm, lu demuestra la escrilura une acompaña y 
bt probará durante el término de prueba y pide el rctíhttiso dj 
la demanda, con rostas. 

Recibida la cansa á prueba, se agregó lo producida, y lití- 
bieudu alejjada las parles sobre su mérito, sé Humó autos para 
del' ni (i va 

Y Considerando: 
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1" (¿ii « seguí) i'f-üiilia de la escritura que carie á Ta. ti del 
expediente caratulado: * Dimes Guillermo (anejires), Expro- 
piación para ulirus en este Puerto,» en tos autos testamentarios 
de don Pedro Trapa» j, iniciado en !*Í8, se di» Ja paseaiiíii 
lie loa bienes hur^ili turi»^ a su senara madre doíia Jacinta 
Castellanos; y püv lí^iíidaeiu% de Ja suciedad qua había 
existido entre el sei\or Trápani y dan Roberto Poso muy 
Staples, se cedió y entredi ú este, ea paga de las acciones 
que le iiar respom fiera 11, una quiiHa situada en lUrraoas y el 
saladero ij« la E ti se nada, establecido ea los terrenas que l'ne- 
r.ui comprados & dona María Cipriina Sosa, don Kelipe Uh 
barre y dofta Isabel fte^r^g» <í«edbdo de este moda disiiclta 
y extinguida la iá«uaÍoi|atía suciedad. 

1" Por la e-fritura de & ¡iíi y testimonio tle fe. Stí se demties- 
tra <|ue el terrean tle la Ensenada comprado par duii Pedro 
Trápani, ea lHl% y ueditJlü a Hitóles, eu virtud de loa arregla* 
testamentarios hechos, en por doña Jacinta Castellanoa 
tle Trápani es el mismo que aliona se reivindica y i|iie fué 
adquirido pin- ta provincia ile Itueuos Aires, sin ijüe lúa de- 
mandaUcs hayan prese atada ningún titulo posterior ú esta 
adquisición, para fundar sus pretensiones. 

*¿ue estatuía justificado que el terrena de que se trata 
salió del dominio de la sucesión de dan Pedro Trápani y fué 
adquirido por la provincia, w innecesario resolver las demás 
excepciones que esta opone a ta demanda. 

Pur esto, no se hace lugar coa costas, á la accitíu interpuesta 
á fs. hi. Nuiilíquese coa el original y archívese, repuestos 
los sellos; debiendo devolverse el expediente administrativo. 

A. IIkhmkjo — Octavio Iícsqb. — 
Nicanor tj. DfEL SoLar — M. P. 
IJahact.— Ü. Moyahü GAClTtU, 
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Z)<m Mafíwo S. Battilana contra la Provincit tte Buenos 
Aire?) / 4 or mitro dt ptsoa 

Humaría.— Recoma la la existencia de la deuda por el re- 
presentante <le la provincia, nú obsta i la pru.;ed«mci i de la 
demanda la circunstancia de que la Legislitura no haya 
votado tos fundís necesarios par.i su abono. 



Caso.— Resulta del siguiente: 



M&lTi 1>K LA SI'l'KfclU GOHTK 

ttuenot Ai™. Julio 3 do 

Y Vistos: Don Alcides Seguí (hijo), en representación de 
don Máximo 8, Battitana, interpone demanda ñor cobro de 
pesos contra el íiobierm» de la iWiiwia de liónos Aires, 
exponiendo: (¿ue el señor Juan l'erolti efectuó diversos tra- 
bajos en la obra del corralón de limpien «lela ciudad de La 
Plata, pur los que recibiú a « nenia algunas cantidades, que- 
dando a su favor un sald., de tres mil trescientos cuareutft y 
cuatro pesos, cuarenta y siete centavos nmueda nacional, cré- 
dito nue rué cedido i su representado, p-ir escritura pública 
de fecha AbriUde 1HÍW. 

t¿ue ese crédito fué reconocido en 27 de Marzo de 1885, 
como resulta ile las constancias que trascribe de los diversos 
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expedientes que, pura obtener et j>a«(i, lia seguido unte la Mu- 
nicipalidad de La l'lnla y ante t*l Gobierno de la Provincia, 
por Jo que de manda ¡n>r el importe del saldo expresado, con 
sus intereses desde Marzo '¿7 tle 181)5, y las costas del juicio. 

Acreditada la competencia de esta Uorte y corrido trasMu 
déla demanda, el re p rene n tan le de la provincia la contesta á 
fojas l¿. expresando: 

■t¿uc pudran ser exactos los hechos en que el actor funda 
su demanda; pero como al escrito de iniuución de la misma, 
no acwnpaua documento alguno que juslilique sus nlir mociones, 
un puedo prestar mi conformidad á ellas, mientras no sean 
probados*, 

líecibidn la causa ú prueba ae produjo como parte de ella, 
la agregación de los expedientes administrativos indicados eu 
la demanda, y presentados los respectivos alegatos, se llamó 
autos para sentencia; 

Y Considerando: 

(¿ne la legitimidad del erédilo cuyo pago se demanda, lia 
sido ex prestamente reconocida por el represente de la provin- 
cia demandada, cuando en su alecto de fojas zi, expresa lo 
siguiente: 

tLos expedientes administrativo* agregados, y muy espe- 
cialmente el que ostenta esta carátula «IHffz, Ministerio de 
Hlmis Pública*. Letra 1*, iiúm 3», Perotli Juan», comprueba 
que en electo es eierto se adeuda al autor como cesionario 
de don Joan Perol ti; la suma de tres mil trescientos cuarenta 
y cuatro pesos con cuarenta y siete centavos moneda nacional 
(pesos a;JU.i7 "■«) procedentes de trabajos efectuados á la 
Municipalidad de La Pinta, y de cuyo pngo se hizo carga el 
Gobierno de la Provincia, por decreto de ¿ti de Diciembre de 

t¿ne un obsta á la procedencia de esta demanda la circuns- 
tancia tle que la Legislatura uu haya votado Jos feudos uece- 
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■trios para el abono del crédito de que se trata, desde que se 
reconoce explícitamente la existencia de la deuda y que la 
provincia es responsable de ella (artíeuto 100, Constitución 
Nacional). 

i¿w respecto al cobro de los intereses reclamados en la de- 
manda, desde el ¿7 de Marzo de 18ft>, ellos han sido reco noci- 
dos, pues nada se lia ub*ervad > til resiento pur el represen- 
tante de la provincia. 

Por estos fundamentos, ae declarn! (¿ue la lYoviucia de 
Buenos Aires debe abiinurá don Máximo s Baltiluna, dentro 
del término de diez días, la suma de tres mil trescientos cua- 
renta y cuatro pesos con ruaren (a y siete centavos nrnieda 
nacional, con sus intereses, ul tipo de los que cobra el I ta neo 
de ta Naeimi en sus operaciones ordinarias de descaen to, desde 
el '¿7 de Marzo de 18&>, con mas las costas del juicio. 

Notiríijuese con el original y repuestos los sellos, archívese, 
de voW i endone los expedientes administrativos- 



A. Bkkukjo.^ Nicasoh íi. okl 
Solar.— 41. l\ Dauact.— C 
Movako GacitiU. 
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Piteo Ñamoml contra don Federico Moreno, ¡mr ¡¡resunta 
defraudación del impuesto sobre los uz Arares 

timimrh. — í' K-* nnlaeu su parte pertinente, la sftiitBiiuia que 
contraviniendo lo dispuesto en el inciso 5' de ]» rejíla i 1 del 
urt 4¡tídel Código tle Procedimientos en I» Criminal, reúne 
sobre materia no oo m prendida en la acusación. Pal nulidad, 
por defecto ahünlutii de procedimiento, no da lugar ;i In re- 
posición de la causa ¡í estado alguno del mismo; por lo que 
eorrespinle deularar sin efecto la parte del tallo t\né sale 
■le Eus términos de la litis contestación. 

■¿ Comprobado que el azúcar q le se denuncia como expendido 
sin pagar el impuesto liscal, ha satis lee lio el que le corres- 
ponde, debe absolverse al acusado como presunto defrauda- 
dor de La renta. 

Vaso. — Lo explican las siguientes piezas: 

SÜNTKNCIA DEL Jl'K/. KKIIKKAL 411 ItOO 

Tticuutnn, Julio A Je ]<HM. 

Vistos estos autos seguidos por el Señor Procurador Fiscal, 
a iniciativa del señor Administrador General de Impuestos 
Internus, por presunta defraudación de impuestos de una can- 
tidad de azúcar fabricada en el año 1897— mil ochocientos no* 
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venta y siete, -en el ingenio « Sania Liona* ubicado en el De- 
partamento n*e Monteros de esta Provincia, contra don Ketle- 
rieo Moreno, propietario ile dicho ingenio, mayor de edad, soL 
tero, industrial; visto el requerimiento del señor Procurador 
Kíaeal, la contestación del demandado, las pruebas produci- 
das, los documentos Legales del sumario de prevé 111:1011 admi- 
nistrativo, y eiiauto ver convino, de los que resulta; 

a} (¿ue el inspector de impuestos internos uacit>uale¡> de esta 
ciruuuscripcióa nú ni. 31, us&ndu de Ni facultad de liscnlUtir la 
percepción de los i ui pueblos, organizó el sumario de preven- 
ción administrativo á lin de verificar la defraudación de im- 
puestos sobre un número de kilogramos de. aznear lubricado 
en el uño lH\)l en el ingenio u/aiearern del señor Federico SIíi- 
reno, denominado «Santa Lucía» ubicado en el Departamento 
de Monteros. 

b) Lteli riéndose á este sumario, el inspector sumariante, al 
dar cuenta á tu Administración de hu puestos, fs 1 expresa, 
il iic el seriar Moreno ba expendido azúcar desde el primero de 
Enero de 1SÍI7 ha^ta el í de <)etub*e del mismo ano, HMKEí ki- 
lógruuii>* -aclieuta y cuati lil noventa y cinco— en 5KJS bol- 
sas,— uuvec i en tus odio— sin pagar el i m pues tu corres pa li- 
díenle. 

c,i Con eslos antecedentes ia Administración (¡carral d" Im- 
puestos, pasó el expediente ó la Justicia Kederul. para ojíese 
si^a el juicio correspondiente y expresando que ¿ su juicio co- 
rresponde tipluar ¡as penas del articulo ¡di de la Ley íít(Jt, 

Al explicar ai que del sumario resulta y acompañando el do- 
cumento de IV. 5U que es la primera declaración i n rada de la 
fabricación du «Santa Lucía» á partir del 1!» de Junio del año 
18ÍI7, alirnm t|ite en 1!J de Junio en que comenzó la fabricación 
lio tenía existencia u 11 tenor de a/aicar, y que es desde esa fe- 
cba que debía pagar el impuesto sobre el nanear expendida 
etc., artículos 5 y Ü de la Ley 31liH; artículo 3 del decreto 
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reglamentario; artículos 20, til de la Ley ¡MftSl, y artículo 70 
decreto reglamentario. 

d) He refiere también á que en el libro diario del ingenio se 
han anotado las ventas de azúcar según las copias que corren 
de I». SI á 40, cuyo resumen curren á ta. 41, copias reconoci- 
das coum exactas por el señor Moreno, que no están anotadas 
en el libro de impuestos internos; que por esos 84095 kilo- 
gramos mas ochenta y cuatro mil noventa y cinco. 

e) Kxpone además, que hay anotaciones de venia de harina 
siendo azocar, según confesión del señor Moreno y testigua. 
KsUs ijue ascienden á kilogramos '¿l;iHl,— veiliun mil tres- 
eietilns odíenla y uno -más lo» anteriores HÍOíKi suman U)."j- 
470 kilógraimis los defram lados del impuesto de seis centavos 
por k i lííjj rainii *j ue debe pagarse, y que importa ¿ T Hh Ii£í8.">ií, 

f) A Ib. 8¿ t IWmuli/.a acusación el señor Procurador Kiseal 
contra el señor Federico Moreno, por defraudación al l'isco 
del implícalo de centavos por kilogramo de azúcar, de 
105.47Ü kilos vendidos por el señor Moreno del producto de la 
fábrica del Ingenio 'Santa Lueía> y linciemlu notar que las de- 
claraciones juradas de expendio mensual pasadas tí I» Inspec- 
ción y Admití i giración General no guardan conformidad con 
el diario particular del ingenio en sus asientos, y que ligara 
como harina cantidades vendidas de u/ucar, en consecuencia, 
pide p»ra el señor Mnreno.se le condene al pago del impues- 
to, lu inulta de diez tantos de la suma que bu pretendido de- 
l'nuuUr y el arresto de un año y las costas, 

g) La parte deiunudada en su defensa alega la nulidad del 
su nim io, dando por razón que el inspector sumariante tiene 
interés en el asunto, porque se adhiere (concluido el sumario) 
á los beneficios ijne le dá el articulo Sí de la Ley S&l de 18 
de Enero de 

h) Sostiene que el nzucar expendí lo pagó el impuesto de un 
centavo por kilogramo, que era lo que corresponde á la pro* 
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duoeión dul arto IHík;, y rjue el nzuear en cuestión es de ese 
arto; que las anotaciones de venta tíimui harina de lo i|ue era 
azúcar UO lia tenido «tfQ OfljeÉu 'l'ie distinguir lo vendido á 
sus empleados y colonos. 

i) Recibida la causa Aprueba produjo la i.nru. demandada 
loque estimó con ven leu tu en lo principal y en la taclia da 
teslij-os. 

j) Previa audiencia pura loa informes ív n>n- cuyos memo- 
riales correa de 188 á ¿o."» inclusive, se pfttid nulos ¡mí a 
sentencia. 

Gansiderando. 

1" Ka cuanto ú la nulídud «le la sumaria por cuanto el ins- 
pector sutut.rii-.il te se huUiera acogido al henelmio que le otor- 
ga la ley. no puede tenerse en consideración, puesto i|iie no 
es más tjue de prevención mi m ilustrativa, y porque ese tun- 
cionarii) un ha sido recusado, y »¡ más bien, aceptado por el 
señor Moreno sin protesta alguna, al prestar ante é\ su decla- 
rar, ími y practicar diligencias de compulsas de libros ¡i fu. 
41. 4'¿ y 411, -foja» treinta y tres, cuarenta y una, cuarenta y 
dos y cuarenta y tres.— 

'Z 1 t¿ue aún cuando el sindicado pudiera oponer dése ñutíanse 
ile imparcialidad en el sumario al tomar dee ta ración de testi- 
gos, imparcialidad que no está probada, no puede decir lo mis- 
mo de lua diligencias instrumentales que corren en autos sus- 
critos por el mismo señor Moreno teniéndolos cuino exactos, 
como BOn los .pie corren de fs. !«. 41. Vi y -fojas treinta 
y tres, cuarenta y una, cuarenta y dos y cuarenta y tres,— ni 
de su propia declaración de fs, nueve, diez, treinta y una 
treinta y dos y cuarenta y cuatro- -fs. 9, 10, 'M t •i'l y #i an- 
tes mencionados: ni del informe de fs. veinte— 30— no ar^üi. 
do de falso, que su u piezas principales eu que se apoya la acu 
sació u fiscal. 

t¿ue según el informe de fojas veinte.— fs. '¿ti— expedido 
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por el Ail ministrador tle lo üriiflh Azucarera Argentina don 
Ungido Terún, autorizado por el secretario don fl. P. llerd- 
munn p«r mandal» .leí inspector sumariante, se cunijimtiú, ipie 
tí Unes dé Diciembre ile iuil nelineientns imveiUn y seí*,— 18,% 
-en el ingenio «Sania Lucía* solo habí» ochocientos noventa 
y nueve— 8!»í>— bolsas de azuertr ile primera molida, comproba- 
ción hecha según acln levantada anle el Jmv, de l'uz de Mon- 
teros y testigos, no contradicho par el Beñor .Moreno. 

¡I" (¿lie esta ñauar estaba sujeta al impuesto de un centavo 
p »r kilogramo por di*|io*ii'inii del iinfeulo 5» de ta Ley 3*119 de 
M de Knero do IHUT uoiuo existencia en esa fecha- articuló 3" 
de la Ley tres mil cuatrocientos setenta y nueve de lie/, de 
Ktier.* de mil ochocientos noventa y siete. 

(¿ te en edmpliitikfíto de la diip hícíóii uitada artículo 
quintil el articulo -18- del decreto •jiiljermiLivii f^lft- 

■ueaturio de veiutilrc-i - í i -de Enerú de mil uchuuieulns no- 
venta y sieto-lK!i7 dispone así; ,i¿m> moa persona que en 
el temh.no nauimial comercie en azúcares de tobno;ioiÓn na- 
cional, y poatíU letual mente una existencia cualquiera de ellas, 
en sus almacenes o depósitos, deberá denunciar por el ft ra- 
ción jurada, escrita y duplicada ante el Administrador Ge- 
neral de Impuestos Internos ó á sus nOcinas sucursales, las 
emitida les de azúcares que posea y pagar por cada kilogramo 
el i m puesto do un centavo que establece la ley. Habilítese 
enino ttírminu para el citopj i miento de estas üb|J»aoÍones 
basta el quince lo -de lebrero, veneido este termino se con- 
sidera fraiid u lenta toda posesión de axúuiire* nacionales que 
no hayan si<lo objeto de la correspondiente denuncia y por el 
cual no se baya abonado el impuesto.. 

I¡ t¿ue si el iuueiiio i Santa Lucia • liubiera poseído mus 
aricar que la comprobada en Dieiembre de mil ochocientos 
noventa y seis -1890— se habría denunciado la existencia den* 
tro del término acordado, ir. de Febrero de IW, por la dis- 



posición transcripta en el eonsi de ra ndu ¡interior, para poderse 
acojer al beneficio de pagar solo an con lavo y no seis como 
dispone el artículo primero— 1 "—de la ley citada (34Ufl), por 
kilogramo; circunstancia que no aparece cumplida por el se- 
ftor Moreno. 

7* (¿ue es forzoso entonces concluir, que ni á fines de Di- 
ciembre de mil ochocientos noventa y seis — i — ni hasta el 
quince de Febrero de mil ochocientos noventa y siete — ISilí — 
hubo mas azúcar que la contenida en las ochocientas noventa 
y nueve bolsas -SiJÍÍ— antes dichas (cuyo peso no consta) que 
fueron fabricadas en el ano mil ochocientos noventa y seis— 
lH¡)t¡_y i[ne debía pau;ar el impuesto de un centavo por hiló 
gramo; por consiguiente, toilas las existencias en el aiio mil 
ochocientos noventa y siete— IHtlT — desde primero de Enero, 
deben considerarse gravadas con seis centavos por kilogramo 
pitre! arríenlo primero inciso tercero de la ley ile iü de Huero 
de mil ochocientos noventa y siete número tres mil cuatro- 
cientos sesenta y nueve -i" de Knero l¡> de INÍI7 ley n. :ttiü> -- 
con excepción de las contenidas cu las ochocientas noventa 
y a «eye -H!H»-- bolsas, y sujetas en todo á las prescripciones 
reglamentarias de primen, de Febrero de mil ocliociuutos no- 
venta y siete— 1° f. lBi)7-sobre «percepción y Üscu li «ación • 
de ese impuesto. 

W> <¿ue el ingenio, desde primero de línero, á quince de 
Junio de mil ochocientos noventa y siete en que coiuieu/,a la 
primera zafra de ese ain» (JHJI7), ha expedido mayor cantidad 
de la existente legalmente, como se vé por la planilla de 
fojas treinta— :Xt -que es la nota de lo despachado por el 
Ferrocarril Nord Oeste Argentino, nota dada como exuda por 
el señor Moreno en su declaración de fojas treinta y dos al 
absolver la pregunta octava. 

fl" <¿ue según esa planilla lo que el ingenio ha expedido 
hasta ocho de Junio de mil ochocientos noventa y siete por 
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dicho ferro-carril es dos mil seiscientos treinta y cinco bolsas 
— !2f¡3f>— eun peso de doscientos veinte y cuatro mil quinientos 
kitólíratiios de aitücar— ^¿i.'itK)- fecha en que uo había uu* 
menzadu Es zafra líe «se afto, por consiguiente ia diferencia 
de un uní setecientos treinta y ícís bolsas, nu han pagado el 
impuesto — 17HIÍ. 

10; Que et señor Moreno acampana los ceri i heridos privados 
de liijau cincuenta y cinco y uiuuueuLa seis— f. ¡V> y ñÜ— con 
el propósito de jnstilk-ar que ha p.^ndi» un centavo ñor (¿íl¿- 
E-rauio de lo ex péndola entonces; pero esos certilieadoH no 
tienen valer albino lií^af porque son iludes sin mandato de 
autoridad competente por un simple empicado de la l'nion 
Azucnrera Argentina que él mismo mi salie que clase de em- 
pleado es, según su declaración de r, vuelta KíUy 134¡ 
pero que tomó por sí la facultad de linear como administra- 
dor s¡ II serlo. Pero aun en la hipótesis de i|iie hubiera sitio 
adiiiiiiislrndnr, esos cerificados son ¡ndetenniu idos, y no ex- 
presan la fecha cierta en que si- lmliiera denunciado la exis- 
tencia y ex peii din de esos azúcares. Mas todavía, del mismo 
certilicadii de f. Tú\, consta que las bolsas conteniendo 
4H.HI) kilogramos de azúcar sonde las que dehen correspon- 
derá las HiW bolsas existentes ñ lin de Diciembre de I8üb\ de 
que se ha hecho mérito en los considerandos anteriores, y no 
á l»s que aparecen de exceso, pues, el eertilicada dice; -Hiendo 
esta el saldo que je quedaba de aquella cosecha del nao L8Ut>, 
El certi Meado de F. ">5 es inadmisible en absoluto, tanto por 
que quien lo da no está autorizado á darlo, cnanto porque al 
tener do» fechas, una en la parte inferior que es de 1K de 
Junio de 1H!>7 y otra en la parle superno- que dice ser de No- 
viembre de ibí*S, después de iniciado el sumario, true la 
duda de la verdad del tiempo en que fue dado y lo hace inútil; 
y ese mismo certificado inútil, lo mas que barlú es hacer ver, 
que después del año 1S!H¡, se elaboraron bajos productos, 
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11. ¿Esa d iteren cía ó exceso do 17:»i bolsas pertenece á la 
fabricación dé 18.16 ó á la de 1807? Una pane Fué lubricad» 
en lftOf*, ¡mes del inventario practicado en 31 de Diciembre 
de ese ano y compulsado a fs. consta, que, nabia mi mil 
trescientos cincuenta y tres bolsas con 121. 1J0 kilogramos de 
peso, íen vea de 899 bolsas veri (i cadas por la Union Asiueurer»); 
y la demás parte lia sido fabricada en el a fio 1H!*7, de las 
miles existen les (bajos productos) como observa el señor Pro* 
curadio 1 Fiscal en la nafra de 1890. 

12. ¿Cual es el impuesto q ue deben pagarV ¿«l de 1 centavo 
por kildgramn correspondiente a IHLMi, ó al arVi 1B117 que 
esinldeee la ley 3MM que es de íí centavos? ,Sin dnda es el 
impuesto de (i centavos los que corresponden en ambos casos, 
porque en el primer caso, no se denuncio á la Inspección de 
Impuestos Internos como del ña hacerlo en cumplimiento del 
art. ÍH del decreto reclamen inri o de 23 de Knero de 18;Í7; y 
en el segundo caso, porque el impuesto es ú la fabricación, 
no al product» de la materia prima, poi' tauto, aun cu ando la 
materia prima hubiera sido de la cosecha del año l8iKi la 
fabricación efectuada en IHU7, está gravada can el impuesto 
de l¡ centavos por kilogramo, 

13. <¿ue el libro diario del señor Moreno, cuyas copias co- 
rren de f, :í:s á 40, rupias lirmndas como exactas por dicho 
señor, consta que en el arto ItfíV?, lia hecho varias ventas de 
azucaren el ingenio, sin declarar que era azúcar lo que ven- 
día, (lino ano tundo como harina. Tu extracto de esas ventas 
anotadas como harina lo que era tunear es la de la planilla de 
de f. 12 y 43, suscripta coma exacta por el mismo señor Mu- 
reno, y asciende á "¿1Í5 bolsas con un peso de 21.381 kilógra- 
mos, ventas hechas ú varios desde lo de Octubre de 1HÍ>7 á 
14 de Octubre de JHÍtó, que tampoco ha pagado impuesto, ni 
las bolsas lian llevado la marea estampada del año de la fu- 
b icación ni del número de órden sucesivo que les corresponde 
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en cumplimiento del supremo decreto reglamentario «Je 1« de 
febrero de 1897, como consta de la misma declaración de) 
señor Moreno que corre ú f. 31 al absolver las preguntas $1, 
3» y V. 

11. (¿iie el señor Moreno quiere explicar la circunstancia 
de haber anotado harina y uu ax u car á lo que ea azúcar, di. 
riendo, que lo Imbta hecho |ura distinguir así l<i suministrado 
á los peones y empleados de la lábricn; (preguntad) pero 
este es argumento inadmisible porque nunca es necesario ta 
una contabilidad correcta distinguir la naturaleza de un asiento 
verdadero con denominación tu Isa, Tor otra parte, de los 
asientos del mismo Diario consta que no han sido peones u¡ 
empleados de ta lírica lili que recibieron esos acucares, siuó 
varios comerciantes cou eseepción de 'i, que los pagaron todo 
como artículo comprado como consta del mismo Diario. 

15. (¿ue la confesión del señor Moreno que corre ú fs. 31 en 
esta causa hace plena prueba, y su retractación en una par- 
te, que corre 4 f. 44 no puede desvirtuarla porque no falta 
a su declaración ninguna de las circunstancias exigidas por 
el articulo :ÍUi del Coligo do Procedimientos Criminales. 

10. Y Considerando en cuanto á la existencia del delito 
voluutario de defrudeoión, debe tenerse en cuenta las cir- 
cunstancias siguientes: 1- la declaración de que eo la fábrica 
& lia de Diciembre de lft)o\ no existen siuó BW bolsas de 
azúcar, como se tiene demostrado, que no obstante esto re- 
sulta una mayor suma según el inventario hecho por el Ingeniero 
eu 31 del mismo mes y arto; % no haber denunciado estas 
existencias excedentes para acotersí á los bene (icios de la ley 
de Itítftí, ni antes ni después, del 15 de febrero de J897, co- 
mo to manda el articulo 48 del decreto reglamentario de 23 
de Kebreru del mismo año; 3" Imber vendido azúcar en el 
ingenio á varios comerciantes anotando como harina loque 
era azúcar; 4" no existir conformidad de los asientos de ios 

u 



3*6 FILLO» [>K LA «WHIj OOBTI 

libros tle faln-buium mu tus comerciales; .V m> Imlter estam- 
pado eq Ui* bolsa* que corresponden, clámide ta tabi ¡tuición 
y el mim. iJi- orden sucesivo en las expedidas en el año ls;r7 
ton exucpciún de las uuUas. coi-respuji'lii^ite.^ til año 
ÍMHI!; ij Lie no están comprendidas en esa obligackín 

Vw los considerando expuesto*: Kailo tío L'Miiforiuiüatl ni 
articulo. 17 de la ley 1!» de Km-ro de IS!I7: uúm. ¡íilíí» ¡ipli- 
rable al cntm, deebmuntn i(iie el seibo* rede ríen Moreno, 
propietario del ingenio -San tu Lucia) alúcadu en Montero*, 
del a* ábuoar (i ceutavns de impuestos internos porcada kiló- 
grnino de aspar que aparece n« haber abonado, y que son 
los que hacen mención en los cmisidenmdns U, Ul, y el pago 
se ha de efectuar en el termino de Mi días previa liquidación; 
á iiuU aa b- i ni pone como pena, la multa do 14 1 tumo-; mas 
de la s ii i ti » dcliMUdadn. imiihi lo pide el señor Procurador 
Kiscnl. por ser menor «pie la pena que la ley posterior mim. 
•tTüi establece on su articulo Hii, en ve/, de los '¿a laníos une 
impone la ley nnteri ir tmiu Híh9, .H'ii; y se impone un arresto 
de :i meses que es el mínima .[ue Hju la citada ley; can mistas 
á su cargo. Noti tugúese con el original y tómese razón. 

Benjamín Muiictum 
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Y victos en los recursos de apelación y nulidad interpuestos 
pur la parte de don Federico Moreno contra la sentencia dic- 
tada por el Juzgado Federal de Tuciimun, con tedia H de 
Jal i a del presente año, la que corre ¡i !'. ttlli de estos autos, 
contra aquel, seguidos por supuesta defraudación al Piteo 
Nacional; 
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Y Considerando: 
l-tjue según el urt. YX>, liedlas IV y 4* mí m. 5 del Código 
de Pmmiúnm en lu CriiuinaL la sentencia debe pronun- 
ciarse con relación á la» conclusiones de la acusación y la 
defensa, condenando ü absolviendo al procesado, por el de- 
lito ó <k tifas 0* hif/an sido mu tena dv proceso, lu que no 
puede entenderse en el sentido de que baste, para legitimar 
el juicio y la condena, el que, en cualquier estado de la causa 
se descubra algún hecho delictuoso contra el encausado, sino 
que siempre será indispensable que tal hecho haya «¡do com- 
prendido etilo acusación y sobre el ae baya oído al acusado; 
coinn quiera une la tfyu -ontrstutfa es la base fundamental 
su ttidnjiüétó, base que se forma l<or la demanda y euntesta- 
oión, eu Incivil ó por la acusación y defensa, en lo criminal 
¿" l¿ue tespüuilieu.ln i este principio, el ilftiottlo 17íi inciso 
3, código citado, requiere que la querella ó acusación coatenga 
la relaciún u i re u os Anclada .leí hedí», siendo manifiesto que 
iiu tul relación, uu habría términos hábiles para el juicio y la 
defensa, que el artículo I* de la Constitución Nacional, se- 
ñala como una de las garantías acordadas á todo habitante 
del país. 

»' <¿ne Lu renuncia de fs. I, cuino l a de fs, 00, solo impu- 
tan al prooeiado la defraudación de seis mitavns por Hilógra* 
mo, sobre WrU7i; kilogramos de azúcar correspondientes á la 
cosecha de lSif?, ¡¡rayada con ese tributo por )a Ley tfltiO, pues 
claramente resulta de la exposición de los denunciantes que 
dicha cantidad la tienen pur sustraída, al pago del impuesto, 
mediante la ocultación de jo que el ingenio «Santa Lucia» fa- 
bricó dal liJ de .funjo de I8U7, adelante. Para fundar tal con* 
clusióu señalan el heuho de que, á tinos de Diciembre de \m\ 
ó 1» de Huero de 18Í17, el Ingenio solo «enia $*> bolsas de a/.ú- 
car y de su libro «Diario» y de notas tomados del V. C. N. O. 
Argentino, consta que, tiende dicha fecha, hasta el 1!» de Junú) 
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ile IrW tüia en que empezó á fabricar azúcar sugeto al im- 
puesto de seis centavos) expidió '¿Ü.Í5 (misas ó sean 17¡M¡ mas 
de lúa que tenía, de dónde resulta que el 1» de Judío ya un 
podía tener ninguna un Isa de la cosecha pasada de I8W¡. (¿ne 
del mismo «Diario» aparece que denüe el l'J de Jimio hasta el 
7 de Oct u lúe de 18y7, el ingenio expidió 9*» talaos con 84095 
kilos, que no biza Ugnrar en sus declaraciones mensuales, ni 
en i:¡ liliro de elaboración y expendí" de la fábrica, constando 
igual mente de aquel libro que desde el lo de Octubre de 1887, 
hasta Octubre U de lww. expendió doscientas treinta y t in- 
co bu Isas, con kilogramos con la denominación de httri- 
íia, que lio se incluyen tatú puco en las declaraciones mensua- 
les, ni en los asientos de ios libros de elaboración; siendo en 
virtud de es tai conclusiones que hacen cargo al señor Moreno, 
dueño de la lubrica, pío* la defraudación del derecho liscul in- 
dicado, corresmmd ¡entes á las dos partidas de HHfXt kilogra- 
mos, y de 21381 kilogramos, ó sea la totalidad de 105Í7U ki- 
logramos. 

4- (¿ue la acusación liseal de fs. SI, sin apartarse en nada 
de las denuncias mencionadas, declara expresiuuente que Ins 
hace suyas y 1a» reproduce como parte del escrito de acusa* 
ción, entrando en el mismo detalle que ellas, de las dos parri- 
llas que forman el total de los 10517<J, kilogramos que tiene 
por ocultados de la cosecha de 18M7; y sustraídos al impuesto 
de seis centavos, á cuyo pago pide se condene al denunciado, 
con diez tantos más; siendo de notarse que la mención que se 
hace por el fiscal de la diferencia que resulta entre la exis- 
tencia de la fábrica en Diciembre de 18ÍH¡ y la cantidad que 
aparece vendiila hasta que empezó la nueva cnsccha, es solo 
como argumento para sustentar el cargo relativo ú las ventas 
posteriores al 1!) de Junio de 1807, lo mismo que hacían las 
denuncias, mu manifestar explícita ni implíci lamen te, que la 
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acción se dirigía a acusar de frauda cu ¡n alguna por el expendio 
que se hubiese hecho untes del 19 de Junio. 

5" <¿ue lijados así, cu. toda exactitud lus términos de la acu- 
sación, resulta que la parte de la sentencia recurrida eti que^ 
haciendo referencia á su considerando tt u condena á Moreno al 
pago del impuesto de Be i * centavos y diez tantos más por de* 
iru u dación, sobre las IT.ltí bolsas, que aparece haher expedido 
antes de la cosecha de t8U7, además de las 8DJ, que se supo- 
ne «ra lo único que debía tener en Diciembre de lSlMi, es 
nula, por recaer sobre materia que do ha sido comprendida 
en la acusación, base esencial de la litis-contestación y del 
juicio. Suprema G irte T. t& pág. 2H¡ Tít. Sti pág. IHli 

l¡ (¿ue siendo la nulidad que uoaba de enunciarse, por de- 
lecto absoluto del procedimiento, por cuanto no ha habido ni 
hay base para el mi amo, por lo que respecta a la condena, ex 
tía Lia á la acusación, no ha lugar á la reposición de la causa 
a estado alguno Je mi procedimiento que no ha iniciado ni se- 
guido sobre ese punto; como quiera que el artículo 51*¿ Código 
de Procedimientos en lo Criminal se relierc man i tiestamente 
á las nulidades relativas ó parciales del enjuiciamiento, que 
bien pueden dar lugar á la reposición del proceso al estado 
aulerior ti la actuación incorrecta ú omitida; sinó que lo que 
procede en un caso como el snb jmliee es declarar sin efecto 
la parle del fallo recurrido, que sale de los término» de la li- 
tis contestación» 

?" (¿ue por lo que hace ó la defraudación acusada sobre las 
l(J517lí kilogramos que suman las dos partidas comprendida* 
en la aciisuiióu, esto es, la de HWX* kilogramos expendidos 
desde el l!)de Junio ul 7 de Octubre de 1H4Í7, y otra de 21381 
kilogramos expendidos con la denominación de harina desde 
el 15 de Octubre del 97 al li de Octubre del 118, respecto » 
la primera partida debe observarse que la sentencia apelada 
lia hecho caso omiso de ell.iy si bien esta Cámira b ib. a po- 
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dido subsanar esa omisión, en atención ú lo pedido ni respecto 
por el Ministerio Fiscal, en bu respuesta ¿ la expresión d« 
agravios del apelante, la can su no ofrece me rito bastante parít 
'pronunciar ninguna condena sobre este capítulo, una ve/, que 
respecto r ambas partidas, ó sen. á in totalidad de loa tOpTIJ 
Kilogramos, no hay prueba alguna de que pr«ven#ai la tabii- 
fcaciónde 1897 y se haya sustraído al pago del impuesto que 
la gravaba; pues la denominación de • harina' dada un el libro 
^Diario» de Moreno al oóulenido de la segunda de dichas par- 
tidas, ó sea, de las TMi bólsns expedidas desde el IES de Octu- 
bre adelante, solo constituye una simple presunción de frau- 
de, instilteiente para la demostración del cuerpo del delito.— 
artículo :íT>8, inciso 1" Código citado. 

tt Que no puede decirse que la declaración de Moreno ó fs. 
31. contenga confesión ó rejouoei miento alguno de la defrau- 
dación de que se traía; pues si bien suá primeras respuestas 
en ese acto, son equívocas y confusas, al dual se encuéntrala 
alir m ación categórica c intergiversable de que el azúcar ven- 
dido según sus libros, y ó que *e reliere el interrogatorio de 
que acaba de ser objeto, era producto de la cosecha Je IfÜJti, 
por la cual había pagado el impuesto de ttn centavo confor- 
me á la ley 3*«9. 

(¿ue si bien en la aclaración ó reet iticaciÓQ tie Is. 45, reco- 
noce haber confesado, en la de fs. 'M no haber pagado eL 
impuesto correspondiente ú alguna parte de la e sedición ú 
que se refiere la denuncia, no hay allí, empero, ninguna rec- 
liucacióii ¿ lo aíi miado euiistaii te mente por el acusado en to- 
das sus declaraciones y defeusus; de que lodo el azúcar A que 
■e relieren las investigaciones, y los cargos de la administra- 
ción de impuestos internos, como la acusación fiscal, pertene- 
ce á la existencia que el ingenio tenía de la cosecha de lfthi. 

10. «Jue si la confesión del acusado fuera bastante para 
tener por demostrado que dejd de pagar el impuesto corres- 



pmidientK n alguna parte de lo pmtlnueiúii de su fábrica en 
1M!H1, une pasó ú IW, niiijiiiiia condenación, empero, podría 

P r ciarse i-ontra ¿I »u este j uicio, por ese concepto, porque 

como queda i>4taUlieuii|.», Moreno, un liti sidu atusado pord> 
iVinnlíicíiíii al tributa de /i» (UmtüOO que gravaba ese pro luc- 
io, «i nú por la que st- supone Itaber cuiutlido sobre la pro- 
ducck'm de ÍM:*7 t ocultando nl-uua partí* <Jh día, mediante 
omisión de los asientos debido* en L ibrc» de elaboración y en 
sus declaraciones mensuales til respecto. 

11, l¿ue del libra de • Inveulurios» del señor Moreno, lle- 
vado con las I/anualidades requeridas por el Código de Comer- 
cio, iitilWme de \\ UíH) resulta, según lo* asientos traiiacripios 
¡i f 171 y 17:», que la existencia de asnear en el ingenii 
■Sauta Lucia- al Ú de Diciembre de ItWó, era de U."j ( bolsa* 
cu u 37o\47(J kilogramos cantidad que excede en ¡:17!>¡ kilo- 
gramos á la suma de los resúmenes de ti :ü», il y Vi; de 
suerte que aunque la denuncia y acusación bubieran com- 
prendido toilas estas partidas (que no comprenden sitió las 
dos ultimas} como iMi-respondientcs á la cnsccbn de 14.17 y 
como objeto ile tu defraudación del tributo debido por la 
misma cosecha, quedarían rebatido* por los mismo* libros 
que de parte de ellas se aducen como pruebas ■ le los ttar^ot 
formulados contra el acusado, una vez que la prueba re- 
sultante de los libros de comercio es indivisible y obliga á 
quien \»a invoca á puanr por el resultado de todos sus as i cutos 
combinados» articulo 01 Código de Comercio y IQ&C. C. 

l'l. por otra parle, la aclaración ó rectilicacióu de 

Morepu ú f ¿5, abrumado haber satisfecbn i Hiérrame ate el 
impuesto deludo sobre la producción de IHIKJ, pasada á ÍÜÍÍ7, 
y gravada con un rvntttrv por la ley :fit¡.», res u i La verosimü 
atendi. la la circunstancia deque en esc esc rito invoca como 
prueba de su aserio los libros talonarios (joe debeu existir 
en Ja administración de iiujiuestis internos, ijue bien pu- 
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dieron ser producidos de parte de la acusación, para probo r 
lo contrario en caso no fuera exacta la afirmación del acu- 
sado; á i|ue se agrega que de la parte expedida por ferro* 
carril, seguramente debió acreditar el pago del impuesto con 
el boleto correspondiente en mérito de lo dispuesto por el 
articulo 14 de la ley mi ni. 33V7. 

13. Que el informe de f, 'JO, que U denuncia y acusación 
aducen comn comprobación de que el animar á que se relie- 
reu pertenece á I» producción de 1897, nada prueba, por- 
que los mismos denuncia ules y acusador se lian encargado 
de coiiatatur que aules de empezar la zafra de 18¡»7, Moreno 
expidió per el V. O N O. A. 1730 bolsas mas sobre las tfeíl* 
de i" 'molida, que aquel informe indica como exUtente, en 
depósito, eu Diciembre de l&*d; mostrando así que esa decla- 
ración de la •Unión Azucarera» no era delinitiva ó excluyen- 
te de otra existencia de azúcar en el ingenio; como resulta 
de sus propios términos, pues que solo habla de azúcar de 
primera sin negar que pudiera quedar mucha mayor cantidad 
de 2* o 3\ como quiera que es uiuüvo que estas categorías 
se distinguen también en la calilicacióu industrial y uóuierclaJ 
del producto. 

11. Que en la hipótesis deque la azúcar onUnid* en 'ca- 
licantos» según el libro de inventarios, y caliíicada por el 
mismo en las categorías de '1* y 3 a no debiera considerarse 
como verdedara azuear en el sentido de las leyes de impues- 
to, siuó como materia prima, susceptible de destinos diversos, 
ya jMira la de alcohol, no hay en autos antecedente alguno 
que permita establecer que esas existencias de producios em- 
brionarios no fueran aplicadas á la fabricación de azúcar, eu 
el intérvalo corrido del 31 de Diciembre de 18tW, al 15 de 
Febrero de 1897, y en esta feuba no fueran comprendidas 
por Moreno, en su declaración del remanente de la cosecha 
de aquel auo, pugaudu el impuesto correspondiente de uncen- 



ta va por kilogramo (¡ue debia abonarse al hacer la declara- 
ción, según se deduce del articulo 5" ley nú ni. 34Ü9 y tó del 
decreto reglamentario de *¿3 de Enero de 189?, 

15. <¿ue la declaración de f. 59 que la denuncia y acusación 
aducen cotuo fúndame utos de los cargos, que formulan contra 
Moreno, nada prueba contra este, porque siendo clara y ex. 
presamente dirigido ese documento á satisfacer las exigencias 
y formalidades de contratos establecidos por la ley uúm. 3MJ9 
y decreto reglamentario citado, con relación á la azúcar que 
se elaborase en ese arto y cayese bajo el impuesto de los ti 
centavos, niuguna referencia expresa ni implícita puede ha- 
llarse en esa declaración, sobre existencia ó no existencia 
de algu.i remanente de ta cosecha del ano anterior que, bajo 
niugúu concepto, tenia que incluirse ni mezclarse eon ta de 
1897, cotnu quiera que aquella había sido objeto de un im- 
puesto distinto y distintas formalidades administrativas para 
su localización y percepción. 

li i. <¿ue las pruebas sacadas de los libros de Moreno sobre 
el ex pendin de 105.476 kilógramos de azúcar, verificados con 
posterioridad á la vigencia de la ley núm. 3169, no bastan 
pura eom probar <} ue ese azúcar correspondiera por tal razón 
ó la nueva cosecha, por cuanto los azúcares de cosechas ante- 
riores) con impuesto pago, pudieron lejí ti mantente ser vendi- 
dos con posterioridad á dicha ley; y porque los libros de donde 
fué extraída la probanza prueban también no Bolo que estos 
azúcares pudieran pertenecer a la cosecha anterior de mayor 
cantidad, sínó que pertenecieron en efecto, y como tales te- 
nía i abonado su impuesto con anterioridad; una vez que de 
esos mismos libros consta que el remanente de la cosecha re- 
ferida fué de 373.790 kilogramos. 

17. Que si con las anteriores consideracienes queda plena- 
mente demostrada la improcedencia de la acción entablada, 
una vez que de mandado Moreno, por defraudación del impuesto 
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eniTespundiente ti lus productos de lHüí, ilelriindaeiúii negada 
pnr éste, la aeusaiuún no ta Un eiuupi-ulmdis puede toda VÍA 
entrarse ú niro urden de i¡iMisidorn<:¡uues ijite refuercen las 
oanetusíonea de es tu sentencia pur otros fundamentos de no- 
table im|MirLaue.ÍH. 

1*. (¿ue itielm.s l'undaiuenUis surgen, en prinu-r ln^ur de la 
uiicuusluucin, comprobada en uuLus de nuc lu acusticiúu nu 
mUy tiü comprende m rus pro linios <¡ue los de sinú que 

la den ii acia ha reennucidu q¡We Moreno nu estaba obligado A 
pagar ningún Ofcru impuesta que e.i enrrespiiudieute á la cose- 
clin de ese ano, lo quu viene i esoluír tnda dismis'nin sobre si 
el correspondiente á IWC ^slíilm implícitamente comprendido 
en ella ti si duraute el curso del juicio pudo estarlo, hnn 
llegar ¡i < j stu conclusión, déla* tenerse presente i|iie la tus 
pccciúu de iiu|innal4it| internos, al formular su denuncia de 
f. ÜU sillín- los lí*5.l7l¡ kilu^i'aiiiiiü fundado en las cmistitnnns 
de lits 1 1 broa de Moreno, liare présenle que est« señnr coineir/ó 
á fabricar a«Üe*r*pnr sfl cuenta, y, pur lo lauto, ¡i prestar 
declaraciones J unidas y nhuuur intpw¡tfoit ó futrí ir th.'t divz 
y Uttt'Vt' Un Jnnhi*fi' t*H7>. hilero pues, se^uti expresa ina- 
Liirestueiúii de la olio i na denunciante, oonsignada c:i ■■! mismo 
instrumento de. denuncia. Moreno comen ¿aba tí dereugir 
impuesto recien el l 1 ' de. Junio de IH1I7, ó, lu que es lu 
inisinu, nntes de esa lecha mi te car res pi indi a el referido 

1 í>_ (¿ue ello en itinnura alcona, quiere decir, C.onio en al- 
guna ueasiiín Lu iuterpreia la acusación, que se re feria ú ta 
producción de 1HÍ>7 y que nada se alirmuha sobre la de ISlló: 
poique en este mistan instrumento se reconoce iuipUciinmenle 
luda vía que esa misma cosecha de 189tí, existió, se vendió y 
transportó por el ferro-carril en n niñero de bolsas; y, 
sin embargo, un se denuncia ni cobra uada respecto a los im- 
puestos ctuTL-spnndie ules á esa pruducciúu transportada, lo 
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i-ne iuipnrlti el r-eonoci míenlo il« 4Ü* ya estaba pago ese im- 
puesio. 

I Jiie eoucnrre laminen á lu ecimpmliaeión tW «ate punto 
In nota pasuda ¡un* la itispr«tíiií» ti ¡a dirección de la Unión 
A/.ncarera y patentada -i I<ih nulos por &*\nvMn - f. ?l> -en la 
que lu referida oficina dice al administrador 'lela Imón Axu- 
catern í|iie ttiegesiluudo conocer la ex¡*+teii,!ia <|tie tenia en 
azúcar el ingenio < Sun tu Lucia* el mes de Huero de 1MHT, á 

ríf í/K fábrim le comprd sus r.r¡xttminsh( sociedad f/ttó fñepirver 
geñía», lt! pide infuriue subre oiertos puntas. Kste reeunoci- 
inieuM in> puede ser mas ex [ilícito, en el sentido de corroborar 
la cii'i'iinsUHiciu de im tener nlpligaeiou Moreno ; i juicio del 
dciiuiti'iuiilc de pagar ftftrgü alguno pul" la cosecha ile l^iHí, 
y de uoulirmar asi Lo reiteradamente ntinuadn por estn. 

I'in estas oonsideraoiítnes, -e declara sin efecto Ju sentencia 
reeiirriilu en cimillo condena ni acusado don .1, |*'ederieo Mo- 
reno como deudor y defraudador del impuesto establecido por 
la ley tumi. ¡íUíU «ubre un mil srtcrirntaa treinta y ttt'is fiol<* 
ms (lB 0£ttcitr;ap la revoca en cuanto lo condena como ueuilor 
y defraudador del 11*13 mu impuesto sobre vtfiftie 7 un mi^ 
tresvivutos tirtivntu y ttn kilogrümm de igual producto; de- 
clarándose no haber tildar tampoco ú condenar al acusado 
como ile Ira ud ador del i tu puesto retí pee Lo iV los m-henta y vtm- 
iro mil tinrtwnUi y vinco kilogramos coiu prendidos en la 
acusucióti, sobre <*ue se lia alisten ido dé pronunciarse el señor 
•ltK'/ft i/ífo; no haciéndose lugar A til calificación de ealtiin- 
niostt pedida respecto ú la acusación, por cimillo el proceso 
ii d Ofrece antecedentes bastantes para demostrar t¡ue haya 
snlo inspirada por mala fe. Sin especial condenación en eos 
tas. J I ti f-ase salte r. transcríbase y á sus erectos, devuélvase. 

V. Moytmo GatiUui.—P. Julio 
Rodrigue*- — ¿Vmeon A*. 
Aliaga, 
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Buenos Aire*. Jallo í de Itoifl 

Y Vistos: Considerando; 

Prime ni; t¿ue 110 se ha probado que t'l nzucur sobre que 
versa la den uno ta de i. 1 y (XI, se huyn lubricado durante el 
año 18i>7, y que por el contrarío las constancias de los auto* 
demuestran que ella ha sido de producción anterior. 

Segundo: (¿ue las ven tas hechas en 181)7, antes ilel 13 ite 
Junio, nu pueden ser considerada;) de azular de la cosecha 
de ese ano» porque sulo en 10 de Junio se di ó uviso de que la 
/.alia empezaría el !"> del misino toes, de modo que no hu- 
hiuiido«e vendido nadu del azúcar que por el certificado de 
f, 59, se manifestó, según allí se expresa, aquellas ventas no 
deben ser de otro artículo que del que pasó en 1BÍ1Ü á 1897, 
como lo ha aliñando don Federico Moreno y resalta de los 
nsientos de sus libros (C. L7á). 

Tercero: t¿ue en el certificadu ile f. 5». se limitan los seno- 
res Padilla y Helguera, representantes de Moreno, á tua infes- 
tar la cantidad de azúcar elaborada en 1WI7. fin referirse á 
la que existiere de afina anteriores, y sin expresar si habia ó 
110 otra existencia, cumo lo demuestra sn simple lectura. 

Cuarto: t¿ue la elúusuh de no haberse I i lirado nada al con- 
sunto, en el mismo período, concuerda evidentemente con el 
nzuear que se había elaborado en desde que 110 se men- 

ciona ninguna producción de otro ano anterior. 

(Jninto: t¿ne Moreno ó sus representantes, no estaban obli- 
gados á hacer maní Testación alguna, sobre In existencia de 
azúcar que ya hubiese pagado el impuesto que le correspon- 
día, pues lu que se trataba de consignar en el certificado de 
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t 59, no muí» inits objeto que servir ile base á la recau ilación 
del í ni puesta de la azúcar producida d uníate el ano 1H\$7. 

Seviu: t¿ne está comprobado pür lúa asientos de los libros 
de la fábrica, y demás constancias concordantes, que el aaú- 
car ijue. ex istia á fines de lfcttHi, en el ingenio «Santa Lucia» 
liabia sat istei: Ikj el impuesto ijiie le correspondía. 

Por esto y por sus fundamentos, no obstan te lo expuesto por 
el señor Procurador General, se ouuQrma La sentencia apelada 
corriente á tí 40Í. Noli lujuese original y devuélvase. 

Ootavio UesoB-— NieAütm O. 
ilKL Solar. -Asiikl I'kuiiryka 
CoiiTiis. — A. Hkkíiiíjo: En 
disidencia.- & P. Daract: 
Kn disidencia, 

DIS1UBN0IA 

Vistos y Considerando: 
Primero, (¿ue iniciado este expediente eu lo judicial en 
Agosto 'íi de 1J0 (f. ,-flOj, la administración de impuestos 
internos, lia podido, terminada la inst-uceión, y nido el in- 
teresado, pasarlo con informe, sin mas trámite, al Juez de 
Sección de Tucumaii, (nrt. 27.\ del decreto ile Knero 21 de 
IHÍttí, reglamentario de las leyes sobre impuestos internos, 

números :iíi»a, 3715 y 37*11). 

.Segundo: (¿ae, como se observa acertad» mente, en la sen- 
tencia recurrida de f, 401 , la acusación de f. 82 se concretó á 
imputar al procesado don José Federica Moren», el hecho de 
no haber abonado el impuesto de \\ centavos "«n, que estable- 
cieron las leyes Mí¡9 y ¡KiHl, por las partidas de axucar deia- 
Iludas en las planillas de f. U f ó sean Htt.Wtf kiló^ra- 
mus (f. 



Tercero: Que con arreglo a lo dispuesto en los artículos G" 
y 17 tte I» ley núm. ¡ttüíí, y artículos ¿I y il de la ley nú na. 
14(181, la base para el cobro de los impuestos era la declaración 
jurada del fabricante y Los asientos de sus libros, «pie dehiu 
exhibir toda veis que se le exigiera; hnbicudose penado con 
multa y arresto (malquiera omisión que tuviera por mira de- 
fraudar al ttaeo. 

Cuarto: Que el derecho ti cor. lado á la administración de 
examinar los libros de los fabricantes, respondió uiaui Tiesta- 
mente al propósito de averiguar en cualquier momento ai los 
asientos de ellos estaban ó no aun forme con las declaraciones 
juradas. 

Quinto: Que revisados los de Moreno, la inspección encon- 
tró que aquel no habí» hecho declaraciones jurada* d-; Las 
partidas mencionadas en el secundo considerando, que Usuran 
en dichos libros, y en los que se especificaron expendios 
efectuados desde Junio de IHÍ>7 hasta Octubre dn iHí)% vale 
decir, bajo el imperio de las leyes citadas; y esta omisión re- 
conocida por el acusado (f. 31, 41 vuelta, * * y 1">} esUhiecíi 
desde Ine^o en su contra La presunción le^ul de ha bcr inten- 
tado defraudar ai fisco, en el importe del tributo correspon- 
diente á los 103. iííCt kilógratuos no den iniciados, prescimlenuia 
hecha de la aplicabüidad ó no aplícabilidad á todo el axucir 
existente en los ingenies, de las disposiciones contenidas en 
loa artículos 'i y \i de los decretos de '¿'-i y 'Al de Knern de 
relativos á los libros que deben llevar los fabricantes., 
denuncias mensuales, número de ordeq, noiqbre y radicación 
de las fábricas en las bolsas- 

Sexto; Que en su descurto, lia sosten i do Moreno ante el 
Inspector de Impuestos Internos de la sección ¡II, y durante 
til juicio, que el n/mcar expresada era de la cosecha de 1HÍH¡, 
y que la l'nión Azucarera, que la compró, lo habia d<*n ini- 
ciado y satisfecho por ella el impuesto ele un centavo, úVacuer 
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do con el inciso ij° artículo l" «le ln citada ley (f. 45, 91, 
m, y 

Séptimo: (¿ne p; i r lo i] tita lints* ¡i estos extremas ile cuya 
comprobación dependía ei recbuin de lu acusación si bien 
es cierto que A estar al testimonio de Balance de *$ 1 dt k Di- 
ciembre, ile 1-S5M, Moreno tenia en tu Ingenio 'Santa Lucia» 
:i7.i,7M kilogramos de asnear, incluyendo calicantos y mela- 
zas, íf. 174 # v !7íl). y que esta existencia es superior á la 
suma total de loa planillas de (f, Élj H, y 4'¿, también lu es, 
primero, que los calicantos y niela/, vs no li iti debido necesaria» 
mente emplearse en la lubricación de azúcar; segundo, 'pie 
las planillas pueden no comprender codos los expendios de 
Kaero ¿Junio lít de I8!í7, ae^ún la misma de Te usa lo insinúa 
ó I'. 35, pues la de i*. 30, se contrae á cargas Jes pac badas 
por el Ferro Carril Noreste Argentino, desde Febrero 7 á 
Junio 5 de IH!»7 y las ile t'. il y i¿, á ventas realizadas 
desde Junio lít del misan ano 1MU7 ó (tatabra i\ de 
tercero, que del informe de I", 452, á loó, de l:i nditiiiiU- 
trucióu de Impuestos Internos, resulta i|iie la Unión Azueure- 
ra nu cumplió en reemplazo de Moreno la prescripción del 
articulo iH del decreto ciUido de 1!> de Enero de lH!)7, de 
conformidad al cual toda persona que; en el territorio de la 
República, comerciara en azúcares de fabricación nacional, y 
poseyera en esa faqli i uau existencia cualquiera, debía de- 
nunciarlos basta el ló de Febrero (ÍS&7) p >r declaración ju- 
rada, esc fita y duplicailu ante la administracción general de 
iiupni'stJis internos ó sus sucursales y pagar por cada kilo" 
iranio el impuesto de un centavo; bulliéndose resuelto pos- 
teriormente, can motivo de gestiones de la Unión Azucarera 
Argentina, que los azúcares de bajo producto, cosecbados 
eti ItttU, debían quedar totalmente elaborados basta el M de. 
Marzo de 18117, (Decreto de Manso 2-i de IH1I7); coarto, que 
no demuestran el denuncio y pago en cuestión los documento* 
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ile f. 55 y 56, otorgados á nombre de ti Unión AzuMier;*, 
pues no son los resguardos mencionados en articulo W dei 
decreto de lí> de Enero, ni expresan cual lo : ta. uamiilad 
de azúcar declarada y la fecha del denuncio; quinto, que 
el informe de f. 152 á 451 consigna que Moreno eu B de Ke- 
brero de 1897 denunció Ití.OOG kilos de azúcar, y si se agrega 
A esta partida las entregas á la Unión Azucarera, t, 30, y 
las del testimonio de f. ilti, se Llega ul resultado i n verosí- 
mil de que las denuncias de azúcar del Ingenio «Santa Lucia» 
han sido por cantidad mayor de toda la existente en dicho 
ingenio de la cosecha de 1HK>. comprendidos calicantos y 
melazas; y muy superior á lo que expresa el informe de lu 
Unión Azucarera de f. '¿0 vuelta, no objetado por Moreno (f. 
43, 15 y 112.) en el que respondiéndose á la pregunta del 
iaspector sobre cual había sido en Enero de 1H¡»7, la existen, 
cía de azúcar en dicho ingenio, comprada por la Unión Azu- 
carera, se dice » comprábamos por medio de un inspector de 
esta Sociedad, que según coasta del acta levantada ante el 
-Juez de Paz de Monteros y testigos, que había depositados 
en el Ingenio de «Santa Lucia*, 8'JíJ bolsas azúcar 1* molida,» 
sin hacer mención alguna de otros azucares de calidad interior 
no obstante que ella debió hacerse en vista de los términos 
de la nota de f. 20, y de haber constituido tales azúcares 
parte muy principa) de la venta, según la defensa (f. 335 
vuelta, 330 y otrHs). 

Octavo: Que no hay tampoco prueba de que la partida de 
550 bolsas con 50.1182 kilos, de venta á Padilla y Helguera 
{(. 41) correspondiera á la cosecha de IHlHi, porque los testi- 
monios de 1 171 y 17f¡ carecen de las debidas especilicauiones 
y porque no es de acordarse al acusado el beuelicio de la 
duda, dada la presunción legal de que se ha hecho mérito 
antes (considerando quinto), las contradicciones en que ha 
incurrido, la circunstancia de haber estado espendido parte 
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del azúcar bajo el nombre de harina y ta manera irregular 
conque se ha Iletrado el libi-o copiador (f, líK) vuelta). 

Noveno: Que la ley ¡Util» oreó relaciones directa* entre el 
Fisco y los contribuyentes (articulo i inciso 5" de suerte 
que Moreno fabricante y poseedor de azúcar sujeto á impues- 
to, no puede excusa rae, alegando que eu todo caso seria 
la Unión Azucarera reponsable por la omisión cometida» 

Décimo, que carece de eücacia así mismo, la observación 
(f 331Í) de que el término lijado por el artículo 48 del Decreto 
de 2Í1 de Enero de 1897. fué premioso y hubo imposibilidad 
material de que los contribuyentes pudieran conocerlos has- 
ta el 15 de Febrero del mismo uúo dado que Moreno hizo 
declaración cu 8 de ese mes (considerando séptimo) y se ha 
pretendido, que lu veriiicó también, en tiempo la Unión Azu- 
carera, 

Undóciinn: <¿ue aun cuando, el hecho de la venta du a¿ú- 
cares á la Unión Azucarera se encuentra apoyada en diversas 
constancias de los autos (f. '¿0, 184, 453, á 151), no los hay 
para determinar cual .haya sido la cantidad ti cómprala, 
ni que cu esta se hallaran compren li I m I ^ i>J5.i7d kilos, 
objetos de la acusación. 

Duodécimo: Que la ley 37t>l, cuya aplicación se ha pedido 
{[. 88), disminuyó la penalidad de la anterior :U.JU, Á (ii*a 
tantos de la suma que se hubiera pretendido denudar (arti 
culo 36). 

Décimo tercero: (¿tie los documentos de f. 411, y siguientes, 
comprueban que el acusado lia fallecido durante el juicio y 
no es así del caso, determinar la pena corporal qu¿ pudiera 
correspunderle. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia de f. 401, y 
se condena á la sucesión de don José Federico Moreno a pa- 
gar el impuesto de seis centavos m,h sobre ciento cinco mil 
cuatrocientos setenta y seis kilos de azúcar con mas la multo 
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de diez tanto§ de dicho impuesto / costas del juicio. Noti- 
flquese con el original y devuélvante. 

A. UbKHUU.— M. P. ÜAftACT. 



CAUSA LXLV 

* 

Don Juan Dionisio Naso vantra el Procurador Fiscal don Ro- 
dolfo Sarmiento t por mlunmia é injuria; sobre compc- 
ttnrw, Recurso de hecho. 

é 

Sumario: La denuncia de falta de titulo profesional en un 
Procurador Fiscal de Juzgado Letrado tío corres ¡mude pri- 
giuarUiuentc al conocimiento de ln Suorema Corte. 

Ca so;— Resulta del siguiente 

FALLO 1»K LA SÜPRBSIA COKTR 

Uaeno» Airo*. Jnui»T dé I9u7. 

Pidiendo el at\ ¡citante nbtener reparación legal de las inju- 
rias y calumnias á que se refiere, o hacer valer en el sumario 
ijue menuíofia lo relativo a las reuniones del Procuradnr 
Fiscil con loi declarantes; y estando establecida por eB ta Cor- 
te que la denuncia de falta de titulo profesional no corres- 



ponde originariamente ásu conocimiento (fallos, tomo 48, ¡>*g, 
163) no ha lugar y archives*. 

A. Hbrhkjo,— ftiOAVOB 6. nit So- 
lar.— M. P. Daract.— C. lio* 
vano Gacitda. 



causa im 



Soricdad <La Blanca* contra la Provincia de Buenos Airet t 
sobre devolución de sumas di dinero y costas. 

Sumario: 1° No acreditándose por el demandante que las sumas 
llagadas por concepto de impuesto á la producción y cuya 
repetición se demanda alegándose la inconstitucionalidad de 
éste, hayan sido abonadas para poder extraer de la provin- 
cia y transportar fnera de ella los productos gravados, correa* 
ponde el rechazo de la acción. 

~" Resultando de autos que son de exportación las operaciones 
ordinarias de In empresa vencida, hay mérito para eximirla 
del pago de las costas del juicio. 



Caso,— Resulta de los siguientes 



uln u u nrau coa» 



FALLO DB tA SITMEMa GOHTR 

Roería* Alrüi, Junio 12 do IWJfl. 

Vistos estos au tos seguidos por 1a suciedad de carnes congela* 
das «La Blanca' contra ta Provincia de Bueno* Aire», pt*r cobro 
de pesos de los t|oe resulta lo siguiente: 

Dou Eduardo 8. Scotti en representación de la sociedad de- 
mandante, iuterpiine demanda anuir* la provincia de liueiios 
Aires, diciendo: que en loa aiVisimiy Í80Í, se dietaroa leym 
anta provincia de Jíuenos Aires, bajo el nombre de .Impuesto 
á la prndución,» que tioerau otra cosa que el mismo de guijas 
declarado iiiconstitociotial por eata Su ¡trema Corte. El rri-ori- 
Üco, «La Blanca,» se vió obligado ií abonar el titulado impuesto 
i ln producción para poder mover sus producto*), como se 
comprueba por bis Boletas de «Unía de campiña, que acompa- 
ña, ascendiendo lo pagado, ala suma de í#2&525¿80 111 ti 

Esta suma se lia abonado para extraer del partido de Ave- 
llaneda, los productos elaborados eu el frigonUoo y (|uo se Imu 
exhortado directamente al exlrangero y una uequeila parle 
4 esta capital. 

El gerente de la sociedad, formalizó protesta ante el eseri- 
b.tno de! partido de Avellaneda señor Monde/, porgue ó pe ;u- 
U¿1 Tallo de la Corle, no se permitió mover los productos del 
frigorífico, sin el pago del impuesto 

La reglamentación del comercio internacional é iuierprovin 
oWI, corresponde al Congreso. La provincia puede gruvar la 
uecióu natural, pero no los productos, en el momento de 
exportarlos a tos mercados consumidores. 

Las mismas guias de compana, demuestran ipie se imponía 
el pago del impuesto eu el momento de la extracción del pro- 
ducto, quedando evidenciado que no se trata $¡im de la misma 



antigua guía Je tránsito, aun cuando se haya pretendido tles- 
ligururle, dándole otra apariencia. 

Termina pidiendo se declare la iiiconstitucinnalidad del im- 
puesto y se condene al gobierno ile la provincia, A la devota* 
uióu de lasumu paga lu por dicho concepto, con su* intereses, 
.V al pago de la» costas del juicio, 

Cuntes Laudo la demanda, dice el representante del deuiau- 
dado: Los documentos presentados, se reiteren a autos de co- 
mercio interno de la pmviucia y todus ellos excepto el de fs. 3, 
son guías de oaul paila, que solo acredita u que lo* praduotos en 
ellas mencionados, pertenecen á la perdona pu-.i quien se han 
expedido 

La tJorte, uo lia declarado inconstitucional la ley de i iu pues- 
to a la producción, queexíje el pagu previo del impuesta par* 
expedir la guía de campana que autoriza la circulación de 
los productos dentro del territorio de la provincia. 

Tatito la g(iía<;onio el certilicado de l's. ti, aluden a actos del 
comercio iuteruoy suponiendo exacto lo dicliu en la demanda 
el hecho de que esos productos hayan sido luego exportados 
110 quiere decir que el gravámeu recayó sobre el acto de la 
ex ¡mr tac ion. 

Kl demandante 110 acompaña testimonio de la protesta, que 
aUriua üaher formulado y que esta solo puede dar lugar á la 
devolución del impuesto que Cuera ilegal, cuando hubiese sido 
noLí tinada á ios funcionario* encargados ile su percepción. 

Niega lus aseveraciones de la liarle actora y pide el reeliazo 
de la demanda con costas. 

Oído el sen ir Procurador General, se recibió la causa á prue* 
lia, y agregada la producida, alegaron las partes sobre su 
mérito, y se llamó autos para sentencia; 
Y Considerando: 

(¿uc en el certificado de l's. 1*8, se dice «¡oc el representante de 
la sociedad anónima «La Ulauca», otorgó essrituru de protesta 
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por el cobro del impuesto a Ib producidn sin hacerse referencia 
alguna, en dicho eer titilado, a que loa productos fueran ex- 
portador al extrangero ó á esta capital. 

Que en el informe de fs. 70 vía expedido por el Intendente 
Municipal del partido de Avellaneda, se expresa que las canti- 
dades abonada* por el frigorífico «La IWanca», el aílo 1901. lo 
fueron en el concepto del impuesto á la producción. 

Que el demandante no lia probado, por consiguiente, por 
medio délas constancias moucio nadan, como no lo lia hecho 
tampoco en ninguna ntra forma. que las cantidades que recla- 
ma las haya abonado para extraer del partido de Avellaneda 
y exportar al extrangero ó u t*#U capital lúa productos elubo- 
rados en el frigorífico. 

Forestes fundamentos, nu se hace lugar a la demanda, inter- 
puesta á fs, 31. 

Notifiquese con el original y archívese prévia reposición de 
los sellos. 

Octavio Bunoe.— Nicakor G. 

1)BL SOLAH.' — M. P. DaRACT.— 
C MOYAHO ÜACITDA. 

OTRO 

Bueno» Airo*. Julio SI Jo 1B06 

Autos y Vistos: Subsanando la omisión de tío pronuncia- 
miento explícito sobre las costos, se declara t|iie deben abo- 
narse en el orden en que lian sido causadas, por considerarse 
que exiate mérito ¡tara eximir de esa responsabilidad á la 
parte vencida, atentos los antecedentes del caso, de los que 
resulta que se trata de una empresa cuyas operaciones ordi- 
narias Bon de exportación. Hágase saber. 

Octavio Busch.— Nicakoh G. 
okl Solar.— M. P. THract.— 
C. Mot >sro ÜacitCa, 
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CAUSA LXV1 



¡)mi .los/' Amador Castro rantrtt tion Da n iel S. A nbone> sobre 

jartancia 

Sumario.— 1* Atento lo dispuesto tm loa artículos 14 y 15 de 1% 
ley núin. 48, no pueden ser tomad.* SO consideración en la 
instancia del recurso extraordinario» los preceptos constitu- 
cionales invocado* por primera vez en el memorial á que 
se refiere el artículo 8 o de la luy nú tu. 4055. 

2" El artículo 2'i del Código Civil es inaplicable a la* leyes de 
procedí míenlos, 

:i« La acción de jactancia tiene sn lugar propio en las leyea 
procesales, y constituye ■ o medio de defensa, cu lo que á 
k propiedad concierne, de las amplias Caen 1 Lude* de uso, 
goce y disposición inherentes á la misma. 

4° La apreciación hecha en la ««utencia apelada de que el 
recurrente no tiene en su poder la cosa á que se refiere el 
litigio, es un punto de hecho que no puede ser revisado y 
moditteado en mi recurso de la naturaleza del deducid». 



Caso.— Lo explican las piezus siguientes: 

SKKTKKCIA DKt. Jl'Eifi LOCAL 

Su Ja»». H»Jv SO de 




Y Vistos: Estos anlos promovidos por don José A. Castro 
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en contra de don Daniel Segundo Aubone, deduciendo acción 
ctancia, de los que resulta: 
• Que por escrito de fs. líy 13 y escrituras pública» de 
1 á 11, se presentó el actor manifestando, (pie como pro- 
rio del caminí de estancia denominado < Punta del Agua* 
en el Departamento de Jacha!, y según se acreditaba 
la escritura pública acompañada, había iniciado á princi- 
ios del ano 190*, algunas gestiones tendente A vendar dicho 
campo en la Capital Federal y que concertado el negocio COn 
de los interesado* loé enviado poí ente, X esta Pcorineia 
un agrónomo á objeto de reconocer ó inspeccionar dicha pro- 
piedad; Que es tatidn dicho agrónomo en esta ciudad, d in Fede- 
rico Von Hardam, cumpliendo su misión, el doman ind i don 
si Segundo Aubone te dirigió con fecha 18 do Abril, la 
acompañada a la demanda y en la cual dolosamente sn 
tribuía derechos iIh propiedad sobre el campo de su perte- 
nencia, llegando hasta a iterar los linderos con toda mala fé; 
qte el objeto que había guiado al señor Aub>!ie a obrar en 
la forma expreinda. no era otro une el de obstaculizar la rea- 
lización Jh i i v ■ i i 1 1* tramitaba en Buenos Aires pir inter- 
medio de su ap i leri 1 1 1 m Ignacio Sarmiento, I lev. indo la des- 
confianza á los compradores sobre la bondad de sus títulos de 
propiedad, por lo que y á fin de evitar en adelante la repeti- 
ción de actos de tal naturaleza, había resuelta riiju -rir al Jhz- 
gado para compeler a! señor Aulnnea que dedníee ea forma 
legal, lus acciones que corresp mían ú loa dircciws de propie- 
dad que se atribuye en su carta. Que los fundamentos lega- 
les en que se apoya la acción deducida er.it) clarísimo* en 
atención a lo estatuid» p.irel artículo L(i del CidigO Civil al 
indicar como aplicables al caso stib jwtke, las disposiciones 
del Código de Procedimientos de la Cipital Federal, p ir ra- 
zón de qae la acción de jactancia no e^tabi legisla la p ir el 
Código de Procedimientos vigente a la fecha en que fué dedu- 
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cida la presente acción, y que en virtud de lo dispuesto por 
lus artículos V¿5 á t iH del Código de Procedí mien los de l;i 
Capital Federal, pedia at Jugado se citara á don Daniel Se- 
gundo Auboue para el reconocí miento de la carta acompaña* 
da y para que manifestase si se ratificaba eu sus términos ó 
los mantenía, y en este último caso para que se le intimara ;'. 
deducir Ins acciones correspondientes, bajo lus apercibimien- 
tos á ijiie hubiere lugar por derecho* 

2 a Que pi>r auto de Setiembre (3 de líXH se di ó á la deinuit- 
da deducida el trámite seílalado por el artículo ÉMi del Código 
de Procedimientos niiterior, ordenando en su consecuencia se 
corriera traslado de la demanda por el término de nueve días, 
traslado que fué evacuado por el demandado por escrito de 
fii IH á ¿l, después de la rebeldía acusada por la parte acto* 
ra á ís. 17 y contestando el demandado, expresa: Que ia ac- 
ción deducida, debe ser rechazada con especial condenación 
eu coalas por lus consideraciones siguientes: Que dicha ac- 
ción no estaba autorizada por ninguna ley vigente, por lo cual 
no podía prosperar y debió de desestimarse ín Umine, pues 
el derecho de exigir algo judicialmente, nacía de la ley posi- 
tiva y uo de la voluntad arbitraria y sin autoridad de perso- 
na nlguuu Que el actor sabia perfectamente y uo leerá per- 
mitido ignorarlo, que la acción deducida estaba excluida de 
nuestra legislación, siendo inaceptable la pretendida aplioahi- 
)idad de las leyes y códigos invocada por el ador; qne el ar 
tíoulo 10 del Código Civil, no autorizaba semejante absurdo, 
por referirse á lus cuestiones de interpretación de los precep- 
tos existentes de la ley civil, pero, sin facultad para crear ac- 
ciones que ésta no ha creado, á cuyo lia cita un comentario 
del doctor Iderena. Que el actor había olvidado el artículo 
22 del Código Civil, cuyo texto era la condenación mas tenni. 
na nte de la demanda en cuanto venía fundada en el artículo 
Uí; Que aunque estuviera incluido el juicio de jactancia en 




es procesales de las Provincias, no sería aplicable, por 
oponerse al precitado artículo ti del Código Civil, puesto que 
los Código* de Procedimientos, se limitan a reglamentar e. 
ejercicio de la* acciones creadas por la ley de fondo y el O Ji- 
go Civil, no lia establecido la acción de jactancia, y al prohi- 
bir su artículo 11, la aplicación de otras leyes, el Código de 
Procedimientos tío podía regíame ti tar acciones i|ue no exis- 
ten,— artículo ti? inciso 11 y articulo llW Constitución Nación» i; 
<¿ue la demanda promovida, tiene por objeto obligarle á detlu* 
cir cuutra el autor, aecioues relativas á bienes cuyo dominio 
tiene el demandado y por no e*ur obligado á ello, alega como 
mejor contestación, el precepto del artículo 1:» de la Constitu* 
cióu Nacional; (¿ue eataudu en plena posesión desús terreno*, 
iiiuguua acción tenia que deducir contra Castro, y que si se 
le despojase ó perturbase, inmediatamente deduciría la deman- 
da del caso, sin esperar ú que lo compelieran; puesto que en 
el estado achí ni de las cosas, la demanda importa exigirle 
una obligación violatorta al artículo del Código Civil. 

Por consiguiente, la acción de jactancia deducida era impro- 
cedente por lodos conceptos, y Le rumia pidiendo que la carta 
misiva presentada con la demanda á la que se oponía ser ad- 
mitida en juicio, fuera desglosada y entregada á quien corres- 
pondía, apoyándose en el precepto del artículo ]U$í del Código 
Civil. 

!t' (¿ue abierta la causa á prueba, esta solo se produjo por 
la parte actorn, según es de verse por el cuaderno glosado 
desde fs. l.\ udcluute, con cuyos recaudos y lo resuelto ú fs, 
ÍH! vta. ae llamó mi tos para resolver con fecha veinte y siete 
de febrero del corriente año. Ahora bien, y en razón de que 
la acción de jactancia de fs. Vi y 13, fué deducida durante la 
vigencia del anterior Código de Procedimientos y en vista de 
que por esta no se legislaba el juicio relativo á dicha acción, 
se procedió ti dar a la misma el trámite que marcaba en su 



411 



artículo fUi, como regla de aplicación general para toda cues- 
tión ó litigio que no tuviera señalada una forma indicada pa- 
ra su sustanciacióu, principia que, al establecer dicho man- 
dato, debe haberse inspirado sin duda «a el principio de dere- 
cho estatuido por el artículo lo del Código de Procedimiento*. 
Que la iulerpretacióu dada por el demandado en su escrito de 
fa. 18 y tumlada en las reglas de los artícnlos lii y 2t del Có- 
digo Civil, estimo no ser la verdadera, desde el momento en 
que se lia descuidado el principio sentado por el artículo 15, 
que a mi juicio tiene una relación armónica y directa, máxí 
me, si cuino es de verse, que el mismo codificador ha procu- 
iado seguir un sistema lógico de concordancia y eouibinaeio- 
neti entre los múltiples preceptos <|ue abarca el vocabulario 
de nuestro Código Civil; y en efecto, al estatuir el artículo 15 
citado, ijue los jueces no pueden tejar de juzgar por el silen- 
cio, obscuridad ó insuliuiencía de las leyes, es de entenderse 
que con ello se ha querido establecer el principio deque los 
jueces, están obligados á conocer y sentenciar, puesto que, el 
juez está investido entre nosotros de una autoridad, á la que 
no escapa caso alguno; asi la facultad de pedir y obtener sen- 
tencia, pertenece ó todos sin limitación ni restricción, y el 
juez deberá de pronunciarla supliendo siempre las leyes, cuan- 
do fuere necesario (véase obras del docto Machado al tomo 
1" pág ÜS). ¿Y como hacer efectivo este precepto de pronun- 
ciar Sentencia?, es lógico de suponerse que una vez termiuada 
la litis, es decir, cuando seguido el juicio con todas las solem- 
nidades ipie estatuyen las leyes de forma se llega al estado 

de pronunciar sentencia y para ello ha menester sin duda que 
se huyan seguido las reglas del caso, que el caso stth jiulice 
no podía ser otro que el trámite señalado por el artículo Stt 
del anterior Código de Procedimientos, disposición concordan- 
te con la del artículo 11 de nuestro Código vigente; asi ter- 



minada esta primera cuestión, vamos al fondo de la acción 
por jactancia. 

Considerando: i- <¿ue la jactancin bujo el punto de vista ju- 
rídico es, según Eserichc, la manifestación que se hace de co- 
sas que pueden causar á otro algún perjuicio ó menoscaba en 
su estado personal «i en su reputación y adecúala á estadio - 
nición, es que las leyes estatuyen que la acción de jactancia 
e* acordada contra tuda per sona, capaz de ser demandada y 
que fuera de juicio se hubiera atribuido derechos propios, á 
bienes que constituyeu el patrimonio de un tercero, así lo pre- 
ceptúa nuestro Código de Procedimientos en su artículo 580; y 
cuando la tey habla de juicio es de entenderse que se refiere 
á un juicio entre las partes y donde los derecho!) que se utri- 
buyen, sean motivo de un litigio para ante un juez ó tribunal 
competente y en el caso itcur rente, concurre esta circunstancia 
pw tratarse de derechos comprendidos en el juiuio de mensura 
y deslinde de los campas denominado* «Punta de Aguo», eu 
el que, Unto actor como demandado, son partes iulereiadas. 
Ahora bien y no obstante de que las reglas de nuestro actual 
Código de Procedimientos que legislan el juicio de jactancia, 
á las que no es posible ajustarse en su aplicación ai caso sub 
judice, de un rundo estricto á U forma como están determina- 
dos, dado el tramite emun fud sus tan ciada esta acción, es me- 
nester sin embargo llegar a esa aplicación en cuanto sea per- 
mitido, valiéndonos para ello de los elementos de Juicio que 
obran de autos y que se hayan producido durante su secuela, 
(¿ue en esta virtud, y uún cuando lu carta que filó ac napa ur- 
da por el actor huya sido desglosada de autos p,»r imperio de 
la regla del artículo lOW del Código Civil, según auto de fs, 
38 vta á es de observarle que la acción por jactancia ins- 
taurada á fs. 12, queda subsistente, por la relación de los 
atributos señalados por el artículo 581 del CJdigo de Proce- 
dimientos vigente, recaudos que fueron corroborados por el 
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cuestionario de posiciones contenido en el interrogatorio de 
fa. líl; pues la exhibición de la referida carta no hacía «¡rió 
robustecer mío do los requisito* determinad»» pitrel inciso 3" 
del artículo citado; (¿ue conforme á estad premisas, se 
observa que ei demandado don Daniel Segundo Aubone a) ex" 
presar en su escrito de demaudi que «ademis estando como 
estoy en posesión pleni de los terrenos inios, ninguna acción 
tengo que deducir contra Castro,, y al hacer su declaración de 
fa. iti Á tü á lu 1», 2» y 3* preguntas, ha significado heehns 
y circunstancias que lian venido a quedar comprendiólos den- 
tro de los alcances señalados por el artículo .Vil de mies ti a ley 
procesal puesto que. dichos elementos deben ser tenidos co- 
mo la manifestación ambigua y de negación á lu* puntos pre- 
cisados en el escrito de de manila de fs. li, y por mérito de 
ello hace que proceda la sanción legal que este precepto es la. 
blece, esto es, de que el demandado debe ser uompelido ó en- 
tablar las acciones á que tuviera derecho. 

Poresttta fundamentos, las constauciau que obran de autos 
y lo dispuesto por el artículo 58 1 de nuestro Código de Proce- 
dimientos, resuelvo: disponiendo que el demandado don Da- 
niel Segundo Auboue entable dentro de diez días la acción 
a que se «rea con derecho, bajo loa apercibimientos que el 
mismo precepto estatuye. Puede notificarse con el original y 
repónganse las fojas. 

Concuerda con la sentencia original de su tenor que obra de 
fs. (¡0 á <Jli del libro de séiiieucus á cargo del doctor José 
Gorano. 

Héctor R. Qninuju 

ACCRRDO DBL arfKuiuH Tllim'HAI, 



En la ciudad de S in Juan á trece de Noviembre de mil 



«U VAtxM ra ta wttnu coatí 




tos cinco, reunidos flQ la sala de acuerdos los sano res 



Presidente y Ministros de la Exiaa. Curte de Justicia ductor 
Juan I*. Tierney, V. Alejandro Quiroga y seftur Juez, doctor 
Miguel (tordillo, que integra el Tribunal en este juicio, con 
objeto de tomar en consideración el recurso de apelación 
terpuesto de la sentencia de fs- 1U7, fechado de Mayo de 
1905, recuida u el expediente caratulado Castro D. José Ama- 
dor contra don Daniel Segundo Aubone «Demanda por jactan- 
cia,* procedieron a establecer lab siguientes cuestiones. 

¿Es procedente el recurso de apelaclóu interpuesto de la 
sentencia de fe. 127?. 
Bu caso atínuativo ¿es justa dicha sentencia? 
En seguida el secretario informó, que siguiendo el turno 
establecido en el acuerdo respectivo, correspondía a los se- 
ñores Ministros fundar sus votos en el orden siguiente: doc- 
tores Juan P. Tierney, V. Alegnndro (¿ulroga y doctor Miguel 
tiordillo. 

Sobre la primera cuestión, el doctor Tierney, dijo: La re- 
lación de ta «ansa ha sido hecha correctamente por el Inferior 
por lo cual creo innecesario hacerla en este acto. 

Dictada la semencia de !'. Vil por la cual se intimó a don 
Daniel Segundo Aubone c nublase dentro de diex di as la ac- 
ción á i¡ue se crea con derecho, bajo los apercibimientos 
que el articulo 58¡í del Código de Procedí ni ien tos C. y C. 
establece este apeló de dicha sentencia, el Inferior la concedió 
en atención á la forma de juicio ordinario que se hubio dudo 
al procedí miento. 

Las partes en los escritos de expresión de agravio» y con- 
testación han estudiado el punto de la npelabílidnd: Kn mi 
opinión, la sentencia dicUda en este juicio, es apelable y me 
hasta para afirmarlo, el curacter de esta sentencia, que re- 
suelve el juicio de jactancia en presencia de la disposición 
del articulo IQtiO del Código de Procedimiento O. y C- y 
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el recurso debe ulularse libremente en prese nuia de lo 
dUpnestu |»ir el arl iOtí) del mismo Código, no existiendo, 
como do existe, disposición legal que lu limite. 

En este sentido voto por la afirmativa sobre la cuestión 
propuesta. 

Los ductores V. Alejandro (¿uirnga y Miguel Gordillu 
se adhirieron al voto procedente. 

Sobre la segunda cuestión el mismo doctor Tierney con- 
tinua diciendo: Es un axioma de derecho que nadie esta obli* 
¡j¡ad« á constituirse en actor, porque este depende de la libre 
voluntad del interesado, pero también hay casos di? cscopción 
en nuestra antigua Ley de Procedí ni i autos (Ley 4li titulo 11 
Part. 3 o ) y en los prácticos se encuentra instituido y es pli- 
ca do et juicio tle jactancia que como nn derivado del dere- 
oliu «le propiedad garantido por la constitución y legislado 
p.»r el (Milico Civil pasó ¡V figurar «n el procedimiento cuiuóu 
de las Provincias y ha sido consagra lu expresamente en 
nuestro Código Procesal vigente, art. 580 y siguiente*: 

Ahí pues, cuitado alguno esparce voces perjudiciales al de- 
recho de otro, este tiene el derecho de exigir que ponga la 
demanda por la acción que tuviere, y con mus rasión puede 
dar fundamentos una manifestación escrita desde que importa 
una inequívoca jactancia. 

Kl juicio ile jactancia distinto é itidependituiie del que uon 
el se trata tle provocar, tiende u que el jactancioso de deduz- 
ca en este último, el derecho de que se ha jactado y á que 
se declare su derecho dependiente de una cnndieióu que an- 
tes no tenia apercibiéndosele de perder ese derecho fiitf cum- 
ple con lu mandado. 

Pero debe observarle que el fallo dado en nn juiuio de jac- 
tauci», en nada prejuzga los derechos >lel jactancioso y úni- 
camente puede causarle perjuicio en un caso dependiente 
de su voluntad; y asi considerado, Ui puede afectar ningu- 
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na garantía reconocida por la Constitución» ni ninguna ac- 
ción ai derecho consagrado porta ley civil; ante* bien, su 
necesidad y conveniencia aon incontestable*, como una con- 
dición dt estabilidad social y seguridad en las transacciones 
comerciales, base del adelanto material y económico. Entre 
otros casos, cuando alguno produzca manifestaciones, sobre 
que la linca que otro posee como propia no es suya en rea- 
lidad y otros semejante», introducen la desconfianza siembran 
la alarma y llegan hasta impedir el ejercicio de derechos 
preciosos para el individuo. 

La ley debe proveer y poner remedio eu un caso de esta na- 
turaleza oue origina perjuicios y menoscabad tuu notorios y 
sensibles á un tercero, 

Es evidentemente de equidad el proposito A que tendía la ci- 
tada ley de partidas, que ha regido entre nosotros y que solo 
podía ser derogada expresamente por otra conforme dispone el 
Código Civil en su articulo 17 y al fin expresado se dir » 
la ley vigente al reglamentar la demanda de jactancia, que 
como se deju dicbo, sin alterar los derechos de nadie, garante 
de los daño* que se pueden ocasionar á otro. 

Es de advertir que el Cód. de Procedimientos vigente ni 
el anterior en materia Civil y Comercial, oi contiene ninguna 
disposición derogatoria de las leyes procesales anteriores ni 
existen en este disposiciones que implícita ni explíeí tatúente 
ha, »n in finisible el juicio de jactancia, antes pur el con- 
trario, la disposición del articulo 85 es ámplia y supletoria 
para los juicios que no hayan sido especialmente reglamenta- 
dos por el Código. No sucede lo mismo en lo que se reliere á 
los procedimientos en materia criminal. 

El articulo 405 que es el 411 del Código vigente, estable 
ce que quedan derogadas las leyes anteriores sobre procedi- 
mientos en las causas criminales. No obstante, ambas ma- 
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tenas han sido comprendidas en un solo cuerpo de legislación 
y sancionadas por la misma ley, 

La petición contenida en el escrito de l's. l'l, de que ie 
intime & Aubone entable deu tro de un término dado, deman- 
da en forma contra Castro; por el derecho que ie atribuye 
al campo denominado «Punta del Agua* aun el (iu de obsta* 
tí ti i i zar su venta, importa demanda de jactancia y habiendo 
Aubone contestado evasivamente 4 la demanda desde que na 
confiesa ni niega la versión que se le atribuye manifestando 
expresamente & la primera y segunda del interrogatorio de 
Tú. <í7, que se abstenía de declarar, lo que importa una riega 
Uva a hacer la manifestación, procede intimar á Aubone 
entable la acción que surge de loa hechos expuestos, bajo 
a pei'jíbi miento que de ni) hacerlo, caducará el derecho pre- 
tendido. 

Ks oportuno observar que la circunstancia alirinada par 
Aubuue al coutestar, de que se halla eu pleno dominio j po- 
sesión de esos campos, en nada podria afectar la procedencia 
del juicio de jactancia, desde que la sentencia en este, recae 
sobre cosas distintas de la propiedad y posesión, que no ae 
discuten por el actor, se concreta su pedido á que se le cons- 
triña a Aubone que le demande con forme á su dicho en carta 
dirigida a Von Hordin, según se detalla en la 2* pregunta 
del interrogatorio antes mencionado. Respecto de U argu- 
mentación hecha por el demandado de la no retroactívideil 
de las leyes, considerando que el Código de Procedimientos 
Civil y Comercial vigente no puede aplicarse al caso stul judie* 
debe observarse que el principio de la no retroacti vidad 
tiende ó garantir los derechos adquiridos consagrados p ir las 
leyes de fondo, para las leyes procesales que no crean dere- 
chos sino que reglamentan la forma de ejercerlos, no le es 
aplicable el principio de la no retroacti vidad: 

En este sentido, ha sido la jurisprudencia constante de 

tr 
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!«M Tribuna ks, consagrada también por el uias alto Tribunal 
de la Nación (V. especialmente Fallo» de la Suprema Crn-tc 
Tomo *A pá^. 170). 

Por estas consideraciones y tas concordantes de la seuteu- 
v la apelada, voto por la afirmativa sobre esta cuestión. 

Lm doctores V, Alejandro l¿u¡.o-n y Mi-uel (ionlillo se 
adhirieron al vote precédeme. 

Con loque terminó el acuerdo, urUenandu el Tribunal se 
labre la presente acta, ifiie se lirm», y se proceda per el 
¡tutelarlo A redactar La semencia, (Kirtuado Tierney. (¿ni- 
ru^a. -Gardillo. -ante mi: M. Hudrj ff ueü Ke r na udez" -Secre- 
tario. 

Concuerda con su original une obra de folio '14 ú '17 del 
libre XI l de acuerdos y .sentencias de ta Kxmu. Corle de 
Justicia. 

SKSTESCIA 

Sau Juno, S.tticuihr* 13 Uo JK'.*>. 

Vistos: Por loa fundamentos consignados en el nnmrdo 
precedente, se uouíinua la sentencia apelada de fs. W V 
devuélvanse. depóngase los sellos. 

J. P. Tientti/. — V. A, (Jni- 
í'M/u —Mifjml IGórditto. -A n- 
te mi: M. Rviít ujHv* hvrmm- 
<h¿, Secretario. 
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Huoaui Aire». Julio 17 d» im. 

Visto el reourso entablado por don Daniel S. Aabone contra 
sentencia pr anunciada por 1» Kxtna. Corte de San Juan, en 
aii Loa seguidos con don .losó A. Castro, sr»b re jactancia, del cual* 
en U> pertinente, resulta que duran le el juicio, se nle¿;ó 
por el primer»: f¿ue Inane ion do jactancia no estaba ai i ir trizada 
por el Código Civil, ley ile toado, y no podía serlo por las íeyei 

de procedimiento* provinciales, ú irreglo al art. ^ dedlcuo 

CViilijrn ylo.-i Hi, l¡7, lite. II; IIH de la Constitución Nacional; 
que piisciu emu» propietario, (a, fineta que se referió lanceien 
y no pedia cmiipclcrsclc ¡i que demandara ú Castro, porque 
esto iiiifiioiiiliik imponerle l.i tíblii;:iuiiiii de exhibir litólos, 
contrario alart, jíijé, Código QiVif y ¡H Constitución Nació- 
otoñal; que además, tu ley provincial reglamentaria «n San 
Jutui del j ti icio de jactancia, sé lia sancinundo con posterior! - 
ilad á Ja demanda, y núes asi de aplicarse en el uasO¡ ptms 
lm leyes uo tienen electo retroactivo; que la del i ni ti va de Is. 151» 
ree lia/.» estas defensas y ordenó á Auboue, coulirmamlo la de 
i* Instancia, que entablara dentro de di e/ di as la acción á que 
se creyera eondereelio, bujo los apercibimientos establecidos 
en el Codi^u de Procedimientos de la Provincia: 
V Considerando: 

(¿ue utento lo dispuesto en los articulo* 14 y Ir» de la ley 
lirtiii. 48, no son do tomarse en cuenta en esto instancia los 
preceptos constitucionales invocados por primera ve* en la 
memoria de fe. J.H¡, ni cabe examinar la alega (a oposición 
ile las leyes locales con el Códi-o Civil, desde «tros puntos 
de visto que los indicados en el juicio. 
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Que el art. 23 del Código Civil, es inaplicable á leyes de 
procedimiento», desde que él expresamente se contrae á 
materias proutas del derecho civil* sin extenderse á las pri- 
meras, que son de incumbencia de las Provincias, (artículos 
5,67, i UCHU 11; 101, tU¿ y correlativos de la Constitución 
N icionai). 

<¿ne la acecido de jactancia tiene su lugar propio en Us leyes 
procesales, y constituye un medio de defensa, en lo que ú 
la propiedad concierne, de las amplias facultada* de uso, 
¡pee y disposición iuheretUes á la misma, según ha sido 
explícita é implícita mente reconocí lo p:ir esta Corte en di- 
versas fallos (tomo ¡12, pág. 3\íl y utras), pues es manifiesto 
que esas facultades pueden ser entorpecidas por la acción 
de los jactanciosos, originándose de ellos perjuicios de mayor 
ó menor consideración. 

Que la ley nacional núiu. Iñtfi, al prescribir que el proce- 
dimiento ante los jueces letrados de los territorios fuera el 
vidente en la capital (art. 'Al), en el ijue está reglamentado 
el juicio dejuclainia (artículo 4'¿5 y siguientes), ha estimado 
taiuüieti que este no se oponía ul ródig< Civil. 

Que la senteuía de fs. 179, en alguno- de sus fundamentos 
y al aplicar á Aubuue la ley 1(¡, título 2" partida $1, parte 
necesariamente del concepto implícito de ijne aquel no tiene 
en su puder la linca antes mencionada. 

(¿mí esta apreciación de lo* aotecetites de heulr» de ta 
causa, no es susceptible de ser revisada y inodilieada en un 
recurso extraordinario de la naturaleza del presente; y par- 
tiendo de ello, es fuera de duda que la sentencia referida 
no priva á Aubonc del benelicin que el articulo "i'AiiA del Código 
Civil acuerda á los poseedores. 

Que ü nal mente, aún en el supuesto de gue el orine i pió de la 
no retroné ti vidad de las leyes se extienda á las procesales y 
debíi así mismo imperar en las de Provincia, no linbria en el 
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guh-jndice desconocí míenlo ileesc priiipipio^ tuda vez t|tic la 
Kvm;i Corte dti Sun Juan i ule rpreLtimlo en úUnun insitiiiciu. 
las leyes locales, sostiene (fs. vLa, y H¡:j) que el juicio 
de jactancia se hallaba autorizada en la provincia con infe- 
rioridad á la ley sancionada durable el juuio (artículo 15, 
ley 48). 

Por estos Cu adamen tos, y los concordantes de la sentencia 
apelada, se la continua en la parte n,ue e.i materia del recnr 
so. Notifiquese original y repuesto el papel devuélvase. 

Octavio BdiiOE.— Níoavor ü 

DHL SOLAK.— M. P, ÜARACT. 
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Mtmteshms (un sucesión); tercería de dominio en los fittos 
set/uidon por doña Adelaida Peña y Liltu contra Virginia 
Cantón de Olivia, por reivindicación; «obre competencia* 

Sumario: íf ñ corresponde ú la Suprema Corte conocer origina- 
riamente de una tercería de dniiint-» excluyerite en qu3 se 
hace parte una provincia, cumulo el pleito principal estaba 
trabado ya por demanda y contestación. 



Caso:— Lo ex pl icen las piezas siguientes: 
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DIOTAD BS HKI. Slííuil PHOOtlKAIlOlt UKSKHAI. 

Suprema Corte 

Acreditado como está en ti u tus que se Un hecho parta ta 
la Provincia de Mendoza, en mérito de huher sido citada 
<le eviccióu a pedí Jo de la demandan ti*, con motivo de la 
tercería de dominio promovida por don Aristides Spbnt, en 
el juicio pur reivindicación entablado por dona Adelaida de 
l*eun y Lillo cuntía doña Virginia de Oliva, unte el Sr. juez, 
de sección de aquella Provincia: procedería la competencia 
originaria de V. E puní conocer del caso ueurreute, con su* 
jecíón a lu;> fundamentos legulea del uutu de I'-*, i ti» 

l'ero, es de observar (]iie. la» parles inte recadad en este 
juicio no lian acudido ante V. K. ni tampoco lian prmnuvldo 
contienda de competencia cuyo in/gainiento requiera la inter- 
vención de V. ¡v 

Por otra parte, el señor Juez de Sección no lia podido oliciosa- 
mente disponer en el auto de fc llí, que la cautil sea elevada 
ante V. K., que tatupoeO puede de olicio avocarse el eoiiuei- 
miento del cuso stib-judíee, con arreglo al art. 2 de la Ley 
ii úto 27 de Octubre 10 de 18tW. y en armonía con el corarte r 
excepcional y restrinjido del Tuero federal. 

I»e manera que, resulta improcedente el auto de fs, 10, en 
cunólo marida someter esta cansa a la jurisd ¡eeh'.u espeeíali- 
sillín de V. K-, por lo que corresponde')- pido, se sirva de- 
clarnr que no hay caso contenoioso entre pnrte* que autorice 
el sometí mié rilo del salí jmlitie ii la jiirisdiecíún ile V. K. 
y en consecuencia, se sirva tlispuner sea tlevucllo este expedien- 
te, al juzgado de su origen, si a perjuicio de que las partes 
ocurran en la forma y ante quien corresponda. 

Julio Botet. 
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Hu«&o« Alrot. Julio 21 d« M*. 

Aulas y Vislns y Ctin»itlf>niii«[ii: 
Que promovida tercería excluyeme por dun ¿risibles Spottt* 
invocando Los nrliculns (ílfíy sitfuieates del (J.ídjgu de Procedí* 
mii' ti los en materia civil y cuuiereial de la Provincia de Metí - 
dn/.n, mi el jimon de reí vi udiearj/Ht seguido pitr do mi Adelaida 
P. de Pena y Lilla Mixtea diña Vu-giiiia Uanlin de Oliva, la 
expresada Provincia, «¡inda de evieeíón, opuso declinatoria de 
jurisdii^b'ui, lun dándose imi el articulo X" de lu ley nú tu. tó, a 
lo que el sen. ir juez federal proveyó, declarándose incompe- 
tente y pasando las antas ú esta •Suprema Corte (t's. 1U vta). 

t>in- la jurisdicción atribuida á esta Curte por ese auto de 
fu. l\i vía. es i ni procede ote, ya se considere la demanda de ios 
represeuiail:n de don ArisiidiM Spotit, uo mu juicio incidental 
respecto al que seguían catre los cenotes de Paüa y I jilo y 
de Olive, ya cuino una causa independiente de esta. 

Li> primero, esto es, i orno litijíiu incidental sobre «uva pro- 
cedencia no debe pronunciarse esta C irle, desde que las mis* 
mas |iurtes interesadas lian asentido en ello, parque, cuino 
ü parece del expediente tiúm.~j788 pedida para mejor proveer, 
la canga principal estaba trabada par demanda y contestación; 
cuando la Provincia de Mendoza compareció al juicio de tercería 
y na mmlilieaba por ello la competencia ya radicada (Fallos 
t»iim:j», páü- lH:t; De Miguel v. Soulá, Marx» de 1901; 
Alvear v. Al vara lo sobre reivindicación, Abril '¿9 de tOX»); 
y lo segundo, porque si se trataba de una causa independiente 
ilela que estaba ya traba ta, debió acreditarse el fuero en la 
forma establecida por ln|ey(nrt '¿, ley núui. 50) 

Por e^tn, y de conformidad con lo pedido por el seioir 
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Procurador General se declara que esta Corte carece de compe- 
tencia en eJ présenle caso. Devuélvale los autos* debiendo 
reponerse [os sellos ante «I interior. 

A. Hbrmkjo.— Nicanor G del 
Solar.— AI P. Uahact.— C. Mo- 
taho Gacitüa. 
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Juan Castillo en autos con el Fisco Nacional, por defrauda- 
ción á ta renta. Recurso de revisión 

Mimaría. —La Suprema Corle aolo puede conocer por apela- 
ción del recurso de revisión autorizado por el art, 4" de la 
ley núin. 4055, 



Caso.-— L& administración General de Impuestos Internos 
condenó A Juan Castillo con fecha lti de Jutio de Í9Ü0. á pa- 
gar una suma de dinero en concepto de multa y defraudación 
del impuesto. Apelada esa resolución, el Juez Federal de Co- 
rrientes la revocó, absolviendu á aquel. Apelada esta senten- 
cia por el Procurador Fiscal, la Cámara Federal la revocó, 
continuando la resolución de la administración de impuestos. 
Castillo interpuso ante la Cámara los recursos de nulidad y 



apelación nar.% ante la Suprema Corte, Jos que le fueron de- 
negados, presentándose, entonces, directamente ante la Su- 
prema Corte, deduciendo el recurso de revisión, 

FALLO ilK LA SUPftKUA COKTH 

Bo«q6> Airea. JuLlo 24 d. |9M 

Considerando que la sentencia cuya revisión se solicita ha 
sido pronunciada por In Cámara federal de Apelación del Pa- 
raná, y que según el articulo 4 de la ley nuin 4055 esta Corte 
solo puede conocer de dicho recurso por apelación, ocurra 
donde corresponda. 

A. Brrurjo.— Octavio Huno».— 
NlCABOK G. Iíkl Solar.— C. 
Moyako Gacitua 
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Don Felipe B. Martínez y otros contra ta Provincia de San 
Luis, sobre escrituración. In< idente sobre prueba testi- 
monial. 



Sumario.— Debe estnrae á lo favorable cuando se trata de la 
averiguación de loa hechos controvertidos 
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CWso.— Durante el lé. ¡ninn de prueba, el actor pidió que se 
acumulara el espediente á otro seguido contra la misma pro. 
viucia por don Aristóbuhi Diirañoua, en razón de ser la misma 
eu a tu boa expedientes la eaestión debatida é idénticos los me- 
di as dü prueba; y para el caso di' que la contra pariese opu- 
siera illa acumulación, swlieijó $mrt$ miras di linear: ias, f|ue se 
ritma á un testigo «freeia, ú pregar derla ración; reca- 
yendo el siguiente proveído. -Humus Aires, Maro» ló de 
liHMi. -Üe la acumulación de expedientes [|ue se solicita, tras- 
lado; en cuauto á los demás pedidos que se formula, enopurLu- 
liiui lud se proveerá —Bermejo». Negada la acuinulHüión, fué 
citado ti declarar el testigo ofrecido; no habiendo tenido tugar 
la dedaricióu, por uu haber comparecida la parte con el in- 
terrogatorio. Pedido nuevo día para esa diligencia, se pro- 
veyó lo siguiente: «Buenos Aires, Julio :i de 190¡J.— No ha- 
bi endose recibido declaración al testigo por omisión de la 
parle, según resulta de la nota corriente ó té, (13 vta.J halhin- 
riose vencido el término de prueba, según informa el secretario 
eu este acto, no lia lugar -Bermejo», Solicitada revocatoria, 
se pruiiuueiú el siguiente: 

pal 1.1 1 tm i,a sreiiKMA eoim; 

ItutH-S Ao<--. J llliu LO -I. l!K«i 

Y Vistos: Maní fes tanda «1 actor que el alcance que él dió 
á la previdencia de fs. :M!, fué, ijne por ella ijuedalm suspen- 
dido e! término de prueba basta la resolución del iiudtlcule 
sobre iieu nuil ación de autos, en cuyo caso estarla formulario 
en tiempo el pedido de fs. (15, según 'o i n forma el secre hirió 
en este acto, y considera udo por otra parte, ipie debe altarse 
á lo favorable cuando se Ira ta de la averiguación de lus he- 
chos controvertidos, déjase sin efecto el decreto de fs. fia vta. 
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y aírese al testigo don Keü.mnn Utnincmli, patu ipie cumpa- 
rosea i* prestar dcci&mcton, en !;i niulieiieiu ti* 1 ! ilia Marte* 
siete ih't entra ule mv* de ¿Vgostü tí las <tos di- la larde. Má- 
L;as« saber y repóngase el papel. 

A. limni:Jn. — ÓcTAViu I'isiík. — 
XllíASMU (i. hKl. Hui.ah. — Jl. P. 
PAHAOT.— Vi Mu VANO IÍAUITÍA. 
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Fisco Nadmal contra Antonio OiruUri. p>nr defrwtulmiñn 
ú fu reñid, Ucatrau He timho 

Su ¡mi tía Nn cM'^ilieiiili» ile cimio mi! peans el valnr enes- 
tiiniii-liK el enso uu se luiljaeompreiididii entre los previa! iu 
en el iiii&itü "A" del artículo :t ü de la ley miui, Í(I55. 

Cftsn:— Líj explica el ai «miente: 

tNHlKMK HK l.A CAMA HA t'ElíKltAl. 

Kviieimuilii el informe solicitado por V. K. en el recurso tle 
hedió deducido por el señor Procurador Fiscal lie esta C¡í- 
uiaru, debo informar á V. E. 



riLLOfl DE LA gUraiCU* WHYK 



Que la administración de Impuestos Internos aplicó al se- 
ñor Antonio Cuvalurí, una multa de cinco mil pesos por 
defraudación de impuestos y declaró caídos eu comisos dos 
cascos de Hlcohol tle cien litros cada uno, y todas las existen- 
cias de la destilería clandestina. Enta resolución lúe apelada 
para ante el señor Jue» federal el cual continuó la resolución 
del administrador de Impuestos internos. 

E)sta Cámara, al entender en el recurso de apelnuión resol- 
vió, que no resultando del sumario prueba plena de que Ca- 
valari Iludiera participado en la defraudación de alcoholes eu 
una cantidad mayor que laque acusan los dos cascos secues- 
trados cou cien litros cada uno, no correspondía hacerlo res- 
ponsable sino en relajón á la defraudación probada de los 
doscientos litros contenidos en loa dos cascos de la referencia, 
por cuanto en caso de duda debe estarse en favor del impu- 
tado y en esta situación correspondía aplicar al acusado las 
sanciones del artículo 10 de la ley núm 37dl, imponiénd ole 
una multa de diez veces el valor del impuesto defraudado ó 
sean dos mil pesos. Por lo cual se confirmo con costas el fallo 
del inferior, reformándolo eu cuanto al monto de la multa. 

El señor Procurador Fiscal apeló para ante esa Kxuia. Su- 
prema Corte, apelación que le fué denegada por considerar 
el tribunal que el caso no estaba comprendido en el artículo 
'¿ inri so 2 de la ley núm. 4035, por cuanto la inulta no ex- 
cedía de la cantidud de cinco mil pesos y tenieudo también 
presente que V. ti. lia declarado bien denegado el recurso de 
hecho que eu otra ocasión y en caso idéntico ul presente (caso 
Fernandez, Oneto y Sobron apelando de una resolución de 
Impuestos hitemos) dedujo el señor Fiscal de esta Cámara. 

Es cuanto debo informar V. lí. á quien Dios guarde. 



Anyel D. Roja*. 
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FALLO HK I.A SI' TURMA CORTK 

Bufan» Airtr Julio 2fi do 

Hetíiiltamlu ¡ n fticiue de la Cámara Kedernl de Apelación 
de la Capital, que el viiltir cueslitmado en la cansa de refe- 
rencia, mt excede de la snum de cinco mil pesos, y por lo 
tanto, i|ite el taso no se halla comprendida entre los previstos 
en el inciso 2" del artículo 3" de la ley niim. 4055, se declara 
bien demando el recurso interpuesto. Hágate salier con el 
original y archívese. 

A. HkIUIKJII. — Ol'TAVIO HliJÍ- 

uvt. — NícavokQ. iikií ¡S«i,Aa„— 
Sí, I*. Dahact. C. Muyan» 

(jAUITrA. 
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Criminal contra Juan Alberto iWto, ¡n>r homicidio. Recurso 

tic lucho 



6'»íih«W«,— La interpretación y aplicación de las constitucio- 
nes provinciales y leyes comunes hecha por \w tribu nales 
locales, es Mjena al tecnrsn extraordinario autorizado por et 
art, I i de la ley miiu. ÍH. 



Casfh—htt explican las siguientes piezas: 



fALbOf DB LA MTUNi OOSTK 



ISKtlKMB UR l.\ SI'PHEMA CORTK UR MENDOZA 

Mijii'lüíü, Jollg -lo l&irt. 

Suprema Corle fifia Justicia Xarional: 

Informando á V. K. conforme á tu petli^lo por el olido de 
f. '¿8 de Junio del corriente año, esta Suprema Corte ex puno 
lo sí^uieim:: 

I'jH hI juicio cura tuUdo «Kiscnl contra Juan Alberto Tello 
por bomicidm tt Luis Domínguez, eii 1 riiniuiulleu >, aijnel fwu 
cíomir ¡o solicitó contra el procesado lu imposición de lu pena 
de quince años de presidio y ul abobado defensor de pobres y 
ausentes, en su escribí de defensa, pidió i|uu so le nplicesu 
solamente l¡i |Mítiii de fres años de puiiiionciuna, ale&atidn ¿lita 
l:i victima provocó el tutu humi>íiiiu. 

Abierto a prueba el juicio produjo d procesado lu lyie pngrd 

convenir á su del'uusu. ¡Sé «erliliuó la cu usa, un s« iijt-i-ttii 
alegatos ti i iulWmes y el jue» llamó autos pitru sentencia, 
lliuil ilii-áiiiliise f, 3$, pi-uuiiiiüiuudu esta en rY.broro '¿7 del uú<> 
próxlmu pasudo, condenando ú Juan Alberto Tello. como 
u ii t< ir ilel liomiiódio pcrpcinidn en la persona de Luid í l.htmiu- 
«íiiV/,, á sufrir la suma de catorce aíms ilc presidio. 

Kl ahogado defensor de pobres y ausentes ¡uterino inter- 
puso el recurso de ¡«polución, i|ue le fuu concedido libremente 
y en limbos efectos, ul procesado mimbra nuevo de Ion sor en 
ta perlina del abogado doctor línheu y .Vivare/, y expresando 
agravios pide este lu modificación de lu sentencia, alegando 
que segón las utreünataneias del proceso resulta aijueUti in- 
justa por su extrema severidad, y une debe disminuirse de 
acuerdo con lo pedido en el escrito de defensa. 

No en n test a la expresión de agravios el Fisco! de ruinaras. 



y sigue su cursa la causa. Ki tribunal de apelación llamó 
a u tus para sentencia f. 75. Nntiiieúndose ú las partes I". 7i¡, 
designó dia para el informe m roce, un concurriendo bis 
partes ¡i diclm audiencia, y falló en deluiilivu el juicio, ¡icep- 
taudo la relación de la causa Itecba por el inferior y propo- 
iiiúnilitse las siguientes líUetftUines ú su resolución. 

I* r.Si> lia acreditado en mi tu* la muerte del sujeto Luis 
Domingucz y "jue mi líiitffr pea e! prn.:es;»do Juan Alberto 
Tulln? 

*¿* l%n «aso alínuiiti vn, ¿<¿né calificación legal corresponde 
1(1 becliu? 

En nti vaso, fttjiiú pena correspondería aplicar? 

Y después de votadas y discutidas las cuestiones preceden- 
UsSj el tribunal de apelación, ó sea en este cuso, la Kvma 2 H 
Cántara de Apelaciones, pronuncia su fallo por unanimidad 
de voto*, de cnufuruiiilod cotí los fundatuenfcus expuestos en 
el ámenlo respectivo, «condenando al procesad" Juan Alberto 
'Leí lo á sufrir la pena de catorce años fie presidio coa las 
adicionales que establece el art. Üli del Código l'enul, con de- 
il acción de la prisión preventiva .sufrida, como reo del delito 
de homicidio perpetrado en la persona de Luís DQWingÚéz; 
ijio'dmjilo asi con (inunda la sentencia apelada de fs, 53 y 
fecha labrero veinte y siete del coméale arto ■ • -(Firma* 
doi. — K. Puebla. -ti. Vargas. A. A maya. 

VA procesado, i|iic es debidamente mitificado de ola sen 
teritúu, se présenla |ior escrito, al tribunal mi qmnu niuuifes- 
laudo que bu sido uolilicndn de aquella y pidiendo Btí lenga 
por nombrado su nuevo defensor, el tloclor llamón I. Agüero, 
Así se le tiene, y deduce éste eiuitra tu sentencia mencionada 
el recurso de «nulidad constitucional* según el texto del es- 
crito del defensor, fundado en la disposición del artículo ;Jí>4 
inciso 3" de núes Ir» Código ile Procedimientos y 158 de la 
t'oMstitucióu du Ja Provincia, por lo cual la Suprema Corle 
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de Justicia conoce del recurso de constitucional idad ó íncous- 
ütucionali ad de La ley, en tercera instancia, — 3 «cuando 
las resoluciones de tos tribunales hayan sido pronunciada» 
con violación de las formas y solemnidades prescríptas por la 
Constitución. 

Este recurso puede oponerse, sea revocatoria ú con (Irma to- 
na la decisión del tribunal en ultima instancia sob, * el punto 
controvertí do »; agregando otra disposición, la del artículo 395 
que «cuando se trata del caso del inciso 3° del artículo ante- 
rior, debe deducirse previamente el recurso de nulidad ante 
el Superior respectivo, siempre que la violación pretendida 
sea de resolución pronunciada en la primera instancia». 

La Ex nía. 2* Cámara concedió dicho recurso y mandó elevar 
el expediente á esta Suprema Curte, la que ordenó fuese 
puesto á la oficina para fundar el recurso. 

Fundándolo sostiene el defensor que la sentencia es viciosa 
por no haberse iniciado el juicio con arreglo & la ley anterior 
al proceso haciendo consistir esto en que encuentra la «de- 
nuncia formal» que debe ser laque motiva el procedimiento; 
porque el Agente Fiscal no formuló querella en furnia y por- 
que en Ib declaración indagatoria no fué el reo asistido de 
abogado; porque el reo lia estado siu defensor á la fecha del 
auto que declara clausurado el sumario; que la defensa fué 
sumamente breve no obstante la gravedad del caso y presen- 
tada casi un mes después de la providencia de «traslado »; que 
el reo ha hecho peticiones cou mala suerte y que no se ha 
presentado ni un simple alegato sobre el mérito de ta prueba; 
ludo loque ha producido un fallo injusto desde la forma al 
fondo. Agrega que en segunda instancia el defeusor de pobres 
interino, no siendo defensor del reo, no se ocupa en expresar 
agravios, y que el reo viéndose «abandonado* nombra defen 
sor al doctor Rubén J. Atvarez que hace un escrito atinado pero 
que no tiene la virtud de «romper el encanto de un proceso 

* * 



vicioso; i que no se llamo autos para sentencia, lo que se ha 
considerado siempre formalidad esencial para la validez del 
fallo y se hace ese llamado cuando el reo no tenia defensor 
y no se notificó tal proveído. 
Tales son sintéticamente las causales que fundan el recurso 

interpuesto. 

El señor Procurador de la Corte, á quien se le corre tras- 
lado, de conformidad á la ley, del escrito del recurrente, 
contesta y pide que sea desestimada la reclamación por no ser 
•cierto» nada de lo afirmado por aquel, pues el proceso se ha 
iniciado por prevención de la ¡xilicia y no por denuncia, que 
el Agente Fiscal ha formulado acusación en forma, aunque 
la forma de la presentada sea igual á la que acostumbra ese 
funcionario en otras, y que el reo ha tenido defensor letrado 
pues lo es el defensor de pobres y ausentes; y en suma que 
ninguna de las observaciones hechas so refiere & la sentencia 
•n sí, que es la razón del recurso, y lodae solo el procedi- 
miento de la causa flueno es lo discutido; debiendo condenar- 
se en costns al letrado patrocinante «por sn manifiesto desco- 
cimiento del derecho». 

Llamado autos para sentencia se produjo esta en Majo 9 del 
corriente año, fijándose las siguientes cuestiones: 

1» Adolece de nulidad la sentencia recurrida, 

2* Las Costas. 

Esta Suprema Corle entendió y entiende que la nulidad á 
vicio invocado por el recurrente en cuanto se refieren al proce- 
dimiento y á la sentencia de primera instancia, se encuentran 
el primero subsanado por no haberse reclamado en la opor- 
tunidad indicada en los art. 479Cod. de Procedimiento» Cri- 
minales, nota al 339; y 3t0 del mismo, y 293 del Código de 
Procedimientos en lo Civil; y que en cuanto á la sentencia de 
I* instancia, aún en la hipótesis de ser nula la oportunidad de 
alegar dicha nulidad paso ya, pues , si bien se apelo de ella, 
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llevando este recurso implícito el de nulidad, el apelante no lo 
(solicitó «ai en el curso de la segunda instancia, no habiendo 
por t« uto podido el Superior pronunciarse sobre la nulidad se- 
gún expretta disposición del art. 'iJHi CMigo de Procedimientos 
Civil. En lio resolviendo l«s cuestiones declara que la senten- 
cia recurrida dtí la Kxiua. í» Cámara de Apelaciones, de '-¡H Je 
Agosto del año próximo pasudo, no ha sido pronunciada con vio- 
lación de las (orinas y solemnidades preaoriptas noria Consti- 
tución; desechándose en consecuencia el recurso de iuoonsiitu- 
cionalidad interpuesto; con costas al defensor del reo. (La Corte, 
estimando que Labia notorio desconocimiento del derecho, 
circustanciaque venía á afectar gravemente la situación del 
reo, y atendiendo á la disposición terminante del ari 04. 2' 
parte, eu combinación con el 4ttó del Código de Procedimiento 
cuya aplicación se hacia ineludible en el caso snb-jtul'uv, fm- 
puao Jas costas del recurso al letrado recurrente. 

Es esta la resolución que lia motivado el recurso del artículo 
14 de la ley de .Setiembre 14 de 18(8 sobre jurisdicción y 
competencia de los tribunales nacionales. Interpuesto este re- 
curao, esta Suprema Corte dictó el auto que se transcribe á 
continuación: 

♦ Mendoza, Junio lü de 1ÍKM ¡.-Vistos y considerando: t¿ue 
el recurso de apelación interpuesto se funda en el inciso 5" del 
artículo 14 de la ley de Ji de Setiembre de núui. 48. 

Que dicha disposición se refiere al caso de que se discuta 
una ley, decreto ó autoridad de provincia bajo la pretensión 
de ser repugnante á la Constitución Nacional, ó los tratados 
ó leyes del Congreso y la decisión sea en favor de la validez 
de la ley d autoridad de Provincia. 

<¿ue la cuestión controvertida en este pleito es si la senten- 
cia recurrida por el apelante por inconstilucionulidad está ó 
no de acuerdo con las disposiciones de la Constitución de la 
Provincia. 
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Que Las v iolaciones & la Constitución Nacional á que hace 
referencia el a pe la me en su escrito, fundando el presente re- 
curso, no han sido disentidas en autos y por ende no hay deci- 
sión al respecto, y vienen á ser deducidas posteriormente á 
ta sentencia de f. 151, quedando así excluidas del caso del 
articulo 14 inciso 2", según lo dispuesto por el articulo 15 de 
la misma ley núm. 48 de 14 de .Setiembre de I Hí í- i (F. 8. C. 
Tomo83Pág ÍK3). 

Que la interpretación ó aplicación del Código Civil y Penal 
hecha por Jos tribunales de provincia, no dá lugar al recurso 
de conformidad al artículo 15 citada. 

(¿ue resulta así evidente la falta de fundamento del recurso, 
por no encuadrar dentro de las prescripciones ojie lo auto- 
rizan. 

Por estas consideraciones y á mérito de las disposiciones 
legales ciludas y las constancias de autos, se resuelve no ha- 
cer lugar al recurso de apelación interpuesto.— Ontreras. — 
Olmos.— Hay.— Alore tti>. 

Kl precedente uuto fué notificado con Techa '¿O de Junio 
último al recurrente. 

Antes de dar por terminado el presente informe, pedimos 
permiso á esa Suprema Corte Nacional para levantar el cargo 
que se hace, en el escrito, recurriendo de hecho, cargo que 
aunque personal para dos de los miembros de esta Suprema 
Corte v afecta también al cuerpo todo por el tilde de parcial i- 
dad que aquel entraña Lus doctores Juan M Con t re ras y 
Mardoipico F. Olmos no han sido ni son enemigos públicos 
ni privados del alionado doctor Agüero, i|ue hace tal afirma- 
ción; ni hu.n sido en ningoua forma parteen el juicio político 
iniciado contra él, ni lian intervenido tampoco en su defi- 
nición. 

Ks notorio en Mendoza y consta de instrumentos públicos 
lindos á la publicidad, ijue el Poder Ejecutivo de la Pruvincia, 
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es deoir el actual gobernador doctor Carina Gal igniana Segura 
y su ex ministro de gobierno ductor Marcos li. Flores, solici- 
taron la destitución del juev¡ ductor Agüero ante el cuerpo 
legislativo que tiene por nuestra Constitución tal potestad por 
causas atendibles: el 11. .Senado; y éste en vista de los ante- 
cedentes que le fueron re ni i t idus acordó la destitución; no ha- 
biendo formado parte de aquel cuerpo los expresados sen >res 
ministros. 
Dios guarde ú V. K. 

Ma « itel Con t rvra ». — A Ifwrio 
lhiy t — M. Olmos.— Arturo 
Funes* 

DICTAIIKÜ DEL SBálOR PHUCIWAOOH QKHVHAL 

Suprema Corte: 

Del mismo escrito del recurrente que en copia corre» fs, 1» 
así como del informe del Superior Tribunal de Mendoza, que 
í« registra á fs- j% se inliere y se deduce: 

<¿uc ni durante la primera instancia de este juicio, la segun- 
da, ni aun la tercera, se ba opuesto la inonnslitucinnalidnd 
que se opone en el escrito (f, 1) en que se recurre para ante 
V. E./de la sentencia definitiva del expresado Superior TrU 
bunal de Mendoza, 

Que en ninguna de las sentencias dictadas en esas tres 
instancias, se ha tratado de nada que envuelva la violación 
del articulo 18 de la Constitución Nacional, ni de ley ó tra- 
tado por decreto, ley ó autoridad de provincia, no habiendo 
habido en concuencia pronunciamiento á su respecto. 

Un tales cundiciones, creo perfectamente aplicable el texto 



DI JUflflOU NAOIOMA.1. 



437 



claro de tas artículos 11 y 1"> de la ley 4H, y la constante ju- 
risprudencia de V. K. «¡tic hace i n procedente toJu recurso 
como el que se interpurne cuando la iticouslitucionalidad ó 
ilegalidad que se opone viene ó suscitarse después de la sen* 
teucitt definitiva que justamente se recurre, «lo que un puede 
suplir la exigencia legal, pues ei fallo de Ion mencionados 
tribunales u nta he reanudo su l ire el particular que no fué so- 
metido íi su juicio por la* partes» (lomo ífi pág. 101). 

De ItH mlsmus antecedente* se inliere que todo el debate 
suscitado y motivado ante la 2* y ultima instancia, se lia 
limitado á lachar el procedimiento de contrario a la Cons- 
titución Provincial y a la ley procesal respectiva. 

Tanto una como otra es per rectamente extraña, á V. E., 
y no puede dar lugar al recurso que se instaura de hecho eu 
el t-ano subíndice, por cuanto cuino V. E. lo ha establecido, 
*uo puede darlo (el reenrS") la interpretación y aplicación 
que lo* tribunale* de Provincia lindan desús Couslilm ion s 
rd*pe¿tiv.n, ni ineiUá de la discreción co i que n.uhiese.i 
«hrado sus poderes en el ejercicio de sus atribuciones, por- 
que las provincias se dan sus propias instituciones locales, 
y se rigen, por ellai sin intervención del Gobierno federal 
(art. 105 de la constitución), y p.tr que, en consonancia con 
esa disposición asi resulta establecido por articulo 14 (tomo 

ya pá*. '¿ta). 

Lo que se ha dicho respecto de las constituciones provinciales; 
es lógicamente aplicable á sus leyes procesales. 

lie auuerdo pues con lo dicho y en lo establecido por 
el Tribunal ¡Superior de Mendoza en su denegatoria del re- 
curso teniendo présenle, la constante jurisprudencia deV. E, 
creo que el recurso de hecho interpuesto en el easo debe 
declararse biea denegado y p»r eade desesti uérsele por 
V. E. 

Julio Botet. 
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FALLO 1>B LA Sl'PRKHA CORTK 

Huon... Airen, Julio 3| .1* 

Autos y Vistos: El reuursnde hecuo deducido por el deleu- 
■or del procesado Juan Alberto Tello de sentenctu pronuiioia- 
da por la Suprema Cor ti- de Justicia de Mendoza. 
X Considerando: 

«¿iiecoiuo resulta del informe corriente de §. ÍU'JS vta. 
y de la propia exposición del recurrente, no se ha planteado 
en el pleito, cuestión alguna de la» que prevee el articulo 
14 de la ley núm. 48 (Fallos, lomo 78 púg. K17 y iüi). 

Que la interpretación y aplicación de la Constitución Pro- 
vincinl y leyes comunes hedía por los Tribunales locales, 
es ajena al recurso extraordinario establecido por e! citado 
articulo U de la ley de jurisdicción y competencia de IftíW 
(art. 15). 

Por estu y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General, se declara bien denegado el recur- 
so. Notifiques* original y archívese. 



A. HeRUKJO — NlCANOK U. OBL 
HüLAR.— M. P. lÍARAÜT. 
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Recurso extraordinaria deihtrith de herhn por Vaztiglioni Al- 
berto en atttus con la saciedad Vnione e /ienevotema por 
defraudación. 

Sumario.— La interpretación dada por tos tribunales ordinarios 
<le la Capital de disposic iones fiel Código de Procedimientos 
Mi lü criminal, sancionado por ley núm. '¿'.fi'i, no autoriza el 
recurso extraordinario previsto por el artículo^ del citado 
•odigoy el artículo 14 de la Leyumn. 48. 

Caso.— Lo explican las piezas siguientes: 

VISTA DRL SRÍOR PHOCI'RAIiOH Í1RHRRAL 

Bn«Diu Alrei, Julio 20 di 1B0S. 

Suprema Varíe: 

K! recurrente ha sido ausuelto de culpa y cargo en laque' 
relia que le siguió la sociedad *Unione y Benevnlenza», |Mir 
la Cámara de Apelaciones en lo criminal de la Capital. 

At dictar la sentencia ese trí urinal local, tuvo por bien im 
condenar en las costa* del juicio al querellante, dando una 
interpretación y aplicación que encontró por conveniente, al 
articulo 144 del Código de Procedimientos Penal de la Capi- 
tal. 
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Esta circunstancia, es la que motiva y basa este recargo de 
hecho, que se pretende encuadrar dentro dei artículo 23 del 
citado Código de Procedí miento*, y articulo 11 de la ley 48. 

Basta tener presente que la disposición legal de cuya inter- 
pretación y aplicación se trata, pertenece al Código Procedí* 
ntientos Penal ordinario de la Capital, en su carácter de ley 
focal, que de otra manera, "> en otrj concepto, le polria apli- 
car el tribunal sentenciante que tiene exclusivamente ese ca- 
rácter, para comprender ijne el recurso que se trae á V. E. ni 
exta coiu prendido dentro del texto del artículo 11 del expre- 
sado Código, ni menos en los artículos II y 15 de la ley 43 y 
su correlativo el G> de la ley 4055. 

Las leyes procesales de la Capital, dictadas por el Congreso 
eoino legislatura local, así com > las dfc las Provincias, s »o en- 
trañas i la jurisdicción federal y aun á V, E., en reí pacto * 
la jurisdicción creada por la legislación exclusiva en la pri- 
mera, de acuerdo con el inciso ¿7 del articulo H7 do la Cons- 
titución, y por los poderes reservados por las se^iu las. según 
el artículo 101 y correlativos de la misma. 

Esta consideración, la jurisprudencia constante de V. K., 
que ha excluido invariablemente de su jurisdicción aquellos 
asuntos que versen sobre aplicación de las leyes procesales de 
la Capital y de las Provínuias por sus respectivos tribunales 
(Digestode Frías tomo III págs. 581 y 591), y el espíritu claro 
del artículo 15 de la ley ÍH que excluye las aplicaciones de la 
igislación común, me inducen ú pronunciarme en el sentido 
■*que V. E, debe rechazar el présenle recurso, declarándole 
bien denegado. 



Julio Botet. 
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Unen» Alru, Aralo 4 d» IMS, 

Autos y Vistos: £1 recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por don Alberto CastigHoni, invocando tos artículos 
22 inciso 2 n y 550 del Código de Procedimientos eu lo Criminal: 
contra sentencia pronunciada por la Cámara de Apelaciones en 
lo Criminal Correccional y Comercial de la Capital, en la cansa 
seguida por la Sociedad «Utiione é Benevolente», por defrau- 
dación. 

Y Considerando: 
Que el presente recurso se funda en que la expresada Cá- 
mara ¡ ii le r pretan do los artículos 144 y 145 del citado Código 
ha desconocido uu derecho del recurrente, fundado en ellos, 
ai no declarar en la sentencia absolutoria pronunciada en su 
favor, que las costas del proceso serian i cargo del querellante. 

Que la legislación procesal ó de forma, como la de que se 
trata, corresponde á las respectivas legislaturas de Provincia, 
y en lo referente al procedimiento de los tribunales ordinarios 
de la Capital al Honorable Congreso, en su carácter de legisla- 
tura local (artículo 67, incisos 11 y 27 y artículo 101, Consti- 
tución Nacional). 

Que las disposiciones del Código de Procedimientos en lo 
Criminal, sancionado por ley núm. 2372 de 4 de Octubre de 1888, 
aunque extensivas al fuero federal, son de carácter simple- 
mente local, en cuanto determinan el procedimiento de loa 
tribunales ordinarios de la Capital, para los cuales fuero* 
dictados por el Congreeo, en el carácter que le atribuye el 
inciso 27 al artículo (77 de la Constitución Nacional. 

Que, por consiguiente, la interpretación de esas disposieio* 
ne*, dada por los tribunales ordinarios de la Capital, no importa 
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I» de ana ley de carácter general y por lo mismo no autoriza 
el recurso extraordinario previsto por el artículo '¿*¿del citado 
OMf«o y U de la ley núm48, con el objeto de garantir la su- 
premacía de la autoridad y prescripciones del orden federal, 
consagrada por el art. 31 de la Contitucion Nacional* 

Por esto y de conformidad con lo expuesto y pedido pur el 
señor Procurador (¡enera! , se declara bien denegado el recurso 
interpuesto. Noti Cíqtiese original y devuélvanse agregándose 
copio de etita resolución. 

A. Ue ruejo. — Octavio Hph- 
ob,— Nicanor G. drl Solar.— 
M. P. Daract.— C, Moyano 
Qacitoa. 



CAUSA LXXI1I 



Lócatela tétix contra el Ferrocarril del Sud, por thiüos y 
perjuicios. Competencia 



Sumario;— No corresponde á la Justicia Federal el conoci- 
miento de una demanda contra un Ferrocarril nacional por 
indemnización de daños y perjuicios y devolución de Heles, 
Cumiada eo los artículos Utt, 18?, 18$ del Código de Co- 
mercio y el artículo 1109 y sus concordantes del Código 
Civil. 



V 

I 



W JOtnoU NACIONAL 

Caso.— Lo explican Jas piezas siguientes: 



AUTO 1IJÍL Jl'KZ UK COMERCIO 



lltwnui Airo», lüriernljr» 22 de íftij. 

Y Vistos: I»arn resolver sobre | u excepción .le inernupeten- 
*'ia de jurisdicción promovida á fs. 21 y 

Considerando: <¿ue por la demanda entablada por don 
Mi* s, LoeatellL recla.ua este del Ferrocarril del Sud .0- 
danos y perjuicios que dice l.abei sufrido con motivo de que 
I» empresa demandada le suministró oon gran retardo los 
wagoncK quede la misma solicitó para el transporte de di- 
versas partidas de cereales y le reclama, así mismo, la devo 
tiieim. .1c .nía parte del ílete en razón de que. según afirma. 

el t™!»'""* ¡a citada empresa excediéndose en el tieiu- 
m «n que debió verilearlo y funda s» derecho e.i disposieio 
oes del Código de Comercio. 

Hm por lo tanto, la acción que se entabla deriva de un 
contrato de trasporte que dice Ucatclü que celebró con la 
empresa del Ferrocarril del Sud y la relación de derecho 
■|ue aquel comporta está rejida por los disposiciones perti- 
nentes del Código de Comercio, de acuerdo con el articul » 
de la ley de Ferrocarriles, 

(¿ne por lo tanto, el caso sub-judice no se encuentra como 
lo sostiene el demandado, sometido á la jurisdicción federal 
déla que esta excluido por los artículos tí» y 07 ineisoa>de 
In Constitución Nacional. 

Que cualesquiera que sean las disposiciones del reglamento 
de la ley de Ferrocarriles, sus disposiciones no pueden tener 
el alcance de alterar lo que la misma ley preceptúa en su 
artículo 50 yu recordado. 

Que por otra parte, esta es la jurisprudencia establecida en 
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casos análogos por la Suprema Curte de Justicia (T. 44 p. líl); 
T. 45 p. ni; T. 41 p. 2Í5 y T, 48 p. 147). 

Por estos estos fundamentos, utento lo dictaminado por el 
señor Agente Fiscal, no lia lugar á la excepción opuesta de 
incompetencia de jurisdicción, con coilas (art. '21 de la ley 
á cuyo efeiittt regula en ciento cincne.iU pe$«»s "Vh los 
liomirari.ts del doctor tVayjnes y contesten derecUarneute la 
demanda dentru del término de ley, uotit¡e»Udt»sele al efecto 
p'>r el eiiipleailo Prospaín. Ke pingase el sello. 

iik.ardo Seeber.— Ante mi: F. 
S. Oribe. 

AUTO l>B LACÁmfUOK APÜLAUEOMKS HN MI CriJIKHCUI* 

¡Judio* Aires, Mar*.» 

Y Vistos: pur aun fundamentos y «le cnnfomiiilad con lo dic- 
taminado pur el séñit Fiscal, uon firmase el auto aptdudo y 
devuélvanse. He púnase el sello. 

Eximes. — ('titmniifa — 
Sftavedtu, — A ote mi: Angel 
M. Casaren. 




vista [ibj. bbSor paocnaADoa ohskmal 

lluouu* Airei, Jim i-. l m -lo W06. 

íüxcma. Corte: 

Con sujeción al articulo ")0 de la ley de Per rucar riles 
núm. 2873 t las obligaciones y responsabilidades de lita empre- 
sas respecto á los cargadores, por perdidas, averias ú retar- 
do en la expedición 6 entrega de las mercaderías, serán re- 




gidas por las disposiciones del Código de Comercio, como 
la demanda enlabiada á f. se ampara en Los artículos 10 i, 170. 
187 y 188 del Código de Comercio, al cobrar, a la empresa 
recurrente, los daños y perjuicios provenientes de las ave* 
rías sufridas en un cargamento de cereales, á causa de la tar- 
danza de la misma empresa para suministrarlos wagones ne- 
cesarios para el transporte, y la consiguiente devolución de 
los Retes, en razón de la excesiva demora en la conducción de 
dicha mercadería, considero que la dublé acción instaurada 
por el actur, nace y deriva de uu contrato de trans- 
porta. 

Y tratándose de la aplicación del Código de Comercio, en 
cuyos citados preceptos se ampara la demanda, el caso sub- 
índice está expresamente excluido de la jurisdicción exep- 
a ion al y restrictiva del Tuero federal, con arreglo A los artí- 
culos 100 y ü7 inciso Sfr de la Constitución Nacional, en 
armonía con el artículo 15 de la ley de la materia núin. 48 
de Setiembre II de 180'-! y con la jurisprudencia estableció* 
en el tome» 41 pig. 1*41), tomo 45 pág. 171 entre no me rosos 
Tallos de V. E. 

Bu virtud de estas breves consideraciones pido á V. E. se 
sirva declarar i|iie el cuso ocurrente no corresponde al conoci- 
miento de Injusticia Federal, y eníconsecuencía, se digne con- 
tinuar por sus fundamentos, la resolución recurrida de la 
Kxma. Ca niara de Apelaciones en lo Comercial de fs. 31 cun- 
tir mato ría de la de fs. W 



Julio Zíoíeí 
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FALLO DB LA aiTKF.UA C0RT8 

Buong, Air*,-, Aia#to 9 da 1*06. 

Vistos y Considerando: 

Que la (lema iid» de don Félix 8. Lountelli contra la em- 
presa del Furruiiarril del Sur, pur iiidemniz»(;ión de dailus y 
perjuicios y devolución de (leles se fu oda en loa artículos Mi, 
187, 188 del Código de Coinereio y artículo Uü3y sus emeu.- 
dantes «'el Código Civil. 

Que la misma ley de ferrocarriles ha establecido une las 
obligaciones ó responsabilidades de las eiu presas, respecto á 
los cargadores, por pérdidas, averias ó retardo eu la expe- 
dición ó eutrega de las mercaderías, serón re-idus pur las 
disposiciones del Código de Comercio (artículo .K >, ley 
nttiu. '2873). 

Que pur consiguiente, el caso mh- judias no se encuentro 
entre los <¡ue lian sido deferidos al conocimiento de la Jus- 
ticia Federal pur el articulo llkl de la Constitución Na- 
cional. 

Que en el caso de Ma retine Hermanos contra el Ferrocarril 
Central Argentino, .Ionio 7 de 1901, ijue se invoca por la 
empresa demandada, la acción de repetición de I lotes se lia 
bia fundadu en una resolueidii adiuinistrativ a y en la obser- 
vancia de las forumlidades i|iie, parala alteración de tarifas, 
estableced urtículu 14 de la ley -enera! de ferrocarriles, p»r 
lo uue carece de aplicación en el presente rejrido, pur el de 
recbo común y no por anuella ley especial de la Nación. 

Que la nota de fojas 4 en <¡ue se trascribe la resol ación de 
la Dirección General de Vías de Comunicación, se üa acoiuiU' 
á la demanda como un elemento de comprobación de la 
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demora que se atribuye á la empresa y de los perjuicios coy* 
iudemnizaciún se reclama (í. 15). 

Que en la causa seguida por don IWro Nasarre einilra el 
Ferro Carril del Sur, en ciroiinHancias unálo^a* á la presente 
•e ha reconocido la competencia del fuero común {abril U de 
190(1) 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor 1'rocurador üeiicrai, se continua, con nistaa, la 
aentencia apelada de fojas 31. Notiliquese con el original y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

A. HkrhkJo.- -Octavio Hi ngk.— 

NlCANUH (i. hkl S(H.AH.-M. 
1*. DaHACT— C. M»V 4MU ÜA- 
CITUA. 



